ACTA Nº 50-19
CONSEJO SUPERIOR DEL PODER JUDICIAL. - San José, a las nueve horas del treinta y uno de mayo de dos mil diecinueve.
Sesión ordinaria con asistencia del Magistrado Presidente, Fernando Cruz Castro. De los integrantes doctor Gary Amador Badilla y máster Carlos Montero Zúñiga y de las integrantes máster Sara Castillo Vargas y licenciada Sandra Pizarro Gutiérrez. Asiste también la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva.
[bookmark: _Toc366755200][bookmark: _Toc474994767][bookmark: _Toc9866633]ARTÍCULO I
Documento N° 6230-19
Se aprueba el acta N° 45-19 de la sesión celebrada el 17 de mayo de 2019. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc9866636]ARTÍCULO II
Documento N° 1831-11 / 6076-19.
[bookmark: _Toc520809873]En sesión número 69-18 celebrada el 3 de agosto del 2018, artículo XXII, se autorizó la prórroga al contrato N° 071117, con la empresa Eulen de Costa Rica S.A., ampliando de esa forma la vigencia del mismo del 19 de agosto hasta el 31 de diciembre de 2018, con una erogación mensual máxima por la suma de ¢141.357.381,59 (ciento cuarenta y un millones, trescientos cincuenta y siete mil trescientos ochenta y un colones con cincuenta y nueve céntimos).
En oficio número 2004-DP-07-2019, del 21 de mayo de 2019, el máster Miguel Ovares Chavarría, Jefe del Departamento de Proveeduría, informó lo siguiente:
“En sesión Nº 69-18, artículo XXII, celebrada el 03 de agosto del 2018, el Consejo Superior dispuso adjudicar la Licitación Pública Nº 2017LN-000013-PROV, denominada "Contratación del servicio de limpieza integral para los diversos Circuitos Judiciales del país, según demanda”, al Consorcio Grupo Eulen: Eulen de Costa Rica S.A., cédula jurídica 3-101-229409 y Eulen S.A. (Consultora Europea de Servicios), la cual se formalizó mediante el contrato N° 038118. 

Siendo que ya se procedió a dar la orden de inicio para dicho contrato, es menester proceder con la incorporación de los servicios que se espera finalice su vigencia, en el mencionado contrato.

De conformidad con la circular 136-2017, de fecha 22 de setiembre de 2017 en la cual se indican las medidas que se establecieron para la Contención del Gasto en el Poder Judicial y específicamente en la cláusula que indica, “No se tramitará nuevas contrataciones o ampliaciones de contratos en áreas de limpieza, jardinería y seguridad, salvo los requeridos para atender leyes nuevas o servicios indispensables a juicio de la Dirección Ejecutiva o estudios de la Dirección de Planificación”. En virtud de lo anterior, para los servicios solicitudes para el Edificio Santa Rita, se cuenta con la autorización de la Dirección Ejecutiva mediante oficio 1583-DE-2019.

Adicionalmente, la Licenciada Stephanie Calvo López, Jefa a.í de la Sección de Limpieza y Jardinería, mediante oficio 024-LJ-2019 de fecha 09 de mayo de 2019, otorga el visto bueno a la incorporación del servicio para el edificio antes mencionado.

Por lo anterior se recomienda la ampliación de los servicios de conformidad con la siguiente tabla:

	Oficina
	Puesto
	Numero de Contrato Actual
	Fecha de Vencimiento del Contrato Actual
	Fecha en la que se debe iniciar el nuevo Contrato
	Monto Total Mensual de las horas adicionales 

	Edificio Santa Rita
	1 puesto de 8 horas, de lunes a viernes de 07:30 a 12:00 y de las 13:00 a 16:30 horas
	038118
	N/A
	01-06-2019
	¢519.064,81



[bookmark: _Hlk526959009]En cuanto a la disponibilidad presupuestaria, mediante oficio No. 436-CE-2018 de fecha 07 de mayo de 2019 del Departamento Financiero Contable emitió la certificación de contenido presupuestario, para hacerle frente a la erogación que se requiere durante el período comprendido del 01 de junio al 31 de diciembre del 2019, por la suma de ¢3.633.453,67.

Así las cosas, al determinar la jornada, la cantidad de personas y horas al día, que se requieren para brindar los servicios en el Edificio indicado, en el siguiente cuadro se proyecta el costo mensual y anual para incorporar el servicio de limpieza anteriormente mencionado, como sigue:

	PUESTO 8 HORAS DIURNO LUNES A VIERNES

	CANTIDAD PERSONAS
	HORAS AL DÍA EN CADA TURNO
	CANTIDAD HORAS DÍA/EMPLEADOS EN CADA TURNO
	CANTIDAD HORAS SEMANA        (LUNES A VIERNES) 8 HORAS AL DÍA DE LAS 07:30 A 12:00 Y DE LAS 13:00 A LAS 16:30 HORAS
	COSTO JORNADA ORDINARIA/ EMPLEADO
	COSTO SERVICIO SEMANAL        (5 DÍAS) JORNADA ORDINARIA DIURNA 07:30 A 12:00 Y DE 13:00 A 16:30 HORAS
	COSTO SERVICIO MENSUAL            (4,33 SEMANAS)
	COSTO ANUAL       (12 MESES)

	1
	8
	8
	40
	₡2.996,91 
	₡119.876,40 
	₡519.064,81 
	₡6.228.777,74 



Conforme a lo indicado anteriormente, se solicita a esta instancia aprobar la incorporación del servicio indicado a partir de la orden de inicio que emitirá el Proceso de Verificación y Ejecución Contractual, el detalle del puesto y jornada conforme a lo recomendado por la Sección de Limpieza y Jardinería se hará del conocimiento del contratista en la orden indicada.”

-0-
Se acordó: Acoger la recomendación formulada por el Departamento de Proveeduría en oficio número 2004-DP-07-2019, del 21 de mayo de 2019, en consecuencia, aprobar la ampliación de la Licitación Pública Nº 2017LN-000013-PROV, denominada "Contratación del servicio de limpieza integral para los diversos Circuitos Judiciales del país, según demanda” al Consorcio Grupo Eulen: Eulen de Costa Rica S.A., cédula jurídica 3-101-229409 y Eulen S.A. (Consultora Europea de Servicios), de conformidad con la siguiente tabla:
	Oficina
	Puesto
	Numero de Contrato Actual
	Fecha de Vencimiento del Contrato Actual
	Fecha en la que se debe iniciar el nuevo Contrato
	Monto Total Mensual de las horas adicionales 

	Edificio Santa Rita
	1 puesto de 8 horas, de lunes a viernes de 07:30 a 12:00 y de las 13:00 a 16:30 horas
	038118
	N/A
	01-06-2019
	¢519.064,81


Así las cosas, al determinar la jornada, la cantidad de personas y horas al día, que se requieren para brindar los servicios en el Edificio indicado, en el siguiente cuadro se proyecta el costo mensual y anual para incorporar el servicio de limpieza anteriormente mencionado, como sigue:
	PUESTO 8 HORAS DIURNO LUNES A VIERNES

	CANTIDAD PERSONAS
	HORAS AL DÍA EN CADA TURNO
	CANTIDAD HORAS DÍA/EMPLEADOS EN CADA TURNO
	CANTIDAD HORAS SEMANA        (LUNES A VIERNES) 8 HORAS AL DÍA DE LAS 07:30 A 12:00 Y DE LAS 13:00 A LAS 16:30 HORAS
	COSTO JORNADA ORDINARIA/ EMPLEADO
	COSTO SERVICIO SEMANAL        (5 DÍAS) JORNADA ORDINARIA DIURNA 07:30 A 12:00 Y DE 13:00 A 16:30 HORAS
	COSTO SERVICIO MENSUAL            (4,33 SEMANAS)
	COSTO ANUAL       (12 MESES)

	1
	8
	8
	40
	₡2.996,91 
	₡119.876,40 
	₡519.064,81 
	₡6.228.777,74 



El Proceso de Verificación y Ejecución Contractual, oportunamente hará de conocimiento del contratista la orden de inicio específica.
La Dirección Ejecutiva y el Departamento Financiero Contable, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc9866638]ARTÍCULO III
Documento N° 5671-18 / 5945-19

	En sesión N° 50-18 celebrada el 1 de junio del año 2018, artículo XIII, se adjudicó la Licitación Abreviada N° 2018LA-000005-PROV denominada “Compra de sistema de video conferencia”, línea N° 1, a la empresa Componentes El Orbe S.A., cédula jurídica 3-101-111502, 
[bookmark: _Toc1403390]En sesión N° 16-19 celebrada el 22 de febrero del 2019, artículo VIII, se autorizó el incremento al contrato adicional de la licitación abreviada 2018LA-000005-PROV, línea 1, a la casa comercial Componentes El Orbe S.A., cédula jurídica Nº 3-101-111502:
	El máster Miguel Ovares Chavarría, Jefe interino del Departamento de Proveeduría, en oficio N° 1980-DP/11-2019 de 20 de mayo de 2019, remitió lo siguiente:
“En relación con el contrato adicional conforme al artículo 209 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, de la Licitación Abreviada Nº 2018LA-000005-PROV “Compra de Sistemas de Videoconferencia”, autorizado por ese Consejo Superior en la sesión 16-19, artículo VIII, de fecha 22 de febrero del año en curso, respetuosamente se procede a solicitar lo siguiente: 
Una vez aprobada la ampliación de la citada  licitación,  esta  Proveeduría  procedió  a solicitar a la  adjudicataria el  aporte  de la garantía de cumplimiento  así como las  especies  fiscales, sin embargo, mediante  nota  recibida el 11 de marzo  del  2019, suscrita  por la  señora  Jeanette  Marín Cantarero,   en  calidad de representante  legal  de la  sociedad  Componentes  El  Orbe,  manifestó  que  el modelo de los equipos  adjudicados  fueron  descontinuados, por cuanto la  empresa SONY  cerró la  línea de producción  en  equipos de  videoconferencia,  además   señaló que  podían  ofrecer tres  opciones de cambio de  marca para lo cual solicitó  una  reunión  con el  personal  técnico  de  la  institución  y así poder valorar  las  propuestas.
En virtud de lo anterior, se remitió la información  a la Dirección de  Tecnología  de  Información  para  que  coordinaran con la  empresa lo  necesario  para  poder finiquitar este tema, sin  embargo,   el  proceso  de negociación con la  empresa  y la  valoración  de  las  propuestas  por  parte  del  órgano  técnico se tornó  muy  complejo  y  fue   hasta  el 9 de mayo del 2019, cuando  se recibió  el  informe  técnico  N° 1139-DTI-2019  donde  el  Bachiller  Victor Hernández Bonilla  y la licenciada  Paola  Alvarez Quesada, ambos  de  la  Unidad  de  Multimedios, Comunicaciones  y  Videoconferencias   del  Subproceso de Telemática,  con el  visto  bueno  de las  máster Ericka  Monge  Quesada, Jefa  a.i. del  Subproceso de Telemática, manifiestan que uno de los  equipos  propuestos  por  Componentes  El  Orbe S.A.,  para  sustituir  la marca  originalmente adjudicada,  se  ajusta  a  las  necesidades de la  institución  además  de  que  su  valor  económico  en el  mercado es  superior, por lo que es  parte del  beneficio   que  con la  modificación  la  institución recibe. 
 Así las cosas, muy respetuosamente se solicita modificar el citado acuerdo, con el fin de cambiar el equipo ofertado originalmente, para que se lea de la siguiente manera:
Línea 1
10 unidades de sistema de video conferencia marca Avaya, modelo Scopia XT 5000 Advance, que incluye los siguientes componentes:
1 unidad Scopia PWR CORD 125 V 1.83M pulg 3 poles UL817 CONN C13 USA
2 unidades microphone POD 15 M Cable
1 unidad Scopia CT5000 CODEC
1 unidad Scopia XT5000 Base LIC:DS/E
2 unidades Scopia XT Premium microphone POD
1 unidad Scopia XT Advance Camera II
1 unidad adaptador HDMI/VGA
1 pantalla de 40”
1 unidad Cable HDMI 5 metros
1 unidad cable VGA 5 metros
Demás términos y condiciones permanecen invariables.”


- 0 -

De conformidad con los artículos 205 y 209 del Reglamento de Contratación Administrativa y al amparo del criterio técnico vertido en el oficio N° 1980-DP/11-2019 de 20 de mayo de 2019, se acordó: Acoger la solicitud presentada por el máster Miguel Ovares Chavarría, Jefe interino del Departamento de Proveeduría, en consecuencia, tener por modificado el acuerdo tomado en sesión N° 16-19 celebrada el 22 de febrero del 2019, artículo VIII, en el entendido que el equipo ofertado de la Licitación Abreviada 2018LA-000005-PROV denominada “Compra de Sistemas de Videoconferencia”, debe leerse de la siguiente manera:
“Línea 1
10 unidades de sistema de video conferencia marca Avaya, modelo Scopia XT 5000 Advance, que incluye los siguientes componentes:
1 unidad Scopia PWR CORD 125 V 1.83M pulg 3 poles UL817 CONN C13 USA
2 unidades microphone POD 15 M Cable
1 unidad Scopia CT5000 CODEC
1 unidad Scopia XT5000 Base LIC:DS/E
2 unidades Scopia XT Premium microphone POD
1 unidad Scopia XT Advance Camera II
1 unidad adaptador HDMI/VGA
1 pantalla de 40”
1 unidad Cable HDMI 5 metros
1 unidad cable VGA 5 metros
Demás términos y condiciones permanecen invariables.”
En lo demás, se mantiene incólume el acuerdo.
	La Dirección Ejecutiva y Jurídica, los Departamentos de Proveeduría y Financiero Contable, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc9866643]ARTÍCULO IV
Documento N° 3836-19

Conoce este Consejo en alzada la resolución N°748-2018, dictada por el Tribunal de la Inspección Judicial a las quince horas cincuenta y tres minutos del veintisiete de abril del dos mil dieciocho, dentro del procedimiento seguido contra Ronald Solís Jiménez, mediante la cual declaró con lugar la causa disciplinaria, calificó de gravísima la falta cometida y le impuso la sanción de tres meses de suspensión sin goce de salario. 
I.- La Comisión de Relaciones Laborales en resolución N°45-2019 de las ocho horas treinta minutos del veintidós de marzo del dos mil diecinueve, recomendó modificar la falta como grave y la sanción impuesta a dos meses de suspensión del cargo sin goce de salario.   
II.- Mediante resolución de las siete horas y cincuenta y tres minutos del diecinueve de abril del dos mil diecisiete, se le dio traslado de cargos al encausado para que se manifestara respecto a lo siguiente: “…INCORRECCIONES EN SU VIDA PRIVADA, POR CUANTO ENCONTRÁNDOSE EN PERÍODO DE INCAPACIDAD SALIÓ DEL PAÍS, CONTRAVINIENDO CON SU ACTUAR EL REGLAMENTO PARA EL OTORGAMIENTO DE INCAPACIDADES Y LICENCIAS A LOS BENEFICIARIOS DEL SERVICIO DE SALUD. Concretamente se le acusa: 1- Que usted Rónald Danilo Solís Jiménez, según reporte de estado laboral por empleado confeccionado el 17 de abril de 2017 por el Departamento de Gestión Humana, se encontraba incapacitado del veintisiete de diciembre de dos mil dieciséis al quince de enero del año dos mil diecisiete. 2- Que según consulta de movimientos migratorios del 4 de abril de 2017, usted Ronald Danilo, salió del país el día primero de enero ingresando el cinco de enero, ambas fechas del año 2017. Por lo anterior, se le acusa a usted Ronald Danilo Solís Jiménez de abandonar el país en un período en el cual se le había extendido una incapacidad para trabajar, contraviniendo con su actuar, lo establecido por los numerales 5, 14, 15 y 16 del Reglamento para el Otorgamiento de licencias e incapacidades a los beneficiarios del Seguro de Salud, resultando su salida del país contraria a la finalidad de la incapacidad, la cual tiene como consecuencia lógica que el trabajador guarde reposo, logre recuperarse y así pueda reincorporarse a su trabajo lo antes posible, evitando agravar el padecimiento por el cual fue incapacitado, por lo que usted, Ronald Danilo Solís Jiménez, según lo dispone el numeral 14 del Reglamento para el Otorgamiento de licencias e incapacidades a los beneficiarios del Seguro de Salud, en el período señalado se encontraba inhabilitado para el desempeño de cualquier tipo de actividad remunerada y no remunerada, pública o privada, tanto en su horario ordinario, como fuera de él, lo mismo que actividades académicas, físicas o recreativas que interfieran con la recomendación médica, así como viajes dentro o fuera del país, según lo dispone el artículo 16 del citado Reglamento y cualquier otra actividad que ponga en peligro la recuperación de la salud del asegurado activo..".
III.- El Tribunal Disciplinario tuvo como hechos probados dentro de la investigación realizada los siguientes: “1. Que el servidor Ronald Danilo Solís Jiménez se encontraba incapacitado en el período comprendido entre el veintisiete de diciembre de dos mil dieciséis y el quince de enero del año dos mil diecisiete. (Ver prueba documental que consta agregada al expediente virtual, boleta de incapacidad, reporte de estado laboral expedido por el Departamento de Personal, contestación del traslado de cargos mediante memorial incorporado al expediente digital el 24 de abril de 2017 –hecho no controvertido). 2.- Que según constancia expedida el 4 de abril de 2017, por el Ministerio de Gobernación y Policía, Dirección General de Migración y Extranjería, Subproceso de Registro de Movimientos Internacional de Personas, el encausado Ronald Danilo salió del país el día primero de enero regresando el cinco de enero, ambas fechas del año 2017 (véase constancia de movimientos migratorios del denunciado y contestación de traslado de cargos mediante memorial incorporado al expediente digital el 24 de abril de 2017 –hecho no controvertido. 3.- Que el acusado Ronald Danilo Solís Jiménez abandonó el país en un período en el cual se le había extendido una incapacidad para trabajar, contraviniendo con su actuar, lo establecido por los numerales 5, 14, 15 y 16 del Reglamento para el Otorgamiento de licencias e incapacidades a los beneficiarios del Servicio de Salud, resultando su salida del país, contraria a la finalidad de la incapacidad, la cual tiene como consecuencia lógica, que el trabajador guarde reposo, logre recuperarse y así pueda reincorporarse a su trabajo lo antes posible, evitando agravar el padecimiento por el cual fue incapacitado, por lo que el encartado SOLÍS JIMÉNEZ, según lo dispone el numeral 14 del Reglamento para el Otorgamiento de licencias e incapacidades a los beneficiarios del Servicio de Salud, en el período señalado se encontraba inhabilitado para el desempeño de cualquier tipo de actividad remunerada y no remunerada, pública o privada, tanto en su horario ordinario, como fuera de él, lo mismo que actividades académicas, físicas o recreativas que interfieran con la recomendación médica, así como viajes dentro o fuera del país según lo dispone el artículo 16 del citado Reglamento y cualquier otra actividad que ponga en peligro la recuperación de la salud del asegurado activo. (Ver prueba documental que consta agregada al expediente virtual, oficios del Departamento de Personal, y movimientos migratorios del denunciado).”
IV.- Como primer aspecto a resolver corresponde referirse a la nulidad del traslado de cargos aludida en la apelación, donde se argumenta para esos efectos que en la pieza procesal de cita no se demuestra la afectación a la imagen institucional y no se cumple con el principio de correlación.  -/ Sobre el particular inicialmente se considera atinado recalcar que el traslado de cargos debe establecer una relación oportuna, expresa, precisa y circunstanciada en tiempo modo y lugar de los hechos investigados. En este sentido debe indicarse que lo apuntado se plasmó adecuadamente en la especie, agregando además que se dio cabal cumplimiento a los principios de intimación e imputación, así como a los principios que informan el debido proceso, incluido el de correlación, en tanto de la lectura de la pieza procesal debatida, se desprende que dicho acto contiene los componentes jurídicos precisos para informar puntual y detalladamente las acciones investigadas, circunstanciado el modo y la conducta en cuestión. Se observa que la pieza en cuestión, señala con claridad en que consistió la falta atribuida y las acciones que la produjeron, siendo que su contenido resulta claro y concreto, lo cual permitió tal y como se ha constatado que el señor Solís Jiménez, ejerciera su derecho de defensa sin limitación alguna, durante la tramitación del caso analizado, por lo que procede el rechazo de lo alegado. 
V.- En el escrito de apelación se indica que no se aplica correctamente el contenido del artículo 28 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, no se fundamenta lo resuelto, ni se acredita el dolo o culpa grave, además de que no se aceptó el testimonio de descargo ofrecido, sin que se justificara tal acción. Por último se indica que la sanción fijada por el Tribunal es totalmente violatoria del parámetro de proporcionalidad.  -/ Sobre lo cuestionado, es preciso reiterar la necesidad de que los actos administrativos cuenten con una fundamentación suficiente, constituida por la derivación descriptiva, que consiste en la identificación de los elementos de juicio con que se cuentan y la intelectiva, entendida como la que exige la valoración de los elementos de prueba incorporados al procedimiento, se seleccionen los que sirvan para determinar si los hechos acusados se produjeron o no y si el encausado tuvo participación en los mismos; para lo cual debe utilizar las reglas del entendimiento humano, a saber la psicología, la lógica y la experiencia común. Específicamente en el caso concreto en línea con el análisis realizado, este Órgano estima que no lleva razón el argumento de defensa, dado que el Tribunal Disciplinario acreditó conforme las probanzas incorporadas en autos, que el señor Solís Jiménez incurrió en la falta que se le endilga, a saber salir del país estando en período de incapacidad. Se observa como el Tribunal Disciplinario, definió puntualmente los hechos cuestionados, reflejando coherencia entre la prueba incorporada al procedimiento y lo denunciado; siendo que del análisis integral del caso concreto resulta como se indicó, lógico lo concluido por el a quo, permitiendo establecer la comisión de la conducta investigada, dentro de un contexto asociado con las razones de hecho y de derecho particulares del caso, sin que se aprecie dentro del procedimiento en cuestión, que en ninguno de los actos procesales que lo conforman, se estén violando los principios aludidos por el recurrente. La resolución detalla cada uno de los aspectos requeridos para la sustanciación del acto administrativo, describiendo el incumplimiento de los artículos 4 y 6 del Reglamento N°266-2008 del 02 de febrero de 2009, del Instituto Nacional de Seguros y lineamientos institucionales sobre el tema, al salir del país estando incapacitado, sin que se observe una interpretación distorsionada de su contenido, tal y como se desprende del acto administrativo cuestionado, donde en lo que interesa señala: “Examinada la sumaria disciplinaria, el denunciado Solís Jiménez fue incapacitado por el Instituto Nacional de Seguros, por el período comprendido del veintisiete de diciembre de dos mil dieciséis al quince de enero de dos mil diecisiete, conforme se desprende de la copia de la boleta de incapacidad (imagen 14). Pese a lo anterior, el encausado según quedó registrado, salió del país con destino a Panamá, donde se mantuvo durante el período comprendido del primero al cinco de enero de dos mil diecisiete (imagen 2). En su defensa, señaló que su salida del país tuvo como razón fundamental el hecho de que un compañero de la Sección de Cárceles de Pavas, le comentó acerca de la existencia de un terapeuta en Panamá que podía tratar su padecimiento y, a efecto de evitar una segunda cirugía en su pierna izquierda, le recomendó con un amigo de él que reside en Panamá, quien a su vez lo remitiría con el terapeuta. Aduce además, su desconocimiento de una normativa que prohíbe la salida del país durante el período de incapacidad, lo cual implica que no hubo dolo o culpa grave en su actuación y, que lo acontecido, obedece a un “error de derecho”. Para este Órgano Decisor, no son atendibles las justificaciones que realiza el procesado Solís Jiménez por lo que de seguido se dirá. Refiere la defensa del encausado que su salida del país se da en forma previa a una segunda operación quirúrgica en su pierna izquierda, lo que deriva la incapacidad del período del veintisiete de diciembre de dos mil dieciséis al quince de enero del año dos mil diecisiete, por medio del Instituto Nacional de Seguros. Esta condición en la salud del servidor investigado, permite concluir la necesidad de reposo debido a la lesión sufrida de forma reiterada en el miembro inferior izquierdo. Se hace preciso acotar, que aún y cuando la boleta de incapacidad no indica que debía guardar reposo absoluto, es lo cierto, que conforme la normativa citada, durante el período en que se le extendió la incapacidad, estaba impedido para realizar cualquier tipo de actividades, sea laborales, educacionales o de recreación. El encausado, por su parte, aduce en su defensa la consulta a un terapeuta en la República de Panamá que le evitaría someterse a una segunda cirugía en su pierna izquierda. No obstante, no aporta prueba alguna sobre la consulta a dicho terapeuta, sino que la probanza por él ofrecida consiste en el testimonio de un servidor de la Sección de Cárceles de Pavas, que le remitiría a un amigo en Panamá, quien a su vez lo remitiría al terapeuta, prueba la cual resulta ciertamente irrelevante, por cuanto no aporta elemento probatorio alguno sobre la verificación de la actividad supuestamente realizada, según se alega, por el encausado durante su permanencia fuera del país. De los hechos expuestos y elementos de prueba recabados, para las integrantes de este Tribunal Disciplinario, existe un respaldo probatorio suficiente e idóneo para tener por acreditados los hechos que se acusaron al endilgado Solís Jiménez. Este Órgano Disciplinario arriba a esta conclusión, por cuanto de la normativa que rige las incapacidades extendidas por el Instituto Nacional de Seguros, se desprende que la finalidad del otorgamiento de las mismas es propiciar la recuperación de la salud del paciente y su rehabilitación, para que se reincorpore a las actividades cotidianas, por lo que no queda duda alguna en cuanto a que la boleta de incapacidad por el período comprendido entre el veintisiete de diciembre de dos mil dieciséis al quince de enero del año dos mil diecisiete, se le extendió para tales fines. Pese al reposo prescrito por el médico, el encausado salió del país con rumbo a Panamá, donde permaneció por el período del primero al cinco de enero del año dos mil diecisiete, según registro de entrada (imagen 2), sin que se hubiere aportado al proceso prueba idónea y pertinente, que permita evidenciar que esta actividad recreativa formó parte del tratamiento indicado o, en su defecto, que así fuera recomendado o autorizado por el profesional en ciencias médicas que emitió la incapacidad. Concerniente al tema que nos ocupa en este proceso disciplinario, se estima de importancia citar la línea jurisprudencial, emitida por la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, siendo que desde el año dos mil ocho y hasta la fecha..” Tampoco lleva razón el apelante sobre lo relacionado con la supuesta incorrecta aplicación del contenido del artículo 28 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, siendo que el análisis específico realizado por el Tribunal Disciplinario sobre el tema es correcto, detallando los alcances y los elementos a considerar para su aplicación, tal y como se desprende del acto procesal cuestionado donde sobre el particular se apunta: “formula un alegato acerca de la falta de afectación de la imagen del Poder Judicial, invocando para ello el artículo 28, inciso 2, de la Ley Orgánica del Poder Judicial. A este respecto debe destacarse que esta norma establece una sanción disciplinaria para el servidor “… por incorrecciones o fallas en el ejercicio de su cargo o en su vida privada, que puedan afectar el buen servicio o la imagen del Poder Judicial …”. Esta disposición normativa no se limita, con respecto a las acciones de la vida privada de la persona servidora judicial, a aquellas que afecten la imagen del Poder Judicial, sino también a las que producen afectación en el buen servicio. A partir de lo dispuesto por el artículo 194 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y estableciendo una relación con el citado numeral 28, inciso 2, así como con los artículos 4 y 6 de las disposiciones para el otorgamiento de incapacidades temporales y permanente a usuarios de los servicios de salud del Instituto Nacional de Seguros (Reglamento N°00266-2008, de fecha 2 de febrero de 2009), claramente se puede desprender la facultad de la Administración para sancionar al funcionario por actos de su vida privada que puedan tener repercusión en su estado de salud y, consecuentemente, en su capacidad para la prestación laboral. De ahí que la afectación a la imagen del Poder Judicial no es objeto de análisis en el subjúdice, por lo que debe rechazarse el alegato de la defensa técnica del encausado en ese sentido.”  En cuanto al rechazo del testimonio del señor Jorge Acuña Mejía, se comparte lo resuelto por el Tribunal disciplinario en la resolución sobre la admisibilidad de la prueba de las once horas y cuarenta y seis minutos del veintisiete de abril del año dos mil diecisiete (folio 22 y 23), en tanto tal y como se señaló de conformidad con los artículos 14 y 16 del Reglamento para el Otorgamiento de Incapacidades y Licencias a los Beneficiarios del Seguro de Salud, únicamente son de recibo para la salida del país en caso de incapacidad las excepciones ahí preceptuadas, siendo que tales aspectos se acreditan mediante prueba documental contenida en el expediente médico, por lo cual el testimonio ofrecido por el encausado no resulta pertinente. En otro orden de factores, no se puede obviar el incumplimiento tenido por acreditado en la especie y que esta situación acarrea consecuencias, mismas que se pudieron evitar requiriendo la autorización médica para salir del país. De esta manera, se considera apropiado citar que doctrinalmente se ha establecido: “La solución de la relación de tensión sólo puede lograrse mediante la ponderación de los valores e intereses involucrados en el caso concreto, operación tras la cual podrá concederse si el medio se encuentra en razonable proporción con el fin perseguido. Adquiere, así singular importancia en el marco del principio de proporcionalidad en sentido estricto la ponderación de fines y medios.” (González Cuellar Serrano, Nicolás, Proporcionalidad y derechos fundamentales en el proceso penal, editorial Colex, 1990, p. 274.)  En consecuencia, en concordancia con los principios aludidos, el procedimiento analizado y sus circunstancias particulares, se considera que en la especie el a quo fundamentó apropiadamente la calificación de la falta. No obstante en atención a las particularidades del caso, que en las conductas investigadas no existió dolo, ni una intención manifiesta de incumplir con los reglamentos y normativa que regulan la materia en el país y en la institución, el carácter correctivo de este tipo de procedimientos, los principios de proporcionalidad y razonabilidad,  se estima que el quantum de la sanción se puede rebajar a un mes de suspensión sin goce de salario. Se espera que lo anterior le sirva al señor Solís Jiménez, para que en adelante se ajuste a la normativa dictada para la regulación de las incapacidades médicas y no deba enfrentar situaciones como las tratadas en este procedimiento disciplinario.
Se acuerda: 1) Rechazar la nulidad alegada. 2) Confirmar el acto administrativo apelado, seguido contra Ronald Solís Jiménez, mediante el cual se declaró con lugar la causa disciplinaria, se calificó de gravísima la falta cometida, pero modificando la sanción a un mes de suspensión sin goce de salario, misma que deberá ejecutarse dentro del mes siguiente a la notificación de este acto. 3) Comunicar a la Dirección de Gestión Humana y a la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, para lo de su cargo. 
ARTÍCULO V
Documento N° 2772-19

Conoce este Consejo en alzada, la resolución N°1234-17, dictada por el Tribunal de la Inspección Judicial a las ocho horas diez minutos del treinta de junio del dos mil diecisiete, dentro del procedimiento administrativo disciplinario seguido contra Erick Jácamo Jiménez, Técnico en Comunicaciones Judiciales destacado en el Segundo Circuito Judicial de San José, mediante la cual declaró con lugar la causa, calificó de gravísima la falta cometida y le impuso la sanción de tres meses de suspensión sin goce de sueldo.
I.- La Comisión de Relaciones Laborales en la resolución N°07-2019 de las nueve horas del quince de febrero del dos mil diecinueve, recomendó anular a partir de presentación del recurso en alzada contra el rechazo de la recusación y reenviar a la Inspección Judicial para que, si otro motivo legal no lo impide, reponga y tramite de nuevo el procedimiento en los términos expuestos.
II.- Mediante resolución de diez horas siete minutos del primero de julio del dos mil dieciséis, se le dio traslado de cargos al encausado para que se manifestara sobre lo siguiente: “INCORRECCIONES EN SU VIDA PRIVADA QUE AFECTAN LA IMAGEN DEL PODER JUDICIAL. Propiamente se le acusó que: " El día 10 de mayo del año 2016, en horas de la mañana al ser aproximadamente las 06:10 horas, en las cercanías de San Diego la Unión de Tres Ríos, propiamente 25 metros este de la Escuela Unidad Pedagógica, el señor Adrián  Camacho García, cumplía con las funciones propias de su cargo como notificador de la inspección judicial, dado a que se encontraba notificando a la encausada Marlice de los Ángeles Alvarado Barquero del proceso 16-000456-0031-IJ, por medio de su hermana Cinthya Alvarado Barquero. Siendo que en ese mismo lugar y a esa misma hora usted Eric Giovanni Jácamo Jiménez, conducía el vehículo automóvil, cuatro puertas marca Chevrolet, placa 601971, quien en evidentes incorrecciones de su actuar y poniendo en riesgo la vida del señor Adrián Camacho García, le dio persecución en su vehículo placas 601971 al momento que el señor Camacho García se subió a su motocicleta y se dispuso a retirarse del lugar. Que en ese preciso momento usted Eric Giovanni Jácamo Jiménez, trató de envestir con su vehículo placas 601971 al señor Camacho García, a una distancia no mayor de 50 metros, colocándose a lado izquierdo de la motocicleta conducida por el señor Camacho García, tratando de orillarlo a la cuneta, provocando con ello que el señor Adrián Camacho García se sintiera muy nervioso y con peligro de tener un accidente de tránsito, por lo que tuvo que maniobrar su motocicleta en plena vía pública para salvaguardar su integridad física y retomar su trayecto a su lugar de trabajo”
III.- El Tribunal Disciplinario dentro de la investigación realizada tuvo como hechos probados los siguientes: “Primero.- Que las presentes diligencias disciplinarias contra el señor Jácamo Jiménez se originan de testimonio de piezas ordenado en expediente 16-000456-0031-IJ, procedimiento disciplinario seguido contra la funcionaria Marlice de los Ángeles Alvarado Barquero, a instancia de Jacqueline Vindas Matamoros. (véase expediente 16-000456-0031-IJ que consta en archivo del despacho, y testimonio de piezas que consta a folio 1 del expediente electrónico de esta causa); Segundo.- Que al momento de los hechos que justifican este procedimiento existía una relación afectiva de carácter especial entre la funcionaria Marlice de los Ángeles Alvarado Barquero y el también funcionario el señor Jácamo Jiménez. (véase términos del tercero de la contestación de Jácamo Jiménez a folio 41 del expediente electrónico); Tercero.- Que el accionado Érick Geovanni Jácamo Jiménez, se desempeña como Técnico de Comunicaciones Judiciales destacado en el II Circuito Judicial de San José, (hecho no controvertido; véase términos de informe 106-IJ-16 del 30 de junio de 2016 visible a folio 7 y ss. del expediente electrónico; véase consulta Ubicación Física. Prueba 3, copia del correo electrónico de la Administración del Segundo Circuito Judicial de San José y adjunto del correo electrónico de la Administración del Segundo Circuito Judicial de San José en archivo del despacho; oficio 2254- AP-2016 S del Subproceso Administración de Personal del 8 de julio de 2016 visible a folio 30 del expediente electrónico); Cuarto.- En fecha 10 de mayo de 2016, aproximadamente a las 6 horas, el ofendido Adrián Camacho García en el desempeño de sus labores como notificador de la Inspección Judicial, practicó una comunicación judicial dentro de la sumaria 16-000456-031-IJ. Esto propiamente en el sector de San Diego de la Unión de Cartago, 25 metros este de la Escuela Unidad Pedagógica (hecho no controvertido, véase términos del traslado de cargos y los de la contestación de Jácamo Jiménez; véase copia de acta de notificación de las 6:13 hrs. del 10 de marzo de 2016 de causa disciplinaria 16-000456-0031-IJ y constancia de diligencias efectuadas del mismo asunto, en el citado expediente disciplinario en el archivo del despacho); Quinto.- Durante la actuación del funcionario Camacho García, el señor Jácamo Jiménez se apersonó al lugar donde se realizaba la diligencia, en su vehículo particular, placa número 601971, color negro, año 1999; deteniendo su vehículo. Siendo que, en un momento determinado el encausado Jácamo Jiménez intercambió con el agraviado algunas palabras, al cuestionarle el último la actuación que realizaba. Tomando, durante el transcurso de su retiro del lugar, el servidor Camacho García, los datos del número de placa del vehículo. Y por su parte del servidor Jácamo Jiménez, tomó una fotografía del vehículo motorizado conducido por Camacho García. (véase términos de traslado de cargos y los de la contestación de Jácamo Jiménez; véase declaración de Adrián Camacho García en audiencia de recepción de pruebas; véase copia de acta de notificación de las 6:13 hrs. del 10 de  marzo de 2016 de causa disciplinaria 16-000456-0031-IJ y constancia de diligencias efectuadas del mismo asunto, en el citado expediente disciplinario en el archivo del despacho, véase copia de fotografía digital a folio 53 del expediente electrónico y su reconocimiento por Camacho García  en audiencia de recepción de prueba); Sexto.- Que inmediatamente  después que el denunciante se marchó del lugar referido en los incisos anteriores, el encausado Jácamo Jiménez en el vehículo de su propiedad procedió a dar persecución al servidor Camacho García por más de 200 metros, hasta llegar aproximadamente al acceso hacia la pista Florencio del Castillo con dirección hacia San José, donde pudo ubicarse a una corta distancia del vehículo motorizado conducido por Camacho García. (declaración de Adrián Camacho García en audiencia de recepción de prueba, constancia de diligencias de notificación en causa disciplinaria 16-000456-0031-IJ en el citado expediente disciplinario en el archivo del despacho; capturas de pantalla del video de la cámara de seguridad de la Farmacia San Diego en informe y CD #2); Sétimo.- Durante e inmediatamente después de la situación acaecida con el señor Jácamo Jiménez, el servidor Camacho García se sintió tanto perseguido por el encausado, como psicológicamente afectado de lo sucedido. (prueba testimonial de Camacho García en audiencia de prueba)”
IV.- En el escrito de apelación presentado, se alega errónea fundamentación fáctica y valoración de los elementos de prueba. Para ello se plantea que se acusa de una conducta y se sanciona por otra, que el análisis realizado no tiene fundamento ni lógica jurídica, que se está ante un hecho irracional sustentado solo en lo dicho por el denunciante, que existe ausencia de una valoración asertiva sin la aplicación de la sana crítica y con falta de material probatorio que respalde lo resuelto. Se aduce que no se valora lo declarado por el señor Josep Pérez Vargas, indicando que dicho testimonio no merece credibilidad, así como que no se considera que la vía donde se suscitaron los hechos acusados es la única calle para accesar la carretera principal. Agrega que no se ocasionó daño a ningún bien jurídico, lesión física, persecución alguna, ni ningún intento de obstaculizar el acto de notificación, sino que lo concluido es producto de la mala derivación del a quo. /-Sobre lo cuestionado, se considera oportuno manifestar que la fundamentación de un acto administrativo como el estudiado, es necesario como control de las valoraciones y razonamientos que se despliegan para determinar si se dio o no la comisión de una falta y comprobar si es acorde con criterios de racionalidad y objetividad. En este sentido, seguidamente se cita la resolución constitucional N°2008-004240 del catorce de marzo del dos mil ocho, que en lo que interesa señala: “…En reiteradas ocasiones esta Sala ha manifestado que la motivación de las resoluciones administrativas, al incidir en los derechos de los administrados, es necesaria en el tanto constituye un parámetro de legalidad de la actuación administrativa y su ausencia restringe o limita las posibilidades de su tutela judicial. En el contexto constitucional, el requerimiento de motivación de los actos y resoluciones administrativas implica imponer una limitación al poder público en el tanto se le obliga a apegarse el principio de legalidad, reconocido en el artículo 11 de la Constitución Política, y a la necesidad de invocar un criterio razonable en la toma de sus decisiones. En suma, es un mecanismo de interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos que garantiza la imparcialidad de la Administración, de ahí que no es mera formalidad sino un requisito sustancial que permite que el administrado conozca las razones del proceder administrativo…”. En la especie se aprecia que el estudio de los hechos analizados se dio conforme el respaldo de las probanzas incorporadas, en apego a las reglas técnico-jurídicas, permitiendo al a quo emitir conclusiones certeras, basadas en una relación clara, precisa y circunstanciada de lo sucedido, dando contenido a los hechos probados y soporte a la fundamentación probatoria descriptiva e intelectiva. No se aprecian contradicciones que originen duda sobre lo razonado, siendo por el contrario que el Tribunal explica y demuestra certeramente como se produjeron los hechos, detallando la razón que originó la notificación en ese momento y las acciones desplegadas por el encausado, las cuales se respaldan adecuadamente. Se observa cómo se realizó una valoración de las probanzas, indicando puntualmente los hechos cuestionados, demostrando coherencia lógica entre el material probatorio y lo denunciado, tal y como se colige en la resolución cuestionada, donde en lo que interesa se señala: “Precisamente, y tal como se ha ido desarrollando a lo largo de esta resolución, el tema de las conductas desplegadas por el aquí encausado tanto durante, como especialmente posteriores al retiro del notificador Camacho García del lugar de la diligencia que le fuere encomendada, evidencian que existían aspectos particulares en el asunto. Y que, para este Órgano Disciplinario (en atención a todos los elementos circunstanciales que rodean el asunto), restan mayor validez a lo que a lo largo de este proceso se ha argumentado por el encausado, en el sentido de que su comportamiento durante la diligencia y posterior a ésta (manejando hacia su trabajo), correspondió a una actuación rutinaria. Y más bien, como se hace denotar de una vez, reflejan una actuación separada de la prudencia y respeto tanto hacia un colega del Poder Judicial, como a los intereses de su Empleador. En este sentido, valora esta Cámara en este momento el testimonio del único testigo de descargo recibido, señor Joseph Pablo Pérez Vargas; cuya deposición -valga aclarar- no le ha resultado confiable. En este sentido, debe destacarse que en su declaración realizó mención a elementos que no coinciden con la dinámica de los hechos que ambas partes relataron. Así señaló este "testigo" que luego que el agraviado abandonó el lugar (posterior a la realización del acto de notificación), el accionado permaneció en el sitio por espacio de 30 segundos y que posterior a ello hizo abandono del lugar “de forma normal”, elemento que resulta disconforme con la misma tesis defensiva, que refiere que una vez que el perjudicado abandona el sitio, de igual forma lo hace el accionado. O bien, el hecho que la cédula de notificación finalmente quedó tirada en el suelo y fue recogida por unos escolares, son elementos que, aunque periféricos con la causa que se conoce, arrojan serias dudas en cuanto a veracidad de las manifestaciones de este testigo. Por este motivo, considera este despacho que las manifestaciones de este declarante sobre una supuesta "actitud" negativa del servidor Camacho García resultan insuficientes para acreditar lo indicado por el aquí encausado al respecto; y siguen generando de alguna manera dudas respecto a los términos en que se ha litigado en este asunto por parte del encausado.  En consideración a los elementos destacados, se permiten en este momento los suscritos, exponer algunas consideraciones en torno al marco fáctico que ha sido reconstruido líneas atrás. Siendo que se tiene por probado, que el día de los hechos el aquí accionado efectivamente se hizo presente a ese lugar a bordo de un vehículo de su propiedad al lugar (domicilio registral) donde en repetidas ocasiones se trató de notificar de una causa disciplinaria a su pareja sentimental. Para dicho momento, la señora Cinthia Alvarado Barquero (hermana de Marlice), salió de aquella vivienda para atender al denunciado -indicaba el encausado en su contestación para darle alguna comida-. Este momento sería "aprovechado"(lo cual resulta oportuno, considerando las distintas gestiones infructuosas previas) por el ofendido Camacho García para acercarse a la señora Alvarado y proceder a realizar lo pertinente; sea, a fin de cumplir con el acto de notificación que debía diligenciar. No se aprecia -pese a que de alguna manera el argumento es introducido-, que existió algún grado de conducta "impropia" del servidor Camacho García al realizar la diligencia; estimando además que el encausado Jácamo Jiménez es asimismo notificador y debería comprender que las actuaciones de su colega resultan amparadas a la legalidad y que, además, en su caso no era su persona el notificado (ya que no fue a éste a quien se dirigió el notificador). Pese a todo lo anterior y sospechando que el asunto era una comunicación de naturaleza judicial -tal como también lo reconoce en su escrito de contestación-, y pese a ser una actuación que podía generar una duda de su probidad, interviene en la diligencia y cuestiona el proceder del ofendido; haciéndole ver que su accionar no es correcto (tal como se infiere de la constancia elaborada por el servidor denunciante en la citada constancia sobre el acto de notificación en la causa 16-000456-0031-IJ). Es a partir de las anteriores situaciones que esta Cámara evalúa la conducta exhibida posteriormente por el encausado después de realizada la diligencia de notificación, y especialmente las circunstancias que rodean el asunto y los términos de lo que luego justificará el testimonio de piezas que inició este procedimiento; todo lo anterior además en consideración a sus labores como notificador y funcionario con varios años de servicio: Primero cabe indicar nuevamente, que se observa un interés injustificado mostrado por el accionado en un acto judicial en el cual no era partícipe, procurando de algún modo cuestionar la actuación del servidor judicial. Este hecho en sí mismo, pese a no ser acusado, constituye un antecedente e indicio que permite estimar al Tribunal que existió una intención de entorpecer el acto antes realizado, y contrario a la actuación que debe demostrar un funcionario judicial, un claro indicativo de un proceder irregular -podría denotarse como malicioso- para aquel servidor judicial que realizaba su trabajo, en tanto califica como equivocada la ejecución de aquel acto.  Como bien lo señala el denunciado, él mismo se ha venido desempeñando por varios años en un puesto homólogo al del ofendido, por lo que su experiencia (que se deduce por los años de servicio, debería ser vasta) le debió indicar que este tipo de actos oficiales realizados por un servidor público en el ejercicio de sus funciones, no admite - en tesis de principio injerencias de terceros. Y lo que se estime que la diligencia denote claramente ser contraria a Derecho, o que este plagada de algún elemento que lo pueda tornar ineficaz, la solución remite a la actuación dentro de un proceso administrativo o jurisdiccional (si fuere el caso) para manifestar la inconformidad respectiva. Resultando innecesario y ajeno el interpelar al funcionario, indicándole que aquel acto está mal ejecutado, como si con ello pudiere revertir lo antes diligenciado. En todo caso, y a fin de no extendernos innecesariamente en el punto, debió el accionante actuar con la prudencia, no sólo para abstenerse de intervenir en una actuación de un proceso en el cual no era parte, y no, como lo deduce este Tribunal a partir de los elementos probatorios incorporados, denotar una actitud en contra del notificador judicial. Ahora bien, con este indicio, aunado a la actitud del ofendido que no le prestó atención a su consulta y que por el contrario le cuestionó si su nombre era “Erick Jácamo” (esto a partir de la información que previamente había acuñado a fin de practicar aquella notificación), permiten a este órgano administrativo considerar como poco plausible el escenario que narra el encausado sobre lo sucedido. Y por el contrario, y vistos los elementos expuestos, permitirían poder ver como razonable -e insistiendo, vistos los mismos términos en que aquí ha litigado la parte- que la situación generó un malestar no sólo por el acto de comunicación (que lo llevó a cuestionar a su promotor la idoneidad del mismo), sino también la actitud esquiva y desinteresada del ofendido ante su cuestionamiento e interpelación (que en todo caso con los antecedentes dichos, era por la que se debía decantar). Otro elemento objeto de valoración respecto al marco fáctico deriva de lo que pudo apreciarse del video de la cámara de seguridad ubicada a unos metros del lugar donde se dieron los hechos (esto en la puerta de entrada de la Farmacia San Diego). Siendo que a través de esta prueba se registró los movimientos vehiculares que se presentaron ese 10 de mayo de 2016, grabación que se observó a partir de las 06:15:38 y hasta las 06:15:42 (según el contador ubicado en la parte superior derecha). A partir de esta prueba, se denota (lo cual es concorde también con la narración de los hechos por parte del servidor Camacho García que tanto el trayecto de la motocicleta del ofendido (esto a partir de las 06:15:38 hrs.), como el transitar del accionado en su vehículo color negro (06:15:42 hrs.) corresponde a una velocidad mayor a la que se aprecia de otros automotores que pasaron por el lugar, momentos previos o posteriores. La anterior afirmación la extrae esta Cámara en tanto se dio a la tarea de revisar durante todo el período de grabación adjunto al disco (esto a partir de las 06:10:01 hrs, hasta las 06:30:00 hrs) la velocidad en la que viajaron otros automotores y motocicletas en similares condiciones (sin que debieran detener o disminuir su transitar en ese punto). Pudiendo observarse que los vehículos que conducían tanto el agraviado como el denunciado, en el momento preciso de pasar frente al lugar donde se encontraba la cámara, lo hicieron visiblemente a una mayor velocidad que los demás. Si bien es cierto, este elemento por sí no es capaz de evidenciar que el paso de ellos obedecía a una persecución (como lo advierte el denunciado), lo cierto es que este indicio debe ser analizado de forma conjunta con el resto de los elementos que han sido expuestos y luego de un correcto proceso deductivo, permiten a este órgano concluir que la tesis acusada relativa a la persecución que sufrió el agraviado Camacho García, efectivamente se produjo. La anterior afirmación además guarda concordancia con una derivación que se realiza a partir de las reglas de la experiencia, en el sentido de que en razón a la relación del peso-masa/ aceleración entre el desplazamiento de un motorizado y un vehículo, la existencia de dos momentos temporales distintos de salida entre uno y otro  vehículo, y considerando el muy corto tiempo transcurrido entre el paso de uno y otro frente a la cámara, denotan que la plausibilidad de que se produjo una "persecución" resulta bastante alta. Sobre este particular, sí debe indicarse que posteriormente la parte accionada ha alegado en su escrito de conclusiones que existe una limitación de la prueba para corroborar que el vehículo negro que quedó registrado en el video a las 06:15:42 hrs. corresponda al aquí encausado. No sólo resulta este aspecto un aspecto realmente   nuevo que se introduce hasta el momento, sino que no resulta concorde con los términos en que se dio la contestación, ni a lo referido en la deposición brindada en la audiencia de recepción de prueba. Resulta particular para este tribunal que el encausado en este momento cuestiona este aspecto, pero remite en los mismos términos de su contestación a la observación de videos tomados del mismo lugar, para hacer supuestamente ver como él (en su vehículo negro y al parecer coincidente con el que fue filmado el 10 de mayo de 2016 a las 6:15:42 hrs) pasa por el lugar, a una velocidad determinada. Ahora bien, se ha procedido a examinar en todo caso los videos señalados por el encausado (penúltimo párrafo del segundo hecho de la contestación) en las horas exactamente señaladas por el encausado en los distintos días, y se ha contrastado lo observado con las tomas del día 10 de mayo de 2016. Y efectivamente, en la totalidad de los videos se observa el mismo carro negro, el cual es identificable a partir del aro de la llanta frontal (del lado del pasajero) que es de color negro y el trasero (del lado del pasajero) de color metálico en forma de estrella de cinco puntas. Es decir, la misma prueba ofrecida por el encausado desvirtúa lo que luego ha pretendido alegar en sus conclusiones. Inclusive -y haciendo un ejercicio hipotético de supresión lógica de lo anterior- y considerando la (corta) distancia entre el lugar donde se dio la notificación y el acceso a la autopista Florencio del Castillo, cabría cuestionar el cómo si el encausado Jácamo Jiménez salió luego, pudo en un vehículo que tiene una aceleración mucho más lenta, llegar a "toparse" al funcionario Camacho García, quien estaba en su motocicleta. Para los suscritos, el cuestionamiento que trata de introducirse por parte del encausado resulta en sí mismo contradictorio con los términos en que ha participado hasta este momento y con los méritos del asunto, y sigue denotando un tipo muy criticable de defensa que ha asumido el demandado en este proceso. Por esto, no le ha merecido credibilidad tampoco estos argumentos expuestos en el escrito de conclusiones. A todo lo anterior, debe indicarse que no considera el Tribunal, conforme al análisis mencionado y especialmente en cuanto a la observable clara situación de alta velocidad de circulación de ambas partes involucradas, que pueda tener una "plausibilidad" lo que se señalaba el encausado sobre a que la situación denunciaba resultase de alguna elucubración del funcionario Camacho García. Contrariamente, tomando la secuencia de los hechos descritos y observado el video recién citado, y la distancia-tiempo entre ambos vehículos al pasar por el lugar donde se les filmó. Considera el tribunal que existen elementos de juicio suficientes para estimar como justificado que el denunciante tenía de un temor por su integridad física en dicha oportunidad. Esta situación de temor inclusive se ha tenido por acreditada aún después del momento en que el episodio presentado ya había finalizado; lo cual refuerza el convencimiento esta cámara respecto a la veracidad de las conductas endilgadas. Y para concluir todo lo anterior, cabe ver que no hay indicativos de que, en el asunto, el servidor Camacho García haya incurrido en alguna actuación impropia, o de forma posterior. O que, tuviese conocimiento personal o algún tipo de conflicto personal vio con el señor Jácamo Jiménez. De allí que, los términos en que fue denunciado el comportamiento tenido por el encausado estima este órgano, lo han sido amparados a una conducta honesta y diligente del ofendido en el asunto. En efecto, este Tribunal de la Inspección Judicial estima como suficientemente demostrado los eventos que han motivado estas diligencias. Lo anterior en tanto, considerados todos los elementos destacados, se logró evidenciar que en fecha 10 de mayo de 2016, en el sector de San Diego de la Unión, propiamente 25 metros este de la Escuela Unidad Pedagógica, luego de un cruce de palabras entre el agraviado Adrián Camacho García y el aquí encausado Érick Giovanni Jácamo Jiménez (esto a partir de un acto de notificación que realizó el denunciante a una persona con quien tiene una relación sentimental), el primero abandonó el lugar a bordo de una motocicleta. De forma prácticamente inmediata, y sin justificación alguna, el segundo inicia una persecución a alta velocidad conduciendo un vehículo de su propiedad varios metros detrás de dicho servidor Camacho García. La acción antes descrita se estima, resultaría motivada por parte del accionado en aquella conversación previa sostenida entre ambos.” De lo transcrito se observa como el a quo cuidadosamente fue abordando cada uno de los aspectos requeridos para acreditar la conducta acusada, sin que se hubiese sancionado como lo aduce el apelante por una acción no acusada, siendo que se explica además porque el testimonio del señor Pérez Vargas no resulta convincente, sin que se observe en el acto cuestionado ninguno de los vicios planteados por la defensa, por lo que en consecuencia se estima que los razonamientos esgrimidos no son de recibo, por lo que corresponde el rechazo de este agravio. 
V.- Como otro argumento de defensa se señala el aspecto relacionado con la falta de fundamentación y violación al principio de proporcionalidad. Se indica para ello que el a quo olvida el fin preventivo de este tipo de procedimientos y no se considera el daño psicológico y emocional que se ocasiona, así como que lo acusado no se suscitó. -/ Sobre el particular, se estima apropiado traer a colación que doctrinalmente se ha establecido: “La solución de la relación de tensión sólo puede lograrse mediante la ponderación de los valores e intereses involucrados en el caso concreto, operación tras la cual podrá concederse si el medio se encuentra en razonable proporción con el fin perseguido. Adquiere, así singular importancia en el marco del principio de proporcionalidad en sentido estricto la ponderación de fines y medios.” (González Cuellar Serrano, Nicolás, Proporcionalidad y derechos fundamentales en el proceso penal, editorial Colex, 1990, p. 274.) En el caso concreto, si bien es cierto el a quo en atención a varios indicios que menciona y a todos los elementos circunstanciales que rodearon el asunto, sumado a lo que se observa en el video, luego de un proceso de derivación lógico deductivo logra arribar a los hechos que tuvo por demostrados, sea que durante la actuación del funcionario Camacho García de notificar con ocasión de la causa 16-000456-031-IJ, el aquí encausado se apersonó al lugar donde se realizaba la diligencia, en su vehículo particular, momento en el que intercambió con el ofendido algunas palabras cuestionándole su actuar e interviniendo en la diligencia de notificación, siendo que inmediatamente después de que el quejoso Camacho García se retiró del lugar, el encausado Jácamo Jiménez en el vehículo de su propiedad procedió a darle persecución por más de 200 metros; los cuales al igual que el a quo, esta instancia los considera reprochables e irregulares y adversan los valores institucionales; no se logró  determinar lo que en principio fue acusado, relacionado con que el encausado pusiera en riesgo la integridad física del aquí quejoso envistiéndolo y orillándolo a la cuneta con su vehículo placas 601971 colocándose a lado izquierdo de su motocicleta, por cuanto no se extrae de los elementos probatorios que constan en este proceso, nótese que tampoco del video aportado se logra observar dicha acción endilgada al encausado. Por lo anterior y valorando que la finalidad de la sanción disciplinaria es la corrección del funcionario judicial, que cambie su actuar y le permita reflexionar sobre el mismo, es que en relación al quantum de la sanción, se considera que una menor a la impuesta cumpliría con los fines buscados, considerándose que la sanción proporcional de acuerdo a los hechos que se tuvieron por probados es de un mes de suspensión sin goce de salario por la falta gravísima en que incurrió el funcionario la cual adversa los valores esperados en todo servidor judicial, de quien se espera un comportamiento apegado a altos cánones morales y éticos, sobre todo en un caso como el que nos ocupa, donde el encausado afecta no solo a otro servidor judicial, sino que a un compañero que desarrolla sus mismas labores, quien es conocedor consecuentemente de todas las dificultades que deben enfrentar los técnicos en comunicaciones judiciales para cumplir con sus actividades. Por lo expuesto es decisión de la mayoría rebajar la sanción a un mes de suspensión sin goce de salario.
Se acordó por mayoría: 1) Confirmar parcialmente el acto administrativo recurrido, dentro del procedimiento disciplinario seguido contra Erick Jácamo Jiménez, Técnico en Comunicaciones Judiciales destacado en el Segundo Circuito Judicial de San José, declarándose con lugar la causa, calificándose de gravísima la falta cometida pero rebajándose la sanción a un mes de suspensión sin goce de salario, misma que deberá ejecutarse en el plazo de un mes. 2) Comunicar al Tribunal de la Inspección Judicial, a la Administración del Segundo Circuito Judicial de San José y a la Dirección de Gestión Humana para lo de su cargo.
La Oficina de Comunicaciones Judiciales del Segundo Circuito Judicial de San José, tomará nota para lo que corresponda.
El Integrante Carlos Montero Zúñiga y la Integrante Sara Castillo Vargas votan por lo siguiente: En atención a lo transcrito y como producto del estudio verificado, se considera que el Tribunal Disciplinario, analizó acertadamente las circunstancias valoradas para tasar la falta y establecer el quantum de la sanción, misma que desde nuestra óptica se torna proporcional y razonable respecto a la conducta acusada y demostrada con claridad absoluta en este procedimiento. Debe decirse que este tipo de situaciones adversan los valores esperados en todo servidor judicial, de quien se espera en todo momento se comporte en apego a altos cánones morales y éticos, sobre todo en un caso como el que nos ocupa, donde el encausado afecta no solo a otro servidor judicial, sino que a un compañero que desarrolla las mismas labores que el encausado, quien es conocedor consecuentemente de todas las dificultades que deben enfrentar los técnicos en comunicaciones judiciales para cumplir con sus actividades. Asimismo, se observa que el reproche fijado, encuentra respaldo en las normas que regulan la materia disciplinaria dentro de la institución, siendo que los argumentos de defensa planteados no son de recibo. Por lo anterior, votamos por confirmar el acto administrativo recurrido, dentro del procedimiento disciplinario seguido contra Erick Jácamo Jiménez y mantener la sanción de tres meses de suspensión sin goce de sueldo.
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Conoce este Consejo en alzada la resolución N°1083-2017, dictada por el Tribunal de la Inspección Judicial a las ocho horas dos minutos del trece de junio del dos mil diecisiete, dentro del procedimiento seguido contra Juan Ortega Vargas Investigador 2 en la Delegación Regional del Organismo de Investigación Judicial de Limón, mediante la cual declaró con lugar la causa disciplinaria, calificó de gravísima la falta cometida y le impuso la sanción de revocatoria de nombramiento. 
[bookmark: __DdeLink__1281_1684129026]I.- La Comisión de Relaciones Laborales en resolución N°25-2019 de las ocho horas del nueve de marzo del dos mil diecinueve, recomendó modificar la falta como grave y la sanción impuesta a quince días de suspensión del cargo sin goce de salario.   
II.- Mediante resolución del veinticinco de agosto del dos mil dieciséis, se le dio traslado de cargos al encausado para que se manifestara respecto a lo siguiente: “1- Que usted Juan Manuel Ortega Vargas, según reporte de estado laboral por empleado, confeccionado el 05 de Agosto de 2016 por el Departamento de Gestión Humana, consulta de incapacidades emitida por ese Departamento, así como la boleta de incapacidad expedida el 01 de diciembre de 2015 por el Instituto Nacional de Seguros, Servicio de Fisiatría, se encontraba incapacitado desde ese día 01 de diciembre de 2015 hasta el 03 de enero de 2016. 2- Que de acuerdo con la certificación expedida el 12 de Agosto de 2016, por el Ministerio de Gobernación y Policía, Dirección General de Migración y Extranjería, Subproceso de Registro de Movimientos Internacional de Personas, usted Juan Manuel, salió del país el día 18 de Diciembre de 2015, ingresando el 21 de Diciembre de 2015. Por lo anterior, se le acusa a usted Juan Manuel Ortega Vargas de abandonar el país en un período en el cual se le había extendido una incapacidad para trabajar, siendo su forma de actuar contraria a la finalidad para la cual se le había extendido la incapacidad, ya que esa asistencia médica se le estaba brindando con el objetivo de que su persona se recuperara del padecimiento por el cual fue incapacitado y así se reincorporara al trabajo, por lo que debía guardar reposo, de ahí que durante el período por el cual se le incapacitó, se encontraba imposibilitado para desempeñar cualquier tipo de actividad remunerada o no, pública o privada, tanto en su horario ordinario como fuera de él, al igual que no podía realizar actividades físicas de ningún tipo, así como tampoco viajes dentro o fuera del país, ya que con la incapacidad lo que se pretendía era no poner en peligro su recuperación. Además usted Juan Manuel, al salir del país encontrándose incapacitado, violentó el artículo 4 de las disposiciones para el otorgamiento de incapacidades temporales y permanentes a usuarios de los servicios de salud del Instituto Nacional de Seguros, por cuanto dicha norma expresamente señala que la finalidad del otorgamiento de la incapacidad, es propiciar la recuperación de la salud del paciente y su rehabilitación, para que se reincorpore a las actividades cotidianas, por lo que la boleta de incapacidad del 01 de diciembre de 2015 se le extendió por cuanto su persona no estaba en capacidad para realizar las funciones habituales, ya fueran laborales, educacionales, de recreación, entre otras. Dicho traslado de cargos fue notificado al investigado Ortega Vargas, de forma personal el 02 de setiembre de 2016.”
III.- El Tribunal Disciplinario tuvo como hechos probados dentro de la investigación realizada los siguientes: “1) Que el investigado Ortega Vargas, estuvo incapacitado durante el período comprendido del 01 de diciembre de 2015 al 03 de enero de 2016 (boleta de incapacidad expedida el 01 de diciembre de 2015 por el Instituto Nacional de Seguros). 2) Que la incapacidad otorgada al acusado fue expedida por el servicio de Fisiatría del referido Instituto, en razón de un accidente ocurrido el 26 de setiembre de 2015 (boleta de incapacidad del 01 de diciembre de 2015 del Instituto Nacional de Seguros. 3) El investigado Ortega Vargas, estuvo fuera del país en el período comprendido del 18 al 21 de diciembre de 2015 (certificación expedida el 12 de agosto de 2016, por el Ministerio de Gobernación y Policía, Dirección General de Migración y Extranjería, Subproceso de Registro del Movimiento Internacional de Personas). 4) Según oficio N° 3310-AP-2016, del 22 de setiembre de 2016, emitido por el Subproceso Administración de Personal de la Dirección de Gestión Humana, el servidor Juan Manuel Ortega Vargas, presenta en su prontuario 22 anualidades. 5) De acuerdo con el Oficio N°AP-3291-16 del 21 de setiembre de 2016, emitido la Dirección de Gestión Humana del Poder Judicial, Subproceso Administración de Personal, el servidor Juan Manuel Ortega Vargas, presenta en su expediente personal, las sanciones disciplinarias que se detallan a continuación:
	Sanción 
	Origen

	Advertencia 
	Causa 01-DRL-05

	Advertencia 
	Causa 018-DRL-05

	Amonestación escrita 
	Causa 013-DRL-06

	Suspensión sin goce de salario del 18-09 al 02-10-2006 
	Oficio 2459 del 27-06-06

	Suspensión sin goce de salario del 20-11 al 24-11-2006 
	Oficio 1180-2006

	Suspensión sin goce de salario del 10-09 al 12-09 2007 
	Queja 464-2006

	Amonestación escrita 
	Oficio 929-2007

	Amonestación escrita 
	Oficio 953-2007

	Suspensión sin goce de salario del 07-03 al 11-03-2011 
	Ref. 1144-11

	Amonestación escrita 
	Causa A.I. 086-DRL-2010

	Suspensión sin goce de salario del 22-08 al 31-08 2011 
	Causa A.I. 063-DRL-2010

	Amonestación escrita 
	Causa A.I.039-DRL-11

	Advertencia 
	Causa 016-DRL-2014

	Amonestación escrita 
	Causa A.I.-020-DRL-14



IV.- Inicialmente corresponde referirse a la nulidad del traslado de cargos aludida por el apelante, quien argumenta para ello que la pieza procesal cuestionada no reúne los requisitos exigidos por ley, en tanto no contiene una imputación clara concisa y circunstanciada de los hechos acusados, lo cual le produjo un total estado de indefensión, desatendiendo lo señalado por la Sala Constitucional y el mismo Tribunal Disciplinario, sobre la debida intimación e imputación de cargos.  -/ En este sentido como resultado del análisis realizado, se considera que la tesitura aludida no es de recibo, en tanto de la lectura de la pieza procesal cuestionada, se evidencia que dicho traslado contiene los componentes técnico-jurídicos requeridos para comunicar puntual y detalladamente las acciones investigadas, circunstanciado específicamente el modo y la conducta en cuestión. Se observa que la pieza debatida, señala con claridad en que consistió la falta atribuida y las acciones que la produjeron, siendo que su contenido resulta claro y concreto, lo cual permitió tal y como se ha constatado que el señor Ortega Vargas, ejerciera su derecho de defensa sin limitación alguna, durante toda la tramitación del caso subexámine. Aunado a lo que precede es atinente recalcar, que el traslado de cargos debe establecer una relación oportuna, expresa, precisa y circunstanciada en tiempo modo y lugar de los hechos, tal y como se da en la especie, observando además que en el asunto disciplinario que nos ocupa, se dio cabal cumplimiento a todos los principios que informan el debido proceso, por lo que procede el rechazo de la nulidad alegada.
V.- En su escrito de apelación el recurrente señala que en el acto administrativo analizado existe violación al debido proceso, específicamente al principio de formalismo, así como al elemento sustancial de los actos administrativos sancionatorios. Señala que el accidente ocurrió el 26 de setiembre del 2015 y que estuvo incapacitado desde el 28 de setiembre del 2015 hasta marzo del 2016. Indica que se le negó su derecho a un defensor público y que su asunto fue tramitado por una Inspectora Instructora y la decisión la tomó un Tribunal, donde esta no participó. Aduce que el a quo interpretó inadecuadamente los artículos del Reglamento de Incapacidades del Instituto Nacional de Seguros, siendo que todo lo anterior produce una violación al debido proceso, a diversas resoluciones constitucionales, a la doctrina y consecuentemente al derecho de defensa.  -/ Sobre lo cuestionado, se considera oportuno reiterar la necesidad de que los actos administrativos dispongan de una fundamentación suficiente, constituida por la derivación descriptiva, la cual consiste en la consignación de los elementos de juicio con que se cuentan y la intelectiva, definida como la que exige la valoración de los medios probatorios incorporados al procedimiento, se seleccionen los elementos que sirvan para determinar si los hechos acusados se produjeron o no y si el encausado tuvo participación en los mismos; para lo cual debe utilizar las reglas del entendimiento humano, a saber la psicología, la lógica y la experiencia común. Ahora bien en la especie conforme el análisis realizado, este Consejo considera que no le asiste la razón al argumento de defensa, en tanto el Tribunal Disciplinario acreditó conforme el material probatorio tenido en autos, que el recurrente incurrió en la falta que se le endilga, a saber salir del país estando en período de incapacidad. Se observa como el Tribunal Disciplinario, definió puntualmente los hechos cuestionados conforme el material probatorio, reflejando coherencia entre la prueba incorporada al procedimiento y lo denunciado; siendo que del análisis integral del caso concreto resulta como se indicó, lógico y coherente lo concluido por la autoridad de instancia. En consecuencia se estima que se logró establecer la comisión de la conducta acusada, dentro de un contexto asociado con las razones de hecho y de derecho particulares del caso, sin que se aprecie dentro del procedimiento en cuestión, que en ninguno de los actos procesales que lo integran, se estén afectando los principios aludidos por el recurrente, siendo por el contrario que para cada una de las actuaciones del a quo, se ha procedido conforme a derecho corresponde. La resolución recurrida detalla cada uno de los aspectos requeridos para la sustanciación del acto administrativo, describiendo el incumplimiento de los artículos 4 y 6 del Reglamento N°266-2008 del 02 de febrero de 2009, del Instituto Nacional de Seguros y lineamientos institucionales sobre el tema, al salir del país estando incapacitado, sin que se observe una interpretación distorsionada de su contenido, tal y como se desprende de la resolución recurrida, donde en lo que interesa señala: “..queda claro para quienes ahora resuelven, que la situación ocurrida con el servidor Ortega Vargas, no se encuentra contemplada como un caso de excepción establecida en esa regulación, sin que puedan aceptarse las manifestación que realiza en su defensa, en el sentido de que obedeció a la necesidad de esparcimiento familiar; máxime cuando como se indicó líneas antes, no aporta prueba que permita evidenciar que como parte de su tratamiento de recuperación se le hubiera autorizado o recomendado salir del país o realizar cualquier otra actividad, en este sentido considera esta Autoridad, que si el acusado se encontraba afectado en su ánimo como lo indica en sus alegatos de descargo, bien podía haber acudido al centro hospitalario y solicitar la autorización del médico tratante o especialista para salir del país y no optar por auto valorarse médicamente y decidir salir del país para ello. En criterio de este Tribunal, la decisión del investigado Ortega Vargas de desobedecer la orden de reposo implícita en su incapacidad e irse de viaje fuera del país, lejos de colaborar con el cumplimiento de esa finalidad, genera en mayor o menor grado, situaciones que ponen en riesgo su salud e impiden una efectiva recuperación, faltando con esa actuación a los principios de buena fe y lealtad que deben imperar en toda relación de empleo. Sobre estos principios resulta necesario indicar lo desarrollado por la Sala Segunda en la sentencia N°46 dictada a las 15:00 horas del 24 de febrero de 1999, donde definió el principio de lealtad como “el deber de fidelidad en materia laboral se caracteriza por una celosa actitud personal del trabajador, de no perjudicar a la empresa o al patrono al que sirve, y de contribuir al desenvolvimiento de sus actividades y a su prosperidad. Igual que en toda relación jurídica sinalagmática, el contrato de trabajo impone obligaciones recíprocas de consideración, de protección y de ayuda, entre las partes, para alcanzar el fin común”. Por otra parte en el voto número 1130 de las 9:15 horas del 6 de diciembre de 2006, reiterado en el 354 de las 10:15 horas del 6 de mayo de 2009, expresan: “el principio de buena fe, es de los elementos principales del contenido ético del contrato de trabajo, que sirve como parámetro para valorar la conducta de las partes de la relación de trabajo en el cumplimiento de sus obligaciones, por la que cada una puede esperar de la otra “…una actuación leal, fiando y confiando en que su actuación sea social y contractualmente correcta...”, caracterizada por valores de consideración, respeto y correcto actuar. Lo que es aplicable no solo en las relaciones de empleo propiamente privadas, sino también en las que se dan en el sector público, denominadas estatutarias o de servicio”. Tal y como se aprecia del análisis antes expuesto, los hechos aquí investigados no son compatibles con el deber de probidad de un funcionario judicial, y mucho menos de un servidor de tantos años de experiencia dentro de la institución, quien debe observar un alto grado de compromiso, lealtad, probidad y además está obligado a cuidar que sus actuaciones respondan a normas de conducta que honren la integridad, a la vez que estimulen el respeto y la confianza del mismo por parte del patrono. No cabe duda alguna que el investigado dio un uso indebido al tiempo de su incapacidad, pues en lugar de mantener reposo en atención a la afectación de salud que lo aquejaba y que fue precisamente el motivo que generó esa incapacidad, decidió viajar fuera del país, acción que resulta contraria a la buena fe y lealtad que estaba obligado a observar en razón de la relación de empleo que lo une a esta institución, sea el Poder Judicial, ya que se estaba a la espera de su recuperación a fin de que se reincorporara a sus labores, quedando acreditado que en tanto recibía su salario en un cien por ciento, durante ese período salió del país en paseo familiar, recorriendo incluso según él mismo acusado lo señala, centros comerciales y otros lugares.” Tampoco lleva razón el apelante sobre el agravio ocasionado con la no designación de un Defensor Público, en tanto dicha asesoría solo corresponde para el trámite de asuntos disciplinarios donde exista relación directa entre los hechos acusados y el ejercicio de las funciones del cargo, tal y como se consigna en el artículo 152 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y la resolución constitucional N°16570-2006, lo cual a todas luces no se da en la especie. La misma suerte corre lo relacionado con el trámite y resolución del expediente, en tanto corresponde a un Inspector instruir el procedimiento y a un Tribunal emitir la resolución final, lo cual en el caso que nos ocupa se dio sin ningún contratiempo ni actuación que atentara contra el debido proceso o derecho de defensa del encausado. Aunado a lo anterior y a pesar de que no se puede obviar el incumplimiento tenido por acreditado en la especie y que esta situación acarrea consecuencias, mismas que se pudieron evitar requiriendo la autorización médica para salir del país, resulta oportuno apropiado apuntar que doctrinalmente se ha establecido: “La solución de la relación de tensión sólo puede lograrse mediante la ponderación de los valores e intereses involucrados en el caso concreto, operación tras la cual podrá concederse si el medio se encuentra en razonable proporción con el fin perseguido. Adquiere, así singular importancia en el marco del principio de proporcionalidad en sentido estricto la ponderación de fines y medios.” (González Cuellar Serrano, Nicolás, Proporcionalidad y derechos fundamentales en el proceso penal, editorial Colex, 1990, p. 274.)  Por consiguiente, en atención a los principios de cita, el cuadro fáctico analizado y sus circunstancias particulares, se considera que en la especie pese que el Tribunal Disciplinario fundamentó acertadamente la calificación de la falta,  el quantum de la sanción, conforme la normativa que regula la materia disciplinaria en la institución y los principios de razonabilidad y proporcionalidad, se puede rebajar a tres meses de suspensión sin goce de salario, esperando que lo sucedido le sirva al encausado para que en adelante se ajuste a la normativa que regula la materia y proceda conforme corresponda.
Se acuerda: 1) Rechazar la nulidad alegada. 2) Confirmar el acto administrativo apelado, seguido contra Juan Ortega Vargas Investigador 2 en la Delegación Regional del Organismo de Investigación Judicial de Limón, mediante la cual declaró con lugar la causa disciplinaria, calificó de gravísima la falta cometida, pero modificando la sanción a tres meses de suspensión sin goce de salario, la cual deberá ejecutarse dentro del mes posterior a la notificación de este acto. 3) Comunicar a la Dirección de Gestión Humana y a la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, para lo de su cargo. 
[bookmark: _Toc9866649]ARTÍCULO VII
Documento N° 429-19

Conoce este Consejo en alzada, la resolución Nº 791-2018 de las ocho horas y cincuenta minutos del nueve de mayo del año dos mil dieciocho, dictada por el Tribunal de la Inspección Judicial, en la causa disciplinaria número 17-000545-0031-IJ, seguida contra Alejandro Hidalgo Xirinachs, Juez del Centro de Conciliación del Primer Circuito Judicial de San José, en la que se declaró con lugar la causa disciplinaria, calificando la falta cometida como grave, imponiéndosele la sanción de cinco días de suspensión sin goce de salario.- 
I.- La Comisión de Relaciones Laborales en resolución número 79-2018 de las ocho horas treinta minutos del siete de diciembre del dos mil dieciocho, consideró que el procedimiento disciplinario seguido contra el encausado Hidalgo Xirinachs debe ser archivado, por cuanto estima que operó la prescripción,  al desprenderse de la tramitación de la causa que se superó el plazo fijado en materia disciplinaria en el artículo 211 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, propiamente el destinado a emitir la resolución final.-
II.- Mediante resolución de las nueve horas y cincuenta y seis minutos del diecinueve de abril del año dos mil diecisiete, se dictó el acto inicial contra el funcionario Hidalgo Xirinachs, para que se manifestara en relación con los siguientes cargos: “...Retardo Grave en la Administración de Justicia, recaído en la negligencia al resolver los procesos sometidos a su conocimiento. Concretamente se tiene: 1) Que usted Alejandro Hidalgo Xirinachs, en su condición de Juez del Centro de Conciliación del Primer Circuito Judicial de San José, desde el mes de noviembre del año 2014 hasta el mes de noviembre del año 2016, mantiene un atraso injustificado en la resolución de 74 expedientes, los cuales le han sido asignados para resolver; sin embargo, al 30 de marzo del año 2017, no los había resuelto, situación detectada por la Jueza Coordinadora General del Centro de Conciliación, licenciada Carmen Cerdas Cisneros, mediante un arqueo realizado a su escritorio en fecha 30 de marzo de 2017, siendo el detalle de los expediente el siguiente:  
[image: ]
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III.- El Tribunal Disciplinario tuvo como hechos probados dentro de la investigación realizada los siguientes: “1) El encausado Alejandro Hidalgo Xirinachs, para el período de noviembre de 2014 al 30 de marzo de 2017, desempeñó el puesto de Juez en el Centro de Conciliaciones del Primer Circuito Judicial de San José (ver correo electrónico de fecha 30 de marzo de 2017, al ser las 16:23 horas, suscrito por la Jueza Coordinadora del Centro de Conciliación del Primer Circuito Judicial de San José, licenciada Carmen Cerdas Cisneros y listado de expedientes remitido por la licenciada Cerdas Cisneros, en fecha 17 de abril de 2017). 2) Durante el período comprendido entre el mes de noviembre del año 2014 y el mes de noviembre del año 2016, se le asignó al encausado Hidalgo Xirinachs para su respectiva resolución, 74 expedientes (ver listado de expedientes remitido por la licenciada Cerdas Cisneros, en fecha 17 de abril de 2017). 3) Para el 30 de marzo del año 2017, los mismos 74 expedientes asignados al encausado Alejandro Hidalgo Xirinachs, durante período de noviembre del año 2014 y el mes de noviembre del año 2016, se encontraban aún pendientes de resolver. (ver listado de expedientes remitido por la licenciada Cerdas Cisneros, en fecha 17 de abril de 2017).”
 IV.- El Licenciado Gabriel Rojas Barrientos, defensor público del encausado, presentó recurso de apelación interponiendo la excepción de prescripción por incumplirse el plazo del mes que regula el artículo 211 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, siendo que la notificación a las partes del acto final se realizó hasta el día 11 de mayo del 2018, cuando dicho plazo vencía el 06 de mayo del mismo año. Por lo anterior, solicita se declare la prescripción de la potestad sancionatoria y se archive la causa contra su defendido. ./. Sobre el particular, la Ley Orgánica del Poder Judicial establece en su artículo 211, los plazos que se han de utilizar para que nazcan a la vida jurídica la caducidad y/o prescripción en materia disciplinaria, el primero hace referencia al mes para que el órgano que debe levantar la investigación proceda a iniciarla una vez que tenga conocimiento de la falta; el otro de un año, a partir de la fecha de su inicio para terminar la investigación; y un tercero, de un mes, para aplicar la sanción, que corre a partir de que el órgano que deba hacerlo, tenga la posibilidad real de ejecutarlo. En virtud de lo anterior, si la potestad sancionatoria disciplinaria no es ejercida dentro del plazo legalmente establecido, fenece o se extingue. Y si se ejercita oportunamente, se interrumpe con efecto continuado durante la tramitación, instrucción o substanciación del procedimiento y vuelve a nacer a partir de que, quién deba decidir o resolver, esté en condiciones objetivas de ejercer la potestad decisoria. Ahora bien, para el caso concreto, en lo que se refiere al plazo del último mes,  el expediente analizado se tiene que la audiencia final se otorgó mediante resolución de las las ocho horas y siete minutos del tres de abril del año dos mil dieciocho, la cual fue notificada ese mismo día, por lo que el término concedido para contestar la audiencia final se estableció hasta el nueve de abril del mismo año. Por lo que el Tribunal procede a resolver lo que en derecho corresponde una vez que venció el término indicado establecido en el artículo 204 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, mediante el acto final de las ocho horas y cincuenta minutos del nueve de mayo del año dos mil dieciocho, dentro del mes que establece el artículo 211 de la Ley Orgánica del Poder Judicial siendo notificada ese mismo día. Tomando en cuenta lo anteriormente indicado, es claro que el procedimiento en el presente caso no ha prescrito. Ahora bien si tomamos en cuenta que al artículo 38 de la Ley de Notificaciones establece que las partes quedan notificadas hasta el día hábil siguiente, que en el caso concreto de la notificación del acto final sería el 10 de mayo del 2018, la misma se efectuó fuera del mes por un día. A pesar de lo anterior, como se indicó, el acto final se emitió dentro del plazo legal del mes, que corre a partir del día hábil siguiente de vencida la audiencia final concedida a las partes y siendo que la existencia del acto no depende de su comunicación; aún y cuando luego se haga la notificación de la resolución integral, no opera la prescripción. Sobre este tema, la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia en la resolución 2011-537 de las once horas del veintinueve de junio de dos mil once, considera que el procedimiento concluye con la emisión de la resolución que le pone fin –cuando corresponde-, sin que el cómputo del plazo prescriptivo correspondiente se encuentre afectado por la notificación de lo dispuesto a las partes involucradas, pues en su criterio la norma no requiere la realización de ese acto. Esta Sala ha señalado que el artículo 211 de la Ley Orgánica del Poder Judicial es una norma especial para los servidores judiciales, que está referida a la adopción del acto, con lo cual éste es válido desde el momento en que se adopta; y su notificación tiene que ver únicamente con su eficacia. Ese criterio fue expuesto en la sentencia 671 de las nueve horas veinte minutos del dieciocho de agosto del dos mil cuatro, ratificado en la número 664 de las diez horas cinco minutos del ocho de agosto del dos mil ocho; en las que se explicó: “El artículo 211 es una regla especial que…busca armonizar la prescripción del poder disciplinario en las relaciones de servicio con la necesidad exigida hoy día de aplicar en el sector público procedimientos previos a la imposición de la sanción. La norma 211, -que es la aplicable en el Poder Judicial-, le fija a la Administración plazos para iniciar la investigación, para la conclusión de ésta y para imponer la sanción una vez concluida la investigación, al mismo tiempo que prevé la suspensión del plazo de prescripción cuando no haya elementos suficientes de prueba en la investigación administrativa y existiere proceso penal sobre los mismos hechos. En el caso concreto del actor, después de haberse seguido el procedimiento previsto en la ley, se le impuso la sanción disciplinaria mediante una resolución final (acto administrativo), con efectos ejecutorios, según lo explicado. Como es fácil corregirlo, esas normas no se ocupan del tema del fin de esa eficacia del acto, sino del plazo de prescripción para imponer la sanción y no es correcto entender que también se extienden a la ejecución material del acto, de modo que una vez impuesta la sanción el plazo comienza a correr de nuevo, como si el acto final del procedimiento no tuviera más que efectos interruptores de un plazo que nunca dejaría de computarse hasta que no se ejecute materialmente la sanción. Esa no puede ser la inteligencia de dichas normas, pues es obvio que ese no ha sido el fin perseguido al promulgarlas, sino otro, al que ya se hizo referencia. La regla de la imprescriptibilidad de las potestades públicas y su ejercicio está concebida en función de la tutela de los fines públicos y solo podría excepcionarse en los casos concretos en forma razonable y mediante normas expresas; no mediante interpretaciones; como es el caso analizado para el Poder Judicial”. Además de lo anterior, debe recordarse que a la luz del precepto 255 de la Ley General de Administración Pública, los plazos legales vinculan tanto a la Administración como a los administrados. De tal postulado se desprende entonces que las competencias sujetas a plazo pueden desembocar en actos nulos. No obstante, la correcta comprensión de esa afirmación debe llevar a lo siguiente; las potestades de imperio son imprescriptibles (art. 66.1 ibídem), aspecto que justifica lo enunciado por el numeral 329.3 de la citada Ley en cuanto a que el acto dictado fuera de plazo será válido para todo efecto legal, salvo mención expresa de ley. Por todo lo expuesto, corresponde a este Consejo rechazar la prescripción alegada.- 
V.- La defensa técnica también arguye errónea fundamentación en relación con la defensa de caducidad del artículo 340 de la Ley General de la Administración Pública. Refiere que la caducidad alegada cumple con los 4 requisitos que contempla la jurisprudencia, a saber: 1. La paralización del procedimiento. 2. Fue por un plazo superior a los seis meses. 3. Se interpuso sin haberse dictado el acto final. 4. La inercia es atribuible a la Administración. No obstante lo anterior y a pesar que la presente causa estuvo inactiva por un periodo superior a los 6 meses, por inercia del órgano disciplinario, en virtud de lo cual, opera una causal de caducidad tal y como lo regula expresamente el artículo 340 de la Ley General de la Administración Pública, el Tribunal de la Inspección Judicial rechazó la defensa de caducidad por inactividad administrativa, aduciendo que el artículo 211 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, no regula ese plazo de caducidad, sino nada más, que la Administración tiene un año para realizar la investigación, considerando que tal argumentación es inadecuada, toda vez que el artículo 340 de la Ley General de la Administración Pública sí está regulando un supuesto que no tiene regulación en la Ley Orgánica del Poder Judicial, que es la sanción procesal por inactividad de la Administración Pública, ya que el artículo 211 de la LOPJ estipula un plazo de prescripción de un año (no  de caducidad) dentro del cual la Administración deberá realizar la investigación; no obstante, dicha actuación administrativa debe ser diligente y eficiente tal y como lo dispone el artículo 4 de la Ley General de la Administración Pública y que precisamente por ello, el numeral 340 de la Ley General, en atención a ese deber de diligencia y eficiencia, le fija a la Administración que si no activa el procedimiento administrativo en 6 meses, opera una caducidad por inactividad, ya que teniendo todos los elementos para continuar con el procedimiento, de forma injustificada somete al administrado a estar sujeto a ese proceso, que implica afectaciones a sus intereses legítimos, como por ejemplo, al acceder a un ascenso. En razón de lo anterior solicita se acoja la caducidad y se archive la causa. ./.  En el presente caso se observa que en fecha 22 de mayo de 2017, se dictó la resolución de admisibilidad de prueba, siendo que el expediente quedó a la espera de dictar audiencia final, la cual se otorgó mediante resolución de las ocho horas y siete minutos del tres de abril del año dos mil dieciocho, por lo que efectivamente no se realizó ningún trámite durante ese periodo. Sin embargo, este órgano colegiado comparte el criterio esgrimido por el a quo en cuanto a que el segundo plazo establecido en el artículo 211 de la Ley Orgánica del Poder Judicial otorgado a la Administración para concluir la investigación del proceso disciplinario es de un año, por lo que se cumplió  al no sobrepasarse el término legal, que se computa a partir del traslado de cargos fechado diecinueve de abril del año dos mil diecisiete hasta que se confiera la audiencia final, que en este caso fue el tres de abril del dos mil dieciocho. Es menester avalar también lo indicado por el Tribunal de la Inspección Judicial en cuanto a que de conformidad con el artículo 197 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, la Ley General de la Administración Pública y consecuentemente el artículo 340 de la misma se debe aplicar a falta de norma expresa, lo que no sucede en el caso concreto debido a la existencia del numeral 211 antes mencionado. Por otro lado, si bien es cierto que el ordenamiento jurídico vigente reconoce y sanciona los atrasos o dilaciones que se dieran durante la tramitación del proceso, en el entendido de que constituyen una irregularidad o anormalidad (numerales 128, 158 y 223,  de la LGAP) que podrán dar lugar a responsabilidad disciplinaria o patrimonial, no configuran un vicio invalidante que anule el procedimiento, siendo los plazos por su naturaleza, estrictamente instrumentales, cuya infracción sólo adquiere relevancia cuando suponen una disminución efectiva, real y trascendente de garantías, incidiendo así en la decisión de fondo y alterando evidentemente su sentido en perjuicio del administrado y aún de la propia Administración (artículo 223.2 de a LGAP), lo cual no ocurre en la especie. Es criterio de este Órgano que en caso de inobservancia de plazos, es irrelevante cuando, de todas maneras, se logra la finalidad que el legislador persigue, sea el interés público superior en la aplicación del régimen disciplinario, en observancia de las normas de subordinación y en general, del exacto cumplimiento de todos los deberes de la función pública (necesidad de mantener la disciplina interna). Así las cosas, se deniega la defensa de caducidad de la acción por inactividad de más de 6 meses. 
VI.- Otro aspecto alegado por la defensa técnica fue errónea fundamentación en relación con la excepción de prescripción del año del artículo 211 de la Ley Orgánica del Poder Judicial señalando que en la presente causa transcurrió el año de prescripción que estipula el artículo sin que hubiera resolución final por parte del órgano decisor. No obstante, el Tribunal de la Inspección Judicial rechazó la excepción interpuesta mediante un argumento incorrecto, que no comprendió la formulación que se le planteó, ni tampoco comprendió lo establecido por la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia en el voto citado por lo que solicita se acoja la excepción planteada y se archive el presente asunto ./. Para la correcta resolución de este punto, se analizaron los fundamentos que esgrimió el a  quo para rechazar la excepción de prescripción alegada, resultando que efectivamente la investigación se concluyó dentro del año siguiente a la fecha de su inicio (traslado de cargos de fecha 19 de abril del dos mil diecisiete) otorgándose la (audiencia final el tres de abril del 2018) e imponiéndose la sanción dentro del mes que se computa una vez vencido el plazo otorgado para contestación de audiencia final. Claro lo anterior se rechaza este motivo.
VII.- La defensa material arguyó que la resolución recurrida le sanciona por un atraso injustificado, que no fue acreditado certeramente por parte del órgano disciplinario, sino que se invierte la carga de la prueba, obligándole a realizar funciones de investigación que son propias de la instrucción. Señala que se acredita la falta sólo por las fechas de inicio y fechas de consulta en el sistema de las distintas causas, sin un análisis de cada una de ellas, para poder determinar si contienen o no justificaciones en las dilaciones de su trámite, corroboración que le compete al órgano disciplinario y no a su persona como encausado. ./. Respecto a lo alegado se pudo determinar que los hechos investigados fueron probados de manera contundente y suficiente con la prueba documental que consta en el expediente, específicamente con correo electrónico de fecha 30 de marzo de 2017, suscrito por la Jueza Coordinadora del Centro de Conciliación del Primer Circuito Judicial de San José, licenciada Carmen Cerdas Cisneros y el listado de expedientes remitido por la misma en fecha 17 de abril de 2017 donde se consignan los resultados del arqueo que se le realizó al encausado sobre el trabajo pendiente que tenía, específicamente de 74 expedientes que se le asignaron para su resolución y el tiempo que tenían rezagadas, determinándose que algunas de las causas mantenía un retraso de más de dos años.  Al respecto, llama poderosamente la atención a este Órgano Colegiado que el aquí encausado no haya tenido alguna participación durante el proceso, ya que en ningún momento se defendió, ni presentó ningún escrito argumentando o justificando el atraso que se le endilgaba en uso de su derecho de defensa, ni aportó ningún elemento de prueba que desvirtuara lo que se le acusaba o bien la conclusión a la que llegó el Tribunal. Tampoco consta que el mismo le haya justificado a la Jueza Coordinadora que le realizó el arqueo el motivo del atraso o a que se debió el mismo, lo que a su vez muestra el desinterés por parte del mismo hacia su trabajo y en rendir cuentas de su labor. En razón de lo anterior, queda plenamente demostrado que el encausado incurrió en el atraso que se le acusa de manera injustificada, incumpliendo con los deberes que le fueron encomendados por la Institución, por lo que se declara sin lugar este alegato.
[bookmark: Pg5]VIII. Alega la defensa material que el traslado de cargos deviene en nulo por violentarse el principio de imputación que es parte del debido proceso, ante la falta de una relación clara, precisa y detallada de los hechos imputados. ./. Revisada que fuese la pieza acusatoria se establece que no violenta los principios de intimación e imputación que conforman el debido proceso. En el caso concreto la Administración se preocupó por poner en conocimiento del interesado, una relación oportuna, expresa, precisa, clara y circunstanciada de los hechos que se le atribuyen y las eventuales consecuencias jurídicas del acto final, granizándole la comunicación debida de los hechos que motivan la instrucción del procedimiento, para que de esta manera pudiera ejercer de manera efectiva su derecho de defensa. El traslado de cargos de la presente causa se comprende claramente, de la lectura del mismo el encausado puede entender que lo que se le está atribuyendo es el atraso de los expedientes que le fueron asignados, detallándosele cuales fueron esas causas en que se presentó el atraso, por lo que pudo referirse perfectamente a ellos sin ningún problema, por lo que si no lo hizo fue por desidia o no fue su voluntad hacerlo, pero no  por motivo alguno atribuible a la Administración, por lo que no lleva razón al pretender que se declare nula la pieza acusatoria.
IX. La defensa material alega que en el presente caso no concurre el elemento formal de la falta disciplinaria como la afectación al servicio público. ./. Sobre este extremo tampoco lleva razón el recurrente. Para iniciar resulta de fundamental importancia en este caso, analizar los elementos constitutivos de la falta disciplinaria. Sobre el tema, la Sala Constitucional, en el Voto N° 5594-94, de las 15:48 horas del 27 de setiembre de 1994, en lo que interesa indicó: “... La falta o infracción disciplinaria se ha definido diciendo que es una violación al funcionamiento de cualquier deber propio de su condición, aun cuando no haya sido especialmente definida aunque sí prevista. Los hechos determinantes de las faltas disciplinarias son innumerables, pues dependen de la índole de los comportamientos o conductas de los sujetos 'subordinados', comportamientos o conductas en verdad ilimitados en número dada su variedad; por ello se deduce la existencia de tres elementos de la falta disciplinaria: 1.- un elemento material: que es un acto o una omisión; 2.- un elemento moral: que es la imputación del acto a una voluntad libre; y 3.- un elemento formal: que es la perturbación al funcionamiento del servicio o afectación inmediata o posible de su eficacia ...”. En este caso es claro que el atraso de estos expedientes que le correspondía resolver causó un perjuicio al afectar el servicio público de calidad que debe brindar la Institución, lo que a la postre afecta a los usuarios que deben recibir solución a sus conflictos de manera célere, por lo que el atraso no justificado de estos expedientes violentó también el principio de justicia pronta y cumplida, constituyéndose el elemento formal de la falta. En virtud de lo cual se rechaza este alegato.
 X. Por último, el encausado indica que la resolución incurre en un vicio de falta de correlación entre lo acusado y sancionado, siendo que emite un juicio de reproche con base en elementos que no fueron los contenidos en el traslado de cargos que constituye la imputación formal y el marco fáctico al que debe atenerse el órgano disciplinario, por cuanto en  ningún momento, se le atribuye el no registro de los actos jurisdiccionales en el Sistema de Gestión ni la no actualización oportuna del Sistema de Gestión, aspectos que fueron tomados en cuenta por el Tribunal para imponer la sanción. ./.  Este Órgano no estima que lleve razón el accionante en su alegato, toda vez que, del análisis de fondo que hace el Tribunal se logra desprender con meridiana claridad que lo indicado por la defensa material radica en simples apreciaciones utilizadas por el órgano decisor para explicar el desinterés que se notaba en el encausado, las cuales, en criterio de este órgano, en nada alteran el fondo o punto medular del asunto seguido en contra de éste. Es menester agregar que en los procedimientos administrativos no se precisa de una congruencia entre lo imputado o intimado y lo finalmente resuelto, puesto que, rige el principio de la verdad real o material. Al respecto resulta importante citar el voto 433-2013 de las catorce horas con cuarenta y cinco minutos del primero de julio del dos mil trece del Tribunal de lo Contencioso Administrativo y civil de Hacienda, Sección Novena: “La Sala Constitucional ha establecido como regla en materia de imputación relativa o congruencia relativa al señalar: “… en los procedimientos administrativos no se precisa de una congruencia entre lo imputado o intimado y lo finalmente resuelto, puesto que rige el principio de la verdad real o material. En el curso de la instrucción pueden surgir nuevos hechos y pruebas, para lo que basta garantizar el debido proceso y la defensa a través de la bilateralidad de la audiencia y la participación de la parte interesada en la producción de la prueba (voto 5377-07). De manera que si en derecho lo que se imputan son hechos y no calificaciones jurídicas, en este caso, las variaciones en los hechos no determinan una retrotracción absoluta del procedimiento, bastando para ello el conocimiento de la existencia de esos por el interesado, la posibilidad de defenderse de ellas y el ofrecimiento de prueba en su beneficio. Resultaría un sin sentido que frente a un acto ablatorio retornar al estado inicial, pues caeríamos en un vicio de mera forma y en nulidades concéntricas. De manera que basta con que el fin se cumpla. Diferente sería que el traslado refiera a hechos diversos, o que presenten tal nivel de oscuridad que impida defenderse de ellos…” De conformidad con lo expuesto se rechaza este alegato.
Conforme a lo expuesto, se acordó: 1.) Confirmar el acto administrativo recurrido que declara con lugar la queja y le impone la sanción de cinco días de suspensión sin goce de salario a Alejandro Hidalgo Xirinachs, por lo cual la jefatura deberá fijarla en el plazo de un mes a partir del comunicado del presente acuerdo. 2) Notificar a las partes a los medios señalados y realizar las comunicaciones respectivas a la Dirección de Gestión Humana para lo de su cargo, así como al Tribunal de la Inspección Judicial y a la Presidencia de la Corte. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento del licenciado Hidalgo Xirinachs. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO VIII
Documento N° 6134-18 / 2503-19.
Conoce este Consejo en alzada, ante recurso de apelación, la resolución Nº 332-2019 de las once horas y cuarenta y cinco minutos del quince de febrero del año dos mil diecinueve, dictada por el Tribunal de la Inspección Judicial, en la causa disciplinaria número 18-001086-0031-IJ, seguido contra D.A.R.D., Trabajador Social de la Oficina de Protección a la Víctima y Testigos de Limón, en perjuicio de K.T.C.C., en la que se declaró con lugar la causa disciplinaria, calificó la falta cometida como gravísima y le impuso la sanción de revocatoria de nombramiento.- 
I.- Mediante resolución de las catorce horas cincuenta y nueve minutos del veinticuatro de mayo del año dos mil dieciocho, se dictó el acto inicial contra el servidor D.A.R.D., Trabajador Social de la Oficina de Protección a la Víctima y Testigos de Limón, por “Conducta de Acoso Sexual, artículo 4 inciso 3 según Ley Contra el Hostigamiento Sexual en el Empleo”, en perjuicio de K.C.C., a quien se le trasladó literalmente los siguientes cargos: “1- Sin precisar fecha exacta pero si entre los meses de junio y julio de 2017 en la segunda audiencia, un viernes antes de la Huelga del Poder Judicial, usted D.R. se encontraba con la aquí quejosa K.C.C., en la oficina de ésta sea en su escritorio, propiamente en el área de archivo de la Oficina de Atención a víctimas y testigos, Sede Central, que se ubica en San José, momento en que usted procedió a acosar sexualmente a la quejosa de modo que tuvo un acercamiento corporal con la quejosa, de modo que procedió a abrazarla fuertemente, por lo que presionó el pecho de ésta contra el suyo, de seguido usted D.A. le dio un beso en la mejilla, la agarró de una de sus manos, y la hizo girar, acto seguido, su persona D.R. procedió a mirar el cuerpo de la quejosa, y le manifestó “qué bien se ve, está haciendo ejercicios, cada vez está más guapa”. Acto seguido, usted D.R., procedió a abrazar fuertemente a la quejosa y con sus manos le impidió moverse, de seguido usted D.R. hostigó sexualmente a la quejosa, por lo que le dio un beso en la boca a la quejosa C.C., sin el consentimiento de ésta, a lo que la quejosa le manifestó su negativa, siendo que su persona le indicó; “no importa, déjeme que yo se lo dé, para que no tenga cargo de conciencia”, de seguido su persona D.A.R., a pesar de la resistencia de la quejosa C.C., la cual trató de esquivarlo moviendo su cara, usted procedió a besarla nuevamente en su boca. Una vez que la quejosa C.C. se sentó en su lugar de trabajo, usted D.A. procedió a arrinconar a la quejosa, de manera que usted puso sus manos en el escritorio de la quejosa impidiendo que esta se movilizara, acto seguido su persona D.A. le indicó a la quejosa que lo besara, a lo que la quejosa le manifestó que no, que se alejara y que iba a venir alguien, seguidamente, su persona D.A. se movió a la parte externa del escritorio y nuevamente le manifestó a la quejosa que lo besara, siendo que la quejosa C.C. le manifestó nuevamente su negativa; “soy casada y tengo hijos”, a lo que usted le manifestó lo siguiente “ah me va a rechazar??”. 2- En fecha jueves 17 de mayo de 2018 a eso de las 12:58 horas, la quejosa K.C.C. se encontraba en el mostrador del área de la central telefónica en la Oficina de Atención a la Víctima del Delito de San José sede central, lugar al cual se apersonó usted D.A.R. nuevamente hostigó sexualmente a la quejosa, momento en que usted sin el consentimiento de la quejosa, procedió a tocar con su mano el busto derecho de aquella, rosando su mano desde la parte de debajo del busto hasta la parte media. Las anteriores conductas fueron indeseadas y ofensivas por la quejosa, siendo que afectó su bienestar personal toda vez que le causó temor y nervios”. 
II.- El Tribunal Disciplinario tuvo literalmente como hechos probados dentro de la investigación realizada los siguientes: “1) Para la fecha de la comisión de los hechos, el denunciado D.A.R.D. se desempeñaba como Profesional 2 de la Oficina de Protección a Víctimas y Testigos del Ministerio Público, sumando en su prontuario 4 anuales. En cuanto a las sanciones disciplinarias, el encausado presenta una suspensión sin goce de salario la cual cumplida entre el 19 de julio y el 19 de setiembre del año en curso. (Ver oficios de estilo confeccionados por el Departamento de Gestión Humana, Subproceso Administración de Personal, archivos debidamente incorporados al expediente virtual). 2) La servidora judicial K.T.C.C., se desempeña en la Oficina de Protección a Víctimas y Testigos del Ministerio Público sede San José, debiendo como parte de sus funciones recibir remesas de expedientes para archivo provenientes de otros despachos homólogos y colaborar con la atención de la central telefónica conforme un rol dispuesto para tales fines. (Ver declaraciones testimoniales de K.T.C.C. y Hellen Ballestero Muñoz, las cuales constan en un DVD el cual forma parte de la presente causa).  3) Sin precisar la fecha exacta, pero si entre los meses de junio y julio del año 2017, el denunciado R.D. se presentó a la Oficina de Protección a Víctimas y Testigos del Ministerio Público sede San José con el fin de dejar unos expedientes en condición de remesa. (Ver declaración testimonial de K.T.C.C. la cual consta en un DVD el cual forma parte de la presente causa y copia del oficio 1603-OAPVD-2018, emitido por el M.Sc. Róger Mata Brenes Fiscal Adjunto de la Oficina de Protección a Víctimas y Testigos del Ministerio Público, archivo adjunto al expediente virtual). 4) En la fecha indicada en el hecho anterior, el encausado R.D. fue atendido por la denunciante C.C. como parte de las funciones de esta última en la oficina utilizada por ella ubicada en el archivo Oficina de Protección a Víctimas y Testigos del Ministerio Público sede San José. (Hecho no Controvertido, ver declaraciones testimoniales de K.T.C.C. y Hellen Ballestero Muñoz, las cuales constan en un DVD el cual forma parte de la presente causa). 5) Durante la atención que la denunciante brindaba al denunciado R.D., en determinado momento este de forma injustificada abrazó con fuerza, lo cual produjo que los senos de esta se colocaran en el pecho del accionado y posterior a ello tomó de una mano a la agraviada y le manifestó “qué bien te ves, estás haciendo ejercicio”. (Ver declaración testimonial de K.T.C.C. la cual consta en un DVD el cual forma parte de la presente causa). 6) Horas después de los eventos descritos en el hecho precedente y de previo a que el accionado se retirara de la Oficina de Protección a Víctimas y Testigos del Ministerio Público sede San José, el denunciado se presentó a la oficina de la quejosa C.C. indicándole que se despediría por lo cual abrazó con fuerza a la denunciante y le dio un beso en la boca en contra de la voluntad de la denunciante y posterior a ello, solicitó a la agraviada le diera otro beso en la boca. (Ver declaraciones testimoniales de K.T.C.C., Hellen Ballestero Muñoz y Milady Patricia Román Garro las cuales constan en un DVD el cual forma parte de la presente causa). 7) El día 17 de mayo del año 2018, durante el período destinado al almuerzo, la denunciante C.C. debió atender durante la hora de almuerzo, la central telefónica ubicada en la recepción de la Oficina de Protección a Víctimas y Testigos del Ministerio Público sede San José, lugar al cual se presentó el encausado R.D., quien le solicitó la colaboración de la quejosa para la reparación de un “cable de cargador celular”. (Ver declaración testimonial de K.T.C.C. la cual consta en un DVD el cual forma parte de la presente causa y copia de video de cámara ubicada en entrada de la Oficina de Protección a Víctimas y Testigos del Ministerio Público sede San José, archivo 17_05_2018 12_49_59pm(UCT-06.00).avi). 8) Una vez que la quejosa terminó de atender la solicitud de ayuda del denunciado y descrita en el hecho anterior, previo a que ambos abandonaran el lugar donde se ubica la central telefónica de la Oficina de Protección a Víctimas y Testigos del Ministerio Público sede San José, el accionado con su mano y de forma injustificada rozó con su mano un pecho de la agraviada. (Ver declaraciones testimoniales de K.T.C.C., Milady Patricia Román Garro y Hellen Ballestero Muñoz, las cuales constan en un DVD el cual forma parte de la presente causa)”.
III.- MOTIVOS EN QUE SE FUNDAMENTA EL RECURSO DE APELACIÓN. El Lic. Esteban Aníbal Martínez Solano, abogado defensor del encausado alega primordialmente violación al derecho de defensa. Señala que el Tribunal utiliza un híbrido en el procedimiento, al realizar un juicio oral bajo las reglas de la oralidad en busca de mantener el principio de inmediación, sin embargo, a su criterio, se aplicó únicamente para recibir la prueba de cargo, no así la de descargo como lo era el testimonio de su representado.  Por lo anterior, considera que a su defendido se le coartó el derecho de defensa, pues el abogado defensor que anteriormente lo representaba, mediante escrito recibido en la Inspección Judicial el 5 de noviembre de 2018, solicitó que se señalara fecha y hora para recibir el testimonio del acusado, lo cual no fue atendido por el Tribunal.  En virtud de lo anterior de conformidad con los artículos 209 y 210 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, arguye que al mantener el proceso vicios insubsanables de forma, que violentaron el derecho de defensa material, solicita se anule la resolución impugnada y se remita al Tribunal de la Inspección Judicial para que con nueva integración conozca el presente proceso donde se respeten los derechos de su representado. Asimismo, mientras se resuelva la presente se suspendan los efectos de la resolución impugnada. De ser posible solicita se señale audiencia oral ante el Consejo para que de manera oral puedan ampliarse los presente alegatos.
IV.- SOBRE EL FONDO DEL ASUNTO Y LOS AGRAVIOS PLANTEADOS POR LA DEFENSA TÉCNICA. Analizados los argumentos expuestos en el recurso de apelación planteado por la defensa técnica del encausado, en el que se alega violación al derecho de defensa y desigualdad procesal, este Consejo estima que no lleva razón el apelante, por cuanto se ha analizado exhaustivamente la forma en que se desarrolló la tramitación de la presente causa disciplinaria, sin que se observe infracción alguna al debido proceso. Como bien lo señala el Tribunal, la formulación de cargos contiene los elementos esenciales para su debida comprensión, además, consta que se le notificó al encausado correctamente en tiempo y forma esa acusación, tuvo acceso al expediente y estuvo presente en las audiencias señaladas por el Tribunal para recibir la prueba admitida, a excepción de la última por razones ajenas al Órgano Decisor.  
Sobre este alegato en particular, es importante destacar que el artículo 200 de la Ley Orgánica del Poder Judicial establece lo siguiente: “El instructor, al inicio de la investigación, pondrá los hechos en conocimiento del denunciado, sobre los cuales le pedirá un informe o le recibirá declaración sin juramento; siempre le concederá un plazo de cinco días para que ofrezca la prueba de descargo”. (El resaltado no es del original). 
De la norma transcrita anteriormente, se desprende sin dificultad alguna que el encausado tenía la posibilidad de referirse a los hechos atribuidos durante cualquiera de las etapas procesales, ya fuera de manera escrita, o bien, solicitando al órgano instructor que le recibiera su declaración sin juramento, sin que resultara indispensable la realización de una audiencia oral para esos efectos, pues dicha norma especial no lo establece de esa manera. Aunado a lo anterior, como otra alternativa, durante cualquiera de las audiencias realizadas para la recepción de la prueba testimonial, el encausado pudo haber solicitado al Tribunal que le concediera el espacio necesario para rendir su declaración de parte, sin embargo, ese derecho no fue invocado en el momento procesal oportuno, pues nótese que el encausado ni siquiera se apersonó a la última comparecencia que celebró el Tribunal.  
Por tal razón se comparte lo razonado por el Tribunal en la resolución recurrida, en la que señala lo siguiente: “Como puede verse, el denunciado a lo largo del presente proceso ha tenido la completa posibilidad de brindar las manifestaciones a su criterio relevantes respecto al cuadro fáctico expuesto, por lo cual no resulta posible evidenciar la presencia de vulneración alguna al derecho de defensa material. Aunado a lo anterior y a mayor abundamiento, en la presente instrucción fueron señaladas un total de tres audiencias con el objeto de recabar la prueba testimonial admitida, siendo la última de ellas llevada a cabo el pasado 1 de febrero del año 2019. En esta audiencia oral se apersonó el defensor particular del denunciado, (no así el encausado pese a ser debidamente notificado), en la cual fue recabado el testimonio de un deponente ofrecido por la Secretaría Técnica de Género y Acceso a la Justicia, siendo que el profesional en representación del denunciado en ese acto no hizo alusión a la petición ahora cuestionada. (La cursiva no es del original).
En ese sentido, se estima que no se violentó el derecho de defensa en los términos alegados, pues el Tribunal en ningún momento imposibilitó que el encausado brindara algún tipo de declaración al respecto, por lo que se rechazan los argumentos expuestos en el recurso de apelación.
En cuanto al hostigamiento sexual es importante recordar que tanto la Organización Internacional del Trabajo (OIT) como la Convención para la eliminación de todas las formas de discriminación contra las Mujeres (CEDAW) identifican el acoso sexual como una manifestación de la discriminación de género y como una forma específica de violencia contra las mujeres. Según la Organización Internacional del Trabajo, el acoso sexual es una violación de los derechos fundamentales de las trabajadoras y los trabajadores, constituye un problema de salud y seguridad en el trabajo y una inaceptable situación laboral. Para el análisis del acoso sexual es preciso formular dos conceptos básicos: “1. Discriminación contra la mujer o discriminación de género: toda distinción, exclusión o restricción basada en el sexo que tenga por objeto o por resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por las mujeres de los derechos humanos y las libertades, como los derechos laborales.  2. Violencia contra la mujer: toda acción o conducta basada en su pertenencia al sexo femenino que tenga o pueda tener como resultado su muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico, así como las amenazas de tales actos, la coacción o la privación de libertad, tanto si producen en la vida pública como en la privada.  La violencia es la manifestación más grave de la discriminación contra las mujeres”.  El acoso sexual puede presentarse de distintas maneras: 1. Como chantaje: cuando se condiciona a la víctima con la consecución de un beneficio laboral –aumento de sueldo, promoción o incluso la permanencia en el empleo- para que acceda a comportamientos de connotación sexual.  2. Como ambiente laboral hostil en el que la conducta da lugar a situaciones de intimidación o humillación de la víctima.  Los comportamientos que se califican como acoso sexual pueden ser de naturaleza: a) Física: violencia física, tocamientos, acercamientos innecesarios. b) Verbal: comentarios y preguntas sobre el aspecto, el estilo de vida, la orientación sexual, llamadas de teléfono ofensivas.  c) No verbal: silbidos, gestos de connotación sexual, presentación de objetos pornográficos.  Algunos ejemplos de conductas que se califican como acoso sexual son las siguientes: contacto físico innecesario y no deseado; observaciones molestas y otras formas de acoso verbal; miradas lascivas y gestos relacionados con la sexualidad; petición de favores sexuales; insultos, observaciones, bromas e insinuaciones de carácter sexual; comentarios, bromas, gestos o miradas sexuales; manoseos, jalones o pellizcos en forma sexual, restregar a la víctima contra alguien de un modo sexual; propagar rumores sexuales acerca de la víctima; jalar la ropa de manera sexual; mostrar, dar o dejar imágenes sexuales, fotografías, ilustraciones, mensajes o notas sexuales; escritos, mensajes (pintas, grafitis) sexuales acerca de la víctima, en paredes de los baños, vestuarios, etc.; forzar a besar a alguien o algo más que besar; llamar a la víctima “gay” o “lesbiana”; espiar mientras se cambia o está encerrada en un sanitario y la utilización o exhibición de material pornográfico. 
Ante esas consideraciones y conceptos expuestos, este Consejo ampara en todos sus extremos la fundamentación fáctica y jurídica realizada por el Tribunal, pues en efecto, se ha demostrado que el encausado incurrió en faltas gravísimas constitutivas de hostigamiento sexual en perjuicio de una servidora judicial, lo que bajo ninguna circunstancia pueden ser permitidas a nivel Institucional.  La declaración que brindó la ofendida fue diáfana, sin vicios en su voluntad y fue coincidente con la prueba testimonial y documental incorporada en autos.  
El Tribunal demostró debidamente que el encausado incurrió en conductas sumamente censurables con fines lascivos, al abrazar injustificadamente y con fuerza a la ofendida, provocando que los senos de ésta se colocaran en su pecho, además, profirió frases de índole sexual al indicarle “qué bien te ves, estás haciendo ejercicio”.  Asimismo, la abrazó con fuerza nuevamente y le dio un beso en la boca en contra de su voluntad, posteriormente le solicitó que le diera otro beso en la boca y con su mano de forma injustificada rozó un pecho de la ofendida. Todos esos actos no deseados de naturaleza sexual fueron cometidos en la clandestinidad por parte del encausado, lo que provocó que la dignidad y la libertad sexual de la ofendida resultara transgredida.
En cuanto a la proporcionalidad de la sanción, este Consejo tiene claro que la potestad disciplinaria de la Administración tiene por finalidad el corregir y sancionar las faltas a los deberes en el ejercicio de las funciones de sus empleados e incorrecciones en la vida privada, y parten de un poder discrecional que les permite definir, con parámetros de razonabilidad y proporcionalidad, la sanción que mejor cumpla con dicha finalidad.  También es cierto que es responsabilidad de quien sanciona a la hora de determinar qué sanción impone, valorar la gravedad de la conducta, el tipo de falta cometida y la afectación al servicio público para determinar el castigo aplicable.  
En el caso bajo estudio no existe duda que la actuación del encausado es sumamente reprochable, pues ese tipo de conductas, además de generar un ambiente laboral hostil, también ocasionan daños emocionales a las víctimas; por lo que este Consejo considera que en atención a los principios de proporcionalidad y razonabilidad, resulta acertado mantener la sanción impuesta, siendo oportuno para ello citar el contenido de la sentencia constitucional N° 8858-98, de las 16:33 hrs. del 15 de diciembre de 1998, donde se estableció lo siguiente: "… la proporcionalidad nos remite a un juicio de necesaria comparación entre la finalidad perseguida por el acto y el tipo de restricción que se impone o pretende imponer, de manera que la limitación no sea de entidad marcadamente superior al beneficio que con ella se pretende obtener….".
En este tipo de asuntos, la Institución se ve obligada a garantizar un ambiente de trabajo libre de cualquier tipo de agresiones, tal y como lo establece el "Reglamento para Prevenir, Investigar y Sancionar el Hostigamiento Sexual en el Poder Judicial” al señalar: “Artículo 1° Objetivos de la Política. Con fundamento en la tutela de los principios constitucionales del respeto por la libertad y la vida humana, el derecho al trabajo y el principio de igualdad ante la ley, los objetivos de la política contra el Hostigamiento Sexual en el Poder Judicial son: 1 ) Mantener condiciones que garanticen un ambiente de trabajo libre de hostigamiento sexual a través del respeto entre servidores y servidoras judiciales de cualquier jerarquía; el respeto entre servidoras y servidores judiciales de cualquier jerarquía en relación con las personas usuarias de los servicios y el respeto de servidores y servidoras judiciales de cualquier jerarquía en relación con el personal de contratación externa al servicio del Poder Judicial” (el resaltado, el subrayado y la cursiva no son del original)”.
Por lo anterior, se estima que la calificación de la falta como gravísima y la sanción impuesta de revocatoria de nombramiento resulta idónea y necesaria a los fines de la aplicación del régimen disciplinario, máxime tomando en consideración que el encausado presenta antecedentes disciplinarios por hechos de la misma naturaleza relacionados con hostigamiento sexual.
Conforme a lo expuesto se acordó: 1.) Declarar sin lugar el recurso de apelación interpuesto por la defensa técnica del encausado. 2.) Confirmar el acto administrativo recurrido, en cuanto declara con lugar la queja seguida contra el servidor D. A, R. D., calificó la falta como gravísima y le impuso la sanción de revocatoria de nombramiento, en atención a los principios de razonabilidad y proporcionalidad, la cual rige a partir del lunes 3 de junio de 2019. 3.) Déjese constancia en el expediente personal del servidor R. D. de la falta cometida y la sanción impuesta. 4.) En razón de lo anterior, se limita al 3 de junio de 2019, la medida cautelar impuesta al señor D. A., en sesión N° 46-19 celebrada el 21 de mayo de 2019, correspondiente al proceso disciplinario N° N° 19-000268-1821-DI. 5.) Comuníquese al Tribunal de la Inspección Judicial, a la Fiscalía General de la República, a las Oficinas de Protección a la Víctima y Testigos de Limón y San José, a la Secretaría Técnica de Género, a la Dirección de Gestión Humana y a la Defensoría de los Habitantes, para lo que a cada una corresponda. 6.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la ofendida K. C. C. Se declara acuerdo firme.
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Antecedentes de la gestión:
1.) En sesión N° 19-19 celebrada el 1 de marzo del 2019, artículo IX, se acogió la resolución de las quince horas y veintitrés minutos del veintiocho de febrero del año dos mil diecinueve, dictada por el Tribunal de la Inspección Judicial en el procedimiento disciplinario N° 18-001086-0031-IJ y así comunicada a este Consejo, mediante oficio N° 337-IJ-2019 del 28 de febrero de 2019, suscrito por la servidora María José Durán Ureña, Técnica Judicial de ese despacho, en consecuencia, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 81, inciso 6° de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se prorrogaron las medidas cautelares de traslado al encausado D. A. R. D., al Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, por un plazo de tres meses, a partir del 4 de marzo y hasta el 4 de junio de 2019. Por lo que, en razón de la medida cautelar impuesta y con el fin de no afectar el servicio público que brinda la institución, se concedió permiso con goce de salario y sustitución a la plaza que ocupa como Trabajador Social en la Oficina de Atención y Protección a Víctimas del Delito del Ministerio Público, lo anterior conforme a las atribuciones que confiere el artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.
2.) Finalmente, en  sesión número 46-19 celebrada el 21 de mayo del 2019, artículo LXXV, se acogió la medida cautelar dictada por el Tribunal de la Inspección Judicial en la resolución N° 1223-2019 de las quince horas treinta y un minutos del veinte de mayo de año dos mil diecinueve, en consecuencia, de conformidad con el artículo N° 81 inciso 6° de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se suspendió de forma inmediata con goce de salario al servidor D. A. R. D., hasta que se resolviera el proceso disciplinario seguido en el expediente N° 19-000268-1821-DI.
En oficio número 830-IJ-2019, del 21 de mayo de 2019, la servidora María José Durán Ureña, Técnica Judicial del Tribunal de la Inspección Judicial, informó lo siguiente:
“Para los efectos pertinentes de conformidad con el artículo 81 inciso 6 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, me permito hacer de su conocimiento que el Tribunal de la Inspección Judicial mediante resolución de las diez horas y treinta y siete minutos del veinte de mayo del año dos mil diecinueve, solicita la prórroga de medidas cautelares, de conformidad con lo dispuesto en el párrafo primero del artículo 17 del Reglamento para Prevenir, Investigar y Sancionar el Hostigamiento Sexual en el Poder Judicial, por lo que se recomienda respetuosamente al Consejo Superior del Poder Judicial, se mantengan las medidas que habían sido ordenadas en sesión N° 19-19 celebrada el 1 de marzo del 2019, las cuales consistieron en: El traslado del encausado D. A. R. D. a otra jurisdicción, (el cual fue trasladado al I Circuito Judicial de Limón), -Prohibirle al encausado perturbar por cualquier medio o de cualquier forma a la denunciante, a los testigos e interferir en el desarrollo de las labores diarias de la denunciante; -Así como la prohibición de obstaculizar el proceso .Se solicita que las medidas se mantengan vigentes hasta la firmeza del acto final 332-2019 de las once horas y cuarenta y cinco minutos del quince de febrero del año dos mil diecinueve.”

-0-
A esos efectos, se transcribe el “POR TANTO” de la resolución dictada por el Tribunal de la Inspección Judicial a las diez horas y treinta y siete minutos del veinte de mayo del año dos mil diecinueve, dentro del expediente número 18-001086-0031-IJ, que literalmente dice:
“(…)

POR TANTO

De conformidad con lo expuesto, esta Cámara recomienda la prórroga de medidas cautelares, de conformidad con lo dispuesto en el párrafo primero del artículo 17 del Reglamento para Prevenir, Investigar y Sancionar el Hostigamiento Sexual en el Poder Judicial, se recomienda respetuosamente al Consejo Superior del Poder Judicial, se mantengan las medidas que habían sido ordenadas en sesión N° 19-19 celebrada el 1 de marzo del 2019, las cuales consistieron en: El traslado del encausado D. A. R. D. a otra jurisdicción, (el cual fue trasladado al I Circuito Judicial de Limón), -Prohibirle al encausado perturbar por cualquier medio o de cualquier forma a la denunciante, a los testigos e interferir en el desarrollo de las labores diarias de la denunciante; -Así como la prohibición de obstaculizar el proceso .Se solicita que las medidas se mantengan vigentes hasta la firmeza del acto final 332-2019 de las once horas y cuarenta y cinco minutos del quince de febrero del año dos mil diecinueve. Comuníquese de lo resuelto a las partes.

Póngase en conocimiento al Consejo Superior del Poder Judicial de las medidas de protección adoptadas, conforme las disposiciones del numeral 17 del Reglamento para prevenir, investigar y sancionar el hostigamiento sexual en el Poder Judicial.”
-0-
Debido a que en el artículo VIII de la presente sesión, este Consejo Superior confirmó el acto administrativo dictado en el expediente N° 18-001086-0031-IJ, en contra del servidor D. A. R. D., es decir, ratificó la falta como gravísima y le impuso la sanción de revocatoria de nombramiento, a partir del lunes 3 de junio de 2019, se acuerda lo siguiente: Tomar nota del oficio N° 830-IJ-2019 del 21 de mayo de 2019, suscrito por la servidora María José Durán Ureña, Técnica Judicial del Tribunal de la Inspección Judicial, en donde remitió la resolución dictada por el Tribunal de la Inspección Judicial a las diez horas y treinta y siete minutos del veinte de mayo del año dos mil diecinueve, en razón de que no es necesario la citada prórroga. Se declara acuerdo firme.
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	El licenciado Jonathan Jiménez Córdoba, Inspector Judicial Asistente del Área de Visitas del Tribunal de la Inspección Judicial, en oficio N° 839-IJ-2019 de 16 de mayo de 2019, remitió lo siguiente:
“De conformidad con los seguimientos establecidos por el grupo de visitas para supervisar y corroborar el cumplimiento de las ordenanzas direccionadas a cada despacho visitado, me permito rendir el siguiente informe practicado en el Tribunal de Apelación de Sentencia de Santa Cruz.

ANTECEDENTES:

En el mes de marzo del año 2019, se realizó la visita de rigor en el Tribunal de Apelación Penal de Santa Cruz, donde una de las problemáticas determinadas era la mora judicial en el dictado de sentencias, especialmente en las oficinas del juez N° 1 Manuel Gómez Delgado, quien en ese momento ostentaba el cargo y la jueza N° 3 Cynthia Dumani Stradtman.

De igual forma, en ese momento durante la visita, se verificó que en el escritorio del licenciado Gómez Delgado se encontraban un total de 84 causas pendientes de resolver, siendo las más antiguas de los meses de junio y agosto del 2018, en el caso de la licenciada Dumani Stradtman, se encontraban un total de 74 causas pendientes de resolver, siendo las más antiguas de los meses de febrero, mayo, julio y agosto del 2018. 

DILIGENCIAS REALIZADAS:

El día 3 de mayo del 2019, al apersonarse al sitio, el suscrito Inspector entrevistó a la licenciada Cynthia Dumani Stradtman, Jueza Coordinadora, quién señaló que debido a que mediados del año 2018 el nivel de resolución del tribunal creció en aproximadamente un 40%, desde el pasado mes de octubre del 2018, el Consejo Superior mediante sesión 89-18 celebrada el 11 de octubre del 2018, artículo XLVII, avaló el plan remedial establecido para el Tribunal de Apelación de Sentencia de Santa Cruz, en donde autorizó los permisos con goce de salario de 2 plazas de juez (a) 5 y 2 plazas de técnico (a) judicial, iniciándose con el citado plan remedial el pasado mes de noviembre del 2018.

De igual forma, se estableció que dicho tribunal debería de emitir entre 40 y 50 sentencias mensuales, lo que es equivalente de entre 8 a 10 sentencias mensuales por juzgador, siendo que se cuenta con 3 plazas de jueces titulares y con 2 con permisos con goce de salario, con el fin de disminuir el circulante en un plazo aproximado de 5 meses.  Es de indicar, que según lo manifestado por el licenciado Adolfo Reynolds Quirós, juez tramitador del Tribunal de Apelación, mediante correo electrónico de fecha 07 de mayo del 2019, la cuota fijada de previo al plan remedial era la misma que se estableció de 8 a 10 sentencias mensuales por juzgador, por lo que no hubo variación en ese extremo.

Además, indicó la licenciada Dumani Stradtman que los permisos con goce de salario otorgados por el Consejo Superior han venido prorrogándose por periodos de 3 meses durante todo el año 2019, estando vigentes hasta el 30 de junio del 2019, remitiéndose los resultados del plan remedial mensualmente al Centro de Apoyo y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional.

Por lo anterior, mediante correo electrónico de fecha 6 de mayo del 2019, el licenciado Adolfo Reynolds Quirós, juez tramitador del Tribunal de Apelación, suministró la siguiente información de la cantidad de votos emitidos por cada juzgador, por el periodo de noviembre 2018 al mes de abril del 2019:

	Noviembre 2018

	Marlene Mendoza Ruiz
	10

	Karen Valverde Chaves
	10

	Gerardo Alfaro Vargas
	14

	Gustavo Guillén Bermúdez
	22

	Cynthia Dumani Stratdmann
	13

	Iris Valverde Usaga
	1

	Adolfo Rainold Quirós
	2

	Total
	72



	Diciembre 2018

	 Marlene Mendoza Ruiz
	5

	Karen Valverde Chaves
	6

	Gerardo Alfaro Vargas
	9

	Gustavo Guillén Bermúdez
	15

	Cynthia Dumani Stratdmann
	8

	Adolfo Rainold Quirós
	3

	Total
	46



	Enero 2019

	Marlene Mendoza Ruiz
	8

	Karen Valverde Chaves
	8

	Gerardo Alfaro Vargas
	13

	Gustavo Guillén Bermúdez
	12

	Cynthia Dumani Stratdmann
	4

	Adolfo Rainold Quirós
	3

	Max Escalante Quirós
	1

	Total
	49
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	Marlene Mendoza Ruiz
	10

	Wilson Flores Fallas
	8

	Manuel Gómez Delgado
	5

	Gustavo Guillén Bermúdez
	11

	Cynthia Dumani Stratdmann
	10

	Adolfo Rainold Quirós
	3

	Total
	47



	Marzo 2019

	Marlene Mendoza Ruiz
	10

	Wilson Flores Fallas
	9

	Manuel Gómez Delgado
	10

	Gustavo Guillén Bermúdez
	7

	Cynthia Dumani Stratdmann
	10

	Total
	46



	Abril 2019

	Guillermo Arce Arias
	4

	Wilson Flores Fallas
	8

	Rodrigo Obando Santamaría
	8

	Manuel Gómez Delgado
	8

	María José Elizondo Alvarado
	3

	Gerardo Alfaro Vargas
	4

	Cynthia Dumani Stratdmann
	10

	Total
	45



Por otra parte, los días 2 y 3 de mayo del 2019, se procedió con la revisión de los escritorios de los 5 jueces del Tribunal de Apelación de Sentencia de Santa Cruz (titulares y de apoyo), observándose lo siguiente:

Juez N° 1: Rodrigo Obando Santamaría, interino en plaza vacante, quien asumió el puesto el pasado 16 de abril del 2019.

El día 02/05/19 a las 10:57 horas se procedió con la revisión.

Tarea: Adulto Mayor

	N° Expediente
	Fecha pase a fallo

	15-000191-0396-PE
	26-09-18

	17-000570-0412-PE
	11-10-18

	Total
	2



Tarea: Personas detenidas año 2018
	N° Expediente
	Fecha pase a fallo

	11-003090-0412-PE
	15-03-19

	16-001161-0069-PE
	25-04-19

	10-003028-0396-PE
	03-04-19

	11-001286-0414-PE
	25-03-19

	12-001491-0412-PE
	16-08-18

	Total
	5



Tarea: Personas detenidas año 2019
	N° Expediente
	Fecha pase a fallo

	17-000917-0396-PE
	21-03-19

	15-000185-0069-PE
	30-01-19

	16-000674-0414-PE
	23-01-19

	16-000759-0069-PE
	23-01-19

	04-000193-0060-PE
	04-03-19

	17-001210-0412-PE
	01-02-19

	11-000441-0412-PE
	12-02-19

	14-000504-0414-PE
	12-02-19

	15-000111-0396-PE
	22-02-19

	09-000534-0994-PE
	01-02-19

	12-001481-0412-PE
	12-02-19

	18-000675-0042-PE
	14-03-19

	15-201234-0413-PE
	22-02-19

	09-000451-0414-PE
	23-01-19

	16-000471-0396-PE
	21-02-19

	13-000924-0414-PE
	30-01-19

	15-001153-0414-PE
	22-02-19

	18-001060-0060-PE
	27-03-19

	18-000698-1260-PE
	22-02-19

	18-000343-1259-PE
	12-04-19

	13-001088-0396-PE
	08-04-19

	09-002088-0060-PE
	14-01-19

	Total
	22



Tarea: Flagrancia para resolver
	N° Expediente
	Fecha pase a fallo

	18-000183-1260-PE
	18-12-18

	18-000196-1260-PE
	11-03-19

	Total
	2



Tarea: Para resolver año 2005
	N° Expediente
	Fecha pase a fallo

	05-200985-0414-PE
	15-02-19

	Total
	1



Tarea: Para resolver años 2010/2011/2012
	N° Expediente
	Fecha pase a fallo

	12-002597-0059-PE
	01-08-18

	12-002671-0396-PE
	28-09-18

	11-002796-0396-PE
	16-08-18

	10-001132-0060-PE
	04-10-18

	12-002161-0412-PE
	14-11-18

	11-001590-0396-PE
	06-11-18

	11-000009-0396-PE
	06-11-18

	11-000946-0396-PE
	28-08-18

	10-002889-0412-PE
	04-12-18

	10-001372-0414-PE
	04-12-18

	Total
	10



Tarea: Para resolver años 2013 y 2014
	N° Expediente
	Fecha pase a fallo

	14-002011-0060-PE
	17-08-18

	13-002483-0396-PE
	23-08-18

	14-2000046-0413-PE
	09-07-18

	16-000011-0582-PE
	25-08-18

	13-000420-0396-PE
	14-11-18

	13-001954-0060-PE
	03-04-19

	14-201467-0413-PE
	17-08-18

	13-000848-0396-PE
	16-10-18

	14-000791-0412-PE
	06-11-18

	14-201245-0413-PE
	26-09-18

	13-002574-0396-PE
	09-07-18

	Total
	11



Tarea: Para resolver años 2015 y 2016
	N° Expediente
	Fecha pase a fallo

	16-001000-0414-PE
	24-07-18

	16-001672-0412-PE
	27-07-18

	16-000557-0800-PE
	19-03-19

	15-000415-0412-PE
	06-11-18

	16-000890-0396-PE
	26-09-18

	15-000489-0396-PE
	24-07-18

	16-000022-0384-PE
	06-11-18

	15-001526-0396-PE
	16-01-19

	15-200569-0413-PE
	06-11-18

	15-001383-0414-PE
	01-12-18

	15-001442-0412-PE
	24-07-18

	16-000568-0396-PE
	04-04-19

	Total
	12



Tarea: Para resolver año 2017
	N° Expediente
	Fecha pase a fallo

	17-000829-0060-PE
	12-09-18

	17-000010-0581-PE
	22-08-18

	17-000057-0073-PE
	24-09-18

	17-001776-0412-PE
	23-01-19

	17-200660-0413-PE
	08-04-19

	Total
	5



Actualmente se encuentran un total de 70 asuntos pendientes de resolver en el escritorio del juzgador N°1, con 36 asuntos pasados a fallo desde los meses de julio, agosto, setiembre, octubre, noviembre y diciembre del 2018.

Jueza N° 2: María José Elizondo Alvarado, interina en sustitución de Gerardo Alfaro Vargas, quien asumió el puesto el pasado 22 de abril del 2019.

El día 02/05/19 a las 14:45 horas se procedió con la revisión.

Tarea: Prórroga prisión preventiva

	N° Expediente
	Fecha pase a fallo

	18-000494-0060-PE
	26-04-19

	Total
	1



Tarea: Revisión de voto

	N° Expediente
	Fecha pase a fallo

	12-001264-0412-PE
	24-04-19

	Total
	1



Tarea: Para resolver persona detenida
	N° Expediente
	Fecha pase a fallo

	17-001989-0412-PE
	12-02-19

	17-000754-0396-PE
	04-04-19

	18-000463-0069-PE
	02-04-19

	18-001322-0396-PE
	05-04-19

	Total
	4



Tarea: Para resolver 
	N° Expediente
	Fecha pase a fallo

	16-000887-0396-PE
	28-01-19

	18-000729-1260-PE
	22-02-19

	14-000349-0414-PE
	28-01-19

	18-000497-0396-PE
	05-04-19

	18-000015-1264-PE
	05-04-19

	09-001051-0414-PE
	21-03-19

	13-001225-0396-PE
	07-03-19

	18-000003-0412-PE
	12-02-19

	08-001457-0396-PE
	07-03-19

	15-000773-0396-PE
	12-04-19

	18-000076-1259-PE
	12-04-19

	12-000133-0612-PE
	12-04-19

	Total
	12



Actualmente se encuentran un total de 18 asuntos pendientes de resolver en el escritorio de la juzgadora N°2, siendo los más antiguos los expedientes 16-000887-0396-PE y 14-000349-0414-PE del 28-01-19.

Jueza N° 3: Cynthia Dumani Stradtman, propietaria.

El día 02/05/19 a las 15:20 horas se procedió con la revisión.

Tarea: Adulto Mayor
	N° Expediente
	Fecha pase a fallo

	14-200472-0413-PE
	20-11-18

	15-001046-0396-PE
	01-02-19

	Total
	2



Tarea: Flagrancia para resolver
	N° Expediente
	Fecha pase a fallo

	17-000385-1259-PE
	03-08-18

	18-000275-1260-PE
	10-08-18

	17-000273-1259-PE
	12-10-18

	12-000241-0396-PE
	20-09-18

	18-000151-1259-PE
	12-02-19

	Total
	5



Tarea: Asuntos unipersonales 2018
	N° Expediente
	Fecha pase a fallo

	11-002381-0412-PE
	28-08-18

	16-001261-0396-PE
	28-09-18

	17-000896-0412-PE
	23-08-18

	14-000446-0396-PE
	17-08-18

	12-000832-0412-PE
	31-07-18

	15-000805-0396-PE
	04-12-18

	15-000554-0396-PE
	09-10-18

	15-001827-0396-PE
	10-08-18

	14-000335-0412-PE
	23-08-18

	17-000023-0412-PE
	18-12-18

	15-001436-0412-PE
	11-10-18

	15-001937-0396-PE
	28-09-18

	11-002109-0396-PE
	10-08-18

	15-000612-0396-PE
	08-11-18

	15-001391-0412-PE
	14-11-18

	17-200164-0413-PE
	08-11-18

	17-000884-0396-PE
	08-11-18

	13-000768-0412-PE
	14-11-18

	17-001244-0412-PE
	12-11-18

	16-001188-0396-PE
	03-08-18

	Total
	20



Tarea: Asuntos unipersonales 2019
	N° Expediente
	Fecha pase a fallo

	09-001286-0396-PE
	15-02-19

	12-001418-0412-PE
	23-01-19

	17-001739-0396-PE
	12-04-19

	18-000607-0413-PE
	12-02-19

	Total
	4



Tarea: Asuntos colegiados 2018
	N° Expediente
	Fecha pase a fallo

	13-000823-0412-PE
	08-11-18

	16-000439-0872-PE
	08-11-18

	10-000620-0396-PE
	09-01-19

	14-200768-0413-PE
	10-08-18

	09-003750-0396-PE
	12-12-18

	17-000468-0412-PE
	23-08-18

	15-000887-0069-PE
	30-10-18

	15-000305-1260-PE
	18-10-18

	12-001347-0060-PE
	09-07-18

	14-001829-0412-PE
	31-07-18

	14-000157-0612-PE
	24-09-18

	15-000894-0396-PE
	03-08-18

	10-000469-0396-PE
	31-07-18

	13-000625-0414-PE
	31-07-18

	Total
	14



Tarea: Asuntos colegiados 2019
	N° Expediente
	Fecha pase a fallo

	15-000717-0396-PE
	23-01-19

	13-000089-0412-PE
	14-01-19

	12-001693-0396-PE
	14-01-19

	16-001420-0396-PE
	23-01-19

	18-000203-0073-PE
	30-01-19

	09-003701-0412-PE
	23-01-19

	15-201036-0413-TP
	13-03-19

	15-001896-0396-PE
	08-04-19

	13-002260-0396-PE
	08-04-19

	15-001846-0396-PE
	25-02-19

	14-001921-0396-PE
	22-02-19

	13-000782-0414-PE
	25-02-19

	Total
	12




Tarea: Para resolver persona detenida
	N° Expediente
	Fecha pase a fallo

	16-000355-0396-PE
	27-03-19

	18-000092-1259-PE
	12-04-19

	11-001633-0396-PE
	01-02-19

	18-000115-0396-PE
	20-03-19

	18-000813-0396-PE
	05-04-19

	19-000014-1260-PE
	03-04-19

	18-000233-0396-PE
	22-02-19

	12-000270-0073-PE
	26-04-19

	18-000281-0060-PE
	23-01-19

	09-001352-0414-PE
	30-01-19

	18-001774-0060-PE
	23-01-19

	Total
	11



Actualmente se encuentran un total de 68 asuntos pendientes de resolver en el escritorio de la juzgadora N°3, con 38 asuntos pasados a fallo desde los meses de julio, agosto, setiembre, octubre, noviembre y diciembre del 2018.

Juez N° 4 (Apoyo): Wilson Flores Fallas, interino, quién asumió el puesto el pasado 01-02-19.

El día 02/05/19 a las 07:55 horas se procedió con la revisión.

Tarea: Para resolver.
	N° Expediente
	Fecha pase a fallo

	16-001164-0412-PE
	08-11-18

	11-000327-0396-PE
	30-11-18

	07-200084-0331-PE
	16-08-18

	17-001290-0414-PE
	26-06-18

	17-002200-0060-PE
	26-04-19

	10-006998-0345-PE
	29-09-18

	15-000939-0069-PE
	08-11-18

	14-001504-0396-PE
	16-05-18

	17-000318-1260-PE
	28-06-18

	Total
	9



Actualmente se encuentran un total de 9 asuntos pendientes de resolver en el escritorio del juzgador N°4 (Apoyo), siendo el más antiguo el expediente 14-001504-0396-PE del 16-05-18.

Juez N° 5 (Apoyo): Guillermo Arce Arias, interino, quién asumió el puesto el pasado 22-04-19.

El día 02/05/19 a las 07:40 horas se procedió con la revisión.

Tarea: Para resolver.
	N° Expediente
	Fecha pase a fallo

	14-201101-0413-PE
	26-07-18

	11-001281-0396-PE
	09-10-18

	12-200106-0413-PE
	16-10-18

	15-000285-0060-PE
	09-07-18

	14-000013-0384-PE
	07-09-18

	15-001023-0396-PE
	29-10-18

	15-000842-0412-PE
	20-11-18

	14-000382-0396-PE
	18-12-18

	13-000536-0412-PE
	24-07-18

	13-001490-0396-PE
	14-05-18

	Total
	10



Actualmente se encuentran un total de 10 asuntos pendientes de resolver en el escritorio del juzgador N°5 (Apoyo), siendo el más antiguo el expediente 15-000285-0060-PE del 09-07-18.

Juez Tramitador: Adolfo Reinholds Quirós, propietario.

El día 03/05/19 a las 07:10 horas se procedió con la revisión.

Tarea: Expediente con voto
	N° Expediente
	Fecha pase a fallo

	13-001195-0060-PE
	

	Total
	1



Tarea: Revisión de persona detenida
	N° Expediente
	Fecha pase a fallo

	17-000008-0578-PE
	02-05-19

	17-000941-0414-PE
	02-05-19

	16-001554-0414-PE
	02-05-19

	Total
	3



Tarea: Nuevo para revisar
	N° Expediente
	Fecha pase a fallo

	14-000243-1259-PE
	30-04-19

	12-000134-0396-PE
	30-04-19

	18-000452-1260-PE
	26-04-19

	14-001521-0396-PE
	30-04-19

	18-000549-0413-PE
	16-04-19

	Total
	5



CONCLUSIONES.

Luego de la información recabada, se puede arribar a las siguientes conclusiones.

1.- Como se observa, con posterioridad al plan remedial establecido durante el periodo de noviembre 2018 al mes de abril del 2019, en todos los casos el despacho ha cumplido con las cuotas establecidas para el dictado de sentencias de 40 a 50 asuntos por mes.

2.- En similar sentido, con posterioridad al plan remedial establecido del periodo de noviembre 2018 al mes de abril del 2019, prácticamente en todos los casos, los juzgadores tanto titulares como de apoyo, han cumplido con las cuotas establecidas para el dictado de sentencias de 8 a 10 asuntos por mes, a excepción de la jueza N° 3 Cynthia Dumani Stradtman, que para el mes de enero del 2019 no le fue posible cumplir con la citada cuota al resolver 4 asuntos solamente. 

3.- De igual manera, con posterioridad al plan remedial establecido del periodo de noviembre 2018 al mes de abril del 2019, todos los juzgadores que se han encontrado destacados en el puesto de juez N° 1, han cumplido con las cuotas establecidas para el dictado de sentencias de 8 a 10 asuntos por mes.

4.- El escritorio del juez N° 1, en el cual actualmente se encuentra nombrado el licenciado Rodrigo Obando Santamaría desde el pasado 16 de abril del 2019, al día de la revisión presentaba un total de 70 asuntos pendientes de resolver, teniendo los siguientes 36 expedientes pasados a fallo desde los meses de julio, agosto, setiembre, octubre, noviembre y diciembre del 2018, lo cual denota un atraso considerable en el dictado de las sentencias, tomando como referencia los escritorios de los jueces N° 2, 4 y 5, esto a pesar que se está cumpliendo con la cuota mensual de resolución de expedientes:

	N° Expediente
	Fecha pase a fallo

	15-000191-0396-PE
	26-09-18

	17-000570-0412-PE
	11-10-18

	12-001491-0412-PE
	16-08-18

	12-002597-0059-PE
	01-08-18

	12-002671-0396-PE
	28-09-18

	11-002796-0396-PE
	16-08-18

	10-001132-0060-PE
	04-10-18

	12-002161-0412-PE
	14-11-18

	11-001590-0396-PE
	06-11-18

	11-000009-0396-PE
	06-11-18

	11-000946-0396-PE
	28-08-18

	10-002889-0412-PE
	04-12-18

	10-001372-0414-PE
	04-12-18

	14-002011-0060-PE
	17-08-18

	13-002483-0396-PE
	23-08-18

	14-2000046-0413-PE
	09-07-18

	16-000011-0582-PE
	25-08-18

	13-000420-0396-PE
	14-11-18

	14-201467-0413-PE
	17-08-18

	13-000848-0396-PE
	16-10-18

	14-000791-0412-PE
	06-11-18

	14-201245-0413-PE
	26-09-18

	13-002574-0396-PE
	09-07-18

	16-001000-0414-PE
	24-07-18

	16-001672-0412-PE
	27-07-18

	15-000415-0412-PE
	06-11-18

	16-000890-0396-PE
	26-09-18

	15-000489-0396-PE
	24-07-18

	16-000022-0384-PE
	06-11-18

	15-200569-0413-PE
	06-11-18

	15-001383-0414-PE
	01-12-18

	15-001442-0412-PE
	24-07-18

	17-000829-0060-PE
	12-09-18

	17-000010-0581-PE
	22-08-18

	17-000057-0073-PE
	24-09-18

	Total
	36



5.- El escritorio de la jueza N° 3 Cynthia Dumani Stradtman, al día de la revisión presentaba un total de 68 asuntos pendientes de resolver, teniendo los siguientes 38 expedientes pasados a fallo desde los meses de julio, agosto, setiembre, octubre, noviembre y diciembre del 2018, lo cual denota un atraso considerable en el dictado de las sentencias, tomando como referencia los escritorios de los jueces N° 2, 4 y 5, esto a pesar que se está cumpliendo con la cuota mensual de resolución de expedientes:

	N° Expediente
	Fecha pase a fallo

	14-200472-0413-PE
	20-11-18

	17-000385-1259-PE
	03-08-18

	18-000275-1260-PE
	10-08-18

	17-000273-1259-PE
	12-10-18

	12-000241-0396-PE
	20-09-18

	11-002381-0412-PE
	28-08-18

	16-001261-0396-PE
	28-09-18

	17-000896-0412-PE
	23-08-18

	14-000446-0396-PE
	17-08-18

	12-000832-0412-PE
	31-07-18

	15-000805-0396-PE
	04-12-18

	15-000554-0396-PE
	09-10-18

	15-001827-0396-PE
	10-08-18

	14-000335-0412-PE
	23-08-18

	17-000023-0412-PE
	18-12-18

	15-001436-0412-PE
	11-10-18

	15-001937-0396-PE
	28-09-18

	11-002109-0396-PE
	10-08-18

	15-000612-0396-PE
	08-11-18

	15-001391-0412-PE
	14-11-18

	17-200164-0413-PE
	08-11-18

	17-000884-0396-PE
	08-11-18

	13-000768-0412-PE
	14-11-18

	17-001244-0412-PE
	12-11-18

	16-001188-0396-PE
	03-08-18

	13-000823-0412-PE
	08-11-18

	16-000439-0872-PE
	08-11-18

	14-200768-0413-PE
	10-08-18

	09-003750-0396-PE
	12-12-18

	17-000468-0412-PE
	23-08-18

	15-000887-0069-PE
	30-10-18

	15-000305-1260-PE
	18-10-18

	12-001347-0060-PE
	09-07-18

	14-001829-0412-PE
	31-07-18

	14-000157-0612-PE
	24-09-18

	15-000894-0396-PE
	03-08-18

	10-000469-0396-PE
	31-07-18

	13-000625-0414-PE
	31-07-18

	Total
	38



6.- El escritorio del juez N° 4, en el cual actualmente se encuentra nombrado el licenciado Wilson Flores Fallas desde el pasado 01-02-19, se encuentra el expediente 14-001504-0396-PE pasado a fallo desde el 16 de mayo del 2018. 

7.- El escritorio del juez N° 5, en el cual actualmente se encuentra nombrado el licenciado Guillermo Arce Arias desde el pasado 22-04-19, se encuentra el expediente 15-000285-0060-PE pasado a fallo desde el 9 de julio del 2018. 

Finalmente, se adjunta certificación de las personas juzgadoras que realizaron sustituciones por el periodo de enero del 2018 al mes de abril del 2019, así como correos electrónicos de fecha 6 y 7 de mayo del 2019, del licenciado Adolfo Reynolds Quirós, juez tramitador del Tribunal de Apelación de Sentencia de Santa Cruz, donde se muestran los resultados del plan remedial por el periodo de noviembre 2018 al mes de abril del 2019, así como la cuota que se tenía establecida por juzgador (a) de previo a la aprobación del plan remedial.

Todo lo anterior, es puesto en conocimiento del Honorable Consejo Superior, para lo que consideren pertinente.”


- 0 -
En sesión N° 114-17 celebrada el 21 de diciembre de 2017, artículo XL, se tuvo por rendido el informe Nº 4186-IJ-2017, referente al “Acta de Seguimiento de Visita realizada al Tribunal de Apelaciones de la sentencia Penal de Santa Cruz, presentado por el Tribunal de la Inspección Judicial y se ratificó el cumplimiento de las recomendaciones contenidas.
	Posteriormente, en sesión N° 34-19 celebrada el 23 de abril del 2019, artículo XIV, se tuvo por rendido el informe Nº 529-IJ-2019, referente al “Acta de Visita realizada al Tribunal de Apelación Penal de Santa Cruz” presentado por el Tribunal de la Inspección Judicial y se ratificaron  las recomendaciones contenidas en éste, las cuales deberían cumplirse conforme se indicó, dirigidas a la jueza coordinadora, a los jueces del despacho, al juez tramitador, a la coordinadora judicial y en general al personal del despacho. También la Inspección Judicial procedería a realizar las investigaciones necesarias a fin de determinar lo sucedido con el bloc de órdenes de “Tener a la orden” que inició con el consecutivo número 0315626, y la última boleta utilizada es la número 0315629 en fecha 28-09-2018, toda vez que el Juez Tramitador no localizó las fórmulas presuntamente restantes del bloc, que habitualmente tiene 25 órdenes por paquete.
[bookmark: _Toc9866656]	Finalmente, en la sesión N° 89–18 de 11 de octubre del 2018, artículo XLVII, en lo que interesa se tuvo por rendido el oficio Nº 1158-PLA-2018 de la Dirección de Planificación, en el que se remite el informe 111-OI-2018-B, relacionado con el plan remedial para los Tribunales de Apelación de Sentencia Penal del Segundo Circuito Judicial de San José y del Segundo Circuito Judicial de Guanacaste, sede Santa Cruz. Por tratarse de un proyecto de interés institucional, de conformidad con los artículos 44 y 81 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se autorizaron los permisos con goce de salario y sustitución para los puestos recomendados, para la conformación de secciones emergentes en los despachos judiciales que se dirán: (…) En el Tribunal de Apelación de Sentencia Penal del Segundo Circuito Judicial de Guanacaste, sede Santa Cruz: 2 plazas de juez (a) 5; 2 plazas de Técnico (a) Judicial. Además, se avaló el plan remedial establecido para el Tribunal de Apelación de Sentencia Penal del Segundo Circuito Judicial de Guanacaste, sede Santa Cruz, en el entendido que debían emitir entre 50 y 40 sentencias mensuales; por lo que el circulante en trámite se reduciría en un plazo aproximado de 3 y 5 meses, Asimismo, las secciones emergentes deberán atender los asuntos de más antigüedad de esos despachos. 
Se acordó: 1.) Tener por rendido el informe número 839-IJ-2019 de 16 de mayo de 2019, suscrito por el licenciado Jonathan Jiménez Córdoba, Inspector Judicial Asistente del Área de Visitas del Tribunal de la Inspección Judicial. 2.) Debido a que el mismo informe es puntual en cuanto a que la licenciada Cynthia Dumani Stradtman y el licenciado Rodrigo Obando Santamaría, presentan un atraso considerable en el dictado de sentencias, el Tribunal de la Inspección Judicial deberá proceder de conformidad con sus competencias.
El Tribunal de Apelación de Sentencia de Santa Cruz y el Tribunal de la Inspección Judicial, tomarán nota para lo que corresponda.
[bookmark: _Toc9866658]ARTÍCULO XI
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	La máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, en oficio N° 2120-DE-2019 de 14 de mayo de 2019, remitió el oficio N° 222-PI-2019 de fecha 10 de mayo de 2019, suscrito por la máster Floribel Campos Solano, Jefa del Departamento Financiero Contable, mediante el cual traslada Acta N° 068-CI-2019 del Comité de Inversiones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, celebrada el 22 de abril de 2019, a saber:
“Acta N° 068-CI-FC-2019 del Libro de Actas Electrónico 
Comité de Inversiones
Fecha de Sesión: 22 de abril de 2019
Información General
Acta de la Sesión Ordinaria No. 068 celebrada por el Comité de Inversiones del FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES PODER JUDICIAL a las 13:44:00 horas del 22 de abril de 2019 en San José. 
Asistencia
CASTILLO VARGAS SARA, Presidenta Comité de Inversiones 
ROMERO JENKINS ANA EUGENIA, Vicepresidenta Comité de Inversiones
VELÁSQUEZ CHÁVEZ EDI DARIO, Miembro Externo del Comité de Inversiones
MORA VALDEZ OSLEAN, Secretario de Actas – Jefe Proceso de Inversiones
 CARLOS, Presidente Comité Inversiones
Otros miembros del comité asistentes
SOLANO CAMPOS FLORIBEL con número de identificación 03-0325-0187
SALAS FERNÁNDEZ FABIÁN con número identificación 01-1144-0600
Durante esta sesión estuvieron presentes los siguientes invitados:
KIDD ALVARADO WIBERT con número de identificación 04-0149-0623
GUZMÁN GUTIÉRREZ LUIS ENRIQUE con número de identificación 01-0646-0192
LIZANO VARGAS JOSÉ ANDRÉS con número de identificación 02-0553-0985
CHAVES MARÍN RONALD con número de identificación 04-0105-1112
ROMÁN TAYLOR RODOLFO con número de identificación 01-1258-0135
Durante esta sesión no se presentaron ausencias:
ORDEN DEL DÍA
Aprobación de Acta 67-CI-FC-2019 de Comité de Inversiones del 25 de febrero de 2019.
Actualidad económica (asesor externo).
Informe de cartera Fondo Jubilaciones y Pensiones Poder Judicial marzo 2019.
Seguimiento al Plan de Alineamiento al Reglamento de Gestión de Activos.
 Estrategia de Inversiones para mayo 2019.
Otros temas de interés a discutir:
Actualización Cálculo Devaluación Esperada.
Valoración a precios de mercado (Acuerdo de Comité).
Propuesta de Boletín de Gestión de Activos.
ARTÍCULO 1 APROBACIÓN DEL ACTA DE LA SESIÓN ANTERIOR
Se somete a revisión Acta N° 67-CI-FC-2018 de la sesión ordinaria del 18 de marzo de 2019 a las 14:10 Hrs.
Se aprueban por Unanimidad [ X]
Se aprueban con Disidencia [] 
No se aprueban []
ARTÍCULO 2 ACUERDOS EN FIRME 
Considerandos / Acuerdos en firme 
El Comité de Inversiones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, de conformidad con las facultades, funciones y responsabilidades establecidas en el Reglamento de Inversiones de las Entidades Reguladas emitido por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero:
Considerando:
Aspectos normativos vinculantes del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 
Conforme se establece en la Ley Orgánica del Poder Judicial, artículo 81 inciso 12 al Consejo Superior le corresponde "...Administrar el Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, de acuerdo con las políticas de inversión de ese Fondo, establecidas por la Corte...", así como lo establecido por la Corte Plena en sesión No. 04-2011, celebrada el 14 de febrero del 2011, articulo XXXI, dispuso en lo que interesa indicar expresamente que la administración del FJPPJ es del Consejo Superior de acuerdo con las políticas establecidas por la Corte Plena.
Los Comités de Riesgos y de Inversiones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se conforman de acuerdo con lo aprobado por la Corte Plena en Sesión Nº 21-16 del 20 de junio 2016. ARTÍCULO VI. 
Mediante acuerdo de la Corte Plena, en sesión 09-2017 del 24 de abril de 2017 artículo XXX, se aprobó la Política de Inversión del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial vigente. 
Conforme al criterio jurídico N°. DJ-3847-2018, la Corte Plena en sesión N°. 53-18, de fecha 19 de noviembre del 2018, acuerda mantener las competencias en el Consejo Superior de administración sobre el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, conservando las relaciones Inter orgánicas con la Corte Plena y demás instancias de rango inferior hasta la conformación efectiva de la Junta Administradora del FJPPJ. 
Conviene en tomar los siguientes acuerdos en firme:
El MSc. Ronald Chaves Marín asesor externo del Comité de Riesgos, señaló que las tasas de interés muestran una tendencia hacia la baja. Esto es importante desde el punto de vista de los portafolios, ya que puede incrementar el valor de los instrumentos a tasa fija, aunque también puede afectar los instrumentos a tasa variable. Por otra parte, es un indicador que puede ayudar a reactivar la economía.
Añade el señor Chaves que el tipo de cambio en las últimas semanas experimentó el punto más bajo en lo que va del año, situación que se podría considerar tranquilizante. Además, se mantiene a la expectativa lo que pueda suceder con los eurobonos. Se espera que en las próximas semanas se tenga un avance. 
Finalmente, la parte fiscal ha experimentado un crecimiento en los ingresos, se muestra cierta contención del gasto y se aproxima la aplicación del IVA. Es posible que la aplicación del IVA vaya a tener un impacto en algunos instrumentos financieros como los fondos inmobiliarios. Incluso, un desplazamiento en la curva de rendimientos.
Complementa el asesor externo del Comité de Inversiones, el MSc. Eddy Velásquez Chávez señalando que, en el plano internacional, hay cierta preocupación por lo que está sucediendo en algunos países de Asia y Europa, ya que hay poco crecimiento económico, incluso con algunas tasas negativas. De manera que, Estados Unidos ya está valorando disminuir las tasas para que este efecto negativo no se vea reflejado en su economía.
El MPM. Oslean Mora Valdez manifestó que en el mercado local se percibe una mayor tranquilidad por parte del Gobierno. El Ministerio de Hacienda está en una mejor posición que hace unos meses. De hecho, ya en las subastas las tasas de intereses sufrieron una baja significativa a pesar de que no han ingresado los eurobonos. 
Por otra parte, el Banco Central de Costa Rica (BCCR) disminuyó la tasa de política monetaria (TPM) en 25 puntos base, generando una crítica en cuanto a la disminución a favor y en contra. Además, actualmente los Bancos Privados no tienen la necesidad de incrementar las tasas, por lo que posiblemente se percibirán menores rendimientos en el mercado local.
El Lic. Fabián Salas Fernández destaca otros puntos importantes, como lo son los préstamos a los que está accediendo el gobierno y el impacto del petróleo que se disparó por la situación con Irán, lo cual podría generar un efecto sobre la inflación.
La MBA. Ana Eugenia Romero Jenkins expresó que el Fondo Monetario Internacional (FMI) señaló que aún queda espacio para una reforma fiscal. Exigirle más a la clase trabajadora es complicado. Además, hay que considerar lo que suceda en las próximas semanas en la Asamblea Legislativa.
Se acuerda:  
Tomar nota de lo expuesto y deliberado por los miembros de los Comités de Inversiones y Riesgos.
Acuerdo por unanimidad [x] 
Acuerdo con disidencia []
 No se aprueban []
El Lic. Fabián Salas Fernández Coordinador a.í. de la UGP del Proceso de Inversiones, realiza la presentación del Informe de cartera del Fondo Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial con datos a marzo 2019, donde destaca el crecimiento de un 4.43% en términos de valor facial de la cartera para el I trimestre, explicado principalmente por la capitalización de inversiones con altos flujos por cupones de tasas altas y por el ajuste en el porcentaje de los aportes, el señor Salas explica que se proyecta un crecimiento mayor de la cartera para el cierre de 2019 comparado con el mismo periodo de 2018.
Comenta el MPM. Oslean Mora Valdez jefe del Proceso de Inversiones, que se debe destacar que los resultados del informe o flujo de ingresos y egresos como ejercicio de soporte financiero, indican que el FJPPJ inicialmente sufriría, de materializarse la salida masiva de las personas con derecho jubilatorio, un impacto negativo en cuanto a disminución de la cartera (reservas) en los siguientes cuatro años aproximadamente (se debe considerar que el ejercicio se realizó con varios escenarios, no obstante, se ejemplifica con el escenario pesimista); posterior a ese año, se proyecta un incremento exponencial, ya que habría un espacio grande en el tiempo donde los gastos no se incrementarían; por lo que para ese momento las presiones de colocación serían muy pronunciadas, por lo que cobra especial relevancia el hecho de ir saliendo a mercados internacionales y que para ese entonces ya exista camino recorrido en esa materia.
Interviene la máster Sara Castillo Vargas presidenta del Comité de Inversiones, indica que ante la situación mencionada por el señor Mora, se debe ir avanzando en la realización de un trabajo de presentación al Consejo Superior, donde se les exponga la necesidad de incursionar en mercados internacionales y que a pesar de que en épocas pasadas se podía pensar que estos temas eran arriesgados los tiempos han cambiado y se vive en un mundo donde todo es globalizado y que si se fundamenta bien -como es costumbre y se ha venido trabajando- se podrían mostrar avances importantes de cara a las aprobaciones y a una mejor comprensión por parte del Consejo Superior.
La máster Ana Eugenia Romero Jenkins vicepresidenta del Comité de Inversiones, añade que el camino que se debe seguir es el mismo que se siguió al momento de presentar sector privado, donde inicialmente se presentó en Consejo Superior y posteriormente a una Comisión del Fondo que integran una serie de magistrados, escenario que cabe destacar fue una salida importante ante la situación difícil presentada por el Ministerio de Hacienda el año anterior.
En cuanto a la composición de la cartera el licenciado Salas Fernández, enfatiza que se han realizado esfuerzos importantes incorporando una cantidad de emisores importante y que si se compara con el resto de las carteras de institucionales es una de las carteras con más emisores locales, no obstante se es consciente de que se necesita ampliar la proporción en este sector, sin embargo ante la coyuntura actual se antoja especialmente complicado ya que los emisores únicamente están captando recursos en el corto plazo específicamente en CDP, límite o rubro en los que  la cartera está excedido, hace énfasis en que se ha trabajado directamente con las tesorerías de los emisores para explorar la posibilidad de negociar plazos más largos y con emisiones estandarizadas, no obstante ante la expectativa de tasas a la baja se hace complicada la negociación en términos favorables para el FJPPJ. 
El señor Salas Fernández presenta la composición de la cartera por tipo de tasa, donde se mantiene una predilección por instrumentos de tasa fija, sin embargo, por la coyuntura del mercado local es probable que, ante una mayor oferta de títulos indexados a tasas ajustables, estos se puedan estar incorporando a la cartera.
En lo referente a la rentabilidad de la cartera, el Lic. Salas Fernández destaca el importante resultado a nivel de rendimiento nominal y rendimiento real que se han venido obteniendo, no obstante, para el mes en estudio hubo una ligera baja, producto de la apreciación que se presentó en marzo pasado.
El Lic. Salas destaca que la gestión de las colocaciones para marzo -en cuanto a dólares- se aprovecharon lo que se consideró como los últimos rendimientos altos en el largo plazo, posterior a eso se han venido dando ajustes en la curva hacia la baja. En cuanto a colones se priorizaron las inversiones en emisores del sector privado y se destaca la incorporación de los reportos tripartitos para el manejo de liquidez.
Se acuerda: 
Aprobar el Informe Mensual con datos a marzo 2019 del FJPPJ.
El Comité de Inversiones solicitará una audiencia ante el Consejo Superior para presentar la opción de salida a Mercados Internacionales.
Acuerdo por unanimidad [x] 
Acuerdo con disidencia []
No se aprueban []
El MPM. Oslean Mora Valdez, detalla que, con relación al Plan de alineamiento al Reglamento de Gestión de Activos, se presentó una solicitud de prórroga (con referencia N° 1763-DE-2019 del 22 de abril de 2019 al CONASSIF) del plazo de cumplimiento del transitorio I del Reglamento en cuestión, donde se argumenta que por el poco tiempo que se tuvo para preparar los cambios se complica de sobremanera su correcta presentación, otro punto que se destaca es que la prórroga fue solicitada de forma generalizada por el Sistema de Pensiones por medio de ACOP, se destaca que las OPC´s tienen casi 20 años de estar supervisados y sin embargo no pudieron cumplir con los requerimientos del transitorio en el plazo establecido; adicionalmente la comunicación de la aplicación de la normativa de CONASSIF para el FJPPJ se dio el 26 de febrero de 2019 y el vencimiento del transitorio es el 22 de mayo 2019, la solicitud se realiza por una prórroga de seis meses.
Se acuerda:  
	Tomar nota de lo presentado por el Proceso de Inversiones.
Acuerdo por unanimidad [x] 
Acuerdo con disidencia []
	    No se aprueban []
El MPM. Oslean Mora Valdez, expone que ante la aplicación de la normativa de CONASSIF se considera la valoración a precios de mercado de las carteras mancomunadas por lo que se debe confirmar si se mantiene vigente el acuerdo de Comité donde se indica:

No realizar la contabilización del resultado de la valoración a precios de mercado hasta que no se tengan los resultados del nuevo estudio actuarial, el cual se encuentra en etapa avanzada de contratación
El señor Mora indica que, para el año 2020 entra en vigor el Reglamento de Información Financiera por lo que también se debe considerar ese punto y que una vez definidas las clasificaciones que supone dicho reglamento se tendrá mayor claridad de los montos a registrar en cada cuenta y los movimientos a trasladar por concepto de aportes en la cuenta de provisión para pensiones en curso de pago
Se acuerda:  
	Mantener vigente el acuerdo tomado en sesión 060-CI-2019 y esperar los resultados del estudio actuarial para registrar contablemente el resultado de la valoración.
Acuerdo por unanimidad [x] 
Acuerdo con disidencia []
No se aprueban []
El Lic. José Andrés Lizano Vargas jefe del Proceso de Riesgos señaló que en virtud de la reunión sostenida con la Superintendencia de Pensiones se enfatizó sobre el cumplimiento del Transitorio I del Reglamento de Gestión de Activos, principalmente el artículo 7 donde se indica que se debe realizar un boletín informativo de la gestión de activos donde se exponga el logro de los objetivos y la estrategia, los riesgos asumidos y los materializados, información de los Comités de Riesgos e Inversiones.
En función a lo anterior interviene el Lic. Rodolfo Román Taylor indicando que en dicho boletín se está proponiendo la incorporación de la información más relevante e incorporar más gráficos para que sea más atractivo para los afiliados.
El MPM. Oslean Mora Valdez expresó que lo que se busca es publicar información relevante del FJPPJ. La SUPEN solicita que se publique cada mes en la página web del Fondo. Si todos estamos de acuerdo, podríamos aprobar esta propuesta del boletín, obviamente está sujeto a mejoras.
El MAP. Luis Enrique Guzmán Gutiérrez consultó ¿Que si este boletín debe estar dirigido específicamente para algún tipo de “cliente”?
El MPM. Oslean Mora Valdez manifestó que el boletín debería estar dirigido a la totalidad de la población del fondo.

La MBA. Ana Eugenia Romero Jenkins expresó que se debe coordinar con Prensa Institucional él envió del documento y por medio de Financiero Contable enviárselo a los pensionados y jubilados. 
La MBA. Floribel Campos Solano indicó que por medio del área de prensa institucional se podrían realizar cápsulas informativas. Una publicación más resumida donde se les haga saber que el boletín está en la página web.
La MBA. Ana Eugenia Romero Jenkins expresó que la propuesta de doña Floribel le parecía correcta. Con esto se cumpliría con la normativa. Indica que es importante transmitir esta información a los jubilados y pensionados.
El Lic. José Andrés Lizano Vargas señaló que se estaría coordinado para ir actualizando la información del boletín mes a mes. 
Se acuerda:  
	Aprobar la propuesta de Boletín de Gestión de Activos.
Acuerdo por unanimidad [x] 
Acuerdo con disidencia []
 No se aprueban []
El Lic. Fabián Salas Fernández expone el contenido del documento denominado “ESTRATEGIA DE INVERSIÓN FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL MAYO 2019” cuyas recomendaciones son:
Analizada la información anterior, lo discutido durante la sesión de Comité de Inversiones en fecha 22 de abril de 2019 y considerando el criterio N° DJ-480-2019 emitido por la Dirección Jurídica del 15 de febrero de 2019; a continuación se detalla la estrategia de colocación para mayo 2019.
Emisores Autorizados:
Activo
	Ministerio de Hacienda (G)
	Banco Central de Costa Rica (BCCR)

	Banco de Costa Rica (BCR)
	Banco Nacional de Costa Rica (BNCR)

	Banco Popular de Desarrollo Comunal (BPDC)
	Instituto Costarricense de Electricidad (ICE)

	Banco Hipotecario para la Vivienda (BAHVI)
	Banco BAC San José (BSJ)

	Banco DAVIVIENDA (BDAVI)
	Banco Scotiabank S.A. (SCOTI)

	Holcim Costa Rica S.A. (INCSA)
	Banco Centroamericano de Integración   Económica (BCIE)

	Fondo de Inversión Inmobiliario Comercio y la Industria de BCR SAFI
	Fondo Inmobiliario No Diversificado BCR SAFI

	Fondo Inmobiliario Gibraltar- Improsa SAFI.
	Fondo Inmobiliario Progreso No Diversificado BCR SAFI

	Fondo Inmobiliario Rentas Mixtas-BCR SAFI
	Fondo Inmobiliario Multifondos I

	Banco General
	Banco BCT

	Banco Improsa
	Banco Promérica

	Banco Lafise
	Prival Bank

	MADAP
	MUCAP


Tipos de Transacciones 
Las operaciones bursátiles se autorizan según el Reglamento de Gestión de Activos en el Título II. Régimen de Inversiones, aprobado por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero, celebrada el 16 de octubre del 2018, publicado en el alcance 192 del diario oficial “la gaceta”, del 02 de noviembre del 2018. 
Otras Consideraciones
Para todas las colocaciones se ejecutarán los análisis o estudios respectivos, que demuestren si las inversiones se efectúan de acuerdo con las mejores condiciones que se tienen al momento de realizar cada inversión, tomando en cuenta las condiciones económicas y alternativas de inversión que sean atractivas para el FJPPJ y que garanticen un equilibrio entre seguridad, rentabilidad y liquidez.
Montos mínimos de inversión: 
Para colocaciones en colones se tendrá como monto esperado de negociación la cantidad de ¢ 300.000.000,00 (trescientos millones de colones) o su equivalente en dólares.
Se podrá realizar la acumulación de los montos de inversión definidos anteriormente, en las cuentas bancarias designadas para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, de acuerdo con lo definido para cada moneda, siempre y cuando los réditos que dichas cuentas generen sean superiores al promedio de la industria de Fondos de Inversión (mercado dinero).
No obstante, lo anterior se podrá negociar montos inferiores a los definidos si las condiciones de negociación resultan atractivas en términos de rentabilidad y riesgos para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
Monedas de colocación:
De acuerdo al artículo 15 del citado reglamento se definen las siguientes monedas: 
Respecto a inversiones en colones:
El plazo de colocación deberá ser igual o superior a un (1) año, tanto para renta fija como ajustable, realizando la revisión de tendencias en cuanto al rendimiento que muestra el mercado bursátil y financiero; tomando como referencia los movimientos observados en la Curva de Rendimientos
Se deberá mantener, como mínimo, la posición en moneda local (colones) en un 80% del total de la cartera del FJPPJ, dada las obligaciones del FJPPJ en dicha moneda.
Inversión en Unidades de Desarrollo (UDES):
No invertir en instrumentos en UDES, dadas las condiciones actuales del FJPPJ en cuanto a concentración por moneda y plazo, sin embargo, se valorará para los procesos de canje de deuda que podrán ser negociados según la Política de Inversión aprobada.
En cuanto a inversiones en dólares:
El plazo de colocación deberá ser superior a un (1) año, tanto para renta fija como ajustable, realizando la revisión de tendencias en cuanto al rendimiento que muestra el mercado bursátil y financiero.
Se podrá incrementar la posición en dólares, considerando las recomendaciones de los asesores externos, hasta llegar a un 20% del total de la cartera del FJPPJ, momento en el cual se someterá a criterio del Comité de Inversiones la reconsideración de dicho porcentaje.
Mantener en esa moneda los vencimientos de principales y cupones de intereses que ingresan en dólares, realizando el análisis para cada caso, de conformidad con las recomendaciones de los asesores externos en cuanto a las devaluaciones esperadas conforme a los plazos de maduración aprobados en la Política de Inversión.
Se acuerda:
Considerar y aplicar a partir del 23/04/2019 las recomendaciones emitidas en la estrategia.

Acuerdo por unanimidad [x] 
Acuerdo con disidencia []
	    No se aprueban []
El Lic. Salas Fernández realiza la presentación mensual por parte del Proceso de Inversiones de la “Actualización de Devaluación Esperada”, de acuerdo con el siguiente detalle:


El señor Salas Fernández destaca que, ante el comportamiento del tipo de cambio de los últimos meses y de las principales variables macroeconómicas, se prevé que el tipo de cambio mantenga la tendencia y que las expectativas tanto del BCCR como las internas se materialicen en algún grado, lo que se traduce a una devaluación en el largo plazo.
Se acuerda:
Aprobar la propuesta realizada para la devaluación esperada con un valor de 3.65% para todos los plazos.
Acuerdo por unanimidad [x] 
Acuerdo con disidencia []
	    No se aprueban []
ARTICULO 3 - CONOCIMIENTO DE LOS ASUNTOS TRATADOS Y ACUERDOS ADOPTADOS 
Otros Asuntos tratados:  
No se trata.
Acuerdos tomados: 
Se acuerda: 
No Aplica
Acuerdo por unanimidad [] 
Acuerdo con disidencia []
No se aprueban []
ARTÍCULO 4 - ASUNTOS DE POLÍTICA DE INVERSIONES
Temas tratados: 
No se trata.
Acuerdos tomados: 
No Aplica
Acuerdo por unanimidad [] 
Acuerdo con disidencia []
	    No se aprueban []
FIN DE SESION
Se levanta la sesión a las 15:42 horas del 22 de abril de 2019.
REGISTRO DE FIRMANTE
Sara Castillo Vargas [] 					OSLEAN MORA VALDEZ [] 
Presidenta / Secretario de actas”
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	De conformidad con el acuerdo adoptado por la Corte Plena en sesión N° 53-18 celebrada el 19 de noviembre de 2018, artículo XXI, por mayoría, se acordó: 1) Tener por recibido el oficio N° 2120-DE-2019, de la Dirección Ejecutiva, referente al “Acta No. 068-CI-2019 del Comité de Inversiones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.” 2) Tomar nota de lo expuesto y deliberado por los miembros del Comité de inversiones, así como de los acuerdos que se tomaron en sesión celebrada el 22 de abril del 2019. 3) Hacer este acuerdo de conocimiento de las organizaciones gremiales, del Comité de Riesgos e Inversiones, así como de la Comisión de Vigilancia del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
El integrante Carlos Montero Zúñiga salva el voto, debido a que considera que el Consejo Superior perdió la competencia para administrar el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Ya que las atribuciones que otorgó el transitorio 1 de la ley N° 9544 del 24 de abril de 2018, era mientras se cumplía el plazo máximo de seis meses a partir de su publicación, el cual venció el pasado 21 de noviembre de 2018. Y que la norma no previó una extensión del plazo. Asimismo, que el acuerdo de Corte Plena es una decisión de tipo administrativo y que ese Órgano no tiene competencia para darle una interpretación auténtica a la ley. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc9866661]ARTÍCULO XII
Documento N° 6037-19
En oficio N° 2235-DE-2019, del 21 de mayo de 2019, la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, remitió el oficio N° 232-PI-2019 de fecha 17 de mayo de 2019, suscrito por la máster Floribel Campos Solano, Jefa del Departamento Financiero Contable, mediante el cual remite el flujo de recursos disponibles para inversión del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FJPPJ), de 2019-2020, a saber:
 “A continuación, se remite el flujo de recursos económicos operativo del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FJPPJ), el cual incluye la actualización del período comprendido entre los meses de mayo 2019 a junio 2020, considerando los vencimientos de principales y cupones de interés, así como los aportes y deducciones establecidas en la reforma a la ley del Fondo de Jubilaciones del Poder Judicial.

Al respecto, se adjuntan los siguientes Anexos:

_ Anexo N°. 1: Flujo en colones de recursos dinerarios.
_ Anexo N°. 2: Flujo en dólares de recursos dinerarios.
_ Anexo N°. 3: Estimaciones de pago de planilla.
_ Anexo N°. 4: Cronograma y proyecciones de ingresos por aportes.
_ Anexo N°. 5: Reporte de disponibilidades en colones.

Cabe indicar, que para el pago de asignaciones de los próximos meses del presente año, se estarán reservando recursos económicos de los vencimientos de inversión que se presenten, para lo cual se realizarán colocaciones en instrumentos a corto plazo con las entidades bancarias (se considerará las opciones a través de la Cuenta Platino N.° 229-32-9 con el Banco de Costa Rica) o por medio del Ministerio de Hacienda (Tesoro Directo) y Banco Central (Central Directo), de acuerdo a los análisis de rendimiento pertinentes que se realizan para ello. Adicionalmente, se efectuarán calces de inversión con las Cuotas Obrero – Patronales considerando cualquier faltante en los pagos proyectados que los vencimientos de los próximos meses no cubran.

Con respecto a los vencimientos en dólares, según se estableció como estrategia se debe mantener en esa moneda los vencimientos de principales y cupones de intereses que ingresan en dólares realizando el análisis para cada caso, de conformidad con las recomendaciones del asesor externo MBA. Eddy Velásquez Chávez, en cuanto a las devaluaciones esperadas conforme a los plazos de maduración aprobados en la Política de Inversión aprobadas por la Corte Plena. En relación con las sumas correspondientes a la recuperación del impuesto sobre la renta, no se consideraron para el pago de asignaciones del FJPPJ, en virtud que no se posee certeza de la fecha de pago. Asimismo, la mayor cantidad de inversiones que posee actualmente el citado Fondo se reciben los intereses incluyendo el referido tributo; por lo que las devoluciones de impuestos no son tan frecuentes y se estarán invirtiendo según la estrategia definida.”



[bookmark: _MON_1620216380]
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De conformidad con el acuerdo adoptado por la Corte Plena en sesión N° 53-18 celebrada el 19 de noviembre de 2018, artículo XXI, por mayoría, se acordó: 1) Tener por recibido el oficio N° 2235-DE-2019, de la Dirección Ejecutiva, referente al “Flujo de recursos disponibles para inversión del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FJPPJ), de 2019-2020”. 2) Tomar nota de lo expuesto en el informe referente a los recursos económicos operativos del FJPPJ, las medidas que se tomarán para el pago de asignaciones de los próximos meses del presente año, la estrategia que se seguirá con respecto a los vencimientos en dólares y lo señalado en relación a las sumas correspondientes a la recuperación del impuesto sobre la renta. 3) Hacer este acuerdo de conocimiento de las Asociaciones y Sindicatos de Empleados Judiciales. 
El integrante Carlos Montero Zúñiga salva el voto, debido a que considera que el Consejo Superior perdió la competencia para administrar el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Ya que las atribuciones que otorgó el transitorio 1 de la ley N° 9544 del 24 de abril de 2018, era mientras se cumplía el plazo máximo de seis meses a partir de su publicación, el cual venció el pasado 21 de noviembre de 2018. Y que la norma no previó una extensión del plazo. Asimismo, que el acuerdo de Corte Plena es una decisión de tipo administrativo y que ese Órgano no tiene competencia para darle una interpretación auténtica a la ley. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc9866664]ARTÍCULO XIII

Documento N° 11801-18 / 5811-19

En oficio N° 2188-DE-2019 del 16 de mayo de 2019, el licenciado Wilbert Kidd Alvarado, Subdirector Ejecutivo, remitió la siguiente gestión:
“(…), se envía el oficio N° 42-FC-2019 de fecha 28 de enero de 2019, que suscribe la Máster Floribel Campos Solano y el Licenciado José Andrés Lizano Vargas, por su orden, Jefa del Departamento de Financiero Contable y Jefe de Proceso de Riesgos del Departamento en mención, mediante el cual remite:

Informe de Indicadores de Riesgo y los resultados en los límites de tolerancia, para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, correspondiente al mes de diciembre de 2019.

Es menester indicar, que dicho informe fue conocido por el Comité de Riesgos, en la sesión del 23 de enero de 2019.”
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[bookmark: _MON_1620457203]Tomando en consideración la competencia que aún conserva temporalmente este Consejo Superior para conocer de los asuntos relacionados con la Administración del Fondo de Pensiones y Jubilaciones, según lo establecido en el Transitorio I de la Ley N° 9544, el artículo 81 inciso 12) de la Ley Orgánica del Poder Judicial (Ley N° 7333) y lo dispuesto por la Corte Plena en sesión N° 53-18 celebrada el 19 de noviembre de 2018, artículo XXI; se acordó: 1.) Tener por rendido el oficio Nº 2188-DE-2019 de la Dirección Ejecutiva, en el que se remite el informe de Indicadores de Riesgo y los resultados en los límites de tolerancia, para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, correspondiente al mes de diciembre de 2018. Conocido por el Comité de Riesgos, en la sesión del 23 de enero de 2019. 2) Tomar nota de las principales conclusiones expuestas en el citado informe, a saber: a) El portafolio de inversiones del FJPPJ, al 31 de diciembre de 2018 posee un valor facial colonizado de quinientos once mil cinco millones doscientos cincuenta mil doscientos ochenta y cinco colones con cuarenta y cinco céntimos (¢511.005.250.285,45). De hecho, si lo comparamos con el mes anterior, presenta un aumento de ochocientos treinta y un millones novecientos noventa y dos mil trescientos treinta y dos colones con veintitrés céntimos (¢831.992.332,23), principalmente porque el tipo de cambio de compra para las operaciones en el sector público no bancario pasó de ¢602,23 a ¢609.27 incrementando la posición en dólares del portafolio. b) El resultado de los indicadores de riesgo de tipo de cambio y cobertura de liquidez, son razonables y se encuentran dentro de los límites de apetito establecidos. c) La rentabilidad generada durante el mes de diciembre es positiva; fue mayor en 1,61% en relación con el rendimiento objetivo establecido por el Proceso de Inversiones. 3) Acoger las recomendaciones vertidas en el informe al proceso de inversiones y por el tipo de riesgo. 4) Hacer este informe de conocimiento de la Dirección Ejecutiva, del Departamento de Financiero Contable, del Comité de Riesgos e Inversiones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, de la Comisión de Seguimiento del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, así como de las Organizaciones Gremiales del Poder Judicial, debidamente acreditadas ante la Secretaría General de la Corte. 
El integrante Carlos Montero Zúñiga vota por que el Consejo no conozca los asuntos referentes a la Administración del Fondo, debido a que considera que el Consejo Superior perdió la competencia para administrar el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Ya que las atribuciones que otorgó el transitorio 1 de la ley N° 9544 del 24 de abril de 2018, era mientras se cumplía el plazo máximo de seis meses a partir de su publicación, el cual venció el pasado 21 de noviembre de 2018. Y que la norma no previó una extensión del plazo. Asimismo, que el acuerdo de Corte Plena es una decisión de tipo administrativo y que ese Órgano no tiene competencia para darle una interpretación auténtica a la ley. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc9866666]ARTÍCULO XIV

Documento N° 5747-19

[bookmark: _Hlk7777679]La máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, mediante nota N° 2146-DE-2019 del 15 de mayo del 2019, remitió copia del oficio N° 206-FC-2019 de fecha 13 de mayo en curso, suscrito por la máster Floribel Campos Solano, Jefa del Departamento Financiero Contable, referente al detalle de instrumentos no autorizados en el portafolio de inversiones del FJPPJ, que señala:
“En virtud del criterio jurídico N°. DJ-480-2019 del 15 de febrero del 2019 y conocido en la sesión de Comité de Inversiones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FJPPJ) celebrada el pasado 25 de febrero de 2019, que trata el tema de la normativa a aplicar para la administración del FJPPJ, respetuosamente se indica:
Que en dicho criterio se confirma las potestades legales del CONASSIF y SUPEN, para la supervisión en cuanto a la gestión de los recursos del FJPPJ, tal y como se destaca a continuación:
“Es entendido que el ejercicio de la competencia interna de administración se mantiene como atribución propia a un órgano del Poder Judicial, mas (sic) en lo que corresponde al ejercicio de las competencias externas, estas no quedan en una situación de vacatio en cuanto a su aplicación, toda vez que es la competencia de la Junta la que está sometida a una condición– su integración conforme a derecho- mas (sic) no la competencia externa como tal de la SUPEN, la cual no posee no tiene ningún condicionamiento en cuanto a su ejercicio, y por el contrario, se funda además de la Ley 9544, en la ley 7523.” El resaltado no es del original.
Que conforme al criterio anteriormente señalado, el acatamiento a la normativa de la Superintendencia debe estar cumpliéndose en su totalidad, aun cuando no se encuentre conformada y en funciones la Junta Administradora del FJPPJ, conforme a lo definido en la Ley N°. 9544.
Que, analizado a lo interno del Macroproceso Financiero Contable y según lo plasmado en el oficio N°. 0112-FC-2019 del 26 de febrero de 2019, se procedió a efectuar un ejercicio con el fin de actualizar los límites de la cartera del FJPPJ, según lo establecido en el artículo N°. 70 del Reglamento de Gestión de Activos de la SUPEN, el cual con corte al 30 de abril de 2019 se presenta a continuación:

Como se puede observar la posición actual en instrumentos considerados como “No autorizados” (en el nuevo Reglamento de Gestión de Activos) asciende a un 37.30%, debido a que son inversiones que no cumplen con los requisitos para ser clasificadas en ninguno de los niveles establecidos en dicha normativa, actualmente vigente para la administración de recursos del FJPPJ.
Que dada la naturaleza de estos instrumentos (ventanilla, sin posibilidad de negociación en los sistemas de bolsa), deberán mantenerse hasta su vencimiento en cartera o en su defecto procurar su canje en negociación bilateral, directamente con el emisor y conforme a las posibilidades y flujo de caja de este último. Así mismo se destaca que en el caso particular del Ministerio de Hacienda, este ha manifestado su interés de efectuar canjes únicamente cuando los instrumentos posean 18 meses o menos de plazo a su vencimiento; el detalle de vencimientos se comparte a continuación:

Dado lo anterior, es importante destacar que dichos instrumentos fueron adquiridos conforme a las Políticas y demás normativa vigente al momento de su adquisición, dictadas por la Corte Plena y conforme a las potestades que le otorgaba la Ley Orgánica del Poder Judicial en su anterior versión (Ley N°. 7333).
Se adjunta un detalle del inventario de instrumentos (anexo N°. 1) clasificados como “No autorizados”, así como una propuesta de borrador (anexo N°. 2), para si bien así lo estima, hacer de conocimiento de la Superintendencia de Pensiones.”
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Asimismo, mediante oficio N° 2145-DE-2019 del 15 de mayo de 2019, la Dirección Ejecutiva hizo de conocimiento de la Superintendencia de Pensiones (SUPEN) el tema, indicando lo siguiente: 
 “En virtud de la entrada en vigor de la Ley N°. 9544, donde se precisa que el marco normativo aplicable al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FJPPJ) es la emanada por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF) y que la supervisión de dicho fondo recae en la Superintendencia de Pensiones (artículo N°. 237), se ha realizado un importante esfuerzo para el alineamiento con dicha normativa y como parte de este esfuerzo se procedió a analizar la composición de la cartera del mencionado fondo, considerando los límites definidos en el “Reglamento de Gestión de Activos” de reciente aprobación y que se encuentra vigente para el Sistema de Pensiones Costarricense.
De dicho análisis, se concluye que, con corte al 30 de abril del 2019 se mantienen excesos de inversión conforme a lo definido en el artículo  67 (límites generales), inciso “A” (En valores emitidos por el Sector Público) de un 4,67%, adicionalmente se determina que la cartera de inversiones administrada incumple el artículo 70 (aplicación de los límites), ya que según muestra el detalle siguiente se adquirieron (previamente) inversiones que no cumplen con los requisitos establecidos en el reglamento mencionado, que al corte señalado, ubica su nivel en un 37.30% del valor de la cartera (entre activo total); lo anterior conforme se aprecia en el siguiente detalle: 

Dada la naturaleza de estos instrumentos (ventanilla, sin posibilidad de negociación en los sistemas de bolsa), los mismos deberán mantenerse hasta su vencimiento en cartera o en su defecto procurar su canje mediante negociación bilateral, directamente con el emisor y conforme a las posibilidades y flujo de caja de este último. Así mismo se destaca que en el caso particular del Ministerio de Hacienda (principal emisor en cartera), este ha manifestado su interés de efectuar canjes únicamente cuando los instrumentos posean 18 meses o menos de plazo a su vencimiento; el detalle de vencimientos se comparte a continuación:
 


Resulta de vital importancia destacar, que desde el mes de febrero 2019 y conforme a lo establecido en el criterio jurídico DJ-480-2019, se dispuso no adquirir nuevos instrumentos con estas características y en consecuencia, apegarse a lo establecido en el Reglamento de Gestión de Activos para nuevas adquisiciones.
No obstante, lo anterior, es transcendental señalar que dichos instrumentos fueron incorporados al portafolio administrado, conforme a las Políticas de Inversión y demás normativa vigente al momento de su adquisición, dictadas en su oportunidad por la Corte Plena y conforme a las potestades que le otorgaba la Ley Orgánica del Poder Judicial en su anterior versión (Ley N°. 7333).
Conforme a lo expuesto, me permito remitir un detalle del inventario de instrumentos (anexo N°. 1) clasificados como “No Autorizados”, de acuerdo con el análisis efectuado y esperando que el mismo sea de utilidad para su valoración y conocimiento. 


	(…)”
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Tomando en consideración la competencia que aún conserva transitoriamente este Consejo para conocer de los asuntos relacionados con la Administración del Fondo de Pensiones y Jubilaciones, según lo establecido en el Transitorio I de la Ley N° 9544, y en concordancia con el artículo 81 inciso 12) de la Ley Orgánica del Poder Judicial (Ley N° 7333) y lo dispuesto por la Corte Plena en sesión N° 53-18 celebrada el 19 de noviembre de 2018, artículo XXI; por mayoría, se acordó: 1.) Tener por recibido el oficio N° 2146-DE-2019 del 15 de mayo de 2019, remitido por la Dirección Ejecutiva, en el que remite copia del oficio N° 206-FC-2019 del Departamento Financiero Contable, referente al detalle de instrumentos no autorizados en el portafolio de inversiones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, el cual se hizo de conocimiento de la Superintendencia de Pensiones (SUPEN). 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección Ejecutiva, de las Asociaciones y Sindicatos de Empleados Judiciales acreditadas en la Secretaría General de la Corte, de los Comités de Riesgos e Inversiones, de la Comisión de Seguimiento del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, así como del Departamento de Financiero Contable. 
El integrante Carlos Montero Zúñiga vota por que el Consejo no conozca los asuntos referentes a la Administración del Fondo, debido a que considera que el Consejo Superior perdió la competencia para administrar el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Ya que las atribuciones que otorgó el transitorio 1 de la ley N° 9544 del 24 de abril de 2018, era mientras se cumplía el plazo máximo de seis meses a partir de su publicación, el cual venció el pasado 21 de noviembre de 2018. Y que la norma no previó una extensión del plazo. Asimismo, que el acuerdo de Corte Plena es una decisión de tipo administrativo y que ese Órgano no tiene competencia para darle una interpretación auténtica a la ley. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc9866668]ARTÍCULO XV
Documento N° 6033-19.
En oficio N° 2197-DE-2019, del 17 de mayo de 2019, la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, informó:
“Para conocimiento del Consejo Superior, remito oficio N° 210-FC-2019, de fecha 15 de mayo de 2019, suscrito por la MBA Floribel Campos Solano, Jefa del Departamento Financiero Contable, que remite el boletín informativo del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FJPPJ).

Cabe aclarar que dicho Boletín tiene como objetivo dar cumplimiento a lo dispuesto en el Reglamento a la Gestión de Activos emitido por la Superintendencia de Pensiones (SUPEN). Con el propósito de promover y facilitar su lectura, el lanzamiento del Boletín se está acompañando de una campaña del Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional.”
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	A esos efectos adjunta el oficio número 210-FC-2019 del 15 de mayo de 2019, suscrito por la máster Floribel Campos Solano, Jefe de Macroproceso Financiero Contable y el licenciado José Andrés Lizano Vargas, Jefe interino de Proceso de Riesgos, dirigido a la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, que literalmente dice:
“Para lo que corresponda y con el fin que si a bien lo estima, se envié para conocimiento del Consejo Superior, se remite el Boletín del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FJPPJ) para el mes de mayo 2019.

El propósito del boletín es informar mensualmente a los afiliados del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FJPPJ), sobre la gestión de los recursos financieros, además de cumplir con lo solicitado por parte de la Superintendencia de Pensiones (SUPEN), en el “Reglamento de Gestión de Activos”, donde se indica lo siguiente: 

“[…] TÍTULO II. GOBIERNO DE LAS INVERSIONES.

Capítulo II. Principios generales para la gestión de activos.

Artículo 7. Principios relativos al manejo de las inversiones.

h. Rendición de cuentas: El Órgano de Dirección debe contar con informes periódicos de la gestión de los activos, sobre el logro de los objetivos y la estrategia, los riesgos asumidos y los materializados. En caso de incumplimientos en la política de inversión y de los límites, las propuestas de corrección y la efectividad de las medidas tomadas, deben ser comunicadas al Órgano de Dirección oportunamente.”

Es menester indicar, que dicho documento fue conocido por el Comité de Riesgos y el Comité de Inversiones en la sesión del 22 de abril de 2019. Además actualmente en coordinación con el Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional, se va a realizar una campaña de lanzamiento del boletín.

(…).”
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Seguidamente se adjunta el Boletín del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FJPPJ) para el mes de mayo 2019.



- 0 -

Se acordó: Tomar nota del oficio número 2197-DE-2019, del 17 de mayo de 2019, suscrito por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, mediante el cual remite el remito oficio N° 210-FC-2019, de fecha 15 de mayo de 2019, suscrito por la máster Floribel Campos Solano, Jefa del Departamento Financiero Contable, en que remite el boletín informativo del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FJPPJ). Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc9866670]ARTÍCULO XVI

Documento N° 4677-14 / 6115-19

	La máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, en oficio N° 2253-DE-2019 de 22 de mayo de 2019, remitió el  oficio ADPb-3687-2019 de 17 de mayo de 2019, suscrito por el licenciado Luis Diego Flores Zúñiga y la licenciada Karen Alvarez Hernández, Procurador y Abogada de la Procuraduría General de la República, respectivamente, donde informa que dentro del expediente Nº 13-006260-1027-CA del Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, se condenó al Estado al pago de ¢ 500.000.00 por concepto de daño moral.
Con oficio 2192-DE-2019 se ordenó al Departamento Financiero Contable, proceder con el pago a favor de Juan Carlos Wintter Agüero.



[bookmark: _MON_1620215014][bookmark: _MON_1621154860]
- 0 -

Se acordó: 1.) Tomar nota del oficio N° 2253-DE-2019 de 22 de mayo de 2019suscrito por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, en el que pone en conocimiento el oficio N° ADPb-3687-2019 de 17 de mayo de 2019, del licenciado Luis Diego Flores Zúñiga y la licenciada Karen Alvarez Hernández, Procurador y Abogada de la Procuraduría General de la República, acerca de lo resuelto por el Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda en el expediente Nº 13-006260-1027-CA. 2.) Tomar nota que ya se ordenó al Departamento Financiero Contable proceder con el pago a favor del señor Juan Carlos Wintter Agüero, en el que se condenó al Estado al pago de ¢ 500.000.00 por concepto de daño moral.3.) Trasladar al Tribunal de la Inspección Judicial para lo de su cargo y al área de cobro Administrativo de la Dirección Jurídica, para que realice las diligencias pertinentes con el fin de recuperar el monto indicado. 4.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Procuraduría General de la República.
La Auditoría y el Departamento Financiero Contable, tomarán nota para lo que corresponda a cada uno. Se declara acuerdo firme. 
[bookmark: _Toc9866672]ARTÍCULO XVII 

Documento N° 2180-19 / 6038-19
En oficio número 2236-DE-2019, del 21 de mayo de 2019, la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, remitió el informe del Departamento Financiero Contable, respecto las cuentas por cobrar a la Caja Costarricense del Seguro Social, por concepto de incapacidades, al 30 de abril de 2019, que literalmente dice:
[bookmark: _Toc9866674][bookmark: _Toc514922711]“Cuenta por cobrar CCSS (con convenio):

[bookmark: OLE_LINK1]La cuenta total por cobrar a la Caja Costarricense de Seguro Social por concepto de incapacidades, al 30 de abril de 2019, es por la suma de ¢272,792,939.28 (doscientos setenta y dos millones setecientos noventa y dos mil novecientos treinta y nueve colones con 28/100), según se muestra a continuación:



Nota 1: **El monto por concepto de cuota patronal (9,25%) comprende el porcentaje de cuota patronal sobre el monto del subsidio pendiente de pago (según reporte acumulado de boletas pendientes de pago) y el monto sobre los subsidios pagados por la CCSS.

[bookmark: _Toc514922712][bookmark: _Toc9866675]1.1 Cuenta por Cobrar Subsidio y Salario Escolar:

La suma adeudada por la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) al Poder Judicial por concepto de subsidio y salario escolar de enfermedad, maternidad y fase terminal, con corte al 30 de abril de 2019, es el siguiente:



La deuda de la cuenta por cobrar de subsidio está compuesta, como se observa en el siguiente cuadro (1592 boletas de incapacidad):



El saldo de la deuda corresponde a boletas de incapacidades que presentan las siguientes situaciones:

Funcionario sin nombramiento registrado para el periodo de incapacidad.

Incapacidades otorgadas por medico empresa que no fueron refrendadas en la CCSS

Incapacidades otorgadas por medico empresa con talonario no autorizado por la CCSS

Incapacidades no registradas por parte de la CCSS

Incapacidades registradas erróneamente por la CCSS

Incapacidades con diferencias en los salarios utilizados para el cálculo

Incapacidades por maternidad con diferencias en los periodos otorgados según lo autorizado.

Estos rubros son cancelados por la Subárea de Prestaciones en Dinero de la Caja Costarricense de Seguro Social.

[bookmark: _Toc514922713][bookmark: _Toc9866676]1.2 Cuenta por cobrar Cuota Patronal (9,25%):

La suma total de la cuenta por cobrar a la Caja Costarricense de Seguro Social por concepto de cuota patronal 9,25% asciende al monto de ¢16.207.600,57 (dieciséis millones doscientos siete mil seiscientos colones con 57/100) al 30 de abril de 2019, la cual se detalla a continuación: 

Cuota Patronal sobre el Subsidio.

La suma adeudada por la Caja Costarricense de Seguro Social al Poder Judicial por concepto de cuota patronal sobre las incapacidades de fase terminal y enfermedad:



Casos pendientes (Gerencia Financiera). 

En lo que respecta a este rubro, según los registros y controles establecidos, los siguientes cobros se encuentran pendientes y corresponde a los casos rechazados mediante Informes de inspección por la Dirección de Inspección de la CCSS, equivalente a un total de ¢485.446,03.




Cobros de cuota patronal (9,25%) con (Recurso de Revocatoria)

Estos casos, corresponde a las gestiones de cobro de cuota patronal (9,25%) que, a la fecha, el recurso de revocatoria no ha sido resuelto por la Dirección de Inspección de la Caja Costarricense de Seguro Social.



Caso pendiente de pago por parte de la CCSS



Cobros de cuota patronal (9,25%) remitidos a la Procuraduría General de la República

Estos casos, corresponde a las gestiones de cobro de cuota patronal (9,25%), que fueron rechazados por la Gerencia Financiera de la CCSS, de lo cual la Dirección Jurídica de este poder de la República los remite mediante oficio DJ-2263-2018 de fecha 29 de junio del 2018, adicionándolo al oficio DJ-2959-2017. Estos casos se reversaron contablemente en la contabilidad del mes de octubre 2018.


[bookmark: _Toc514922714]
1.3 Accidentes de Tránsito (CCSS)

Al 30 de abril de 2019, la cuenta por cobrar de las incapacidades por concepto de accidentes de tránsito a la CCSS es el siguiente:


Respecto, a las sumas detalladas anteriormente es importante rescatar que se conformó una comisión entre ambas instituciones constituida por personeros de la Dirección Ejecutiva, Macroproceso Financiero Contable, Dirección Jurídica y la CCSS, por lo que se realizando reuniones mensuales, con el fin de llegar a diferentes acuerdos respecto a cada uno de los casos que se encuentran pendientes, siendo que entre los resultados obtenidos de dichas reuniones el pasado el 24 de abril del 2019, la CCSS se comprometió a realizar el segundo análisis de los casos de subsidio y remitirlos a esta institución el 31 de mayo del 2019, además indica que al finalizar la labor de análisis de los casos pendientes se estaría remitiendo un informe final, en el cual indicará el monto a cancelar, así como los casos en los que por normativa que regula a esa Entidad no estarían sujetos de cancelación.

[bookmark: _Toc514922715][bookmark: _Toc9866677]Normativa Aplicable:

La normativa que dio origen a la generación de las cuentas por cobrar por concepto de incapacidades, así como los pagos a realizar por parte de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), se cita a continuación:

El Poder Judicial cancela a sus empleados el 100% de su salario con fundamento en lo establecido en el artículo 42 de la Ley Orgánica, la cual establece lo siguiente:

“[…] Artículo 42.- Cuando un servidor judicial sea incapacitado por enfermedad, la Dirección Ejecutiva tramitará la licencia con goce de sueldo. Cuando se trate de un Magistrado, esa función le compete al Presidente de la Corte. El servidor recibirá lo necesario hasta completar su salario a partir del monto que reciba de la Caja Costarricense del Seguro Social y, en materia de riesgos profesionales, lo que indique la ley respectiva.”

Convenio suscrito entre el Poder Judicial y la CCSS desde el 01 de agosto de 1994, el cual estipula en sus cláusulas primera y segunda, que el Poder Judicial pagará el 100% del salario a los empleados judiciales, cuando uno de estos sea incapacitado en algún centro médico de ese Ente Social, a su vez la CCSS reintegrará al Poder Judicial el monto de subsidio de los trabajadores asegurados[footnoteRef:1]. [1: Con oficio N.° GF-39.591, del 14 de agosto de 2014, suscrito por el Lic. Gustavo Picado Chacón y conforme la reunión sostenida entre el Poder Judicial y la CCSS el 23/07/2014, el convenio se amplió hasta el 1 de setiembre de 2015. Con oficio N.° JP-519-2015, el Departamento de Gestión Humana solicita al Consejo Superior que se realice solicitud formal de prórroga nuevamente para finalizar la programación del sistema informático.
Con oficio N.° GF-15.322, del 27 de agosto de 2015, suscrito por el Lic. Gustavo Picado Chacón, Gerente de la CCSS, el convenio se amplió hasta el 29 de febrero de 2016.
Mediante oficio N.° GF-50.291, fechado 08 de febrero de 2016, suscrito por el Lic. Gustavo Picado Chacón, Gerente de la CCSS, autoriza la prórroga del convenio de pago indirecto de incapacidades y licencias hasta el 31 de agosto de 2016.] 


“Instructivo de Pago de Prestaciones en Dinero de la CCSS”, donde se establecen las normas y regulaciones relacionadas con el pago de las prestaciones en dinero otorgadas por la CCSS a los asegurados.

“Instructivo: Beneficio para los responsables de pacientes en fase terminal”, con el objetivo de establecer los procedimientos administrativos y contables relacionados con el otorgamiento, control y pago de subsidios derivados de la ley 7756 y sus reformas, “Beneficios para los responsables de pacientes en fase terminal”.

Directriz N.° 019-2007-MTSS, emitida por el Ministerio de Trabajo el 12 de marzo de 2007, la cual en lo relacionado al Salario Escolar establece:

“[…] 2. El cálculo del subsidio por incapacidad que corresponde el pago del Salario Escolar, que experimente un servidor(a) público (a), se realizará en el mes siguiente al que esté calendarizado el pago de dicho salario…”

3. Tanto la Caja Costarricense del Seguro Social como el Instituto Nacional de Seguros, realizarán los ajustes a sus Sistema de Control y Pago de incapacidades (RCPI), con el objeto de que una vez recibidas las respectivas cotizaciones, se ajusten automáticamente las incapacidades pagadas en el año anterior para contemplar este rubro, el cual será oportunamente girado a cada trabajador incapacitado respectivamente por las instituciones aseguradoras referidas.”

“Informe de Inspección N.° 1238-01264-2013-I” emitido por la CCSS, del 20 de agosto de 2013, respecto a la cuota patronal sobre incapacidades de maternidad, en lo que interesa literalmente indica:

“[…] 4. Que no procede la devolución de cuotas patronales en el régimen de Salud solicitados por el patrono, por las aseguradas afectadas que gozaron de una licencia por maternidad, toda vez que las autoridades de la Institución establecen que el patrono debe de reportar el 100% del salario devengado por las trabajadoras mientras disfrutan de una licencia por maternidad.”

En virtud de lo anterior, mediante oficio N.° 2505-TI-2013, del 14 de noviembre de 2013, el Macroproceso Financiero Contable, solicitó su criterio a la Dirección Ejecutiva de acuerdo a lo externado por la CCSS, siendo que con oficio N.° 2399-DE-/AL-2013[footnoteRef:2],del 22 de noviembre de 2013, esa Dirección manifestó estar de acuerdo en ajustar las cuentas por cobrar existentes por dicho concepto y en el seguimiento a la sumas por cobrar de cuota patronal sobre incapacidades de enfermedad y fase terminal, no así de maternidad. [2: Por error el número de este oficio indica 2399-DE-/AL-2012] 


Autorización por parte de la Dirección Ejecutiva mediante Resolución N.° 1411-2014, del 10 de abril de 2014, para cancelar la cuenta por cobrar para los casos en estado “canceladas según el RCPI”, cuyo valor sea menor a ¢15.000,00 (quince mil colones exactos).

Criterio legal emitido por la Dirección Jurídica, según oficio N.° 572-DJ-AJ-2015, de fecha 28 de mayo de 2015, respecto a la aplicación del salario base para las licencias por Fase Terminal, determinó que:

“[…] Con fundamento en los artículos 1 y 12 del Instructivo: Beneficio para los responsables de pacientes en fase terminal, noviembre 2007,artículo 5 de la Ley de Beneficios para los responsables de Pacientes en Fase Terminal, Nº 7756 de 25 de febrero de 1998 (reformado por el artículo 1 de la Ley Nº 8600 de 17 de setiembre de 2007), el artículo 2 de la Ley Nº 7337, del 5 de mayo de 1993[footnoteRef:3], y la Circular Nº 260-2014 del 11 de diciembre de 2014 de la Secretaría General de la Corte, publicada en el Boletín Judicial Nº 245 de 19 de diciembre de 2014, se concluye que el salario que debe utilizarse como base de cálculo para el pago que realiza la Caja Costarricense de Seguro Social, con motivo del Subsidio contemplado en el artículo 5 de la Ley N° 7756 (reformado por la Ley Nº 8.600 de 17 de setiembre de 2007), es el correspondiente al  “auxiliar administrativo” del Poder Judicial, el cual tiene un salario base para el 2015 de ¢403.400,00 (cuatrocientos tres mil cuatrocientos colones). [3: Denominada “Ley de Reforma a los artículos 209, 212, 216, 384 incisos 1 y 9 del Código Penal; reforma a los artículos 265, 291, 294, 421 y 474 del Código de Procedimientos Penales; derogatoria de los artículos 310 y 323 del Código de Procedimientos Penales, adición de un inciso 3, al artículo 401 del Código de Procedimientos Penales”.] 


Criterio legal emitido por la Dirección Jurídica, con oficio N.° DJ-AJ-344-2015, del 27 de abril de 2015[footnoteRef:4],comunicado a la Dirección Ejecutiva mediante oficio N.°559-TI-2016 de fecha 31 de marzo de 2016, respecto a las diferencias del cálculo de subsidios para el cobro de incapacidades ante la Caja Costarricense de Seguro Social, que en lo que interesa concluye: [4: Remitido con oficio Nº 2692-DE-2015 del 11 de mayo del 2015.] 


 “[…]A criterio de esta Dirección, la metodología aplicable al cálculo del subsidio correspondiente a las incapacidades presentadas por las funcionarias y los funcionarios del Poder Judicial es la descrita en los artículos 36 del Reglamento del Seguro de Salud y 25 y 26 del Instructivo pago de prestaciones en dinero, utilizando como parámetro el salario promedio de los tres meses consecutivos inmediatamente anteriores al inicio de la incapacidad…”

“[…] Efectivamente como usted lo señala, el salario que debe tomarse en cuenta es el monto que percibe la persona servidora, por la jornada laboral efectiva durante el mes, con independencia de sí junto con ese pago, recibió algún otro dinero. En otras palabras lo que debe tomarse en cuenta es el pago por la jornada y no el giro que percibió al recibir el pago de dicha jornada…”
Criterio legal emitido por la Dirección Jurídica con oficio N.° DJ-AJ-758-2015, del 18 de junio de 2015, comunicado por la Dirección Ejecutiva mediante oficio N.°3491-DE-2015 de fecha 26 de junio de 2016, respecto al último día de las licencias por maternidad para el cobro de ante la Caja Costarricense de Seguro Social, que en lo que interesa concluye:

“[…] De conformidad con lo expuesto, se estima que no existe fundamento legal o constitucional para rebajar, para efectos de pago, el último día de las licencias de maternidad; toda vez que revisadas las normas que regulan este tipo de licencia, contenidas en el Código de Trabajo, Reglamento del Seguro de Salud, Reglamento para el otorgamiento de licencias e incapacidades del seguro de salud e inclusive en el Instructivo de pago de prestaciones en dinero, se advierte que ninguna de ellas señala de manera expresa -ni tácita- que así deba procederse. Por ende, al disponer nuestro ordenamiento jurídico que toda trabajadora asegurada activa embarazada tiene derecho a una licencia de 4 meses, lo que contempla por supuesto el último día del cuarto mes, la Institución debe registrar en el sistema informático correspondiente el período consignado en el “Aviso de incapacidades por enfermedad y licencias” expedido por la persona autorizada por la CCSS y en consecuencia la Caja Costarricense de Seguro Social, no puede variar ese periodo y rebajar el último día de la licencia otorgada.…”

Criterio legal emitido por la Dirección Jurídica con oficio N.° DJ-AJ-1333-2016, del 08 de junio de 2016, emitido por la Dirección Jurídica, respecto a los días que excedan la licencia de maternidad de 4 meses (que superen los 122 días equivalentes) para el cobro de ante la Caja Costarricense de Seguro Social, que en lo que interesa concluye:

“[…] De acuerdo con todo lo expuesto, se concluye lo siguiente:

1.- Existe una deuda pendiente de saldar por parte de la Caja Costarricense del Seguro Social a favor del Poder Judicial, por concepto de los días otorgados por las y los médicos de la Caja Costarricense del Seguro Social, que extendieron formularios con licencias por maternidad, que exceden los límites temporales reglamentariamente establecidos, en los artículos 40 y 41 del “Reglamento del Seguro de Salud de la Caja Costarricense de Seguro Social” y los artículos 55 a 62 del  “Reglamento para el Otorgamiento de Incapacidades y Licencias a los Beneficiarios del Seguro de Salud.”

2.- Corresponde al Poder Judicial realizar todas las acciones a su alcance para intentar recuperar el dinero correspondiente a los saldos pendientes de pago; siendo la Caja Costarricense de Seguro Social responsable por la actuación anormal (desde el punto de vista reglamentario y administrativo) de sus médicos, de conformidad con los principios de Legalidad y de Responsabilidad Administrativa establecidos en los artículos 11 y 190 de la Ley General de la Administración Pública.

3.- Con el propósito de velar por el correcto manejo de los dineros públicos y de la buena relación entre las Caja Costarricense del Seguro Social y este Poder de la República,   es importante que el Poder Judicial haga ver a las autoridades de la Caja Costarricense del Seguro Social, su firme interés en evitar que estas situaciones se continúen dando en el futuro.

Recomendaciones:

Se formulan las siguientes recomendaciones, con el propósito de contribuir a la solución de la situación planteada.

1.- A fin de realizar acciones concretas para la recuperación de los saldos adeudados,  se requiere que el Macroproceso Financiero Contable realice una estimación económica, para tener claro el monto cuya recuperación se pretende gestionar, con fundamento en el principio de Responsabilidad Administrativa, establecido en el artículo 190 de la Ley General de la Administración Pública.

2.- Ejercer las acciones cobratorias correspondientes ante la Caja Costarricense del Seguro Social, pues el ente responsable, en los términos establecidos en el artículo 190 y siguientes de la Ley General de la Administración Pública, del pago de las incapacidades que extiendan sus doctores en medicina, con fundamento en el “Reglamento del Seguro de Salud de la Caja Costarricense de Seguro Social” y el “Reglamento para el otorgamiento de Licencias e Incapacidades a los Beneficiarios del Seguro de Salud”,   al extender en forma incorrecta (desde el punto de vista reglamentario- administrativo), los formularios con las licencias por maternidad y las incapacidades por enfermedad, puesto que no se respetan las disposiciones reglamentarias en el sentido de considerar el tope máximo de 122 días (4 meses).

3.-  Para evitar que esta situación se continúe repitiendo en el futuro, es conveniente que el Poder Judicial envíe un oficio a la Caja Costarricense del Seguro Social,  para que las autoridades administrativas, así como la Comisión Central Evaluadora de Incapacidades,  tomen las medidas del caso, ya sea informando, capacitando, estableciendo controles e instando, a las doctoras y los doctores en medicina que laboran en sus clínicas y hospitales, a fin de que respeten lo establecido en el artículo 40 del Reglamento de Seguro de Salud de la Caja Costarricense de Seguro Social y los artículos 55 y siguientes del Reglamento para el otorgamiento de Incapacidades a los Beneficiarios del Seguro de Salud.   De manera que, las licencias por maternidad no se extiendan por períodos superiores a los 4 meses, salvo los casos de excepción también establecidos en las citadas normas reglamentarias…”

Criterio legal emitido por la Dirección Jurídica con oficio N.° DJ-AJ-1386-2016, del 13 de junio de 2016, emitido por la Dirección Jurídica, respecto a finalización del Convenio de Pago Indirecto de Incapacidades ante la CCSS y el Poder Judicial, aclare criterios legales, procedimientos y aspectos a tomar en el diseño del módulo para el cobro de subsidio a las personas servidoras judiciales, que en lo que interesa concluye:

[…]En cuanto a la consulta 1: Sobre el procedimiento para la recuperación de lo correspondiente al Salario Escolar.

Inicialmente, valga rescatar el criterio sostenido por la Sala Segunda, en relación con el concepto y la naturaleza jurídica del salario escolar, donde, por resolución N° 2016-000305 del 18 de marzo de 2016, se señala lo siguiente:

V.- SALARIO ESCOLAR. En lo relativo al salario escolar, el criterio que ha venido sosteniendo esta Sala, es en el sentido de que ese rubro no constituye, en el sector público, una retención salarial que se pague en forma diferida cada mes de enero, sino de un componente salarial más, a diferencia del sector privado donde sí corresponde a una retención salarial que se paga de manera diferida en el mes de enero. El antecedente normativo de este componente salarial en el sector público es el Acuerdo de Política Salarial para el Sector Público, suscrito por los representantes de la Comisión Negociadora de Salarios del Sector Público el 23 de julio de 1994, en donde se establece como uno de los principales componentes de la política de salarios crecientes, el salario escolar. A partir de ese Acuerdo, la Dirección General de Servicio Civil dictó la resolución DG-062-94 de 5 de agosto de 1994, en la que se conceptuó al salario escolar como un ajuste adicional al aumento de salarios otorgado a partir del 1° de julio de 1994, consistente en un porcentaje del salario nominal que sería pagado en forma acumulativa, en el mes de enero de cada año. En esa resolución se dispuso: “Artículo 1°- Crear un componente salarial denominado “Salario Escolar” el cual consistirá en un porcentaje calculado sobre el salario nominal de cada trabajador. El mismo será acumulativo y se regirá de conformidad con lo siguiente:

a. A partir del 1° de julio de 1994 y hasta el 31 de diciembre de 1994, se calculará como un sobresueldo equivalente a un uno veinticinco por ciento (1.25%) del salario nominal mensual y el pago del mismo corresponderá al acumulado de dicho período.

b. Para efectos del cálculo del sobresueldo que aquí se crea, se tomarán en cuenta los salarios devengados por el trabajador en el período correspondiente, exceptuando en dicho salario nominal, otros componentes salariales que también dependan y/o se calculen en función del monto del salario total del servidor.

Artículo 2°. Este componente salarial está sujeto a las cargas sociales de ley.”

Por su parte, mediante resolución AP-34-94, de 26 de agosto de 1994, la Autoridad Presupuestaria hizo extensiva esa resolución a las instituciones y empresas públicas cubiertas bajo su ámbito. Ese acuerdo dice expresamente: “CONSIDERANDO: …/…

Que la Autoridad Presupuestaria facultada por su Ley de Creación y los Lineamientos Generales de Política Salarial y Empleo para 1994, considera conveniente hacer extensiva la Resolución DG-062-94, a las Instituciones y Empresas Públicas cubiertas bajo su ámbito…

DISPONE:

“Crear un componente salarial denominado Salario Escolar, que consiste en un porcentaje calculado sobre el salario nominal de cada trabajador.

2.- El porcentaje será acumulativo y se regirá de conformidad con lo siguiente:

a- A partir del 1° de julio de 1994 y hasta el 31 de diciembre de 1994, se calculará como un sobresueldo equivalente al 1.25% (uno veinticinco por ciento) del salario nominal mensual y se hará un solo pago en el mes de enero de 1995, correspondiente a dicho período.

b.- Salario nominal es la suma del salario base, aumentos anuales, dedicación exclusiva o prohibición y carrera profesional.

3.- Este componente salarial será presupuestado en una subpartida denominada “Salario Escolar” en la partida Servicios Personales y está sujeto a las cargas sociales de ley…”.

Con ocasión de la resolución DG-062-94, en fecha 9 de setiembre de 1994, el Departamento de Salarios e Incentivos de la mencionada Dirección General de Servicio Civil, emitió la circular SI-04-94-0, en la cual se definió:

“Salario Escolar: plus salarial que se acumula en forma anual, consiste en un porcentaje calculado sobre el salario nominal de cada trabajador.

Salario Nominal: todos los componentes del salario que le corresponden al servidor por el desempeño de un puesto, excepto las sumas adicionales que se reconozcan en función misma del salario nominal excluyen el salario en especie”.

En virtud de una serie de dudas planteadas, la Dirección General de Servicio Civil dictó la resolución DG-005-95 de 9:00 horas de 12 de enero de 1995, mediante la cual modificó los artículos 1° y 2° citados, en el siguiente sentido:

“Artículo 1°. Crear el “Salario Escolar”, el cual consistirá en un porcentaje calculado sobre el salario de cada servidor, el mismo será acumulativo y se regirá de conformidad con lo siguiente:

a. A partir del 1° de julio de 1994 y hasta el 31 de diciembre del mismo año, éste corresponde a un porcentaje de uno veinticinco (1.25%) adicional al aumento general otorgado a partir del 1° de julio de 1994, con lo cual se completa el 8% de aumento acordado, en la negociación salarial del Sector Público para el segundo semestre de 1994.

b. Para efectos de cálculo se tomarán en consideración los mismos componentes salariales que se utilizan para determinar el aguinaldo.

Artículo 2°. El “Salario Escolar” está sujeto a las cargas sociales de ley".

A partir de esa resolución DG-005-95 el cálculo del salario escolar se realiza tomando en consideración los mismos componentes salariales que se utilizan para calcular el aguinaldo, y sobre la base de estos se fija un porcentaje que se paga en el mes de enero del año siguiente, y que para esa época se fijó en un 1.171%. Posteriormente, la misma Dirección emitió otras resoluciones a través de las cuales se fue aumentando gradualmente el porcentaje de cálculo del beneficio hasta un 3.58% del salario total (mediante resolución de la Dirección General de Servicio Civil DG-054-96 de las 16:00 horas del 3 de julio de 1996); y finalmente se incrementó una vez más, fijándolo en un 8.19% del salario total; porcentaje con el que se calcula este extremo en las relaciones de empleo público hasta el día de hoy (esto a partir de 1998, en virtud de lo dispuesto por la resolución de la Dirección General de Servicio Civil DG-136-97 de las 14:30 horas del 5 de diciembre de 1997), prescrita en estos términos:

“Artículo 1.- Modifíquese la Resolución DG-041-97 del 01-07-97, de forma que se incremente el porcentaje de salario escolar en un uno cincuenta y ocho por ciento (1,58%), adicional al seis setenta y cinco por ciento (6,75%) existente, con lo cual se completa un ocho punto treinta y tres por ciento (8,33%) mensual que corresponde a un salario anual de manera que este beneficio ajustado de acuerdo con la metodología definida al efecto, queja fijado en un ocho diecinueve por ciento (8,19%) del salario total de los servidores públicos.

Artículo 2. La aplicación de este porcentaje de acuerdo con la metodología establecida en el Oficio SI-002-95 es sobre todas las sumas que legalmente se tengan como salario.

Artículo 3. Para efectos de pago este beneficio se establece como un acumulado mensual (de enero a diciembre) sobre el salario total, pagadero en el mes de enero de cada año”.

Con base en lo anterior, se desprende claramente que el Salario Escolar en el sector público fue promovido como un componente salarial calculado sobre el salario total que perciben las personas trabajadoras y cuyo pago se realiza en forma acumulada en el mes de enero del año siguiente. Es decir, que a diferencia del sector privado, en el que el salario escolar esta conceptuado como una deducción del aumento salarial autorizado, en el sector público es un componente salarial acumulado, que se calcula con base en el salario mensual percibido en un año. Para abundar en el tema pueden consultarse los votos de esta Sala n.° 833-11, 1055-11, 1214-13, 111-15 y 787-15 […] (Algunos de los resaltamientos en negrita no pertenecen al texto original).

Así pues, el salario escolar constituye un componente salarial que se calcula, de enero a diciembre del año en ejercicio, con base en el porcentaje anual correspondiente, sobre el salario total de las personas servidoras judiciales, y pagadero de manera acumulada en el mes de enero del año siguiente.

Lo anterior, sin perjuicio de las sumas adicionales que puedan corresponder, por recálculos salariales a favor de las personas servidoras judiciales, sobre ese componente en particular.

Valga recordar que, mediante el Decreto Ejecutivo N° 39202-MTSS-H (publicado en La Gaceta N° 170 del 1° de setiembre de 2015), el Gobierno de la República autorizó un incremento paulatino en el salario escolar de todas las personas servidoras públicas, de manera tal que, para el año 2016 se dispuso un ajuste del 8,23% (ocho coma veintitrés por ciento); para el año 2017: 8,28% (ocho coma veintiocho por ciento) y para el año 2018: 8,33% (ocho coma treinta y tres por ciento)”, en el entendido que, los porcentajes indicados serán pagados en enero del año siguiente, tal como se ha venido cancelando -hasta la fecha- el salario escolar.

En ese orden de ideas, y en virtud del actual Convenio de Pago Indirecto de Incapacidades existente entre la CCSS y el Poder Judicial, mes a mes, este último realiza el pago sobre el cien por ciento (100%) del salario de las personas servidoras judiciales, así como el porcentaje correspondiente al Salario Escolar, y con posterioridad, entre los meses de julio a septiembre del año siguiente, aproximadamente, la Caja realiza la devolución de ese porcentaje acumulado -durante los meses de enero a diciembre del año anterior-, a la cuenta y orden del Poder Judicial. Así hasta julio, agosto o septiembre del año en curso, cuando la Caja reintegre al Poder Judicial, las sumas correspondientes al porcentaje del Salario Escolar acumulado durante el pasado año 2015.

No obstante, con la finalización de ese convenio –en fecha 31 de agosto de 2016-, esa práctica interinstitucional quedará en desuso, dando paso a las políticas institucionales de la CCSS, quien, en el momento determinado del año siguiente -2017- y en adelante, procederá con la devolución de lo correspondiente al porcentaje del Salario Escolar, ya no a la orden del Poder Judicial, sino directamente a la cuenta cliente de las personas servidoras judiciales, constituyéndose ese giro o consignación económica, en una acreditación que no les corresponde percibir.

Razón por la que, una vez verificada –en julio, agosto o setiembre del año correspondiente- la acreditación indebida a favor de la cuenta cliente respectiva, se debe proceder con la recuperación de esas sumas o porcentajes por concepto de Salario Escolar, en un solo tracto, a través del rebajo directo de planilla de las personas servidoras judiciales, ya sea en la quincena de pago que se encuentre al corte o bien en la quincena siguiente inmediata o posteriores -según sean los factores temporales de aplicación para el pago calendarizado de la planilla- a favor de la partida pertinente, así hasta recuperar el monto total acreditado pues, como se mencionó, esos giros económicos constituyen sumas que no les corresponde percibir a las personas servidoras judiciales. (En similares términos, ver Informes de esta Dirección N° DJ-AJ-1399-2015 y N° DJ-AJ-1339-2015 del 9 de octubre y 29 de setiembre de 2015, respectivamente)

Por lo anterior, se recomienda solicitar la debida autorización al Consejo Superior, para proceder con los rebajos correspondientes al Salario Escolar, en el mismo orden de prelación señalado para las deducciones por concepto de subsidio, tal como lo dispuso ese Órgano Superior en el Punto 4 de la mencionada Sesión N° 102-15, artículo LXXX, que a continuación se cita, de manera que pueda existir una verdadera congruencia entre los procedimientos para la recuperación de las sumas adeudadas al Poder Judicial, en el momento en que cada una corresponda:

“4) Autorizar que una vez aplicadas las deducciones de ley (Fondo de Jubilaciones y Pensiones, Seguro de Enfermedad y Maternidad, Banco Popular e Impuesto sobre la renta), por orden de prioridad se rebaje lo correspondiente al subsidio acreditado por la CCSS al trabajador por incapacidad, seguido por la retención por pensión alimentaria, embargos y posteriormente del remanente, el sistema aplicará las deducciones voluntarias, de acuerdo con el orden en el que se vienen rebajando desde el mes de marzo del 2004. Lo anterior sin perjuicio, de que la suma o porcentaje que el Poder Judicial debe acreditar –como salario- no sea suficiente para cubrir la totalidad de las obligaciones voluntarias y de ley, la persona incapacitada proceda con los pagos respectivos a partir del monto que recibe de la Caja Costarricense de Seguro Social, por concepto de subsidio”.

En cuanto a la consulta 2, sobre: ¿Si se establecerá otro medio de pago diferente al rebajo de nómina para aquellos servidores judiciales que deseen realizar la devolución del subsidio […]”? 

Se debe indicar que, por políticas de interés institucional, el Consejo Superior mediante la citada Sesión N° 102-15, artículo LXXX, Punto 3 inciso c), dispuso que: “El Poder Judicial procederá a realizar los cobros a cada persona por el monto que la CCSS le depositó por concepto de subsidio, por medio de una deducción del salario quincenal del trabajador”. Razón por la que, mientras ese Órgano no disponga un procedimiento distinto para esos efectos, se deberá proceder conforme lo resuelto.

Por su parte, en relación con la misma consulta 2, sobre “[…] ¿si la figura de entero de gobierno podrá ser utilizada como medio de pago exclusivamente para ex servidores judiciales, tal y como lo establece el Consejo Superior en sesión Nº 11-2011, artículo XLVII?

Valga apuntar que, tal como se desprende de la consulta misma, el Consejo Superior mediante Sesión N° 11-11 del 15 de febrero de 2011, artículo XLVII, se pronunció sobre esa particularidad, razón por la que, la utilización del entero de gobierno como medio de pago o devolución de sumas exclusivo para las personas ex servidoras judiciales, debe hacerse extensivo a los procedimientos de recuperación de los montos adeudados por concepto de incapacidades por enfermedad y de licencias por maternidad, así como de lo correspondiente al salario escolar.”

Criterio legal emitido por la Dirección Jurídica con oficio N.° DJ-AJ-1600-2016, del 05 de julio de 2016, emitido por la Dirección Jurídica, en cuanto al traslado y coordinación a la Dirección Ejecutiva, Gestión Humana y Jurídica, sobre lo señalado por la licenciada Sandra Campos Cubillo, Jefa de la Subárea de Facturación Patronal y registro de la información de la CCSS, que en lo que interesa concluye:

[…] Con el propósito de acatar las disposiciones del ente asegurador social y de alcanzar los objetivos del nuevo módulo para la inclusión adelantada de trabajadores de primer ingreso, el Poder Judicial –como patrono- debe incluir ante la Oficina Virtual del SICERE, a todas las personas trabajadoras de nuevo ingreso, desde el primer día de la relación laboral.

Para esos efectos se recomienda, realizar una mejora en el Sistema de Proposición Electrónica de Nombramientos –denominado PIN-, a cargo de la Dirección de Tecnología de la Información y en coordinación con la Dirección de Gestión Humana, de forma tal que, al propio tiempo de incluir la propuesta de nombramiento en el referido Sistema, sea posible destacar el carácter de primer ingreso de la persona trabajadora y que se genere, a su vez, el correspondiente aviso a la dependencia encargada, para proceder con el registro inicial ante la Oficina Virtual del SICERE.

En ese sentido, por asuntos de seguridad, se estima conveniente mantener el usuario y contraseña de acceso a la Oficina Virtual del SICERE, bajo el uso y responsabilidad de la Jefatura o Coordinación de la Unidad de Deducciones; con el propósito de evitar poner en riesgo el contenido de esa plataforma de información electrónica.

Asimismo, para proceder conforme los objetivos analizados, se sugiere al distinguido Consejo Superior, la emisión de una Circular Institucional en la que se recuerde a todas las jefaturas judiciales -o a quien corresponda-, la obligación de tramitar y aprobar los nombramientos de manera inmediata, especialmente del personal de nuevo ingreso.

Por su parte, se debe tener presente que, para proceder con la cancelación de las cuotas obrero-patronales derivadas de la designación inicial que nos ocupa, el Poder Judicial –como patrono- cuenta con un período de hasta 20 días naturales después del cierre mensual correspondiente, que, para todos los efectos, es habilitado por la CCSS únicamente durante el día 26 del mes al corte y hasta el día 4to hábil del mes siguiente; razón por la que, dentro de ese lapso, el Poder Judicial debe proceder con la facturación correspondiente, bajo la pena de incurrir, en caso contrario, en el pago de intereses moratorios y las eventuales consecuencias disciplinarias que se puedan derivar de aquella omisión.”

Ley N° 7756, Beneficios para los Responsables de Pacientes en Fase Terminal y Personas Menores de Edad Gravemente Enfermas, publicada en La Gaceta el martes 12 de julio de 2016 y remitido al Consejo Superior para su conocimiento mediante oficio N° 8713-DE-2016, de la Dirección Ejecutiva (Sesión No.75-16, celebrada el 09 de agosto de 2016).

Criterio legal emitido por la Dirección Jurídica, según oficio N.° DJ-AJ-2157-2016, del 24 de agosto de 2016 (remitido a la CCSS con oficio No.434-FC-2016, del 07/09/2016), relacionado a la metodología aplicable al cálculo del subsidio, del cual se extrae lo siguiente:

“[…] Así las cosas, el criterio de esta Dirección Jurídica ha sido que, tal como se indicó en el correo electrónico aclaratorio que se cita en el Oficio N° 559-TI-2016 –de fecha 31 de marzo-, “el salario que debe tomarse en cuenta es el monto que percibe la persona servidora, por la jornada laboral efectiva durante el mes, con independencia de sí junto con ese pago, recibió algún otro dinero. En otras palabras lo que debe tenerse en cuenta es el pago por la jornada y no el giro que percibió al recibir dicha jornada”. (La negrita no pertenece al texto original).

Por lo que, en sentido contrario, se debe entender que el sueldo o salario mensual que se reporta periódicamente a la CCSS, debe incluir todos aquellos montos con carácter o naturaleza salarial que el Poder Judicial, como patrono, cancela a las personas servidoras judiciales por la prestación de sus servicios, dentro de los que se encuentran -no de manera taxativa-: el pago de horas extras, disponibilidad, reajustes salariales por ascensos o descensos, el pago de salarios caídos, componentes salariales y aumentos respectivos de Ley que, aunque correspondan a remuneraciones de quincenas anteriores, lo cierto es que, no es sino hasta el momento del pago o giro mensual determinado, que la persona trabajadora devenga efectivamente tales sumas, las cuales se constituyen en la base salarial para el cálculo o cotización del período correspondiente, para su debido reporte y cancelación de las cuotas obrero-patronales ante la Oficina Virtual de SICERE.

Razón por la que, son esos montos o giros mensuales de naturaleza salarial, los que se deben tener en cuenta para el registro y cancelación ante la Oficina Virtual del SICERE y su correspondiente inclusión, por parte de la CCSS, para el cálculo del subsidio que, como aseguradora social, le corresponde acreditar a la persona servidora judicial incapacitada.

No obstante, según se desprende de la consulta misma, en los casos donde la Caja detecta el pago de sumas correspondientes a otros períodos, los califica como salarios irregulares (mediante un procedimiento manual), y los excluye del cálculo del subsidio, por considerar que se alejan de la “realidad salarial”, actuación amparada, a juicio suyo, en el artículo 26 del Instructivo para el Pago de Prestaciones en Dinero de la CCSS, lo que en nuestro criterio deviene en ilegal por reñir contra lo dispuesto en el numeral 3 de la Ley Constitutiva de la CCSS, que dispone que el cálculo del subsidio se hará con el total de las remuneraciones percibidas.”

Oficio D.F.C-2140-16 de la Dirección Financiera de la Caja Costarricense de Seguro Social y Criterio Técnico ATG-2220-2016 del 22 de noviembre de 2016, del cual se extrae lo siguiente:

“… es importante indicar, que en caso de duda por un incremento inusual en los salarios de los asegurados, se debe verificar la Realidad Salarial”, para lo cual se excluye el salario que afecta el promedio de los tres meses de cálculo y se cancela el subsidio con el propósito de no atrasar el pago al asegurado. Posteriormente, con las certificaciones de recursos humanos que permiten identificar los pagos de salarios extraordinarios y distribuir los montos a los meses a los meses que corresponden y establecer fehacientemente la Realidad Salarial del asegurado, se cancelan las diferencias de conformidad con lo establecido en los artículo 25, 26 y 30 del “Instructivo Pago de Prestaciones en Dinero…

De tal manera, cuando se presenta esta situación, el Poder Judicial debe presentar las certificaciones de Recursos Humanos, las cuales se analizan y se reconocen las diferencias en el pago de los subsidios, conforme la normativa del Seguro de Salud.”

Criterio legal emitido por la Dirección Jurídica, según oficio N.° DJ-AJ-3536-2016, del 23 de diciembre de 2016, con relación al análisis sobre la potestad de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) de llevar los salarios de las personas servidoras judiciales –interinas- que se reportan al SICERE al mínimo de Ley, según el Oficio N° AFCOP-SFPRI-0695-2016 del 01 de noviembre de 2016, de la Subárea de Facturación Patronal y Registro de la Información de la CCSS, que indica:

“[…] A criterio de esta Dirección, en los términos de la consulta analizada, la CCSS no tiene la potestad legal de llevar los salarios de las personas servidoras judiciales -que se reportan al SICERE- al mínimo de Ley, más sí la facultad de establecer –periódicamente- el ingreso mínimo de referencia o base mínima contributiva para el cálculo de las cuotas obrero-patronales por concepto de seguro de salud (SEM) -y pensiones del IVM-, que corresponde cancelar a la parte patronal en virtud de la relación laboral con las personas trabajadoras.

Asimismo, en virtud de la naturaleza Estatutaria o de empleo público que se presenta en el Poder Judicial –como Administración Pública-, en los casos donde se reporten sueldos de personas servidoras judiciales –interinas o de nuevo ingreso- inferiores al ingreso mínimo de referencia -establecido para sus efectos-, estos deben verse como la retribución proporcional al servicio prestado a la Institución y, por consiguiente, han de ser excluidos de la cotización mínima de mérito, según se explicó líneas atrás; lo cual encuentra sustento legal en la excepción que establece el numeral 63, inciso a), del Reglamento del Seguro de Salud –de la CCSS-.

Lo anterior, sin perjuicio de que la persona servidora judicial –interina o de primer ingreso- pueda disfrutar, eventualmente, de los beneficios del servicio de salud (SEM), aun cuando la parte patronal se encuentre tardía o morosa en el pago de las cuotas obrero-patronales, tal como se desprende del artículo 36 párrafo segundo del mismo cuerpo normativo.

Finalmente, resulta imprescindible resaltar la importancia de acatar lo dispuesto en nuestra Circular Interna N° 138-2016 del 12 de agosto de 2016, pues ello garantiza al personal interino que no cuenta con estabilidad laboral a lo interno de la institución, la atención en los centros de salud de la CCSS (artículo 3 de la Ley Constitutiva de la CCSS).”

Criterio legal emitido por la Dirección Jurídica, según oficio N.° DJ-AJ-118-2017, del 18 de enero de 2017, con relación al criterio técnico vertido por la CCSS mediante oficios N.° ATG-2270-2016 y D.F.C.-2140-16, de fechas 22 y 24 de noviembre de 2016, que indica:

[…] tal como se señaló en el referido Oficio N° DJ-AJ-2157-2016 del 24 de agosto de 2016, esta Dirección Jurídica recomienda “continuar con los procedimientos de reporte y cancelación oportuna ante la Oficina Virtual del SICERE, de los salarios que periódicamente devengan las personas servidoras judiciales, así como, de continuar con las labores cobratorias a cargo de las dependencias encargadas en caso de presentarse pagos indebidos por concepto de cuotas obrero-patronales; realizando el análisis y comprobación correspondientes de las sumas que, por naturaleza salarial, deben ser incluidas como parte del cálculo del subsidio que corresponde a la CCSS y de excluir, los pagos que no correspondan […]”. (Lo resaltado en negrita no pertenece a los textos originales)

Criterio legal emitido por la Dirección Jurídica, según oficio N.° DJ-AJ-2922-2017, del 26 de junio de 2017, relacionado a la negativa de la CCSS de cancelar al Poder Judicial las diferencias o sumas que la institución pagó de más por concepto de Licencia con Goce de Salario, del cual se extrae lo siguiente:

[…] Corolario, esta Dirección Jurídica recomienda continuar con las diligencias cobratorias -ya que estas no se encuentran prescritas- para la recuperación de las sumas o diferencias económicas que se presenten a su favor por concepto de subsidio por incapacidad o licencia, así como de la cuota patronal (del 9.25%) y lo correspondiente a salario escolar en esos mismos términos, en el entendido que, en tales diligencias de recuperación el Poder Judicial no actúa en el lugar de las personas servidoras judiciales, sino que actúa en nombre propio y bajo sus obligaciones, como patrono y Administración Pública responsable de los recursos –públicos- asignados a su presupuesto. (En términos similares, ver el Oficio N° DJ-AJ-1386-2016 del 13 de junio de 2016).

Ahora bien, en caso de persistir la negativa de pago o cancelación por parte de la CCSS, se recomienda la interposición de las diligencias cobratorias ante la jurisdicción Contencioso Administrativa y Civil de Hacienda. Para lo cual, es necesario realizar atenta instancia a la Procuraduría General de la República, para que, como Órgano representante del Estado, ejerza la representación Estatal del Poder Judicial como Administración Pública –de Justicia.”

 Sesión N° 61-17 del 27 de junio de 2017, artículos XL y XXXIX, Punto 3), el Consejo Superior dispuso lo siguiente:

“Se acordó: 1.) Tomar nota del informe rendido por el máster Miguel Ovares Chavarría, Jefe interino del Departamento Financiero Contable y hacer una atenta instancia a la Caja Costarricense del Seguro Social (CCSS), para el pronto pago de las sumas que se adeudan al Poder Judicial, según los detalles indicados. 2.) Deberá la Dirección Ejecutiva y el Departamento Financiero Contable dar seguimiento al pago de las sumas adeudadas. 3) Comunicar a la Dirección Jurídica que este Consejo debe tomar la decisión correspondiente de manera urgente, por lo que se le solicita remitir a la brevedad, la fundamentación jurídica que sobre este tema se requirió. 4) Plantearle al señor Presidente de la Corte, sobre lo acordado en sesión Nº 51-17 del 25 de mayo del 2017, artículo LI, respecto al pago de estos recursos, así como de lo correspondiente al 9.25% del aporte patronal, para que considere el retomar las conversaciones con la Presidencia Ejecutiva de la Caja Costarricense de Seguro Social. Se declara acuerdo firme.” (Énfasis agregado)

Criterio legal emitido por la Dirección Jurídica, según oficio N.° DJ-AJ-3188-2017, del 06 de julio de 2017, donde la Dirección Ejecutiva y la Dirección de Gestión Humana, solicitan criterio legal de esta Dirección Jurídica en relación con el planteamiento que realiza la Caja Costarricense del Seguro Social (CCSS) mediante el Oficio N° GF-0969-2017, respecto al trámite de las incapacidades de las personas servidoras judiciales y la presentación de la información contenida en las planillas salariales del Poder Judicial, que indica:

“[…] Las acciones de personal y sus eventuales variaciones, cambios o movimientos se reportan periódicamente al SICERE conforme la dinámica administrativa implementada a lo interno de la Institución, la cual, como se indicó, tiene fundamento en el Calendario de Pagos, Salarios, Pensiones y Deducciones de la Tesorería Nacional y se realiza bajo la observancia del plazo establecido –por la Caja misma- para tales efectos, siendo de difícil aplicación la proposición y aprobación de las acciones de personal –con sus correspondientes variaciones-, así como el reporte y cancelación de la planilla institucional –ante el SICERE- durante el mes calendario, tal como lo pretende –indiscriminadamente- la CCSS.

Por lo que, en cuanto a la primera consideración que se atiende, se recomienda “continuar con los procedimientos de reporte y cancelación oportuna ante la Oficina Virtual del SICERE, de los salarios que periódicamente devengan las personas servidoras judiciales, así como, de continuar con las labores cobratorias a cargo de las dependencias encargadas en caso de presentarse pagos indebidos por concepto de cuotas obrero-patronales; realizando el análisis y comprobación correspondientes de las sumas que, por naturaleza salarial, deben ser incluidas como parte del cálculo del subsidio que corresponde a la CCSS y de excluir, los pagos que no correspondan […]”, con el recordatorio de que dicha práctica debe ejecutarse bajo la rigurosa observancia del plazo establecido –por la Caja misma- para tales efectos. (Énfasis agregado) (En ese sentido, ver los Oficios N° DJ-AJ-2922-2017, N° DJ-AJ-3536-2016, N° DJ-AJ-118-2017 y N° DJ-AJ-2157-2016, de esta Dirección Jurídica).

Bajo esa inteligencia, y en cuanto a la segunda consideración analizada, no es posible dejar de reflejar –en los términos de la CCSS- en el reporte de planillas, ante la Oficina Virtual del SICERE, el monto depositado por la Caja por concepto de subsidio, como parte del sueldo o salario que perciben las personas servidoras judiciales –producto de la incapacidad o licencia-, en virtud de que, con motivo de incapacidad por enfermedad o de licencia por maternidad, procede la tramitación de licencia con goce de sueldo o salario en los términos de los artículos 42 y 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial N° 7333, de modo que a la persona servidora judicial se le debe completar –y reportar- su salario, a partir del monto que reciba de la CCSS.

Por último, en cuanto a la tercera consideración que se atiende, se debe proceder conforme los términos del mencionado Oficio N° DJ-AJ-2922-2017, en tanto que “por principios de legalidad y legalidad presupuestaria, el Poder Judicial –como patrono y Administración Pública- tiene la obligación de recuperar los montos que se presenten a su favor, en virtud de los pagos que realice indebidamente o en el lugar de otro. (En esos términos ver el Oficio N° DJ-AJ-1549-2015 –aprobado mediante Sesión del Consejo Superior N° 102-15 del 19 de noviembre de 2015, artículo LXXX-, así como los Oficios N° DJ-AJ-1386-2016 y DJ-AJ-1600-2016, entre otros, de esta Dirección Jurídica)”.

En ese sentido, se deben “continuar realizando las diligencias cobratorias -ya que estas no se encuentran prescritas- para la recuperación de las sumas o diferencias económicas que se presenten a favor del Poder Judicial –como Administración Pública patronal- por concepto de subsidio por incapacidad o licencia, así como de la cuota patronal (del 9.25%) y lo correspondiente a salario escolar en esos mismos términos, en el entendido que, en tales diligencias de recuperación el Poder Judicial no actúa en el lugar o por intermediación de las personas servidoras judiciales aseguradas, sino que actúa en nombre propio y bajo sus obligaciones, como patrono y Administración Pública responsable de los recursos –públicos- asignados a su presupuesto”. (En tales términos, ver los Oficios N° DJ-AJ-2922-2017 y N° DJ-AJ-1386-2016, de esta Dirección Jurídica).

Ahora bien, en caso de persistir la negativa de pago o cancelación por parte de la CCSS, se recomienda la interposición de las diligencias cobratorias ante la jurisdicción Contencioso Administrativa y Civil de Hacienda. Para lo cual, es necesario realizar atenta instancia a la Procuraduría General de la República, para que, como Órgano representante del Estado, ejerza la representación Estatal del Poder Judicial como Administración Pública –de Justicia-. (En los mismos términos, ver el Oficio N° DJ-AJ-2922-2017 del 26 de junio de 2017 de esta Dirección).”

Criterio legal emitido por la Dirección Jurídica, según oficio N.° DJ-AJ-3394-2017, del 07 de agosto de 2017, en relación con lo dispuesto en la Sesión del Consejo Superior N° 61-17 del 27 de junio de 2017, artículos XL y XXXIX, respectivamente, así como el Oficio N° 7943-17 del 14 de julio del año 2017, sobre el contenido de la misma Sesión del Consejo Superior N° 61-17, artículo XL, que indica:

“[…] Por todo lo expuesto, esta Dirección Jurídica recomienda proceder conforme lo señalado en los Oficios N° DJ-AJ-2922-2017 y DJ-AJ-3188-2017, entre otros, del 26 de junio y 06 de julio de 2017, respectivamente, en el sentido de que: “por principios de legalidad y legalidad presupuestaria, el Poder Judicial –como patrono y Administración Pública- tiene la obligación de recuperar los montos que se presenten a su favor, en virtud de los pagos que realice indebidamente o en el lugar de otro. (En esos términos ver el Oficio N° DJ-AJ-1549-2015 –aprobado mediante Sesión del Consejo Superior N° 102-15 del 19 de noviembre de 2015, artículo LXXX-, así como los Oficios N° DJ-AJ-1386-2016 y DJ-AJ-1600-2016, entre otros, de esta Dirección Jurídica)”.

En ese sentido, se deben “continuar realizando las diligencias cobratorias -ya que estas no se encuentran prescritas- para la recuperación de las sumas o diferencias económicas que se presenten a favor del Poder Judicial –como Administración Pública patronal- por concepto de subsidio por incapacidad o licencia, así como de la cuota patronal (del 9.25%) y lo correspondiente a salario escolar en esos mismos términos, en el entendido que, en tales diligencias de recuperación el Poder Judicial no actúa en el lugar o por intermediación de las personas servidoras judiciales aseguradas, sino que actúa en nombre propio y bajo sus obligaciones, como patrono y Administración Pública responsable de los recursos –públicos- asignados a su presupuesto”. (Oficios N° DJ-AJ-3188-2017, DJ-AJ-2922-2017 y N° DJ-AJ-1386-2016, de esta Dirección Jurídica).

Ahora bien, en caso de persistir la negativa de pago o cancelación por parte de la CCSS, se recomienda la interposición de las diligencias cobratorias ante la jurisdicción Contencioso Administrativa y Civil de Hacienda. Para lo cual, es necesario realizar atenta instancia a la Procuraduría General de la República, para que, como Órgano representante del Estado, ejerza la representación Estatal del Poder Judicial como Administración Pública –de Justicia-. (Oficios N° DJ-AJ-3188-2017 y DJ-AJ-2922-2017, de esta Dirección Jurídica).”

Criterio legal emitido por la Dirección Jurídica, según oficio N.° DJ-AJ-3494-2017, del 14 de agosto de 2017, para determinar si procede el cobro ante la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), de las diferencias económicas que se presentan entre el cálculo del subsidio por concepto de incapacidades cancelados por la CCSS y los montos registrados por el Macroproceso Financiero Contable por cobrar ante esa entidad aseguradora, en virtud de los salarios utilizados –por cada institución- para dicho cálculo, que indica:

“[…] Según se desprende de la consulta misma, el “Módulo de Incapacidades” del Macroproceso Financiero Contable utiliza una programación que no necesariamente calcula el monto que corresponde por concepto de subsidio sobre el equivalente al sueldo o salario de los últimos tres meses inmediatamente anteriores a la incapacidad o licencia del personal judicial -reportados y cancelados ante la Oficina Virtual del SICERE-.

Por esa razón, se recomienda realizar los cambios o ajustes necesarios en el referido Sistema, así como valorar la aplicación de un tiempo prudencial para la generación o reporte de las sumas utilizadas para el cálculo del subsidio –por incapacidad o licencia-, de manera tal que, transcurrido en ese plazo prudencial, los sueldos o salarios –anteriores al inicio de la incapacidad o licencia- de las personas servidoras judiciales, se encuentren reflejados en el citado sistema de cálculo, con la finalidad de que no se presenten -aún más- diferencias económicas en relación con el cálculo y pago del subsidio -por incapacidad o licencia- que corresponde percibir a las personas servidoras judiciales, así como el cálculo y cobro de las sumas o diferencias económicas que se presentan a favor del Poder Judicial –como patrono-, contra la CCSS.

Para tales efectos esta Dirección Jurídica sugiere, en caso de ser necesario, recurrir a la misma programación del “Módulo de Incapacidades” que utiliza la Dirección de Gestión Humana, la cual –según la técnica administrativa- presenta una programación actualizada que se ajusta a la forma y requerimientos establecidos por la normativa de la CCSS, y que toma en consideración el equivalente al sueldo o salario de los últimos tres meses inmediatamente anteriores a la incapacidad o licencia de la persona servidora judicial -reportados y cancelados ante la Oficina Virtual del SICERE-, tal como lo establece el artículo 36 del Reglamento del Seguro de Salud y los artículos 25 y 26 del Instructivo Pago Prestaciones en Dinero –ambos de la CCSS-, así como el Apartado 4 de nuestro Instructivo para el cobro de Subsidios por incapacidades y licencias de la Caja Costarricense de Seguro Social.”

Criterio legal emitido por la Dirección Jurídica, según oficio N.° DJ-AJ-3522-2017, del 03 de agosto de 2017, donde se señala la posición de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) de no cancelar al Poder Judicial las diferencias económicas que este último pagó de más por concepto de licencia con goce de salario, adicionado –esa entidad aseguradora- que las diferencias cobradas en incapacidades extendidas en los meses de setiembre, octubre y noviembre de 2016, se encuentran prescritas, que indica:

“[…] Por esa razón, para el caso concreto y sus semejantes, se confirman las conclusiones del citado Oficio N° DJ-AJ-2922-2017 de esta Dirección Jurídica, con sustento en los siguientes términos:

Corolario, esta Dirección Jurídica recomienda continuar con las diligencias cobratorias -ya que estas no se encuentran prescritas- para la recuperación de las sumas o diferencias económicas que se presenten a su favor por concepto de subsidio por incapacidad o licencia, así como de la cuota patronal (del 9.25%) y lo correspondiente a salario escolar en esos mismos términos, en el entendido que, en tales diligencias de recuperación el Poder Judicial no actúa en el lugar de las personas servidoras judiciales, sino que actúa en nombre propio y bajo sus obligaciones, como patrono y Administración Pública responsable de los recursos –públicos- asignados a su presupuesto. (En términos similares, ver el Oficio N° DJ-AJ-1386-2016 del 13 de junio de 2016).

Ahora bien, en caso de persistir la negativa de pago o cancelación por parte de la CCSS, se recomienda la interposición de las diligencias cobratorias ante la jurisdicción Contencioso Administrativa y Civil de Hacienda. Para lo cual, es necesario realizar atenta instancia a la Procuraduría General de la República, para que, como Órgano representante del Estado, ejerza la representación Estatal del Poder Judicial como Administración Pública –de Justicia.

Consideraciones estas últimas que serán ampliadas o nuevamente analizadas por esta Dirección Jurídica, en virtud de lo acordado por el Consejo Superior mediante Sesión N° 59-17 del 20 de junio de 2017, artículo XX.”

Criterio legal emitido por la Dirección Jurídica, según oficio N.° DJ-AJ-2795-2017, del 11 de octubre de 2017, se solicita a la Dirección Jurídica, emitir la recomendación respectiva, en que se refiera a la potestad y fundamento legal que tiene este Consejo para que en aquellos casos en que exista alguna diferencia de subsidio entre lo pagado por la CCSS y lo calculado por el Poder Judicial se pueda declarar esas sumas incobrables en aplicación del principio costo beneficio, que indica:

“[…] con relación a la aplicación de la figura del costo-beneficio a las sumas o diferencias económicas que se presenten por concepto de subsidio por incapacidad o licencia, así como de salario escolar por ese mismo concepto, iguales o inferiores a ¢88,677.53, luego de que se realicen los intentos de cobro a las personas ex servidoras judiciales, sin obtener resultado de recuperación esperado.” criterio técnico vertido por la CCSS mediante oficios N.° ATG-2270-2016 y D.F.C.-2140-16, de fechas 22 y 24 de noviembre de 2016, respectivamente.”

Criterio legal emitido por la Dirección Jurídica, según oficio N.° DJ-AJ-408-2018, del 14 de febrero de 2018, se solicita a la Dirección Jurídica, emitir la recomendación respectiva, en que se refiera en relación con la procedencia o no de que las sumas o diferencias de las cuentas por cobrar que se generan por concepto de subsidio –por incapacidad o licencia-, “se depositen en una cuenta determinada del Poder Judicial o bien en las cuentas de las personas funcionarias judiciales y luego recuperar esos montos el Poder Judicial, aplicando la misma dinámica que para los montos del subsidio que la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) deposita a los funcionarios y servidores judiciales, a través de los módulos existentes de la Dirección de Gestión Humana y posteriormente de recuperados los dineros a través de la deducción al salario, dichas sumas podrían ser aplicadas directamente en el presupuesto ordinario, por medio de la subpartida de salarios del Poder Judicial”, e indica:

“[…] Independientemente de la existencia o no de convenio interinstitucional de pago –indirecto- de incapacidades y licencias, en los casos donde se presenten sumas o diferencias económicas entre lo pagado por el Poder Judicial en el lugar de la CCSS y lo cancelado por esa entidad aseguradora –directamente- a las personas servidoras judiciales mediante el pago del subsidio, resulta ineludible proceder con las diligencias de recuperación económica –ante la CCSS- sobre los montos al descubierto que se generan en ese sentido, los cuales deben ser depositados en la cuenta del Poder Judicial que corresponda -y no en la cuenta cliente de la persona servidora judicial-, por obedecer a sumas reintegradas a favor de esta Institución, en virtud de las gestiones o reclamaciones de cobro realizadas en nombre propio y bajo sus obligaciones de patrono y Administración Pública responsable del buen manejo de los recursos –igualmente públicos-, asignados para su efectiva labor como Administrador de Justicia.” ”
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Se acordó: 1.) Tener por rendido el oficio N° 2236-DE-2019, del 21 de mayo de 2019, suscrito por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, mediante el cual remitió el informe del Departamento Financiero Contable, respecto las cuentas por cobrar a la Caja Costarricense del Seguro Social, por concepto de incapacidades, al 30 de abril de 2019. 2.) Hacer una atenta instancia a la Caja Costarricense del Seguro Social (CCSS), para el pronto pago de las sumas que se adeudan al Poder Judicial, según los detalles indicados. 3.) Deberán la Dirección Ejecutiva y el Departamento Financiero Contable dar seguimiento al pago de las sumas adeudadas. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc9866678]ARTÍCULO XVIII 

Documento N° 5193-19 / 6046-19.
[bookmark: _Toc8314952]En sesión N° 43-19 celebrada el 14 de mayo del 2019, artículo XXIII, se tomó nota de la copia del informe N° 468-29«Staff_type»-SAEE-2019 de la Auditoría relacionado con el Estudio Operativo de la Administración Regional de Golfito. En esa oportunidad se dispuso que debieran la Directora Ejecutiva y la Administración Regional de Golfito cumplir con las recomendaciones indicadas en esa oportunidad, en el plazo establecido, y una vez implementadas informar a la Auditoría sobre lo actuado.
En oficio número 2244-DE-2019, del 21 de mayo de 2019, la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, remitió el siguiente informe:
“Para conocimiento del Consejo Superior, en relación con el oficio 4751-19 de la sesión celebrada el 14 de mayo de 2019, artículo XXIII, donde acordó acoger el informe Nº 468-29-SAEE-2019, me permito hacer de su conocimiento que esta Dirección, para el cumplimiento de las recomendaciones 4.2 a 4.16 emitió la directriz correspondiente, a través del oficio 1989-DE-2019, adjunto, en cuanto a la recomendación 4.1 esta Dirección está realizando el estudio.”
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	Seguidamente se transcribe el oficio número 1989-DE-2019, del 6 de mayo de 2019, suscrito por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, en su citada condición y dirigido a la licenciada Paulina Atencio Zapata, Administradora Regional de Golfito, con copia a la Auditoría, que literalmente dice:
“El informe Nº 468-29«Staff_type»-SAEE-2019 de 6 de mayo de 2019, la Auditoria remitió a esa Administración, el informe final del estudio denominado “Estudio Operativo de la Administración Regional de Golfito”, de donde se consignan las recomendaciones que literalmente dicen:

“A la Jefa de la Administración Regional de Golfito

Implementar actividades de control relacionadas con los plazos de asignación y realización de los casos que se tramitan en la Oficina de Comunicaciones Judiciales para obtener información sobre la efectividad del servicio que presta, según el resultado 2.1 de este informe.

Plazo de Implementación: dos meses

Establecer formalmente los tiempos de espera razonables para las notificaciones donde las personas usuarias no aportan las copias de Ley, y así subsanar lo señalado en el punto 2.1 de este informe.

Plazo de Implementación: dos meses

Coordinar con los Despachos Judiciales para que previo a remitir a la Oficina de Comunicaciones Judiciales las diligencias solicitadas por las Autoridades Judiciales, verifiquen las calidades de las personas requeridas para conocer su condición de libertad y si esta fallecida, de acuerdo con los resultados que fueron citados en el apartado 2.2 del presente informe

Plazo de implementación: un mes

Gestionar en forma oportuna y con las coordinaciones requeridas la administración presupuestaria (modificación y ejecución) según los objetivos institucionales para lograr niveles óptimos de ejecución según lo descrito en el resultado 2.3 del informe.

Plazo de Implementación: un mes.

Cumplir con lo dispuesto por el Consejo Superior, para que los proyectos especiales realizados con personal Técnico Supernumerario por periodos mayores a 6 meses, obtengan la aprobación de ese Órgano Colegiado, a fin de evitar situaciones como las comentadas en el resultado 2.4 de este informe.

[bookmark: _Hlk534987147]Plazo de Implementación: un mes.

Cumplir con los lineamientos institucionales relacionados con el personal técnico supernumerario en el sentido que se dediquen exclusivamente a retrasos de casos judiciales y no en labores de inventario, según lo comentado en resultado 2.4. del presente informe.

Plazo de implementación: un mes

Coordinar con el Consejo de Administración a fin de que el puesto de Juez Supernumerario sea asignado a despachos que lo requieren de acuerdo con criterios técnicos para resolver necesidades de reducción de circulante y retraso judicial, de conformidad con el resultado 2.4 de este informe. 
Plazo de implementación: un mes

Verificar que la persona que ocupa el puesto de juzgador remita al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional los informes mensuales de labores, según disposiciones institucionales, según resultado 2.4 de este informe.

Plazo de implementación: un mes

[bookmark: _Hlk534962297]Monitorear adecuadamente que las actividades encomendadas al puesto de Juez Supernumerario se ajusten a criterios de razonabilidad y aprovechamiento de este recurso, evitando de esta manera situaciones como las citadas en el resultado 2.5 de este estudio.

Plazo de Implementación: un mes.

Definir los plazos estimados que requiere la Oficina de Correo Interno para la entrega de los documentos tramitados en la modalidad de correo certificado, según lo expuesto por esta Auditoría en el resultado 2.6 de este informe.

Plazo de Implementación: cuatro meses.

Solicitar a la persona encargada de la Oficina de Correo Interno que en toda la documentación (original y copia) que se tramita por medio de esa dependencia, quede consignado los sellos, las firmas de los responsables y fechas del momento en que fueron tramitados. (resultado 2.6)

Plazo de Implementación: un mes.

Implementar las actividades de control que evidencien la totalidad del servicio de transporte administrativo que brinda la Administración, incluyendo las solicitudes atendidas (firmadas), rechazadas y canceladas, a fin de atender lo descrito en el resultado 2.8 de este informe.

Plazo de Implementación: dos meses.

Solicitar a las personas usuarias del servicio de transporte administrativo, que toda gestión debe tramitarse con el formulario institucional F-90 y así subsanar lo señalado en el resultado 2.9 de este informe.

Plazo de Implementación: un mes.

Girar instrucciones al personal de Seguridad, para que registren siempre el número de placa de los vehículos que ingresan y salen del Edificio de Tribunales de Golfito, a fin de superar la debilidad determinada en el punto 2.9 de este informe.

Plazo de implementación: un mes

Monitorear de forma recurrente que la información que se registra en el Sistema de Notificación y Comunicación de la OCJ esté actualizada reflejando adecuadamente el momento en que ingresan, se realizan y se devuelven los documentos, según lo comentado en resultado 2.10 de este informe.

Plazo de Implementación: un mes.”

Por lo anterior, ruego tener presente el cumplimiento de las recomendaciones antes transcritas e informar sobre las acciones tomadas para su ejecución.

(…).”

- 0 -

Se acordó: 1.) Tener por rendido el oficio número 2244-DE-2019, del 21 de mayo de 2019, suscrito por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, mediante el cual informa sobre el cumplimiento de las recomendaciones relacionadas con el estudio Operativo de la Administración Regional de Golfito. 2.) Deberá la Dirección Ejecutiva dar seguimiento al cumplimiento de las recomendaciones que se encuentren pendientes e informar a la Auditoría Judicial lo que corresponda.
La Administración Regional de Golfito y la Auditoría tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc9866680]ARTÍCULO XIX 

Documento N° 7417-12 / 6039-19.
En oficio número 2237-DE-2019 del 21 de mayo de 2019, la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, remitió el informe del Departamento Financiero Contable, respecto las cuentas por cobrar al Instituto Nacional de Seguros, por concepto de incapacidades al 30 de abril de 2019, que literalmente dice:
[bookmark: _Toc9866682][bookmark: _Toc529523665]“I.	Normativa aplicable a la gestión de cobro de incapacidades

La normativa que dio origen a la generación de las cuentas por cobrar por concepto de incapacidades, al igual que los pagos que debe realizar el Instituto Nacional de Seguros (INS), se cita a continuación:

El Poder Judicial cancela a sus empleados el 100% de su salario con fundamento en lo establecido en el artículo 42 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, la cual establece lo siguiente:

“[…] Artículo 42.- Cuando un servidor judicial sea incapacitado por enfermedad, la Dirección Ejecutiva tramitará la licencia con goce de sueldo. Cuando se trate de un Magistrado, esa función le compete al Presidente de la Corte. El servidor recibirá lo necesario hasta completar su salario a partir del monto que reciba de la Caja Costarricense del Seguro Social y, en materia de riesgos profesionales, lo que indique la ley respectiva.”

Directriz N.°019-2007-MTSS, emitida por el Ministerio de Trabajo, el 12 de marzo del 2007, la cual establece en lo relacionado al Salario Escolar lo siguiente:

“[…]2. El cálculo del subsidio por incapacidad que corresponde el pago del Salario Escolar, que experimente un servidor(a) público (a), se realizará en el mes siguiente al que esté calendarizado el pago de dicho salario…”.

“[…] 3. Tanto la Caja Costarricense del Seguro Social como el Instituto Nacional de Seguros, realizarán los ajustes a sus Sistema de Control y Pago de incapacidades (RCPI), con el objeto de que una vez recibidas las respectivas cotizaciones, se ajusten automáticamente las incapacidades pagadas en el año anterior para contemplar este rubro, el cual será oportunamente girado a cada trabajador incapacitado respectivamente por las instituciones aseguradoras referidas.”

Código de Trabajo, Título IV, artículo N.° 235 y 236.
[bookmark: _Toc369698383][bookmark: _Toc369698944][bookmark: _Toc369699026]
Informe sobre el análisis de costo- beneficio del Convenio suscrito con el Instituto Nacional de Seguros en materia de incapacidad por Riesgo de Trabajo, rendido por el entonces Director Ejecutivo del Poder Judicial, Lic. Alfredo Jones León, mediante oficio N.° 6212-DE-13, del 22 de julio de 2013.

Acuerdo del Consejo Superior celebrado en Sesión N.° 075-13, del 30 de julio de 2013, artículo LXXII, en el cual se acogió el informe rendido por la Dirección Ejecutiva, variando la forma de pago de la póliza de riesgos de trabajo, siendo que a partir del 1 de enero de 2014 el Instituto Nacional de Seguros, cancelará directamente al Poder Judicial el subsidio correspondiente.

Oficio N.° 6918-DE-2014 mediante el cual la Dirección Ejecutiva considera que, a raíz de la acción de inconstitucionalidad presentada por la Contraloría General de la República ante la Sala Constitucional, contra el artículo 42 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, posponer el cambio en la cancelación de la póliza hasta finales del año 2014.

Oficio N. °12498-DE-14, del 24 de noviembre de 2014, la Dirección Ejecutiva informa al Instituto Nacional de Seguros que a partir de enero del 2015, inicia la nueva forma de pago de la Póliza de Riesgos de Trabajo, bajo la modalidad de reintegro, sustituyendo la aplicación del rebajo del 24% en el cálculo de la prima.

Criterio legal de la Dirección Jurídica, según oficio N.° DJ-AJ-03-2016, del 04 de enero de 2016, sobre el salario base para incapacidades por riesgos de trabajo del Instituto Nacional de Seguros, presentada mediante el oficio N.° 5065-DE-2015, del 8 de octubre del 2015, el cual concluye:

“[…] De acuerdo con todo lo expuesto, se concluye que el cálculo del subsidio en el caso de incapacidades por riesgo de trabajo se calcula de acuerdo al salario reportado en las planillas de cada trabajadora o trabajador. Y que el legislador lo que estableció, a través de los artículos 235 inciso ch) y 236 del Código de Trabajo, son dos disposiciones normativas protectoras de mínimos; pues se deja bien claro -y en forma expresa,- que en ningún caso, el salario que se use para el cálculo de las prestaciones en dinero derivadas de este Título será menor al salario mínimo de la ocupación que desempeñaba el trabajador al ocurrir el riesgo. Además de que, el monto del subsidio diario, en los casos de trabajadoras y trabajadores que laboren jornada ordinaria de trabajo completo, no podrá ser inferior al salario que establece el Decreto de Salarios Mínimos, para todas las personas trabajadoras no contemplados en las disposiciones generales en las cuales se establece el salario por actividad, o en otras leyes de la República.”

En síntesis, las planillas de cada persona trabajadora reflejan y sirven de prueba del monto de su salario que debe utilizarse para calcular el pago del subsidio por incapacidad derivada de riesgo de trabajo que corre por cuenta del Instituto Nacional de Seguros. Y, únicamente, en caso de que el monto de las planillas fuera inferior al establecido para la respectiva categoría en el Decreto de Salarios Mínimos, entonces el INS deberá calcular el pago del subsidio con base en el monto establecido en ese decreto, si fuera más alto el monto. Sin embargo, se sabe que la escala de salarios el Poder Judicial, está por encima de la escala de salarios que contiene el Decreto de Salarios Mínimos.”

Acuerdo del Consejo Superior celebrado en Sesión N.° 05-17, del 24 de enero de 2017, artículo XXVI, en el cual se tiene por rendido el informe por la Dirección Ejecutiva, sobre el análisis de costo-beneficio del convenio suscrito entre el Poder Judicial (RT) y el Instituto Nacional de Seguros en materia de incapacidad por Riesgos del Trabajo, en consecuencia: 

“[…] a) Mantener la modalidad de pago de la póliza de RT bajo el modelo de retorno el cual consiste en percibir el 60% por subsidio por incapacidades por concepto de RT…”

Acuerdo del Consejo Superior celebrado en Sesión N.° 10-17 del 9 de febrero del año en 2017, artículo L, en el cual se tiene por rendido el informe por la Dirección Ejecutiva, sobre informe del Departamento de Financiero Contable, respecto a las cuentas por cobrar al Instituto Nacional de Seguros, por concepto de incapacidades, al 31 de diciembre de 2016, en consecuencia:

“[…] 1) Tomar nota del informe rendido por la máster Ana Eugenia Romero, Directora Ejecutiva. 2) Solicitar a la Dirección Jurídica que remita una pronta respuesta del oficio N° 5493-DE-2016, del 11 de noviembre de 2016, donde la Dirección Ejecutiva les solicitó criterio a efecto de determinar si existe fundamento jurídico para proseguir con el cobro de los montos indicados, o de lo contrario si se deben archivar las gestiones, asimismo, deben ampliar dicho criterio indicando cuales son los lineamientos a seguir para elevar el proceso de cobro a la vía jurisdiccional en el supuesto de que la vía administrativa sede por agotada. 3) La Dirección Ejecutiva continuará con los respectivos cobros, estando a la espera del citado criterio…”

Criterio legal de la Dirección Jurídica, según oficio N.° DJ-AJ-461-2018 del 13 de febrero de 2018, sobre valorar la posibilidad de acudir a la vía jurisdiccional para la recuperación del monto correspondiente a las incapacidades por Riesgos del Trabajo que se cancelaron según la fecha en que la persona trabajadora “suspendió labores” y no a partir de la fecha que indica la boleta física de incapacidad, tomando en consideración el criterio jurídico N° DJ-AJ-3003-2017 de esta Dirección, donde se indicó que el reconocimiento o pago de dicha prestación económica, a favor de la persona trabajadora temporalmente incapacitada, corresponde a partir de la ocurrencia del riesgo del trabajo, el cual concluye:

“[…] Conforme la normativa especial que regula los riesgos del trabajo, así como del convenio o póliza de aseguramiento laboral respectivo, se desprende la obligación patronal de comunicar a la parte aseguradora, sobre los riesgos del trabajo que ocurran a las personas que se encuentren bajo su dependencia y dirección, con la consecuente obligación patronal de remitir inmediatamente a la persona víctima del siniestro laboral, al centro médico respectivo, para la atención integral que corresponda.

Por tales motivos y en atención a la consulta formulada, esta Dirección considera, improcedente acudir a la vía jurisdiccional para la reclamación de las supuestas diferencias económicas que se generaron a raíz de las incapacidades por Riesgos del Trabajo, canceladas con base en la fecha en que la persona trabajadora “suspendió labores” y no a partir de la fecha que se indica en la boleta física de incapacidad, en virtud de que, según se desprende de los antecedentes administrativos relacionados con la gestión de recuperación, en ninguno de los casos analizados se procedió con la posible y formal corrección del formulario de “Aviso de Accidente o Enfermedad de Trabajo y Orden de Atención Médica” que el ente asegurador pone a disposición de la parte patronal, en caso de producirse un error de consignación en el referido formulario y una eventual afectación patrimonial para el patrono.

Situación que conlleva a inferir, que las personas víctimas del siniestro acaecido, laboraron el propio día y -en su caso- durante días posteriores al acontecimiento del Riesgo de Trabajo y hasta el momento mismo de la incapacidad laboral -debidamente ordenada por el personal autorizado para tales efectos-, de modo que, el patrono permitió la permanencia o asistencia de la persona trabajadora bajo condiciones apremiantes de la salud. Es decir, no fue sino hasta el momento mismo de la atención médica y de la incapacidad correspondiente, en que las personas víctimas suspendieron sus labores, constituyéndose este último momento, como punto de partida para el pago de la prestación económica por concepto de subsidio, el cual, por imperativo legal, debe coincidir con la fecha en que ocurrió el riesgo del trabajo.

Lo anterior, sin perjuicio de que, en caso de que -efectivamente- se presente un error en la consignación de los datos dirigidos al ente asegurador, se proceda con la formal corrección del formulario de “Aviso de Accidente o Enfermedad de Trabajo y Orden de Atención Médica”, para realizar, según corresponda, las reclamaciones administrativas o patrimoniales a favor del Poder Judicial.

Así las cosas, se recomienda a la estimable Dirección Ejecutiva, emitir una Circular Institucional que recuerde a las jefaturas judiciales en general, su obligación de vigilar y comunicar a la entidad aseguradora sobre los riesgos del trabajo que ocurran a las personas trabajadoras bajo su dependencia y dirección, de modo que las personas víctimas del infortunio laboral -incluido el “in itinere”-, sean remitidas inmediatamente y de forma prioritaria a los centros de atención médica que el ente asegurador ponga a su disposición o bien, en su defecto y según sea la urgencia o gravedad del caso, al centro médico de adscripción más cercano, para la atención y estabilización médica respectiva y su posterior remisión a la entidad aseguradora, en los casos que corresponda.”
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Este Macroproceso realiza el análisis, control y seguimiento de las cuentas por cobrar al INS por concepto de incapacidades de Accidentes de Tránsito, Riesgos de Trabajo y Responsabilidad Civil, según se detalla a continuación:
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La apertura del proceso judicial se sustenta en la posición del INS de no realizar ningún pago por concepto de incapacidades de accidentes de tránsito, siendo que a continuación se detallan los antecedentes relacionados con la recuperación de esas cuentas por cobrar.

Con oficio N-° G-02874-2015, del 23 de junio de 2015, el INS informó a la Secretaría General de la Corte, de este Poder de la República, lo siguiente:

“[…] A la luz de dicho pronunciamiento nuestra Dirección Jurídica concluye que al existir una norma (Artículo 42 de la Ley Orgánica del Poder Judicial) que establece la obligación para el patrono (Poder Judicial) de cubrir a sus empleados lo necesario hasta alcanzar el 100% de su salario --para el caso de los empleados del Poder judicial-- resulta contrario a la normativa vigente que la cobertura del seguro obligatorio asuma montos por concepto de incapacidades temporales.

Dado lo anterior, los cobros pretendidos carecen de fundamento jurídico y por consiguiente, nos vemos imposibilitados legalmente para continuar girando sumas de reintegros por este concepto.”

Posteriormente, el Consejo Superior en sesión N.° 61-2015, celebrada el 02 de julio de 2015, acordó lo siguiente:

 “[…] Trasladar el oficio Nº G-02874-2015 a la Dirección Jurídica para que en el plazo de 15 días hábiles contados a partir de la comunicación de este acuerdo, se sirva indicar el procedimiento para la recuperación de los dineros por concepto de incapacidades por accidentes de tránsito y riesgos del trabajo, al 31 de marzo del 2015, en caso de ser procedente. Se declara acuerdo firme.”

Con oficio N.° 1235-DJ/CA-15, del 17 de setiembre de 2015, la Dirección Jurídica remite a la Secretaría General de la Corte el análisis respectivo. De lo anterior, se realizó consulta a la citada Secretaria sobre el tema descrito y se informó que el Consejo Superior en Sesión 86-15, celebrada el 24 de setiembre del 2015, acordó lo siguiente:

“[…] Devolver el informe a la Dirección Jurídica con el fin de que sea profundizado en razón de que este Consejo Superior considera que el contrato de seguro genera obligaciones que deben ser analizadas, considerando que las disposiciones y espíritu legal es en protección y defensa de las personas trabajadoras y no de las instituciones, además de que la suscripción contractual obliga al pago de lo pactado.”

Según lo indicado por la MBA Karol Molina Monge, Directora Jurídica del Poder Judicial, en correo electrónico del 09 de abril de 2016, el informe fue remitido al Consejo Superior mediante oficio N.° AJ-DJ-723-2016, del 30 de marzo de 2016, de lo cual se rescata la recomendación emitida por esa Dirección:

“[...] V.- Recomendación:

1.- En virtud de lo anterior, se recomienda coordinar con la Presidencia Ejecutiva del Instituto Nacional de Seguros, a fin de llegar a un consenso, referente a la posibilidad de distribuir de manera equitativa el monto porcentual acorde a las funciones y obligaciones de las partes contratantes, en sus calidades de ente asegurador y patrono, lo anterior en acatamiento a lo dispuesto en la normativa de que interesa, de cubrir el porcentaje que quedaría al descubierto, como subsidio de lo que cubre la Caja Costarricense del Seguro Social.

Por último no se omite manifestar que una situación como la acontecida, asume consecuencias contractuales, establecidas en los artículos 693 y 1022 del Código Civil, empero antes de acudir a esta instancia, considera esta Dirección Jurídica, primordial agotar la posibilidad sugerida antes de acudir a la vía jurisdiccional.”

De lo anterior, el Consejo Superior en Sesión 33-16, celebrada el 7 de abril de 2016, en su artículo LII, acordó lo siguiente: 

“[…] Tomar nota del informe rendido por la licenciada Karol Monge Molina, Subdirectora Jurídica interina y comisionar a las Direcciones Jurídica y Ejecutiva para que continúen con el trámite respectivo ante el Instituto Nacional de Seguros.”

Con base en la reunión efectuada entre el Poder Judicial (Dirección Jurídica y Dirección Ejecutiva) y el INS, con oficio N.° 1467-TI-2016, del 25 de agosto de 2016, Financiero Contable solicitó a la CCSS las certificaciones de pago correspondientes a boletas derivadas de las Incapacidades emitidas por el INS, por concepto de accidentes de tránsito. Lo anterior, acatando lo señalado por la Dirección Ejecutiva en oficio N.° 3803-DE-2016, del 05 de agosto de 2016, con el propósito de continuar con el trámite de cobro ante el INS, proceso que mantiene la CCSS pendiente y de lo cual Financiero Contable se ha mantenido con el seguimiento oportuno (consultas telefónicas, correos electrónicos y reuniones).

Por otra parte, con el objetivo de dar continuidad al cobro de las sumas adeudadas por el INS y en ocasión de la tardanza por parte de la CCSS en el trámite para expedir las certificaciones solicitadas por el Poder Judicial, se remitió oficio N.° 473-FC-2016, fechado 30 de setiembre de 2016, dirigido al Lic. Elian Villegas Valverde, Presidente Ejecutivo del Instituto Nacional de Seguros (INS), para lo cual se adjuntó Certificación de pagos efectuados por la Caja Costarricense del Seguro Social (CCSS), atinentes a incapacidades de accidentes de tránsito (60%), emitida por el Macroproceso Financiero Contable (basada en los pagos recibidos), a fin de procurar la acreditación de los montos pendientes de pago por parte de dicho Instituto (40%).

Con oficio N.° 5249-DE-2016 de 28-10-2016, la Dirección Ejecutiva del Poder Judicial, traslada a la Dirección Jurídica, copia del oficio N.° 522-FC-2016 de Financiero Contable y oficio N.° DSS-03726-2016, suscrito por el MBA Roger Arias Agüero, Subjefe de la Dirección de Seguros Solidarios del Instituto Nacional de Seguros, en el cual informa lo siguiente:

“[…]

 


[bookmark: _Toc529523333]En adición al oficio N.º 5775-DE-2016, la Dirección Ejecutiva remite el oficio N.º 661-DE-2017, de fecha 07 de febrero de 2017, a la Licenciada Karol Monge Molina de la Dirección Jurídica, a fin de trasladar el requerimiento del INS mencionado en oficio N° DSS-03726-2016 de fecha 26 de octubre de 2016.

La Dirección Ejecutiva mediante oficio N° 1501-DE-2017, traslada copia del oficio N° DJ-AJ-1600-2017 del 21 de marzo de 2017 suscrito por la licenciada Karol Monge Molina, Subdirectora de la Dirección Jurídica.

La Dirección Jurídica mediante oficio DJ-AJ-2165-2017 del 12 de mayo de 2017, remite al Consejo Superior y la Dirección Ejecutiva, informe para determinar si se continúa con los cobros de la parte del salario que la institución está cubriendo en este tipo de incapacidades temporales (SOA).

El Consejo Superior en sesión N° 54-17 del 02 de junio de 2017, artículo XXXI, que indica: “…Conceder audiencia a la licenciada Karol Monge Molina, Subdirectora Jurídica interina, para que se refiera el procedimiento a seguir en cada caso con las diferentes situaciones de cobro que se dan con la Caja Costarricense del Seguro Social, en la fecha y hora que oportunamente se le indicará. La Secretaría General de la Corte y la Dirección Ejecutiva, tomarán nota para lo que corresponda.”

Mediante oficio N° 458-TI-2017 del 20 de junio de 2017, se remitieron a la Dirección Ejecutiva, los acuerdos tomados en reunión sostenida el pasado 15 de junio de 2017, Minuta N° 304-FC-2017, con servidoras -es del INS (INS Sede Limón y Dirección de Seguros Solidarios de la Sede Central INS) y servidoras -es de este Macroproceso, para analizar lo relativo a la cuenta por cobrar por concepto de incapacidades por “Riesgo de Trabajo”.

El Consejo Superior en la Sesión N° 61-17 del 27 de junio de 2017, artículo XCV, toma nota del oficio N° DS-02153-2017, suscrito por el máster Roger Arias Agüero, Subjefe de la Dirección de Seguros Solidarios del Instituto Nacional de Seguros y traslada al Macroproceso Financiero Contable para lo que corresponda, asimismo solicita a la licenciada Karol Monge Molina, Directora Jurídica, que indique si existe fundamento jurídico para proseguir con el cobro de los montos señalados o de lo contrario, se deben archivar las gestiones, asimismo, se amplíe dicho criterio indicando cuales son los lineamientos a seguir para elevar el proceso de cobro a la vía judicial en el supuesto de que la vía administrativa se dé por agotada.

La Dirección Ejecutiva mediante oficio N.° 3594-DE-2017 del 28 de julio de 2017, remite a la Dirección Jurídica el oficio N° SEAD-03281-2017 del 19 de julio de 2017, suscrito por la licenciada Ivannhya Thompson, funcionaria del Departamento de Servicios Administrativos del INS, con respecto al pago de las incapacidades por Accidente de Tránsito (SOA), con el fin de emitir criterio al Consejo Superior sobre las deudas del INS a fin de tomar decisiones definitivas sobre el abordaje de las mismas.

Mediante correo electrónico del 13 de setiembre de 2017, el señor Mejía Salgado de la Dirección Jurídica del Poder Judicial, indica: “…Hacemos de su conocimiento que lo solicitado por el Consejo Superior en la Sesión N° 61-17 del 27 de junio de 2017, artículos XCIV, XLII (que se consulta) y XCV, en relación con las cuentas por cobrar al Instituto Nacional de Seguros (INS) por concepto de subsidios por incapacidades de Accidentes de Tránsito y Riesgos del Trabajo, se encuentra en la etapa de revisión bajo el PROYECTO Oficio N° DJ-AJ-3969-2017, para su pronta remisión al conocimiento y consideración del Consejo Superior.”

El Consejo Superior mediante sesión N° 104-17 del 16 de noviembre de 2017, artículo XXIII, acoge el criterio emitido por la Dirección Jurídica y autoriza continuar con las gestiones de recuperación de las sumas a favor del Poder Judicial por concepto de subsidios por incapacidad temporal por Accidentes de Tránsito y Riesgos del Trabajo, desde diciembre 2015 al mes de abril 2017, hasta su efectivo pago por parte del INS, o de la entidad aseguradora que corresponda. Dicho cobro se realizará en dos fases: 1) Acciones de cobro por parte del Macroproceso Financiero Contable; 2) A través de la Dirección Jurídica, previa coordinación con la Procuraduría General de la República inicie las diligencias de cobro que en Derecho procedan, hasta el pago.

Mediante correo electrónico del 21 de noviembre de 2017, el señor José Pablo Mora Montero de la Dirección Jurídica  indica: “…En cuanto a los Oficios N° 5775-DE-2016 y N° 5087-DE-2017 del 02 de diciembre de 2016 y del 26 de octubre de 2017, y en atención a los Oficios N° 7316-17, 7974-17, 8102 y 8180-17 del 28 de junio, 17 y 19 de julio y 01 de agosto de 2017, respectivamente, así como lo solicitado por el Consejo Superior en la Sesión N° 61-17 del 27 de junio de 2017, artículos XCIV (bis), XLII y XCV, nos permitimos informar que mediante Oficio N° DJ-AJ-3969-2017 del 27 de octubre de 2017 y remitido a la Secretaría General de la Corte en esa misma fecha, esta Dirección rindió el criterio jurídico solicitado, para el conocimiento y consideración del Consejo Superior. Sin embargo, hoy, esta Dirección Jurídica aún no tiene conocimiento o comunicación de lo resuelto por el Consejo Superior en ese sentido."

La Dirección Ejecutiva mediante oficio N.° 6073-DE-2017 del 13 de diciembre de 2017, remite al licenciado Roger Arias Angulo de la Dirección de Servicios Auxiliares y de Salud del INS, el listado remitido con oficio N° 987-TI-2017 del 14 de diciembre de 2017, que contiene todas las cuentas por cobrar por concepto de subsidios por incapacidad temporal por Accidente de Tránsito (SOA).

Con oficio N-° 172-DE-2018 del 22 de enero de 2018, la Dirección Ejecutiva, remite a la Dirección Jurídica, las diligencias relativas al cobro de subsidio de incapacidades de SOA (INS), con la finalidad de que previa coordinación con la Procuraduría General de la República, se recurra a la vía jurisdiccional para recuperar el monto total de las cuentas por cobrar.

Al respecto, se recibió el oficio N-° DJ-371-2018 del 24 de enero de 2018, en el cual la Dirección Jurídica solicitó a este Macroproceso lo siguiente:

“…un informe detallado de las actuaciones realizadas por ese Departamento y la certificación de la totalidad de las piezas del expediente administrativo, en estricto orden cronológico y debidamente selladas y foliadas, según lo dispone el artículo 51 y siguientes del Código Procesal Contencioso Administrativo.

Asimismo, se debe indicar el monto total de lo adeudado al Poder Judicial en este caso.”

Mediante oficio N-° 274-TI-2018 del 20 de marzo de 2018, se remitió a la Dirección Jurídica, el informe detallado de las actuaciones realizadas y las certificaciones de las cuentas por cobrar por este Poder de la República para la apertura de los cobros por la vía jurisdiccional.

Con oficio 579-TI/UCC-2018, se comunica a esa Dirección Ejecutiva la reversión contable de las Cuentas por cobrar de Accidentes de Trabajo remitidas a la Procuraduría General de la República.

Con oficio N.°622-TI-2018 de fecha 25 de junio del 2018, se remiten a la Dirección Jurídica los nuevas inclusiones de casos de accidentes de tránsito debidamente certificados, que en total suman el monto de ¢3,589,638.67, para que se adicionen a los oficios N.° 274-TI-2018 y N.°558-TI-2018, con el fin de acudir a la vía Jurisdiccional y en apego a lo consignado en el oficio N-° 9781-DE/CA-06 del 28 de noviembre de 2006, que en lo que interesa señala: 

" Expedientes en condición de remitidos a la Procuraduría General de la República: No se trata de expedientes activos y debe darlos la Administración por archivados. En consecuencia, el registro de las deudas correspondientes a este anexo debe ser eliminado por ese Departamento. En este sentido, se están girando instrucciones para que, a futuro, cuando se envíe un expediente a la Procuraduría General de la República, se informe a ese Departamento para que proceda conforme se indicó anteriormente, en dado caso que exista la cuenta por cobrar",

Con correo electrónico del 21 de mayo de 2018, el Lic. David Zeledón González, de la Dirección Jurídica, informó que para efectos de las incapacidades por Accidente de Tránsito (SOA), se remitió oficio N.° DJ-1160-2018, con el cual se trasladaron las diligencias respectivas a la Procuraduría General de la República.

Con oficio N°ADPb-5528-2018 de fecha 5 de julio del 2018, la Procuraduría General de la República da respuesta al oficio N. DJ-1160-2018, indicando, para lo que interesa lo siguiente:

“[…] Una vez revisada con detenimiento la documentación remitida, hemos determinado que hacen falta documentos fundamentales para la correcta defensa de los intereses del Estado y la interposición exitosa de un proceso en sede judicial, tal y como se les expuso en detalle, en la reunión del 5 de julio del año en curso.”

La Dirección Jurídica remite al Departamento Financiero Contable el oficio N°DJ-2417-2018 de fecha 17 de julio del 2018, indicando lo siguiente:

“[…] Lo anterior, con el fin de que ese Departamento revise y remita nuevamente la certificación completa, en estricto orden cronológico, debidamente foliada, firmada y sellada de las diligencias-expediente administrativo-, sobre los cobros pretendidos y lo que estiman conveniente aportar a la demanda.”

Con oficio N°767-TI/UCC-2018 de fecha 31 de julio del 2018, el Macroproceso Financiero Contable remite a la Dirección Jurídica la respuesta al oficio N°DJ-2417-2018 de fecha 17 de julio del 2018, indicando que se remiten las pruebas correspondientes a incapacidades de accidentes de tránsito del Instituto Nacional de Seguros, conforme lo solicitado por esa Dirección.

Mediante correo electrónico del 28 de febrero de 2019, se realiza consulta a la Dirección Jurídica sobre el estado de los casos remitidos a la Procuraduría y que para lo que interesa indica lo siguiente: “…este asunto se remitió a la Procuraduría General de la República para la interposición de la demanda correspondiente."”

Cuadro N.° 1
Sumas pendientes de pago de subsidio y salario escolar por concepto de Accidente de tránsito (SOA)
Al 30 de abril de 2019
(En colones)
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En virtud de lo indicado por la Dirección Ejecutiva en oficio N.º 12498-DE-14, del 24 de noviembre de 2014, a partir de enero del 2015, inició la nueva forma de pago de la Póliza de Riesgos de Trabajo, bajo la modalidad de “reintegro”.

En el cuadro Nº 2, se muestra el saldo de la cuenta por cobrar al 30 de abril de 2019, por concepto de Riesgos de Trabajo, según se detalla:

Cuadro N.° 2
Saldo de la cuenta por cobrar de subsidio y salario escolar por concepto de Riesgos de Trabajo 
Al 30 de abril de 2019
(En colones)

	Concepto
	Subsidio (60%)
	Salario escolar (8.19%)
	Acumulado 

	Saldo contable de la cuenta por cobrar al 31 de marzo de 2019
	    205.997.781,42 
	      17.120.703,74 
	     223.118.485,16 

	Pagos registrados en abril 2019
	      29.425.912,16 
	        2.437.394,84 
	 

	Ajustes que aumentan la cuenta por cobrar
	                          -   
	                          -   
	 

	Ajustes que disminuyen la cuenta por cobrar
	        1.308.387,58 
	           109.719,45 
	 

	Ajustes menores a ¢1000
	                  502,91 
	               7.399,02 
	 

	Ajustes por redondeo
	 
	 
	 

	Inclusiones abril 2019
	      65.007.938,00 
	        5.413.657,00 
	 

	CXP
	           154.921,84 
	               9.956,09 
	 

	Saldo contable de la cuenta por cobrar al 30 de abril de 2019
	    240.425.838,61 
	      19.989.803,51 
	     260.415.642,16 



Como se muestra en el cuadro anterior, la cuenta por cobrar por concepto de Riesgos de Trabajo presenta variación respecto al mes anterior, producto de que se incorporaron nuevas inclusiones en el mes en abril 2019, se aplicaron ajustes y pagos que disminuyeron la cuenta por cobrar. 

Cabe agregar, que el Macroproceso Financiero Contable se encuentra realizando un análisis a cada uno de los casos que han sido cancelados, y a pesar de ello mantienen saldo pendiente según los registros contables, además se está trabajando en conjunto con la Dirección de Tecnología de Información en la depuración de los datos, a fin de automatizar dicha cuenta por cobrar.

Además, el INS mediante oficio N°INSLM-00939-2019 indica que realizarán una revisión de los casos que se encuentran pendientes de cuenta por cobrar y estiman concluir con dicha revisión el 30 de junio del 2019, además en cuento a las diferencias de salarios están consultando con el Departamento Jurídico de esa Institución y en cuanto tengan la resolución la estarían remitiendo.
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Al 30 de abril de 2019, se registra la siguiente cuenta por cobrar por concepto de subsidio por responsabilidad civil:

Cuadro No. 3
Saldo de la cuenta por cobrar por concepto de Responsabilidad Civil
Al 30 de abril de 2019
(En colones)

	Concepto
	Responsabilidad Civil

	Saldo de la cuenta por cobrar al 
31 de marzo 2019
	3.503.789,69

	Inclusiones abril 2019
	-

	Pagos realizados por el INS
	-

	Ajustes (disminuyen la deuda)
	-

	Saldo de la cuenta por cobrar al 
30 de abril 2019
	3.503.789,69



[bookmark: _Hlk521574348]Así las cosas, la cuenta por cobrar total por concepto de incapacidades del INS, incluyendo salario escolar, asciende a la suma de ¢263,919,431.85 (doscientos sesenta y tres millones novecientos diecinueve mil cuatrocientos treinta y un colones con 85/100), correspondiente a incapacidades por concepto de Riesgo de Trabajo y Responsabilidad Civil.

Cuadro N-° 4
Resumen de la cuenta por cobrar total al INS
Al 30 de abril de 2019
(En colones)


[bookmark: _Toc529523163][bookmark: _Toc529523336][bookmark: _Toc416952810]
Nota: El monto total adeudado es de ¢572.394.114,18, sin embargo ¢308.474.682,33 corresponden a accidente de tránsito sumas que están siendo tramitadas por la vía jurisdiccional, por lo que no se mantienen en los saldos contables. 

[bookmark: _Toc529523670][bookmark: _Toc9866687]III. Seguimiento de las cuentas por cobrar por parte del Macroproceso Financiero Contable

Este Macroproceso realiza las diligencias correspondientes, en conjunto con la Dirección Ejecutiva y personeros del Instituto Nacional de Seguros, respecto a los casos pendientes de pago por parte de esa entidad, para lo cual se efectúan gestiones de cobro, verificación de los pagos y análisis de los casos que presentan diferencia, por concepto de incapacidades de Accidentes de Tránsito, Riesgos de Trabajo y Responsabilidad Civil.”

- 0 -

Se acordó: 1.) Tomar nota del oficio número 2237-DE-2019 del 21 de mayo de 2019, suscrito por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, mediante el cual remitió el informe del Departamento Financiero Contable, respecto las cuentas por cobrar al Instituto Nacional de Seguros, por concepto de incapacidades al 30 de abril de 2019. 2.) Hacer una atenta instancia al Instituto Nacional de Seguros, para el pronto pago de las sumas que se adeudan al Poder Judicial, según los detalles indicados.
La Dirección Ejecutiva y el Departamento Financiero Contable, tomarán nota para los fines consiguientes. Se declara este acuerdo firme.
[bookmark: _Toc9866688]ARTÍCULO XX 
Documento N° 1342-19 / 6245-19.
En sesión N° 13-19 celebrada el 15 de febrero del 2019, articulo XVIII se tomó el acuerdo, que literalmente dice:
“En oficio N° DJ-205-2019, del 28 de enero de 2019, el máster Rodrigo Campos Hidalgo, Director Jurídico, remitió la siguiente solicitud:
“Recientemente la Corte Plena, ha ordenado la instrucción de los procedimientos ordinarios para declarar la nulidad absoluta, evidente y manifiesta de los siguientes acuerdos tomados por el Consejo Superior y la Corte Plena, conforme a lo dispuesto en el artículo 173 de la Ley General de la Administración Pública:

1). Corte Plena, sesión No. 51-18, celebrada el 5 de noviembre de 2018, artículo XXIII, para declarar la nulidad absoluta, evidente y manifiesta del acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial en sesión número 76-11, celebrada el 6 de setiembre de 2011, artículo LIII, en el que se aprobó el pago del plus salarial por riesgo a las Defensoras y Defensores Públicos que no cumplen con los requerimientos establecidos.

2). Corte Plena, sesión No. 51-18 del 5 de noviembre de 2018, artículo XXII, para declarar la nulidad absoluta, evidente y manifiesta del acuerdo tomado en sesión número 38-18 celebrada el 13 de agosto de 2018, artículo XXIV, donde se decretó un incremento por costo de vida para el segundo semestre de año 2018 de ¢4,000.00 (Cuatro mil colones) para la población jubilada y pensionada judicial.

3). Corte Plena, sesión número 52-18, celebrada el 12 de noviembre de 2018, artículo IX, para declarar la nulidad evidente y manifiesta del acuerdo tomado por Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 88-18 celebrada el 9 de octubre del año en curso, artículo XXIV, en el que se reconoció para efectos de anualidades y jubilación a la señora María Elena Varela De Langton, 16 años, 6 meses y 13 días laborados para el Instituto Costarricense del Deporte y la Recreación.

4). Corte Plena, sesión número 21-18, celebrada el 21 de mayo de 2018, artículo XI, para declarar la nulidad absoluta, evidente y manifiesta, del acto administrativo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial en sesión número 86-13, celebrada el 4 de setiembre de 2013, artículo XLIII, en el que se separó del cargo por incapacidad absoluta y permanente al señor Francisco Amador Arguedas. 

5). Corte Plena, sesión 18-15, celebrada el 3 de marzo de 2015, artículo LVIII, para declarar la nulidad absoluta, evidente y manifiesta del acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial en sesión No. 110-12, celebrada el 20 de diciembre de 2012, artículo CXXVIII, donde se aprobó el nombramiento en propiedad de los jueces y juezas nombrados como conciliadores en los Juzgados de Pensiones Alimentarias del Segundo Circuito Judicial de San José, Heredia y Desamparados.

Por conocerse:

[bookmark: _Toc521084459]Consejo Superior, sesión No. 70-18 celebrada el 7 de agosto de 2018, artículo XX, en donde se dispuso lo siguiente:

“1.) Deberá la Dirección Jurídica en coordinación con la Dirección de Gestión Humana, determinar las sumas giradas demás a las personas jubiladas judiciales que se vieron beneficiadas con la aplicación del TRANSITORIO III (dos por uno) de la Ley denominada Régimen General de Pensiones con Cargo al Presupuesto Nacional N°7302, y en caso de tratarse de actos declarativos de derechos o de errores aritméticos proceda a instaurar el procedimiento más idóneo, sea de nulidad absoluta, evidente y manifiesta en vía administrativa o el proceso de lesividad en sede jurisdiccional. 2.) En aquellos casos en que la Dirección Jurídica considere que los beneficios jubilatorios otorgados son ilegítimos, deberá informar al Tribunal de la Inspección Judicial para que investigue y siente las responsabilidades que correspondan.” 

Como es del conocimiento de las señoras y señores integrantes del Consejo Superior, la Dirección Jurídica fue creada mediante acuerdo de Corte Plena sesión N° 17-14, celebrada el 28 de abril del dos mil catorce, artículo XXXVI, y por su estructura organizativa, le corresponde la tramitación de una serie de procedimientos administrativos los cuales se distribuyen en las diferentes áreas que conforman esta Dirección. Sin embargo, esas áreas cuentan con poco personal profesional y técnico, entre ellas el Área de Procedimientos Disciplinarios y Jurisdiccionales que está conformada únicamente por dos plazas de abogado (un Coordinador de Área y un Profesional en Derecho 1), que entre los dos se encargan de la tramitación de los citados procedimientos de nulidad absoluta, evidente y manifiesta y también atienden una serie de procesos que en su oportunidad le fueron asignados a esa área, entre ellos: los informes de respuesta a la Sala Constitucional por los Recursos de Amparo, Hábeas Corpus y Acciones de Inconstitucionalidad contra la institución, trámite de las consultas legislativas sobre Proyectos de Ley, Conflictos de Competencia que son competencia del Tribunal de Corte Plena, trámite de Procedimientos Disciplinarios internos, trámite de Procedimientos disciplinarios seguidos contra auxiliares de justicia (peritos, curadores, traductores, ejecutores), trámite de las demandas de responsabilidad civil, trámite de inhibitorias de las y los integrantes de  la Corte Plena y Consejo Superior, atención de las Órdenes Sanitarias que emite el Ministerio de Salud, atención de los Informes de Inspección que emite la Caja Costarricense del Seguro Social y el Ministerio de Trabajo, Apoyo y Seguimiento a la Procuraduría General de la República en los expedientes en los que el Poder Judicial se constituya en parte actora o demandada, entre otras funciones que les han sido asignadas.

Para cumplir con todas esas funciones, los dos abogados cuentan con muy poco apoyo técnico y además deben asumir la tramitación completa de los procedimientos de nulidad absoluta evidente y manifiesta debido a que son designados como Órgano Instructor por la Corte Plena y cuya labor comprende desde su inicio, la redacción de las resoluciones de inicio del procedimiento, resoluciones interlocutorias, coordinar y revisar las notificaciones, solicitar prueba, realizar las audiencias orales y privadas, emitir el informe final que será conocido por el órgano decisor, en ocasiones presentarse a la Corte Plena a rendir de manera oral el informe correspondiente y resolución de los recursos. Todo eso, se realiza sin apoyo técnico ya que resto del personal se encuentra atendiendo otra serie de funciones importantes y que los limitan para colaborar con la atención de esos procesos. Según la distribución actual, las funciones del personal técnico del Área de Procedimientos Disciplinarios y Jurisdiccionales se detalla de la siguiente manera:

Un técnico jurídico: Atiende los requerimientos de la Procuraduría General de la República y brinda apoyo de asistencia jurídica a los puestos de Profesional en Derecho y Coordinación. 

Un técnico supernumerario: Se dedica a tiempo completo en la atención de los Proyectos de Ley, elaboración de informes y criterios y da apoyo directo al Director Jurídico.

Tres técnicos supernumerarios: Se dedican a la tramitación de los procedimientos administrativos disciplinarios contra auxiliares de justicia (peritos, curadores, ejecutores, traductores), donde el circulante supera los quinientos expedientes anuales y los cuales se dividen entre los dos puestos profesionales (Coordinador y Profesional en Derecho) quienes figuran como órganos instructores del procedimiento.

Debido a lo anterior, se considera que sería riesgoso para los intereses de la Institución la atención de lo solicitado por la Corte Plena sin la dotación de recursos, instruir los procedimientos de nulidad absoluta, evidente y manifiesta, conlleva a realizar una serie de actos procesales que requieren la dedicación de tiempo suficiente para poder emitir un informe final motivado en los resultados que se obtuvieron de la instrucción de procedimiento. Además, por la complejidad del procedimiento en los casos citados, donde la cantidad de personas sujetas al proceso podrían ser más de mil personas servidoras o ex servidoras judiciales con sus respectivos abogados o abogadas , el auto inicial se debe notificar “personalmente” a cada una de ellas y posteriormente celebrar la audiencia oral y privada, donde se estima podrían asistir una cantidad mayor de personas que deben ser escuchadas por el órgano instructor y posteriormente transcribir sus manifestaciones en los informes finales para cada caso. 

En razón a lo expuesto, se necesita dedicar personal a tiempo completo para la atención de esos procedimientos y así poder cumplir con los plazos establecidos en la Ley General de la Administración Pública y con los principios de justicia pronta y cumplida, debido proceso, inmediación y concentración, contradictorio, entre otros; por ello con el recurso profesional y técnico que tiene actualmente el Área de Procedimientos Disciplinarios y Jurisdicciones no resulta posible, ya que se dejaría de lado la atención de los otros asuntos en los que se otorga un plazo menor para dar respuesta, con el riesgo de incurrir en desobediencia sino se cumple.

Por los motivos expuestos, esta unidad jurídica respetuosamente acude a ese Consejo Superior a efecto de que se conceda durante todo este año, el apoyo de recurso humano, tecnológico, así como de espacio físico para la tramitación de los procedimientos encomendados, recurso que se estima sería al menos de 2 Asesores Jurídicos 1 o Jueces Supernumerarios dependiendo de la partida presupuestaria con recursos disponibles  y 2 Técnicos Jurídicos, con sus respectivos recursos tecnológicos e inmobiliario de oficina.

No omitimos manifestar que de no contarse con el apoyo adicional solicitado, se estaría en una situación de grave riesgo de no poder cumplir los mandatos de Corte Plena citados anteriormente, habida cuenta que la atención de los asuntos ordinarios descritos anteriormente no podría ser pospuestos a efecto de no lesionar el interés público.

Esta unidad asesora es consciente de las limitaciones con que se cuenta actualmente para con el recurso humano, más las situaciones excepcionales originadas en los acuerdos de Corte Plena mencionados tornan necesario adoptar una medida alternativa para poder cumplir dichas disposiciones y garantizar el derecho de defensa de las partes.

No es óbice indicar que la afectación descrita no sólo tendría incidencia en un área de esta Dirección, en tanto que trasversa en algunos casos previamente al área de análisis jurídico y podría, dependiendo de lo que resuelva el órgano director del procedimiento, tener incidencia en gestiones de cobro, por lo que podría también afectar la capacidad de atención del área destinada a esta última función.

Solicitamos valorar la situación apremiante en que se encuentra esta unidad asesora ante la coyuntura de cita y las consecuencias que se podrían generar de no poder atender los requerimientos de Corte, en el marco del ordenamiento jurídico administrativo."
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Previamente resolver lo que corresponda, se acordó: Comisionar a la Dirección Ejecutiva para que en forma conjunta con la Dirección Jurídica, presenten a este Consejo una propuesta concreta. Se declara acuerdo firme.”
-0-
Mediante oficio DJ-1571-2019 / 2225-DE-2019, del 23 de mayo de 2019, la Dirección Ejecutiva en forma conjunta con la Dirección Jurídica, presentan la siguiente propuesta:
[bookmark: _Hlk9267562]“En atención a lo acordado por el Consejo Superior en la sesión 13-19 del 15 de febrero de 2019, artículo XVIII, trasladamos el acta de constitución del proyecto que tiene como objetivo “Dar sostenibilidad a la mejora del proceso de Instrucción de los Procedimientos Ordinarios de Nulidad Absoluta, Evidente y Manifiesta ordenados por la Corte Plena, que dispone el artículo 173 de la Ley General de la Administración Pública”.

Este proyecto establece como productos entregables: 

Atender la mayor cantidad de procesos de instrucción de los procedimientos ordinarios para declarar la nulidad absoluta, evidente y manifiesta, en lo que resta del 2019, conforme con la labor encomendada por Corte Plena.

Establecer una matriz de seguimiento donde se anoten los niveles de avance de los procesos de instrucción de los procedimientos ordinarios para declarar la nulidad absoluta en cuanto a cada uno corresponde.

Realizar reuniones periódicas de coordinación y seguimiento con las instancias intervienes en el proceso de instrucción de los procedimientos ordinarios, para declarar la nulidad absoluta, evidente y manifiesta.

Rendir informes trimestrales del avance del proyecto al Consejo Superior y mensuales al Director de la Dirección Jurídica.

Se propone que el proyecto sea ejecutado en una primera parte durante el segundo semestre del año 2019, para lo cual se requiere la autorización de permisos con goce de salario y sustitución, según el artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, para la plaza número 38473 que corresponde a Asesor o Asesora Jurídica 1 y la plaza número 56758 de Técnico o Técnica Jurídica; ambas de la Dirección Jurídica.

Para lo anterior, se cuenta con los recursos presupuestarios en el Programa 926 para cubrir el costo del recurso humano, en una etapa inicial del 1 de junio de 2019 hasta el 31 de agosto de 2019, tal como consta en la certificación adjunta.”
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[bookmark: _Hlk9840086]Mediante oficio 0268-P-2019 del 24 de mayo del dos mil diecinueve, la máster Floribel Campos Solano, jefa interina, del Departamento Financiero Contable certifica que en la Partida 0 “Remuneraciones”, del presupuesto del año 2019, se incorporaron recursos mediante Ley N.º 9632, para “Cubrir el costo estimado para otorgar permiso con goce de salario y sustitución para 1 Técnico Jurídico y 1 Asesor Jurídico 1, por el período comprendido del 01/06/2019 al 31/08/2019”, por un monto total estimado de ¢10.025.505,74 (diez millones veinticinco mil quinientos cinco colones con 74/100) distribuidos en el siguiente registro presupuestario:

De conformidad con lo que establece el artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se acordó: Conceder permiso con goce de salario y sustitución a la plaza número 38473 que corresponde a Asesor o Asesora Jurídica 1 y a la plaza número 56758 de Técnico o Técnica Jurídica; ambas de la Dirección Jurídica, por el período comprendido del 1° de junio al 31 de agosto de 2019, para que se dediquen a labores relacionadas con el proyecto que tiene como objetivo “Dar sostenibilidad a la mejora del proceso de Instrucción de los Procedimientos Ordinarios de Nulidad Absoluta, Evidente y Manifiesta ordenados por la Corte Plena, que dispone el artículo 173 de la Ley General de la Administración Pública. Lo anterior, con cargo al programa 926, fuente de financiamiento 001, subpartidas 105 “suplencias”, 301 “Retribución pos años servidos”, 302 “Dedicación Exclusiva”, 399 “Otros Incentivos Salariales”, del presupuesto del año 2019.
Las Direcciones Jurídica, de Planificación, Ejecutiva y de Gestión Humana tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc9866690]ARTÍCULO XXI

Documento N° 7733-17/ 6279-19 / 6453-19 

	La máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, en oficio N° 1888-DE-2019 de 26 de abril de 2019 recibido en la Secretaría General de la Corte en correo electrónico de 27 de mayo de 2019, solicitó lo siguiente:
“Desde al año 2017 el Ministerio de Salud ha presentado ante el Poder Judicial cuatro Ordenes Sanitarias para al edificio Anexo A del II Circuito Judicial de San José (Antiguo Motorola), el cual alberga al Tribunal de Apelaciones, Digesto, Juzgado, Contencioso, Tribunal Contencioso Escrito, Tribunal, Contencioso Oral y oficinas administrativas, las cuales se han venido atendiendo a través de la Administración del II Circuito Judicial en coordinación con esta Dirección Ejecutiva, por medio de acciones correctivas que forman parte de lo que se denomina Plan Remedial.
A continuación detalle de las Ordenes Sanitarias:
	Número de O.S. y fecha de presentación.
	Presentación del Plan Remedial
	Aprobación del Plan Remedial por parte del Ministerio de Salud
	Estado del Plan Remedial

	CS-DARS-G-949-17 del 5 de junio del 2017.
	29 de enero del año 2018. 
	26 de febrero de 2018
	El 3 de octubre de 2018 el Ministerio de Salud da por aprobadas la totalidad de las actividades del Plan Remedial.

	CS-DARS-G-1099-18 del 21 de setiembre del 2018.
	El 9 de noviembre de 2019
	01 de noviembre de 2018.
	El 12 de febrero de 2019 el Ministerio de Salud da por aprobadas la totalidad de las actividades del Plan Remedial.

	CS-DARS-G-1135-18 del 28 de setiembre del 2018. 
	30 de noviembre de 2018
	01 de noviembre de 2018.
	El 14 de diciembre de 2018 el Ministerio de Salud da por aprobadas la totalidad de las actividades del Plan Remedial.

	CS-DARS-G-1171-18 del 28 de setiembre 2018.
	30 de octubre de 2018
	01 de noviembre de 2018.
	Pendiente:
Estudio de validación, para efectos comprobar si con las mejoras que ha realizado, se lograron mejorar la renovación del aire y la sensación térmica en el personal judicial del Anexo A.


Como se observa, prácticamente todas las Ordenes Sanitarias han sido atendidas y los planes remediales propuestos se encuentran ejecutados en su totalidad, con excepción del estudio de validación para comprobar las mejoras realizadas en el Anexo A para mejorar la renovación del aire y la sensación térmica. 
Sobre este aspecto en particular, se han realizado mejoras al edificio en procura de solventar lo señalado en la Orden Sanitaria, lo cual es verificado por medio de las mediciones que ha realizado el Subproceso de Salud Ocupacional de la Dirección de Gestión Humana en diferentes momentos, para garantizar que las mejoras han dado los resultados esperados.
Al respecto, se cuenta con un primer informe remitido por medio del oficio N° 40-SO-2019 de fecha 19 de febrero del año 2019 mediante el cual el Subproceso de Salud Ocupacional presenta el informe denominado “Estudio de condiciones termohigrométricas y valoración de las medidas de control implementadas por la Administración del Segundo Circuito Judicial de San José en el Anexo A.”.  En términos generales el informe hace una comparación de las mediciones realizadas en el año 2018 y las realizadas a inicios del 2019. 
En este informe se concluye que se evidenció una mejora en las renovaciones de aire y sensación térmica en el personal judicial ubicado en las oficinas periféricas, así como en las ubicadas en el centro del edificio, no obstante, a pesar de la evidente mejoría en las condiciones termohigrométricas, según la evaluación realizada se mantiene una situación de disconfort térmico en algunas zonas del edificio Anexo A. 
Recomienda el informe del Subproceso de Salud Ocupacional que se busquen alternativas que mejoren las variables termohigrométricas que influyen en el Confort Térmico, tales como: favorecer la ventilación y las renovaciones de aire en el edificio para evitar la generación de calor, implementar soluciones técnicas e ingenieriles a través de mecanismos pasivos o activos con la finalidad de disminuir las temperaturas interiores. Todas estas acciones con la finalidad de mejorar las condiciones termohigrométricas y disminuir así la problemática de disconfort térmico.
Considerando los resultados del citado estudio, está Dirección solicitó a la Administración del II Circuito Judicial que, en conjunto con el Departamento de Servicios Generales, presentaran una propuesta de solución, para lo cual en fecha 9 de abril del año en curso, remiten propuesta de solución para mejorar la temperatura y lograr la renovación del aire que recomienda el Ministerio de Salud, a saber: 
“En seguimiento a la orden sanitaria N° CS-DARS-G-949-17, me permito informarle que mediante oficio N° 40-SO-2019 el área de Salud Ocupacional de este circuito nos remitió el estudio de condiciones termo higrométricas para analizar las acciones que se han implementado en el anexo A, en cuanto a la mejora del confort térmico, obteniendo como resultado en comparación con el estudio N 109-SO-2018 del 31 de enero del 2018, que existen espacios en donde hasta la fecha se observa una concentración de disconfort térmico, como lo son las siguientes áreas:





Fuente: Elaboración Propia
De los datos anteriores, se observa la representación de los valores en cuanto a confort térmico se refiere, de igual manera dicha información analizada tanto  por esta administración como por la profesional de  salud ocupacional indican los lugares donde existe prioridad de atención, este grado de medición se realizó tomando en cuenta los datos obtenidos en el estudio de Salud Ocupacional en las variables de IVM y PPI , así como el porcentaje de personas insatisfechas.
Por lo que tomando en cuenta esta información se propone realizar el siguiente proyecto de mejoramiento en cuanto a confort térmico:
I Etapa: Temperatura y renovación de aire:
Se envió al Departamento de Proveeduría mediante oficio N° 175-ADM-2019 la solicitud de orden de inicio para el proceso de adjudicación del proyecto “Suministro e instalación del sistema de aire acondicionado de volumen variable para 25 oficinas del anexo A”, con un costo de  ¢ 129.115.306.35, (Ciento veinte nueve millones ciento quince mil trescientos seis colones exactos).
Con esta mejora se abordaría el área identificada con prioridad tres del estudio de confort térmico, adicional a esta mejora por parte de la administración regional se realizará una remodelación en el área donde se ubica la administración del anexo A en conjunto con el Tribunal de Apelaciones, con el fin de reubicar tres oficinas de jueces en un área con luz y ventilación natural, en vista de que dichas oficinas se ubicaran como prioridad uno del estudio de salud ocupacional. Dicha propuesta se realizará de la siguiente manera:

Distribución de Espacio propuesto

Fuente: Elaboración Propia
Para poder sufragar los costos de dicha remodelación se utilizará el dinero que existe actualmente en la sub partida 10801 (remodelaciones internas) en donde se tiene disponible suficiente para realizar esta remodelación y la reubicación de las otras oficinas donde se instale aire acondicionado y se deban reubicar en espacios con luz y ventilación natural.
II Etapa: Intervención Eléctrica:
En cuanto al seguimiento de las mejoras del edificio del anexo A, se tiene contemplado para el 2020 el reforzamiento de la parte eléctrica, en donde se tiene previsto la compra de un “Suministro e instalación de grupo electrógeno para sistema de emergencia del edificio anexo A por un costo de ¢ 201.015.981.10 (Doscientos unos millones quince mil novecientos ochenta y unos colones), el cual se iniciará el trámite en el mes de octubre con presupuesto futuro, al tener disponible en la sub partida 50101.
Una vez que se finalice la puesta en marcha del generador eléctrico se procederá a iniciar con el cambio de luminarias por sistema led, así como el cambio de equipos en el área eléctrica de forma paulatina.
Cronograma Propuesto:

Se adjunta el cronograma propuesto contemplando el abordaje tanto de la primera como de la segunda etapa:

Fuente: Elaboración propia
Con base a la información anteriormente descrita se tiene estimado que para el primer semestre del 2020 se tenga instalado tanto el aire acondicionado como el generador eléctrico, así como haber finalizado todas las remodelaciones internas de reubicación de las oficinas identificadas en el estudio de salud ocupacional con condiciones de disconfort térmico. 
Adicional a lo anterior es importante indicarle que en este momento se encuentra en trámite los siguientes procesos de contratación como parte de las mejoras al edificio del Anexo A:
Tabla N° 1
Detalle de Expedientes de Contratación
(al 9 de abril 2019)
	[bookmark: _Hlk5714578]N de Proceso
	Descripción 
	Costo
	Estado

	2019CD-000018-ARIICSJCM
	Cambio de Inodoros y Orinales
	₡11.899.850
	Finalizado e instalados 

	2019CD-000020-ARIICSJCM
	Reparación de aislante térmico y sustitución de hojalatería cubierta 
	
	Elaboración de especificaciones técnicas.

	2019CD-000008-ARIICSJCM
	Divisores de Orinales
	₡ 2.100.000
	Finalizado e instalados.

	2019CD-000014-ARIICSJCM
	Mantenimiento de canoas 
	₡ 1.409.910
	Por realizar el 22 de abril 

	2018CD-000382-PROVCD

	Sistema de Bombeo 
	₡27 639 394,00

	En curso

	2019CD-000020-ARIICSJCM  

	Reparación de precinta de techo y prodex interno

	₡4 020 000,00

	En curso


Fuente: Elaboración Propia
Adicional a las anteriores, se tiene en trámite el inicio de los expedientes para cambio de piso en ciertas partes que requiere una mejora, alumbrado en el área del parque, así como las remodelaciones antes indicadas.”
Dado que el Plan Remedial establece la realización de varias mediciones para determinar las condiciones termohigrométricas, la Dirección de Gestión Humana remite a la Administración del II Circuito Judicial de San José informe PJ-DGH-SSO-595-2019 de fecha 26 de abril del año en curso (adjunto) denominado “Valoración de las Condiciones Termohigrométricas del Anexo A Segundo Circuito Judicial de San José”, elaborado por el Subproceso de Salud Ocupacional, cuyas mediciones se llevaron a cabo entre los meses de diciembre del  2018 y enero 2019, del cual, en forma resumida, se extraen los siguientes resultados: 
“…
1. Valoración del componentes ambientales medidos e Índice TGBH
…
Considerando las condiciones ambientales de las áreas evaluadas y el cálculo del gasto metabólico del personal se puede concluir que no hay una condición de sobreexposición a calor en el área evaluada, por lo que no hay riesgo de estrés térmico para el personal, pero es importante conocer con las condiciones actuales cual sería el Índice de Valoración Media (IVM) para conocer el porcentaje de insatisfacción, este aspecto se valora en el siguiente apartado.
…
2. Análisis del Índice de Valoración Media (IVM) y Porcentaje de Personas Insatisfechas (PPI).
… a pesar de las modificaciones efectuadas, todos los espacios se siguen clasificando como ligeramente calurosos según la escala de sensación térmica, lo cual se refleja en los porcentajes de insatisfacción mostrados según lo que indica la norma INTE/ISO 7730:2016.
…
3. Descripción de Controles implementados
…
Según el análisis de los controles aún se requiere implementar otras alternativas hasta contar con las condiciones de confort necesarias, esto se debe a que los abanicos colocados funcionan mejorando la sensación térmica a través de un incremento en la velocidad del aire, sin embargo es necesario un enfriamiento o una disminución de la temperatura. En el caso del sistema de inyección extracción, mejoran la sensación térmica mediante un aumento en la renovación del aire que permite disminución de la temperatura al sacar el aire caliente, Pero al igual que el caso anterior se requiera implementar otras acciones hasta alcanzar las condiciones requeridas.
…
IV. Conclusiones y Acciones de Control

	Conclusión
	Acción Control
	Fundamento
Técnico-Legal
	Responsable

	Según la evaluación
efectuada, el Índice TGBH se encuentra entre 22.3 C° y 25.1 C°. lo cual indica que la población no se encuentra en riesgo de estrés térmico, sin
embargo al analizar el IVM se encuentran
valores entre 1.17 hasta 1.40 para finalmente mostrar porcentajes de
insatisfacción en la
población desde 34% y hasta 45% en las
condiciones actuales, por lo que aún se mantiene una condición de disconfort térmico en
todas las áreas evaluadas.
	Instalar un sistema que pueda regular y enfriar el paso de aire y que promueva una mayor cantidad
de renovaciones de aire y disminuya los niveles de temperatura seca y humedad.
	ISO 7243: Estimación del estrés térmico del hombre en el trabajo basado en el índice TGBH
NTP 74: Confort Térmico-Método de Fanger para su Evaluación Criterio
Profesional
	Administración del II Circuito Judicial de San José en
coordinación con el
Departamento de Servicios Generales



…”
Este estudio fue presentado con posterioridad a la elaboración de la propuesta de la Administración del II Circuito Judicial, no obstante, refuerza los resultados del estudio remitido por medio del oficio N° 40-SO-2019 de fecha 19 de febrero del año 2019, que fue tomado como base para la elaboración de la propuesta, por lo que se considera que se mantiene vigente, pues la recomendación de Salud Ocupacional es la instalación de un sistema que permita regular y enfriar el paso de aire y que promueva una mayor cantidad de renovaciones de aire y disminuya los niveles de temperatura seca y humedad, lo cual se lograría con la propuesta técnica que realiza en forma conjunta el Departamento de Servicios Generales y la Administración del Segundo Circuito Judicial de San José.
Así las cosas, se remite al Consejo Superior la presente propuesta de solución para su conocimiento y aprobación, de manera que sea posible implementarla en los próximos meses. Cabe destacar que la Administración del II Circuito Judicial cuenta con el presupuesto necesario para su contratación. 
Esta propuesta de solución forma parte de una serie de mejoras que se estarán implementando en los próximos períodos presupuestarias, como parte del Plan Modelo para mejorar las condiciones del inmueble. ”
- 0 -  

La Integrante del Consejo Superior, máster Sara Castillo Vargas, remite informe relativo a la visita realizada al Edificio Anexo A (Motorola), del Segundo Circuito Judicial San José, indicando lo siguiente: 
“Participantes:
Delegación de jueces y juezas que laboran en el edificio 
Sra. Ileana Sánchez, Presidenta del Tribunal
Sr. Sergio Mena, Integrante Tribunal
Sr. Luis Arturo Polinaris Integrante Tribunal
Sr. José Roberto Brenes, Integrante Tribunal
Sra. Rosa María Cortés, Integrante Tribunal
Por la Administración:
Sra. Érika Alfaro, Administradora II Circuito
Por el Consejo Superior
Sra. Dinorah Álvarez, Integrante
Sra. Sandra Pizarro, Integrante
Sra. Sara Castillo, Integrante

	Asunto: Conocer quejas respecto a condiciones de la infraestructura y ambientales del edificio.
	Antecedentes: 
Edificio que originalmente albergó la fábrica Motorola, fue adquirido por el Poder Judicial para acomodar las necesidades de espacio derivadas de la aprobación de la Ley de la Jurisdicción -Contenciosa Administrativa. Se acondicionó para albergar esa jurisdicción, además de otras dependencias judiciales, como Tribunal de Apelaciones, Digesto, Juzgado, Contencioso, Tribunal Contencioso Escrito, Tribunal, Contencioso Oral y oficinas administrativas. Actualmente trabajan en el edificio 211 personas, más las personas usuarias que llegan cotidianamente.
Desde 2017 el Ministerio de Salud ha venido emitiendo órdenes sanitarias, para un total de 4. La Administración del Poder Judicial presentó un plan remedial para subsanar las deficiencias señaladas.  
	Aspectos presentados por delegación de la judicatura:
Reconocen los esfuerzos que desde la Administración se han venido haciendo en los últimos años para solventar los problemas más severos que presenta la edificación y para atender las órdenes sanitarias dichas. Sin embargo, en el momento de la visita señalan dos problemas principales que aún no han sido solucionados:
1.- altas temperaturas y falta de ventilación. Manifiesta la delegación de la judicatura que en este momento el problema del factor térmico del edificio y la falta de circulación del aire hacen que las condiciones para trabajar sean nocivas para el personal, existiendo espacios en el edificio, como son las oficinas de jueces, donde la temperatura es alta, carecen de toda ventilación y ello les genera constantes afecciones respiratorias, malestar, sudoración y propensión a resfriados y virus. Estas condiciones han sido confirmadas por las mediciones realizadas por la Unidad de Salud Ocupacional, donde se comprobó que existe un conjunto de oficinas donde la temperatura alcanza los 30 grados. Las soluciones implementadas por la Administración, abanicos, no han dado resultado, siendo que más bien recirculan el aire caliente. La necesidad de cumplir con el código de vestimenta, saco y corbata, en los hombres, agrava la situación. El que se haya instalado aire en algunas salas de juicio contribuye mientras se está allí, pero al salir hace que el impacto del calor se incremente. Señalan la gravedad del problema de la falta de circulación del aire en el edificio, el cual carece de todo sistema o mecanismo que permita el ingreso de aire fresco. Los techos son bajos y la mayoría de las oficinas carecen de ventanas. Manifiestan que hace falta un estudio de base sobre condiciones de circulación del aire y de diagnóstico de entorno. Sobre este asunto aún pende orden sanitaria N° CS-DARS-G-949-17.
2.- Problemas sanitarios derivados del faltante de agua. Explican que recientemente han tenido 3 semanas críticas debido a que se han cerrado totalmente las baterías de baños por falta de presión en el agua. Ello implica que, tanto ellos como las personas usuarias, no han tenido acceso a servicios sanitarios, teniendo que recurrir a buscar lugares fuera del edificio. Sobre este asunto la jueza Rosa María Cortés recurrió a la Secretaría de Género al estimar que la situación de las mujeres cuando están en el periodo menstrual es mucho más acongojante y violenta sus derechos mínimos en materia de salubridad e higiene. A este respecto también hay una orden sanitaria del Ministerio de Salud.
Dicen conocer que por parte de la administración se está acondicionando un tanque de agua potable, el cual se había ofrecido para el mes de abril. Que a la fecha las obras están detenidas.
En octubre de 2018 tuvieron una reunión con el Magistrado Luis Guillermo Rivas donde se abordó la necesidad de dar una respuesta integral a los problemas que presenta el edificio. Que también doña Érika Alfaro ha mencionado la posibilidad de construir un nuevo edificio o anexo.
	Aspectos  presentados por la Administración:
La Administradora, doña Érika Alfaro relata los distintos trabajos que desde la Administración se han hecho para mejorar las condiciones originales del edificio, como lo ha sido la sustitución de los cielo rasos, que eran de un material tóxico y han dado respuesta a las órdenes sanitarias, quedando pendiente solamente dos por resolver. Expresa que en este momento están tomando acciones para solventarlas:
1.- Sobre el tema del faltante de agua doña Ericka explica que en la zona no hay faltante de agua, pero si llega con baja presión, por lo cual se han visto obligados a cerrar las baterías de baños del edificio, pues los servicios sanitarios funcionan con presión. Como solución a este problema se han dado a la tarea de cambiar los servicios sanitarios existentes por unos de tanque, que no requieran la presión del agua. También han remodelado las baterías de baños y las salas de espera de testigos y partes. 
Sobre los trabajos para habilitar el tanque de agua, explica que se presentaron situaciones sobrevinientes que hicieron que la contratación no se haya podido finalizar pues el tanque requirió un reforzamiento que no estaba previsto, por lo cual están solicitando una ampliación de la contratación. Ello explica que las obras estén detenidas y que no se hayan terminado en las fechas dichas. Sobre el cuestionamiento sobre la mejor utilización de los recursos públicos en este caso, doña Érika manifiesta que eso es de responsabilidad exclusiva del Consejo Superior, que es quien aprueba las ampliaciones de contratos.  
2.- Sobre el factor térmico doña Ericka manifiesta que ya se tiene los recursos para instalar un sistema de aire acondicionado para las 25 oficinas internas (los vagones) que presentan situaciones más severas, donde se ha comprobado que hay estrés térmico. Que se trata de un sistema que responde a normas ecológicas. Que el resto del edificio lo que presenta son niveles de disconfort térmico, para los cuales no se obliga a adoptar algún tipo de medida especial.
Comunica que desde abril remitió a la Dirección Ejecutiva un proyecto que da respuesta a los problemas del edificio.
	Apreciaciones sobre visita a las instalaciones
Se trata de una instalación de grandes dimensiones, donde se ubican, de manera laberíntica, todas las oficinas referidas; una gran cantidad de ellas en el interior del edificio ya que se trata de una edificación cuya planta es cuadrada o rectangular, por lo que la mayoría de las oficinas son internas. Se hace evidente que la vocación inicial del edificio no fue la que se le ha dado, teniendo así limitaciones estructurales.
Se nos muestran sustituciones de piso que se han hecho, así como la remodelación del área de comedor y la batería de baños.
Se perciben la falta de ingreso de aire y el calor, los cuales son palpables después de estar allí por más de media hora. 
	Otras apreciaciones:
-Aunque tanto la Administración como la delegación de los jueces y juezas manifiestan tenerse aprecio y respeto mutuo, se perciben deficiencias en la comunicación que hacen que la información relevante no fluya como es requerido para la mejor comprensión de lo que se está realizando en el edificio, así como de las necesidades y problemas que sufren las personas usuarias (servidores/as judiciales y público).Ejemplo de ello es que las personas juzgadoras desconocen el plan que está realizando la Administración.
-Las soluciones planteadas por la administración deben contar con el concurso del grupo de usuarios y ojalá haberse llegado a ellas de manera consensuada. Esta es la única fórmula que garantizará una mejor apropiación de las soluciones a las que se llegue por parte de todas/os, así como su enriquecimiento,  partiendo  de la tesis de que las personas que habitan el edificio son quienes mejor conocen las necesidades y pueden proponer las soluciones más acertadas. Hacerlo de otra manera solo perpetuará un problema de larga data. 
	Propuestas
 -Los problemas estructurales del edificio necesitan abordajes integrales que probablemente deban hacerse de manera escalonada debido a la limitación de recursos institucionales. Ello debe materializarse en un verdadero plan con metas a corto, mediano y largo plazo, que podrían contemplar en el futuro la construcción de una edificación nuevo, siendo que la propiedad es muy valiosa y cuenta con espacio disponible para hacer un edificio de calidad y que cumpla con los requerimientos necesarios para albergar estos despachos.
-En el corto plazo debe finalizarse, con urgencia, las obras para la puesta en función del tanque de agua y la instalación del sistema de aire acondicionado. Ello sin demérito de que se busquen soluciones para las otras áreas que sufren las altas temperaturas que no están incluidas en esa priorización y para dar la ventilación que todo el edificio requiera.
-Es necesario conformar un equipo de trabajo conjunto, Administración-Representantes de las personas juzgadoras e integrar también la representación de las personas usuarias externas para que revisen las propuestas que tiene la Administración y a partir de allí, puedan buscar soluciones viables y consensuadas. Ello teniendo como premisa el contexto de limitaciones presupuestarias por las que atraviesa la institución. Continuar con el modo de operar actual solo garantiza que se prolonguen los problemas en el tiempo y que las inversiones que el Poder Judicial realiza en el inmueble no surtan los efectos deseados.”
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Se acordó: 1.) Tomar nota de las comunicaciones realizadas por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, en oficio N° 1888-DE-2019 de 26 de abril de 2019 recibido en la Secretaría General de la Corte en correo electrónico de 27 de mayo de 2019, así como de lo informado por la máster Sara Castillo Vargas, Integrante de este Consejo Superior, relativo a las condiciones del Edificio Anexo A del Segundo Circuito Judicial San José. 2.) Previamente a resolver lo que corresponda, solicitar a las oficinas que integran dicho Edificio que en el plazo de 5 días hábiles se refieran a la propuesta planteada en el oficio supra, con el fin de que este Consejo conforme a sus potestades; disponga lo que considere oportuno. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento del Tribunal de Apelaciones, Tribunal Contencioso Escrito, Juzgado Contencioso Administrativo, Tribunal Contencioso Oral, Oficina de Comunicaciones Judiciales, Digesto y la Administración, todos del Segundo Circuito Judicial San José.
La Dirección Ejecutiva tomará nota para los fines consiguientes. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc9866693]ARTÍCULO XXII

Documento N° 4790-11/ 5976-19

Antecedentes de la gestión:

	1.) En la sesión N° 54-15 celebrada el 10 de junio de 2015, artículo XXXI, se tomó el acuerdo que literalmente dice:

 “Se acordó: 1) Tomar nota de las comunicaciones de las licenciadas Cinthia Sáenz Valerio, Maritza Zamora Solís, Nancy García Sánchez, Rocío González Paniagua, Evelyn Porras Santamaría, Gloria Gutiérrez Berrocal, Kembly Díaz Espinoza, Carmen Ligia Chacón González, los licenciados Gustavo Adolfo Barrantes Morales, Stiven Ruiz Romero, Francisco Hernández Quesada, Ramón Meza Marín, José Milton Ramírez Jiménez, las máster Victoria Quesada Alpizar, Silvia Fernández Quirós y Karol Monge Molina, las servidoras Kenia Solís Ramírez, Ericka Bastos Granados, Divinia Camacho Ramos, Stephanie Alfaro Camacho, Tania Zarate Zuñiga, Lina Marcela Guerra Agudelo, Vianey Caravaca Largaespada, Gabriela Segura López, Rosa Hernández Chavarría, Stephanie Alfaro Camacho, Ericka Bastos Granados, Ingrid Rojas Vallejo y los servidores Michael Arroyo Valenzuela, Omer Chacón Campos, Jonathan Luke López, Luis Orozco Salas, Pablo Alfaro Ramos, Andrés Valverde Cedeño y David Villalobos Villalobos. 2) En cumplimiento de lo resuelto por el Tribunal de Apelación de lo Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, suspender el conocimiento de la terna para el puesto Nº 371089, hasta que ese Tribunal resuelva en definitiva el recurso de apelación interpuesto por la licenciada Maritza Zamora Solís contra la sentencia N° 1390-2015-T de 14:45 hrs. de 25 de mayo de 2015. 3) Dejar en suspenso el nombramiento en propiedad de las plazas vacantes Nº s 371074, 371077, 371078, 371088, 371089, hasta tanto la Corte Plena resuelva lo que corresponda respecto a las apelaciones presentadas por las personas interesadas, contra el auto que inicia el procedimiento ordinario administrativo seguido para la declaratoria de nulidad absoluta del acuerdo tomado por este Consejo en sesión Nº 110-12 celebrada el 20 de diciembre de 2012, artículo CXXVIII. 3) Devolver al Consejo de la Judicatura el oficio Nº SACJ-1051-15 para que, con vista en lo resuelto por este Consejo en este acuerdo, remita únicamente las ternas referentes a las plazas que pueden ser nombradas y que no están en discusión.”
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 	2.) Seguidamente, la Corte Plena, en la sesión N° 42-15 celebrada el 23 de noviembre del año 2015, artículo XXIV, recibida la votación correspondiente, por mayoría de doce votos, dispuso tener por presentado el informe del Magistrado Aguirre, por ende, se suspendió el conocimiento del Procedimiento Ordinario Administrativo NA-02-2015 y la resolución de la apelación planteada en contra de la resolución que se dio cuenta, hasta que la Sala Constitucional resuelva la acción de inconstitucionalidad que se tramita contra el Código Procesal Contencioso Administrativo.  En ese sentido votaron las Magistradas y los Magistrados Arroyo, Rivas, Escoto, Rojas, Molinari, Aguirre, Varela, Camacho, Ramírez, las Suplentes Vargas Vásquez, Gómez Cortes y el Suplente Olaso Álvarez.
	3.) En sesión N° 22-19 celebrada el 12 de marzo del 2019, artículo XXV, en lo que interesa se tuvo por rendido el oficio N° DJ-658-2019 de 1 de marzo de 2019 suscrito por el máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico, relacionado con la consulta de plazas que fueron suspendidas según sesión del Consejo Superior No. 54-15 celebrada el 10 de junio de 2015, artículo XXXI, en dicho oficio se indicaba que dicha Dirección actualmente tramita el expediente número NA-02-2015 que es procedimiento Ordinario de Nulidad Absoluta, Evidente y Manifiesta del acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión número 110-12 celebrada el 20 de diciembre del 2012, artículo CXXVIII; el cual se encuentra en etapa de recepción de prueba testimonial y que el expediente número 15-000362-1027-CA tramitado en el Tribunal Contencioso Administrativo que versa sobre ejecución del acto firme y favorable incoado por Maritza Zamora y otros, aún se encuentra activo.”
[bookmark: _Toc5300741]	4.) Posteriormente, en la sesión N° 32-19 celebrada el 09 de abril del 2019, artículo XCII, se solicitó informe a la Dirección Jurídica, respecto a lo solicitado por la licenciada Mónica Alicia Vásquez Valverde, Jueza del Juzgado de Pensiones Alimentarias de Heredia, en nota del 22 de marzo de 2019, a saber:
 “Se me puso en conocimiento mediante oficio 2691-19, el acta del Consejo Superior n° 22-19 celebrada el 12 de marzo 2019.-

Sin embargo, con lo anterior no se brinda una respuesta a mi gestión y solo se toma nota de mis manifestaciones; por consiguiente, solicito se me indiqué expresamente si puede sacarse a concurso las plazas que indiqué en la gestión anterior. Siendo que he reiterado mi interés especial en la plaza n° 371088 que es la que he venido ocupando, dado que existe un acuerdo del Consejo Superior desde hace ya bastante tiempo, mediante el cual se decide que me traslade interinamente a esta plaza, toda vez que está en curso una solicitud de traslado. 

Ahora bien, el acuerdo del Consejo Superior sesión del Consejo   54-15 del 10-06-2015 artículo XXXI, estableció en el punto tres:

"...Se acordó:  ...3) Dejar en suspenso el nombramiento en propiedad de las plazas vacantes Nº s 371074, 371077, 371078, 371088, 371089, hasta tanto la Corte Plena resuelva lo que corresponda respecto a las apelaciones presentadas por las personas interesadas, contra el auto que inicia el procedimiento ordinario administrativo seguido para la declaratoria de nulidad absoluta del acuerdo tomado por este Consejo en sesión Nº 110-12 celebrada el 20 de diciembre de 2012, artículo CXXVIII. (negrita y subrayado no son del original)

Sin embargo, el informe rendido conforme al oficio n° DJ-658-2019 del primero de marzo dos mil diecinueve emitido por el Director Jurídico, no indica que las apelaciones que estaban pendientes de conocer por Corte Plena ya fueron resueltas según sesión de Corte Plena n° 42-15 celebrada el 23 de noviembre 2015, artículo LVIII y comunicado mediante oficio 1528-18, resolución que emitió la secretaría el veintiuno de noviembre dos mil dieciocho.

Por lo expuesto, solicito se tome en cuenta lo antes indicado, toda vez que no se menciona en el informe y es información relevante, asimismo; se dé respuesta a mi gestión, a fin que se indique si las plazas indicadas ya pueden o no salir a concurso. 

Véase que además solicité se hiciera la consulta al Tribunal Contencioso Administrativo, de si existe alguna medida dentro del proceso 15-000362-1027-CA que impida sacar a concurso dichas plazas y tampoco se brindó respuesta en ese sentido.”
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	La máster Argili Gómez Siu, Directora Jurídica interina, en oficio N° DJ-1565-19 de 20 de mayo de 2019, remitió lo siguiente:
“En atención al acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial en sesión número 32-19, celebrada el 9 de abril de 2019, artículo XCII, en la que se acordó solicitar informe a esta Dirección Jurídica sobre lo solicitado por la licenciada Mónica Alicia Vásquez Valverde, Jueza del Juzgado de Pensiones Alimentarias de Heredia, en nota del veintidós de marzo de dos mil diecinueve y en adición al oficio número DJ-658-2019 de 1 de marzo de 2019; hago de su estimable conocimiento que según certificación número SICE:184-2019 emitida por la Dirección de Gestión Humana, las licenciadas María Jesús Bolaños González, Cintia Sáenz Valerio y Jessica Barboza Vargas, fueron nombradas en propiedad en los puestos número 367916, 83913 y 55652, correspondientes a Jueza 1 del Juzgado de Pensiones y Violencia Doméstica de San Joaquín de Flores, Jueza 1 del Juzgado Contravencional de Heredia y Jueza 2 del Juzgado del Tercero Civil de Menor Cuantía de San José, respectivamente; y solicitaron ser excluidas del procedimiento administrativo número 002-NA-15.

En razón a lo anterior, considera esta Unidad Asesora que se puede continuar con los nombramientos en propiedad en las plazas número 371088, 371078, 37072, que venían ocupando las licenciadas Bolaños González, Sáenz Valerio y Barboza Vargas, previo estudio e informe de la Dirección de Gestión Humana. ”
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Se acordó: 1.) Tomar nota de lo comunicado por la licenciada Mónica Alicia Vásquez Valverde, Jueza del Juzgado de Pensiones Alimentarias de Heredia. 2.) Tener por rendido el oficio N° DJ-1565-19 de 20 de mayo de 2019 suscrito por la máster Argili Gómez Siu, Directora Jurídica interina, en consecuencia, el Consejo de la Judicatura deberá realizar los concursos de las plazas N° 371088, 371078, 37072.
El Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional y la Sección Administrativa de la Carrera Judicial, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc9866695]ARTÍCULO XXIII
Documento N° 1158-14 / 5953-19.
[bookmark: _Toc523148545]En la sesión Nº 77-18 celebrada el 30 de agosto de 2018, artículo XVIII, se tomó el acuerdo que literalmente dice:
“El máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico interino, en oficio DJ-2843-2018 de 22 de agosto de 2018, remitió lo siguiente:

“Como es de su estimable conocimiento, de conformidad con el artículo 16 del Código Procesal Contencioso Administrativo, corresponde a la Procuraduría General de la República la representación legal del Poder Judicial.

En ejercicio de esa función, los funcionarios de la Procuraduría General de la República constantemente han estado coordinando con el señor Coordinador y equipo de trabajo del Área de Procedimientos Disciplinarios y Jurisdiccionales, el suministro de información necesaria para la defensa técnica institucional. 

En algunos casos particulares especialmente relevantes, los Procuradores y sus asistentes han coordinado la estrategia y teoría del caso con esta Dirección, así como la atención de una medida cautelar en particular e inclusive la posibilidad de conciliación en sede jurisdiccional.

En otros casos, la relación se limita al suministro de información, asumiendo el funcionario de la Procuraduría General de la República, la responsabilidad del diseño de la defensa institucional. 

De la experiencia generada a lo interno de esta Dirección, se evidencia que al menos en temas medulares o en los cuales se requiere algún conocimiento o manejo no solamente normativo, sino de la práctica institucional, acuerdos históricos del Consejo Superior o Corte Plena, pareciera deseable fortalecer la indicada coordinación previa, a fin de que la labor del procurador o procuradora responsable sea fortalecida.

En razón de lo anterior, esta unidad asesora se permite sugerir al Consejo Superior, enviar una atenta excitativa al señor Procurador General de la República, para que en aquellos casos que revistan especial complejidad, previo a la contestación de la demanda, al formular la respectiva teoría del caso, se valore coordinar la defensa de los intereses del Poder Judicial, con los funcionarios de la Dirección Jurídica.”

- 0 -

Previamente a resolver lo que corresponda se acordó: 1.) Devolver el oficio DJ-2843-2018 de 22 de agosto de 2018, al máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico interino con la finalidad de que informe a este Consejo Superior la cantidad de casos que se están tramitando actualmente en coordinación con la Procuraduría General de la República que son de interés institucional y que indica revisten especial complejidad. 2.) Deberá el máster Campos Hidalgo, aclarar qué se entiende por “casos que revisten de especial complejidad” y si la Dirección Jurídica tiene capacidad operativa para enfrentar la carga laboral que acarrearía la aprobación de lo que solicita.”

- 0 -

A esos efectos en la sesión N° 36-19 celebrada el 26 de abril del 2019, artículo LXXXV, este Consejo tomó nota de lo informado por la Secretaría General de la Corte, en la que indicaba que revisados los archivos y registros que al efecto se lleva, se determinó que a la fecha no se ha tenido respuesta alguna sobre lo solicitado al licenciado Campos Hidalgo, Director Jurídico interino. Por lo anterior se solicitó a la Dirección Jurídica, que en el plazo de 8 días contados a partir de la comunicación del presente acuerdo, remitiera el informe requerido en sesión Nº 77-18 celebrada el 30 de agosto de 2018, artículo XVIII.
	La máster Argili Gómez Siu, Directora Jurídica interina, en oficio N° DJ-1558-2019 de 20 de mayo de 2019, remitió lo siguiente:
“En atención al acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión número 36-19 celebrada el 26 de abril de 2019, artículo LXXXV, en el que se otorga 8 días a esta Dirección Jurídica para remitir el informe requerido en sesión número 77-18 celebrada el 30 de agosto de 2018, artículo XVIII, muy respetuosamente le informo:

La gestión presentada por el máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico interino, mediante oficio número DJ-2843-2018, se fundaba en que “se evidencia que al menos en temas medulares o en los cuales se requiere algún conocimiento o manejo no solamente normativo, sino de la práctica institucional, acuerdos históricos del Consejo Superior o Corte Plena, pareciera deseable fortalecer la indicada coordinación previa, a fin de que la labor del procurador o procuradora responsable sea fortalecida”; no obstante, es preciso indicar que esta Unidad Jurídica actualmente coordina de forma oportuna con los funcionarios de la Procuraduría General de la República, los casos en donde se requiere defensa técnica institucional.

En razón a lo expuesto, respetuosamente se solicita al Consejo Superior dejar sin efecto la gestión presentada por esta Dirección mediante oficio número DJ-2843-2018 del 22 de agosto de 2018.”
- 0 -
Vista la solicitud presentada por la máster Argili Gómez Siu, Directora Jurídica interina, para que se deje sin efecto la solicitud tramitada por dicha Dirección en oficio N° DJ-2843-2018 de 22 de agosto de 2018, acerca de la coordinación con los funcionarios de la Procuraduría General de la República, en los casos en donde se requiere defensa técnica institucional y siendo que la citada Dirección realiza las labores respectivas de forma oportuna, se acordó: Dejar sin efecto la solicitud señalada por este Consejo sesión Nº 77-18  celebrada el 30 de agosto de 2018, artículo XVIII, por las razones anteriormente expuestas.
La Dirección Jurídica tomará nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc9866697]ARTÍCULO XXIV
Documento N° 6474-14 / 6119-19.
En oficio número DJ-1600-2019, del 23 de mayo de 2019, el máster David Zeledón González, Coordinador del Área de Procedimientos Disciplinarios y Jurisdiccionales, informó lo siguiente:
“Con el fin de que se haga del conocimiento del Consejo Superior, muy respetuosamente le remito oficio número ADPb-3721-2019, suscrito por el licenciado Danny Alonso Méndez González, abogado de la Procuraduría General de la República, en el que comunica lo resuelto por el Tribunal Contencioso Administrativo mediante sentencia número 404-2019-T de las nueve horas treinta minutos del seis de marzo de dos mil diecinueve, dentro del expediente número 14-003104-1027-CA, proceso interpuesto por el señor Marcos Enrique Pérez Bonilla contra el Estado, donde se declaró la caducidad del proceso y se ordenó el archivo del expediente en forma definitiva, sin especial condenatoria en costas.”



-0-
Se acordó: Tomar nota de la comunicación hecha por el máster David Zeledón González, Coordinador del Área de Procedimientos Disciplinarios y Jurisdiccionales, en su oficio número DJ-1600-2019 del 23 de mayo de 2019, referente al archivo sin especial condenatoria en costas del proceso interpuesto por el señor Marcos Enrique Pérez Bonilla contra el Estado dentro del expediente número 14-003104-1027-CA, del Tribunal Contencioso Administrativo. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc9866699]ARTÍCULO XXV
Documento N° 14718-17 / 6069-19.
En sesión N° 19-19 celebrada el 1 de marzo de 2019, se tuvo por rendido el informe N° RS-1048-2018, de la Sección de Reclutamiento y Selección de Personal de la Dirección de Gestión Humana, el cual contenía una propuesta para resolver el llenado de las vacantes, para los puestos de apoyo de los niveles: administrativo, jurisdiccional y operativo, mediante la implementación de un modelo selectivo por antecedentes, distinto al modelo selectivo por oposición que se ha estado utilizando. No obstante, de previo a entrar a conocer el citado asunto, se remitió a la Dirección Jurídica del Poder Judicial, para que con carácter de urgencia y de forma prioritaria enviara ante este Consejo, su criterio respecto de la propuesta hecha por la Sección de Reclutamiento y Selección de Personal. Lo anterior en consideración del interés institucional que este reviste y las implicaciones que conllevan la modificación propuesta, en el proceso de selección y reclutamiento del personal. 
Antecedente completo:


Con base en el acuerdo supracitado, la máster Argili Gómez Siu, Directora Jurídica interina, remite el criterio jurídico N° DJ-AJ-1588-2019 del 22 de mayo de 2019, relacionado con el replanteamiento de los procesos para nombrar en propiedad en las plazas que se encuentran vacantes en el Poder Judicial, que literalmente dice:
[bookmark: _Hlk517188894][bookmark: _Hlk527613628][bookmark: _Hlk5354353]“En respuesta al oficio 2326-19 del 06 de marzo de 2019, suscrito por el licenciado Eduardo Chacón Monge, prosecretario general interino, mediante el cual comunicó el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 19-19 celebrada el 01 de marzo de 2019, artículo XLII, donde se acordó solicitar criterio a la Dirección Jurídica respecto de la propuesta hecha por la Sección de Reclutamiento y Selección de Personal. Lo anterior en consideración del interés institucional que este reviste y las implicaciones que conllevan la modificación propuesta, en el proceso de selección y reclutamiento del personal.

De la Gestión.  

El Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N°19-19 celebrada el 01 de marzo de 2019, artículo XLII, expone que la Dirección de Gestión Humana, en oficio N° RS-1048-2018 del 28 de enero de 2019, considera necesario replantear el trámite procesal para lograr  nombrar en propiedad en las plazas que se encuentran vacantes (llenado de vacantes), específicamente de las 14 convocatorias publicadas en el año 2015 y 2016, que corresponden a actos administrativos que, por diversos motivos, a la fecha no han llegado a concretarse en nombramientos para las personas participantes. Las razones que dan lugar a esta propuesta de revocatoria son las siguientes:
“[…]1. La primera, es la masividad de participación, dado que no era posible para la Sección de Reclutamiento y Selección anticipar la gran cantidad de personas inscritas y para la diversidad de clases de puesto; esto ha ocasionado que a la fecha se tengan un total de 1416 plazas que se encuentran en condición de vacantes acumuladas desde enero del 2014 a la fecha.

2. Además, lograr replantear el modelo selectivo para estos grupos ocupacionales, logrando así un modelo sostenible a través del tiempo, considerando la capacidad operativa, las herramientas tecnológicas con las que se cuenta, y la normativa existente.     

3. La otra razón responde directamente a la inestabilidad laboral de las personas servidoras judiciales que tienen una expectativa de nombramiento en propiedad, principalmente aquellas que se encuentran en plazas vacantes.

4. Por otra parte, existe una divergencia entre los efectos del acto administrativo (convocatorias publicadas) y el interés público, dado que despachos de todo el país se pueden ver afectados en cuanto a la perdida de personas expertas producto de la experiencia en las distintas materias que se tramitan, y personas que han sido capacitadas a través del tiempo; traduciéndose esto en demoras para la atención de los usuarios del Poder Judicial. 

5. Anudado a lo anterior, existe una desactualización de notas o promedios ya efectuados, toda vez que los cálculos de las fases fueron realizados a la fecha de cierre de la convocatoria (años 2015 y 2016), por lo tanto desde ese momento, no se han publicado nuevas convocatorias que permitan al colectivo judicial que no se encuentra elegible, poder repetir las pruebas, así como puntuar sobre la experiencia adquirida en los casi tres años que llevamos con el proceso activo.

6. Finalmente, el acceso de las personas que ingresaron por medio del proceso de “primer ingreso”. De este proceso se desprenden dos grupos, el primero de personas que obtuvieron resultados negativos en las pruebas pero no pueden repetirlas, toda vez que solamente lo pueden hacer por medio de una convocatoria. […]” (Énfasis suplido).

Además, se informó que hay un grupo de personas que realizaron las pruebas y obtuvieron un resultado favorable, obteniendo así la condición de postulantes, ello les permitió realizar nombramientos interinos y en sustitución, más no han tenido la oportunidad de participar en una convocatoria formal para obtener la elegibilidad y optar por puestos en propiedad.

 La Dirección de Gestión Humana señaló que no se ha otorgado un derecho legítimo a las personas participantes, sino, únicamente existe una expectativa, por lo que solicita que sean anuladas las convocatorias CV-08-2015, CV-13-2015, CV-15-2015, CV-18-2015, CV-26-2015, CV-02-2016, CV-03-2016, CV-04-2016, CV-05-2016, CV-06-2016, CV-07-2016, CV-08-2016, CV-09-2016 y CV-11-2016, con el fin de proceder a la aplicación de un modelo que responda a la necesidad institucional, respetando los intereses de las personas servidoras judiciales y cumpliendo con los deberes que la norma exige. Esta medida se sustenta en los siguientes argumentos: 

“[…]

• Hoy en día el Poder Judicial es una organización sumamente compleja y para muestra de ello, se tiene que cada año se produce un crecimiento de puestos ordinarios, así como la generación de nuevas vacantes producto de ascensos, jubilaciones, incapacidades permanentes, entre otras acciones.

• Los registros de elegibles existentes se encuentran desactualizados, lo que conlleva una gran cantidad de personal idóneo y con experiencia que no han podido ser incluidas en los registros correspondientes; y que para llegar a someterse al modelo por oposición aprobado, la Sección de Reclutamiento y Selección, debería publicar nuevas convocatorias, retrasando en mayor medida el llenado de vacantes, considerando principalmente la capacidad operativa actual y la limitación de espacio físico para una nueva aplicación de pruebas masiva. 

•  Pese a esos constantes esfuerzos y propuestas de mejora que se han planteado durante la ejecución del modelo selectivo aprobado en el año 2015, el avance del trámite de las convocatorias no ha sido el esperado, lo que hace prever con toda certeza, que de no tomarse medidas, el problema tenderá a incrementarse.[…]” (Énfasis suplido).

Basado en la necesidad institucional de ocupar en propiedad las plazas vacantes, la Dirección de Gestión Humana propuso la implementación de un modelo selectivo por antecedentes, que permitiera nombrar en propiedad de forma ágil y expedita, en las plazas que se encuentran vacantes, dada la cantidad de plazas en esa condición con las que actualmente cuenta el Poder Judicial, garantizando los principios de igualdad de condiciones, razonabilidad y proporcionalidad, con el fin de satisfacer el interés institucional de reducir de manera célere pero objetiva la cantidad de puestos que a la fecha se encuentran en esa condición y nombrados de forma interina, con la consecuente inestabilidad de los servidores y servidoras judiciales, en cuyo caso muchos de ellos cuentan con periodos muy prolongados de desempeñarse en esa condición.  Así, la aplicación del modelo selectivo por antecedentes se implementa conforme a las siguientes etapas:

“[…]1.   Apertura de concursos internos: La Sección de Reclutamiento y Selección publicará nuevos concursos a fin de que todas aquellas personas que se encuentran laborando en la Institución o se hayan desempeñado en forma meritoria o interina hasta por un día, puedan registrar su inscripción, al tiempo que seleccionen los puestos para los cuales desean participar. Dichos concursos se publicarán indicando cada uno de los puestos vacantes que se pretenden nombrar en propiedad.

2. Confección de nóminas: Una vez finalizado los periodos de inscripción que se definan por parte de la Sección de Reclutamiento y Selección, se integrarán las nóminas por clase de puesto y oficina, en las cuales se incluirán todas las personas que hayan inscrito en tiempo y forma.

3. Envió de nóminas y recepción de propuestas de nombramiento: Posteriormente, se remitirán las nóminas a las jefaturas de cada oficina a fin de que procedan a realizar las respectivas propuestas de nombramiento, según los criterios que como jefatura le facultan para realizar la selección de las personas que estimen designar.  Para ello contará con un plazo de 5 días hábiles contados a partir del envío de la respectiva nómina. En caso de no recibir respuesta en el plazo indicado, se hará de conocimiento del Consejo Superior para lo correspondiente.

En el caso de que una misma persona sea seleccionada en oficinas distintas de manera simultánea, se le solicitará al interesado que al término de tres días hábiles nos manifieste la opción de su preferencia. La Dirección de Gestión Humana comunicará al encargado o jefe de oficina para la(s) cual(es) el interesado desistió, de tal forma que al término de 3 días hábiles informe sobre la nueva designación, misma que se efectuara con base en la nómina original.

4.  Revisión de requisitos: Al momento de recibir las propuestas de nombramiento en propiedad por parte de cada oficina, la Sección de Reclutamiento y Selección realizará la respectiva verificación de requisitos, según lo establecido en el Perfil competencial o Manual de Clases de Puesto vigente, esta revisión se realizará únicamente a la persona propuesta por la jefatura. 

5.  Comprobación de idoneidad para ocupar el cargo: Una vez comprobado el cumplimiento de los requisitos mínimos establecidos en el Manual Descriptivo de Clases de Puesto Vigente, la Sección de Reclutamiento y Selección procederá a convocar a la persona propuesta a una serie de evaluaciones psicolaborales, que permitirán garantizar que quien se está nombrando cuenta con las competencias exigidas para ocupar el cargo; así mismo se le aplicará una prueba de conocimientos generales que incluye temas tales como: ética, valores, estructura del Poder Judicial, política de género, accesibilidad, calidad en el servicio, entre otros.

Por otra parte, resulta necesario aclarar que las personas que cuenten con estas pruebas selectivas previamente aprobadas producto del proceso de primer ingreso o bien de una convocatoria anterior, no deberán repetir las mismas; es decir, estas pruebas únicamente se aplicarán a quienes en el paso hubiesen obtenido un resultado desfavorable o bien quienes por cuestiones personales no hayan realizado estas pruebas.

Como último paso se realizará la valoración sociolaboral y de antecedentes personales por parte de la Unidad encargada en esta Sección.

Se señala que esta comprobación de idoneidad, igualmente se realizará únicamente a la persona propuesta por la jefatura.

Seguidamente, es necesario indicar que en los casos donde la persona designada por la jefatura no resulte favorable en la investigación sociolaboral y de antecedentes, o bien, no cumpla a cabalidad con los requisitos académicos, legales y de experiencia establecidos, la propuesta de nombramiento quedará anulada y se notificará a la jefatura con el fin de que proceda a seleccionar a otra persona de la misma nómina remitida.

6. Procedimiento para abordar apelaciones: Por otra parte, en aras de respetar el debido proceso y se logré cumplir con el cronograma planteado, las apelaciones que se lleguen a recibir por parte de las personas interesadas se tramitaran únicamente sobre el puesto de interés del apelante, no así sobre el concurso, en caso de que la apelación no indique específicamente el puesto de interés, se hará la respectiva consulta a la persona; con esta medida se pretende poder atender las gestiones presentadas sin que esto signifique supeditar el llenado de otras vacantes incluidas en los carteles de publicación y afectar a terceras personas en cuanto a la resolución y nombramiento en un puesto.

7. Ratificación del nombramiento: Finalizada esta etapa, y en caso de que la persona propuesta cumpla con todo lo requerido, se remitirá al Consejo Superior para su debida ratificación.   […]”

CONVENIENCIA DEL MODELO SELECTIVO POR ANTECEDENTES

“[…] a.  En el Poder Judicial actualmente cuenta 1416 puestos técnicos, operativos y asistenciales, en condición de “vacante”; mediante la aplicación del modelo selectivo por antecedentes, se garantiza el llenado de estas vacantes al 100% en el transcurso del año 2019; lo anterior haciendo las excepciones que dependan de factores externos, tales como: apelaciones, recursos de amparo o bien otras acciones.

b.    No se haría un llenado de vacantes con registros desactualizados. 

c. Las jefaturas tendrán la posibilidad de nombrar al personal experto (persona con mayor experiencia específica y años de capacitación). 

d. Las personas que producto de una convocatoria tuvieron un resultado desfavorable, tendrán nuevamente la oportunidad de demostrar idoneidad para ocupar el cargo; lo anterior siempre y cuando sea propuesto en propiedad por la jefatura. 

e. Se brinda un modelo selectivo que garantiza igualdad de oportunidades a las personas participantes.

f. Se tendrá un proceso selectivo abierto y permanente de acuerdo a la necesidad institucional. 

g. Se generaría una economía procesal y una simplificación de trámite, dado que únicamente se verificarán los atestados y la idoneidad de las personas que cada jefatura proponga. 

h.  La Dirección de Gestión Humana estará en la capacidad de garantizar que el personal contratado es idóneo para el cargo en el que se le va a nombrar. 

i.   A corto plazo se podrá brindar estabilidad laboral a una gran cantidad de personas que cuentan con años en condición interina dentro de la Institución. […]”  (Énfasis suplido).

El Consejo Superior en la sesión N°105-17 celebrada el 21 de noviembre de 2017, artículo LXX, autorizó que dichas personas continúen nombradas interinamente y por consiguiente no se integren las ternas de los puestos que ocupan en razón de haber presentado gestión para repetir la prueba.

 Posteriormente, el Consejo Superior en sesión N° 76-18 celebrada el 28 de agosto de 2018, artículo V, aprobó la propuesta de la Dirección de Gestión Humana y se mantuvo el modelo selectivo, tal cual fue aprobado por este Consejo en la sesión N°12-15 del 12 de febrero de 2015, artículo LXV.  De esta forma, se continúa con el proceso de calificación como se ha venido aplicando hasta el momento.  Asimismo dispuso que, por una única vez, las personas que realizaron las pruebas obteniendo un resultado desfavorable y se encuentren laborando para la Institución, desempeñándose en un puesto vacante y que en tiempo y forma presentaron ante la Sección de Reclutamiento y Selección o ante este Consejo, alguna gestión relacionada con los resultados obtenidos en las evaluaciones aplicadas, se les efectuará una revaloración de la prueba. Las personas participantes de nuevo ingreso deberán atenerse a lo establecido en la sesión N° 95-15, celebrada el 27 de octubre de 2015, artículo LXX, comunicado mediante circular N° 217-15 de la Secretaría General de la Corte…”

Fundamento Jurídico.

El presente informe se fundamenta en la siguiente normativa:

Constitución Política de la Republica de Costa Rica:

Artículo 192.- “Con las excepciones que esta Constitución y el estatuto de servicio civil determinen, los servidores públicos serán nombrados a base de idoneidad comprobada y sólo podrán ser removidos por las causales de despido justificado que exprese la legislación de trabajo, o en el caso de reducción forzosa de servicios, ya sea por falta de fondos o para conseguir una mejor organización de los mismos.”



Ley General de la Administración Pública –Ley N° 6227 del 02 de mayo de 1978:

Artículo 4.- “La actividad de los entes públicos deberá estar sujeta en su conjunto a los principios fundamentales del servicio público, para asegurar su continuidad, su eficiencia, su adaptación a todo cambio en el régimen legal o en la necesidad social que satisfacen y la igualdad en el trato de los destinatarios, usuarios o beneficiarios”.

Artículo 11.-1. “La Administración Pública actuará sometida al ordenamiento jurídico y sólo podrá realizar aquellos actos o prestar aquellos servicios públicos que autorice dicho ordenamiento, según la escala jerárquica de sus fuentes.

Artículo 16.- "1. En ningún caso podrá dictarse actos contrarios a reglas unívocas de la ciencia o de la técnica o a principios elementales de justicia, lógica o conveniencia.
2. El juez podrá controlar la conformidad con estas reglas no jurídicas de los elementos discrecionales del acto, como si ejerciera controlador de legalidad."

Artículo 152.- “1. El acto administrativo podrá revocarse por razones de oportunidad, conveniencia o mérito, con las excepciones que contempla esta ley.

2. La revocación deberá tener lugar únicamente cuando haya divergencia grave entre los efectos del acto y el interés público, pese al tiempo transcurrido, a los derechos creados o a la naturaleza y demás circunstancias de la relación jurídica a que se intenta poner fin.”

Artículo 153.- “1. La revocación podrá fundarse en la aparición de nuevas circunstancias de hecho, no existentes o no conocidas al momento de dictarse el acto originario.

2. También podrá fundarse en una distinta valoración de las mismas circunstancias de hecho que dieron origen al acto, o del interés público afectado.”

Artículo 155.- “1. La revocación de un acto declaratorio de derechos subjetivos deberá hacerse por el jerarca del ente respectivo, previo dictamen favorable de la Contraloría General de la República.

2. Simultáneamente deberá contener el reconocimiento y si es posible el cálculo de la indemnización completa de los daños y perjuicios causados, so pena de nulidad absoluta.

3. En todo caso los daños y perjuicios deberán ser liquidados por la Administración dentro del mes posterior a la solicitud o recurso del administrado que contenga la liquidación pretendida por éste.”

Estatuto de Servicio Judicial - ley N° 5155 del 10 de enero de 1973:

•	“Artículo 21.- Al hacer los nombramientos para puestos que hayan quedado vacantes, la Corte procurará dar preferencia, en igualdad de condiciones personales y de competencia para el desempeño de los cargos, a las personas que figuren como servidores judiciales. Los ascensos serán concedidos con base en la eficiencia, la antigüedad y cualesquiera otros factores que lo justifique.”

“Artículo 23.- Corresponde al Departamento de Personal hacer la selección de los candidatos elegibles para ocupar cargos judiciales, salvo disposición legal en contrario.”

[bookmark: _Hlk9354493]“Artículo 24.- La selección se hará por medio de concursos de oposición y de antecedentes en los que se admitirá únicamente a quienes llenen los requisitos que establece el capítulo V.

Para la preparación y calificación de las pruebas, el Departamento podrá asesorarse del Consejo de Personal y de otros funcionarios o instituciones.”


Ley Orgánica del Poder Judicial- Ley N° 7333 de 05 de mayo de 1993 y sus reformas:  

Artículo 12.- “Sin perjuicio de los otros requisitos exigidos por la ley, para ingresar al servicio judicial se requiere estar capacitado, mental y físicamente, para desempeñar la función, según su naturaleza.

Sin embargo, no podrán ser nombradas las personas contra quienes haya recaído auto firme de apertura a juicio; tampoco los condenados por delito a pena de prisión; los que estén sometidos a pena de inhabilitación para el desempeño de cargos u oficios públicos, ni los declarados judicialmente en estado de quiebra o insolvencia; los que habitualmente ingieran bebidas alcohólicas en forma excesiva, consuman drogas no autorizadas o tengan trastornos graves de conducta, de modo que puedan afectar la continuidad y la eficiencia del servicio.” 
Criterio:

El Consejo Superior solicitó a la Dirección Jurídica un estudio respecto de la propuesta hecha por la Sección de Reclutamiento y Selección de Personal de la Dirección de Gestión Humana (oficio N° RS-1048-2018 del 28 de enero de 2019),   la cual sugiere replantear el trámite para resolver el tema de nombramientos en propiedad de las plazas vacantes, para los puestos de apoyo de los niveles: administrativos, jurisdiccionales y operativos, mediante la implementación del modelo selectivo por antecedentes, distinto al modelo selectivo por oposición que se ha estado realizando.


1.- Consideraciones previas.

Previamente a proceder al análisis solicitado, es oportuno mencionar los acuerdos tomados por el Consejo Superior sobre la forma de atender los nombramientos en propiedad de las plazas vacantes, conocido como “llenado de vacantes”. 

En la sesión Nº 87-11 celebrada el13 de octubre del año 2011, artículo XXXIV, en lo conducente, se aprobó el nuevo Modelo de Reclutamiento y Selección en el Poder Judicial, el cual se implementó a partir del primero de enero de 2012,[concursos por antecedentes o atestados]una vez que concluyó el plan de contingencia para el llenado de plazas vacantes, que se autorizó mantener hasta el 31 de diciembre del 2011 por parte de este Consejo, según lo acordado en sesión Nº 59-11 de fecha 30 de junio de 2011, artículo XLVII.

En la sesión Nº 100-12 celebrada el 15 de noviembre de 2012, artículo L, el Consejo Superior, autorizó al Departamento de Personal a seguir aplicando el modelo extraordinario para el nombramiento en propiedad de las plazas vacantes a través de concursos por antecedentes (ya sean plazas nuevas o vacantes), a partir del 1 de enero y hasta el 31 de diciembre del 2013. Además, el Consejo Superior señaló que en su oportunidad se valoraría la concesión de dos permisos con goce de salario a dos plazas de Trabajador Social, de manera tal que sean los responsables de las valoraciones sociolaborales (estudios de vida y costumbres) de las personas nombradas en propiedad y en forma interina, conforme se establece en el proyecto especial y urgente de llenado de plazas vacantes. 

En la sesión N° 12-2015 celebrada el 12 de febrero de 2015, artículo LXV, el Consejo Superior acordó aprobar el Modelo Ordinario de Reclutamiento y Selección de Personal propuesto por el Departamento de Personal.  Se refiere al Modelo de Oposición.

En la circular N° 72-2015, se comunicó la modificación y ampliación a la circular Nº 10-2012 en relación con el nuevo modelo evaluativo para el reclutamiento y la selección de personal, estableciendo las políticas para la dotación de personal sustituto y nombramiento en plazas vacantes, cuya aplicación será de carácter obligatorio. El objetivo de este modelo, “es dotar a nuestra institución de personal que demuestre el cumplimiento de la idoneidad necesaria para desempeñarse en la función pública. De manera que, la persona interesada deberá aprobar exámenes psicolaborales (basados en competencias, personalidad e inteligencia), y de conocimientos relacionados con el Poder Judicial (estructura, valores, políticas de género y accesibilidad, entre otros). Esta dinámica aplicará inicialmente para todas las clases de puestos de los niveles Operativo, Apoyo Administrativo y Apoyo Jurisdiccional.

El proceso comprenderá una sola fase en la cual se conformarán simultáneamente dos tipos distintos de registros de personas oferentes, a saber: I. Registro de Postulantes (para realizar nombramientos interinos o sustituciones) y II. Registro de Elegibles (para optar por un puesto en propiedad). Asimismo, una vez establecidos los registros indicados se confeccionarán ternas para el llenado de vacantes de forma oficiosa, según las plazas en esa condición en los circuitos judiciales que se vayan evaluando.

Por ello, las personas que ingresen interinamente o quienes ya se encuentren nombradas y aspiren a una propiedad o ascenso en el Poder Judicial en puestos de apoyo, deberán aprobar el proceso selectivo.”

2.- Sobre los sistemas de selección de personal en el Poder Judicial.

El artículo 24 del Estatuto de Servicio Judicial contempla dos procedimientos para realizar la selección del personal, a saber: el concurso de oposición y el concurso de antecedentes.  A continuación, se detalla cada uno de los modelos mencionados:

[bookmark: _Hlk6839746]a.- Modelo de selección por oposición(vigente)[footnoteRef:5]. [5:  Dirección de Gestión Humana oficio N° RS-1048-2018 del 28 de enero del 2019.] 


[bookmark: _Hlk8738080]Este modelo por oposición se inicia con la publicación de un concurso o convocatoria, en donde las personas interesadas en participar deben inscribirse en tiempo y forma para poder ser considerados.

Cerrado el período de inscripción, la Sección de Reclutamiento y Selección procede con la revisión de atestados (formación académica), requisitos legales (tales como licencia de conducir) y experiencia. Esto con el objeto de garantizar que las personas inscritas cuentan con los requisitos exigidos desde el Manual descriptivo de clases de puestos vigente. La revisión se realiza para todas las personas inscritas y para cada clase de puesto seleccionada por la persona participante. 

Una vez concluida la revisión de requisitos obligatorios, la Sección de Reclutamiento y Selección procede a realizar la aplicación de técnicas selectivas: una evaluación sobre conocimientos generales del Poder Judicial, por ejemplo: políticas transversales de interés organizacional, tales como: ética, valores, estructura del Poder Judicial, política de género, accesibilidad, calidad en el servicio, entre otros.  Asimismo, se consideran las competencias genéricas, específicas y técnicas definidas en cada uno de los perfiles competenciales. 

Una vez identificadas las personas que obtienen una calificación igual o mayor a 70, pasan a la siguiente fase que consiste en revisar otros aspectos (bases selectivas definidas) que pese a no ser exigidos desde el perfil del puesto, representan un valor agregado  al momento de ocupar un puesto específico, por ejemplo un grado académico superior al exigido, una experiencia especifica por clase de puesto, cursos de interés institucional como lo son “No al hostigamiento sexual”, “Género: un camino hacia la equidad”, “Nuestros valores, una ruta hacia la plenitud humana” entre otros. 

Adicionalmente se realiza una investigación sociolaboral y de antecedentes, de acuerdo con la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública, la Ley General de Control Interno y con los principios de transparencia, probidad y rendición de cuentas.

Una vez considerados los aspectos mencionados, se calcula el promedio para cada persona en cada una de las clases de puestos de interés, de modo que cuando dicho promedio sea igual o superior a 70 la persona pasa a integrar parte de un registro de elegibles y quienes obtengan un promedio inferior serán considerados postulantes.  

Posteriormente, se procede con la confección de nóminas o ternas, según corresponda, para que cada jefatura designe a una persona para ocupar en propiedad el puesto, acto que seguidamente deberá ser aprobado por el Consejo Superior.
b.- Modelo de selección por atestados vigente[footnoteRef:6]. [6:  Dirección de Gestión Humana oficio N° RS-1048-2018 del 28 de enero del 2019.] 


 Este modelo de selección inicia con la publicación de un concurso o convocatoria, donde las personas interesadas en participar deben inscribirse en tiempo y forma para poder ser considerados.

Cerrado el periodo de inscripción, la Sección de Reclutamiento y Selección, se procede con la confección de nóminas (estos documentos incluyen a todas las personas que manifestaron interés en el puesto mediante la inscripción). Seguidamente las nóminas son remitidas a las jefaturas para que realicen una propuesta de nombramiento en propiedad.

Una vez que la Sección de Reclutamiento y Selección recibe la propuesta realizada por la jefatura se procede a revisar el cumplimiento de los requisitos académicos (formación académica), requisitos legales (tales como licencia de conducir) y experiencia que establece como obligatorios el Manual Descriptivo de Clases de Puesto Vigente, únicamente de la persona propuesta por la jefatura para ocupar el cargo en propiedad.

Adicionalmente se realiza una investigación sociolaboral y de antecedentes, de acuerdo con la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública, ley N° 8422 del 06 de octubre de 2004, la Ley General de Control Interno, ley N° 8292 del 31 de julio de 2002, y con los principios de transparencia, probidad y rendición de cuentas.

Una vez que la Sección de Reclutamiento y Selección comprobó el cumplimiento de los requisitos exigidos desde el perfil del puesto y al resultar satisfactoria la investigación realizada, la propuesta de nombramiento es remitida al Consejo Superior, para que este como órgano superior apruebe el nombramiento. 

3.- Sobre la propuesta planteada por la Dirección de Gestión Humana.

La Dirección de Gestión Humana en el oficio N° RS-1048-2018 del 28 de enero de 2019, señaló la necesidad de replantear el trámite procesal para lograr nombrar en propiedad en las plazas que se encuentran vacantes.  También indicó que no se ha otorgado un derecho legítimo a las personas participantes, sino, únicamente existe una expectativa, por lo que solicita que sean anuladas las convocatorias CV-08-2015, CV-13-2015, CV-15-2015, CV-18-2015, CV-26-2015, CV-02-2016, CV-03-2016, CV-04-2016, CV-05-2016, CV-06-2016, CV-07-2016, CV-08-2016, CV-09-2016 y CV-11-2016, con el fin de proceder a la aplicación de un modelo que responda a la necesidad institucional, respetando los intereses de las personas servidoras judiciales y cumpliendo con los deberes que la norma exige. La Dirección de Gestión Humana fundamenta su planteamiento en los artículos 152 y 153 de la Ley General de la Administración Pública, en adelante LGAP.  

Observa la Dirección Jurídica que por las consideraciones que se exponen y la normativa que se cita, lo que plantea la Dirección de Gestión Humana encaja en la figura de la revocación y no la anulación, tal y como se pasa a analizar.

Para mayor claridad primeramente, es importante distinguirse la nulidad de la revocación. La nulidad es una sanción que la ley impone cuando un acto administrativo se dictó sin cumplir con alguno de los elementos de validez establecidos en la ley, y consiste en privar a éste de los efectos que se hubieran producido. En cambio, la revocación es una facultad que tiene la Administración en el ejercicio de la discrecionalidad administrativa de ponerle fin a un acto administrativo -plenamente válido- por razones de conveniencia y oportunidad señaladas (en forma motivada) por la Administración Pública que lo dictó.

Esta diferencia ha sido estudiada por la doctrina.  Al respecto, el tratadista Ernesto Jinesta señala lo siguiente: 

“De conformidad con el ordinal 153, párrafo 3º, LGAP, la revocación es la extinción de un acto administrativo por razones de oportunidad, conveniencia o mérito -discrecionalidad-, con lo que se distingue, claramente, de la anulación -por nulidad absoluta o relativa- que procede, fundamentalmente, por motivos de legalidad. Es así como cabe la revocación de actos administrativos válidos, esto es, sustancialmente conformes con el ordenamiento jurídico y que se encuentran produciendo efectos –eficaces- pero inoportunos. Precisamente, en este aspecto se encuentra una de las diferencias fundamentales entre la revocación y la anulación (por nulidad relativa o absoluta), ya que, pueden revocarse, por razones de oportunidad, conveniencia o mérito –discrecionalidad administrativa- actos administrativos completamente perfectos o válidos y que se encuentran produciendo efectos, en tanto que en la anulación se supone que el acto nunca ha sido válido o perfecto y los efectos que puede haber producido son precarios. La revocación procede cuando se produce un desajuste entre el contenido del acto administrativo y su fin, así el numeral 152, párrafo 2º, LGAP, establece que la revocación debe tener lugar ‘...únicamente cuando haya divergencia grave entre los efectos del acto y el interés público, pese al tiempo transcurrido, a los derechos creados o a la naturaleza y demás circunstancias de la relación jurídica a que se intenta poner fin’.

Existe una diferencia entre la revocación inicial y la sobrevenida, la primera consiste en la eliminación inicial de un acto administrativo por una inoportunidad que no es provocada por un hecho posterior, simplemente implica un cambio de criterio del funcionario público que actúa en nombre y por cuenta de la administración pública y que el acto no debió dictarse por una ausencia mínima de racionalidad, justicia y eficiencia.

La revocación sobrevenida, que es la que estudiaremos, es el acto de eliminación de otro anterior u originario por razones de oportunidad fundadas en circunstancias sobrevinientes. Para su justificación es menester un hecho nuevo que determine, objetivamente, la necesidad de eliminar el acto original para satisfacer el interés público. Si el hecho nuevo no existe, la revocación es absolutamente nula por falta de motivo. Sobre este particular, el artículo 153, párrafo 1º, LGAP dispone que ‘La revocación podrá fundarse en la aparición de nuevas circunstancias de hecho, no existentes o no conocidas al momento de dictarse el acto originario.’. Nuestro ordenamiento jurídico administrativo admite, también, la revocación fundada ‘...en una distinta valoración de las mismas circunstancias de hecho que dieron origen al acto, o del interés público afectado.’ (artículo 153, párrafo 2º, ibidem). 

En suma, la LGAP admite la revocación por la aparición sobrevenida de nuevos hechos, por una ponderación diferente de los antecedentes fácticos que originaron el acto revocado o del interés público afectado.”[footnoteRef:7] (‘Énfasis suplido). [7:  JINESTA LOBO (Ernesto).  Revocación y Anulación del acto administrativo en Costa Rica.  www.ernestojinesta.com] 


Durante el trámite legislativo de la Ley General de la Administración Pública, don Eduardo Ortiz Ortiz, en las actas de discusión legislativa indicó lo siguiente[footnoteRef:8]: [8: JINESTA LOBO (Ernesto), Tratado de Derecho Administrativo, Tomo I, San José, Editorial Investigaciones Jurídicas S.A., e IUS CONSULTEC S.A., 2° reimpresión 2007, pág. 430-431.] 


“… la revocación del acto…consiste en el retiro de un acto regular acomodado a derecho, pero que llega a ser inconveniente después de haber sido dictado, porque hechos nuevos o errores de juicio inicial al dictarlos producen un desajuste progresivo. Supóngase que se otorga un permiso para establecer puestos de venta en diciembre alrededor del Parque Central. Pero resulta que el crecimiento de la población y el tránsito es tan grande que eso empieza a producir accidentes y lesiones o muertes. Porque la gente que está interesada en comparar invade las calles y hay atropellos. O haya demasiada gente en la calle. Entonces ese acto que se dictó conforme a derecho resulta cada vez más inoportuno o inconveniente o evidentemente inoportuno. Y es necesario retirarlo para poder evitar los desórdenes o los accidentes que se están produciendo”. (Acta N° 102- período extraordinario-, Comisión Permanente de Gobierno y Administración, sesión del 1° de abril de 1970.  Énfasis agregado).

Según establece el artículo 152.2 de la Ley General de la Administración Pública, la revocación supone una incongruencia del acto con el interés público. En ese sentido la citada norma dispone que “…2 La revocación deberá tener lugar únicamente cuando haya divergencia grave entre los efectos del acto y el interés público, pese al tiempo transcurrido, a los derechos creados o a la naturaleza y demás circunstancias de la relación jurídica a que se intenta poner fin".

La revocación se funda en razones de oportunidad, conveniencia y mérito, claramente precisadas en el numeral 153 de la Ley General de la Administración Pública:

Aparición de nuevas circunstancias de hecho, no existentes o no conocidas al momento de dictarse el acto originario.
Distinta valoración de las mismas circunstancias de hecho que dieron origen al acto.
Distinta valoración del interés público afectado.

Cuando un acto declara derechos subjetivos, se limita la facultad de revocar un acto administrativo. En este caso, se debe presentar un proceso de lesividad, siempre que no se esté ante una nulidad absoluta, evidente y manifiesta (art 173 de la Ley General de la Administración Pública). 

En ese sentido la doctrina ha señalado que: “A tenor del artículo 155 LGAP, la revocación de los actos administrativos declaratorios de derechos subjetivos o favorables debe efectuarse por el jerarca respectivo previo dictamen de la Contraloría General de la República. El acto de revocación, en tal supuesto, debe contener el reconocimiento y, de ser posible, el cálculo de la indemnización completa de los daños y perjuicios causados, so pena de nulidad absoluta. La liquidación debe efectuarla la administración respectiva dentro del mes posterior a la solicitud o recurso del administrado que contenga la que pretende.[footnoteRef:9]” [9:  Fuente:  Revocación y Anulación del acto administrativo en Costa Rica, Prof. Dr. Ernesto Jinesta L.1, páginas 7 y 8.] 


 	El acto que revoque debe contener el reconocimiento de la indemnización completa de los daños y perjuicios causados, los cuales deben ser liquidados dentro del mes posterior a su solicitud. (Ver dictámenes de la Procuraduría General de la República números C-135-2000 de 15 de junio de 2000 – que reitera el dictamen C-250-1997 de 24 de diciembre de 1997).

Ahora bien, continuando con el  análisis que da lugar al presente informe, considera la Dirección Jurídica que por las razones que menciona la Dirección de Gestión Humana en el oficio N° RS-1048-2018 del 28 de enero de 2019, aquí lo que cabe es dirigir el análisis enfocándolo hacia la posibilidad de que se revoque y no que se anule el Modelo de selección por Oposición, aprobado por el Consejo Superior mediante acta N° 12-2015, artículo LXV, del 12 de febrero de 2015. Y en su lugar acordar la aplicación del Modelo por Antecedentes, para el nombramiento en propiedad de las plazas vacantes. En este sentido, indicó la Dirección de Gestión Humana que el Modelo por Antecedentes fue el modelo aplicado por esa Dirección en los años 2011, 2012 y 2013, el cual fue aprobado por Consejo Superior en la sesión Nº 87-11 del 13 de octubre del año 2011, artículo XXXIV y sesión Nº 100-12 celebrada el 15 de noviembre de 2012, artículo L.

La Dirección Jurídica analizó la documentación presentada por la Dirección de Gestión Humana, la cual expone una serie de nuevas circunstancias fácticas que se generaron después de la publicación de las convocatorias de los años 2015 y 2016, convocatorias que se realizaron “con la finalidad de conformar registros de postulantes y elegibles, por ende,  las personas interesadas participaron por clase de puesto y zona geográfica. Este tipo de publicación responde a nombramientos meritorios, interinos o propiedad según se requiera”. (Énfasis suplido).

Resulta oportuno señalar la diferencia entre convocatoria (CV) y concurso CN).   Las convocatorias (CV) se realizan con la finalidad de conformar registros de postulantes y elegibles, con esto la institución cuenta con personas idóneas para ocupar los diferentes puestos, por ende, las personas interesadas participan por clase de puesto y zona geográfica. Este tipo de publicación responde a nombramientos meritorios, interinos o propiedad según se requiera.   En cambio, los concursos (CN) se realizan específicamente por número de puesto, clase de puesto y oficina, y este tipo de publicación se realiza con la finalidad ocupar dichos puestos en propiedad[footnoteRef:10]. [10:  (Fuente: Dirección de Gestión Humana, la presente información fue suministrada mediante correo electrónico del 15-05-2019, por la señora Aslhey Quesada Valerio, Profesional 2 de Reclutamiento y Selección de la Dirección Gestión Humana).] 


Para los efectos del presente informe, aquí interesa destacar que según informó la señora Aslhey Quesada Valerio, Profesional Administrativa 2 de Reclutamiento y Selección, en la reunión realizada el 04 de abril del 2019, y posteriormente ratificado mediante correo electrónico de 15 de abril del 2019, se realizaron 17 convocatorias de las cuales en 3 de ellas,  si se logró nombrar en propiedad, específicamente en las convocatorias N° CV-06-2015, CV-05-2015 y la CV-14-2015 y en las restantes 14 convocatorias no sea nombrado a ninguna persona. 

Para mayor claridad, el siguiente cuadro se detalla las 14 convocatorias publicadas en el año 2015 y 2016, en las cuales no se han generado derechos subjetivos.

	
Convocatorias señaladas por la Dirección de Gestión Humana en el oficio N° RS-1048-2018 del 28-1-2019. 

	Convocatoria
	Clases de puestos
	Circuitos Judiciales
	Periodo de inscripción 


	CV-08-2015
	Asistente Administrativo 1
Asistente Administrativo 2
Auxiliar Administrativo
Auxiliar Contraloría de Servicios
Auxiliar de Servicios Generales 2 
(Conserje 2)
Coordinador Judicial 1, 2 Y 3
Secretaria 1
Técnico Administrativo 1 Y 2
Técnico En Comunicaciones Judiciales
Técnico Especializado 2 
(Técnico de Radio 1)
Técnico Especializado 5 
(Técnico en Informática de Administración Regional)
Técnico Judicial 1, 2 Y 3
Técnico Jurídico
Técnico Supernumerario
	I Y II Circuito Judicial de Zona Sur.
(Circuitos Judiciales de Golfito y Osa).

	Inicia: lunes 13 de julio de 2015
Finaliza: viernes 17 de julio de 2015  

	CV-13-2015
En la información suministrada vía correo electrónico por Aslhey Quesada Valerio, Profesional Administrativa 2 de Reclutamiento y Selección de la Dirección de Gestión Humana, en el cartel por error se incluyó la anotación (CV-0009-2015).
	Chofer de Administración Regional
Técnico Especializado 5 
(Técnico Especializado en Áreas de Mantenimiento)
	I y II Circuito Judicial de Guanacaste

	Inicia: lunes 20 de julio de 2015
Finaliza: viernes 24 de julio de 2015  

	CV-015-2015
	Asistente Administrativo 1 
(Asistente de Archivo).
Asistente Administrativo 2
(Asistente Administrativo 2, encargado de Bodega 1).
Asistente Administrativo 3.
(Asistente Administrativo 3, Asistente de Correo Interno, Asistente de Recepción de Denuncias, Asistente de Cooperación y Relaciones Internacionales, Comprador, Encargado de Bodega2, Encargado de Transportes de Magistrados).
Asistente Dental.
Auxiliar Administrativo 
(Auxiliar Administrativo, Auxiliar de Archivo, Auxiliar de Correo Interno, Auxiliar de Etiqueta y Protocolo, Auxiliar del Depósito de Objetos decomisados, Auxiliar de Recepción de Registro y Entrega de doc.).
Auxiliar Contraloría de Servicios.
Auxiliar de Enfermería.
Auxiliar de Servicios Generales 1 (Ascensorista, Conserje 1, Jardinero1).
Auxiliar de Servicios Generales 2
(Auxiliar de Servicios Especiales en Saneamiento Especial, Conserje 2).
Auxiliar de Servicios Generales 3
(Auxiliar de Bodega 1, Chofer, Jardinero 2).
Auxiliar de Servicios Generales 4.
(Auxiliar de Bodega 2, Chofer de Almacén)
Coordinador Judicial 1, 2 y 3
Coordinador Oficina de Apoyo Jurisdiccional.
Secretaria 1 y 2
Secretaria Ejecutiva 1, 2, 3 y 4.
Técnico Administrativo 1 (Técnico Administrativo 1, 3 Técnico en Archivo, Técnico en Archivo Criminal, Técnico en Bibliotecología, Técnico en Estadística, Técnico en Inscripción de Vehículos.)
Técnico Administrativo 2 
(Técnico Administrativo 2, Técnico en Contratación, Administrativa, Técnico Presupuestista).
Técnico Administrativo 3
(Coordinador de Almacén, Coordinador de Archivo 1, Coordinador Unidad de Captura Y Reseña, Técnico Valuador).
Técnico Administrativo 4
(Técnico de la Secretaria de la Corte).
Técnico en Comunicaciones Judiciales.
Técnico en Normalización de Formatos Jurídicos.
Técnico Especializado 3
(Técnico de Radio 2)
Técnico Especializado 5
(Técnico en Informática, Técnico en Telemática).
Técnico Judicial 1, 2 Y 3
Técnico Jurídico
Técnico Supernumerario
Técnico de Implantación
Chofer de Administración Regional
Coordinador Oficina de Apoyo Jurisdiccional
	Gran Área Metropolitana.
I, II Y III Circuito Judicial de San José.
 I Y III Circuito Judicial de Alajuela.
Circuitos Judiciales de Heredia, Sarapiquí, Cartago, Turrialba y Ciudad Judicial de San Joaquín de Flores.
	Inició: lunes 24 de agosto de 2015 
Finalizó: viernes 28 de agosto de 2015

	CV-18-2015
	Técnico Especializado 1
(Técnico Especializado en Artes Gráficas 1)
Técnico Especializado 2
(Técnico Operador de Equipos de Seguridad, Técnico Especializado en Artes Gráficas 2).
Técnico Especializado 3
(Técnico de Sistemas Electrónicos de Seguridad, Técnico Especializado en Artes Gráficas 3)
Técnico Especializado 4
Técnico Especializado 5
(Técnico en Fotografía Forense, Técnico en Dibujo Arquitectónico, Técnico Especializado en Áreas de Mantenimiento).
Técnico Especializado 6
(Técnico en Radiocomunicaciones, Técnico Especializado Coordinador, Técnico Especializado Coordinador Seguridad 2 Electrónica 
Técnico Especializado Coordinador Seguridad Operativa
Técnico en Producción de Audiovisuales, Técnico en Ingeniería Forense, Técnico en Video Forense, Técnico Laboratorista, Forense Tecnólogo Medico)
	Circuitos Judiciales del Gran Área Metropolitana
	Inicia: lunes 31 de agosto de 2015
Finaliza: viernes 04 de setiembre de 2015

	CV-26-2015
	Asistente Administrativo 1
(Asistente Administrativo 1 de Administración Regional -Incluye Asistente Administrativo 1)
Asistente Administrativo 2
 (Asistente Administrativo 2 de Adm. Regional Auxiliar Administrativo)
Auxiliar Administrativo
(Auxiliar Administrativo, Auxiliar de Correo Interno, Auxiliar de Recepción, Registro y Entrega de Doc.)
Auxiliar Contraloría de Servicios
Auxiliar De Servicios Generales 2
(Conserje 2 -Incluye Conserje de Administración Regional)
Chofer de Administración Regional
Coordinador Judicial 1, 2 y 3
Coordinador Oficina de Apoyo Jurisdiccional
Coordinador Oficina de Apoyo Jurisdiccional 
Secretaria 1
Técnico Administrativo 1 Y 2Técnico en Comunicaciones Judiciales
Técnico Especializado 2 
(Técnico de Radio 1)
Técnico Especializado 5
(Técnico en Informática de Administración Regional, Técnico Especializado en Áreas de Mantenimiento)
Técnico Judicial 1, 2 Y 3
Técnico Jurídico
Técnico Supernumerario
	Circuito Judicial de Puntarenas
Oficinas Destacadas en Puntarenas, Aguirre-Parrita, Montes de Oro, Cóbano, Esparza, Garabito, San Mateo, Orotina y Monteverde
	Inicia: lunes 26 de octubre de 2015.
Finaliza: viernes 30 de octubre de 2015

	CV-02-2016
	Asistente Administrativo 1	
(Asistente Administrativo 1 	de Administración Regional, Asistente de Archivo)
Asistente Administrativo 2	
(Encargado de Bodega 1)
Asistente Administrativo 3	
(Asistente de Correo Interno, Asistente de Recepción de Denuncias, Asistente de Recepción, Registro y Entrega de Doc., Asistente en Cooperación y Relaciones Internacional, Comprador, Encargado de Bodega 2, Encargado de Transportes de Magistrados).
Asistente Dental
Auxiliar Administrativo
(Auxiliar de Archivo, Auxiliar de Correo Interno, Auxiliar de Etiqueta y Protocolo, Auxiliar de Recepción, Registro y Entrega de Doc.)
Auxiliar Contraloría de Servicios
Auxiliar de Enfermería	
Auxiliar de Servicios Generales 1 (Ascensorista, Conserje 1, Jardinero 1)
Auxiliar de Servicios Generales 2
(Auxiliar de Servicios Especiales en Saneamiento Especial, Conserje 2)
Auxiliar de Servicios Generales 3
(Auxiliar de Bodega 1, Chofer, Chofer- Sección de Transportes Administrativos, Jardinero 2)
Auxiliar de Servicios Generales 4
(Auxiliar de Bodega 2,	Chofer de Almacén)
Chofer de Administración Regional 
Coordinador Judicial (Coordinador Judicial de Cobro Judicial)
Coordinador Judicial 2	
(Coordinador Judicial del Juzgado Concursal)
Coordinador Judicial 3	
Coordinador Oficina de Apoyo Jurisdiccional	
Oficial de Inspección Judicial	
Secretaria 1
Secretaria 2
Secretaria Ejecutiva 1	
Técnico Administrativo 1	
(Financiero Contable, técnico en Archivo, técnico en Archivo Criminal, técnico en Bibliotecología, técnico en Estadística, técnico en Inscripción de Vehículos)
Técnico Administrativo 2	
 (Financiero Contable, técnico en Contratación Administrativa, técnico Presupuestista)
Técnico Administrativo 3
(Coordinador de Almacén, Coordinador de Archivo 1, Coordinador Unidad de Captura y Reseña, técnico Valuador, Coordinador de Unidad De Cárceles OIJ)
Técnico Administrativo 4
(técnico de la Secretaria de la Corte).
Técnico de Implantación	
Técnico en Comunicaciones Judiciales
Técnico en Normalización de Formatos Jurídicos	
Técnico Especializado 2	
(técnico Operador de Equipos de Seguridad)
Técnico Especializado 3	
(técnico de Radio 2, técnico de Sistemas Electrónicos de Seguridad)
Técnico Especializado 4	
(Dpto. de Proveeduría,	técnico Especializado -Secc. de Transportes del OIJ)
Técnico Especializado 5
(técnico en Dibujo Arquitectónico, técnico en Informática, técnico en Informática de Administración Regional, técnico en Telemática, técnico Especializado en Áreas de Mantenimiento)
Técnico Especializado 6	
(técnico en Radiocomunicaciones, técnico Especializado Coordinador, técnico Especializado Coordinador Seguridad Electrónica,	técnico Especializado Coordinador Seguridad Operativa).
Técnico Judicial 1	
(técnico Judicial de Cobro Judicial)
Técnico Judicial 2	
(técnico Judicial-Juzgado Concursal)
Técnico Judicial 3	
Técnico Sala de la Corte técnico
Técnico Supernumerario
	I, II Y III Circuito Judicial De San José
(San José, Goicoechea, Desamparados, Aserrí, Acosta, Pavas, San Sebastián, Hatillos, Alajuelita, Escazú, Santa Ana, Puriscal, Mora Y Turrubares)
	Inicia: lunes 22 de febrero de 2016
Finaliza: viernes 26 de febrero de 2016  

	CV-03-2016
	Asistente Administrativo 1
Asistente Administrativo 1 de Administración Regional 
Asistente Administrativo 2
Asistente Administrativo 2 de Adm. Regional 
Auxiliar Administrativo
(Auxiliar Administrativo, Auxiliar de Correo Interno, Auxiliar de Recepción, Registro y Entrega de Doc.)
Auxiliar Contraloría de Servicios
Auxiliar de Servicios Generales (Conserje 2)
Chofer De Administración Regional
Coordinador Judicial 1, 2 y 3.
Coordinador Oficina de Apoyo Jurisdiccional
Secretaria 1
Técnico Administrativo 1 y 2 
Técnico en Comunicaciones Judiciales
Técnico Especializado 2
(Técnico de Radio 1)
Técnico Especializado 5
(Técnico Especializado en Áreas de Mantenimiento)
Técnico Judicial 1, 2 y 3 
Técnico Jurídico 
Técnico Supernumerario
	I y II Circuito Judicial De La Zona Sur
Pérez Zeledón, Buenos Aires, Corredores, Ciudad Neilly, Coto Brus, Golfito, Puerto Jiménez, Osa
	Inicia: lunes 22 de febrero de 2016 
Finaliza: viernes 26 de febrero de 2016

	CV-04-2016
	Asistente Administrativo 1 
(Asistente Administrativo 1, Asistente Administrativo 1 de Administración Regional).
Asistente Administrativo 2
(Asistente Administrativo 2de Administración Regional).
Asistente Administrativo 3.
(Asistente de Recepción de Registro y Entrega de Doc.)
Auxiliar Administrativo 
(Auxiliar Administrativo, Auxiliar de Recepción de Registro y Entrega de Doc, Auxiliar de Correo Interno).
Auxiliar Contraloría de Servicios.
Chofer de Administración Regional
Coordinador Judicial 1, 2 y 3
Coordinador Oficina de Apoyo Jurisdiccional.
Secretaria 1
Técnico Administrativo 1
Técnico Administrativo 1 de Administración Regional, Técnico en Archivo (Delegación Regional del O.I.J.)
Técnico Administrativo 2
Técnico de Implantación
Técnico en Comunicaciones Judiciales
Técnico Especializado 2
Técnico de Radio 1
Técnico Especializado 5
(Técnico en Informática de Administración Regional, Técnico Especializado en Áreas de Mantenimiento)
Técnico Judicial 1, 2 Y 3
Técnico Jurídico
Técnico Supernumerario
	I, II Y III Circuito Judicial De Alajuela
(Alajuela, Atenas, Poás, San Mateo, San Carlos, La Fortuna, San Ramón, Grecia, Palmares, Naranjo, Valverde Vega, Alfaro Ruíz, Upala, Los Chiles Y Guatuso)
	Inicia: lunes 22 de febrero de 2016 
Finaliza: viernes 26 de febrero de 2016

	CV-05-2016
	Asistente Administrativo 1	
(Asistente Administrativo 1 de Administración Regional)
Asistente Administrativo 3	
(Asistente de Recepción, Registro y Entrega de Doc)
Auxiliar Administrativo
(Auxiliar de Correo Interno, Auxiliar de Recepción, Registro y Entrega de Doc.)
Auxiliar Contraloría de Servicios	
Auxiliar de Servicios Generales 2
(Conserje 2)
Auxiliar de Servicios Generales 3 	
(Jardinero 2)
Chofer de Administración Regional
Coordinador Judicial 1, 2 y 3	
Coordinador Oficina de Apoyo Jurisdiccional	
Secretaria 1	
Técnico Administrativo 1 y 2
Técnico de Implantación
Técnico en Comunicaciones Judiciales
Técnico Especializado 2	
(Técnico de Radio 1)
Técnico Especializado 5	
(Técnico en Informática de Administración Regional,	técnico Especializado en Áreas de Mantenimiento)
Técnico Judicial 1, 2 y 3	
Técnico Jurídico
Técnico Supernumerario	
	Circuitos Judiciales de Heredia
(Heredia, San Isidro, San Rafael, Santo Domingo, San Joaquín, Escuela Judicial, Dpto. Lab. Ciencias Forenses).
	Inicia: lunes 22 de febrero de 2016
Finaliza: viernes 26 de febrero de 2016  

	CV-06-2016
	Asistente Administrativo 1
(Asistente Administrativo 1 de Administración Regional) 
Asistente Administrativo 2 
Asistente Administrativo 2 de Adm. Regional 
Asistente Administrativo 3
(Asistente de Recepción, Registro y Entrega de Doc)
Auxiliar Administrativo
(Auxiliar de Recepción, Registro y entrega de Doc.)
Auxiliar Contraloría de Servicios
Auxiliar de Servicios Generales 1(Jardinero 1, Conserje 2)
Chofer de Administración Regional Coordinador Judicial 1
(Coordinador Judicial de Cobro Judicial)
Coordinador Judicial 2 y 3Coordinador Oficina de Apoyo Jurisdiccional 
Secretaria 1
Técnico Administrativo 1
Técnico Administrativo 1 de Administración Regional 
Técnico Administrativo 2
Técnico Administrativo 2 de Administración Regional 
Técnico de Implantación
Técnico en Comunicaciones Judiciales
Técnico Especializado 2
(Técnico de Radio 1)
Técnico Especializado 5
(Técnico en Informática de Administración Regional, Técnico Especializado en Áreas de Mantenimiento)
Técnico Judicial 1
(Técnico Judicial de Cobro Judicial)
Técnico Judicial 2 y 3
Técnico Supernumerario.
	Circuitos Judiciales de Cartago
 (Cartago, La Unión, Paraíso, Jiménez, Tarrazú, Alvarado y Turrialba)
	Inicia: lunes 22 de febrero de 2016 
Finaliza: viernes 26 de febrero de 2016

	CV-07-2016
	Asistente Administrativo 1
(Asistente Administrativo 1 de Administración Regional)
Asistente Administrativo 2
(Asistente Administrativo 2 de Adm. Regional)
Auxiliar Administrativo
(Auxiliar de Correo Interno Auxiliar de Recepción, Registro y Entrega de Doc.).
Auxiliar Contraloría de Servicios
Auxiliar de Servicios Generales 2
(Conserje 2, Conserje de Administración Regional).
Chofer de Administración Regional
Coordinador Judicial 1, 2 y 3
Coordinador Oficina de Apoyo Jurisdiccional.
Secretaria 1
Técnico Administrativo 1
Técnico Administrativo 2
Técnico en Comunicaciones Judiciales
Técnico Especializado 2
Técnico de Radio 1
Técnico Especializado 5 (Técnico en Informática de Administración Regional, Técnico Especializado en Áreas de Mantenimiento)
Técnico Judicial 1, 2 Y 3
Técnico Jurídico
Técnico Supernumerario
	Circuito Judicial de Puntarenas
(Puntarenas, Aguirre-Parrita, Montes de Oro, Cóbano, Esparza, Garabito, Orotina, Monteverde).
	Inicia: lunes 22 de febrero de 2016
Finaliza: viernes 26 de febrero de 2016

	CV-08-2016
	Asistente Administrativo 1
Auxiliar Administrativo Auxiliar Administrativo 
(Auxiliar de Correo Interno,
 Auxiliar de Recepción, Registro y Entrega de Doc.) 
Auxiliar Contraloría de Servicios Auxiliar de Servicios Generales 2 (Conserje 2).
Chofer de Administración Regional
Coordinador Judicial 1, 2 y 3.
Coordinador Oficina de Apoyo Jurisdiccional.
Secretaria 1 
Técnico Administrativo 1
Técnico Administrativo 2
Técnico de Implantación
Técnico en Comunicaciones Judiciales.
Técnico Especializado 2
(Técnico de Radio 1) 
Técnico Especializado5
(Técnico en Informática de Administración Regional, Técnico Especializado en Áreas de Mantenimiento)
Técnico Especializado 6
(Tecnólogo Medico)
Técnico Judicial 1, 2 y 3 
Técnico Jurídico 
Técnico Supernumerario
	I Y II Circuito Judicial de Guanacaste
(Liberia, Cañas, La Cruz, Bagaces, Abangares, Tilarán, Nicoya, Santa Cruz, Carrillo, Hojancha, Nandayure, Jicaral)
	Inicia: lunes 22 de febrero de 2016 
Finaliza: viernes 26 de febrero de 2016

	CV-09-2016 

	Asistente Administrativo 1	
Asistente Administrativo 1	
(Asistente Administrativo 1 de Administración Regional).
Auxiliar Administrativo	
(Auxiliar de Correo Interno)
Auxiliar Contraloría de Servicios	
Auxiliar de Servicios Generales 1
(Conserje 1)
Auxiliar de Servicios Generales 2
(Conserje 2)
Chofer de Administración Regional
Coordinador Judicial 1, 2 y 3
Coordinador Oficina de Apoyo Jurisdiccional.
Secretaria 1	
Técnico Administrativo 1	
(Técnico Administrativo 1 de Administración Regional,	Técnico en Archivo (Delegación Regional del O.I.J.) 
Técnico Administrativo 2	
(Técnico Administrativo 2 de Administración Regional)
Técnico en Comunicaciones Judiciales	
Técnico Especializado 2	
(Técnico de Radio 1)
Técnico Especializado 5	
(Técnico en Informática de Administración Regional, Técnico Especializado en Áreas de Mantenimiento)
Técnico Judicial 1, 2 y 3.
Técnico Jurídico
Técnico Supernumerario	
	I y II Circuito Judicial de Zona Atlántica
(Limón, Bribrí- Talamanca, Matina-Batán, Pococí-Guácimo, Siquirres)
	Inicia: lunes 22 de febrero de 2016
Finaliza: viernes 26 de febrero de 2016  

	CV-11-2016

	Técnico Especializado 5
Técnico en Fotografía Forense.
Técnico Especializado 6
(Técnico en fotografía Forense, Técnico en Ingeniería Forense,
Técnico Laboratorista Forense, Técnico en Video Forense, Tecnólogo Medico, Técnico en Producción de Audiovisuales)
	Ciudad Judicial de San Joaquín de Flores (Dpto. Lab. Ciencias Forenses)
	Inicia: miércoles 02 de marzo de 2016 
Finaliza: viernes 15 de abril de 2016

	Fuente: Dirección de Gestión Humana- Sección de Reclutamiento y Selección, así como Página Web del Poder Judicial.



Para la Dirección Jurídica resulta evidente que estas 14 convocatorias realizadas durante el 2015 y el 2016, generaron una amplia participación, lo que saturó la capacidad operativa de la Sección de Reclutamiento y Selección de la Dirección de Gestión Humana, sobre todo si se toma en cuenta que las personas podían participar a la vez en diversas clases de puestos.  Las convocatorias se organizaron por circuitos judiciales. Sobre la dificultad y complejidad para procesar toda la información, así como revisar el resultado de las pruebas realizadas por las personas participantes, la Dirección de Gestión Humana señaló lo siguiente: 

[bookmark: _Hlk8812704]Debido a la participación masiva en las convocatorias y la diversidad de clases de puesto, así como la participación simultánea de las personas oferentes, en diversas clases de puestos y oficinas contenidas en las convocatorias, se generó un incremento en la cantidad de registros por persona[footnoteRef:11] de acuerdo con las clases de puesto para las que participó por cada Circuito Judicial y como ejemplo menciona la convocatoria C.V.15-2015 publicada para la conformación de registros de postulantes y elegibles en el Gran Área Metropolitana, que contabiliza un promedio de 114.000 registros, generados a partir de la inscripción de 2635 personas. [11:  Registros por persona: “se procede a explicar lo ocurrido en la convocatoria CV-15-2015 del G.A.M.: En la convocatoria CV-15-2015 se inscribieron en total 2635 personas, pero al momento de la inscripción cada persona seleccionó todas las clases de puestos que eran de su interés, por ende esta sección debió evaluar y confeccionar el promedio individual, para cada una de las clases de puesto que la persona seccionó; esto por cuanto las competencias evaluadas por cada clase de puesto varían según el Manual Descriptivo de Clases de Puesto, así como las bases selectivas definidas.”(Fuente: Dirección de Gestión Humana, la presente información fue suministrada mediante correo electrónico del 15-05-2019, por la señora Aslhey Quesada Valerio, Profesional 2 de Reclutamiento y Selección de la Dirección de Gestión Humana, énfasis suplido).
] 


Después de las convocatorias mencionadas se generó la existencia de dos grupos de personas: el primero de ellos corresponde a aquellas personas que realizaron las pruebas y obtuvieron un resultado favorable, y el segundo grupo de personas que realizaron las pruebas y obtuvieron un resultado desfavorable.

Lo anterior produce inestabilidad laboral de las personas servidoras judiciales que tienen una expectativa de nombramiento en propiedad, principalmente aquellas que se encuentran en plazas vacantes. El artículo 56 de la Constitución Política, “constituye una norma programática, que establece un derecho social concreto al trabajo y una vigilancia del Estado para que no se lesione éste ni la libertad para elegirlo. Ese derecho fundamental se desarrolla, a nivel de la legislación ordinaria interna, mediante el artículo 26 del Código de Trabajo, el cual recoge el principio de continuidad que ha venido caracterizando la contratación laboral. Esto es así porque nuestro sistema legal-laboral se desarrolla a partir de un estado social de derecho, cuya orientación se dirige a garantizar derechos laborales y sociales de los trabajadores y las trabajadoras, con clara visión de disminuir la inestabilidad, sinónimo de inseguridad para esos grupos. (Véase la resolución N° 790-2012 de la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia).

En virtud de los resultados desfavorables, las personas participantes presentaron gestiones como: recursos de apelación, solicitudes de revaloración de pruebas.  Ante esa situación, el Conejo Superior en sesión Nº 105-17 celebrada el 21 de noviembre del año 2017, artículo LXX, señaló que con motivo de diversas gestiones que se ha recibido en este Consejo, por parte de personas servidoras judiciales que realizaron las pruebas que fueron programadas por la Dirección de Gestión Humana, como parte de concursos en trámite, y las perdieron, se solicitó a dicha Dirección que, presentara a ese Consejo una propuesta para que estos servidores y servidoras pudiera repetir las pruebas con motivo de que había transcurrido el plazo previsto para ello y tenían derecho a volver a aplicarlas.  Además, mientras se resuelve esa situación, este Consejo autorizó a que dichas personas continuaran nombradas interinamente y por consiguiente no se integraran las ternas de los puestos que ocupaban en razón de haber presentado gestión para repetir la prueba.

En cuanto a las apelaciones presentadas, la Dirección de Gestión Humana mediante correo electrónico del 15 de mayo de 2019, suscrito por la señora Aslhey Quesada Valerio, Profesional 2 de Reclutamiento y Selección, indica que “según consta en los registros de esta Sección, se tiene que el Consejo Superior ha trasladado a la Sección de Reclutamiento y Selección aproximadamente 40 apelaciones, esto entre 2018 y 2019 (posterior a la comunicación de resultados). Adicionalmente, se señala que la Dirección de Gestión Humana ha recibido 17 apelaciones, mismas fueron atendidas directamente a la persona usuaria, o bien remitidas al Consejo de Personal, por parte de esta Dirección.  Cabe señalar que estos datos corresponden a un estimado, dado que hay gestiones que ingresaron al Consejo Superior y fueron resueltas directamente por dicha dependencia.” (Énfasis suplido).

Inclusive se presentaron recursos de amparo ante la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, por ejemplo:

Resolución Nº 2019001714 de las nueve horas veinte minutos del uno de febrero de dos mil diecinueve, “donde se declara parcialmente con lugar el recurso; únicamente en cuanto a la infracción derecho a la estabilidad impropia de la amparada. Se ordena a Krissia Rojas Quirós, Jefa a.i. de la Sección de Reclutamiento y Selección de Gestión Humana del Poder Judicial, que en acato a lo dispuesto por el Consejo Superior, en sesión Nº 76-18 del 28 de agosto de 2018, artículo V y dentro del plazo de 20 días a partir de la notificación de esta sentencia, realice la revaloración de la prueba psicolaboral de la amparada. Asimismo, se ordena a Jorge Blanco Mata, Jefe a.i. de la Delegación Regional del Organismo de Investigación Judicial de Liberia, dejar sin efecto el nombramiento interino de la funcionaria Magaly y restituir a la amparada Indira Mora Miranda, quien venía ocupando el puesto 99652, hasta tanto no sea revalorizada su prueba o el puesto referido, no sea sometido a concurso y adjudicarlo en propiedad. Se advierte a los recurridos que de conformidad con lo establecido en el artículo 71 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se impondrá prisión de tres meses a dos años, o de veinte a sesenta días multa, a quien recibiere una orden que deba cumplir o hacer cumplir, dictada en un recurso de amparo y no la cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre que el delito no esté más gravemente penado. Se condena al Estado al pago de las costas, daños y perjuicios ocasionados por los hechos que han dado lugar a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. Notifíquese. En lo demás se declara sin lugar el recurso.” 

Resolución Nº 03089 – 2019 de las horas cuarenta y cinco minutos del veintidós de febrero de dos mil diecinueve. “Se le ordena a Roxana Arrieta Meléndez y Krissia Rojas Quirós, por su orden Directora a.i. y Jefa a.i. de la Sección de Reclutamiento y Selección, ambas de Gestión Humana del Poder Judicial, o a quienes en su lugar ocupen esos cargos, que realicen todas las gestiones necesarias, dentro del ámbito de sus competencias, a efectos de que dentro del plazo de 12 meses, contado a partir de la notificación de este pronunciamiento, la recurrente pueda realizar la prueba selectiva de ingreso que anteriormente reprobó. Todo lo anterior se dicta con la advertencia que de conformidad con el artículo 71 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se impondrá pena de prisión de tres meses a dos años o de veinte a sesenta día multa a quien reciba una orden de esta Sala que deba cumplir o hacer cumplir y la inobserve, siempre que el delito no esté más gravemente penado. Se condena al Estado al pago de las costas, daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de fundamento a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. Notifíquese este pronunciamiento a Roxana Arrieta Meléndez y Krissia Rojas Quirós, por su orden Directora a.i. y Jefa a.i. de la Sección de Reclutamiento y Selección, ambas de Gestión Humana del Poder Judicial, o a quienes en su lugar ocupen esos cargos, en forma personal. La Magistrada Esquivel Rodríguez salva parcialmente el voto y ordena continuar con la tramitación del asunto.”

Resolución Nº 17730 – 2018 de las nueve horas veinte minutos del veintiséis de octubre de dos mil dieciocho. Donde “se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente en cuanto se refiere a la imposibilidad de realizar las pruebas. En consecuencia, se ordena a Waiman Hin Herrera, en su condición de Directora a.i. de la Dirección de Gestión Humana, y a Krissia Rojas Quirós, en su condición de Jefa a.i. de la Sección de Reclutamiento y Selección de Gestión Humana, ambas del Poder Judicial, o a quienes ejerzan esos cargos, que dentro del plazo de doce meses, contado a partir de la notificación de esta sentencia, lleven a cabo todas las actuaciones que se encuentren dentro del ámbito de sus competencias y atribuciones a efectos de que la recurrente pueda realizar las pruebas selectivas de ingreso para el tipo de cargo en el que concursó. Se advierte que de conformidad con lo establecido en el artículo 71 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se impondrá prisión de tres meses a dos años, o de veinte a sesenta días multa, a quien recibiere una orden que deba cumplir o hacer cumplir, dictada en un recurso de amparo y no la cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre que el delito no esté más gravemente penado. Se condena al Estado al pago de las costas, daños y perjuicios ocasionados por los hechos que han dado lugar a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. En todo lo demás, se declara sin lugar el recurso. Notifíquese esta resolución a Waiman Hin Herrera, en su condición de Directora a.i. de la Dirección de Gestión Humana, y a Krissia Rojas Quirós, en su condición de Jefa a.i. de la Sección de Reclutamiento y Selección de Gestión Humana, ambas del Poder Judicial, o a quienes ejerzan esos cargos, de manera personal.”

En relación con los recursos de amparo, la Dirección de Gestión Humana, mediante correo electrónico del 15 de mayo de 2019, suscrito por la señora Aslhey Quesada Valerio, Profesional 2 de Reclutamiento y Selección, presentó la siguiente información:  

	Tipo de Recurso
	Cantidad recibida
	Con lugar

	Recursos por trámite de convocatoria
	7
	2 
(1 parcialmente)

	Recursos por trámite de primer ingreso
	3
	2



Debido a la compleja organización del Poder Judicial cada año hay una generación nueva de vacantes producto de los ascensos, jubilaciones, incapacidades permanentes, lo que desencadena una gran cantidad de plazas que actualmente se encuentran vacantes.

La desactualización de notas o promedios ya efectuados, toda vez que los cálculos de las fases fueron realizados a la fecha de cierre de la convocatoria (años 2015 y 2016).

La desactualización de registros de elegibles existentes, lo que conlleva una gran cantidad de personas idóneas y con experiencia que no han podido ser incluidas en los registros correspondientes.

La capacidad operativa actual de la Dirección de Gestión Humana y la limitación de espacio físico en la Institución ocasiona que desde la convocatoria (2015-2016), no se han publicado nuevas convocatorias que permitan a las personas que no se encuentra en calidad de elegible, poder repetir las pruebas, así como puntuar sobre la experiencia adquirida en los casi tres años que llevamos con el proceso activo. Situación que preocupa, pues la Sala Constitucional en varias resoluciones ha señalado que se deben llevar a cabo todas las actuaciones que se encuentren dentro del ámbito de sus competencias y atribuciones a efectos de que se pueda realizar las pruebas selectivas de ingreso para el tipo de cargo en el que la persona concursó.

“Resulta necesario tener presente que el Consejo Superior en la sesión N° 76-18 del 28 de agosto, reconsideró lo aprobado en la sesión N° 105-17 del 21 de noviembre de 2017. Producto de dicha reconsideración, se acordó revalorar únicamente a las personas que cumpliesen en su totalidad con las siguientes condiciones:

a.	Tuvieron resultado negativo en alguna de las pruebas aplicadas. 
b.	Se encuentran ocupando una plaza vacante
c.	Presentaron alguna gestión en tiempo y forma ya fuese ante el Consejo Superior o bien ante la Dirección de Gestión Humana. 

Considerando esta nueva disposición, la Sección de Reclutamiento y Selección cuenta con el detalle de 39 personas a las que le asiste la revaloración; cabe señalar que aún hay casos en revisión, a fin de determinar si les asiste o no la revaloración aprobada por el Consejo Superior.[footnoteRef:12]” [12: (Fuente: Dirección de Gestión Humana, la presente información fue suministrada mediante correo electrónico del 15-05-2019, por la señora Aslhey Quesada Valerio, Profesional 2 de Reclutamiento y Selección de la Dirección de Gestión Humana).] 


4.- Análisis del caso por parte de la Dirección Jurídica.

De conformidad con los antecedentes y el panorama factico referido por la Dirección de Gestión Humana, esta Dirección Jurídica determina que las personas que participaron en las pruebas que fueron realizadas en los años 2015 y 2016, actualmente cuentan con una mayor preparación y experiencia, circunstancia que hace evidente la desactualización de las notas o resultados de aquella época.

Para esta Dirección la actualización de las notas es un tema importante debido a que las calificaciones son el instrumento veraz para medir la idoneidad y al estar desactualizadas, no se cumple con el objetivo. Esa idoneidad, debe demostrarse con pruebas recientes que acrediten los conocimientos de las personas participantes en la actualidad.

Además, se debe recordar que hay varias resoluciones de la Sala Constitucional que ordenan a la Dirección de Gestión Humana del Poder Judicial repetir la prueba (en un plazo determinado) a aquellas personas que presentaron recurso de amparo contra esa oficina. Sin embargo, para repetir las pruebas selectivas de ingreso para el tipo de cargo en que concursaron las personas que defendieron su derecho a través de la vía del amparo constitucional, debe existir una nueva convocatoria.

Asimismo, quedó acreditado que la Dirección de Gestión Humana carece de capacidad operativa para procesar toda la información, las pruebas selectivas y de registro. Situación que podrían violentar el derecho al acceso al trabajo, pues no se ha podido realizar nuevas convocatorias, lo que genera una parálisis que afecta a las personas que quieren formar parte o actualizar sus notas en los registros de postulantes y elegibles de la institución.

Como se puede observar, las limitantes mencionadas en las 14 convocatorias: N°CV-08-2015, CV-13-2015, CV-15-2015, CV-18-2015, CV-26-2015, CV-02-2016, CV-03-2016, CV-04-2016, CV-05-2016, CV-06-2016, CV-07-2016, CV-08-2016, CV-09-2016 y CV-11-2016, se dieron producto de la utilización del Modelo por Oposición en forma masiva, demostrando que no fue funcional la decisión contenida en el acto administrativo dictado por el Consejo Superior, acta N° 12-2015, artículo LXV, del 12 de febrero de 2015.  Situación que generó una divergencia entre el resultado obtenido y el fin establecido por la norma. Tanto así, que todavía no se ha nombrado en propiedad a ninguna persona en las convocatorias por oposición aquí mencionadas.
 
Resulta de interés Institucional que no se pierda la capacitación y experiencia adquirida por las personas que han laborado por años en condición de interinas, que se cumplan las normas que garantizan el acceso y la estabilidad en condiciones de igualdad y que se utilice un instrumento que determine en forma actualizada la idoneidad a fin de comprobarla al día de hoy (2019). La finalidad es valorar y aprovechar todo esa capacitación y experiencia producto del esfuerzo realizado por las personas (jefaturas y del personal) de cada oficina. 

Es decir, las condiciones para acceder al puesto no pueden dictarse mediante actos contrarios a reglas unívocas de la ciencia o de la técnica o a principios de justicia, lógica o conveniencia, ni tampoco deben fundarse condiciones imposibles o irrazonables, pues se debe respetar el derecho al acceso a los cargos públicos, el cual es una consecuencia del principio de igualdad que garantiza equidad de oportunidades a todas las personas para aspirar a los cargos y funciones públicas. (Sala Constitucional sentencia N° 3529 de las 9 horas del 12 de julio de 1996 de la Sala Constitucional). Además, se debe dar cumplimiento de requisitos que deben ser pertinentes, en relación con el cargo y las funciones, sin obviar que deben atender a la idoneidad para el desempeño del puesto, en la probidad de la persona candidata y en criterios de honestidad indispensables en el manejo de los asuntos públicos.

Esta Dirección Jurídica considera prudente, revocar las 14 convocatorias: N° CV-08-2015, CV-13-2015, CV-15-2015, CV-18-2015, CV-26-2015, CV-02-2016, CV-03-2016, CV-04-2016, CV-05-2016, CV-06-2016, CV-07-2016, CV-08-2016, CV-09-2016 y CV-11-2016, realizadas bajo el Modelo por Oposición aprobado mediante acuerdo del Consejo Superior N° 12-2015, del 12 de febrero de 2015 artículo LXV, siendo que en ninguna de las convocatorias citadas, se puede alegar un derecho subjetivo,  porque se está apenas en la fase de formación de registros de postulantes y elegibles, es decir, no se ha nombrado a nadie. Lo anterior es relevante a los efectos de evitar tener que indemnizar, porque no se están afectando derechos subjetivos adquiridos.

Conclusiones y recomendación: 
[bookmark: _Hlk508364976]
Por todo lo antes expuesto, con fundamento en los artículos 192 de la Constitución Política, 12 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, 21, 24 y siguientes del Estatuto de Servicio Judicial, así como los artículos 4, 16, 152- 156 de la Ley General de Administración Pública, la Dirección Jurídica concluye lo siguiente:

1.- Los nombramientos en la función pública se deben hacer mediante la constatación de la idoneidad, siendo que las calificaciones deben ser fiel reflejo de la realidad actual; para evitar que se violente el derecho de acceso a los puestos públicos con una calificación desactualizada. 

2.- La Administración del Poder Judicial tiene la facultad de revocar aquellos actos que, aunque válidos, deben extinguirse por razones de mérito, conveniencia u oportunidad. Por lo que en criterio de la Dirección Jurídica la Administración se encuentra facultada para dictar la revocación parcial de las siguientes 14 convocatorias: N° CV-08-2015, CV-13-2015, CV-15-2015, CV-18-2015, CV-26-2015, CV-02-2016, CV-03-2016, CV-04-2016, CV-05-2016, CV-06-2016, CV-07-2016, CV-08-2016, CV-09-2016 y CV-11-2016, realizadas bajo el Modelo por Oposición aprobado mediante acuerdo del Consejo Superior N° 12-2015, del 12 de febrero de 2015 artículo LXV. Debido a que en ninguna de estas convocatorias se ha nombrado nadie en propiedad, por lo que no se puede alegar un derecho subjetivo pues, se está apenas en la fase de conformar registros de postulantes y elegibles. Lo anterior es relevante a los efectos de evitar tener que indemnizar, porque no se están afectando derechos subjetivos adquiridos.

3.- 	Debe resaltarse que la revocación parcial que se dicte no debe incluir las 3 de convocatorias en las cuales si se logró nombrar en propiedad, y por ende, se generaron derechos subjetivos, a saber las convocatorias N° CV-06-2015, CV-05-2015 y la CV-14-2015.

4.- Asimismo, se recomienda al Consejo Superior valorar la inconveniencia que presentó el Modelo por Oposición (procedimiento ordinario que en la actualidad utiliza la Dirección de Gestión Humana, de conformidad con el  acuerdo adoptado por el Consejo Superior en  la sesión N° 12-2015, celebrada el 12 de febrero de 2015, artículo LXV), a fin de aprovechar la oportunidad de solucionar el problema de origen, es decir revocando parcialmente el acuerdo tomado en la sesión antes señalada, para que conforme en lo dispuesto en el artículo 24 del Estatuto de Servicio Judicial, sea la Administración la que en cada caso, y de acuerdo a las necesidades del servicio, decida cuál de los dos modelos establecidos en esa norma legal requiere utilizar, es decir, concursos por oposición y/o de antecedentes. Esto por cuanto de no hacerse, el problema de origen seguiría existiendo (acuerdo del Consejo Superior N° 12-2015, del 12 de febrero de 2015 artículo LXV, que aprobó el Modelo por Oposición para los puestos técnicos, operativos y asistenciales, en condición de “vacante”). 

(…)”
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Visto el informe de la Dirección Jurídica DJ-AJ-1588-2019, fechado veintidós de mayo del dos mil diecinueve que se emitió en razón del acuerdo tomado por este Consejo  en sesión N° 19-19 celebrada el 01 de marzo de 2019, artículo XLII, donde se solicitó  criterio a esa Dirección respecto de la propuesta hecha por la Sección de Reclutamiento y Selección de Personal en oficio N° RS-1048-2018, sobre la sugerencia de  replantear el trámite para resolver el tema de nombramientos en propiedad de las plazas vacantes, para los puestos de apoyo de los niveles: administrativos, jurisdiccionales y operativos, mediante la implementación del modelo selectivo por antecedentes, distinto al modelo selectivo por oposición que se ha estado realizando, así como la modificación en el proceso de selección y reclutamiento del personal, específicamente de las 14 convocatorias publicadas en el año 2015 y 2016, por lo que solicita que sean anuladas las convocatorias CV-08-2015, CV-13-2015, CV-15-2015, CV-18-2015, CV-26-2015, CV-02-2016, CV-03-2016, CV-04-2016, CV-05-2016, CV-06-2016, CV-07-2016, CV-08-2016, CV-09-2016 y CV-11-2016, con el fin de proceder a la aplicación de un modelo que responda a la necesidad institucional .
Se acuerda: 1.) Tomar nota del análisis expuesto, así como de las conclusiones a las que se arribaron en el informe de la Dirección Jurídica DJ-AJ-1588-2019 fechado veintidós de mayo del dos mil diecinueve. 2.) Avalar las recomendaciones realizadas en este informe, por consiguiente se debe: a) Revocar  parcialmente por razones de mérito, conveniencia u oportunidad las siguientes 14 convocatorias: N° CV-08-2015, CV-13-2015, CV-15-2015, CV-18-2015, CV-26-2015, CV-02-2016, CV-03-2016, CV-04-2016, CV-05-2016, CV-06-2016, CV-07-2016, CV-08-2016, CV-09-2016 y CV-11-2016, realizadas bajo el Modelo por Oposición aprobado mediante acuerdo de este Consejo N° 12-2015, del 12 de febrero de 2015 artículo LXV, debido a que en ninguna de estas convocatorias se ha nombrado a nadie en propiedad, por lo que no se puede alegar un derecho subjetivo pues, se está apenas en la fase de conformar registros de postulantes y elegibles. Dicha revocación no incluye las 3 convocatorias en las cuales se logró nombrar en propiedad, y por ende, se generaron derechos subjetivos, a saber las convocatorias N° CV-06-2015, CV-05-2015 y la CV-14-2015. b) Revocar parcialmente el acuerdo adoptado por este Consejo en la sesión 12-2015, celebrada el 12 de febrero de 2015, artículo LXV, donde se aprobó el Modelo por Oposición para los puestos técnicos, operativos y asistenciales, en condición de “vacante” para que conforme en lo dispuesto en el artículo 24 del Estatuto de Servicio Judicial se promuevan los concursos bajo la modalidad de antecedentes. c) La Dirección de Gestión Humana y la Sección de Reclutamiento Selección y tomarán nota para lo correspondiente. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc9866701]ARTÍCULO XXVI

Documento N° 15217-18 / 6246-19

En sesión N° 30-2019, celebrada el 2 de abril del 2019, artículo IV, se tomó el acuerdo cuya parte dispositiva indica: 
“Se acordó: 1.) Indicarle al doctor Alfonso Navas Aparicio, Apoderado Especial Administrativo y Judicial de la máster Alejandra Rojas Calvo, que cuando este Consejo Superior resuelve las apelaciones en materia disciplinaria, es decir, como órgano de segunda instancia, se agota la vía administrativa, por tanto, resulta improcedente elevar ante la Corte Plena el recurso subsidiario de apelación en contra del acuerdo adoptado en sesión N° 24-19 del 15 de marzo del 2019, artículo X. 2.) Tener por rendidos los informes, suscritos por el licenciado Mariano Rodríguez Flores, jefe interino del Área de Gestión y Apoyo, mediante oficio 340-CACMFJ-AGA-2019 y la máster Argili Gómez Siu, Subdirectora Jurídica interina, mediante oficio Nº DJ-1059-2019.   3.) En acatamiento a la medida cautelar impuesta por el Tribunal Procesal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, en resolución de las dieciocho horas cincuenta minutos del veintiocho de marzo del dos mil diecinueve, se suspenden de forma inmediata los efectos del acuerdo adoptado por este Consejo Superior en sesión N° 24-19 celebrada el 15 de marzo del 2019, artículo X. 4.) Notifíquese al doctor Alfonso Navas Aparicio a la máster Alejandra Rojas Calvo. 5.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de Gestión Humana, de la Dirección Jurídica y del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, para los fines correspondientes. Se declara acuerdo firme.”
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La máster Argili Gómez Siu, Subdirectora Jurídica interina, mediante oficio N° DJ-1630-2019 del 24 de mayo de 2019, comunicó:
“Con el fin de que se haga del conocimiento del Consejo Superior a la brevedad posible, muy respetuosamente le remito correo electrónico de la licenciada Karen Oviedo Rojas, Procuradora de la Procuraduría General de la República, en el que informa lo resuelto por el Tribunal Procesal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, dentro del expediente número 19-2561-1027-CA, mediante sentencia número 276-2019-T de las dieciséis horas veinticinco minutos del veintitrés de mayo del dos mil diecinueve, en la que resolvió lo siguiente:
"[…]Se ACOGE la solicitud de medida cautelar gestionada por la señora ALEJANDRA ROJAS CALVO, por lo que se ordena el mantener suspendidos los efectos del Acuerdo adoptado por el Consejo Superior en el artículo X, en la Sesión 24-19 celebrada el quince de marzo de dos mil diecinueve y el oficio número 314-CACMFJ-AGA-2019 de fecha 25 de marzo del año en curso, suscrito por el jefe de Área de Gestión y Apoyo del Centro(sic) de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, por medio del cual se suspende a la aquí actora por un mes sin goce de salario […]".
No omito indicar que esta Dirección informó al Consejo Superior de la medida cautelar provisionalísima, mediante oficio número DJ-1059-2019 del primero de abril del año en curso, el cual fue conocido por ese Órgano Superior en sesión número 30-2019, celebrada el 2 de abril del 2019, artículo IV, acordando suspender los efectos del acuerdo adoptado por el Consejo Superior en sesión N° 24-19 celebrada el 15 de marzo del 2019, artículo X.”
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La comunicación de la licenciada Karen Oviedo Rojas, Procuradora de la Procuraduría General de la República, indica literalmente:
“Buenos días:
Sirva el presente para enviar un cordial saludo.
Mediante correo remitido el 1° de abril de 2019, se hizo de su conocimiento que el Tribunal Procesal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, mediante auto de las 18:50 horas del 28 de marzo de 2019, ordenó la siguiente medida cautelar provisionalísima a favor de la señora Alejandra Rojas Calvo, cédula 1-1078-0149:
"SE ORDENA AL ESTADO (Poder Judicial) la inmediata suspensión de todos los efectos del acuerdo adoptado por el Consejo Superior del Poder Judicial en el artículo X, en la sesión 24-19 celebrada el quince de marzo de dos mil diecinueve (SIC) y el oficio número 314-CACMFJ-AGA-2019 de 25 de marzo del año en curso, suscrito por el jefe de Área de Gestión y Apoyo del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, por lo cual se procede a suspender la sanción de un mes sin goce de salario interpuesta a la señora Rojas Calvo".
El día de hoy se notificó la sentencia del Tribunal Contencioso Administrativo N° 276-2019-T de las 16:25 horas del 23 de mayo de 2019, en la que se dispuso:
"Se ACOGE la solicitud de medida cautelar gestionada por la señora ALEJANDRA ROJAS CALVO, por lo que se ordena el mantener suspendidos los efectos del Acuerdo adoptado por el Consejo Superior en el artículo X, en la Sesión 24-19 celebrada el quince de marzo de dos mil diecinueve y el oficio número 314-CACMFJ-AGA-2019 de fecha 25 de marzo del año en curso, suscrito por el jefe de Área de Gestión y Apoyo del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, por medio del cual se suspende a la aquí actora por un mes sin goce de salario".
Lo anterior a fin de que se proceda a comunicar a las oficinas pertinentes en aras de que se cumpla con lo dispuesto. 
Se procederá a formular el recurso de apelación correspondiente. En caso de revocarse lo anterior, se estaría comunicando de inmediato a fin de proceder con la ejecución de la sanción, mientras tanto, ésta no se podrá ejecutar.”
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Se acordó: 1.) Tener por recibida la comunicación de la máster Argili Gómez Siu, Subdirectora Jurídica interina, en oficio N° DJ-1630-2019 del 24 de mayo de 2019. 2.) Conforme a la resolución de las dieciséis horas veinticinco minutos del veintitrés de mayo de dos mil diecinueve, dictada por el Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, mantener suspendidos los efectos del acuerdo de la sesión N° 24-19 celebrada el 15 de marzo del 2019, artículo X, conforme se había acordado en sesión N° 30-2019, celebrada el 2 de abril del 2019, artículo IV, cuando se conoció la medida cautelar provisionalísima promovida por la señora Rojas Calvo 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento del doctor Alfonso Navas Aparicio y de la máster Alejandra Rojas Calvo.
Las Direcciones de Gestión Humana, Jurídica y el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, tomarán nota para para los fines correspondientes. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc9866705]ARTÍCULO XXVII
Documento N° 5731-19.
Mediante correo electrónico de 16 de mayo de 2019 y con el visto bueno del licenciado Manuel Morales Vásquez, Juez Coordinador del Juzgado Penal de Siquirres, la servidora Karen Alejandra Jiménez Zamora, auxiliar de Servicios Generales de ese despacho, por las razones expuestas solicita se conceda permiso sin goce de sueldo, desde el primero de julio, hasta el treinta y uno de diciembre de dos mil diecinueve inclusive, sin detrimento de su relación laboral existente entre la petente y el Poder Judicial 
La servidora Jiménez, aporta constancia N° PJ-DGH-SAS-2692-2019 de 22 de mayo de 2019, suscrita por la licenciada Maureen Siles Mata, Jefa de Administración Salarial de la Dirección de Gestión Humana, que indica que revisados los índices respectivos que para tal efecto se llevan en esa Dirección la servidora Karen, a esa fecha no registra sumas pendientes con esta institución. Además esa misma Dirección hace constar que el expediente personal de la gestionante no registra procesos disciplinarios.
Asimismo, aportó constancia de las quince horas con cuarenta minutos del diecisiete de mayo de dos mil diecinueve, emitida por el licenciado Rolando Villalobos Murillo, Coordinador Judicial interino del Tribunal de la Inspección Judicial, que muestra que la señora Jiménez, no tiene procesos disciplinarios en trámite.
Posteriormente, mediante correo electrónico del 23 de mayo de 2019, la servidora Jiménez Zamora, remitió aclaración, indicando que en la actualidad se encuentra gozando de un permiso sin goce de salario otorgado por la jefatura, sea el juez coordinador del Juzgado Penal de Siquirres, el cual inicio el 01 de enero de este año y culmina el 30 de junio del 2019.
Por las especiales circunstancias que motivan la gestión, se acordó: Acoger la solicitud de la servidora Karen Alejandra Jiménez Zamora, auxiliar de Servicios Generales, del Juzgado Penal de Siquirres, como caso de excepción, de conformidad con lo estipulado en el artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, siendo que este Consejo estima de interés institucional y de provecho para este Poder de la República, que los servidores judiciales se encuentren en las mejores condiciones laborales, personales y familiares. En consecuencia, conceder permiso sin goce de salario del 1 de julio del 2019 al 31 de diciembre 2019, para que se dedique al cuidado de su hijo. 
La Dirección de Gestión Humana tomará nota para los fines correspondientes. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc9866707]ARTÍCULO XXVIII
Documento N° 6052-19.
El máster Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial, mediante oficio N° 595-DG-2019, del 17 de mayo de 2019, manifestó lo siguiente:
“El Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses, adscrito al Ministerio Público Panameño, cursa invitación para que la funcionaria Eugenia Fernández Mora, cédula 1-0909-0932, Jefe Sección Laboratorio Ciencias Forenses, Sección de Bioquímica de este Organismo, para que participen en el “X Congreso Internacional de Medicina Legal con el tema: Cambios de Paradigmas y Progresos en las Ciencias Forenses”, a realizarse en Ciudad de Panamá, Panamá, los días del 26 al 30 de agosto del 2019 (fechas de viaje 25 y 31 de agosto respectivamente).
Según lo dispuesto por el Consejo Superior mediante acuerdo tomado en la sesión Nº 26-14 celebrada el 25 de marzo del 2014, artículo LXIII, y en virtud de la importancia de este tipo de convocatorias para la labor que realiza este Organismo, se solicita el permiso respectivo para que la servidora participe de tan importante actividad.
Para estos efectos, se requiere el permiso con goce de salario y sustitución de la funcionaria Fernández Mora, quien por su condición de jefatura, hace necesario contar con la firma que apruebe y avalé las gestiones que se realizan en la Oficina. Se adjunta certificación de contenido presupuestario. 
De aprobarse la gestión, solicito se proceda a través de su persona, extender la nota para el Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto, a fin de que se tramite el pasaporte oficial. Tal actividad no tiene costo alguno para la institución, por cuanto los gastos serán cubiertos por la entidad anfitriona.”
-0-  

[bookmark: _Hlk8031517][bookmark: _Hlk5602937]Mediante oficio 0263-P-2019 del 21 de mayo del dos mil diecinueve, la máster Floribel Campos Solano, jefa interina, del Departamento Financiero Contable certifica que en la Partida 0 “Remuneraciones ”, del presupuesto del año 2019, se incorporaron recursos mediante Ley N.º 9632, para “Cubrir el costo estimado para otorgar permiso con goce de salario y sustitución para 1 Jefe de Sección Laboratorio Ciencias Forenses, por el período comprendido del 25/08/2019 al 31/08/2019”, por un monto total estimado de ¢522,060.58 (quinientos veintidós mil sesenta colones con 58/100) distribuidos en el siguiente registro presupuestario:  
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Se acordó: Acoger la solicitud del máster Walter Espinoza Espinoza, Director General, del Organismo de Investigación Judicial, en oficio N° 595-DG-2019, del 17 de mayo de 2019, en consecuencia: 1.) Conceder permiso con goce de salario y sustitución a la servidora Eugenia Fernández Mora, jefa de la Sección de Laboratorio de Ciencias Forenses, Sección de Bioquímica del Organismo de Investigación Judicial para que participe en el “X Congreso Internacional de Medicina Legal con el tema: Cambios de Paradigmas y Progresos en las Ciencias Forenses”, del 25 al 31 de agosto de 2019, que se llevará a cabo en la ciudad de Panamá. Lo anterior, en el entendido que los gastos de la actividad serán cubiertos por la entidad anfitriona. 2.) En razón de la importancia del contenido de la capacitación a recibir, deberá doña Eugenia coordinar lo necesario, a fin de transmitir los conocimientos adquiridos al equipo de trabajo del cual forman parte, en lo que les pueda ser de beneficio en el cumplimiento de sus labores, según los requerimientos institucionales. 3.) Aprobar el gasto por la suma de ¢522,060.58 (quinientos veintidós mil sesenta colones con 58/100), para hacerle frente a la sustitución. 4.) La Secretaría General de la Corte tramitará lo correspondiente al pasaporte de servicio, en los casos en que la persona interesada así lo solicite y se cuente con el plazo establecido para ello.
Las Direcciones General del Organismo de Investigación Judicial, de Gestión Humana y los despachos interesados tomarán nota para los fines consiguientes. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc9866709]ARTÍCULO XXIX
Documento N° 10752-18 / 6104-19.
En oficio número UCS-0151-MP-2019, del 22 de mayo de 2019, la licenciada Evelyn Chavarría Brenes, Gestora de Capacitación 2 de la Unidad de Capacitación y Supervisión del Ministerio Público, remitió la siguiente solicitud:
“Reciban un cordial saludo. La Unidad de Capacitación y Supervisión del Ministerio Público, en relación al “Inglés Conversacional”,  el cual fue aprobado por el honorable Consejo Superior mediante acuerdo N°12925-18, informa que en la gestión inicial presentada mediante oficio UCS-246-MP-2018,  se acordó:

[bookmark: _Toc9866711]“Acoger la gestión anterior, en consecuencia: Autorizar la participación de las servidoras y servidores de la lista anteriormente transcrita, para que participen en el curso de “Inglés Conversacional ", el cual se realizará todos los viernes laborados entre el 18 de enero de 2019 y hasta el día viernes 13 diciembre de 2019, de las 13:00 horas a las 18:00 horas, en la Unidad de Capacitación y Supervisión del Ministerio Público”.

[bookmark: _Toc9866712]No obstante, en razón que el 31 de mayo de 2019 se llevará a cabo el XI Congreso Latinoamericano de Ministerio Público Ambiental “ La justicia ambiental en Latinoamérica”, y siendo que las instalaciones de la Unidad de Capacitación y Supervisión se emplearán en su totalidad para dicha actividad, es necesario reprogramar la clase.

[bookmark: _Toc9866713]Por lo que se informa lo respectivo al Consejo Superior para lo que considere pertinente.

[bookmark: _Toc9866714](…).”
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Se acordó: 1.) Acoger la solicitud presentada en oficio número UCS-0151-MP-2019, del 22 de mayo de 2019, suscrito por la licenciada Evelyn Chavarría Brenes, Gestora de Capacitación 2 de la Unidad de Capacitación y Supervisión del Ministerio Público, en consecuencia, por los motivos indicados, autorizar la reprogramación de la clase que estaba programada para el 31 de mayo de 2019, del curso Inglés Conversacional, para una fecha en que todas las personas participantes puedan asistir y no se afecte el servicio público que brinda la institución. 2.) La Unidad de Capacitación y Supervisión del Ministerio Público, informará a este Consejo Superior, la fecha para la cual se programará esa clase.
La Unidad de Capacitación y Supervisión del Ministerio Público y la Dirección de Gestión Humana, tomará nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc9866715]ARTÍCULO XXX
Documento N° 6212-19.
En oficio número FGR-282-2019 del 24 de mayo de 2019, la licenciada Xiomara Avalos Ramos, de la Fiscalía General de la República, remitió la siguiente solicitud:
“Tengo el agrado de dirigirme a ustedes, con relación a la invitación cursada al Ministerio Público para participar en la 24ta Cumbre Multilateral Marítima Antidrogas, que se llevará a cabo en Virginia, Estados Unidos, los días 18 y 19 de junio de 2019, siendo las fechas de viaje el 17 de junio y 20 de junio de 2019, salida y regreso al país respectivamente.

Para su referencia se adjunta nota de invitación.

Los organizadores estarán cubriendo los gastos de boleto aéreo, hospedaje y alimentación.

Para esta actividad, la señora Emilia Navas Aparicio, Fiscala General, autorizó la participación de la siguientes Licenciada:

Ana Janice León Umaña, Fiscala Adjunta, Fiscalía Adjunta del Primer Circuito Judicial de Puntarenas, número cédula 1-1187-0066 (No cuenta con pasaporte de servicio). Además es necesario solicitar la Visa oficial tipo A2.

En virtud de lo anterior, les solicitamos su valioso apoyo para que se tramite lo correspondiente al pasaporte de servicio de la persona antes mencionada.

(…).”
-0-
A esos efectos adjunta invitación para participar en la 24ta Cumbre Multilateral Marítima Antidrogas, que se llevará a cabo en Virginia, Estados Unidos.


Se acordó: Acoger la solicitud presentada en oficio número FGR-282-2019, del 24 de mayo de 2019, por la servidora Xiomara Avalos Ramos, de la Fiscalía General de la República, en consecuencia, la Secretaría General de la Corte tramitará lo correspondiente al pasaporte de servicio de la licenciada Ana Janice León Umaña, Fiscala Adjunta de la Fiscalía Adjunta del Primer Circuito Judicial de Puntarenas, en caso en que así lo solicite y se cuente con el plazo establecido para ello.
La Secretaría General de la Corte tomará nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc9866717]ARTÍCULO XXXI
Documento N° 6070-19 / 6395-19

	El licenciado Mateo Ivankovich Fonseca, Director interino de la Escuela Judicial, en oficio N° EJ-DIR-105-2019 de 22 de mayo de 2019, solicitó lo siguiente:
“I) Como es de su conocimiento, la Comisión de la Jurisdicción Civil y la Escuela Judicial estamos trabajando en la capacitación de las personas juzgadoras que tramitan materia civil, a la luz de la Reforma Procesal Civil, por lo que con el fin de continuar este proceso formativo, se realiza una serie de cursos sobre "Emisión de Sentencias".
Este proceso ha sido realizado de manera sistemática y metódica, con una orientación curricular basada en el enfoque por competencias, en busca de dotar a las personas juzgadoras de las herramientas necesarias para atender de manera oportuna, célere, eficiente y eficaz los asuntos sometidos a su conocimiento.
La implementación de la reforma Procesal Civil representa un cambio de paradigma y un reto institucional, por lo que brindar la capacitación a los funcionarios judiciales, constituye un importante hito por superar, con el fin de lograr una transición que permita brindar seguridad y confianza a las personas juzgadoras en su accionar.
Por ello, se solicita permiso con goce de salario y sustitución para el listado de personas y fechas que a continuación se detalla, con la indicación de que los recursos económicos para el pago de esas sustituciones se cargarán al presupuesto asignado para la Reforma Procesal Civil. Se adjunta la respectiva certificación de contenido presupuestario, número 0261-P-2019.

Grupo 15-2019
Fechas: 3, 4 y 5 de junio 
Lugar: San Joaquín de Heredia. Escuela Judicial 

	No.
	Nombre 
	Cédula
	Despacho 
	Puesto

	
	
Arauz Cabrera Andrea 
	603190013
	Tribunal II Circ. Jud. Zona Sur 
	Jueza 4 

	
	* Arce hidalgo Johanna 

	112230010

	Administración Regional de Liberia
	Jueza Supernumeraria

	
	Avy Cosmi Sandrine Renee

	801090568
	Juzgado Civil, trabajo y familia de Buenos Aires 
	Jueza 3 
352631

	
	Barrantes López Ricardo Esteban 
	106560955
	Tribunal Primero Colegiado I Instancia Civil 
	Juez 4
378870

	
	* Carrillo Gómez Luis 

	602750969

	Administración Regional de Puntarenas
	Juez Supernumerario

	
	* Céspedes Ortiz Antonio De Jesús
	111480185 
	Administración Regional I Circ. Jud. Alajuela 
	Juez Supernumerario 


	
	Cortés García Mariela
	111070783
	Juzgado Segundo Especializado De Cobro I Circuito Judicial San Jose 
	Jueza 2 

	
	* Farah Castillo Mónica 
	503330325
	Administración De San Ramón
	Jueza Supernumeraria 


	
	Huertas Ortega Sergio

	109810287
	Centro De Apoyo, Coordinación Y Mejoramiento De La Función Jurisdiccional 
	Juez 4


	
	
Irías Obando Gustavo 
	106900129
	Juzgado Especializado De Cobro II Circuito Judicial San José 
	Juez 2 

	
	* Leal Gómez Édgar Jesús
	502420346
	Administración Regional Santa Cruz (Supernumerario )
	Juez Supernumerario

	
	Madrigal Camacho Eida 
	 1-1225-0102
	TRIBUNAL PRIMERO COLEGIADO PRIMERA INSTANCIA CIVIL I CIRCUITO JUDICIAL SAN JOSE 
	Jueza 4

	
	* Mora Vargas Gabriela 
	113180242 
	Área de Gestión y Apoyo
	Jueza Supernumeraria 

	
	Murillo Monge Merlín Rocío
	108010317
	Juzgado Contravencional de Puriscal
	Jueza 1

	
	Quesada Quesada Francisco 
	205930575
	Juzgado Trabajo II Circuito Judicial De San José 
	Juez 3

	
	
* Rojas Chavarría Erika Andrea 
	111650219
	Administración Regional Santa Cruz (Supernumerario )
	Jueza Supernumeraria

	
	* Sánchez Arroyo Gabriela 
	109030593

	Administración Regional de Cartago
	[bookmark: __DdeLink__2064_4028758099]Jueza Supernumeraria

	
	* Sánchez Cubero Diana María 
	115120338 
	Área De Gestión Y Apoyo 
	Jueza Supernumeraria 

	
	* Sosa Mora Dirian 

	503660895

	Administración Regional de Guápiles
	Juez Supernumerario

	
	Ugalde González Olman
	601780828
	Área De Gestión Y Apoyo 
	Juez 3 


	
	* Vargas Badilla Diana 

	602760030

	Administración Regional de Corredores
	Jueza Supernumeraria

	
	Vargas Solano Maureen 
	111160038
	Juzgado Especializado De Cobro II Circuito Judicial San José 
	Juez 2 

	
	Vargas Vargas Luis Diego
	401990409
	Juzgado Especializado De Cobro II Circuito Judicial San José
	
Juez 2


	
	
Venegas Chacón Lidieth
	110420225
	Juzgado Especializado De Cobro Cartago
	Jueza 2

	
	Vindas Mejía Xinia
	107050668
	Juzgado De Cobro I Circuito Judicial Alajuela 
	Jueza 2 




* Estos participantes no requieren sustitución.
Asimismo, en caso de darse algún cambio en la persona nombrada en las plazas convocadas, solicito se nos autorice a realizar el cambio correspondiente, quedando de esa forma autorizado para sustitución el número de puesto ante el Centro de Apoyo, Cooperación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional.
II) Se solicita se conceda permiso con goce de salario y sustitución por el plazo del 3 de junio al 31 de julio de 2019, para la siguiente persona facilitadora que desarrollará y ejecutará la capacitación a las personas técnicas judiciales que laboran en materia civil, con la indicación de que los recursos económicos para el pago de esa sustitución se cargarán al presupuesto asignado para la Reforma Procesal Civil. Se adjunta la respectiva certificación de contenido presupuestario número 0261-P-2019 :

	Nombre 
	Cédula 
	Despacho 
	Puesto

	Daniel Jiménez Medrano
	114860502
	Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional
	Juez 2 



Respetuosamente, de acogerse la solicitud planteada, solicito se declare acuerdo firme.”

- 0 -

A esos efectos, el licenciado Ivankovich Fonseca, remite oficio N° 0261-P-2019 de 20 de mayo de 2019, suscrito por la máster Floribel Campos Solano, en la que indica que en la Partida 0 “Remuneraciones”, del presupuesto del año 2019, se incorporaron recursos mediante Ley N.º 9632, para “Cubrir el costo estimado para otorgar permiso con goce de salario y sustitución para 1 Juez 1, 6 Jueces 2, 3 Jueces 3, 4 Jueces 4, por el período comprendido del 27/05/2019 al 29/05/2019, así como 1 Juez 2 por el período comprendido del 03/06/2019 al 31/07/2019” por un monto total estimado de ¢10,201,181.33 (diez millones doscientos un mil ciento ochenta y un colones con 33/100) distribuidos en el siguiente registro presupuestario, programa 927, subpartida 105, 301, 302 y 399, fuente de financiamiento 001.
La licenciada Flor Arroyo Morera, Gestora de la Capacitación de la Escuela Judicial, mediante correo electrónico del 29 de mayo de 2019 gestionó:
“Les solicito por favor adicionar el oficio EJ-DIR-105-2019, (referencia número 6070-2019, presentado el 22 de mayo del 2019) en el siguiente sentido:
1.Se solicita incorporar el nombre de la siguiente persona en la lista de participantes del grupo 15 sobre Emisión de Sentencias, a quien también se le solicita permiso con goce de salario y sustitución, para los días de la capacitación. Se aclara que la certificación de contenido presupuestario presentada continúa vigente en vista de la exclusión que se solicita en el punto 2.
Grupo 15-2019
Fechas: 3, 4 y 5 de junio 
Lugar: San Joaquín de Heredia. Escuela Judicial 

	Fallas Mesén Mónica
	108490169 
	Juzgado de Cobros II Circuito Judicial de San José, Sección Primera 
	Jueza 2
43791



2. Se solicita excluir el nombre de la siguiente persona de la lista de participantes del grupo 15 del curso sobre Emisión de Sentencias:
	Vargas Solano Maureen 
	111160038
	Juzgado Especializado De Cobro II Circuito Judicial San José 
	Jueza 2 



3. Se solicita conceder permiso con goce de salario y sustitución por el plazo del 10 de junio al 30 de agosto de 2019, para las persona facilitadoras que desarrollarán y ejecutarán los módulos con los que se capacitará en cuanto a la reforma procesal civil, a las personas juzgadoras y técnicas judiciales que desarrollarán su labor en materia civil durante el 2019. 
A continuación un detalle de las plazas para la que se solicita el correspondiente permiso y el nombre de la persona que la ocupa:

	N° cédula
	Nombre
	Puesto
	Despacho

	2-0410-0884 
	Jorge Mario Soto Álvarez
	44423 
	Juez 5 del Tribunal de Apelaciones Civil y de Trabajo de Alajuela 

	1-0963-0369
	Guillermo Guilá Alvarado
	44425
	Juez 5 del Tribunal del Primer Circuito Judicial de Alajuela



Se adjunta a la solicitud formulada la correspondiente certificación de contenido presupuestario número 0279-P-2019. 
De acogerse la solicitud planteada, respetuosamente solicito se declare acuerdo firme.”

- 0 -  

Se acordó: Acoger la solicitud presentada por el licenciado Mateo Ivankovich Fonseca, Director interino de la Escuela Judicial, en su oficio N° EJ-DIR-105-2019 de 22 de mayo de 2019, en consecuencia: 1.) Conceder permiso con goce de salario y sustitución únicamente a las personas servidores judiciales previamente designadas por la Escuela Judicial e indicadas en el citado oficio, durante los días detallados, con la finalidad que participen en la capacitación relacionada con la implementación de la reforma Procesal Civil "Emisión de Sentencias". Lo anterior, con las excepciones señaladas por dicha Escuela, en los casos que no se sustituirá al servidor (a) señalados con *. Asimismo, en el entendido que no se afectará el servicio al público a cargo de las personas a las que se les autoriza la participación en la citada capacitación. 2.) Se autoriza la solicitud presentada mediante correo electrónico del 29 de mayo de 2019, suscrito por la licenciada Flor Arroyo Morera, Gestora de la Capacitación de la Escuela Judicial, referente a la exclusión e inclusión de los funcionarios que cita con los respectivos permisos y sustituciones de conformidad con la información detallada, en el entendido de que existe contenido presupuestario para hacerle frente a los movimientos señalados. 3.) De darse algún cambio en la persona nombrada en las plazas convocadas, se autoriza a realizar el cambio correspondiente, de manera que asista la persona que ocupe el número de puesto. 4.) Conceder permiso con goce de salario y sustitución al licenciado Daniel Jiménez Medrano, Juez del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, del 3 de junio al 31 de julio de 2019, para que se desempeñe como facilitador de la citada capacitación.
La Escuela Judicial, la Dirección de Gestión Humana, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc9866719]ARTÍCULO XXXII
Documento N° 6054-19.
La máster María Elena Gómez Cortés, Coordinadora de la Comisión Permanente para el Seguimiento de la Atención y Prevención de la Violencia Intrafamiliar,  en oficio N° 49-CVI-2019 de 20 de mayo de 2019, realiza la siguiente solicitud:
“La Comisión Permanente para el Seguimiento de la Atención y Prevención de la Violencia Intrafamiliar del Poder Judicial, como parte del Plan de Trabajo y en virtud de las acciones implementadas para reforzar el tema de la aplicación de la Ley contra la Violencia Doméstica de las Mujeres, se está organizando las siguientes actividades de capacitación y sensibilización:

REUNIÓN CLAIS (Comités Locales para la Atención Inmediata y el Seguimiento de casos de alto riesgo por violencia contra las mujeres).
Fecha: miércoles 12 de junio, 2019 de 1:30 p.m. a 4:30 p.m. 
Lugar: Tribunales de Justicia de Golfito. Sala de reuniones. 2° piso. 

Personas facilitadoras:
Lic. Robert Camacho Villalobos – Juez de Violencia Doméstica de Heredia.
Representante del INAMU. 

Población meta: 
Jueza de Violencia Doméstica de Golfito (Licda. Ana Catalina Cisneros Martínez).
Juez Contravencional de Jiménez (Lic. Ronald Araya Méndez).
Representante del INAMU. 
Fiscal (a) de Golfito. 
Fiscal (a) de Puerto Jiménez. 
Policía Administrativa. 
Representante de Trabajo Social y Psicología.

TALLER DE VALORACIÓN DEL RIESGO EN MATERIA DE VIOLENCIA DOMÉSTICA. Objetivos: 
1. Sensibilizar al personal de los distintos despachos judiciales, con la participación de la Fuerza Pública de la localidad que laboran en materia de violencia doméstica. 
2. Brindar conocimientos generales acerca del abordaje en intervención en crisis a las usuarias y los usuarios en materia de violencia doméstica.   
Fecha: jueves 13 de junio, 2019 de 8:30 a.m., a 11:30 a.m., y de 1:00 p.m., a 4:00 p.m. 
Lugar: Tribunales de Justicia de Golfito. Sala de reuniones. 2° piso. 

Personas facilitadoras: 
Lic. Robert Camacho Villalobos, Juez de Violencia Doméstica de Heredia. 
Máster Alba Gutiérrez Villalobos, Jefa Departamento Trabajo Social y Psicología.
Representante del INAMU.  

	 Población meta:
	 Licda. Ana Catalina Cisneros Martínez. Jueza Violencia Doméstica de Golfito. 
Lic. Ronald Araya Méndez. Juez Contravencional de Jiménez 
Lic. Jeffry José Mora Sánchez. Juez Penal de Golfito. 
Personal de apoyo (de los juzgados convocados)
Policía Administrativa de la jurisdicción. 
INAMU. 
Trabajo Social y Psicología.
Fiscalía. 
Oficina Atención a la Víctima del Delito.
Defensa Pública.
En razón de lo anterior, respetuosamente se solicita al Consejo Superior: 1) Aprobar las dos actividades que se indican, a realizarse en Golfito: a) Reunión CLAI el 12 de junio 2019 de 1:30  a 4:30 p.m. b) Taller Valoración del Riesgo en materia de violencia doméstica, el 13 de junio 2019 de 8:30 a 11:30 a.m., y de 1 a 4:00 p.m. 2) El permiso con goce de salario para las personas facilitadoras: Lic. Robert Camacho Villalobos, Juez de Violencia Doméstica de Heredia y máster Alba Gutiérrez Villalobos, Jefa del Departamento de Trabajo Social y Psicología.  El Lic. Camacho requiere sustitución para los días: 12, 13 y 14 de junio (los dos primeros días son las actividades y el día siguiente es el regreso a San José).  Se adjunta correo electrónico de la Administración de Heredia, el cual indica que está reservado recurso supernumerario para la suplencia. 3) Permiso con goce de salario y sustitución para las personas juzgadoras: Licda. Ana Catalina Cisneros Molina, Jueza de Familia y Violencia Doméstica de Golfito y el Lic. Ronald Araya Méndez, Juez Contravencional de Puerto Jiménez, por ser despachos unipersonales, para los días 12 y 13 de junio, 2019.  Se adjunta correo electrónico de la Administración de Golfito, el cual indica que está reservado juez supernumerario para la Licda. Cisneros Molina y certificación de contenido económico de Financiero Contable, para la suplencia del Lic. Araya Méndez, a efectos de coordinar con el Centro de Apoyo Jurisdiccional. 4) Los demás servidores judiciales, que participarán en estas actividades, según población meta, cuentan con el visto bueno de las respectivas jefaturas.” 
-0-
Adjuntan correo electrónico del 9 de mayo de 2019, donde la licenciada Ana Catalina Cisneros Martínez informa que cuenta con sustitución del Juez Supernumerario, para poder asistir a la reunión del CLAIS y taller programado para los días 12 y 13 de junio del 2019. Además de correo electrónico de la Administración de Heredia, indicando la sustitución de Robert Camacho Villalobos. 
Mediante oficio 0255-P-2019 del 20 de mayo del dos mil diecinueve, la máster Floribel Campos Solano, jefa interina, del Departamento Financiero Contable certifica que en la Partida 0 “ Remuneraciones ”, del presupuesto del año 2019, se incorporaron recursos mediante Ley N.º 9632, para “Cubrir el costo estimado para otorgar permiso con goce de salario y sustitución para 1 Juez 1, por el período comprendido del 12/06/2019 y 13/06/2019”, por un monto total estimado de ¢200,672.63 (doscientos mil seiscientos setenta y dos colones con 63/100) distribuidos en el siguiente registro presupuestario: 
“

(…)”
- 0 -

Se acordó: Acoger la gestión remitida mediante oficio N° 49-CVI-2019, del 20 de mayo de 2018, suscrita por la máster María Elena Gómez Cortés, en calidad de coordinadora de la Comisión Permanente para el Seguimiento de la Atención y Prevención de la Violencia Intrafamiliar del Poder Judicial, en consecuencia: 1.) Autorizar la realización de la reunión CLAI, en el segundo piso de Tribunales de Justicia de Golfito, en fecha 12 de junio de 2019 de 1:30 p.m. a 4:30 p.m. Así como el Taller Valoración del Riesgo en materia de violencia doméstica, el cual se llevará a cabo el 13 de junio del 2019, de 1:30 a 4:30 p.m., en el mismo lugar 2.) Conceder permiso con goce de salario al licenciado Robert Camacho Villalobos, Juez de Violencia Doméstica de Heredia; y a la máster Alba Gutiérrez Villalobos, Jefa del Departamento de Trabajo Social y Psicología, para que asistan con facilitadores. Asimismo, autorizar la sustitución del licenciado Camacho Rodríguez, los días: 12, 13 y 14 de junio del 2019, por medio de recurso supernumerario de la Administración de Heredia. 3) Conceder permiso con goce de salario y sustitución los días 12 y 13 de junio 2019, a las siguientes personas juzgadoras: Ana Catalina Cisneros Martínez, Jueza de Familia y Violencia Doméstica de Golfito y a Ronald Araya Méndez, Juez Contravencional de Puerto Jiménez. Las sustituciones serán por medio del personal supernumerario de la Administración de Golfito, a la licenciada Cisneros y al licenciado Araya Méndez, en coordinación con el Centro de Apoyo Jurisdiccional, conforme se indica en la certificación de contenido económico del Departamento Financiero Contable N° 0255-P-2019.
La Dirección de Gestión Humana, el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional y los despachos interesados tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc9866721]ARTÍCULO XXXIII
Documento N° 6058-19.
	El máster Róger Mata Brenes, Director del Despacho de la Presidencia, en oficio DP-281-2019 de 22 de mayo de 2019, solicitó lo siguiente:
“Me permito informar que, la Presidencia de la Corte bridará apoyo en la realización del VI Seminario sobre Integración Centroamericana y Derecho Comunitario: Retos integracionistas, Democracia y Derechos Humanos, organizado por la Comisión de Derecho Comunitario del Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica. 

El Congreso se realizará los días 5,6 y 7 de agosto del año en curso, en la sede del Colegio de Abogados, y contará con la participación de la Universidad de Costa Rica, Universidad Nacional, la Embajada de la Unión Europea (UE), el Sistema de la Integración Centroamericana (SICA), la Secretaría de Integración Económica Centroamericana (SIECA), el Instituto Centroamericano de Administración Pública (ICAP), entre otros.

En particular, se abordarán temas relacionados con los retos integracionistas, la Democracia y los Derechos Humanos; Aportes de las Relaciones Internacionales en los procesos de integración; consecuencias del Brexit en la Unión Europea, Integración Económica en la Unión Europea; integración económica y autonomía institucional; migración y derechos humanos; independencia judicial en Centroamérica, Aportes de la academia en los procesos de integración; además, cohesión social y Estado de la Región; integración monetaria; espacio aéreo común.

En concreto, el apoyo brindado por parte de la Presidencia de la Corte se enfocará de la siguiente manera:

Apoyo de materiales: se coordinará con el Departamento de Artes Gráficas para la confección de 250 carpetas, 30 afiches y 250 brochours. Cabe recalcar que se cuenta con papel y materiales necesarios disponibles para la impresión de lo solicitado.

Expositor guatemalteco experto en temas de independencia judicial: se brindará colaboración en el pago de los gastos de tiquetes aéreos, hospedaje y alimentación del expositor.

Publicidad y apoyo logístico: Se realizará una campaña publicitaria sobre el evento, la cual estará a cargo del Departamento de Prensa y Comunicación. Por su parte el apoyo logístico se efectuará a través de Dr. Haideer Miranda Bonilla, asesor de la Presidencia.

Por lo anterior, se solicita al estimable Consejo Superior, la autorización para brindar la colaboración y apoyo detallada anteriormente, a fin de garantizar el éxito de este magno evento.

Adjunto certificación de contenido presupuestario bajo oficio DP-313-2019 suscrito por el licenciado David Campos Barquero, Jefe Administrativo de Sección del Despacho de la Presidencia.”
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A esos efectos, en oficio DP-313-2019 de 20 de mayo de 2019, el licenciado David Campos Barquero, Jefe Administrativo de Sección del Despacho de la Presidencia, indica que conforme al oficio N° 0464-CE-2019, suscrito por la máster Floribel Campos Solano, Jefa del Departamento Financiero Contable, en el programa 927 "Servicio Jurisdiccional", subpartida 10701 "Actividades de capacitación", Centro Gestor 653 "Despacho de la Presidencia", fuente de financiamiento 001 "Ingresos Corrientes", del presupuesto del año 2019 aprobado mediante la ley 9632, existen recursos para hacerle frente al pago de Tiquete aéreo para expositor en el VI Seminario Internacional Integración Centroamericana y Derecho Comunitario, a realizarse los días 5, 6 y 7 de agosto de 2019 para un monto total de ¢210,000.00 (doscientos diez mil colones exactos), con cargo al programa 927, subpartida 10701, rubro 653, fuente de financiamiento 001.
[bookmark: _MON_1620450360][bookmark: _MON_1620451638]Se acordó: Acoger la gestión presentada por el máster Róger Mata Brenes, Director del Despacho de la Presidencia, en oficio DP- 281-2019 de 22 de mayo de 2019, para que dicho despacho apoye en la realización del VI Seminario sobre Integración Centroamericana y Derecho Comunitario: Retos integracionistas, Democracia y Derechos Humanos, organizado por la Comisión de Derecho Comunitario del Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica, a llevarse a cabo los días 5,6 y 7 de agosto de 2019, en la sede del Colegio de Abogados, en consecuencia: 1.) Autorizar al Despacho de la Presidencia para que coordine con el Departamento de Artes Gráficas la confección de 250 carpetas, 30 afiches y 250 brochours. 2.) Autorizar el pago de los gastos de tiquetes aéreos, hospedaje y alimentación del expositor guatemalteco experto en temas de independencia judicial. 3.) Autorizar al Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional para que realice la respectiva campaña publicitaria, asimismo el apoyo logístico que estará a cargo del de doctor Haideer Miranda Bonilla, asesor de la Presidencia. Lo anterior, conforme a la certificación de contenido extendida mediante oficio N° 0464-CE-2019.
	El Despacho de la Presidencia, el Departamento de Prensa Comunicación Organizacional y el Departamento de Artes Gráficas, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc9866724]ARTÍCULO XXXIV
Documento N° 6044-19.
La Corte Plena, en sesión extraordinaria N° 53-18 celebrada el 19 de noviembre de 2018, artículo XXI, tuvo por rendido el informe del máster Rodrigo Campos Hidalgo, Director Jurídico y en lo conducente, dispuso que este Consejo Superior tendría la competencia y responsabilidad de implementar los alcances de la Ley 9544 en su integralidad, en tanto no se trasladara la competencia a la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial. Al mantenerse las competencias del Consejo Superior, no se estaba en presencia aún de un órgano con máxima desconcentración, por lo que se mantienen las relaciones inter orgánicas del mismo con la Corte Suprema de Justicia y demás instancias de rango inferior. 
Mediante nota del 18 de marzo del 2019, el servidor Luis Prudencio Flores Jiménez, solicitó a la Dirección de Gestión Humana el trámite de su jubilación a partir del 1 de junio del 2019.
La licenciada Olga Guerrero Córdoba y el licenciado Carlos Lizano Alfaro, por su orden, Subdirectora interina de Gestión Humana y jefe administrativo 4 interino, mediante oficio N° 180-CJ-2019 del 22 de mayo del 2019, informaron lo siguiente:
“INFORME DE ASIGNACIÓN DE BENEFICIO PARA JUBILACIÓN
Solicitud de Jubilación presentada por LUIS PRUDENCIO FLORES JIMENEZ, cédula Nº 01-0728-0743, a partir del 01 de junio del 2019.
Al 31 de mayo del 2019, el(la) señor(a) LUIS PRUDENCIO FLORES JIMENEZ habrá laborado para este Poder por espacio de 30 años, 0 mes(es), 4 día (s). 
TOTAL TIEMPO SERVIDO:	30 años, 0 mes(es), 4 día (s). 
TOTAL TIEMPO RECONOCIDO:	0 años, 0 mes(es), 0 día (s). 
TOTAL GENERAL:	30 años, 0 mes(es), 4 día (s). 
EDAD:	50 años, 8 mes(es), 15 día (s). 	
FECHA DE NACIMINETO:	16/9/1968	
ÚLTIMO CARGO EN PROPIEDAD:		COORDINADOR 
JUDICIAL 2, JUZGADO PENAL JUVENIL SAN JOSÉ
NÚMERO DE PUESTO EN PROPIEDAD:	43929	
ÚLTIMO CARGO DESEMPEÑADO:	COORDINADOR JUDICIAL 2, JUZGADO PENAL JUVENIL SAN JOSÉ
PUESTO(S) DE REAJUSTE:    COORDINADOR JUDICIAL 2, 100.00 %
Datos de referencia:
ÚLTIMO SALARIO DEVENGADO:  ¢ 1,260,379.08
TERCERA PARTE DEL ÚLTIMO SALARIO DEVENGADO:	¢ 420,084.34 (Monto mínimo establecido por la Ley 33.33%).
SALARIO PROMEDIO:  ¢ 1,241,644.11
NORMA LEGAL:    "Cálculos hechos de conformidad con lo dispuesto en la Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 y sus Reformas."

FÓRMULA APLICADA:
SALARIO PROMEDIO * Edad del Servidor = Monto de Jubilación
60 años
MONTO DE JUBILACIÓN:	¢ 1,049,361.72 (84.51% del salario promedio de los veinticuatro mejores salarios)

MONTO DE JUBILACIÓN CON DEDUCCIONES. ¢ 831,493.63



Información adicional:
El pago por auxilio de cesantía y vacaciones se estará remitiendo al Departamento de Financiero Contable para su debido diligenciamiento.
Se adjunta certificación aportada por el Departamento de Financiero Contable donde se indica si la persona servidora presenta o no, alguna deuda ante dicho Departamento.
Se adjunta certificación aportada por el Subproceso de Gestión de la Capacitación, donde se indica si la persona servidora mantiene compromisos vigentes por concepto de becas.
Se adjunta certificación en estricto apego a lo normado en el artículo 586 del Código de Trabajo.
Notificaciones:
(…)
Consideraciones relevantes:
El señor Flores Jiménez no registra correcciones disciplinarias durante la vigencia de su relación laboral con el Poder Judicial y de acuerdo con la información aportada por la Inspección Judicial, no registra causas disciplinarias en trámite.”
-0-
Se adjunta constancia N° 400-TI-2019 del Departamento Financiero Contable de que don Luis no tiene deudas pendientes, así como oficio PJ-DGH-CAP-154-2019, que informa que, no mantiene compromisos vigentes por concepto de becas y capacitación.
De conformidad con el acuerdo adoptado por la Corte Plena en sesión N° 53-18 celebrada el 19 de noviembre de 2018, artículo XXI, por mayoría, Se acordó 1.) Aprobar la jubilación del servidor Luis Prudencio Flores Jiménez, Coordinador Judicial 2, Juzgado Penal Juvenil San José, cuya asignación mensual será de ¢ 1,049,361.72 (un millón cuarenta y nueve mil trescientos sesenta y un colones con setenta y dos céntimos), a partir del 1° de junio del 2019. 2.) Agradecer a don Luis, los servicios prestados al Poder Judicial, y de conformidad con los artículos 1° y 3° del Reglamento respectivo, otorgarle un pergamino de Mérito y Reconocimiento, que se le entregará oportunamente. 3) Se advierte al señor Flores Jiménez, que en el eventual caso que llegare a laborar para otro ente estatal, se le suspenderá el goce de la jubilación durante el tiempo que esté percibiendo cualquier otro sueldo del Estado, según lo establece el artículo 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Además, se le informa que tiene imposibilidad de laborar para el Estado, de conformidad con lo normado en el artículo 686, del Código de Trabajo, según lo que establezca la Dirección de Gestión Humana. 4.) Finalmente, se previene a don Luis Prudencio, que debe señalar medio personal para recibir notificaciones ante la Dirección de Gestión Humana y el Departamento Financiero Contable, con la advertencia que, de no hacerlo, las resoluciones posteriores le quedarán notificadas con el transcurso de veinticuatro horas de dictadas, conforme lo dispuesto en el artículo 11 de la Ley de Notificaciones Judiciales.
El integrante Carlos Montero Zúñiga salva el voto, debido a que considera que el Consejo Superior perdió la competencia para administrar el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Ya que las atribuciones que otorgó el transitorio 1 de la ley N° 9544 del 24 de abril de 2018, era mientras se cumplía el plazo máximo de seis meses a partir de su publicación, el cual venció el pasado 21 de noviembre de 2018. Y que la norma no previó una extensión del plazo. Asimismo, que el acuerdo de Corte Plena es una decisión de tipo administrativo y que ese Órgano no tiene competencia para darle una interpretación auténtica a la ley.
La Auditoría, la Dirección de Gestión Humana, los Departamentos Financiero Contable, de Prensa y Comunicación Organizacional y la Oficina de Relaciones Públicas y Protocolo, tomarán nota para los fines consiguientes. Se declara acuerdo.
[bookmark: _Toc9866726]ARTÍCULO XXXV
Documento N° 4741-18 / 6105-19.
La Corte Plena, en sesión extraordinaria N° 53-18 celebrada el 19 de noviembre de 2018, artículo XXI, tuvo por rendido el informe del máster Rodrigo Campos Hidalgo, Director Jurídico y en lo conducente, dispuso que este Consejo Superior tendría la competencia y responsabilidad de implementar los alcances de la Ley 9544 en su integralidad, en tanto no se trasladara la competencia a la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial. Al mantenerse las competencias del Consejo Superior, no se estaba en presencia aún de un órgano con máxima desconcentración, por lo que se mantienen las relaciones inter orgánicas del mismo con la Corte Suprema de Justicia y demás instancias de rango inferior. 

La máster Roxana Arrieta Meléndez, las licenciadas Olga Guerrero Córdoba y Leda Córdoba Montero y Carlos Lizano Alfaro, por su orden, Directora, Subdirectora interina, Coordinadora interina de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, Jefe interino de Administración de Personal, todos de Gestión Humana, en oficio N° 1150-AP-2019, del 10 de mayo de 2019, comunicaron lo siguiente:
Asuntos.
Aprobación de los cálculos de jubilación por incapacidad absoluta y permanente al amparo de la Ley 9544, de la señora Emilia Gamboa Quesada.
Accesoriamente, solicitud de modificación del acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión No. 6-15 celebrada el 22 de enero de 2015, artículo IV.

Antecedente.
El Consejo Superior en sesión N° 7-19 celebrada el 29 de enero del 2019, artículo LXII, acordó:
“1.) Aprobar la jubilación por incapacidad absoluta y permanente en el cargo de sus funciones a la servidora Emilia Gamboa Quesada, Trabajadora Social (perito judicial 2) de la Oficina de Trabajo Social de Cartago, a partir del 29 de enero de 2019, con derecho a los extremos laborales que le correspondan…”
 
Normativa de aplicación.
Ley 9544, Reforma al Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
Artículo 227:
El servidor judicial que se incapacite de modo permanente para el desempeño de su cargo o empleo, así declarado por la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) o por la instancia que esa institución designe, y hubiera laborado por cinco años o más para el Poder Judicial, será separado de su puesto con una jubilación permanente. Dicha jubilación se calculará de la siguiente manera:
Se determina el ochenta y tres por ciento (83%) del promedio de los salarios ordinarios devengados en los últimos veinte años de su vida laboral o los que hubiera disponibles, actualizados según el índice de precios al consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC), según se estableció en el artículo 224.
b) El resultado obtenido en el punto a) se multiplica por el tiempo servido a un máximo de treinta y cinco años y se divide entre treinta y cinco. El resultado será el monto del beneficio.
Los montos de las pensiones por invalidez observarán los topes establecidos en el artículo 225.
CONTENIDO
Determinación del monto de jubilación.
Datos de relevancia:
Fecha de rige del beneficio: 29 de enero de 2019.
Edad: 45 años, 10 meses, 18 días.
Tiempo servido en el Poder Judicial: 18 años, 11 meses, 11 días.
Tiempo reconocido: No tiene tiempo reconocido de otras instituciones.
Tiempo total: 18 años, 11 meses, 11 días.
Total de salarios devengados: 229.

Fórmula de cálculo: 
20 años (240 salarios mensuales) + % salario escolar (fechas que corresponda) * variaciones en el ÍPC* en cada uno de los meses / 240 = Salario promedio
*Índice de precios al consumidor.

	Monto total de 229 salarios (18 años, 11 meses, 11 días) + % salario escolar
	¢321,619,812.16

	Re expresión de los 229 salarios por las variaciones del I.P.C
	¢466,813,048.70



¢466,813,048.70 / 229** = ¢2,038,484.93 (Salario promedio)
** Cantidad de salarios disponibles.
Al salario promedio se aplica el porcentaje indicado el artículo 227 de la Ley 9544 (83%).
[bookmark: _Hlk6928324]¢2,038,484.93 * 83% = ¢1,691,942.49 (Salario de referencia)
Porcentaje de beneficio.
Total tiempo servido de doña Emilia, 18 años, 11 meses, 11 días, los cuales equivalen a 6,821 días. Conforme a la norma, el dato anterior divide entre 12.600 días (35 años que estipula la ley actual). El resultado corresponde al porcentaje de jubilación: 
6821 / 12600 = 54.134921%
Monto de jubilación.
Salario de referencia calculado en el punto 2, multiplicado por el porcentaje de beneficio establecido en el punto 3:
[bookmark: _Hlk7177971]1,691,942.49 * 54.134921% = 915.931,72
De conformidad con el cálculo efectuado y la normativa vigente, se determina que el monto que le corresponde a la señora Gamboa Quesada por concepto de jubilación, por incapacidad absoluta y permanente es de ¢915,931.72 (novecientos quince mil novecientos treinta y un colones con 72/100) mensuales en bruto.
Cabe señalar, que para el caso en estudio fue necesario solicitar al Ministerio de Hacienda la información salarial de doña Emilia de enero del 2000 a febrero de 2004, ya que estos datos no se encuentran registrados en el Sistema Integrado de Gestión Administrativa (SIGA-GH), debido a que éste inicia en producción a partir del 1 de marzo de 2004.

 Acciones y requerimientos de la nueva metodología de cálculo.
Por constituir el caso de la servidora Emilia Gamboa Quesada, el primero que se resuelve bajo la normativa de la Ley 9544, hacemos del conocimiento del Consejo Superior las acciones realizadas, orientadas a determinar el monto por el beneficio de jubilación que le corresponde, esto con el objetivo de que el órgano superior pueda dimensionar la cantidad de actividades que conlleva la confección de una jubilación y el tiempo que se invierte para estos efectos:
El día 11 de enero de 2019 se solicitaron al Ministerio de Hacienda los salarios de la señora Gamboa Quesada.
El día 13 de enero del 2019 se realiza el tiempo servido.
El 18 de enero del 2019, se recibe en la Unidad de Jubilaciones el detalle de 50 salarios emitidos por parte del Ministerio de Hacienda.

El registro de los 50 salarios de enero del 2000 a febrero del 2004, brindados por el Ministerio de Hacienda se realizó en una hoja electrónica el 15 de febrero de 2019.

Los salarios correspondientes de marzo de 2004 a enero de 2019 se extraen de un reporte histórico de pagos, el 20 de febrero de 2019.

El registro de los 179 salarios se realiza en la misma hoja electrónica la cual se registraron los salarios brindados por el Ministerio de Hacienda.  Esta tarea inició 21 de febrero de 2019.

Finalizada la tarea anterior, se procede a asignarle el porcentaje de salario escolar que corresponde, para de esa manera obtener el salario mensual que correspondiente a cada uno de los meses que, para el caso que nos ocupa van de enero 2000 a enero 2019.

El día 8 de marzo del 2019, se indexan los salarios para traerlos a valor actual y se finaliza el día 13 de marzo del 2019.

Se realiza el informe y se traslada para revisión.

Disposiciones administrativas relevantes.

Acuerdo del Consejo Superior en relación con los cálculos para las personas que son separadas por incapacidad absoluta y permanente:

Sesión N° 6-15, celebrada el 22 de enero 2015, artículo IV, se acordó:

“1.) Tomar nota del oficio Nº 0034-AP-2015 del Departamento de Personal. 2.) Con relación a la reconsideración planteada en el citado oficio, este Consejo considera conveniente conceder no más de 15 días a la Unidad de Jubilaciones y Pensiones del Departamento de Personal, para que remita los informes sobre el cálculo de la jubilación, en aquellos casos en que el Consejo Médico Forense recomiende una incapacidad absoluta y permanente, si el servidor o servidora cumple con los requisitos para acogerse a ese beneficio, lo anterior con la finalidad de no perjudicar a la persona y evitar de que permanezca sin el pago respectivo, de corresponderle, por un periodo de tiempo prolongado…”

Como puede inferirse de lo descrito en el apartado V de este informe, el establecimiento del monto de jubilación en términos de tiempo se ve fuertemente impactado por la aplicación de la nueva metodología, ya que se pasa de un cálculo parametrizado al 100% en el sistema, a un procedimiento de acción manual, en cual adicionalmente de debe solicitar información a entes externos al Poder Judicial, dilatando aún más la gestión en razón a las posibilidades de respuesta.

La reforma en vigencia obliga a pasar de la determinación vía de sistema de los mejores 24 salarios, a 240 salarios, cuyos montos no están registrados por completo en el Sistema SIGA Fondo. Lo anterior se irgue como el principal obstáculo que torna materialmente imposible ejecutar la estimación de una jubilación en un plazo no mayor a 15 días.

Confiabilidad de la información.

En relación con lo anterior, es imperioso indicar al Consejo Superior que para el cálculo de las jubilaciones conforme a la ley 7605, los colaboradores de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones deben corroborar que los 24 mejores salarios, correspondientes al establecimiento de una jubilación estén acertadamente estimados, lo anterior como garantía de que el monto de beneficio por asignar es el correcto, evitando así la aprobación de emolumentos que puedan devenir en sumas pagadas de más o de menos, en detrimento de los intereses del jubilado o del propio Fondo.

A raíz de la modificación en el cálculo, estima prudente esta Dirección hacer de conocimiento del Consejo Superior, que actualmente la Unidad de Jubilaciones y Pensiones no cuenta con la capacidad operativa para ejecutar la validación precisa de los datos salariales de las personas cuyo beneficio se otorgue a la luz de la ley 9544, lo cual incluye las jubilaciones por incapacidad absoluta y permanente; viéndose obligado en primera instancia, a tomar como correctos los datos aportados por instituciones externas cuando esto sea así requerido, así como ahondar en nuevos mecanismos de revisión para datos masivos, lo cual incrementa el grado incertidumbre sobre resultados.

Conclusiones.

La experiencia recogida del cálculo de jubilación por incapacidad absoluta y permanente de la señora Emilia Gamboa Quesada, permite asegurar que debido a los cambios introducidos por la Reforma a la Ley de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, no es factible elaborar un estudio de esta naturaleza en un período menor a quince días.

Los cambios introducidos por la nueva metodología aprobada incrementan en el proceso el porcentaje de margen de error, esto derivado del paso de ejecución de procedimientos vía sistema a uno manual, producto de un aumento del 1000% de la información base del cálculo. Se pasa de 24 salarios a un proceso de 240 salarios con sus respectivos componentes para cada mes de pago.

Recomendaciones.

Con respecto a la jubilación de la señora Gamboa Quesada, se solicita al Consejo Superior aprobar como monto de beneficio la suma de ¢915,931.72 (novecientos quince mil novecientos treinta y un colones con 72/100) mensuales en bruto, esto con rige a partir del 29 de enero 2019.

Avalar, que en los casos en que se deba aplicar la Reforma de Ley 9544, la Unidad de Jubilaciones y Pensiones pueda considerar como correctos los salarios que brinde el Ministerio de Hacienda, lo anterior por no contar con el insumo de validación requerido para establecer su correctitud.

Considerar la modificación del acuerdo de Consejo Superior de la sesión 6-15, artículo IV, en el cual dispuso que esta Dirección debe remitir en un plazo de 15 días los cálculos de jubilación que se desprenden de una incapacidad absoluta y permanente, ampliando ese plazo a dos meses, o bien, el tiempo que así estime prudente el órgano superior conforme al análisis de lo aquí expuesto.”
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En sesión N° 6-15, celebrada el 22 de enero 2015, artículo IV, se acordó conceder a la Unidad de Jubilaciones y Pensiones del Departamento de Personal, no más de 15 días para que remitiera los informes sobre el cálculo de la jubilación, en aquellos casos en que el Consejo Médico Forense recomiende una incapacidad absoluta y permanente, si la persona servidora cumple con los requisitos para acogerse a ese beneficio, ello con la finalidad de no perjudicar a la persona y evitar de que permaneciera por un periodo prolongado sin el pago respectivo.
El Consejo Superior en sesión N° 7-19 celebrada el 29 de enero del 2019, artículo LXII, aprobó la jubilación por incapacidad absoluta y permanente de la servidora Emilia Gamboa Quesada, Trabajadora Social de la Oficina de Trabajo Social de Cartago, a partir del 29 de enero de 2019, con derecho a los extremos laborales que le correspondieran.
De conformidad con el acuerdo adoptado por la Corte Plena en sesión N° 53-18 celebrada el 19 de noviembre de 2018, artículo XXI y con base en lo indicado por la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez mediante su hoja de criterio N° 571-2018, de la sesión que celebraron el 20 de diciembre de 2018, se acordó por mayoría: Tener por rendido el informe de la Dirección de Gestión Humana, en oficio N° 1150-AP-2019 del 10 de mayo de 2019, en consecuencia: 1) Aprobar los cálculos de jubilación por incapacidad absoluta y permanente de la señora Gamboa Quesada, por un monto mensual bruto de ¢915,931.72 (novecientos quince mil novecientos treinta y un colones con 72 céntimos), a partir del 29 de enero 2019. 2) Avalar la propuesta remitida, para que en los casos en que se deba aplicar la Reforma de Ley 9544, la Unidad de Jubilaciones y Pensiones considerará como correctos los salarios que brinde el Ministerio de Hacienda. 3) Tener por modificado el acuerdo de la sesión 6-15, celebrada el 22 de enero 2015, artículo IV, en cuanto al plazo para remitir los cálculos de jubilación que se desprenden de una incapacidad absoluta y permanente, ampliándolo a dos meses, en lo demás se mantiene incólume el acuerdo. 
El integrante Montero salva el voto, debido a que considera que el Consejo Superior perdió competencias para administrar el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, ya que las atribuciones que otorgó el transitorio 1 de la ley N° 9544 del 24 de abril de 2018, era mientras se cumplía el plazo máximo de seis meses a partir de su publicación, el cual venció el pasado 21 de noviembre de 2018.  Y que la norma no previó una extensión del plazo. Asimismo, que el acuerdo de Corte Plena es una decisión de tipo administrativo y que ese Órgano no tiene competencia para darle una interpretación auténtica a la ley.
La Dirección de Gestión Humana y el Departamento de Financiero Contable, tomarán nota para los fines correspondientes. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc9866728]ARTÍCULO XXXVI
Documento N° 8682-12 / 6068-19.
[bookmark: _Toc519182392]En la sesión N° 63-18 celebrada el 17 de julio de 2018, artículo XXV, se tomó nota del informe médico N° 2018-0000451 del Consejo Médico Forense, referente al estado de salud del servidor Gustavo Adolfo Cedeño Monge, Juez del Tribunal de Flagrancia del Segundo Circuito Judicial de San José. Asimismo, se trasladó el citado informe médico a la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), lo anterior de conformidad con lo que establece la reforma a la nueva Ley Orgánica del Poder Judicial, artículo 227
La Corte Plena, en sesión extraordinaria N° 53-18 celebrada el 19 de noviembre de 2018, artículo XXI, tuvo por rendido el informe del máster Rodrigo Campos Hidalgo, Director Jurídico y en lo conducente, dispuso que el Consejo Superior del Poder Judicial tendría la competencia y responsabilidad de implementar los alcances de la Ley 9544 en su integralidad, en tanto no se traslade la competencia a la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial. Al mantenerse las competencias del Consejo Superior, no se está en presencia aún de un órgano con máxima desconcentración, por lo que se mantienen las relaciones inter orgánicas del mismo con la Corte Suprema de Justicia y demás instancias de rango inferior.
	La máster Roxana Arrieta Meléndez, la licenciada Olga Guerrero Córdoba, el licenciado Carlos Lizano Alfaro y la licenciada Leda Córdoba Montero, por su orden, Directora interina, Subdirectora interina, Jefe interino de Administración de Personal y Coordinadora interina de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, todos de Gestión Humana, en oficio N° 2006-AP-2019 de 15 de mayo de 2019, remitieron lo siguiente:
“Asunto.

Informe sobre el resultado de la valoración médica para efectos de jubilación por Incapacidad Absoluta y Permanente, practicada al funcionario Gustavo Adolfo Cedeño Monge, a la razón, Juez 4 del Tribunal de Flagrancia de San José.

Antecedentes.

[bookmark: _Hlk2164569]El 22 de marzo 2019, la Dirección de Gestión Humana traslada el expediente del señor Cedeño Monge a la Dirección de Calificación de la Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social, en apego al protocolo establecido al efecto.
 
A criterio de la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez, el caso del señor Cedeño Monge es de prioridad médica, razón por la cual el pasado 22 de abril de 2019, en sesión N°141-2019, se estudió el expediente del señor Gustavo Cedeño Monge, concluyendo en lo que interesa lo siguiente:



Finalmente, el 3 de mayo de 2019, la Dirección de Calificación de la Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social, nos remite el expediente del señor Gustavo Cedeño Monge, en el cual se encuentra agregada la fórmula denominada “Hoja de criterio de Comisión”.  El expediente completo se inserta al final de este documento.

Normativa atinente al caso.

Ley N° 9544, Reforma al Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

Artículo 227:

“El servidor judicial que se incapacite de modo permanente para el desempeño de su cargo o empleo, así declarado por la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) o por la instancia que esa institución designe, y hubiera laborado por cinco años o más para el Poder Judicial, será separado de su puesto con una jubilación permanente.”.

Como dato de interés, de la revisión preliminar de los antecedentes laborales del funcionario Cedeño Monge, se registra en su prontuario que a la fecha acumula 27 años de tiempo servido.

Lo anterior se hace de conocimiento del Consejo Superior, para que en el ejercicio de sus potestades normativas disponga lo procedente.”
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De conformidad con el acuerdo adoptado por la Corte Plena en sesión N° 53-18 celebrada el 19 de noviembre de 2018, artículo XXI y con base en lo indicado por la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez mediante su hoja de criterio, de la sesión N°141-2019 de 22 de abril de 2019, se acordó por mayoría: 1.) Aprobar la jubilación por incapacidad absoluta y permanente al servidor Gustavo Cedeño Monge, Juez del Tribunal de Flagrancia del Segundo Circuito Judicial de San José, a partir del 31 de mayo de 2019, con derecho a los extremos laborales que le corresponden. 2.) Agradecer a don Gustavo los servicios prestados al Poder Judicial. 3.) La Dirección de Gestión Humana elaborará los cálculos respectivos sobre los derechos laborales del servidor Cedeño Monge y rendirá el informe correspondiente a este Consejo Superior para su respectiva aprobación. 4.) Se previene al señor Gustavo, que en el eventual caso que llegare a laborar para otro ente público, se le suspenderá el goce de la jubilación durante el tiempo que esté percibiendo cualquier otro sueldo, según lo establece el artículo 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 5.) Además, se le informa que tiene imposibilidad de laborar para el sector público, de conformidad con lo normado en el artículo 686 del Código de Trabajo y según lo que establezca la Dirección de Gestión Humana. Del mismo modo, se le comunica que se podrá suspender el goce del beneficio, en razón de haber sido acordada su jubilación por enfermedad y se tenga noticia de que está desempeñando cualquier otro empleo, mientras se mantenga esta última situación. 6.) Finalmente, se previene a don Gustavo, que debe señalar medio personal para recibir notificaciones ante la Dirección de Gestión Humana y el Departamento Financiero Contable, con la advertencia que, de no hacerlo, las resoluciones posteriores le quedarán notificadas con el transcurso de veinticuatro horas de dictadas, conforme lo dispuesto en el artículo 11 de la Ley de Notificaciones Judiciales.
El integrante Montero salva el voto, debido a que considera que el Consejo Superior perdió competencias para administrar el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, ya que las atribuciones que otorgó el transitorio 1 de la ley N° 9544 del 24 de abril de 2018, era mientras se cumplía el plazo máximo de seis meses a partir de su publicación, el cual venció el pasado 21 de noviembre de 2018.  Y que la norma no previó una extensión del plazo.  Asimismo, que el acuerdo de Corte Plena es una decisión de tipo administrativo y que ese Órgano no tiene competencia para darle una interpretación auténtica a la ley.
La Dirección de Gestión Humana y el Departamento de Financiero Contable, tomarán nota para los fines correspondientes. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc9866730]ARTÍCULO XXXVII
Documento N° 8509-16 / 6117-19.
En sesión N° 70-16 celebrada el 26 de julio de 2016, artículo XLVI, se tomó el acuerdo que en lo que interesa dice:
““El máster José Luis Bermúdez Obando, la licenciada Waiman Him Herrera, el licenciado Manuel Sequeira Sequeira y la licenciada Olga Guerrero Córdoba, por su orden, Director interino y Subdirectora interina de Gestión Humana, Jefe de Administración de Personal y Coordinadora de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, remitieron el oficio N° 1928-AP-2016 del 20 de julio del 2016, indicando lo siguiente:

“Para conocimiento de los miembros del Consejo Superior, se adjunta el informe de pensión N° 1927-AP-2016, con el cual se finiquita la solicitud planteada por la señora Laura Méndez Umaña y el joven Gerardo Cerdas Ramírez. 

El mismo, contiene insertos los dictámenes socioeconómicos emitidos por el Departamento de Trabajo Social y Psicología y el médico legal del Departamento de Medicina Legal, los que cuentan con información de carácter confidencial. 

Cabe indicar que, la Unidad de Jubilaciones y Pensiones en relación con las solicitudes planteadas recomienda que se consideren las conclusiones que se exponen en el informe de cita. 

Esta Dirección se mantendrá a la espera de lo que resuelva ese Órgano Superior a efecto de proceder con el trámite respectivo.”
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Con base en lo anterior, se transcribe el informe N° 1927-AP-2016, que literalmente dice:

“A continuación, nos permitimos rendir el informe en el que se atiende la solicitud de pensión realizada por la señora Laura Andrea Méndez Umaña y el joven Luis Gerardo Cerdas Ramírez, por su orden, esposa e hijo de jubilado judicial fallecido don Gerardo Cerdas López.

Origen

En fecha 3 de diciembre de 2014, la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, recibió la gestión que hiciera la señora Laura Andrea Méndez Umaña, en calidad de esposa del jubilado fallecido Luis Gerardo Cerdas López, quien murió el 1 de diciembre de 2015,

Asimismo, en fecha 21 de enero de 2016, el joven Luis Gerardo Cerdas Ramírez, presenta solicitud de pensión derivada de la muerte de su padre e indica en su solicitud que es hijo con discapacidad del causante.

II. Normativa atinente al caso

La Ley Orgánica del Poder Judicial No. 7333, en su artículo 232, señala:

“En las condiciones establecidas en este Capítulo, el fallecimiento de un servidor judicial, activo o jubilado, da derecho a sus beneficiarios a una pensión que el Consejo fijará prudencialmente, pero que no podrá ser superior a las dos terceras partes de la jubilación que disfrutaba o pudo disfrutar ni inferior la tercera parte del último sueldo que percibió, salvo cuando se tratare del cónyuge sobreviviente, en cuyo caso el monto de la pensión será igual al monto de la jubilación que venía disfrutando o tenía derecho a disfrutar el exservidor.

Por beneficiarios, se entienden las personas que el servidor o exservidor judicial designe, si se tratare de su cónyuge, de su compañero o compañera de convivencia durante al menos dos años, de sus hijos o de sus padres. Tal designación deberá hacerse por escrito y dirigida al Consejo.

A falta de esa designación o si la última, por cualquier motivo racional, evidentemente no representare los deseos del causante, se tendrá por beneficiarios a la persona o personas dichas y se distribuirá la pensión entre ellas, en la forma en que el Consejo reglamente y que se ajuste, en lo posible, a los presuntos deseos del fallecido y a las necesidades familiares.

No podrá ser beneficiario quien no forme parte del grupo de personas a que se refiere este artículo, ni aquél que no necesite de la pensión, porque su trabajo o sus rentas le permiten proveer sus alimentos sin ella, a no ser que el trabajo o las rentas que reciba sean insuficientes, en cuyo caso el Consejo rebajará la pensión en el tanto que estime necesario.

Toda asignación caducará por la muerte del beneficiario; porque éste llegue a no necesitarla para su subsistencia, a juicio del Consejo; en cuanto a los hijos de uno u otro sexo, por la mayoridad, salvo que sean inválidos o que no hubieren terminado sus estudios para una profesión u oficio, mientras obtengan buenos rendimientos en ellos y no sobrepasen la edad de veinticinco años. Todo sin perjuicio de las asignaciones que a la fecha de vigencia de esta Ley se hubieran acordado.

El Consejo, previa investigación, podrá hacer los cambios o ajustes necesarios en las cuotas asignadas y disponer respecto de los beneficiarios que lo necesitaren que sus porciones acrezcan en todo o en parte las que caducaren.”

Artículo 235

“Corresponde al Consejo, de oficio o a solicitud de interesado, conceder las jubilaciones o pensiones, vigilar el correcto aprovechamiento de las mismas y modificar o cancelar, en su caso, las otorgadas, para lo cual se le confieren todas las facultades necesarias, sin perjuicio de la fiscalización que corresponda a la jurisdicción común.”

Consideraciones Relevantes:

1. En atención a la disposición expresa adoptada por el Consejo Superior, en sesión No. 76-14, del 26 de agosto de 2014, artículo LXV, esta Dirección mediante oficios Nos. 2353-AP-2015 y 0269-AP-2016, solicita al Departamento de Trabajo Social y Psicología se le practique un peritaje socioeconómico a la señora Méndez Umaña y al joven Cerdas Ramírez.

2. Datos de la Causante

El señor Luis Gerardo Cerdas López era jubilado de este Poder de la República desde el 29 de octubre de 2003 y hasta el 1 de diciembre de 2015, fecha en que falleció.

A la fecha de su defunción el monto de su jubilación ascendía a ¢912.204.73 (novecientos doce mil doscientos cuatro colones con 73/100).

3. Valoración socioeconómica practicada.

(…).

Valoración Médica.

(…).

 Análisis de la información.

(…).

Conclusiones y Recomendación.

Una vez analizado tanto el dictamen socioeconómico como la valoración médica realizada a doña Laura y al joven Gerardo, esta Unidad arriba a las siguientes conclusiones:

Existe un documento legal donde consta el matrimonio de don Gerardo y doña Laura el cual de conformidad con la ley le permitiría gozar de la pensión que genera la muerte del jubilado judicial fallecido. No obstante a lo anterior, esta Dirección recomienda que para otorgar dicho beneficio debe en primera instancia resolverse la causa penal que existe en contra de la señora Méndez Umaña en virtud de que el fallo final podría ser la disolución del matrimonio y entonces estaríamos otorgando un beneficio que no corresponde.

En relación con el caso del joven Gerardo Cerdas Ramírez se tiene que a la fecha es mayor de dieciocho años, no cursa ningún tipo de estudio y según el dictamen médico no tiene ninguna discapacidad. Por lo tanto, el beneficio de pensión solicitado no resulta atendible en ese momento a menos de que se incorpore a estudiar y compruebe que tiene buenos rendimientos tal y como lo estipula la Ley”  
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Se acordó: Acoger el informe presentado por la Dirección de Gestión Humana y acoger sus recomendaciones; en consecuencia: 1.) Estar a la espera de la resolución final dentro del expediente judicial N° 15-001427-219-PE, en la que figura como parte la señora Laura Méndez Umaña; y una vez en firme determinar lo que corresponda. 2.) En relación con el joven Gerardo Cerdas Ramírez no resulta atendible el beneficio de pensión a este momento a menos de que se incorpore a estudiar y compruebe que tiene buenos rendimientos tal y como lo estipula el artículo 232, párrafo 5º de la Ley Orgánica del Poder. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento de los gestionantes.

La Dirección de Gestión Humana tomará nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.” 
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Seguidamente, en la sesión N° 32-18 celebrada el 19 de abril del 2018, artículo XLII, se tomó nota de lo indicado por la licenciada Maricela Bolaños Madriz, Fiscala de la Fiscalía del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, en el que manifestaba que en el proceso seguido contra Laura Méndez Umaña se estaba a la espera de la ampliación de un dictamen grafoscópico, a esos efectos, este Consejo se mantuvo a la espera de lo solicitado en sesión N° 70-16 celebrada el 26 de julio de 2016, artículo XLVI.
	La Corte Plena, en sesión extraordinaria N° 53-18 celebrada el 19 de noviembre de 2018, artículo XXI, tuvo por rendido el informe del máster Rodrigo Campos Hidalgo, Director Jurídico y en lo conducente, dispuso que el Consejo Superior del Poder Judicial tendría la competencia y responsabilidad de implementar los alcances de la Ley 9544 en su integralidad, en tanto no se traslade la competencia a la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial. Al mantenerse las competencias del Consejo Superior, no se está en presencia aún de un órgano con máxima desconcentración, por lo que se mantienen las relaciones inter orgánicas del mismo con la Corte Suprema de Justicia y demás instancias de rango inferior.
[bookmark: _Toc534709657]	Finalmente en la sesión N° 2-19 celebrada el 10 de enero del 2019, artículo XXX, este Consejo conoció manifestaciones de la licenciada. Maricela Bolaños Madriz, Fiscala del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, en la que indicó que en el proceso seguido contra Laura Méndez Umaña, se recibió la ampliación de un dictamen psiquiátrico, con el cual se procedería a emitir un dictamen conclusivo, en razón de lo anterior, se dispuso estar a la espera de lo solicitado por este Consejo en sesión N° 70-16 celebrada el 26 de julio de 2016, artículo XLVI, en la causa penal N° 15-001427-219-PE, por lo que debería la Dirección de Gestión Humana informar lo que correspondiera a este órgano una vez que se contara con el dictamen conclusivo.
En relación con lo anterior, la Secretaría General de la Corte, en oficio N° 1904-19 de 22 de febrero de 2019, trasladó la solicitud de la señora Laura Méndez Umaña a la Dirección de Gestión Humana, ya que en ese momento remitió la sentencia de sobreseimiento definitivo dictado en el expediente judicial No. 15-001427-0219-PE donde ella figuraba como imputada.
	La máster Roxana Arrieta Meléndez, la licenciada Olga Guerrero Córdoba, el licenciado Carlos Lizano Alfaro y la licenciada Leda Córdoba Montero, por su orden, Directora interina, Subdirectora interina, Jefe interino de Administración de Personal y Coordinadora interina de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, todos de Gestión Humana, en oficio N° 1034-AP-2019 de 23 de abril de 2019, remitieron las siguiente conclusiones y recomendaciones:
“En atención al oficio N°1904-2019, mediante el cual se transcribe el acuerdo del Consejo Superior tomado en la en sesión No. 2-19 del 10 de enero de 2019, artículo XXX, relacionado con expediente judicial No. 15-001427-0219-PE, en donde la señora Laura Méndez Umaña figura como imputada, dicho acuerdo en lo que interesa indica:

 “… 2.) En razón de lo anterior, estar a la espera de lo solicitado por este consejo en sesión N° 70-16 celebrada el 26 de julio de 2016, artículo XLVI, por cuanto en la causa penal N° 15-001427-219-PE se encuentra pendiente de resolver una ampliación de un dictamen psiquiátrico, por lo que deberá la Dirección de Gestión Humana informar lo que corresponda a este Consejo una vez que se cuente con el dictamen conclusivo.”

Antecedentes de la gestión.

(…).

Conclusión.

Basados en los dictámenes periciales citados y con fundamento en el sobreseimiento dictado en favor de la señora Laura Méndez Umaña, se da por acreditado que el vínculo matrimonial entre el señor Luis Gerardo Cerdas López y la señora Laura Méndez Umaña es legítimo y valedero para todos los efectos legales.

Recomendaciones.

De la resolución del caso se recomienda al Consejo Superior, aprobar en favor de la señora Laura Méndez Umaña, el derecho a la pensión por la suma de ¢912,204.73 (Novecientos doce mil doscientos cuatro colones con 73/100) mensuales, monto que representa el 100% de jubilación que devengaba el jubilado fallecido Luis Gerardo Cerdas López, esto de conformidad con lo estipulado en la Ley 7333, Ley Orgánica del Poder Judicial, artículo 232.
 
En línea con lo anterior, la vigencia del beneficio se regula por el acuerdo tomado por Corte Plena en la sesión N° 17-14, celebrada el 28 de abril de 2014, artículo XXXV, donde se conoce el Proyecto de Reglamento al Título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial, de las Jubilaciones y Pensiones, en el capítulo III, artículo 18, en donde se indica:

"...En todos los casos el derecho de la pensión regirá al día siguiente del fallecimiento del ex servidor judicial, salvo que la gestión sea presentada tres meses después en cuyo caso regirá a partir de la fecha en que se presentó la solicitud..."

Conforme a la cronología de hechos, el deceso del jubilado Cerdas López sucedió el 1 de diciembre 2015, en tanto que la solicitud de pensión fue presentada por la señora Méndez Umaña el día 3 de diciembre 2015; dos días posteriores. Por lo tanto, se recomienda al Consejo Superior, salvo mejor criterio, aprobar el beneficio con vigencia a partir del 2 de diciembre 2015.

No omitimos manifestar que esta solicitud debe ser analizada velando por la sostenibilidad del fondo, pensando en el bienestar colectivo y no individualmente, de manera que se cumplan los fines de la solidaridad, gradualidad, equidad y sostenibilidad financiera que reiteradamente han señalado los juristas.”
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De conformidad con el acuerdo adoptado por la Corte Plena en sesión N° 53-18 celebrada el 19 de noviembre de 2018, artículo XXI, por mayoría, se acordó: 1.) Tener por rendido el oficio N° 1034-AP-2019 de 23 de abril de 2019, suscrito por la máster Roxana Arrieta Meléndez, la licenciada Olga Guerrero Córdoba, el licenciado Carlos Lizano Alfaro y la licenciada Leda Córdoba Montero, por su orden, Directora interina, Subdirectora interina, Jefe interino de Administración de Personal y Coordinadora interina de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, todos de Gestión Humana. 2.) Conforme lo establecido en la Ley 7333, Ley Orgánica del Poder Judicial, artículo 232, acoger la solicitud de pensión que formula la señora Laura Méndez Umaña, en calidad de esposa del jubilado fallecido Luis Gerardo Cerdas López, cuya asignación mensual será de ¢912,204.73 (novecientos doce mil doscientos cuatro colones con setenta y tres céntimos) mensuales, equivalente al 100% de pensión, a partir del 2 de diciembre 2015.
Las Direcciones de Gestión Humana, Ejecutiva y el Departamento Financiero Contable, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc9866733]ARTÍCULO XXXVIII
Documento N° 5912-18 / 6118-19.
[bookmark: _Toc515299238]En sesión N° 50-18 celebrada el 1 de junio del 2018, artículo XC, se nombró en propiedad en la plaza vacante N° 6311 de Jueza 3 Familia en el Juzgado de Familia del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, a la licenciada Tania Gerardina Morera Solano, a partir del 16 de junio de 2018.
En oficio número PJ-DGH-SACJ-0837-2019, del 21 de mayo de 2019, la máster Lucrecia Chaves Torres, Jefa de la Sección Administrativa de la Carrera Judicial, remitió el siguiente informe:
“Para su conocimiento y fines consiguientes, le remito el informe sobre la Evaluación del Desempeño de la licenciada Tania Morera Solano, rendido por la MSc. Rebeca Chavarría Hernández, Trabajadora Social de la Unidad Interdisciplinaria: 

La licenciada Morera Solano, fue nombrada en propiedad como Jueza 3 en el Juzgado de Familia del I Circuito Judicial de la Zona Sur, a partir del 16 de junio de 2018.  Según acuerdo de Consejo Superior, en sesión 50-18, del 01 de junio 2018, artículo XC.  

El periodo de prueba corresponde a un año y vence el 15 de junio de 2019. A la fecha no se ha recibido el informe de la Inspección Judicial.

[bookmark: _Hlk508176816] “Informe Sociolaboral de Período de Prueba de Juez o Jueza con nombramiento en propiedad

Datos Generales

Nombre: Tania Morera Solano.
Cédula: 700870767.
Número de puesto: 6311.
Despacho: Juzgado de Familia del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur.
Tipo de Período de prueba: un año.
Fecha de vencimiento del período de prueba: 15 de junio de 2019.

Estrategia Metodológica:

El estudio sociolaboral se realizó mediante visita al despacho judicial, donde se entrevistó al personal que labora directamente con la persona evaluada. Las entrevistas se desarrollan a partir de las competencias requeridas para el puesto y las conductas esperadas acorde con el nivel de exigencia definido. Asimismo, se entrevistó a la Licenciada Morera con quien se indagó sobre su experiencia en el puesto. A partir de la información recabada se sintetizan hallazgos y conclusiones de la valoración mediante el presente informe. 

Hallazgos:
 
La totalidad de las personas entrevistadas manifiesta que la evaluada se ha integrado de forma muy positiva al despacho, destaca por su trato respetuoso y accesible, tanto con el equipo de trabajo como con personas usuarias. Dadas las características de la materia de Familia, el puesto demanda habilidades para la conciliación y mediación así como, un alto nivel de humanismo y conciencia social, ambas competencias son destacadas por las fuentes de información como fortalezas de la Licenciada Morera. Asimismo, cumple de manera eficiente con sus funciones y colabora con las demandas emergentes del despacho, es una Jueza colaboradora, con apertura hacia el aprendizaje y con gran interés en que el equipo de trabajo mejore y aprenda sobre el trámite judicial. 

En relación con el requisito del Curso de Nivelación facilitado por la Escuela Judicial, refiere la evaluada que a la fecha no ha sido convocada al mismo.  

Conclusiones: 

A partir de la información recabada y el perfil competencial para el puesto de Jueza 3 Familia, se concluye que la Licenciada Tania Morera Solano ha mostrado un ajuste positivo al puesto en el cual fue nombrada en propiedad.”

Según acuerdo del Consejo de la Judicatura, en caso de que la persona valorada tenga alguna observación al respecto, deberá gestionarlas directamente ante el órgano al que se haya trasladado el informe. Para ello, se le ha puesto en conocimiento el presente informe.

(…).”
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Se acordó: 1.) Tomar nota del oficio número PJ-DGH-SACJ-0837-2019, del 21 de mayo de 2019, suscrito por la máster Lucrecia Chaves Torres, Jefa de la Sección Administrativa de la Carrera Judicial y hacerlo de conocimiento de la licenciada Tania Morera Solano, Jueza del Juzgado de Familia del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur. 2.) Tener por aprobado el período de prueba de la licenciada Morera Solano el cual vence el 15 de junio de 2019.
La Dirección de Gestión Humana, el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional y la Sección Administrativa de la Carrera Judicial, tomarán nota para los fines consiguientes. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc9866735]ARTÍCULO XXXIX
Documento N° 4820-19 / 5950-19 

El máster Edgar Ramírez Villalobos, Fiscal Adjunto, del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, mediante oficio 18-FAPZ-JEFATURA-2019, 25 de mayo de 2019, solicitó: 
“Quien suscribe, Edgar Francisco Ramírez Villalobos, en mi condición de Fiscal Adjunto del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, sede Pérez Zeledón, por este por este medio deseo solicitar se me autorice el pago por concepto de horas extraordinarias, en el contexto de flagrancia por las razones que a continuación se exponen: 
a.- La Fiscalía de Pérez Zeledón trabaja en jornada ordinaria de siete de la mañana a las once y treinta, la primera jornada y de las trece horas a dieciséis y treinta minutos la segunda jornada.  A esto se le agrega el horario vespertino que cubre la Fiscalía de Flagrancia que atiende asuntos de los cantones de Pérez Zeledón y Buenos Aires de las diecisiete horas a las veintitrés horas.  Es decir, la Fiscalía de Pérez Zeledón permanece abierta en horario efectivo catorce horas de lunes a viernes, para la atención de denuncias, trámite de las investigaciones y juicios. 
b.- Lo anterior ha significado que esta Fiscalía Adjunta tenga que realizar diferentes labores en el horario vespertino, que guarden simetría con las que realizan con la fiscalía en el horario ordinario, actividades que de seguido procedo a detallar: 
1.- Supervisión de la gestión de la Fiscalía de flagrancia, que requiere la revisión del libro de entradas, elaboración de diferentes informes a planificación y a la Fiscalía General de la República, revisión del libro de evidencias, de depósitos, cumplimiento del Plan Anual Operativo, Plan de Autoevaluación Institucional y Sistema de valoración del riesgo. 
2.- Aplicación de la matriz de supervisión a efectos del desempeño de las dos fiscales que laboran en flagrancia en torno a: asuntos ingresados, formulación y revisión de las acusaciones, atención de juicios, abreviados, formulación de recursos (apelación y casación). 
3.- Diferentes autorizaciones que formulan las fiscalas en temas como aplicación del procedimiento abreviado, revisión de recursos, remisión de asuntos a la Fiscalía Ordinaria por aspectos de competencia, entre otros, que requieren la presencia del suscrito. 
4.- Reuniones con los diferentes componentes que interactúan para el cumplimiento de los objetivos trazados por la Fiscalía de Flagrancia, policía administrativa, policía judicial, defensa pública, y Tribunal de Flagrancia. 
5.- Es importante hacer ver a los honorables miembros del Consejo Superior, que desde que dio inicio la jurisdicción de flagrancia en el Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, ha sido un rotundo éxito dado que el ingreso de causas es sumamente alto, se conocen diferentes tipologías de delitos algunas de ellas muy graves -tráfico de drogas, tráfico de personas, robos agravados, hurtos, de penalización de la violencia contra las mujeres-, lo que permite hacer efectiva y cumplir con los objetivos de la política de persecución local, lo que ha revelado niveles de satisfacción muy altos en los usuarios-víctimas de los Cantones de Pérez Zeledón y Buenos Aires.
6.- Prueba de lo anterior fueron los resultados aplaudidos en la reciente rendición de cuentas, que presento la Fiscalía Adjunta del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, sobre el contexto de Flagrancia para el año dos mil dieciocho que procedo a enumerar: Ingresaron un total de 574 causas nuevas, para un promedio mensual de 48 causas por mes. Paralelo a lo anterior salieron durante ese período un total de 553 causas, es decir, un promedio de 47 causas por mes. De ese reporte de salida es importante resaltar que fueron formuladas 424 acusaciones, un promedio 36 acusaciones por mes.  En la etapa de juicio en el contexto de Flagrancia fueron conocidos 337 asuntos, al ordenarse 138 aperturas a juicio, 112 conciliaciones, se obtuvieron 200 sentencias condenatorias, entre el procedimiento abreviado y el procedimiento ordinario y únicamente se dictaron diez absolutorias.  Lo anterior revela el alto nivel de cumplimiento de los objetivos que persigue la jurisdicción, dado que se reciben asuntos de los Cantones de Pérez Zeledón y Buenos Aires, lo que demanda gran cantidad de tiempo en la gestión por parte del suscrito, dado que es necesario enlazar la dinámica de trabajo de las Fiscalías ordinarias de Pérez Zeledón y Buenos Aires, con la Fiscalía de Flagrancia que como se indicó labora en horario vespertino de cinco de la tarde a once de la noche.
c.- La atención de las labores anteriormente descritas requieren la atención “in situ” por parte del suscrito en mi condición de Fiscal Adjunto, en el horario vespertino en la Fiscalía de Flagrancia, lo que consume horas efectivas en ambos horarios ordinario y vespertino, siendo que dichas labores no están contempladas dentro del rubro de disponibilidad que en el puesto se reconoce actualmente, dado que por disposición a los Fiscales adjuntos pese a que se les reconoce dicho rubro -la disponibilidad-, no está autorizado en Gestión Humana el pago por concepto de horas extraordinarias. 
d.- A tales efectos de conformidad con el Reglamento de compensación por disponibilidad en el Poder Judicial, se establece en su artículo 1° : “Se entenderá por disponibilidad laboral la actitud expectante y permanente, de carácter obligatoria del servidor que, por ser inherente al cargo que ocupa en razón del interés superior del servicio público, debe eventualmente realizar funciones fuera de la jornada ordinaria de trabajo o en días inhábiles, si así lo requiere la institución para el cabal cumplimiento de sus fines. En todos los casos en que así se establezca, el servidor deberá mantenerse localizable dentro de su jurisdicción y nunca fuera de la distancia indicada en el artículo 36 de la Ley Orgánica del Poder Judicial en el supuesto que esa norma contempla”.  
La disponibilidad de conformidad con dicho reglamento tiene contemplado en su Capítulo III, la remuneración, así en su artículo 7° denominado compensación económica, claramente dispone que: “A los servidores judiciales sujetos a este régimen les será reconocido un porcentaje sobre el salario base que será fijado por el Consejo Superior del Poder Judicial, con base en los lineamientos que indiquen las leyes laborales. Asimismo, aunado a dicho porcentaje, les serán reconocidas las horas extra efectivamente laboradas y reportadas ante el Departamento de Gestión Humana, despacho encargado de tramitar esta compensación económica”.  
En esta misma línea en su artículo 8° al definir que  debe entenderse por horas extraordinarias dispone a los efectos que: “ El servidor que, encontrándose en disponibilidad, sea requerido para presentarse a realizar alguna actuación propia de sus funciones tendrá derecho a que se le retribuya el tiempo de trabajo efectivo como horas extra y su pago será tramitado por el Departamento de Gestión Humana, según el procedimiento establecido para el cobro de tiempo extraordinario, así como de las normas prácticas aprobadas para este tipo de reconocimiento.  Además, se tendrá como hora extra el tiempo que razonablemente invierta el servidor en el desplazamiento desde y hasta su lugar de residencia para realizar la diligencia”. 
Por todo lo anterior solicito de manera vehemente y respetuosa al honorable Consejo Superior, se gire instrucciones al Departamento de Gestión Humana, para que se me reconozcan las horas extra efectivamente laboradas y reportadas, por el trabajo efectivo realizado en el contexto de la Fiscalía de Flagrancia de Pérez Zeledón, a fin de que se haga efectiva la compensación económica por dicho concepto. 
Igualmente, como segunda posibilidad a mí gestión, se me permita laborar en un horario alterno, como de hecho lo he venido realizando desde el año dos mil trece hasta la fecha. 
Sin otro particular agradeciendo de antemano la atención, se suscribe con muestras de consideración y respeto.”
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Previamente a someter esta gestión a conocimiento del Consejo, la Secretaría General de la Corte, por medio de oficio N°3973-19 del 29 de abril del 2019, remitió a la máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora interina de Gestión Humana, la nota del servidor Edgar Ramírez Villalobos, para el informe correspondiente.
En atención a lo anterior, mediante oficio PJ-DGH-SAS-UPS-2632-2019, remitido el 21 de mayo de 2019, la máster Roxana Arrieta Meléndez y la licenciada Olga Guerrero Córdoba, Directora y Sub Directora interina de Gestión Humana, así como las licenciadas Rosibel Brenes Alvarado, y Carla Arauz Castro por su orden Jefa interina de Administración Salarial y Coordinadora de Unidad de Pagos Salariales informaron lo siguiente:
“Mediante oficio Nº 4115-19, del 07 de mayo del 2019, se solicita a esta Dirección se rinda informe sobre la gestión presentada por el Máster Edgar Ramírez Villalobos, Fiscal Adjunto del Primer Circuito de la Zona Sur, en la que expone lo siguiente: 
“Quien suscribe, Edgar Francisco Ramírez Villalobos, en mi condición de Fiscal Adjunto del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, sede Pérez Zeledón, por este por este medio deseo solicitar se me autorice el pago por concepto de horas extraordinarias, en el contexto de flagrancia por las razones que a continuación se exponen: 
 (…)”
Al respecto nos permitimos informar lo siguiente:
Consideraciones varias:
Que consultado el Sistema Integrado de Gestión Administrativa (SIGA) se tiene que el Master Edgar Ramírez Villalobos con cédula de identidad 01-0656-0200, labora en la Fiscalía Adjunta del Primer Circuito de la Zona Sur, en condición de propietario en el puesto N° 34397, en la categoría de Fiscal Adjunto 1, cuyo puesto no se encuentra acogido a los lineamientos establecidos para el pago de Disponibilidad. 

Disposiciones Legales y Administrativas:

El Poder Judicial, como parte de la Administración Pública, está sujeto al principio de legalidad que rige el ejercicio y la totalidad de sus actuaciones.  Éste encuentra fundamento en: 

Artículo 11 de la Constitución Política: 
“Los funcionarios públicos son simples depositarios de la autoridad y no pueden arrogarse facultades que la ley no les concede. Deben prestar juramento de observar y cumplir esta Constitución y las leyes...”.
Artículo 11 de la Ley General de la Administración Pública: 
“1. La Administración Pública actuará sometida al ordenamiento jurídico y sólo podrá realizar aquellos actos o prestar aquellos servicios públicos que autorice dicho ordenamiento, según la escala jerárquica de sus fuentes. 
2. Se considerará autorizado el acto regulado expresamente por norma escrita, al menos en cuanto a motivo o contenido, aunque sea en forma imprecisa.
Artículo 13 de la Ley General de la Administración Pública: 
“1. La Administración estará sujeta, en general, a todas las normas escritas y no escritas del ordenamiento administrativo, y al derecho privado supletorio del mismo, sin poder derogarlos ni desaplicarlos para casos concretos.

Reglamento de Compensación por Disponibilidad en el Poder Judicial, que en el indica:
Artículo 1.- Definición. Se entenderá por disponibilidad laboral, la actitud expectante y permanente del servidor judicial que, por ser inherente al cargo que ocupa en razón del interés superior del servicio público, debe eventualmente realizar funciones fuera de la jornada ordinaria de trabajo o en días inhábiles, si así lo requiere la institución para el cabal cumplimiento de sus fines. En todos los casos en que así se establezca, el funcionario o servidor deberá mantenerse localizable dentro de su jurisdicción y nunca fuera de la distancia indicada en el artículo 36 de la Ley Orgánica del Poder Judicial en el supuesto que esa norma contempla.
Artículo 4.- Horas extraordinarias. Al funcionario o servidor judicial, que se encuentre sometido al régimen de disponibilidad y sea requerido para presentarse a realizar alguna actuación propia de sus funciones, le será retribuido el tiempo de trabajo efectivo, como horas extra, y su pago será tramitado por el Departamento de Personal según el procedimiento establecido para el cobro de tiempo extraordinario de trabajo.
Artículo 5.- De las atribuciones de la Corte y el Consejo Superior. Corresponderá a la Corte definir las políticas generales sobre la disponibilidad en el Poder Judicial y al Consejo Superior ejecutarlas conforme a la Ley Orgánica del Poder Judicial, así como adoptar los acuerdos necesarios sobre su funcionamiento.
Por lo expuesto, se aclara que el Master Edgar Ramírez Villalobos, quien ocupa el puesto en propiedad de Fiscal Adjunto 1 en la Fiscalía Adjunta del Primer Circuito de la Zona Sur, no se encuentra sujeto al régimen de disponibilidad, por lo tanto, no cumple con lo establecido en el artículo 4 del Reglamento de Compensación por Disponibilidad en el Poder Judicial, que lo faculte para realizar el cobro de horas extra y no cuenta con un acuerdo del Honorable Consejo Superior donde autorice el pago de las mismas a la clase de puesto en mención.
Por último, partiendo del hecho de que la Administración Pública se encuentra sujeta al principio de legalidad, particularmente al de legalidad presupuestaria, en el entendido que sólo podrá realizar aquellos actos que le están previamente autorizados por el ordenamiento jurídico y que todo pago o reconocimiento salarial compromete las finanzas públicas, se tiene que la solicitud del Master Edgar Ramírez Villalobos no resulta procedente, por las razones expuestas anteriormente.”
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Se acordó: Tener por rendido el informe N° PJ-DGH-SAS-UPS-2632-2019, emitido por la Dirección de Gestión Humana y con base en el criterio técnico vertido, denegar la solicitud planteada por el Máster Edgar Ramírez Villalobos, Fiscal Adjunto, del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, referente al pago de las horas extra. 2.) En cuanto a la solicitud planteada por el máster Ramírez Villalobos, de permitirle laborar en un horario alterno, se remite a la Fiscalía General de la República para que valore la viabilidad de la gestión y manifieste ante este Consejo Superior lo que corresponda. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento del gestionante.
La Dirección de Gestión Humana tomará nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc9866737]ARTÍCULO XL

Documento N° 129-19 / 5978-19

[bookmark: _Toc1049168] En sesión N° 14-19 celebrada el 19 de febrero de 2019, artículo LXXII, se tomó el acuerdo que literalmente dice:
“En sesión N°4-19, celebrada el 17 de enero de 2019, artículo LXIII, se indicó al licenciado Álvarez Jiménez que el periodo de cierre colectivo no finalizaba la relación laboral de los funcionarios con la institución, esto por ser un periodo de tiempo que está determinado al goce y disfrute de vacaciones colectivas, es por tal motivo que se aplican de forma general a todo el personal judicial, dando continuidad al nombramiento de las persona interina que viene desempeñándose en una plaza. Asimismo, después del estudio integral de los argumentos expuestos, en esa oportunidad por el licenciado Álvarez Jiménez, este Órgano no encontró motivo alguno que justificara la falta de idoneidad de la servidora Laura Guadamuz Centeno y el cese de nombramiento en la plaza interina; de ahí que se le debía respetar el nombramiento en la plaza interina de Coordinadora Judicial 2, hasta tanto regresara la persona que ostentaba como titular en el puesto.
En nota de fecha 4 de febrero de 2019, la servidora Laura Guadamuz Centeno, Coordinadora Judicial 2, del Juzgado Especializado de Cobros de Puntarenas, remitió la siguiente solicitud:
“Mediante acuerdo tomado por su Autoridad en Sesión Nº 4-19 del 17 de enero del 2019, artículo LXIII, se acordó que se me “debe respetar el nombramiento en la plaza interina de Coordinadora Judicial 2, hasta tanto regrese la persona que ostenta como titular en el puesto”, lo cual se logró hacer efectivo a partir del día 22 de enero del 2019, ya que del día 07 de enero al 21 de enero, ambos del 2019, lo estuvo ocupando el compañero Christopher Vargas Berrocal, de ahí que no se me pagaran dichos días, causándome un evidente perjuicio económico.

Es por lo anterior, que con respeto solicito se ordene a la sección de Administración Salarial del Departamento de Gestión Humana del Poder Judicial, el pago del nombramiento del 07 de enero al 21 de enero, ambos del 2019, en virtud de que fui cesada sin justificación alguna del puesto como Coordinadora Judicial 2.
(…).”
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Previamente a resolver lo que corresponda, se acordó: remitir la gestión presentada por la servidora Laura Guadamuz Centeno, Coordinadora Judicial 2, del Juzgado Especializado de Cobros de Puntarenas, en nota de 4 de febrero de 2019, a la Dirección de Gestión Humana, con el fin de que realice el estudio respectivo e informe a este Consejo lo pertinente. Se declara acuerdo firme.”
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[bookmark: _Hlk11052089]En atención a lo anterior, mediante oficio N° 1161-UPS-AS-2019, remitido el 21 de mayo de 2019, la máster Roxana Arrieta Meléndez y la licenciada Adriana Steller Hernández, Directora y Sub Directora interina de Gestión Humana, así como las licenciadas Maureen Siles Mata y Rosibel Brenes Alvarado, por su orden Jefa de Administración Salarial y Coordinadora de Unidad de Pagos Salariales informaron lo siguiente:
“Mediante oficio 1925-19 se solicita a esta Dirección realizar un estudio e informar al Consejo Superior sobre la solicitud realizada por la servidora Laura Guadamuz Centeno, Coordinadora Judicial 2, del Juzgado Especializado de Cobros de Puntarenas, que mediante nota expone lo siguiente: 
Mediante acuerdo tomado por su Autoridad en Sesión Nº 4-19 del 17 de enero del 2019, artículo LXIII, se acordó que se me “debe respetar el nombramiento en la plaza interina de Coordinadora Judicial 2, hasta tanto regrese la persona que ostenta como titular en el puesto”, lo cual se logró hacer efectivo a partir del día 22 de enero del 2019, ya que del día 07 de enero al 21 de enero, ambos del 2019, lo estuvo ocupando el compañero Christopher Vargas Berrocal, de ahí que no se me pagaran dichos días, causándome un evidente perjuicio económico.
Es por lo anterior, que con respeto solicito se ordene a la sección de Administración Salarial del Departamento de Gestión Humana del Poder Judicial, el pago del nombramiento del 07 de enero al 21 de enero, ambos del 2019, en virtud de que fui cesada sin justificación alguna del puesto como Coordinadora Judicial 2.
Al respecto nos permitimos indicar que, a la Unidad de Pagos de la Sección de Administración Salarial, le corresponde tramitar los nombramientos que son aprobados por cada oficina judicial por los medios oficiales y formalmente establecidos, de manera que para cancelar el periodo que indica doña Laura, le corresponde al Juzgado Especializado de Cobros de Puntarenas, registrar el nombramiento de la servidora Guadamuz Centeno, indicando el número de puesto y el motivo de sustitución.  
Por otra parte, es menester aclarar que, por el periodo comprendido del 07 al 21 de enero del 2019, en nuestras bases de datos, aparece registrado el nombramiento del servidor Christopher Vargas Berrocal, en el puesto de Coordinador Judicial en el puesto 359289 y el salario correspondiente le fue cancelando en ese cargo.
Cabe destacar, que según nuestros registros, la servidora Laura Guadamuz presentó la siguiente condición laboral por ese periodo:
 
	TÉCNICO JUDICIAL 1
	45006
	07/01/2019
	14/01/2019
	Propiedad
	Disfrute de vacaciones
	JUZGADO DE COBRO PUNTARENAS

	TÉCNICO JUDICIAL 1
	45006
	15/01/2019
	18/01/2019
	Propiedad
	Incapacidad por Enfermedad
	JUZGADO DE COBRO PUNTARENAS

	TÉCNICO JUDICIAL 1
	45006
	19/01/2019
	21/01/2019
	Propiedad
	Activo
	JUZGADO DE COBRO PUNTARENAS



De lo anterior, se desprende que la señora Guadamuz no desempeñó funciones como Coordinadora Judicial en el puesto 359289, por lo que de nuestra parte no es posible cancelar las diferencias salariales reclamadas, hasta tanto el despacho registre el nombramiento correspondiente de la forma establecida.” 
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Previamente a resolver lo que corresponda, se acordó: 1.) Remitir a la Dirección Jurídica la gestión presentada por la servidora Laura Guadamuz Centeno, Coordinadora Judicial 2, del Juzgado Especializado de Cobros de Puntarenas, así como el oficio N° 1161-UPS-AS-2019 del 21 de mayo de 2019, suscrito por la Dirección de Gestión Humana, con el fin de que la analice y remita a este Consejo Superior el criterio jurídico que corresponda. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la servidora Laura Guadamuz Centeno.
[bookmark: _Toc9866739]ARTÍCULO XLI
Documento N° 14180-18 / 5962-19.
En sesión N° 109-18 celebrada el 18 de diciembre de 2018, artículo LXXVI, se trasladó el acuerdo tomado respecto al caso de la servidora Susana Loría Salazar, técnica de la oficina de Recepción de Documentos del Primer Circuito Judicial de San José, al Programa de Readecuación Laboral de la Dirección de Gestión Humana para estudio, e informe a este Consejo 
La máster Roxana Arrieta Meléndez y la licenciada Waiman Hin Herrera por su orden, Directora y Subdirectora interinas de la Dirección de Gestión Humana, mediante oficio N° 039-PALAB-2019, 16 de mayo de 2019, informaron:
“En respuesta a lo acordado por el Consejo Superior en sesión N° 109-18 celebrada el 18 de diciembre de 2018, que literalmente dice:
“(…) 2.) Trasladar el presente acuerdo al Programa de Readecuación Laboral de la Dirección de Gestión Humana para estudio, e informe a este Consejo lo correspondiente. (…)”
A fin de comunicar el trámite realizado por el Programa “Adaptación laboral por condición de salud”, de conformidad con el caso de la servidora judicial Susana Loría Salazar, Técnica Administrativa 2, nos permitimos indicar lo siguiente:
La servidora Loría Salazar se ha mantenido incapacitada, por lo que no ha sido posible dar inicio con el proceso de estudio por parte del Programa “Adaptación laboral por condición de Salud”.
Mediante correo electrónico del 13 de mayo de 2019, la servidora nos informa lo siguiente:
“(…) le comento que en estos momentos me mantengo incapacitada, en cuanto vuelva a ingresar me estaré comunicando con su persona, muchas gracias. (…)”
En virtud de lo expuesto y en línea con el procedimiento establecido por esta oficina, no ha sido posible el abordaje del caso, ya que la continuidad del proceso de adaptación del puesto de esta servidora está sujeto a su reincorporación y al aporte del formulario y documentación médica requerida por el Programa, ya que es necesario que la persona se encuentre en su puesto de trabajo, dado la valoración que debe realizarse, sumado a algunos procesos tales como: visita al puesto de trabajo, entrevista y ampliación de información entre otros, lo cual deberá ser suplido por la servidora, interrumpiendo el período de incapacidad, lo cual no es recomendable desde el criterio profesional médico.”
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Se acordó: Tomar nota de lo comunicación de la Dirección de Gestión Humana en oficio N° 039-PALAB-2019, 16 de mayo de 2019 y estar a la espera de que la servidora Susana Loría Salazar, técnica de la oficina de Recepción de Documentos del Primer Circuito Judicial de San José, se reincorpore, una vez lo haga, deberá proceder con el informe solicitado y comunicar lo que corresponda a este Consejo Superior. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc9866741]ARTÍCULO XLII
Documento N° 12697-17 / 5951-19.
En la sesión Nº 98-17 celebrada el 26 de 2017, artículo LXII, se autorizó la sustitución de la servidora Tomasa Herrera González, Técnica en Comunicaciones Judiciales del Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Tilarán, del 24 al 26 de octubre del 2017, por incapacidad, designando en su lugar a la señora Ana María Bastos González. Asimismo, se hizo dicho acuerdo del conocimiento de la Comisión de Incapacidades de este Poder de la República para que valorara la situación de la servidora Herrera González, dadas las constantes incapacidades e informara a este Consejo lo que correspondiera. 
	La máster Roxana Arrieta Meléndez, la licenciada Waiman Hin Herrera, por su orden, Directora interina y Subdirectora interina, ambas de Gestión Humana, en oficio N° PJ-DGH-0228-2019 de 16 de mayo de 2019, remitieron lo siguiente:
“En atención al oficio N°4302-2019 de fecha 07 de mayo del presente año, en que se solicita se remita el informe que corresponda o se indiquen los motivos por los que no se ha contestado oportunamente el oficio 12180-17, se informa lo siguiente:

 El Consejo Superior en sesión 98-2017 del 26 de octubre de 2019, artículo LXII, acordó:

“Acoger la gestión anterior, en consecuencia: 1.) Autorizar la sustitución de la servidora Tomasa Herrera González, Técnica en Comunicaciones Judiciales del Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Tilarán, del 24 al 26 de octubre del 2017, por incapacidad, designando en su lugar a la señora Ana María Bastos González. 2.) Hacer este acuerdo del conocimiento de la Comisión de Incapacidades de este Poder de la República para que valore la situación de la servidora Herrera González, dada las constantes incapacidades e informe a este Consejo lo que corresponda.”

En cumplimiento de lo anterior, la Sección de Administración Salarial de la Dirección de Gestión Humana, tramitó el nombramiento interino de la señora Ana María Bastos González en sustitución de la señora Tomasa Herrera González por el periodo comprendido entre el 24 y el 26 de octubre de 2017, lo anterior mediante acción de personal 2017334419 aplicada el 15 de noviembre del 2017.

Por su parte, en cuanto a la situación de las constantes incapacidades de la señora Tomasa Herrera González, se informa que dicho caso fue analizado por parte del Programa de Adaptación de Puesto y Reubicación Laboral por condición de salud, el mismo se encuentra activo y estado actual es el siguiente:

A la fecha la servidora se encuentra en la etapa de seguimiento, la cual consiste en tres citas cada dos meses en Medicina de Trabajo de los Servicios de Salud, esta etapa se inicia a partir de la firma de la ficha técnica.

Su primer seguimiento está programado para el miércoles 12 de junio del 2019.

En virtud de que la Dirección de Planificación se encuentra realizando informe de cargas de trabajo en el Juzgado Contravencional de Tilarán, despacho donde se desempeña la señora Tomasa Herrera González, se procedió a consultar a esa Dirección el estado actual del informe, ante lo que se indica que se encuentra en etapa de revisión.”
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Se acordó: 1.) Tomar nota de lo comunicado por la máster Roxana Arrieta Meléndez, la licenciada Waiman Hin Herrera, por su orden, Directora interina y Subdirectora interina, ambas de Gestión Humana, en oficio N° PJ-DGH-0228-2019 de 16 de mayo de 2019. 2.) Deberá la Dirección de Gestión Humana en lo sucesivo informar a este Consejo lo que corresponda, conforme a los seguimientos realizados a la servidora Tomasa Herrera González, Técnica en Comunicaciones Judiciales del Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Tilarán.
La Dirección de Gestión Humana tomará nota para los fines consiguientes. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc9866743]ARTÍCULO XLIII
Documento N° 4561-19 / 6064-19

	La servidora Marlen Jiménez Villegas, Técnica en Comunicaciones Judiciales de la Oficina de Comunicaciones Judiciales de Puriscal, en nota de 9 de abril de 2019, remitió lo siguiente:
“(…) inicie labores en el Poder Judicial en Enero de 1993 en la Alcandía Civil de Hacienda, en nombramientos interinos. Una vez que se me nombró en propiedad se me reconoció mi tiempo servido en el MEP.

Según mis cuentas a la entrada de la nueva ley de Pensiones publicada el año pasado, yo cumplía con los atestados para entrar al transitorio de los 18 meses. Hice las solicitudes respectivas al departamento de personal para que se me indicara la posible fecha de jubilación y me he llevado la sorpresa que según los archivos me faltan dos días de nombramiento para cumplir con los requisitos. Al realizar el conteo por parte del Departamento de Jubilaciones y Pensiones me indican que durante el mes de Abril de 1994 mi nombramiento fue por el periodo del 04 al 30 de abril 1994, cosa que me sorprende por cuanto se me venía nombrando en una plaza vacante en la Alcaldía Civil de Hacienda. Dada esta situación he buscado información por cuanto el mes de abril de 1994 inicio un viernes primero, y he ido a varias instancias como el Archivo Nacional de Registro Público, Dirección Ejecutiva, Departamento de Personal, Ministerio de hacienda, y llamadas telefónicas, al archivo judicial de San Joaquín de Flores, sin tener una respuesta positiva del por qué no aparece mi nombramiento por esos tres días de abril (1-2-3) de Abril de 1994. Ahora bien, revisando la información de la acción de personal # 94- 018037 en la explicación indican que según sesión de consejo administración 25/04/94- plaza vacante, he tratado de buscar las actas del Consejo de Administración del año 1994 (ya que en el registro nacional están hasta el año 1993), indican que a partir del año 1994 desaparece el nombre de Consejo Administración y empieza como Consejo Superior. Vista esta acta en ella no se habla nada de mi nombramiento interino. Sigo revisando información y en la acción de personal # 94- 033673, se indica sesión Consejo Administración del 08/08/1994 misma que no existe en las actas del Consejo Superior, ya que el acta # 94-60 es del 05/08/1994 y la # 94-61 es del 10/08/1994 y en la acción de personal # 94-042685 dice sesión de Consejo Administración 18/10/1994, que es el acta 94-8 no se menciona nada de mi nombramiento interino.

Vista esta información errónea en las acciones de personal me están causando un perjuicio por cuanto no tengo forma de demostrar que la información del periodo de nombramiento del mes de Abril de 1994, se pudiera decir que es un “dedazo” del compañero que la digito, siendo lo correcto del 01/04/94 al 30/04/94, tomando en cuenta que el primero de Abril de 1994 fue un día viernes y que era una plaza vacante que ocupe por algún tiempo en nombramientos continuos.

Es por ello por lo que acudo a ustedes con todo respeto para que se me indique donde puedo constatar la información correcta, a donde están las actas del Consejo Administración de 1994 o bien se me otorgue el nombramiento de los días 1-2-3 de Abril de 1994, y así poder seguir mis trámites para la posible jubilación en el próximo mes de Noviembre.

Adjunto información recopilada en forma documental como correos electrónicos.

Notificaciones al correo electrónico marlenjv@gmail.com, teléfono (…)

Dios les bendiga en sus labores, su servidora.”
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A esos efectos, la Secretaría General de la Corte en oficio N° 3759-19 de 23 de abril de 2019, previo a someter a conocimiento de este Consejo, remitió la nota de la servidora Jiménez Villegas para informe de la Dirección de Gestión Humana.
Por lo anterior, en oficio N°1870-AP-2019 de 7 de mayo de 2019, la máster Roxana Arrieta Meléndez, la licenciada Olga Guerrero Córdoba, el licenciado Carlos Lizano Alfaro y la licenciada Leda Córdoba Montero, por su orden, Directora interina, Subdirectora interina, Jefe interino de Administración de Personal y Coordinadora interina de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, todos de Gestión Humana, informaron lo siguiente:
“En documento fechado 9 de abril 2019, la servidora Marlen Jiménez Villegas le solicita al Consejo Superior: “…donde están las actas del Consejo Administración de 1994 o bien se me otorgue el nombramiento de los días 1-2-3 de Abril de 1994, y así poder seguir mis trámites para la posible jubilación en el próximo mes de Noviembre”.

En atención a lo anterior, por medio del oficio N° 3759-19 de fecha 23 de abril de 2019, la Secretaría General de la Corte le solicita a esta Dirección:  

“De previo a ser sometido a conocimiento del Consejo Superior, adjunto le remito correo electrónico de fecha 22 de abril del año en curso, suscrito por la servidora Marlen Jimenez Villegas, técnica en comunicaciones judiciales en la OCJ-Puriscal, quien requiere aclaración relacionada con su solicitud de jubilación; a fin de que emita un informe sobre lo consultado en el término de 5 días hábiles, contados a partir de esta comunicación.”

Sobre la consulta en cuestión se informa lo siguiente: 

Revisados los índices respectivos que para tal efecto se llevan en esta Dirección, la señora MARLEN GEANORIH JIMÉNEZ VILLEGAS, cédula de identidad número 09-0073-0359, registra en su prontuario una acción de personal con el número 94-018037 por Nombramiento Interino del 4 al 30 de abril de 1994 desempeñando la clase de puesto denominada ESCRIBIENTE 2 G-4 en la Alcaldía Civil de Hacienda.  En los comentarios de dicha acción se indica lo siguiente: “Sesión Consejo Admin: 5-04-94-PLAZA VACANTE-DESEMPEÑA FUNCIONES DE ESCRIBIENTE 2-G3 EN LA ALCALDIA CIVIL DE HACIENDA- 14-05-94 VARM”.

Según los registros que se llevan en esta Dirección, durante el período comprendido entre el 4 al 30 de abril de 1994, el puesto N° 43858 estuvo vacante.  Además, de conformidad con el “Reporte de Personas por Puesto SIP” no se tienen registros de que existiera algún(a) servidor(a) judicial nombrado(a) entre el 01 y el 03 de abril de 1994.

Según las acciones de personal existentes en el expediente personal de la señora Jiménez Villegas, ésta ocupó interinamente el puesto N° 43858 del 01 al 31 de marzo de 1994, del 04 al 30 de abril de 1994 y del 01 de junio al 15 de setiembre de 1994.  Fue nombrada en propiedad por primera vez a partir del 16 de setiembre de 1994 en el puesto N° 112246, que corresponde a la Clase Conserje 2 en la Alcaldía Civil de Hacienda.

Es importante indicar, que se solicitó a la Secretaría de la Corte Suprema de Justicia el acta de la sesión del Consejo Superior celebrada el 25 de abril de 1994, debido a que doña Marlen indicó que en esa sesión se había conocido un nombramiento de ella, sin embargo, en todo el documento no se encuentra ningún artículo referente al nombramiento interino de la señora JIMÉNEZ VILLEGAS, aprobado para el mes de abril de 1994 en la Alcaldía Civil de Hacienda.

Aunado a lo anterior y de acuerdo con la constancia de salarios N° UACM-15-2019 de Contabilidad Nacional del Ministerio de Hacienda, en la primera quincena de abril de 1994, únicamente se le cancelaron 12 días, corroborando así el período de nombramiento de la primera quincena de abril de 1994; del 04 al 15 de abril de 1994.

Por lo antes expuesto, no fue posible para este Subproceso considerarle como tiempo servido los días del 01 al 03 de abril de 1994, para efectos de tiempo servido para jubilación, por cuanto no se tiene respaldo de haber laborado o de haber sido nombrada el mes completo de abril de 1994 como ESCRIBIENTE 2 G-4 en la ALCALDÍA CIVIL DE HACIENDA.”
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Se acordó: 1.) Tomar nota de lo indicado por la servidora Marlen Jiménez Villegas, Técnica en Comunicaciones Judiciales de la Oficina de Comunicaciones Judiciales de Puriscal, en nota de 9 de abril de 2019. 2.) Tener por rendido el oficio N°1870-AP-2019 de 7 de mayo de 2019 suscrito por la máster Roxana Arrieta Meléndez, la licenciada Olga Guerrero Córdoba, el licenciado Carlos Lizano Alfaro y la licenciada Leda Córdoba Montero, por su orden, Directora interina, Subdirectora interina, Jefe interino de Administración de Personal y Coordinadora interina de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, en razón que el criterio técnico responde a la consulta de la servidora Jiménez Villegas, indicando así que no es posible considerar como tiempo servido los días del 01 al 03 de abril de 1994, para efectos de jubilación, ya que no consta en los registros haber sido nombrada en dicha fecha como Escribiente 2 G-4 en la Alcaldía Civil de Hacienda. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la servidora Marlen Jiménez Villegas, Técnica en Comunicaciones Judiciales de la Oficina de Comunicaciones Judiciales de Puriscal.
La Dirección de Gestión Humana tomará nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc9866746]ARTÍCULO XLIV
Documento N° 6315-18 / 5961-19.
[bookmark: _Toc524959736]En sesión número 83-18 celebrada el 20 de setiembre de 2018, artículo XIV, se denegó la solicitud planteada en ese momento por la máster Hannia Mora Sánchez, Jueza Coordinadora del Juzgado de Pensiones Alimentarias del Primer Circuito Judicial de San José y se trasladó a la oficina de Readecuación Laboral de la Dirección de Gestión Humana, con el fin que valorara la documentación aportada por la licenciada Mora Sánchez e informara a este Consejo Superior, si existe alguna alternativa de solución.
En oficio número 040-PALAB-2019, del 15 de mayo de 2019, la licenciada Waiman Hin Herrera, Subdirectora interina de Gestión Humana y la máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora interina de Gestión Humana, remitieron el siguiente informe:
“En respuesta a lo acordado por el Consejo Superior en sesión N°83-18 celebrada el 20 de setiembre de 2018, que literalmente dice:

“(…) 1.) Acoger la recomendación que hace la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, remitida mediante oficio N° 2719-DE-2018, del 11 de setiembre del 2018, y con base en las razones expuestas, denegar la solicitud planteada por la máster Hannia Mora Sánchez, Jueza Coordinadora del Juzgado de Pensiones Alimentarias del Primer Circuito Judicial de San José. 2) Trasladar la presente gestión a la oficina de Readecuación Laboral de la Dirección de Gestión Humana, con el fin de que valore la documentación aportada por la licenciada Mora Sánchez e informe a este Consejo Superior, sin existe alguna alternativa de solución.

A fin de comunicar el trámite realizado por el Programa “Adaptación laboral por condición de salud” a cargo de la Administración de los Servicios de Salud de la Dirección de Gestión Humana, nos permitimos indicar lo siguiente:

Mediante correo electrónico del 07 de diciembre de 2018, dirigido a la licenciada Hannia Mora Sánchez y a la servidora judicial Kattia Murcia Román, se les indica lo siguiente:

“(…) Buenos días, de conformidad con el acuerdo del Consejo Superior, que en lo que interesa dice: “(…) 2.) Trasladar la presente gestión a la oficina de Readecuación Laboral de la Dirección de Gestión Humana, con el fin de que valore la documentación aportada por la licenciada Mora Sánchez e informe a este Consejo Superior, sin existe alguna alternativa de solución. (…)”

Le agradezco remitir toda la documentación médica correspondiente a la servidora Kattia Guiselle Murcia Román, lo anterior para ser valorada por el Programa “Adaptación del puesto y reubicación laboral por condiciones de salud”. (…)”

A la fecha no se ha recibido la documentación solicitada ni respuesta por parte de la servidora Murcia Román en relación con su interés en el Programa.

Es importante aclarar que la participación de las personas servidoras en el Programa “Adaptación laboral por condición de salud” es voluntaria, debido a que en todos los casos se generan cambios que implican variación en las funciones que la persona ha venido desempeñando, o  reubicación laboral de conformidad con la recomendación médica emitida, además, es necesario para el abordaje de los casos, el aporte de la documentación médica de la persona servidora, siendo esto información de índole personal y privada, aunado a lo anterior se requiere información específica con el puesto de trabajo y la condición de la persona, por último, las conclusiones y recomendaciones generadas al final del proceso son consensuadas y de acuerdo mutuo entre las partes involucradas.

En virtud de lo expuesto y en línea con el procedimiento establecido, se procederá con el archivo del caso correspondiente a la servidora judicial Kattia Murcia Román, Auxiliar de Servicios Generales 2 del Juzgado de Pensiones Alimentarias del Primer Circuito Judicial de San José.

Por último, es importante manifestar que en el momento de que la servidora desee ingresar al Programa y cuente con la información solicitada podrá gestionar ante esta oficina la reapertura del caso.”
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Se acordó: 1.) Tener por rendido el informe número 040-PALAB-2019, del 15 de mayo de 2019, suscrito por la máster Roxana Arrieta Meléndez, y la licenciada Waiman Hin Herrera, por su orden Directora y Subdirectora interina de Gestión Humana. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la máster Hannia Mora Sánchez, Jueza Coordinadora del Juzgado de Pensiones Alimentarias del Primer Circuito Judicial de San José y de la señora Kattia Guiselle Murcia Román, Auxiliar de Servicio Generales 2, ambas del Juzgado de Pensiones Alimentarias del Primer Circuito Judicial de San José. 
La Dirección de Gestión Humana tomará nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc9866748]ARTÍCULO XLV
Documento N° 14718-17 / 4804-19 / 6132-19.
En sesión N° 76-18 celebrada el 28 de agosto de 2018, artículo V, se tomó el acuerdo cuya parte dispositiva literalmente dice:
“En virtud de lo expuesto, se acordó: 1.) Aprobar la propuesta de la Dirección de Gestión Humana y mantener el modelo selectivo tal cual fue aprobado por este Consejo en sesión N°12-15 del 12 de febrero de 2015, artículo LXV y de esta forma continuar con el proceso de calificación como se ha venido aplicando hasta el momento. Por una única vez, las personas que realizaron las pruebas obteniendo un resultado desfavorable y se encuentren laborando para la Institución, desempeñándose en un puesto vacante y que en tiempo y forma presentaron ante la Sección de Reclutamiento y Selección o ante este Consejo, alguna gestión relacionada con los resultados obtenidos en las evaluaciones aplicadas, se les efectuará una revaloración de la prueba. Las personas participantes de nuevo ingreso deberán atenerse a lo establecido en la sesión N° 95-15, celebrada el 27 de octubre de 2015, artículo LXX, comunicado mediante circular N° 217-15 de la Secretaría General de la Corte. Se declara acuerdo firme.”
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Mediante correo electrónico recibido el 25 de abril de 2019, la servidora Natalia Ordoñez González, Coordinadora Judicial del Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de Guanacaste, remitió la siguiente gestión:
“Interpongo reconsideración en relación con los dispuestos en el oficio indicado como ASUNTO 0503260352, por cuanto debe analizarse lo siguiente:

En primer lugar para el momento en que se dio a conocer la convocatoria del concurso CV-06-15 la plaza que ocupo de manera interina no se encontraba vacante, dado que dicha plaza se encuentra vacante desde el mes de setiembre del 2015, o sea que para el momento de la publicación del concurso la plaza no estaba vacante por lo que no era parte del concurso.  En este punto he de indicar que no existe afectación alguna pues la que viene ocupando la plaza vacante es mi persona y no existe ninguna otra persona en este Despacho ocupando dicha plazo.

El segundo punto por el cual se interpone reconsideración es precisamente porque se ha pretendido a través del acuerdo adoptado por el Consejo Superior en sesión N° 76-18, que quienes ocupamos una plaza vacante tengamos acceso a obtener la propiedad de la misma, motivo por el cual siendo que desde el año 2015 ocupo de manera interina la plaza en el Juzgado Penal de Liberia,  resulta acorde con el fin que tiene el acuerdo del Consejo que todos estos años de experiencia y dedicación a ese puesto sean reconocidos de alguna forma.  De acuerdo al Cartel los requisitos básicos para los puestos de COORDINADOR JUDICIAL 1,2 y 3 son:  - Bachiller en Educación Media. -Requiere un mínimo de un año de experiencia en la tramitación de asuntos judiciales (*). - Manejo de los ambientes computadorizados y los sistemas de información existentes en el área de trabajo; todos requisitos con los cuales la suscrita cumple cabalmente. Dentro de los requisitos mínimos no se indica que deba contarse con algún estudio universitario y si bien mediante consulta la Dirección de Gestión Humana me indica que son necesarios estos estudios universitarios la suscrita presentó el Bachillerato en Educación y es en este momento donde se me informa por parte de dicha gestión que los estudios deben ser universitarios en Administración o derecho, o sea que lo que no se exigió al inicio del concurso se está exigiendo en este momento lo cual no es procedente y por lo tanto no debe ser solicitado.   Efectivamente repetí la prueba que el Consejo Superior autorizó que se repitiera no solo a mi persona sino a todos en mi condición, y supere el resultado anteriormente obtenido teniendo ahora un resultado favorable, sin embargo se me perjudica gravemente al no recalificarse el rubro de experiencia dado que me he esforzado de manera importante porque en el tiempo que he ocupado la plaza, el trabajo y la estructura de trabajo mejore de manera importante. Tómese en consideración que si bien es cierto en aquella fecha se cerró la inscripción no fue el concurso el que cerró y por lo tanto se está adecuadamente en período de hacer una valoración, adecuada, objetiva y actual de lo solicitado o sea tanto la valoración de experiencia como la valoración de estudios universitarios.

El tercer punto que se reclama es de conformidad con lo dispuesto en las I. NOTAS IMPORTANTES en su punto 1.3 en el subtítulo "Experiencia" indica que se calificará el tiempo laborado del oferente según sea la clase de puesto, además señala que "... el Departamento de Personal verificará mediante los sistemas informáticos los registros de las acciones de personal que haya presentado cada participante, por lo tanto no se requiere que aporte constancias de tiempo laborado. Asimismo, quien solicite el reconocimiento de experiencia laboral externa al Poder Judicial, deberá presentar oportunamente una constancia que especifique los puestos desempeñados, requisitos, las fechas de rige y vence de los períodos laborados, así como el motivo de salida. "  Como se extrae de lo transcrito la disposición en cuanto a la valoración de experiencia no indica que deba realizarse dicha valoración al inicio con la inscripción en el concurso, sino que habla de que debe realizarse la valoración de acuerdo  a los sistemas informáticos, por lo que al no existir disposición contraria nada obsta más que la voluntad para que se realice tal valoración en este momento por cuando no existe disposición que lo impida ni que se contrarié con tal actuación.  El cartel CV-006-2015 en claro en señalar la forma de evaluar y al no disponerse nada en cuanto a la experiencia si se realiza con el cierre de la inscripción o el cierre del concurso, por lo que nada impide ante la ambigüedad de la norma que se realice en este momento que es cuando finalmente se me está evaluando. 
Finalmente, considerando los intereses de la Administración de Justicia es claro que al haber ocupado el puesto por todos estos años, incluso al haber desarrollado la experiencia adecuada y haberme desempeñado de manera sobresaliente restructurando procesos desde el momento de la salida del anterior Coordinador Judicial todo lo cual ha contribuido a impulsar el Juzgado Penal a un mejor nivel de eficiencia y calidad en el servicio, es evidente que debe considerarse esta experiencia.

Por lo anterior interpongo recurso de reconsideración y en caso de ser rechazado, interpongo recurso de RECONSIDERACIÓN, Y CONJUNTAMENTE RECURSO DE REVOCATORIA CON APELACIÓN EN SUBSIDIO ANTE EL CONSEJO SUPERIOR.”
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La Secretaría General de la Corte en oficio número 3966-19, del 29 de abril de 2019, remitió la gestión anteriormente transcrita a la Dirección de Gestión Humana con la finalidad que se emitiera un informe sobre lo consultado en el término de 10 días hábiles, contados a partir de esa comunicación.
En respuesta a lo anterior, en oficio número PJ-DGH-RS-0351-19, del 3 de mayo de 2019, la máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora interina de Gestión Humana, la licenciada Olga Guerrero Córdoba, Sub Directora interina de Gestión Humana y la licenciada Krissia Rojas Quirós, Jefa interina de la Sección de Reclutamiento y Selección, remitieron el siguiente informe:
“En atención al oficio N° 3966-19 mediante el cual se solicita a la Dirección de Gestión Humana brindar informe respecto al recurso de apelación presentado por la señora Natalia Ordoñez González, Coordinadora Judicial del Juzgado Penal del I Circuito Judicial de Guanacaste, se procede a informar lo siguiente: 
 
ANTECEDENTES DE LA CONVOCATORIA:

En el mes de febrero del año 2015, el Consejo Superior aprobó el Modelo Ordinario de Reclutamiento y Selección de Personal propuesto por la Dirección de Gestión Humana, con el fin de conformar registros de postulantes y elegibles en todo el país en los niveles de apoyo: operativo, administrativo y jurisdiccional.

Producto del modelo selectivo aprobado, en mayo del 2015 la Sección de Reclutamiento y Selección publicó la convocatoria CV-06-15 para la conformación de los registros de postulantes y elegibles en Guanacaste, estableciéndose como fecha de cierre para inscripciones el 15 de mayo de ese mismo año.

Lo anterior con base en el modelo selectivo que se encuentra regulado a través de las políticas generales para la dotación de personal sustituto y nombramiento en plazas vacantes.

Entre la metodología aprobada por el Consejo Superior, respecto al puntaje de grados académicos se indica lo siguiente: 

“Si bien, ninguna de las clases que comprende este grupo objeto de evaluación exige un grado académico universitario (o su equivalente en créditos), se ha dispuesto un pequeño porcentaje dentro de las denominadas “bases de selección” para calificar ese valor agregado a aquellas personas que se esfuerzan por obtener un título universitario acorde con la naturaleza de las clases de su interés. De ahí que se considera para este rubro los estudios universitarios afines al requisito académico de la clase de puesto en que participa, según las condiciones y grados académicos vigentes a nivel nacional, o los reconocidos y equiparados del extranjero por una universidad estatal o por el ente rector en la materia, así como los que se estiman atinentes a la naturaleza del cargo correspondiente, según las bases que establece la Sección de Reclutamiento y Selección al efecto.”

Por consiguiente, si el participante a la fecha de cierre de la convocatoria contaba en el expediente personal con un título universitario afín al puesto, se le otorgó un porcentaje de acuerdo a la siguiente tabla:

	Grado Académico
	Porcentaje

	Diplomado
	1 %

	Bachiller
	3%

	Licenciatura o Maestría
	5%



Anudado a lo anterior, de acuerdo al artículo 18 inciso d) del Estatuto de Servicio Judicial, existen aspectos técnicos directamente relacionados con la metodología de fondo para llevar a cabo la calificación, que son definidos por parte del órgano competente en dicha materia, es decir, la Sección de Reclutamiento y Selección, a través del instrumento denominado “Bases de selección o bases de concurso”, herramienta que detalla los rubros o factores de calificación, y sus respectivos pesos porcentuales, así como otros lineamientos puntuales para la obtención de las calificaciones finales del proceso y de esa forma determinar si una persona resulta elegible o no. 

PARTICIPACIÓN DE LA SEÑORA NATALIA ORDOÑEZ GONZÁLEZ

De acuerdo con los registros que para tal efecto se mantienen, la señora Natalia se inscribió en tiempo y forma en la convocatoria CV-06-2015, según el detalle que se presenta a continuación:

	Lista o Concurso
	 Clase Puesto 
	Clase Angosta
	Zona Geográfica

	CV-06-2015
	ASISTENTE ADMINISTRATIVO 1
	ASISTENTE ADMINISTRATIVO 1 DE ADMINISTRACION REGIONAL 
	I CJ GUANACASTE (LIBERIA)

	
	AUXILIAR ADMINISTRATIVO
	AUXILIAR ADMINISTRATIVO
	I CJ GUANACASTE (LIBERIA)

	
	AUXILIAR CONTRALORÍA DE SERVICIOS
	AUXILIAR DE CONTRALORIA DE SERVICIOS
	I CJ GUANACASTE (LIBERIA)

	
	AUXILIAR DE SERVICIOS GENERALES 2
	CONSERJE 2
	I CJ GUANACASTE (LIBERIA)

	
	COORDINADOR JUDICIAL 2
	COORDINADOR JUDICIAL
	I CJ GUANACASTE (LIBERIA)

	
	COORDINADOR JUDICIAL 3
	COORDINADOR JUDICIAL
	I CJ GUANACASTE (LIBERIA)

	
	SECRETARIA 1
	SECRETARIA 1
	I CJ GUANACASTE (LIBERIA)

	
	TÉCNICO ADMINISTRATIVO 1
	TECNICO ADMINISTRATIVO 1 DE ADMINISTRACION REGIONAL
	I CJ GUANACASTE (LIBERIA)

	
	TÉCNICO ADMINISTRATIVO 2
	TECNICO ADMINISTRATIVO 2 DE ADMINISTRACION REGIONAL
	I CJ GUANACASTE (LIBERIA)

	
	TÉCNICO JUDICIAL 2
	TECNICO JUDICIAL 
	I CJ GUANACASTE (LIBERIA)

	
	TÉCNICO JUDICIAL 3
	TECNICO JUDICIAL
	I CJ GUANACASTE (LIBERIA)



Producto de la participación de doña Natalia, la Sección de Reclutamiento y Selección procedió verificar el cumplimiento de los requisitos mínimos establecidos en el Manual Descriptivo de Clases de puesto. Seguidamente se procedió a convocar a la participante a realizar las pruebas selectivas que corresponden. 

En fecha 29 de julio de 2015, doña Natalia se presentó a realizar las pruebas selectivas a las que fue convocada. Una vez revisadas las pruebas aplicadas se obtuvieron los siguientes resultados para la clase de puesto Coordinador(a) de Unidad 2:

	Prueba
	Resultado

	Prueba de Conocimientos Generales del Poder Judicial
	91

	Pruebas Psicolaborales
	68.36



 En virtud del resultado negativo en las pruebas psicolaborales por parte de la servidora judicial, la Sección de Reclutamiento y Selección dio por finalizada la participación de la interesada en la convocatoria CV-06-2015.

 Posteriormente en fecha 28 de agosto de 2018, el Consejo Superior en la sesión N° 76-18, artículo V, ordenó la Dirección de Gestión Humana realizar una serie de revaloraciones en los siguientes términos:

“1.) Aprobar la propuesta de la Dirección de Gestión Humana y mantener el modelo selectivo tal cual fue aprobado por este Consejo en sesión N°12-15 del 12 de febrero de 2015, artículo LXV y de esta forma continuar con el proceso de calificación como se ha venido aplicando hasta el momento. Por una única vez, las personas que realizaron las pruebas obteniendo un resultado desfavorable y se encuentren laborando para la Institución, desempeñándose en un puesto vacante y que en tiempo y forma presentaron ante la Sección de Reclutamiento y Selección o ante este Consejo, alguna gestión relacionada con los resultados obtenidos en las evaluaciones aplicadas, se les efectuará una revaloración de la prueba.”

Producto de este acuerdo, dado que la señora Natalia Ordoñez cumple con todas las condiciones establecidas por el Consejo Superior, la Sección de Reclutamiento y Selección procedió a convocar a doña Natalia a revaloración psicolaboral correspondiente. 

 En fecha 26 de marzo del año en curso, la interesada se presentó a realizar las pruebas psicolaborales para la clase de puesto Coordinador Judicial 2, en esta ocasión doña Natalia obtuvo un resultado de 72.52.

Partiendo del resultado obtenido por doña Natalia en la revaloración aplicada, la servidora pasó a integrar el registro de postulantes para la clase de puesto que nos ocupa.

Ahora bien, tal y como lo establece el modelo selectivo aprobado por el Consejo Superior, las personas que obtienen un resultado en las pruebas selectivas pasan a una segunda fase en la cual se le consideran otros rubros tales como: experiencia, formación académica y cursos.

Una vez estudiados todos los rubros se procede a calcular un promedio final. Si dicho promedio es igual o superior a 70 la persona pasa a integrar parte del registro de elegibles. 

En cuanto al caso específico de la señora Natalia Ordoñez, se tiene que la interesada obtuvo un promedio total de 62.7476%. A continuación se desglosa en detalle del promedio generado: 

	Rubro calificado
	Porcentaje asignado al rubro
	Porcentaje obtenido por Natalia Ordoñez

	Prueba psicolaboral
	40%
	29.008%

	Prueba de conocimientos generales del P.J.
	20%
	18.2%

	Formación universitaria
	5%
	0%

	Cursos del Programa de Formación Judicial
	5%
	5%

	Experiencia
	30%
	10.5396%

	Total
	100%
	62.7476%



 Finalmente se señala que los cálculos para este promedio se realizaron al 15 de mayo de 2015, fecha de cierre de la convocatoria CV-06-2015. 

CONSIDERACIONES RESPECTO A LA APELACIÓN PRESENTADA:

Primeramente, se tiene que la señora Natalia Ordoñez apela la fecha de corte definida para aplicar el cálculo de la experiencia (15 de mayo de 2015). En relación con este tema se debe tener en cuenta que el puntaje asignado a este rubro se ejecuta asignando un peso porcentual producto de un estudio previo en que intervienen variables como categoría del puesto, nivel de responsabilidad y complejidad, consecuencia del error, relaciones y condiciones de trabajo, grado de supervisión recibida o ejercida, entre otras.

 Por otra parte, es importante destacar que todos los rubros han sido calificados a la fecha de cierre de la convocatoria, como una forma objetiva de evaluar a todas las personas por igual, siendo que dicho procedimiento se ha constituido, a través del tiempo, en una política administrativa en materia de reclutamiento y selección; a su vez esta política tiene su “fundamento jurídico” en principios de igualdad y razonabilidad, en aras de brindar un equilibrio en la población participante, indistintamente las condiciones laborales y particulares de cada persona oferente.

Valga la oportunidad para mencionar que la Sala Constitucional en reiteradas ocasiones ha conocido gestiones similares; en donde esta Sección ha indicado como uno de los parámetros, que la fecha “de corte” para efectos de participación en concursos o bien para cálculos, lo constituye la fecha de cierre de inscripciones que establezca el respectivo cartel.

En ese sentido, el máximo órgano constitucional ha mantenido el criterio de que tales asuntos son de índole técnico (competencia de la Dirección de Gestión Humana), y que únicamente interviene en la tutela del derecho de participación igualitaria, según se consigna en el siguiente extracto (resolución de la Sala Constitucional N° 2008-11118 del 09 de julio del 2008):

“…Este Tribunal ha sostenido reiteradamente que el control que esta jurisdicción ejerce en materia de concursos para plazas se limita a garantizar el respeto de los derechos fundamentales de las personas, concretamente, con el derecho de participación igualitaria y acceso a los cargos públicos, de modo que este asunto no compete ser dilucidado ante la Sala…”

Finalmente, en cuanto a la calificación de la formación académica, tal y como se indica en el presente informe en el punto I.II, el Consejo Superior aprobó otorgar un pequeño porcentaje dentro del promedio a las personas que han obtenido un título universitario con una especialidad académica afín al cargo en que se le está evaluando, dado que dicho esfuerzo representa un valor agregado para el ejercicio de las funciones que se realizan diariamente.

CONCLUSIÓN

Es por todo lo anterior, que la Sección de Reclutamiento y Selección considera que no es atendible lo solicitado por la señora Natalia Ordoñez González en cuanto a su promedio de elegibilidad, pues la calificación comunicada es la que técnicamente corresponde, atendiendo a los principios de razonabilidad, proporcionalidad e igualdad de condiciones.

(…).”
-0-
Se acordó: Tener por rendido el informe número PJ-DGH-RS-0351-19, del 3 de mayo de 2019, suscrito por la Dirección de Gestión Humana y con base en el criterio técnico expuesto por la citada Dirección, denegar el recurso de reconsideración presentado por la servidora Natalia Ordoñez González, Coordinadora Judicial del Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de Guanacaste, en correo electrónico recibido el 25 de abril de 2019.
La Dirección de Gestión Humana y la servidora Ordoñez González, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc9866751]ARTÍCULO XLVI
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	La Corte Plena en sesión N° 57-16 del 8 de diciembre de 2016, artículo XXV, aprobó el informe rendido por el licenciado David Zeledón González, Profesional en Derecho 1 interino de la Secretaría General de la Corte, así como sus conclusiones; a esos efectos, dispuso que para otorgar la licencia con goce salario, es necesario cumplir con los siguientes supuestos, a saber: a) encontrarse ante un caso muy calificado; b) el asunto debe ser de interés institucional y; c) el servidor a quien se le otorgue será el encargado de ejecutar directamente el trabajo encomendado. Es entendido que para estos efectos no califican las situaciones que se extiendan indefinidamente, revistiéndose más bien, como eventos cotidianos u ordinarios. Asimismo, en ese momento, se reiteró la aplicación de la directriz emitida por dicha Corte Plena en la sesión No. 4-14, celebrada el 3 de febrero de 2014, artículo XVIII, en la que se ordenó que para otorgar los recursos ordinarios y extraordinarios se debe contar con la evaluación e informes correspondientes para conocer el impacto presupuestario que se pueda generar. 
En sesión N° 16-19 celebrada el 22 de febrero del 2019, artículo LXV, en lo conducente se tuvo por rendido el informe N° DGH76-2019 del 13 de febrero de 2019, presentado por la Dirección de Gestión Humana y el estudio N° 182-PLA-2019, de la Dirección de Planificación sobre los resultados obtenido durante el 2018. En ese momento se indicó que la Dirección de Planificación remitirá a este Consejo una nota complementaria detallando los planes remediales para Tribunales Penales de Corredores y Golfito, los cuales tendrán el reforzamiento de una sección colegiada y una Jueza o Juez de Unipersonales respectivamente. Asimismo, se dispuso que la Dirección de Gestión Humana debería de incluir dentro de la reserva presupuestaria para un técnico, dos Fiscales y dos Defensores, considerando dentro del presupuesto los permisos que no será utilizados para Turrialba a partir del 1° de abril de 2019
El licenciado Dixon Li Morales, Jefe interino del Proceso Ejecución de las Operaciones de la Dirección de Planificación, mediante oficio 616-PLA-OI-2019, remite el informe suscrito por la licenciada Ginethe Retana Ureña, Jefa del Subproceso Organización Institucional, relacionado con el Plan Remedial del Tribunal Penal del Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur.
Seguidamente, se transcribe el informe citado, que dice:
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PLAN DE TRABAJO DEL TRIBUNAL PENAL DEL SEGUNDO CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA SUR

La Dirección de Planificación en el marco del proyecto de la Mejora Integral del Proceso Penal ha formulado una serie de planes de contingencia previo a la revisión de cada Circuito Judicial, por lo que a continuación se plantea la necesidad de la implementación de un plan de trabajo en el Tribunal Penal del Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur, en adelante Tribunal de Corredores, debido a que este despacho junto con el Tribunal Penal Nicoya, corresponden a los dos últimos despachos sin plan remedial con señalamientos mayores a los 24 meses.


Estructura actual del Tribunal de Corredores

El Tribunal de Corredores actualmente cuenta con:

Tres Juezas o Jueces 4, que conforman una sección colegiada que también ve asuntos unipersonales.
Una Jueza o Juez 4 extraordinario.
Cuatro técnicas o Técnicos Judiciales

Es el órgano de alzada de los Juzgados Penales de Corredores y Coto Brus.


Comportamiento de las variables de asuntos entrados, terminados y circulante

A continuación, se presenta una gráfica que muestra el comportamiento de las variables de asuntos entrados y terminados, de forma mensual, durante el período comprendido entre el 2012 al 2018:

Gráfica 1
Comportamiento de la cantidad mensual de asuntos entrados y terminados durante el período del 2012 al 2018




Fuente: Elaboración propia a partir de los anuarios estadísticos del 2012 al 2017 elaborados por el Subproceso de Estadística.
* Datos correspondientes al 2018 son preliminares.


Durante el período analizado, la cantidad mensual de asuntos entrados y terminados muestra un comportamiento irregular; sin embargo, durante el período analizado 2012 a 2017, la variable de asuntos entrados ha disminuido en un 41%, mientras que los terminados disminuyeron en un 14%.  Como dato histórico se obtiene que, durante el período analizado el Tribunal Penal del Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur finaliza 28 asuntos.

Cabe destacar que el despacho entre el 2017 y el 2018, aumentó en aproximadamente en un 19% la cantidad de asuntos terminados, lo que demuestra el compromiso del personal del despacho por brindar un mejor servicio al usuario.

Ahora bien, a continuación se muestra el comportamiento del circulante durante el período del 2012 al 2018:

Gráfica 2
Comportamiento del circulante durante el período del 2012 al 2018


Fuente: Elaboración propia a partir de los anuarios estadísticos del 2012 al 2017 elaborados por el Subproceso de Estadística.
* Datos correspondientes al 2018 son preliminares.

A pesar de la variable de asuntos entrados se evidencia una disminución en un 41% durante el período del 2012 al 2017, esa situación no se aprecia en el circulante, ya que durante el mismo período aumentó en un 78%. Es importante indicar que al 31 de diciembre del 2018 el despacho mantiene un circulante de 714asuntos en trámite.


Análisis del tipo de entrada

Al Tribunal de Corredores de manera histórica ingresan principalmente procesos unipersonales, aproximadamente el 70% de su entrada es de ese tipo, lo cual coincide con el promedio del país, tal como se logra apreciar en la siguiente gráfica:

Gráfico 3. Distribución de la entrada por tipo de integración


Fuente: Elaboración propia a partir de anuarios estadísticos


Análisis del tipo de sentencia dictada

En Corredores históricamente el 35% de las sentencias son colegiadas, el 45% asuntos unipersonales y un 20% sentencias de abreviados, lo cual coincide con los promedios nacionales de distribución de las sentencias, como se logra observar en el siguiente cuadro:

Gráfico 4. Distribución de sentencias por tipo de proceso


Fuente: Elaboración propia a partir de anuarios estadísticos

Proyección del retraso actual del Tribunal Penal del Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur

La estructura actual del Tribunal Penal del Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur está conformada por el siguiente personal ordinario: Tres jueces/zas 4 y cuatro Técnicos/as Judiciales y de forma extraordinaria cuenta con una plaza de juez/a 4 nombrada hasta el 30 de setiembre de 2018 por el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento para Función Jurisdiccional. 

Históricamente durante el período del 2012 al 2017, este despacho finaliza mensualmente 28 asuntos en promedio, lo que requeriría de 25.5[footnoteRef:13] meses aproximadamente para atender el circulante al 31 de diciembre del 2018, con su estructura ordinaria. [13: Se obtiene al dividir los 714 asuntos del circulante en trámite al 31/12/2018 entre los 28 asuntos terminados.] 



Plan de trabajo propuesto

Se considera que el plazo de 25 meses corresponde a un periodo muy alto de espera para la persona usuaria, por lo cual sería conveniente poder incorporar mayor recurso, a fin de reducir el plazo anterior, con la siguiente estructura adicional:

a. Tres juezas o jueces 4, ( para la Sección emergente)
b. Tres técnicas o técnicos judiciales 3, (dos para la Sección emergente y uno para completar la estructura de trabajo de esa oficina).
c. Una Fiscala o Fiscal
d. Una Defensora o Defensor Público
e. Dos personas custodias de detenidos

La estructura de trabajo del Tribunal Penal de Corredores sería:

Figura 1. Estructura del Tribunal Penal de Corredores



Fuente: Elaboración propia

La tercera licencia con goce de salario de Técnica o Técnico Judicial será utilizada para la ejecución de expedientes del Tribunal Penal Ordinario. La atención al público deberá ser atendida por el personal técnico judicial del despacho, tanto el ordinario como el adicional.


6.1 Circulante activo Corredores atendido por sección ordinaria, emergente y plaza extraordinaria

Según los datos remitidos el 18de marzo del 2019, por la Sra. Yolanda Venegas Caballero, Coordinadora Judicial del Tribunal Penal del Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur, a continuación, se detalla el circulante en trámite del cantón de Corredores (excluyendo el de Coto Brus) al 14 de marzo del 2019, así como el plazo estimado para atenderlo con su personal ordinario y plaza extraordinaria:

Cuadro 1
Expedientes señalados y pendientes de señalar al 14 de marzo del 2019 provenientes del cantón de Corredores y el plazo estimado de atención según las cuotas ideales

	Variable
	Juicios Colegiados
	Juicios Unipersonales

	Cantidad de juicios señalados y pendientes de señalar
	269
	272

	Cuota ideal máxima de sentencias por despacho
	15
	20

	Plazo estimado para atender el circulante proveniente de Corredores con recurso ordinario y extraordinario
	18meses
	14meses

	Plazo estimado para atender el circulante con recurso ordinario, extraordinario y sección emergente
	9 meses
	12 meses


Fuente: Elaboración propia, a partir de los datos remitidos por la Coordinadora Judicial vía correo electrónico el 18 de marzo del 2019.

6.2 Situación de los asuntos provenientes del cantón de Coto Brus

Respecto a la posibilidad de que la plaza designada a la atención de juicios unipersonales viaje al cantón de Coto Brus a realizar los juicios unipersonales de la zona o que se traslade una sección colegiada para la atención de los juicios colegiados, es necesario analizar las siguientes estadísticas:

Cuadro 2
Cantidad de autos de apertura a juicio emitidos por el Juzgado Penal de Coto Brus

	Variable
	2016
	2017
	31/12/2018

	Total asuntos terminados
	833
	756
	747

	Autos de apertura a juicio
	91
	83
	83

	Relación de aperturas a juicio con los asuntos terminados
	11%
	11%
	11%

	Promedio mensual de autos de apertura a juicio (a)
	8
	7
	7


Fuente: Elaboración propia, a partir de los anuarios estadísticos del Subproceso de Estadística y para el 2018 los datos preliminares del SIGMA.
Notas: (a) Los periodos 2016 al 2018 se utiliza como base 11.25 meses.

Según los datos plasmados en el cuadro, la cantidad de asuntos mensuales que ingresan al Tribunal Penal del Segundo Circuito Judicial de la Zona  provenientes de la zona de Coto Brus, es de aproximadamente 7asuntos, por lo que a partir de la variable de asuntos entrados, no se considera conveniente destacar una sección colegiada en la zona o que el Juez/a Unipersonal sea el único que se traslade a atender los juicios unipersonales del citado cantón, en virtud de que la cantidad de asuntos no permitirían cumplir con las cuotas estándares establecidas de 11 a 15 sentencias mensuales.

Ahora bien, a continuación se detalla el circulante en trámite proveniente del Juzgado Penal de Coto Brus, así como el plazo estimado en caso que se recomiende una sección emergente en la localidad de Coto Brus.  
Cuadro 3
Expedientes señalados y pendientes de señalar al 14 de marzo 2019 provenientes del Juzgado Penal de Coto Brus

	Variable
	Juicios Colegiados
	Juicios Unipersonales

	Cantidad de juicios señalados y pendientes de señalar
	124
	97

	Cuota ideal máxima de sentencias 
	15
	20

	Plazo estimado para atender el circulante proveniente de Coto Brus con una sección emergente
	8meses
	5 meses


Fuente: Elaboración propia, a partir de los datos remitidos por la Coordinadora Judicial vía correo electrónico el 18 de marzo del 2019.


Existen suficientes asuntos en trámite provenientes del Juzgado Penal de Coto Brus, para destacar una sección colegiada que atienda los juicios colegiados y unipersonales, físicamente y de forma permanente, en la zona de Coto Brus, por un periodo de 8meses.

En cuanto a los asuntos ingresados por apelaciones en segunda instancia, se recomienda que el Juez/a que realice los juicios unipersonales conozca también las apelaciones, esto debido a que la cuota estándar de sentencias para las apelaciones es de 30 al mes; sin embargo, la cantidad mensual de asuntos ingresados por esa temática al Tribunal Penal del Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur, se estima en siete, lo que representa un 23% de la cuota establecida y esto permitiría atender en un 77% la cuota establecida para los juicios unipersonales, la cual es estándar de 20 sentencias. 

Según el modelo penal de tramitación, se recomienda que el Juez/a Coordinadora de los Tribunales Penales, atienda las apelaciones y los juicios unipersonales, esto en donde la cantidad de asuntos entrados lo permita, caso contrario debería atender únicamente los asuntos unipersonales.

7. Resultados esperados del plan de trabajo

Mediante la implementación de este plan de trabajo, el Tribunal Penal del Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur estaría en la capacidad ideal de producir 45 sentencias mensuales tal y como se detalla a continuación:



Cuadro 4
Cantidad esperada de sentencias por realizar en el Tribunal Penal del Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur

	Sección
	Cuota mensual esperada

	Sección Colegiada ordinaria
	De 11 a 15

	Sección Colegiada extraordinaria
	De 11 a 15

	Sección Unipersonal* 
	De 11 a 15

	Total de sentencias mensuales 
	De 33 a 45


*Se considera que esa plaza también verá las apelaciones
Fuente: Elaboración propia

Con base en la estimación anterior y al tomar en consideración, que el circulante en trámite al 31 de diciembre del 2018 del despacho es de 714asuntos, se proyecta que el nuevo plazo general de resolución pasaría de 25 a 16meses idealmente (687 asuntos entre 45 sentencias mensuales).

La cuota mensual esperada para la sección unipersonal no contempla las sentencias por apelaciones, la cual se estima debe ser igual a la cantidad de asuntos entrados, es decir aproximadamente siete al mes.

8. Criterio del Tribunal Penal del Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur

La Licda. Yarmila Ulate Yong, Jueza Coordinadora del citado Tribunal, enfatiza la necesidad de contar con personal adicional para atender el alto circulante del despacho, lo anterior en virtud de que durante el 2017 se contó con la colaboración del Tribunal de Flagrancia, pero a partir de noviembre de ese mismo año, se amplió su competencia hacia el cantón de Golfito lo que limitó la colaboración al Tribunal Penal, lo que ha ocasionado un aumento en el circulante en trámite del despacho.

Estima conveniente que en caso de que sea posible contar con una sección colegiada adicional, esta se ubique físicamente en el cantón de Coto Brus, ya que los delitos que más se comenten en esa zona se deben de atender de manera colegiada, pues la mayoría están asociados a crímenes sexuales, de esta manera se evitarían gastos por concepto de traslados de una sección colegiada de Corredores hacia Coto Brus.

Por medio del oficio 912-TJC-2018, la Licda. Ulate Young indica que no comparte el criterio del Consejo de Administración de Corredores de que la sección emergente labore en horario vespertino, ya que por factores  geográficos, socioeconómicos, de horarios de transporte  público, acceso a la justicia de poblaciones indígenas, adultos mayores, menores de edad, lo disperso que se encuentran estas poblaciones en esta área del país, máxime que se conocerán asuntos de Osa, Corredores, Coto Brus y eventualmente Golfito (con menor ingreso); podría ocasionar que dificultades al grupo de profesionales del Plan Remedial para cumplir las cuotas establecidas.


9. Criterio de la Administración Regional de Corredores, en cuanto al espacio físico

Según correo electrónico remitido el 27 de agosto 2018 por el Lic. Guillermo Mejías Villalobos, Administrador Regional de Corredores, en los Tribunales de Corredores, no existe espacio disponible para ubicar al personal adicional, pero que en virtud de la necesidad, se buscarían los medios para albergarlo; adicionalmente, por medio de correo electrónico remitido el 5 de setiembre del 2018 por el Lic. Melvin Obando Villalobos, Profesional 2 de la Sección de Análisis y Ejecución de la Dirección Ejecutiva, se indica que actualmente existen limitaciones de equipo de cómputo, pero que se encuentran gestionando la devolución de un equipo prestado a la Escuela Judicial, producto de las capacitaciones para la entrada en vigencia de la reforma Civil.  No obstante, aún con la devolución de ese equipo prestado, sólo se tendría capacidad de atender los planes remediales de Goicoechea (vespertino), Upala, Jicaral y Apelación de Goicoechea. 

Por lo anterior, para el caso específico del Tribunal de Corredores, el inicio del plan remedial estaría condicionado al ingreso de equipo que está en gestión de compra, por contrato según demanda, lo cual podría ser hasta noviembre de ese año. 


Posteriormente, vía telefónica adicionó el Lic. Mejías Villalobos, que actualmente está coordinando con el Juzgado Penal Juvenil de Corredores para que ceda la sala de juicio a la nueva sección emergente, ya que en una sesión del Consejo de Administración se había cedido de forma exclusiva una de las salas a ese despacho. 

La Dirección Ejecutiva, el 21 de marzo de 2019 autorizó el despacho de equipo para poder tener las condiciones para el inicio de este plan de trabajo.




10. Criterio del Ministerio Público, Defensa Pública y Organismo de Investigación Judicial

Considera la Licda. Giselle Cruz Martínez, Fiscal Coordinadora, que es necesario descongestionar el Tribunal Penal de Corredores, ya que todavía existen expedientes de vieja data que están pendientes de finalizar, los cuales deben ser atendidos con prioridad para evitar que la persona usuaria no se presente a los procesos judiciales.

Indica el Lic. Nelson Salazar Murillo, Defensor Coordinador de Corredores, que es importante brindar la colaboración para disminuir los plazos del Tribunal, pero considera esencial analizar otros aspectos, como la calidad de las sentencias, la oposición de la Fiscalía a las medidas alternas, conciliaciones y abreviados, que podrían mejorar la resolución de los casos. Adiciona que actualmente la Defensa Pública de Corredores, cuenta únicamente con dos defensores/as públicas, debido a que una de las plazas ordinarias de la oficina se movilizó para atender la materia de Ejecución de la Pena, lo que ha propiciado un aumento en la cantidad de asuntos por atender por plaza de defensor/a, dado que los juicios agendados para la plaza movilizada no fueron cancelados y han debido ser asumidos por los dos defensores/as que quedaron, lo que ha provocado suspensión de juicios, porque en ocasiones se presentan coincidencias en los señalamientos. 

Se conversó con el Lic. Luis Ángel Ávila Espinoza, Jefe de la Delegación de Corredores, quien mencionó que el plan remedial es una buena alternativa, pero que se requería seis u ocho plazas adicionales de custodios/as de detenidos para atender el incremento en las audiencias, debido a que la delegación atiende las remisiones provenientes de Corredores, Coto Brus, Golfito, Osa y Puerto Jiménez y esto significa altos tiempos por traslados, aunado a que los Centros Penitenciarios se encuentran a grandes distancias. Adicionó, que por ejemplo el más cercano se encuentra en Pérez Zeledón, cuya distancia es de aproximadamente 197 km y se cuenta únicamente con 10 personas custodias de detenidos y si en un viaje se envían seis custodios, únicamente se contaría con cuatro personas para cubrir los juicios de las zonas que atiende la delegación, por lo que si se brindan solamente dos plazas no se estaría en capacidad de atender todos los juicios programados.

11. Criterio de la Dirección de Planificación

Se considera que el implementar secciones emergentes en los Tribunales Penales, beneficiaría al usuario, ya que aceleraría la agenda, lo que permitirá disminuir los tiempos de respuesta del despacho y por consiguiente devolver la confianza a la persona usuaria en el proceso judicial, de igual forma esto permitirá que los nuevos asuntos puedan agendarse a fechas de más corto plazo.

Asimismo, en el caso específico del Tribunal Penal del Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur, el tiempo en espera es de 25 meses para la resolución de un expediente, lo que podría provocar que las partes involucradas desistan de continuar con el proceso o que sea difícil su localización, por lo que es importante disminuir esos tiempos de repuesta del despacho.


Respecto al equipo tecnológico necesario para el inicio de funciones de la sección emergente, tal y como lo indicó la Dirección Ejecutiva, si existe limitante y que será hasta en el mes de noviembre que sea posible solucionarlo, debido a lo anterior esta Dirección de Planificación considera que la fecha de inicio del plan estará sujeta a la disponibilidad del equipo de cómputo.

En resumen, se tiene:

	Variable
	Corredores

	Justificación
	Uno de los dos Tribunales que actualmente tienen un plazo superior a los dos años en su agenda

	Recurso humano adicional
	Sección unipersonal

	Lugar
	Corredores (se omitió la propuesta de hacer juicios en Coto Brus)




La versión preliminar de este informe fue puesta en consulta mediante el oficio 1220-PLA-2018 del 10 de octubre del 2018, a la Magistrada Rosibel López Madrigal, Coordinadora a.i. Comisión de la Jurisdiccional Penal, sin embargo, no presentaron observaciones al documento.

Asimismo, se remitió copia del presente estudio a la: Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, Fiscalía General, Defensa Pública, Tribunal Penal del Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur, Corredores y Administración de Corredores, por lo que a continuación se detallan las observaciones remitidas:


	N°
	Observaciones remitidas por otros despachos consultados
	Criterio de la Dirección de Panificación

	1
	En oficio 1292-JEFDP-2018, remitido por el Dr. Erick Núñez Rodríguez, Jefe a.i. Defensa Pública, indica que se toma nota de este plan remedial y para el cual, adquiere la obligación de dar seguimiento mensual, así como realizar el nombramiento de defensor o defensora público, de acuerdo a lo que establece la Ley Orgánica del Poder Judicial y en el momento que así se establezca, iniciará funciones dicha sección colegiada.

	De acuerdo.

	2
	Por medio de correo electrónico remitido el 13 de octubre del 2018, por el Lic. Guillermo Mejías Villalobos, Administrador Regional del Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur, se indica que no existe espacio ni para salas de juicio ni para ubicar a la fiscala o fiscal y el defensor o defensora pública.

Adicionalmente, por correo electrónico del 30 de octubre del 2018, el Lic. Guillermo Mejía Villalobos indica que la Defensa y la Fiscal Adjunta, están en la mejor disposición de colaborar con la implantación del plan remedial; sin embargo, quieren que se valore la posibilidad de solicitar a la Presidencia de la Corte o a la autoridad correspondiente que se reconsidere el apoyo que brinda el Tribunal de Flagrancia al Tribunal Ordinario, esto en virtud de que tanto la Fiscalía como la Defensa se ven afectados cuando los jueces de Flagrancia asumen juicios unipersonales en lo ordinario, ya que no tienen la capacidad de asistir a las diferentes audiencias en juicios colegiados y unipersonales que se llevan a cabo al mismo tiempo.

Además de lo anterior, la Defensa Pública tiene el problema de que recientemente se le traslado una plaza de defensor a otra jurisdicción y en el caso de la Fiscalía se giraron instrucciones para especializar uno de los fiscales auxiliares en narcotráfico.

En cuanto al espacio físico para las salas de juicio, se va a realizar una adaptación a un espacio disponible, en donde se podrían realizar juicios sin personas detenidas, ya que se encuentra fuera del edificio principal, por lo que por parte de la Administración Regional se dotara de la seguridad y un detector de metales; no obstante, existe limitante con el equipo de grabación de audio y video, ante esto indica la Dirección Ejecutiva que sería posible hasta la segunda semana de diciembre valorar el poder enviar este tipo de equipo a los Tribunales de Corredores, debido a esto el 02/11/2018 vía telefónica se conversó con el Lic. Guillermo Mejía, quien indicó que ya se coordinó con el Juzgado Penal Juvenil de la zona para el préstamo de la sala a la sección emergente con la condición de que los asuntos de delitos sexuales pueda disponer de la sala de juicios, debido a esto considera que ya no existiría limitante para el inicio del plan remedial.

	Respecto a lo solicitado por la Fiscalía y la Defensa Pública, se debe indicar que son aspectos que se analizarán como parte del Modelo Penal, en el momento en que esta Dirección de Planificación visite la zona de Corredores y realice el rediseño del Tribunal Penal y el Tribunal de Flagrancia.

Ahora bien, en torno al espacio físico y de equipo tecnológico, se modifica la recomendación 3) dirigida al Consejo Superior, en el sentido que de la limitante es únicamente en equipo de audio y video, pero que en virtud de que se coordinó con el Juzgado Penal Juvenil, se considera que el plan remedial puede iniciar con la fecha de aprobación por parte del Consejo Superior.

	3
	En oficio 1894-DRCN-2018, la Delegación Regional del Organismo de Investigación Judicial de Corredores, indica que mantiene la recomendación de cuatro plazas de personas de custodios de detenidos, ya que los centros cancelarios del Ministerio de Justicia están ubicados a más de 210 kilómetros del Circuito Judicial de Golfito, lo que implica utilizar al menos dos custodios/as para traslados y dos más para las salas de juicios, aunado a que actualmente en los debates los intervinientes son grupos delincuenciales de tres o más imputados, lo que deja en desventaja la custodia y contención de las personas privadas de libertad, lo que genera la necesidad de recurrir a la Fuerza Pública o al personal de investigación de la delegación, provocando atrasos en su labor principal.  

Manifiestan que la Delegación de Corredores, debe atender los traslados y custodias de personas detenidas para cinco localidades de la región sur, a saber: Puerto Jiménez, Ciudad Cortés, Golfito, Coto Brus y Corredores, por lo que consideran que en aras de poder cumplir con el plan remedial requerirían la creación de cuatro plazas.
	Los aspectos indicados por la Delegación Regional de Corredores son relevantes y serán analizados como parte del proyecto integral del Modelo Penal cuando se realicen las visitas de rediseño en el circuito judicial.

Ahora bien, respecto a la solicitud de cuatro plazas de personas custodias de detenidos, se debe indicar que además de la propuesta de plan remedial en el Tribunal de Corredores, en oficio de consulta de la Dirección de Planificación 1219-PLA-2018 se recomienda un plan remedial en el Tribunal Penal de Golfito, donde se solicita al Consejo Superior que en caso de aprobar el plan remedial, es necesaria la asignación de dos permisos con goce de salario de personas custodias de detenidos y tal y como lo indica la Delegación de Corredores, esa oficina debe atender cinco localidades, entre esas Golfito y Corredores, por lo que la asignación de personal adicional para dar soporte a los planes remediales es de cuatro personas custodias, dos por cada plan remedial.




	N°
	Observaciones remitidas por el Tribunal Penal de Corredores
	Criterio de la Dirección de Panificación

	1
	Con oficio 912-TJC-2018, la Licda. Yarmila Ulate Young, Jueza Coordinadora del Tribunal de Juicio del Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur indica que respecto al punto 5) del informe “proyección del retraso actual del Tribunal” se debe considerar lo siguiente:

La Fiscalía local, por orden de su superior, está aplicando una política criminal, de no aplicación de salidas alternas ni abreviados en la fase de juicio, cuando en la etapa intermedia se le haya dado la oportunidad a la parte para someterse a una, 

La incompetencia del Tribunal de Osa de juicios colegiados, en donde nos remiten los expedientes materialmente y se deben de agendar, tramitar, hacer debate y sentencia, actualmente son 13 expedientes colegiados,

Se requieren al menos 3 salas de juicio, para que puedan realizarse dos juicios colegiados y en otra sala un juicio unipersonal, 

En la defensa pública hay solamente 3 defensores públicos los cuales tienen que ir audiencias preliminares, debates, apelaciones y audiencias de medida cautelar, considerando que hace falta al menos una plaza más ordinaria para la Defensa de Corredores, ya que el año pasado perdieron una plaza ordinaria. 

Actualmente se tienen 4 técnicos judiciales quienes tienen una carga laboral de aproximadamente 200 expedientes activos cada uno, hacen las 3 etapas del debate, señalan, van a juicio y hacen el trámite de ejecución, por lo que para poder mantener un poco al día sus escritorios tienen que venir a trabajar fines de semana y quedarse tiempo extra sin pago después de las 16:40 horas, consideramos que al menos hace falta una plaza más ordinaria fija, para que se encargue de la etapa de ejecución de la sentencia penal.

	Respecto a los temas mencionados por la Licda. Yarmila Ulate, los mismos deberán ser analizados en el momento que la Dirección de Planificación realice la visita al circuito judicial como parte del proyecto integral del Modelo Penal.

	2
	Como propuesta, solicita la Licda. Yarmila Ulate Young, se solicita valorar dentro del plan de trabajo propuesto, que una de las tres plazas nuevas de técnico o técnica judicial, se le asigne todo el trámite de ejecución de la sentencia de las tres secciones: Flagrancia y las dos secciones del Tribunal Ordinario.

	Como parte del modelo penal para los Tribunales Penales, esta Dirección de Planificación recomienda una plaza de técnica o técnico judicial para labores de trámite de ejecución de las sentencias, por lo que se está parcialmente de acuerdo con la solicitud de la jueza coordinadora, en el sentido de que una de las plazas adicionales de técnica o técnico judicial se encargue de esas funciones; sin embargo, se recomienda que sea solamente de las sentencias del Tribunal Ordinario.


	3
	Respecto al tema del espacio físico, indica que en el tribunal cuentan con siete oficinas, de las cuales cuatro tienen suficiente espacio para albergar a dos profesionales en cada una y podrían compartir el equipo de cómputo, ya que mientras el juez ordinario se va a sala de juicio el juez de flagrancia podría ocupar el equipo de cómputo.

	Entorno al espacio físico se incluye la recomendación a la Dirección Ejecutiva y a la Administración Regional de Corredores valorar la sugerencia; sin embargo, en el caso del equipo de cómputo no se considera práctico que los jueces/zas lo compartan, en virtud que esto puede limitar el buen desempeño del personal al no contar con las herramientas necesarias para la realización de los juicios y su trabajo de escritorio en caso de que se cancele alguna audiencia.


	4
	En el punto 8) se indica que vendrán dos plazas de juez 4 y una de juez tramitador, lo que parece contrario a la propuesta de trabajo.
	De acuerdo, se corrige el documento.

	5
	Indica la Licda. Ulate Young, que debido a la limitante de espacio físico, salas de juicio y equipo de cómputo, el Consejo de Administración de Corredores acordó solicitar al Consejo Superior se apruebe que la sección emergente labore en horario vespertino, pero indica la Jueza Coordinadora del tribunal que no se solicitó criterio al tribunal y que en lo personal no está de acuerdo con la propuesta, ya que por factores  geográficos, socioeconómicos, de horarios de transporte  público, acceso a la justicia de poblaciones indígenas, adultos mayores, menores de edad, lo disperso que se encuentran estas poblaciones en esta área del país, máxime que se conocerán asuntos de Osa, Corredores, Coto Brus y eventualmente Golfito (con menor ingreso); lo que podría ocasionar que el grupo de profesionales del Plan Remedial no daría los números esperados y sería una pérdida de recursos.

	Respecto al tema del horario vespertino, esta Dirección de Planificación mantiene el criterio de que la sección emergente debe laborar en horario diurno, ya que se considera que las observaciones indicadas por la Licda. Yarmila Ulate, son relevantes y podrían ocasionar que se dificulte el cumplimiento de las cuotas, 

Aunado a lo anterior, la Comisión de Flagrancia el 30 de abril del 2014, remitió al Consejo Superior un oficio en donde solicitó se modificará lo aprobado en el estudio 56-PLA-CE-2013, ya que en el citado estudio se recomendó un horario vespertino para el tribunal de flagrancia de Corredores y como Comisión analizaron las razones esbozadas en una nota remitida por la Licda. Ulate Young y las consideraron suficientes para solicitar el cambio y el Consejo Superior acordó dejar sin efecto la recomendación debido a que corresponde a un tema propio previamente atendido por  quienes integran la Comisión del Programa Nacional de Flagrancias del Poder Judicial, por lo que actualmente el citado tribunal labora en horario diurno.





	Indicadores

	
[bookmark: _Toc9866753]El Tribunal de Juicio del Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur deberá cumplir las cuotas esperadas, detalladas en el cuadro 3 del presente estudio, para una producción entre todas las secciones entre 33 o 45 sentencias o medidas alternas.

[bookmark: _Toc9866754]Por lo tanto, mediante este plan de trabajo la persona usuaria tendría la percepción de que las causas que se tenían a diciembre del 2018 serán atendidas en quince meses. Por lo que en caso de que el proyecto de descongestionamiento inicie en junio2019, deberán mantenerse por un periodo de dieciséis meses, el periodo en el que se esté ejecutando el proyecto de Mejora Integral del Proceso Penal en todos los Tribunales Penales del País. 

Mediante este plan de trabajo se lograría descongestionar el Tribunal de Penal del Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur, lo cual permitiría que la persona usuaria perciba una justicia pronta y cumplida, lo anterior estaría en beneficio de la justicia social del país y el fortalecimiento del régimen democrático al recuperar paulatinamente la confianza en el Poder Judicial y de esa forma los conflictos entre las ciudadanas y ciudadanos se puedan resolver en Tribunales de Justicia objetivos, neutrales y con mejores tiempos de respuesta. 


	Recursos

	
En caso de aprobarse el proyecto el Consejo Superior solicitará la respectiva certificación de contenido presupuestario para dar contenido al proyecto, se proyecta que este plan de trabajo pueda iniciar en junio del 2019. Cabe mencionar que, la Dirección de Planificación remitió a la Dirección de Gestión Humana y al Departamento Financiero Contable, los planes remediales que serían remitidos al Consejo Superior para su aprobación, esto con la finalidad de realizar una reserva provisional de los recursos que den contenido presupuestario al plan remedial propuesto en el presente informe. 

El Consejo Superior en la sesión N° 16-19, del 22 de febrero del 2019, artículo LXV solicitó a la Dirección de Gestión Humana revisar el contenido presupuestario para los planes remediales de Corredores y Golfito.

Las siguientes oficinas serán las encargadas de definir e informar las personas que efectuarán este plan de trabajo de acuerdo con el artículo 44 de la Ley orgánica y los lineamientos de Corte Plena. 
Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional: tres plazas de Jueza o Juez 4, tres técnicas o técnicos judiciales hasta el último día laboral.
Ministerio Público: Una plaza de Fiscala o Fiscal.
Defensa Pública: Una plaza de Defensora o Defensor.
Organismo de Investigación Judicial: Dos Custodias o Custodios.

	Recomendaciones: 

	
Para poder ejecutar la propuesta anterior se recomienda:

Al Consejo Superior

Autorizar las siguientes licencias con goce de salario para la conformación de una sección colegiada emergente según el siguiente detalle:

Tres Juezas o Jueces 4 
Tres técnicas o técnicos judiciales 3 (Dos para la sección emergente y uno para tramitación)
Una Fiscala o Fiscal
Una Defensora o Defensor Público
Dos Custodias o Custodios de Detenidos

El Consejo Superior en la sesión 16-19, del 22 de febrero del 2019, artículo LXV solicitó a la Dirección de Gestión Humana revisar el contenido presupuestario para los planes remediales de Corredores y Golfito. Se adjunta certificación presupuestaria 216-P-2019 para atender los referidos permisos con goce de salario, suscrita por la MBA Floribel Campos Solano, Jefa a.í. del Departamento Financiero Contable.

La implementación de este plan de trabajo está sujeto al Consejo Superior. 




El personal recomendado deberá ubicarse físicamente en la localidad de Corredores, tanto de la zona de Corredores como del cantón de Coto Brus; para los señalamientos de esta última localidad deberán ambas secciones colegiadas (ordinaria y emergente) implementar un rol para su atención.


Al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional


Deberá realizar los nombramientos de judicatura que correspondan con base al alineamiento metodológico de administración de proyectos en solicitudes de recurso humano según lo establecido en la Ley Orgánica del Poder Judicial (artículo 44 y 81, inciso 18).


Al Organismo de Investigación Judicial

Deberá dar el seguimiento mensual, así como realizar los nombramientos de custodias y custodios que correspondan con base al alineamiento metodológico de administración de proyectos en solicitudes de recurso humano, según lo establecido en la Ley Orgánica del Poder Judicial (artículo 44 y 81, inciso 18). 
Deberá emprender las acciones a lo interno para poder dotar de las condiciones óptimas a la Delegación Regional de Corredores para mejorar las condiciones de transporte. 


Ministerio Público

Deberá dar el seguimiento mensual, así como realizar los nombramientos de Fiscalas y Fiscales que correspondan en base al alineamiento metodológico de administración de proyectos en solicitudes de recurso humano según lo establecido en la Ley Orgánica del Poder Judicial (artículo 44 y 81, inciso 18). Las Fiscalas o Fiscales asignados también deberán colaborar en temas de rezago judicial cuando un juicio se suspenda, se reprograme, termine por un abreviado, entre otros.


Defensa Pública

Deberá dar el seguimiento mensual, así como realizar los nombramientos de Defensora o Defensor que correspondan en base al alineamiento metodológico de administración de proyectos en solicitudes de recurso humano según lo establecido en la Ley Orgánica del Poder Judicial (artículo 44 y 81, inciso 18). 

Dirección de Tecnología de Información

Brindar el apoyo tecnológico para adecuar la herramienta cronos en el caso que se requiera para la reprogramación de juicios. 


Administración Regional y Consejo de Administración del Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur 

Asegurar las condiciones físicas y de seguridad idóneas para la ubicación de la sección emergente y personal de apoyo, así como la asignación de una sala de juicio, para lo que deberá coordinarse con los despachos involucrados, además de las readecuaciones necesarias para la habilitación de una nueva sala de juicio, según lo indicado por el Lic. Guillermo Mejía Villalobos, Administrador Regional de Corredores.




	
	NOMBRE

	Elaborado y entregado por: 
	Licda. Arlene Ruiz Barrantes, Licda. Raquel Ramírez Bonilla e Ing. Jorge Fernando Rodríguez Salazar, Profesionales 2 del Subproceso de Organización Institucional.

	Revisado y Aprobado:
	Licda. Ginethe Retana Ureña, Jefa Subproceso Organización Institucional

	V°B
	Ing. Dixon Li Morales, Jefe Proceso Ejecución de las Operaciones



(…)”

- 0 -

Se acordó: 1.) Tener por rendido el informe N° 616-PLA-OI-2019, relacionado con el Plan Remedial del Tribunal Penal del Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur. 2.) Tomar nota de los resultados analizados y acoger las recomendaciones sugeridas; en consecuencia, se autorizan los permisos con goce de salario por el plazo de 6 meses, a partir del 1 de junio y hasta el 30 de noviembre de 2019, para la conformación de una sección colegiada emergente según el siguiente detalle:
Tres Juezas o Jueces 4.
Tres técnicas o técnicos judiciales 3 (Dos para la sección emergente y uno para tramitación).
Una Fiscala o Fiscal.
Una Defensora o Defensor Público.
Dos Custodias o Custodios de Detenidos.
	El personal deberá ubicarse físicamente en la localidad de Corredores, tanto de la zona de Corredores como del cantón de Coto Brus; para los señalamientos de esta última localidad deberán ambas secciones colegiadas (ordinaria y emergente) implementar un rol para su atención. 3.) Deberán el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, el Organismo de Investigación Judicial, el Ministerio Público, la Defensa Pública, la Dirección de Tecnología de Información, la Administración Regional y el Consejo de Administración del Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur, implementar a la brevedad posible las recomendaciones expuestas.
La Dirección de Gestión Humana tomará nota para los fines correspondientes. Se declara acuerdo firme. 
[bookmark: _Toc9866755]ARTÍCULO XLVII 

Documento N° 5287-17 / 5915-19

[bookmark: _Hlk4583314]En oficio N° 721-PLA-MI-2019 del 20 de mayo del 2019, el Ingeniero Dixon Li Morales, Jefe Interino de la Sección de Proceso Ejecución de las Operaciones, informó lo siguiente:
“Le remito el informe suscrito por el Ing. Dixon Li Morales, Jefe del Proceso de Ejecución de las Operaciones, relacionado con el resumen de hallazgos y propuesta de plan de trabajo del Tribunal Colegiado de Primera Instancia Civil del Primer Circuito Judicial de Heredia, a raíz de la entrada en vigencia del nuevo Código Procesal Civil.
Mediante oficio 505-PLA-2019 del 5 de abril de 2019, se puso en conocimiento el preliminar de este documento a la Comisión de la Jurisdicción Civil, al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, a la Licda. Adriana María Sequeira Muñoz y Lic. Greivin Steven Mora Alvarado, Gestores de la Reforma Procesal Civil y al Tribunal Colegiado de Primera Instancia Civil del Primer Circuito Judicial de Heredia.
Mediante correo electrónico del 25 de abril de 2019, la Jueza Coordinadora María Inés Mendoza Morales, manifiesta que no tiene ninguna observación al informe 505-PLA-MI-2019 (ver apéndice 8 correo sin observaciones del informe 505-PLA-MI-2019).
Por otro lado, en la reunión sostenida con el Equipo Asesor de la materia Civil y el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, el pasado 25 de abril de 2019, indican no tener observaciones para este informe.”

A continuación, se trascribe el citado informe:
 “El presente informe corresponde al resumen de hallazgos detectados y el plan de trabajo propuesto en el Tribunal Colegiado de Primera Instancia Civil del Circuito Judicial de Heredia, a raíz del acompañamiento brindado a los despachos por parte de la Dirección de Planificación durante la entrada en vigencia del Nuevo Código Procesal Civil (Ley 9342) a partir del mes de octubre de 2018, con fundamento en lo dispuesto por el Consejo Superior en sesión 41-16 del 27 de abril de 2016, artículo XIX; donde se acordó la prioridad institucional a fin de tomar las acciones en las diferentes áreas administrativas para lograr implementar con éxito estas reformas.
La información plasmada en este informe corresponde a los datos obtenidos mediante la ejecución de las tareas que desarrollaron los profesionales a cargo del acompañamiento; las cuales se mencionan y explican a continuación:
La Dirección de Planificación asignó una persona Profesional 2 que se encargará de dar acompañamiento y seguimiento a los despachos asignados, a fin de que logren iniciar sus operaciones de forma óptima y ordenada en el equilibrio de cargas de trabajo. 
La Jefatura del Subproceso de Modernización Institucional envió un correo a los despachos que serán abordados, para informarles sobre la visita o acompañamiento que recibirán por parte de esta Dirección en donde se les explican los alcances del abordaje y obligación de los despachos de colaborar con el trabajo designado a fin de maximizar los recursos y equiparar las cargas de trabajo. En algunos casos no se realizó el envío de este correo por cuanto ya existía comunicación con ciertos Juzgados o Tribunales. 
Se determinó el estado de los Despachos respecto a la participación en la huelga (2018), por lo cual no fue posible, en algunos casos, brindarles el abordaje en parte o totalmente (esta revisión aplica para todos los despachos). 
Se realizó revisiones del circulante de Despachos y se sugieren propuesta de cómo ajustar los circulantes, a fin de que las cargas de trabajo se distribuyan de forma equitativa (por procedimiento y por fase del proceso) entre todo el personal de los despachos (tanto Juzgador como Técnico Judicial); y además se revisó y sugirió, en caso de presentarse, la corrección de inconsistencias tales como fases desactualizadas, identificación de procesos como legajos y tercerías que no se encuentren asociados a un expediente principal, procesos principales y sus legajos o tercerías asignados a diferentes personas técnicas judiciales, revisión de expedientes activos con tareas que sugieren que el asunto debería o podría estar cerrado,  entre otras. 
En el caso de que al momento de revisar la distribución de cargas de trabajo el circulante se encuentre correctamente distribuido entre todo su personal, se procedería solamente a revisar las inconsistencias en el punto anterior descritas.
Una vez que se corroboró mediante listado del circulante actual, que los circulantes se encuentran equitativamente repartidos por tipos de procedimientos y fases entre todo el personal del Despacho, se procedió a enviar un correo electrónico donde se indica que a partir de esa fecha su oficina es certificada con un circulante equitativamente distribuido. 
Para los casos de los Tribunales Colegiados de Primera Instancia Civil de todo el país y los Juzgados Especializados en materia Civil, por ser despachos nuevos, es necesaria la conformación de dicho Equipo durante la visita realizada.
Debido al abordaje realizado por parte de esta Dirección con motivo de la entrada en vigencia de la Reforma al Código de Trabajo en el 2016 y 2017, existen varios despachos que ya contaban con la conformación de un Equipo de Mejora de Procesos; por lo tanto, en los casos que ya existía un Equipo, se revisan y se valora si es procedente una actualización de estos, si es que el Juzgado sufrió algún tipo de variación en su estructura de trabajo; o bien se crea un Equipo si es que este no existía aún. 
Se realizó, en los casos donde se visita el Circuito Judicial o Despacho de la zona, la presentación del Modelo de Sostenibilidad y Seguimiento del Proyecto, y en dicha reunión se invitó a la Administración Regional, Contraloría de Servicios y Dirección de Tecnología de la Información, además del Despacho. 
Debido a que actualmente la mejora electrónica del Reparto Automático no se encuentra funcionando de la manera ideal para la materia Civil, ya que no reparte los asuntos de nuevo ingreso por medio de la variable Procedimiento sino por otra variable que no permite su debida distribución; los Profesionales a cargo de los abordajes confeccionaron diferentes herramientas en formato Excel conocidas como “Tejedoras” las cuales fueron debidamente ajustadas a la estructura de trabajo de los diferentes despachos, y con procesos actuales de acuerdo al Nuevo Código Procesal Civil, para que de forma temporal los despachos las utilicen y distribuyan sus demandas nuevas de forma equitativa. (Aplica sólo para Juzgados).
Para poner en funcionamiento la Tejedora brindada, se les solicitó a las diferentes áreas de Tecnología de la Información Regional desactivar las mejoras de reparto automático (aplica sólo para Juzgados).
A todos los despachos se les brindó y capacitó en el uso de una matriz de Indicadores de Gestión ajustada a su nueva estructura de recurso humano, de trabajo, y plazos de procedimientos ajustados a lo establecido en la nueva normativa Civil. (Aplica para todos los despachos; en caso de Juzgados con la Reforma al Código de Trabajo, se les actualiza la matriz).
En los casos donde los Despachos recibieron la visita de una o un Profesional a cargo del abordaje, se realizó en conjunto con ellos el ejercicio de llenar los datos de al menos un mes, a fin de comprobar la funcionalidad de la herramienta y que el Despacho se familiarice con ella. 
De las tareas mencionadas anteriormente se desprende la siguiente herramienta que valora la situación del despacho durante el acompañamiento, identificando los hallazgos, las propuestas de trabajo, los responsables de la implementación de las propuestas, el estado de la propuesta y los documentos de referencia.
[bookmark: _Toc9866757]Herramienta para valorar la situación del despacho durante la visita

	Actividad 
	Responsable de la Actividad
	Hallazgo
	Propuesta (Qué, quién, cuándo y cómo)
	Responsable de implementar la mejora
	Anexos
	Observaciones

	Tema: Modelo de Sostenibilidad y Seguimiento del Proyecto

	Presentación del Modelo de Sostenibilidad 
	Dirección de Planificación 
	Al tratarse de una nueva oficina, es necesario que el personal conozca el Modelo de Sostenibilidad y Seguimiento del Proyecto.
	Se Capacitó y se dio a conocer el 15 de noviembre de 2018, al personal juzgador y técnico judicial del Tribunal, en qué consiste el Modelo de Sostenibilidad, los roles y responsabilidades del proceso de mejora continua, la definición de los planes remediales, la implementación de indicadores de gestión, entre otros. 
	 Personal del Tribunal Colegiado de Primera Instancia Civil de Heredia
	Apéndice 2: Modelo de Sostenibilidad
	La presentación se impartió al personal del Tribunal, de la Administración Regional, de la Contraloría de Servicios y de la Dirección de Tecnología de la Información Regional.

Estado: Realizado 

	Tema: Equipo de Mejora

	Conformación del Equipo de Mejora
	  Dirección de Planificación  
	Al ser una oficina nueva, no existe Equipo de Mejora de Procesos. 
	Se conformó el Equipo de Mejora con la participación de la Jueza Coordinadora, la Coordinadora Judicial y dos personas técnicas judiciales.  
El Equipo de Mejora es el responsable en la toma de decisiones, propuestas de solución y el seguimiento para la sostenibilidad del plan de trabajo. 
Se envió correo electrónico el 15 de noviembre de 2018, con las funciones y responsabilidades.
	Tribunal Colegiado I Instancia Civil de Heredia
	Apéndice 3 Conformación del Equipo de Mejora

	Estado: Realizado

	Tema: Indicadores de Gestión

	Implementación de la Matriz de Indicadores de Gestión
	Dirección de Planificación
	A raíz de la entrada en vigencia del nuevo Código Procesal Civil, se ajusta la matriz de indicadores que se utiliza en el Juzgado.
	-Entrega y capacitación de la matriz de indicadores el 15 de noviembre de 2018. 
La Coordinadora Judicial es la responsable de actualizar mensualmente la matriz de indicadores de gestión de conformidad con el alcance que se establece en el Modelo de Sostenibilidad de Proyectos.
-La información insumo para completar la matriz, se extrae del SIGMA, Escritorio Virtual y demás controles del juzgado.
-El Equipo de Mejora es el responsable de realizar el análisis de los indicadores de gestión y elaborar los planes remediales.
-La información obtenida deberá ser remitida la tercera semana de cada mes a la Administración Regional con copia al Consejo de Administración y a la Dirección de Planificación, deben adjuntar: la minuta de reunión, los planes remediales, la matriz de indicadores y además, deberá actualizar la pizarra del Despacho.
	Coordinadora Judicial
	Apéndice 1 Minuta sobre los resultados del acompañamiento

Apéndice 4 Matriz de Indicadores
	Estado: Realizado

	Tema: Análisis de las variables del reporte del circulante 

	Revisión de la cantidad de expedientes asignados por persona juzgadora y técnica judicial
	Dirección de Planificación
	-Al analizar el circulante se determinó que existen diferencias en la distribución de las cargas de trabajo tanto del personal juzgador como del técnico judicial.
-El circulante se encuentra distribuido de la siguiente manera:

Jueza o Juez 1: 132 expedientes
Jueza o Juez 2: 112 expedientes
Jueza o Juez 3: 110 expedientes
Jueza o Juez 4: 116 expedientes
Jueza o Juez 5: 122 expedientes
Técn. Jud. 1:  132 expedientes
Técn. Jud. 2:  112 expedientes
Técn. Jud. 3: 109 expedientes
Técn. Jud. 4:  116 expedientes
Técn. Jud. 5:  123 expedientes

-Se encontraron tres expedientes que no tienen una persona juzgadora asignada ni técnica judicial.
	-Distribuir y realizar los ajustes necesarios para que las cantidades de expedientes entre el personal juzgador y técnico judicial sea equitativa tanto en cantidad, tipo y fase de los procedimientos.
-Los números de expedientes que se deben trasladar para equiparar las cargas de trabajo, corresponde hacerlo a la persona coordinadora, quien es responsable de modificar la persona técnica judicial asignada como responsable del trámite de los expedientes.
-Labor a cargo de la Coordinadora Judicial, quien es la responsable de realizar los movimientos en los expedientes del circulante, según el listado entregado por la Dirección de Planificación. 
	Coordinadora Judicial
	 Apéndice 5: Archivo con expedientes a corregir Apéndice 6 Correo de Certificación
	Estado: Realizado

Según correo electrónico del 6 de febrero de 2019, el Tribunal indica que las diferencias en el circulante no son significativas para realizar un tercer ajuste, se procede a la certificación.

	Revisión de expedientes con fases desactualizadas, legajos, tareas y ubicaciones. 
	Dirección de Planificación 
	-Del análisis de la revisión de las fases de los expedientes, se determinó que 30 casos no tenían la fase correcta, según el catálogo de fases para el Nuevo Código Procesal Civil, Circular 113-2018 “Cambios administrativos y operativos que se deberán implementar al entrar en vigencia el nuevo Código Procesal Civil”.  
-Al revisar los legajos se evidenció que nueve asuntos no están asociados con un expediente principal en trámite.
- Al revisar las tareas y las ubicaciones se determinó que 20 expedientes no tenían la ubicación correcta y nueve asuntos tenían tareas que debían ser corregidas
	-Actualizar el circulante de forma tal, que se asigne la fase correcta a los expedientes que presentan una fase desactualizada.
-Revisar que todos los legajos tengan asociado una carpeta principal.
- Revisar, verificar y corregir los expedientes que presenta ubicaciones y tareas que no corresponden.
- Labor que debe realizar la Coordinadora Judicial, para lo cual el 21 de diciembre de 2018, se entregó archivo con la lista de expedientes para realizar los ajustes. 
-Ajuste realizado el 8 de enero de 2019.
-Las personas técnicas judiciales son las responsables de mantener actualizada la información de los expedientes que conforman el circulante del Tribunal. 
	Coordinadora Judicial
	Apéndice 5: Archivo con expedientes a corregir
	Estado: Realizado

	Tema: Pendiente de Fallo

	Revisión de los expedientes pendientes de fallo
	Dirección de Planificación
	-El despacho cuenta con la mejora en el Escritorio Virtual de Pase a Fallo.
-En cuanto a la distribución y análisis del pendiente de fallo, no fue posible realizarla ya que el despacho no aportó la información solicitada. 
 
	La Coordinadora Judicial es la responsable de llevar un control cruzado con la mejora del pase a fallo y el libro electrónico de pase a fallo enviado el 21 de diciembre de 2019. 
Se entregó una versión en formato excel para llevar el control cruzado con la mejora del pase a fallo del Escritorio Virtual. 
El 21 de diciembre de 2018, según conversación telefónica con la Coordinadora Judicial y correo electrónico de la misma fecha, se solicitó trasladar la información a la nueva versión del libro de pase a fallo para lograr realizar la distribución del pendiente de fallo. 
-Al no tener la información del libro de pase a fallo, la distribución es responsabilidad del Tribunal.
	Coordinadora Judicial
	Apéndice 6
	-El 8 de enero de 2019, la Coordinadora Judicial informa que aún no ha terminado de trasladar la información al nuevo libro de pase a fallo.
-El 5 de febrero de 2019, se solicitó nuevamente el libro de pase a fallo y el Tribunal no lo remitió.
-Por lo anterior, no se realizó el reparto del fallo.
 
Estado: Pendiente 

	Tema: Escritos pendientes de tramitar

	[bookmark: _GoBack]Revisión de los escritos pendientes de tramitar.
	Dirección de Planificación
	_Existen 208 escritos pendientes de trámite, el de fecha más antigua es del 8 de mayo de 2017, pero corresponde a un expediente que está en el Superior.
	Se propone variar la cuota establecida en el informe 1201-PLA-2018 y por medio de un plan para atender la cantidad de escritos de la siguiente manera: 
Tramitar 10 escritos diarias por cada persona técnica judicial, para un total de 50 asuntos al día, por lo que se esperaría que en un plazo de cuatro días el despacho esté al día en el trámite de los escritos pendientes y se volvería a lo establecido en el 1201-PLA-2018.    
	Personal técnico judicial y Coordinador Judicial
	
	Estado: Pendiente
Una vez aprobado este informe el Despacho podrá iniciar. 

	Tema: Pendiente de firma

	Revisión de los expedientes pendientes de firma
	Dirección de Planificación
	De la revisión de los expedientes pendientes de firma se obtuvo la siguiente información:
Juez o Jueza 1: 10 expedientes, fecha más antigua 22/10/2018.
Juez o Jueza 2: 8 expedientes, fecha más antigua 13/11/2018.
Juez o Jueza 3: no tiene pendientes.
Juez o Jueza 4: 5 expedientes, fecha más antigua 15/11/2018
Juez 5: no tiene pendientes.

	La firma debe realizarse de forma diaria; por lo tanto, el personal juzgador deberá revisar todos los días, en lo posible, en el Escritorio Virtual los asuntos que estén listos para firmar.
La Jueza Coordinadora dará seguimiento a los pendientes de firma de las personas juzgadoras. 
	Jueza Coordinadora
	
	Esta actividad es continua

	Tema: Agenda Cronos

	Revisión de los señalamientos en la Agenda Cronos
	Dirección de Planificación
	Se revisó la cantidad de señalamientos asignados al personal juzgador y se comprueba que no es equitativa:
Jueza o Juez 1: 52 señalamientos
Jueza o Juez 2: 30 señalamientos
Jueza o Juez 3: 22 señalamientos
Jueza o Juez 4: 24 señalamientos
Jueza o Juez 5: 35 señalamientos; la fecha en la que va la agenda es el 21 de junio de 2019. Según el informe 1201-PLA-2019 de la Dirección de Planificación, la cuota de señalamientos por juzgador es de 10 asuntos mensuales, por lo que el despacho cuenta con compacidad operativa para realizar más audiencias que las programadas, tema que deben ir administrando.  
	-Utilizar la estructura de señalamientos propuesta por la Dirección de Planificación en el informe 1201-PLA-2018, con la finalidad de optimizar los recursos institucionales. 
-El personal juzgador es el responsable de anotar el resultado de la audiencia en la Agenda Cronos y el personal técnico judicial se encargará de incluir los señalamientos.
	Personal juzgador y técnico judicial
	
	Esta actividad es continua
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A continuación, se detallan las siguientes recomendaciones.
Al Consejo Superior
Aprobar el presente estudio y sus recomendaciones, con la finalidad de que el Tribunal Colegiado de Primera Instancia Civil de Heredia, inicie con la implementación de las mejoras descritas en el documento que aún estén pendientes.  
A la Dirección de Tecnología de la Información Regional de Heredia
Efectuará un monitoreo trimestral con el fin de verificar el uso de las mejoras informáticas y deberá capacitar al personal de nuevo ingreso y al personal ordinario del despacho en el uso de estas cuando las necesidades así lo determinen.

A la Contraloría de Servicios de Heredia
Realizará un acercamiento con la Comisión de Usuarios y las personas usuarias relacionadas con el Tribunal Colegiado de Primera Instancia Civil de Heredia, con el objetivo de determinar si requieren apoyo en cuanto a presentar y explicar el nuevo método de trabajo, indicar las ventajas y el procedimiento; así como, las herramientas web que tiene la institución, las cuales facilitan la experiencia de obtener un servicio público de calidad en la Institución.
Al Consejo de Administración de Heredia
Conocerá los resultados del seguimiento y tomará las medidas de apoyo requeridas para darle sostenibilidad al proceso, según sus competencias. 
Al Tribunal Colegiado I Instancia Civil de Heredia:   
Deberá implementar y dar seguimiento al plan de trabajo, así como a las recomendaciones establecidas en este informe y ejecutar las labores pendientes indicadas en los puntos escritos pendientes de tramitar y revisión de la cantidad de tareas asignadas al personal juzgador y técnico judicial de este estudio, a fin de garantizar el correcto desempeño del Tribunal. 
El Equipo de Mejora deberá implementar y dar seguimiento a la implementación del modelo de sostenibilidad de proyecto de rediseño, para analizar y verificar el correcto desempeño del Tribunal, utilizando los indicadores de gestión establecidos.
El personal técnico judicial, bajo la supervisión de la Jueza o Juez Coordinador y del Coordinador o Coordinadora Judicial, serán los responsables de mantener actualizadas las fases, tareas, ubicaciones y estados de los expedientes del circulante activo del Tribunal, lo que implica que cada vez que se realice una gestión, trámite o revisión en el expediente se debe actualizar.
Dar cumplimiento a las circulares 87-15, 159-15, 27 y 28-16, 160-16, 89-18, 133-18, sobre su obligación de colaborar con el personal de la Dirección de Tecnología de Información, para realizar la labor de seguimiento de actualización de los sistemas, donde se contempla las mejoras que se diseñan y su uso, esto como parte de los grandes esfuerzos e inversión de recursos que realiza la Institución, que buscan aumentar la eficiencia del Tribunal, optimizar la utilización de la tecnología, reducir los tiempos de trabajo y generar información vital para la toma de decisiones a nivel del despacho y gerencial.
[bookmark: _Hlk2663849]Continuar la implementación de las recomendaciones propuestas en el informe 1201-PLA-2018, relacionado con la estructura y organización de trabajo de los nuevos Tribunales de Primera Instancia Civil del país, en el marco de la implementación del Nuevo Código Procesal Civil (Ley 9342), acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión Nº 89-18 celebrada el 11 de octubre de 2018.” 

-0-  
	Se acordó: 1) Tener por rendido el informe N°721-PLA-MI-2019 de la Dirección de Planificación, sobre el resumen de hallazgos y propuesta de plan de trabajo del Tribunal Colegiado de Primera Instancia Civil del Primer Circuito Judicial de Heredia, a raíz de la entrada en vigencia del nuevo Código Procesal Civil. 2) Tomar nota de los principales aspectos, tales como: que existen diferencias en la distribución de las cargas de trabajo tanto del personal juzgador como del técnico judicial; que veinte expedientes no tenían la ubicación correcta y nueve asuntos tenían tareas que debían ser corregidas, así como que la cantidad de señalamientos asignados al personal juzgador no es equitativa. 3) Aprobar el informe y las recomendaciones dirigidas a la Dirección de Tecnología de la Información Regional de Heredia, a la Contraloría de Servicios de Heredia, al Consejo de Administración y al Tribunal Colegiado I Instancia Civil de Heredia, las cuales deberán cumplirse conforme lo indica la Dirección de Planificación en el informe analizado. Se declara acuerdo firme.
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Documento N° 13844-17, 6056-19
El ingeniero Dixon Li Morales, Jefe interino del Proceso Ejecución de las Operaciones de la Dirección de Planificación, en oficio N° 742-PLA-OI-2019 del 20 de mayo de 2019, informó lo siguiente:
“Le transcribo el informe suscrito por la Licda. Ginethe Retana Ureña, Jefa del Subproceso de Organización Institucional, que indica: 
”En atención al oficio N° 967-19 donde se transcribe el acuerdo tomado por el Consejo Superior en la sesión N° 1-19 celebrada el 08 de enero de 2019, articulo LXXVII, que literalmente dice:
Se acordó: “Remitir a la Dirección de Planificación la consulta realizada mediante oficio N° CJP206-18, del 13 de diciembre de 2018, por la magistrada Patricia Solano Castro, en su condición de coordinadora de la Comisión de la Jurisdicción Penal, con la indicación que deberá la citada Dirección remitir la respuesta a la magistrada Solano Castro e informar a este Consejo Superior lo correspondiente.”
Donde la Comisión de la Jurisdicción Penal en su oficio Nº CJP067-18, del 24 de setiembre de 2018 en el punto b. indica lo siguiente:
“b. Que se solicite al Departamento de Planificación que informe y aclare la razón por la cual fueron creadas plazas de juez penal para el juzgado de Atenas y Cóbano, si en la información estadística que se indica el referido oficio 3896-18, se dice que el circulante en esos despachos es de 71 y 40 casos por juez penal, cuando en otros juzgados se tiene un circulante de hasta de 447 (Turrialba), 277 (Siquirres), 216 (Hatillo), etc.”
Al respecto me permito realizar las siguientes observaciones, con base en la información recopilada por la Licda. Raquel Ramírez Bonilla y el Lic. Bryan Zumbado Loáiciga, Profesionales 2 de este Subproceso.
Hago de su conocimiento que, según el acuerdo tomado por el Consejo Superior en la sesión de Presupuesto N° 15-17 celebrada el 22 de febrero de 2017, articulo III en el cual se aprobó el informe 01-PLA-DO-2017, relacionado con la creación de plazas para los Juzgados Penales Unipersonales, se dio énfasis no solamente a la variable de carga de trabajo, sino que se han tomado en cuenta otros conceptos, como la importancia de un buen servicio público y el evitar el riesgo de nulidad cuando la autoridad jurisdiccional debe asumir roles en ambas etapas procesales (preparatoria o investigación, e intermedia o de audiencia). Sumado a lo anterior la equidad en los roles de disponibilidad entre las personas juzgadoras.
Es comprensible que surja la duda de la asignación de un segundo recurso en los despachos que refiere la señora Magistrada; sin embargo, la Dirección de Planificación ha estado realizando en los últimos años, el análisis en los juzgados penales unipersonales, con el fin de considerar no solo variables cuantitativas sino también cualitativas que responden a necesidades procesales; de ahí que se determinara la necesidad de crear una segunda plaza de Jueza o Juez, de forma tal que cada despacho cuente con al menos dos plazas que les permita atender de mejor forma, las dos etapas procesales que asumen por imposición legal, a saber: etapa preparatoria e intermedia, ambas del procedimiento ordinario de la materia Penal.
Quedamos a las órdenes para cualquier aclaración adicional que se desee realizar a la Comisión de la Jurisdicción Penal, respecto a lo aquí abordado.
Además, se agradece sacar de asuntos pendientes de esa Oficina el oficio 967-19 que se atiende con este documento.
Se adjunta el acuerdo de Consejo Superior que contiene el informe 01-PLA-DO-2017:
[bookmark: _MON_1619953837][bookmark: _MON_1619599276]”
(…)”
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En sesión N° 4-18, celebrada el 18 de enero del 2018, artículo LXXIII, se acogió la propuesta de la Dirección de Planificación, en el sentido que se utilizarían las plazas de Jueza o Juez 3 indicadas en ese momento, para planes de trabajo temporales; hasta tanto, se contara con la disponibilidad de espacio físico en los Juzgados Penales de Atenas, Buenos Aires y Cóbano.
Luego, en sesión N° 28-18, del 10 de abril del 2018, artículo XLV, se tuvo por rendido el informe 261-PLA-2018, de la Dirección de Planificación, relacionado con los juzgados penales unipersonales, que presentaban inconvenientes con la disponibilidad de espacio físico para ubicar a las nuevas plazas ordinarias de juezas o jueces; así como, su posible fecha de incorporación y con motivo de las recomendaciones sugeridas por la Dirección de Planificación, los tres Jueces o Juezas ordinarias sin despacho penal asignado, se distribuyeron de forma temporal en los juzgados de Turrialba, Heredia y Pococí.
Posteriormente, en sesión N° 87-18, celebrada el 04 de octubre del 2018, artículo LXXI, se tomó nota de la comunicación realizada por la máster Rosibel López Madrigal, Magistrada Presidenta interina de la Comisión de la Jurisdicción Penal, en oficio N° CJP067-18, asimismo, se le hizo saber que en sesión N° 28-18, del 10 de abril del 2018, artículo XLV, se acogió la recomendación sugerida por la Dirección de Planificación en el informe 261-PLA-2018, para distribuir de forma temporal las tres Juezas o Jueces ordinarias en los juzgados de Turrialba, Heredia y Pococí. Además, se señaló que en las localidades de Atenas y Buenos Aires ya se habían resuelto los problemas de espacio físico que no permitían la asignación de las plazas.
Finalmente, en sesión N° 1-19 celebrada el 8 de enero de 2019, artículo LXXVII, se remitió a la Dirección de Planificación la consulta realizada mediante oficio N° CJP206-18, por la magistrada Patricia Solano Castro, en su condición de coordinadora de la Comisión de la Jurisdicción Penal. 
Se acordó: 1.) Tener por rendido el oficio N° 742-PLA-OI-2019 del 20 de mayo de 2019, suscrito por el ingeniero Dixon Li Morales, Jefe interino del Proceso Ejecución de las Operaciones de la Dirección de Planificación. 2.) Hacer este acuerdo del conocimiento de la Comisión de la Jurisdicción Penal. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc9866762]ARTÍCULO XLIX

Documento N° 12381-11 / 6103-19

En la sesión N° 45-19 celebrada el 17 de mayo del 2019, articulo LXX, se tomó el acuerdo que literalmente dice:
“En sesión N° 16-19 celebrada el 22 de febrero de 2019, artículo XXXVII, se estuvo a la espera del informe solicitado en sesión N° 86-18 del 2 de octubre 2018, artículo I, a la Dirección de Planificación, referente a la organización y funciones de la Unidad de Reparación de Vehículos del Departamento de Proveeduría, el cual se estimó que fuera remitido a conocimiento de este Consejo a finales de abril del 2019.
Informa la Secretaría General de la Corte, que revisados los archivos y registros que al efecto se llevan en esa oficina, se determinó que a la fecha no se ha tenido respuesta alguna sobre lo solicitado a la Dirección de Planificación.
Se acordó: 1.) Tomar nota de lo informado por la Secretaría General de la Corte. 2.) Deberá la Dirección de Planificación, remitir el informe solicitado en sesión N° 86-18 del 2 de octubre de 2018, artículo I, en el plazo de cinco días hábiles contados a partir de la comunicación de este acuerdo. Se declara acuerdo firme.”
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Mediante correo electrónico de 22 de mayo del 2019, el Ingeniero Dixon Li Morales, Jefe Interino de la Sección de Proceso Ejecución de las Operaciones, informó lo siguiente:
“Se informa que el Subproceso de Organización Institucional está realizando el informe y se encuentra en un grado de avance de un 50%.Lo anterior, por cuanto dentro de la investigación, análisis de la información y elaboración del informe se consideró necesario documentar los procedimientos en la Unidad de Reparaciones, proceso que debe realizar la citada oficina en atención a la Circular 170-15 sobre Uso de la “Matriz para el Levantamiento de Procedimientos” por parte de las oficinas y despachos judiciales. Una vez elaborados los procedimientos deberán remitirlos a esta Dirección para análisis e integración en el informe, los cuales se están a la espera. Superada esta etapa, el informe se pasa revisión por parte de las jefaturas de esta Dirección, y posteriormente se remitirá en consulta de las partes involucradas. Una vez atendidas las observaciones que se estime conveniente, se pondrá en conocimiento del Consejo Superior y se tiene previsto según el cronograma de trabajo remitirlo durante el último trimestre del 2019.  
En reunión sostenida con don Carlos Montero Integrante de Consejo Superior, indicó que además dentro de ese informe se considere que los Peritos atiendan los dos temas enderezado-pintura mecánica; es decir, se analice su perfil competencial.”
-0-
Se acordó: Tomar nota de lo comunicado por el Ingeniero Dixon Li Morales, Jefe Interino de la Sección de Proceso Ejecución de las Operaciones, de la Dirección de Planificación, y estar a la espera del informe solicitado en sesión N° 86-18 del 2 de octubre de 2018, artículo I, relativo a la organización y funciones de la Unidad de Reparación de Vehículos del Departamento de Proveeduría, en el último trimestre del 2019, con la advertencia que el plazo cedido es improrrogable, por lo que deberán tomar las previsiones pertinentes para remitirlo en el término indicado. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc9866764]ARTÍCULO L

Documento N°    8497-1-18 / 5987-19

En sesión N°108-18 celebrada el 20 de noviembre de 2018, artículo XCIX, se acogió el acuerdo adoptado por la Comisión Permanente para el Seguimiento de la Atención y Prevención de la Violencia Intrafamiliar y se trasladaron las recomendaciones a la Dirección de Planificación, para estudio e informe a este Consejo.
En oficio N° 739-PLA-2019 del 21 de mayo del 2019, el Ingeniero Dixon Li Morales, Jefe Interino de la Sección de Proceso Ejecución de las Operaciones, informó lo siguiente:
“En atención al oficio 12862-18, donde se transcribe el acuerdo tomado por el Consejo Superior, en la sesión celebrada el 20 de noviembre de 2018, artículo XCIX, donde se solicita a esta Dirección informar acerca de las recomendaciones citadas por la Comisión Permanente para la Atención y Prevención de la Violencia Intrafamiliar (juzgado violencia doméstica de Cartago), se informa que los resultados finales se enviarán al Consejo Superior en Agosto 2019.
Se agradece actualizar los plazos en la lista de pendientes de esa oficina.
- 0 -
Se acordó: Tomar nota de lo comunicado por el Ingeniero Dixon Li Morales, Jefe Interino de la Sección de Proceso Ejecución de las Operaciones, de la Dirección de Planificación en oficio N° 739-PLA-2019 del 21 de mayo del 2019 y estar a la espera del informe solicitado en sesión N°108-18 celebrada el 20 de noviembre de 2018, artículo XCIX, relativo a las recomendaciones citadas por la Comisión Permanente para el Seguimiento de la Atención y Prevención de la Violencia Intrafamiliar, en el mes de agosto, con la advertencia que el plazo cedido es improrrogable, por lo que deberán tomar las previsiones pertinentes para remitirlo en la fecha indicada. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc9866766]ARTÍCULO LI

Documento N° 11089-18 / 5969-19
En sesión N°86-18 celebrada el 2 de octubre de 2018, artículo XIII, en lo conducente, se acogieron las recomendaciones del informe de la Auditoría, relacionado con el mejoramiento del sistema de control interno establecido para el trámite de horas extra en las Secciones de Patología y Clínica Médico Forenses, en consecuencia, se solicitó a las Direcciones de Gestión Humana y Planificación que en coordinación con la Dirección Jurídica, remitieran un análisis sobre la pertinencia de mantener el modelo de trabajo denominado Cobertura Médico Forense Ininterrumpido tanto a la Clínica Médico Forense, como a la Sección de Patología Forense (CMFI), Asimismo, debían remitir un análisis sobre la forma de trabajo de la Clínica Médico Forense y Patología Forense, a través del cual se consideren las situaciones del entorno actual, y se establezcan posibles escenarios para cumplir con sus labores.
En oficio N° 728-PLA-2019 del 21 de mayo del 2019, el Ingeniero Dixon Li Morales, Jefe Interino de la Sección de Proceso Ejecución de las Operaciones, informó lo siguiente:
“Mediante oficios de la Secretaría General de la Corte 671-18; 10295-18; 1902-19, se solicita a la Dirección de Planificación que de manera conjunta con la Dirección de Gestión Humana y la Dirección Jurídica se puedan atender los resultados del estudio de la Auditoría Judicial relacionados con el Departamento de Medicina Legal, específicamente la Sección de Patología y la Sección de Clínica Médico Forense en los temas de horas extras y la modalidad de Servicio Médico Forense Ininterrumpido. 
Al respecto, me permito poner en conocimiento que estas solicitudes están siendo atendidas de manera conjunta por medio de las tres direcciones antes indicadas tal como lo solicitó el Consejo Superior y como avance de este informe se tiene que se llevó a cabo una primer reunión de trabajo el 02 de mayo en curso y se tiene otra prevista para el 20 de mayo. Se contemplaron los temas abordados por la Auditoría Judicial y cada Dirección deberá informar lo correspondiente para presentar un único informe al Consejo Superior. 
Se estima que el informe final se estará presentando en el mes de setiembre del presente año.”
- 0 -
Se acordó: Tomar nota de lo comunicado por el Ingeniero Dixon Li Morales, Jefe Interino de la Sección de Proceso Ejecución de las Operaciones, de la Dirección de Planificación en oficio N° 728-PLA-2019 del 21 de mayo del 2019 y estar a la espera del informe solicitado en sesión N°86-18 celebrada el 2 de octubre de 2018, artículo XIII, en el mes de setiembre como se indica, con la advertencia que el plazo cedido es improrrogable, por lo que deberán tomar las previsiones pertinentes para remitirlo en la fecha indicada. 
Las Direcciones de Gestión Humana, Planificación y Jurídica, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc9866768]ARTÍCULO LII

Documento N° 13173-16 / 5967-19

En oficio N° 733-PLA-2019 del 21 de mayo del 2019, el Ingeniero Dixon Li Morales, Jefe Interino de la Sección de Proceso Ejecución de las Operaciones, informó lo siguiente:
“En atención al oficio 13676-17, donde se transcribe el acuerdo tomado por el Consejo Superior, en la sesión celebrada el 16 de noviembre de 2017, artículo LXI, en que se solicita a la Dirección de Planificación valorar la necesidad de recurso humano a nivel de Técnicos Judiciales en el Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Aserrí, y se informe a ese Consejo, si es necesario tomar alguna medida urgente para no afectar el servicio público a cargo del despacho.
Al respecto, me permito poner en conocimiento que estas solicitudes fueron atendidas por parte de un puesto de Profesional 2 del Subproceso de Organización Institucional y el informe se encuentra en proceso de revisión por parte de la Jefatura. Una vez concluida esta fase, será puesto en conocimiento de la oficina interesada para que realice las observaciones y emita el criterio correspondiente
Se estima que el informe final según cronograma de trabajo del Subproceso de Organización Institucional se estará presentando al Consejo Superior en el mes de setiembre del 2019.”
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En sesión N°104-17 celebrada el 16 de noviembre de 2017, artículo LXI, se tomó de lo informado por el licenciado Mariano Rodríguez Flores, Jefe interino del Área de Gestión y Apoyo y se hizo de conocimiento de la Administración del Primer Circuito Judicial de San José, del y de la Dirección de Planificación para que valore la necesidad de recurso humano en el Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Aserrí e informará a este Consejo, si es necesario tomar alguna medida urgente para no afectar el servicio público a cargo del despacho.
[bookmark: _Hlk526427571]Luego, en sesión N°8-19 celebrada el 31 de enero de 2019, artículo XXXIV, se tomó nota de lo comunicado por el ingeniero Dixon Li Morales, Jefe interino del Proceso Ejecución de las Operaciones de la Dirección de Planificación; y se dispuso a estar a la espera del informe solicitado, acerca de las necesidades de recurso humano en el Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Aserrí, el cual estará previsto para ser remitido durante el primer trimestre del 2018. 
Se acordó: Tomar nota de lo comunicado por el Ingeniero Dixon Li Morales, Jefe Interino de la Sección de Proceso Ejecución de las Operaciones, de la Dirección de Planificación en oficio N° 733-PLA-2019 del 21 de mayo del 2019 y estar a la espera del informe solicitado en sesión N°104-17 celebrada el 16 de noviembre de 2017, artículo LXI, acerca de las necesidades de recurso humano en el Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Aserrí, en el mes de setiembre como se indica, con la advertencia que el plazo cedido es improrrogable, por lo que deberán tomar las previsiones pertinentes para remitirlo en la fecha indicada. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc9866770]ARTÍCULO LIII
Documento N° 14103-17 / 6066-19

	El licenciado Dixon Li Morales, Jefe interino del Proceso de Ejecución de las Operaciones de la Dirección de Planificación, en oficio N° 743-PLA-2019 de 22 de mayo de 2019, remitió lo siguiente:
“En atención a los oficios 4161-19 y 3286-18, que solicitan dar respuesta al oficio 14309-17,  el cual adjunta acuerdo del Consejo Superior en sesión Nº108-17 del 30 de noviembre del 2017, artículo LXXXII, donde se acordó que esta Dirección realice un estudio sobre las cargas de trabajo del Juzgado de Tránsito del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, me permito comunicarle que el informe que da respuesta a esta solicitud se encuentra en la etapa de revisión por parte de las jefaturas de esta Dirección, y posteriormente se remitirá en consulta de las partes involucradas.

Una vez atendidas las observaciones que estimen conveniente las oficinas involucradas, se pondrá en conocimiento del Consejo Superior y se tiene previsto según el cronograma de trabajo del Subproceso de Organización Institucional remitirlo a finalizar el mes de julio de 2019.  

Se agradece actualizar el estado de pendientes de esa oficina.”

- 0 -

En la sesión Nº108-17 celebrada el 30 de noviembre de 2017, artículo LXXXII, en lo conducente de conformidad con el artículo 81, inciso 6° de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se autorizó el traslado temporal de la plaza 6673, del Juzgado de Tránsito al Juzgado Penal Juvenil, ambos del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, por tres meses, a partir del primer día laboral de enero de 2018, a esos efectos, se solicitó a la Dirección de Planificación que realice un estudio sobre las cargas de trabajo del Juzgado de Tránsito del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, con el fin de resolver lo que corresponda. 
[bookmark: _Toc7101707]Seguidamente, en la sesión N° 37-19 celebrada el 30 de abril del 2019, artículo LXXII, se indicó a la Dirección de Planificación que debía el plazo de 10 días hábiles atender lo solicitado por este órgano en la sesión Nº108-17 celebrada el 30 de noviembre de 2017, artículo LXXXII, o en su defecto indicar los motivos por los que no ha contestado oportunamente, con la prevención de que en caso de omisión se aplicará el régimen disciplinario.
Se acordó: 1.) Tomar nota de la comunicación realizada por el licenciado Dixon Li Morales, Jefe interino del Proceso de Ejecución de las Operaciones de la Dirección de Planificación, en oficio N° 743-PLA-2019 de 22 de mayo de 2019, sobre el estado del estudio de “cargas de trabajo del Juzgado de Tránsito del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica”. 2.) Deberá la Dirección de Planificación al finalizar el mes de julio de 2019, remitir el informe solicitado en sesión Nº108-17 celebrada el 30 de noviembre de 2017, artículo LXXXII; indicar la citada Dirección que el plazo concedido es improrrogable, por lo que en caso de incumplimiento se remitirá al Tribunal de la Inspección Judicial para lo de su cargo. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc9866773]ARTÍCULO LIV
Documento N° 6036-19.
En oficio número JDML 2019-0512, del 17 de mayo de 2019, el doctor Franz Vega Zúñiga, Jefe del Departamento de Medicina Legal, con el visto bueno del máster Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial, solicitó:
“Con el fin de hacerlo de su conocimiento, me permito informarles que recientemente la doctora Deborah Amador Vargas, cédula de identidad n° 1-1035-0589, código médico 7198, médica especialista en Radiología, nos manifestó su interés para laborar con nosotros cuando tengamos ausencia del radiólogo de planta, bajo la modalidad de médico por el sistema de honorarios, por esta razón, respetuosamente solicitamos se autorice a la Dra. Amador Vargas para que pueda brindar sus servicios al Departamento de Medicina Legal bajo dicha modalidad.

La Dra. Amador nos ha manifestado su acuerdo con los lineamientos y tarifas establecidas para el sistema de médicos por honorarios, así como para la Administración de Justicia, será de gran beneficio contar con los servicios que la Doctora nos ofrece, ya que se estaría brindando el servicio de interconsultas que se requieren para resolver casos de mal praxis, valoraciones clínicas y otros.”
-0-
[bookmark: _MON_1621413461]Mediante circular 156-2005, publicada en Boletines Judiciales N° 233 del 2 de diciembre de 2005, 234 del 5 de diciembre de 2005 y 235 de 6 de diciembre de 2005, la Secretaría General de la Corte, comunicó a todas las autoridades judiciales del país que la Corte Plena, en sesión N° 30-2005, celebrada el 3 de octubre de 2005, artículo XVIII, dispuso aprobar la modificación del inciso c) del artículo 13 del Reglamento de Servicios Médicos por Honorarios.
[bookmark: _Toc498012598]Luego, en sesión N° 103-17 celebrada el 14 de noviembre del 2017, artículo LXXXI, se autorizó la incorporación del doctor Jefry Hernández Trejos, para que brindara sus servicios como Médico General, en la zona de Corredores, bajo el Sistema de Médicos por Honorarios para el Poder Judicial.
Previamente a resolver lo que corresponda, se acordó: Deberá el doctor Franz Vega Zúñiga, Jefe del Departamento de Medicina Legal, informar a este Consejo Superior, si en este caso la elección de la doctora Deborah Amador Vargas, se realizó en apegó a lo señalado en el Reglamento de Servicios Médicos por Honorarios.



La Dirección General del Organismo de Investigación Judicial y el Departamento de Medicina Legal, tomarán nota para lo que corresponda.
[bookmark: _Toc9866776]ARTÍCULO LV

Documento N° 4318-19

I.- Conoce este Consejo el escrito de queja de fecha 05 de abril de 2019, presentado por la Licda. Lizeth Salazar Castro, Fiscala Auxiliar de la Fiscalía Adjunta de Santa Cruz, Guanacaste, contra el abogado litigante Lic. F. P. M., en la que señala los siguientes hechos: 
“Quien suscribe, Licda. Lizeth Salazar Castro, en mi condición de fiscal auxiliar de Santa Cruz, a quien se me asignó la causa penal 18-001741-0412-PE, por el delito de Agresión Con Arma y otro, contra M. D. M. y otro, mismo que se encuentra en investigación, pongo en conocimiento de su Autoridad, lo siguiente:
En fecha 07 de marzo de 2019 a las 17:37 horas, recibí correo electrónico a mi correo institucional (…), proveniente del correo (…), mismo que había sido señalado por el Sr. F. M. P. M., quien figura como denunciante e imputado (cabe señalar que existen denuncias contrapuestas entre ambos intervinientes) en dicho correo se plasman entre algunas solicitudes procesales, una serie de palabras ofensivas hacia la jefatura de la suscrita que pese a no nombrar a una persona en específico no pueden ser obviadas por la suscrita, siendo una obligación de las partes guardar el debido respeto hacia todos los intervinientes y demás partes del proceso, por lo cual se remiten copias del correo en cuestión, mismo que fue agregado a folio 99 del legajo principal, para lo que corresponda; en particular el Lic. P. M. expresó: “HÁGAME SABER SI ESTA MALPARIDA DE SU JEFA LA ESTÁ PRESIONANDO PARA QUE HAGA O NO HAGA ALGO. ESTA MALDITA MUJER ES SIN NOMBRE ESTA HIJUEPUTA”, lo considera esta representación que se trata de frases injuriosas.
Lo anterior, según lo estipulado en el capítulo VI de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en especial en el artículo 218 ibid. 
NOTIFICACIONES: En Fiscalía de Santa Cruz, al correo electrónico lsalazarc@poder-judicial.go.cr”.  

-0-  

II.- SOBRE LA REINCIDENCIA DE FALTAS EN LAS QUE HA INCURRIDO EL DENUNCIADO P. M. En el caso particular del Lic. F. P. M., este Consejo tiene conocimiento de las múltiples quejas que se han resuelto en su contra ante esta instancia administrativa, así como de otras que se han remitido al Colegio de Abogados para su trámite respectivo, en virtud de su reincidencia por hechos de similar naturaleza. 
Por tal razón, este Órgano Colegiado considera que la presente queja debe ser remitida a la Junta Directiva del Colegio de Abogados, en atención a la excepción que establece el artículo 218 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, párrafo cuarto, en los siguientes términos: “En caso de reincidencia, la Corte o el Consejo comunicarán a la Junta Directiva del Colegio de Abogados la falta para que se resuelva si aplica el régimen disciplinario” (El resaltado no es del original). 
En línea con lo anterior, debe considerarse que el Colegio de Abogados también se encuentra facultado para disciplinar a sus agremiados/as y, sobre ese aspecto en particular, el Tribunal Contencioso Administrativo, Sección Sexta, mediante sentencia número 104-2018-VI de las diez horas veinte minutos del treinta y uno de agosto de dos mil dieciocho, consideró en lo que interesa: “VI- Sobre las potestades de fiscalización y sanción del Colegio de Abogados.  De previo a abordar el examen del alegato de fondo, es necesario establecer las funciones básicas que por ley han sido asignadas al Colegio Profesional demandado, en lo que se refiere a la fiscalización del correcto desempeño de sus agremiados. El Colegio de referencia ostenta la naturaleza de un ente público no estatal cuyos fines principales son, entre otros, velar por el correcto ejercicio de los profesionales, proteger y vigilar el desempeño de sus miembros, mantener el decoro y dignidad profesionales. Esta finalidad sienta las bases justificantes para atribuirle la potestad disciplinaria para corregir las faltas e infracciones de sus integrantes. Lo anterior supone una delegación del Estado de de (sic) una parte del poder de policía o de vigilancia que le es propio, respecto de una función profesional que resulta especialmente relevante en el contexto social del país. En este sentido pueden verse las resoluciones número 86 de las 14.50 horas del 31 de mayo de 1995 de la Sala Primera y fallo número 55 de las 9.35 horas del 19 de marzo del 2009 del Tribunal de Casación Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda (competencias ejercitadas a la fecha por la Sala Primera en virtud de lo estatuido por el transitorio primero del Código Procesal Contencioso Administrativo). Bajo esta tesitura, el Colegio de Abogados tiene la potestad, -entendida ésta como un poder-deber para la concreción y satisfacción del fin público conferido por ley-, de fiscalizar el ejercicio de la labor profesional de los abogados. (…) Así ante denuncias de administrados o de instituciones públicas o de cualquier otra índole, la entidad corporativa debe instar el procedimiento administrativo ordinario en aras de la búsqueda de la verdad real sobre los hechos denunciados respecto del abogado, y determinar así la procedencia o no de la aplicación del régimen disciplinario. En este sentido, sin duda, las sanciones disciplinarias se constituyen en la consecuencia ante el incumplimiento de los deberes impuestos y el potencial daño o perjuicio a los intereses de sus clientes, e incluso de los intereses públicos representados en la misma Administración de Justicia. Por eso el abogado debe ajustarse a los principios de lealtad, probidad y buena fe en el ejercicio de la defensa de los intereses de los clientes, así como en sus relaciones con otras instituciones, sean públicas o privadas. (…) Sobre la relevancia de esta potestad, ha dado cuenta la Sala Constitucional, en la resolución número 57 de las 10.50 horas del 16 de febrero del 2005 señaló: “Los Colegios Profesionales cumplen un fin de interés público que el Estado les ha encomendado, en resguardo del debido ejercicio de esa profesión. Este control y fiscalización lo debe ejercer sobre todos sus miembros, con el fin de que la actividad que se ejerce esté ajustada no solo a una adecuada preparación de éstos, sino a normas de ética y decoro profesional. En el cumplimiento de este fin, el legislador otorga a los colegios profesionales facultad de conocer y sancionar las faltas de sus miembros, lo que puede implicar, inclusive, la suspensión del ejercicio profesional. […]”. (Lo destacado no es del original).
De conformidad con lo expuesto anteriormente, se acordó: 1) Remitir las presentes diligencias de queja a la Junta Directiva del Colegio de Abogados para que proceda conforme a derecho corresponda, para lo cual se adjunta la queja interpuesta por la Licda. Lizeth Salazar Castro y la prueba documental aportada, específicamente el correo electrónico que remitió el licenciado P. M. con frases ofensivas. 2) Notifíquese a la Licenciada Lizeth Salazar Castro al medio electrónico señalado para recibir notificaciones.  Se declara este acuerdo firme.
[bookmark: _Toc9866778]ARTÍCULO LVI

Documento N° 3248-13

En sesión N° 32-19 celebrada el 9 de abril de 2019, articulo XXXIV, se tomó el acuerdo que literalmente dice:
 “(…)
En sesión N° 22-19 celebrada el 12 de marzo de 2019, artículo LXXI, se tomó el acuerdo que en su parte dispositiva dice:
Una vez analizada la gestión anterior y debido a que es de suma importancia aplicar a la mayor brevedad posible el proyecto indicado anteriormente, este Consejo Superior acuerda lo siguiente: 1.) Devolver el oficio N° 720-AP-2019 de 21 de febrero de 2019, a la Dirección de Gestión Humana, para que en el plazo de 5 días hábiles a partir de comunicado el presente acuerdo, remita a este órgano un informe puntualizando como se conformará el equipo de trabajo, cual es el planteamiento concreto de cómo se realizará el estudio y cuanto tiempo que se requiere. 2.) Asimismo, deberá la citada Dirección valorar e informar cuales plazas de los permisos otorgados de conformidad con el artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en sesión 110-18 celebrada el 19 de diciembre de 2018, artículo I, para realizar proyectos de interés institucional, que vencen el próximo 31 de marzo del presente año, se pueden reasignar para hacerle frente al presente estudio, dado que, para este órgano colegiado el tema es prioritario. 
La Dirección de Gestión Humana y la Dirección Jurídica, tomarán nota para los fines correspondientes. Se declara acuerdo firme.”
- 0 -
La máster Roxana Arrieta Meléndez, las licenciadas Olga Guerrero Córdoba, Leda Córdoba Montero y el licenciado Manuel Sequeira Sequeira, en su respectivo orden; Directora interina, Subdirectora interina, Coordinadora interina de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones y Jefe de Administración de Personal, todos de la Dirección de Gestión Humana, en oficio N°1250-AP-2019 del 26 de marzo de 2019, solicitaron:
“El Consejo Superior en sesión número 22-19 celebrada el 12 de marzo del 2019, en su artículo LXXI, acordó lo siguiente:
“ 1.) Devolver el oficio N° 720-AP-2019 de 21 de febrero de 2019, a la Dirección de Gestión Humana, para que en el plazo de 5 días hábiles a partir de comunicado el presente acuerdo, remita a este órgano un informe puntualizando como se conformará el equipo de trabajo, cual es el planteamiento concreto de cómo se realizará el estudio y cuanto tiempo que se requiere. 2.) Asimismo, deberá la citada Dirección valorar e informar cuales plazas de los permisos otorgados de conformidad con el artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en sesión 110-18 celebrada el 19 de diciembre de 2018, artículo I, para realizar proyectos de interés institucional, que vencen el próximo 31 de marzo del presente año, se pueden reasignar para hacerle frente al presente estudio, dado que, para este órgano colegiado el tema es prioritario.”
Para cumplir adecuadamente con esta disposición, se requiere analizar de manera exhaustiva todos y cada uno de los beneficios de jubilación aprobados por el Consejo Superior y cuyas fechas de rige estén comprendidas entre el 1 de enero de 2008 y el 12 de noviembre de 2015, para determinar cuáles de esos beneficios fueron aprobados según la interpretación que se le daba al Transitorio III de la Ley 7302 hasta ese 12 de noviembre de 2015.
Una vez determinada la cantidad de beneficios a revisar, debe estimarse el tiempo de que debe invertirse en el análisis de cada caso y el que se requiere para hacer la corrección de los cálculos respectivos, para de esa manera inferir el plazo que se necesitara para adecuar los beneficios de jubilación otorgados según el Transitorio III de la Ley 7302 a su correcta interpretación. 
Por lo anterior y considerando la envergadura del estudio a realizar, se solicita al Órgano Superior ampliar el plazo dado hasta por dos meses más.”
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Se acordó: 1.) Tomar nota de la comunicación de la Dirección de Gestión Humana. 2.) Otorgar a la citada Dirección 15 días a partir de la comunicación del presente acuerdo, para que rinda el informe solicitado en la sesión N° 22-19 celebrada el 12 de marzo del 2019, artículo LXXI.  Se declara acuerdo firme.”
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Relacionado con lo anterior, informa la Secretaría General, que revisados los archivos y registros que al efecto se llevan en esa oficina, se determinó que a la fecha no se ha tenido respuesta alguna sobre lo solicitado a la Dirección de Gestión Humana. 
Se acordó: 1.) Tomar nota de la comunicación realizada por la Secretaría General de la Corte. 2.) Deberá la Dirección de Gestión Humana en el plazo de 5 días atender lo solicitado por este Órgano Superior en sesión Nº 22-19 celebrada el 12 de marzo de 2019, artículo LXXI, o en su defecto informar el estado en que se encuentra; con la advertencia que de no hacerlo, se remitirá al Tribunal de la Inspección Judicial para lo de cargo. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc9866780]ARTÍCULO LVII

Documento N° 8256-15 / 5948-19
En la sesión N° 8-19 celebrada el 31 de enero del 2019, artículo LV, en lo conducente, se acogió la recomendación de la Dirección de Gestión Humana; en consecuencia, se trasladó temporalmente a la servidora Ana Yanci Delgado Parajeles, a la plaza N° 15503 de Técnico Judicial 2 del Juzgado Agrario del Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica, por el plazo de tres meses a partir del momento en que la servidora Delgado se reincorporara a sus labores en el Poder Judicial. Asimismo, se solicitó a la Comisión de Incapacidades dar el seguimiento respectivo.
Mediante correo electrónico de 21 de mayo de 2019, la servidora Jazmín Orozco Arias, en calidad de apoyo Administrativo de la Comisión de Institucional de Incapacidades del Poder Judicial, informó:
“En relación al oficio N° 1672-19, referente al caso de la señora Ana Yancy Delgado Parajeles, el mismo fue conocido por la Comisión Institucional de Incapacidades en sesión N° 2 del pasado 22 de abril del 2019, en el artículo II.
Al respecto la comisión realizará la consulta a la Comisión Evaluadora de la Caja Costarricense de Seguro Social, con la finalidad de conocer si el caso de la servidora está siendo atendida por parte de estos servicios, asimismo se revisará periódicamente el estado laboral de la señora Delgado Parajeles e informará al Consejo si la servidora se encuentra activa. Al día de hoy presenta una incapacidad hasta el próximo 11 de junio del 2019.”
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Se acordó:  Tomar nota de lo comunicado por la Comisión de Institucional de Incapacidades del Poder Judicial, y estar a la espera de los informes relacionados con los seguimientos en torno a la situación de la servidora Ana Yanci Delgado Parajeles, técnica judicial 2 del Juzgado Agrario del Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc9866782][bookmark: _Toc9866783]ARTÍCULO LVIII
Documento N° 5954-19

Los licenciados Luis Guzmán Gutiérrez y Hermes Zamora Atencio, en su orden, Jefe de la Oficina de Control Interno, Transparencia y Anticorrupción y Profesional 2 de esa misma oficina, mediante oficio N° 056-CI-2019 del 21 de mayo de 2019, informaron lo siguiente:
 “Para que se haga del conocimiento del Consejo Superior, nos permitimos comunicar la programación inicial del trabajo de asesoría en Gestión de Riesgos que la Oficina de Control Interno realizará para la Oficina de Supervisores del Organismo de Investigación Judicial (OIJ); lo cual se enmarca en nuestro Plan Anual Operativo (PAO) 2019.
Mediante una sesión de trabajo conjunta realizada el pasado 8 de mayo, se estableció realizar 5 sesiones técnicas de asesorías para una determinada población del OIJ y una actividad de capacitación sobre el tema de gestión de riesgos utilizando la metodología del SEVRI-PJ, así como del proceso de autoevaluación institucional (PAI).  El personal que participará en las sesiones de asesoría será seleccionado previamente por la Oficina de Supervisores del OIJ, tomando en cuenta las necesidades externadas en estos temas y los aspectos estratégicos para fortalecer el trabajo de tales oficinas en materia de control interno y gestión de riesgos.
En lo referente a la actividad de capacitación, se incluirá lo correspondiente al marco normativo establecido en la Ley General de Control Interno y el Manual de Normas de Control Interno para el Sector Público; así como la inducción en las herramientas automatizadas del SEVRI y del PAI, para el personal participante. 
El calendario definido para dichas actividades se presente en el siguiente cuadro:

	OFICINA DE CONTROL INTERNO
PROGRAMACIÓN DE ASESORÍA EN GESTIÓN DE RIESGOS PARA LA
OFICINA DE SUPERVISORES DEL OIJ

	FECHA
	HORARIO
	LUGAR
	TEMA

	14/06/2019
	Ambas audiencias
	Laboratorio V Piso, OPO
	Sesiones Técnicas 
de Asesoría

	21/06/2019
	Ambas audiencias
	Laboratorio V Piso, OPO
	

	28/06/2019
	Ambas audiencias
	Laboratorio V Piso, OPO
	

	19/07/2019
	Ambas audiencias
	Laboratorio V Piso, OPO
	

	26/07/2019
	Ambas audiencias
	Laboratorio V Piso, OPO
	

	09/08/2019
	Ambas audiencias
	Comedor, OPO
	Capacitación SEVRI-PAI
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Se acordó:  Tomar nota de lo comunicado por la Oficina de Control Interno, en oficio N° 092-OCITRA-2018 del 17 de octubre de 2018, suscrito por los licenciados Luis Guzmán Gutiérrez y Hermes Zamora Atencio, en su orden, Jefe y Profesional 2 de la Oficina de Control Interno, Transparencia y Anticorrupción, referente a la programación inicial del trabajo de asesoría en Gestión de Riesgos que realizará para la Oficina de Supervisores del Organismo de Investigación Judicial. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc9866784]ARTÍCULO LIX
Documento N° 769-19/ 6019-19

En sesión N° 39-19 celebrada el 03 de mayo del 2019, artículo LXXXII, se tomó el acuerdo que literalmente dice:
“En correo electrónico del 13 de abril de 2019, el licenciado Frank Paniagua Mendoza, Abogado, manifestó:
 
“En el año 2014 yo tenía 25 años de trabajar como abogado de los Tribunales de Justicia del Poder Judicial, con alguna esporádica experiencia como fiscal auxiliar de Alajuela, Fiscal de Juicio de Liberia, agente fiscal de Liberia, agente Fiscal en San Carlos, defensor público en San José y Limón.
 
Hasta entonces, trabajaba con la normalidad en que cualquier abogado litigante lo hacía; pero en ese año decidí ABRIR EL SUCESORIO DE MI PADRE para reclamar una HERENCIA YACENTE que nos había dejado en Nacascolo, hoy Guardia de Liberia; dentro de los límites y coordenadas en donde hoy se asienta el mal denominado Proyecto Polo Turístico Papagayo del Instituto Costarricense de Turismo.
 
A partir de ese momento, mi vida personal y profesional comenzó a dar un giro inesperado para mí dentro de lo que llamo mi "vida de cristal" durante mis 49 años de existencia como ser humano, dentro de un país que yo consideraba el "mejor del mundo".
 
Algunos aspectos drásticos de este cambio súbito con relación a las Instituciones Sagradas de la Patria que Ustedes representan fueron:
 
1.- Saber que los magistrados intervienen directamente en los conflictos jurídicos particulares de los ciudadanos, dando órdenes los jueces para que resuelvan a favor o en contra de una de las partes. Un solo ejemplo de lo que inició esta trayectoria de iniquidades de sus Instituciones lo fue que ZARELLA VILLANUEVA intervino directamente en un asunto que conocía la jueza Contravencional de Carrillo, Amadita Barrantes, que tenía relación con el Sucesorio de mi padre recién abierto. Fue puesta la queja, pedí certificaciones de nombramiento de esta jueza, dado que un Juez de ese Despacho decidiría un asunto que dirigió en una audiencia oral y ese juez (don FERDINANDO, DE APELLIDO QUE NO RECUERDO) fue quitado directamente por Zarella y lo remplazó por AMADITA para que ésta "manejara" a su antojo el caso y éste diera un giro absolutamente radical a favor de la parte contraria a mis intereses.
 
2.- Que Zarella continuó metiendo su mano peluda en el Sucesorio de mi padre, y comenzó a manipularlo a su antojo, informando de todo al INSTITUTO DE TURISMO, lo que puso en evidencia que el PODER JUDICIAL interviene directamente en todo asunto en que el ESTADO y sus INSTITUCIONES tienen un interés económico cuantioso. La forma en que actúan es absolutamente sincronizada, "diligente o eficiente" y muy, pero muy planificada, con una inteligencia admirable!!
 
3.- Que mi familia comenzó a ser atacada en todo asunto judicial: mi hermano JORGE fue condenado a cuatro años de prisión por una estafa en donde el estafado fue él; fue condenado a prisión de cuatro años por un "gemeleo" de fincas que jamás pudo existir jurídica y materialmente hablando, como si se tratase de un gemeleo de carros; y...finalmente, fue condenado a siete años de prisión por un robo de ganado cuyos autores el PODER JUDICIAL sabe que fueron otras personas (ya lleva cinco juicios al respecto sobre este último asunto y nada que ha sido posible que los jueces vean la incriminación de la que fue objeto por el fiscal y el OIJ.
 
4.- Que mi madre ha sido invisibilizada ante los ojos de la justicia por su reclamo de la hacienda que le dejó su esposo. a tal punto de ser vituperada por tres jueces del Tribunal de Apelaciones de la Contencioso Administrativo.
 
5.- Y si hablamos de mí, la escena se vuelve aún más dantesca: El Tribunal de Liberia confabularía directamente con DONALD HOPKINS, un excliente mío, para que éste no me pague los honorarios correspondientes a una Acción Civil Resarcitoria presentada dentro de la causa 11-1009-396-PE. Arrancaron firmas de escritos, hicieron tomos nuevos del expediente, me rebajaron cincuenta millones del monto demandado en la resolución inicial, sin justificación alguna en pleno adelanto de criterio pues ni siquiera se había evacuado prueba alguna o contestación del gringo; me harían nugatorio todo derecho de embargo de bienes del gringo y cuentas bancarias; segregarían mi incidente de cobro del expediente principal, pasando su trámite a un juez unipersonal diferente al TRIBUNAL que llevaba la causa penal; aprobarían acuerdos ficticios de mi excliente a mis espaldas para que no me pague; ayudaron directamente a la viuda de JUAN GERARDO QUESADA MORA (TAMARA) para que siga ésta litigando en Liberia, incluso permitiéndole -sin ser abogada- la presencia en una audiencia preliminar privada. HACEN UNA AUDIENCIA ILEGAL DE CONCILIACIÓN EN FASE DE JUICIO PARA CERRAR EL CASO Y EVITAR TODO COBRO POSIBLE MÍO; un juez en forma autocrática, actuando per se, como juez unipersonal, adicionó una sentencia para levantar anotaciones de seis fincas, pertenecientes a seis sociedades anónimas; homologaron acuerdos pírricos entre víctima e imputado para que yo no embargara bienes de la víctima, sea, mi excliente.
 
6- En este último asunto, hicieron una audiencia de conciliación ilegal, declarada ya así por el Tribunal de Apelaciones de Santa Cruz; audiencia que traté de que los jueces supieran de mi inconformidad porque se trataba de un fraude, y antes de celebrarse la audiencia llamé al JUEZ COORDINADOR DEL TRIBUNAL PENAL para que hiciera algo al respecto (siendo que yo ya le había presentado un incidente de fraude procesal en donde le exponía todo lo aquí apuntado, hecho por hecho). Lo que logré fue que ordenara sacarme de la sala y del edificio de los Tribunales, no permitiéndome acudir al segundo piso a buscar al juez penal y fiscal que llevaban una denuncia por FRAUDE DE SIMULACIÓN por el traspaso simulado de dos propiedades que llegaron a formar parte del peculio de mi cliente.
 
7.- EL MIERCOLES 10 fui sometido a juicio por el delito de resistencia. POR ORDEN JUDICIAL no puedo referirme aquí, por este medio, a lo que pasó en ese juicio. Pidan el video del debate. Lo único que les puedo decir es que salí denunciado penalmente nuevamente por resistencia, apaleado por la policía, esposado y detenido.
 
HOY POR HOY me di cuenta que el PODER JUDICIAL es una mafia pavorosa, incriminadora, arbitraria, terrorista, sin límites, que destruye vida y corazones de gente inocente. Una mafia, la más poderosa de TODAS LAS MAFIAS, pues usan TODO UN PODER INSTITUCIONAL para lograr amedrentar, avasallar, callar y hasta matar personas. Se planificó un homicidio de mi hermano, quien sería A TODA COSTA TRASLADADO AL MÉDICO FORENSE EN SAN JOSÉ, usando a la jueza penal VANESSA CASTRO y al MÉDICO FORENSE par que enviaran, NECESARIAMENTE, a mi hermano a hacerle una VALORACIÓN que jamás fue solicitada.
 
HOY POR HOY me doy cuenta que TODO AQUEL que ofende, amenaza, reclama algo a un juez o tribunal, lo envían al psiquiátrico y así de deshacen de él. Esto lo intentaron ya conmigo; por lo que siento que a estas alturas procesales mi vida ya está en peligro, en el "PLENO EJERCICIO DE LAS FUNCIONES JURISDICCIONALES".
 
MI ABOGADA MARÍA ANGES MONESTEL me dijo con relación al asunto en que representó a mi madre en el CONTENCIOSO: "DON FRANK, ALGO TERRIBLE ESTÁN PLANEANDO CONTRA USTED. TENGO UN AMIGO EN EL TRIBUNAL Y ME DIJO QUE LO VAN A MANDAR AL SIQUIÁTRICO PARA DECLARARLO LOCO". ENTIENDO QUE ALGO SIMILAR LE PASÓ A QUIEN OFENDIÓ Y AMENAZÓ A EMILIA NAVAS.
 
HOY NO ME QUEDA LA MENOR DUDA QUE ES ASÍ, POR LO SUCEDIDO AYER 12 DE ABRIL DE 2019.-
 
POR LO ANTERIOR VENGO A DECIRLES:
 
A.- QUE EL PUEBLO DE COSTA RICA SABE, A PARTIR DE ESTE MOMENTO, QUE SI ME PASA ALGO, ME ASESINAN O LESIONAL, A MÍ O A UN MIEMBRO DE MI FAMILIA, ELLO SERÍA POR ORDEN DIRECTA DE FERNANDO CRUZ Y EMILIA NAVAS.
 
B.- QUE EL PODER JUDICIAL, COMO TAL, YA PASÓ LA RAYA CONMIGO Y MI FAMILIA, Y QUE AYER UN JUEZ ORDENÓ ENVIARME AL MANICOMIO, FRENTE A TODO EL MUNDO. COMO EL JUEZ NO PUDO, UN FISCAL SE LO PIDIÓ A OTRA JUEZA, QUIEN DENEGÓ LA PETICIÓN.
 
C.- QUE SIENTO POR USTEDES DOS TODO EL DESPRECIO DEL MUNDO, POR BANDIDOS QUE YA DEMOSTRARON SER Y JEFES DE LA PEOR MAFIA QUE PUEDE EXISTIR: una mafia legalizada, inmoral, con todo el poder de imperio ESTATAL. Ustedes dos no tienen ni el más mínimo respeto de mí y del pueblo de este país, a quien USTEDES DOS YA CONVIRTIERON EN UN ESTADO TERRORISTA.
 
D.- QUE SE ARREPIENTAN EN EL NOMBRE DEL DIOS ALTÍSIMO, DIOS DE ISRAEL, DIOS DE ABRAHAM Y PADRE DE NUESTRO SEÑOR JESUSCRISTO, AL ALFA Y OMEGA, EL PRINCIPIO Y EL FIN, A QUIEN ES LA HONRA EL PODER Y LA GLORIA, POR LOS SIGLOS DE LOS SIGLOS. AMÉN. ANTE DIOS USTEDES JURARON CUMPLIR BIEN SU FUNCIÓN Y NO LO HAN HECHO. CON SU SILENCIO, Y LAS ACTUACIONES DE SUS JUECES Y FISCALES DE AYER, NO ME QUEDA LA MENOR DUDA QUE USTEDES SON LOS JEFES QUE DIRGEN A TODA ESTA MAFIA JUDICIAL PELIGROSA, DAÑINA, NEFASTA.”
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Posteriormente, en correo electrónico del 22 de abril de 2019, el licenciado Paniagua Mendoza adicionó:
 
“EL PODER JUDICIAL ESTÁ CONFABULANDO CON EL TRIBUNAL PENAL DE LIBERIA PARA ENVIARME AL PSIQUIÁTRICO Y ALLÍ MATARME.
 
VER VIDEO DE AUDIENCIA O DEBATE DENTRO DEL EXPEDIENTE NÚMERO 16-1509-396-PE. FERNANDO CRUZ, POR MEDIO DE SUS JUECES Y EMILIA NAVAS, POR MEDIO DE SUS FISCALES, QUIEREN ENVIARME AL CHAPUÍ COMO YA SUELEN ENVIAR A TODOS SUS ENEMIGOS, ABUSANDO DE SU PODER.
 
EL PLAN PROVIENE DESDE EL PASADO 21 DE FEBRERO EN EVENTO ACAECIDO EN EL TRIBUNAL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, DENTRO DEL EXPEDIENTE JUDICIAL NÚMERO 17-000065-387-AG, QUE ES UN RECLAMO DE LA HACIENDA PALMARES DE MIS PADRES, CUYO VALOR OSCILA EN MÁS DE DOS BILLONES DE DÓLARES.
 
ESTOS MAFIOSOS ME QUIEREN MATAR:
 
LA HISTORIA ES ASÍ:
 
FERNANDO CRUZ Y EMILIA NAVAS GARANTIZAN LA IMPUNIDAD DE LOS POLÍTICOS Y PARA ESO USAN AL EJÉRCITO DE JUECES Y FISCALES INESCRUPULOSOS, CRIMINALES E INCRIMINADORES.
 
MI PADRE MURIÓ EN 1978. CARAZO FORMULÓ UNA LEY AL CONGRESO PARA APROPIARSE DE LA HACIENDA, AUTORIZANDO UN PAGO DE CINCO MILLONES DE DÓLARES, PREVIA EXPROPIACION, QUE NUNCA SE HIZO SINO QUE SE COGIERON EL DINERO.
 
EL ICT, COMO LAGARTO, LE CAYÓ A LA FINCA DE MIS PADRES Y CON UN PLANO LA INSCRIBIÓ EN UN MAL LLAMADO REGISTRO DE CONCESIONES, A PESAR QUE LA LEY OBLIGA AL ICT A DOTAR ESE PLANO CON LA DOCUMENTACIÓN DE EXPROPIACION O COMPRA DIRECTA DEL INMUEBLE.
 
EL GOBIERNO DE CALDERÓN LE DIO EN CONCESIÓN LA MITADA DE NUESTRA HACIENDA DE 525 HECTÁREAS RODOLFO JIMÉNEZ BORBÓN, QUIEN REPRESENTARA A LA EMPRESA ECODESARROLLO PAPAGAYO, S.A.
 
HACE POCO ESTE HOMBRE ME ACUSÓ AL COLEGIO DE ABOGADOS PARA EVITAR QUE YO ASORE A MI MADRE EN EL LITIGIO DEL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO.
 
DESDE QUE ABRÍ EL SUCESORIO DE MI PADRE, EL PODER JUDICIAL DE COSTA RICA, PRIMERO CON ZARELLA VILLANUEVA, LUEGO CON CARLOS CHINCHILLA Y AHORA QUE EL MAÑOSO DE FERNANDO CRUZ, HAN HECHO IMPOSIBLE QUE MI MADRE ENTRE EN POSESIÓN DE LA HACIENDA Y DE LA HERENCIA YACENTE, OBLIGANDO E INTIMIDANDO A JUEZAS DEL PODER PODER JUDICIAL PARA QUE NO PONGAN EN POSESIÓN A MI MADRE, COMO ALBACEA DEL SUCESORIO DE MI PADRE, MANUEL PANIAGUA RODRÍGUEZ.
 
HOY POR HOY, COMO NINGUNA ESTRATEGIA PERVERSA LES HA SALIDO BIEN, PORQUE NO HAN LOGRADO DESVANECER EL DERECHO DEL SUCESORIO CON RELACIÓN A LA HERENCIA YACENTE, ENTONCES CONFABULAN PARA ENVIAR A MI HERMANO A PRISIÓN Y AHORA ENVIARME A MÍ AL SIQUIÁTRICO, COMO PRODUCTO DE UN DETONANTE QUE TENGO CUANDO ESTOY BAJO LA PRESIÓN DE UN JUEZ QUE CON TODA EVIDENCIA PREVARICA EN MIS NARICES EN LAS AUDIENCIAS, COMETIENDO TODO TIPO DE AVASALLOS Y ARBITRARIEDADES LEGALES. DE ALLÍ QUE TAMBIÉN ENVÍAN LOS VIDEOS EN DONDE SE VISUALIZAN ÚNICAMENTE MIS MANIFESTACIONES VERBALES CONTRA ELLOS, PERO NO DAN EXPLICACIÓN ALGUNA DE SUS ACTOS ARBITRARIOS CONTRA MÍ O MI MADRE. LLEGARON A TAL PUNTO ESTOS MAFIOSOS QUE TRES JUECES EN EL CONTENCIOSO DE APELACIONES SE PUSIERON DE PIE, DIERON LA ESPALDA A MI MADRE Y A TODOS LOS ABOGADOS Y SE MARCHARON PARA INDICAR QUE DICTARÍNA SENTENCIA SIN OÍRME, SIENDO QUE PARA ESO ERA LA AUDIENCIA, PARA OÍR LOS ARGUMENTOS DE LA APELANTE.
 
HOY, UN JUEZ ABIERTAMENTE LOCO, ARREMETIÓ CONTRA MÍ ENVIÁNDOME A INTERNAR A UN HOSPITAL SIQUIÁTRICO,  POR HABERLE DICHO EN FORMA VEHEMENTE QUE SI EL TESTIGO JANSY SEGUÍA DECLARANDO SOBRE HECHOS NO ACUSADOS ENTONCES YO TOMARÍA IGUAL EL DERECHO PARA EXPONERLE TODAS LAS BARBARIDADES QUE SUS MAFIOSOS COMPAÑEROS HAN HECHO CONTRA MÍ, MI MADRE Y MI HERMANO.    ORDENÓ ADEMÁS NOMBRAR UN DEFENSOR PARTICULAR O PÚBLICO Y MI ARRESTO EN LAS CELDAS DEL OIJ, EN DONDE ME ENVIARON UN REFRESCO CON UN VENENO, AL IGUAL QUE YA LO HABÍAN HECHO EN OTRA OPORTUNIDAD. LE DI EL REFRESCO A MI GATO CUANDO LLEGUÉ A MI CASA Y EL GATO MURIÓ IPSO FACTO.
 
ESTA HIJUEPUTA MAFIA YA PASÓ TODOS LOS LÍMITES SOPORTABLES POR ALGÚN SER HUMANO, DE ALLÍ QUE PROCEDO A DENUNCIARLAS, SIEMPRE DENTRO DEL MARCO INSTITUCIONAL DEL PODER JUDICIAL, CUYA CÚPULA NO HA HECHO NI MIERDA PARA SALVAR MI VIDA Y DARLE UNA BUENA LECCIÓN DE ÉTICA, MORAL Y JURÍDICA A ESTA MAFIA.
 
QUE GENTE RAN RUIN NOS GOBIERNA?  QUE GENTE TAN MALA TIENEN EN EL PDOER JUDICIAL. ME INVISIBILIZARON CABRONES, Y ESE SERÁ EL PRINCIPIO DE SU DECANDENCIA, PORQUE COSTA RICA YA SABE LA MAFIA QUE SON.
 
AHORA UNA JUEZA ME ESTÁ ENVIANDO AL MÉDICO FORENSE PARA "DETERMINAR MI CAPACIADAD VOLITIVA Y COGNOSCITIVA PARA ENFRENTAR UN JUICIO PENAL", SIN QUE LA DEFENSA NI EL MINISTERIO PÚBLICO PIDIESEN SEMEJANTE PERICIA, SINO QUE LO QUE SIEMPRE SE PIDIO Y YO NO ME OPUSE ES QUE EL FORENSE INDIQUE SI DEBIDO AL CUADRO DE DEPRESION CRÓNICA QUE PRESENTO Y ANSIEDAD, PUEDO EJERCER MI AUTO-DEFENSA TÉCNICA.
 
QUEDA DEMOSTRADO QUE EL ÚNICO INTERÉS DEL PODER JUDICIAL Y EN ESPECIAL DE ESTE TRIBUNAL MAFIOSO ES DESHACERSE DEFINITIVAMENTE DE MI, ENVIARME AL MANICOMIO, DECLARARME INHÁBIL O LOCO PARA LUEGO ENVIAR A MI MADRE A UN SANATORIO PARA ANCIANOS PORQUE NADIE LA PUEDE MANTENER.
 
CUÁNTA INIQUIDAD!! LES PIDO SE ARREPIENTAN, ESTÁN A TIEMPO, JESUCRISTO VIENE, ESTÁ CERCA Y ÉL LOS JUZGARÁ DE ACUERDO A LOS POSTULADOS QUE USTEDES JURARON RESPETAR JURANDO EN SU PODEROSO NOMBRE, EL CUAL HOY USTEDES PERVIERTEN CON SUS ACTUACIONES.”
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Además, el licenciado Paniagua Mendoza, en correo electrónico del 22 de abril de 2019, indicó:
 
“HAGAN ALGO URGENTE, PUES MI VIDA ESTÁ EN PELIGRO POR UNA MAFIA JUDICIAL. A COMO DE LUGAR, QUIEREN ENVIARME INTERNADO A UN PSIQUIÁTRICO.
 
LA VEZ PASADA, LA JUEZA AGRARIA RUTH ALPÍZAR INTENTÓ LO MISMO, MEDIANTE EL MISMO SUTERFUGIO DEL DICTAMEN PARA "VALORAR CAPACIDAD VOLITIVA Y CONGNOSCITIVA PARA ENFRENTAR UN PROCESO JUDICIAL".
 
LE PEDÍ A DOÑA RUTH ACLARARA Y SE MOSTRÓ RENUENTE, PERO FINALMENTE ADICIONÓ LA SOLICITUD DEL DICTAMEN, INDICANDO QUE LA PERICIA ERA DETERMINAR SI LOS MOTIVOS EXPRESADOS EN LOS DICTÁMENES MÉDICOS PARTICULARES Y DE LA CCSS QUE ME INCAPACITABAN EN MIS LABORES DIARIAS POR TRES DÍAS, ERAN REALES Y SI EFECTIVAMENTE MIS PADECIMIENTOS FÍSICOS ME IMPEDÍAN IR A LAS AUDIENCIAS JUDICIALES.
 
CUANADO LLEGUÉ AL FORENSE EN SAN JOAQUÍN, LA DRA ME DIJO QUE FUE UNA GRAN VENTAJA QUE YO PIDIERA LA ADIICIÓN O ACLARACIÓN DEL DICTAMEN, PUES DE LO CONTRARIO HABRÍA ORDENADO MI INTERNAMIENTO PSIQUIÁTRICO Y HUBIESE TENIDO QUE AFRONTAR PRUEBAS DE TODO TIPO: FÍSICAS, PERICIAS DE SANGRE, ETC. ASÍ COMO TEST DE TODO TIPO, QUE DURARÍAN ENTRE HORAS O DÍAS.
 
DE AHÍ QUE NO ME CABE DUDA QUE EL PODER JUDICIAL QUIERE A COMO DE LUGAR ENVIARME A UN HOSPITAL PSIQUIÁTRICO COMO ÚNICO MEDIO DESAPARECERME DEL MAPA Y DE DEJAR SOLA A MI MADRE, A QUIEN ENVIARÍAN A UN ASILO DE ANCIANOS.
 
AHORA LA JUEZA MARÍA FERNANDA QUESADA EN FORMA CAMUFLADA ORDENA UNA PERICIA A OJOS DE TODOS INOCUA, PERO CUYOS EFECTOS PRÁCTICOS SE DIRIGEN A INTERNARME EN UN PSIQUIÁTRICO. YA LOS MÉDICOS DEL HOSPITAL SE ENCARGARÍAN DE QUE UN FORENSE NO LE QUEPA DUDA DE LA LOCURA CUANDO ME INYECTEN SICOTRÓPICOS ALUCINÓGENOS DE TODO TIPO. ESTOS ALUCINÓGENOS, RESERVENLOS PARA SUS ORGIAS EN LA CORTE, COMO LAS QUE HIZO UN MAGISTRADO VIOLANDO SEIS VECES A UNA JUEZA TODO DROGADO.”
 
- 0 -
[bookmark: _Toc9866786]Se acordó: Tomar nota de la comunicación del licenciado Frank Paniagua Mendoza, Abogado.”
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	El licenciado Frank Paniagua Mendoza, Abogado, en correo electrónico de 21 de mayo de 2019, manifestó lo siguiente:
“AMPLÍO LOS HECHOS ANTERIORES:

BAJO LA SUMARIA No. 19-000005-1770-PE, SE TRAMITA EL COMPLOT, SU ORIGEN, MOTIVOS, PLANEAMIENTO Y ACTOS DE EJECUCIÓN.

A ESTOS ACTOS DESALMADOS DE EJECUCIÓN SE UNIERON LOS DESCABELLADOS HECHOS Y ACTUACIONES DE OTRO JUEZ:  AHORA SE TRATA DEL JUEZ HUMBERTO RODRÍGUEZ UGALDE, A QUIEN SE LE PIDIÓ UNA ACLARACIÓN SOBRE LA PERICIA Y TERMINÓ VARIANDO EL PROCESO DE FLAGRANCIAS A UNO DE SEGURIDAD, CAMBIANDO LA PERICIA Y LA NATURALEZA VOLUNTARIA DE LA MISMA.  ESTE JUEZ SÍ QUE DEMOSTRÓ SU ÁNIMO DIRECTO A LA CONSUMACIÓN DEL PLAN.

LA OFICINA DE LA VÍCTIMA YA TIENE EL CASO Y ME CITARON PARA DARME PROTECCIÓN DE ESTA GENTE TAN SÁDICA Y MALVADA DE ESE TRIBUNAL. HAGAN ALGO POR FAVOR MÁS QUE TOMAR NOTA DE UNA SITUACIÓN QUE ES INÉDITA EN ESTE PAÍS QUE SE CORROMPIÓ DE TAJO A RABO.

AHORA RESULTA QUE EMILIA NAVAS APARICIO, SU ESPOSO Y SU HERMANO, TRABAJAN PARA LAS EMPRESAS DE RODOLFO JIMÉNEZ BORBÓN, LA PERSONA CON LA QUE LITIGA MI MADRE LAS TIERRAS EN GOLFO DE PAPAGAYO.

ES DECIR, AHORA EL CÍRCULO DEL PLANEAMIENTO Y EJECUCIÓN ORIGINAL CONTADO POR LA EX-JUEZA MARÍA AGNES MONESTEL CORRALES, CIERRA PERFECTAMENTE AL INDICAR QUE ABOGADOS PARTICULARES TAMBÍEN CONFABULAN PARA DARME MUERTE. LO ÚNICO QUE SE NECESITA ES QUE UN JUEZ CRIMINAL ORDENE EL INTERNAMIENTO Y EL ESTADO Y SUS INSTITUCIONES SE ENCARGAN DE LO DEMÁS.

CRÓNICA DE UNA MUERTE ANUNCIADA; PERO DECLARO EN EL PODEROSO NOMBRE DE MI SEÑOR JESUCRISTO, QUE ESTA MAFIA CAERÁ, CAERÁ CAERÁ, DESPLOMADA POR LA ACCIÓN DE LA IRA Y LA MANO IZQUIERDA DEL DIOS ALTÍSIMO, EL DIOS DE ISRAEL.”

- 0 -

Se acordó: Tomar nota de las manifestaciones hechas por el licenciado Frank Paniagua Mendoza, Abogado, en correo electrónico de 21 de mayo de 2019. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc9866787]ARTÍCULO LX
Documento N° 347-10 / 5995-19

La licenciada Nancy Villavicencio Alemán, Profesional 2, del Departamento Financiero Contable, en nota de 21 de mayo de 2019, autenticada por el licenciado Héctor Luis Venegas Guzmán, Abogado, solicitó lo siguiente:
“ (…)

1.-) Como es del conocimiento de los señores miembros de ese Consejo, en especial del Licenciado Carlos A. Montero Z., integrante de ese Consejo; mediante. sentencia No.246-201 1-VI del Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda sección Sexta; confirmada con el Voto No. 831-F-S1-2013, de la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia, a las 10:05 horas del 4 de julio del 2013, se anuló el acuerdo del Consejo Superior No. 100-10, artículo LXIII de la sesión celebrada el 11 de noviembre del 2010.

2.) Con la anulación indicada, quedó incólume el artículo XXXVIII del acuerdo No. 91-10 de la sesión celebrada por ese Consejo, el 12 de octubre del 2010, mediante el cual se aprobó el informe SAP-376-2009 del Depto. de Personal, que recomendaba diferentes reasignaciones para los profesionales no abogados del Poder Judicial.

3.-) Así las cosas, al no ser parte de aquel litigio ni de otros posteriores, no he recibido el pago RETROACTIVO correspondiente y aprobado con el estudio SAP376-2009; razón por la cual, respetuosa solicito a ese Consejo Superior, que le ordene al Departamento de Personal que efectúe los cálculos respectivos y que pague retroactivamente, a partir del 13 de mayo del 2010, la reasignación correspondiente ya aprobada, incluyendo los pluses de ley, las diferencias por concepto de aguinaldo, vacaciones, salario escolar; además de la indexación de las sumas de capital, los intereses legales y moratorios; y las costas personales de este procedimiento administrativo.

Notificaciones: (…)”

- 0 -

En sesión N° 91-10 celebrada el 12 de octubre del año 2010, artículo XXXVIII, se aprobó el informe N° SAP-376-2009 del Departamento de Personal, con las excepciones que ahí se indicaron, sobre las valoraciones de los puestos de profesionales del Poder Judicial, y se indicó como fecha de vigencia de la revaloración el 13 de abril del 2010.
	Posteriormente, en la sesión N° 100-10 celebrada el 11 de noviembre de 2010, artículo LXIII, se tomó nota de las manifestaciones del Director Ejecutivo y en virtud de que el artículo 5° de la Ley de Salarios del Poder Judicial establece que las reasignaciones quedarán sujetas a disponibilidad presupuestaria;  el artículo 6º del mismo cuerpo legal condiciona el pago al período fiscal en que el cambio sea posible aplicarlo; y el inciso f) del artículo 110 de la Ley de la Administración Financiera de la República y Presupuestos Públicos, claramente establece que son hechos generadores de responsabilidad administrativa  “… la autorización o realización de compromisos o erogaciones sin que exista contenido económico suficiente, debidamente presupuestado…”, modificar la fecha de rige de las revaloraciones acordadas en la sesión celebrada el 12 de octubre del 2010, artículo XXXVIII, y en su lugar disponer que el incremento rige a partir del 1 de enero del 2011.
Se acordó: Trasladar la gestión presentada por la licenciada Nancy Villavicencio Alemán, Profesional 2 del Departamento Financiero Contable, a estudio de la Dirección de Gestión Humana, con el fin de que informe a este Consejo Superior lo que corresponda.
La Dirección de Gestión Humana tomará nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc9866789]ARTÍCULO LXI
Documento N° 6123-19.
En oficio número DP-319-2019, del 23 de mayo de 2019, el máster Róger Mata Brenes, Director del Despacho de la Presidencia, remitió el siguiente informe:
“Para su estimable conocimiento, me permito remitir el “Convenio de Intercambio y Cooperación Interinstitucional entre el Poder Judicial y la Procuraduría General de la República”.

Dicho convenio tiene como objetivo la realización de actividades de capacitación y perfeccionamiento académico entre ambas dependencias.

El presente convenio cuenta con el respectivo análisis legal de la Dirección Jurídica del cual se adjunta oficio N° 124 -DJ/CAD-2019.

(…)”
-0-
Seguidamente se transcribe el Convenio de intercambio y cooperación interinstitucional entre el Poder Judicial y la Procuraduría General de la República, que literalmente dice:
“Entre nosotros Dr. Fernando Cruz Castro, mayor, casado, abogado, vecino de San José, cédula de identidad número 1-0338-0486, en carácter de PRESIDENTE DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA  actuando con las facultades que le confiere  el inciso 1 del artículo 60 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, quien adelante y el carácter dicho se denominará “PODER JUDICIAL” y Dr. Julio Jurado Fernández, mayor, casado, abogado, vecino de Santa Ana, cédula de identidad número 1-501-905, PROCURADOR GENERAL DE LA REPÚBLICA, según acuerdo de Consejo de Gobierno tomado en artículo cuarto de la sesión ordinaria número ciento tres, celebrada el 22 de junio del 2016, publicado en La Gaceta número 167 de 31 de agosto de 2016, ratificado según acuerdo de la Asamblea Legislativa número 6638-16-17 de la sesión extraordinaria número ochenta y tres, celebrada el 6 de octubre de 2016, comunicado al Consejo de Gobierno en oficio DSDI-OFI-056-16 de fecha 10 de octubre del 2016, según publicación de La Gaceta número 210 del 2 de noviembre del 2016, quién en adelante se denominará “PROCURADURÍA”, hemos convenido en firmar este “Convenio de Intercambio y Cooperación Interinstitucional entre el Poder Judicial y la Procuraduría General de la República”, que en adelante se denominará el “CONVENIO”. 

CONSIDERANDO QUE:

1. Inspiran a este CONVENIO los más nobles principios reguladores de la función pública, en la búsqueda de un máximo aprovechamiento de los recursos disponibles por el Estado, para el estudio, investigación y capacitación en los diferentes campos del saber, lo cual debe garantizar una mayor eficiencia y eficacia en la ejecución de sus actividades sustantivas definidas dentro del ordenamiento jurídico institucional.

[bookmark: __DdeLink__243_2261746373]2. Que la Escuela Judicial Lic. Édgar Cervantes Villalta, se ha constituido en una organización consolidada y reconocida en la formación, capacitación e investigación, tanto a nivel nacional e internacional, que contribuye con la excelencia en la administración de justicia.

3. Que la PROCURADURÍA es el órgano superior consultivo técnico-jurídico de la Administración Pública; representante judicial del Estado; brinda asesoría a la Sala Constitucional y es el Notario del Estado.

4. Que el PODER JUDICIAL al igual que la PROCURADURÍA, que en adelante se denominarán las “PARTES”, siempre han realizado esfuerzos conjuntos, en la medida de lo posible, para brindar la capacitación y el perfeccionamiento académico a sus personas servidoras para el desempeño óptimo de sus labores, por lo cual estiman conveniente y necesario establecer este CONVENIO, con el fin de generar sinergias positivas entre ambas Instituciones para potencializar el recurso humano. 

POR TANTO:

Ambas PARTES acuerdan suscribir el presente CONVENIO, que se regirá por las siguientes cláusulas: 

PRIMERA: OBJETIVO DEL CONVENIO.

El presente CONVENIO tiene por objeto promover el perfeccionamiento de la formación del personal de cada una de las PARTES, a través de la colaboración interinstitucional, para formar e implementar un conjunto de acciones y programas de capacitación en temas de interés recíproco.  

SEGUNDA:  ACTIVIDADES.

Las PARTES desean coordinar y organizar en estrecha colaboración, actividades y planes de capacitación continua, dirigidos a su personal profesional y gerencial, acordes con las respectivas políticas institucionales, que involucran la planificación de de estas actividades y planes dentro de sus propios programas anuales.

En este marco de cooperación, la PARTES podrán contribuir mutuamente con el objetivo de este CONVENIO, brindando capacitación al personal de ambas instituciones, en forma directa a través de sus personas servidoras o coordinando con las diversas dependencias de la Administración Pública para que personal especializado pueda contribuir con los procesos de capacitación. En principio y sin menoscabo de ampliar los tópicos, se han identificado los siguientes temas de importancia: La Ética Pública, Régimen Estatutario, la Zona Marítimo Terrestre, Derecho Urbanístico y sus diversas regulaciones, Derecho de la Competencia, Consumidor, regulación internacional sobre Antidumping y Derecho Ambiental.  

Para el desarrollo de dichos aspectos, se plantean las siguientes actividades:

1. Definición de los temas de capacitación.
2. Elaboración de los programas de capacitación.
3. Identificación del personal que impartirá las capacitaciones.
4. Coordinación del espacio físico donde se brindarán las capacitaciones.
5. Calendarización de las capacitaciones.
6. Realización de convocatoria.
7. Facilitación de los cursos u otras actividades académicas.
8. Evaluación de los cursos u otras actividades académicas.

TERCERA: FORMA DE TRABAJO.

Las actividades académicas que se ejecuten de forma conjunta entre las PARTES se realizarán de la siguiente manera:

El PODER JUDICIAL aportará, por medio de sus profesionales, su conocimiento jurídico y amplia experiencia brindando capacitación al personal de la PROCURADURÍA en los temas de interés previamente acordados por ambas PARTES. 

La PROCURADURÍA aportará, por medio de sus profesionales, su conocimiento y experiencia para brindar capacitación a personas funcionarias del PODER JUDICIAL en temas jurídicos, entre otros, la zona marítimo terrestre, régimen estatutario, función pública, el derecho ambiental, la ética pública con énfasis en su incidencia en el ejercicio de la potestad sancionatoria.  

Cada una de las PARTES asignará el recurso humano necesario, para la coordinación y facilitación de las capacitaciones, además, aportarán los recursos materiales y tecnológicos que se requieran para el desarrollo de dichas actividades dentro de sus capacidades técnicas y económicas. Las convocatorias a las actividades académicas que se vayan a ejecutar se realizarán de manera coordinada entre las PARTES involucradas.

CUARTA: ENLACES DE LAS PARTES.

Las PARTES designan a las siguientes personas de enlace, para la comunicación y coordinación que se derive de este CONVENIO:

a) Por parte del PODER JUDICIAL, al Presidente del Consejo Directivo de la Escuela Judicial, Magistrado William Molinari Vílchez, dirección electrónica:  wmolinari@poder-judicial.go.cr,  a la Directora  de  la Escuela Judicial, Ileana Guillen Rodríguez, dirección electrónica: iguillen@poder-judicial.go.cr, y a la Gestora  de Capacitación de la Escuela Judicial, Rebeca Guardia Morales, dirección electrónica:   rguardia@poder-judicial.go.cr, o la o las personas que se designen de forma posterior. 

b) Por parte de la  PROCURADURÍA, a los Procuradores Randall Salazar Solórzano, dirección electrónica: randallss@pgr.go.cr y Armando López Baltodano, dirección electrónica armandolb@pgr.go.cr, o la o las personas que se designen de forma posterior. 

QUINTA: MODIFICACIONES.

De común acuerdo y en cualquier momento, las PARTES suscribientes del presente CONVENIO podrán modificarlo por medio de la confección de una Adenda, la cual, una vez suscrita, se tendrá como parte integrante del mismo.

SEXTA: SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS.

Cualquier controversia que pudiera surgir respecto a la interpretación, modificación y cumplimiento de este CONVENIO, deberán resolverse mediante negociación directa entre ambas PARTES, bajo el principio de buena fe.

SÉTIMA: NORMAS SUPLETORIAS.

En lo no previsto expresamente en el presente CONVENIO, las PARTES se regirán supletoriamente por la normativa interna de cada institución, las leyes aplicables y los principios generales que rigen el ordenamiento jurídico administrativo. 

OCTAVA: PLAZO DE VIGENCIA DEL CONVENIO.

El presente CONVENIO entrará en vigor en el momento de su firma por ambas PARTES, y su vigencia será de cinco años y se prorrogará automáticamente por períodos iguales y sucesivos, salvo que cualquiera de las PARTES decida rescindirlo mediante comunicación escrita con por lo menos tres meses de anticipación a la fecha en la cual manifiesten darlo por terminado. Lo anterior, sin perjuicio de que las actividades o programas que se encuentren en ejecución en dicho momento sean debidamente concluidas a satisfacción de ambas PARTES. La rescisión no originará pago alguno por concepto de indemnización.

NOVENA: DE LA TERMINACIÓN ANTICIPADA DEL CONVENIO.

[bookmark: __DdeLink__196_3333807789]Por motivos de interés público, oportunidad y conveniencia institucional, las PARTES suscribientes del presente CONVENIO, podrán solicitar su terminación anticipada, incluyendo todo su objeto de cooperación, comunicándolo por escrito a la otra, con un mínimo de tres meses de antelación a la fecha en la cual manifiesten darlo por terminado. Lo anterior, sin perjuicio de que las actividades o programas que se encuentren en ejecución en dicho momento sean debidamente concluidas, a satisfacción de ambas PARTES.

DÉCIMA: DE ESTIMACIÓN DEL OBJETO DE COOPERACIÓN DEL CONVENIO.

Por la naturaleza del objeto del presente CONVENIO, la relación de cooperación interinstitucional no onerosa aquí pactada por las PARTES es de cuantía inestimable.

Este CONVENIO se suscribe y formaliza en conformidad con lo dispuesto por Corte Plena en Sesión N°___-2010, artículo ____, celebrada el ____ de ____ del dos mil diecinueve. 

En prueba de conformidad de cuanto antecede, firmamos en la ciudad de San José, a las ___ del mes de ___ del dos mil diecinueve.


	
Dr. Fernando Cruz Castro
Presidente
Corte Suprema de Justicia



	
Dr. Julio Jurado Fernández
Procurador General
Procuraduría General de la República





Comparecen y firman como testigos:

	
      Dr. William Molinari Vílchez
Presidente
Consejo Directivo de la Escuela Judicial

	 
Dra. Magda Inés Rojas Chávez
Procuradora General Adjunta
Procuraduría General de la
República
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Se acordó: 1.) Autorizar la firma del Convenio N° 7-2019 de intercambio y cooperación interinstitucional entre el Poder Judicial y la Procuraduría General de la República. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento del Despacho de la Presidencia para los fines correspondientes. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc9866793]ARTÍCULO LXII

Documento N° 5989-19

Con el visto bueno del licenciado Anthony Zapata Sojo, juez coordinador del Juzgado de Pensiones Alimentarias de Cartago, la servidora Seiris Moncada Mata, Técnica Judicial 1, solicitó mediante correo electrónico de 21 mayo de 2019, lo siguiente:
“Reciban de antemano un cordial saludo, por medio de la presente me enorgullece comunicar, que estoy pronto a concluir los estudios a nivel de bachillerato, en la carrera de Ingeniería Civil, en la Universidad Fidélitas, lo cual en su momento informé por mismos medios del inicio de tal aspiración, empero, trabajar y estudiar requiere un gran esfuerzo, aunado a ello, he sido bendecida con una hermosa hija, y como entenderán, ello también representa incrementar ese esfuerzo y sacrificar mucho, sin embargo, es menester recalcar que en los diferentes ámbitos de mi cotidianidad como madre, como estudiante y en este caso especial laboral, he tratado de mantener en alto los mejores estándares de calidad, poniendo siempre de mi parte el mayor esfuerzo posible.
Considerado lo anterior, y de forma muy respetuosa, les solicito interpongan de sus buenos oficios, para que me den el visto bueno de poder asistir este cuatrimestre los días viernes, en horario de 09:00 a.m a 12:00 pm. al curso de Laboratorio de Hidráulica; siempre he cursado las diferentes materias en horario nocturno para no afectar el trabajo, pero la anterior solicitud es fundamentada a raíz de la particularidad, de que es el único horario que la Universidad dispone, y sumado a ello, la materia de marras es requisito para poder matricular los últimos dos cursos el próximo cuatrimestre, finiquitando de esta forma el bachillerato.”
Expresar que la presente suscrita, se compromete a que lo supra solicitado no va a significar un detrimento en las distintas funciones asignadas, ni en aquellas de índole extraordinario, siendo que ello significaría un motivante más para seguir ejerciendo de ardua manera lo cometido. 
Para mis notificaciones: seirismm@gmail.com o smoncadam@poder-judicial.go.cr
Reiterando mis más altas muestras de consideración y estima,”

- 0 -

[bookmark: _Hlk10549849][bookmark: _Toc9866795]	Previamente a resolver la solicitud presentada por la servidora Seiris Moncada Mata, Técnica Judicial 1 del Juzgado de Pensiones Alimentarias de Cartago, para asistir a lecciones universitarias, durante el II cuatrimestre los días viernes, en horario de 09:00 a.m a 12:00 pm, se acordó: Solicitar a la servidora Moncada Mata, que presente a este Consejo Superior una propuesta para reponer el tiempo que invertiría en las lecciones, a fin de resolver lo pertinente, por lo que la propuesta deberá contar con el visto bueno de la respectiva jefatura. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO LXIII

Documento N° 5170-17 / 6029-19

	La máster Diana Montero Montero, Jefa interina de la Defensa Pública, en oficio N° JEFDP-475-2019 de 16 de mayo de 2019, remitió lo siguiente:
“Respetuosamente, se traslada para su valoración la solicitud planteada por el Licenciado Mauricio Paniagua Alpízar, quién mediante correo electrónico indicó: 
“Defensa Pública.
Directora Diana Montero Montero.
Estimada directora, sirva la presente para saludarle, esperando se encuentre bien de salud al lado de los suyos.
Como es por usted conocido, el Consejo superior, acordó en fecha 26 de febrero del 2019,   en la sesión 17-19 artículo XLII,  la solicitud realizada por la defensa, para que quién le escribe, pudiera desempeñarme en una plaza con permiso con goce de salario para laborar realizando un Manual de atención de delitos funcionales, del primero de marzo al 31 de julio del 2019, que fue corregido en la sesión 22-19 del 12 de marzo del 2019. 
Al día de hoy ya he concluido con la parte escrita, que se la he presentado a don Miguel Zamora, Jefe de Capacitación, a Marilyn Rivera Sánchez Gestora de Capacitación  y al Doctor José Arnoldo González Castro, quién lo va a revisar por aspectos de fondo, queda pendiente la revisión de parte del departamento de filología de la Escuela Judicial y la  creación del diseño del curso que se comenzará a impartir en el mes de junio y julio, en algunos lugares del país, por determinar, así como en la Defensa pública de San José.
Sin embargo conversando con doña Marilyn, me hace la invitación para participar en un curso que se llama Formación Pedagógica para facilitadores de la Defensa pública, que se llevará a cabo los días 12, 19 y 26 de junio, y 3 de julio del 2019, curso que se encuentra directamente relacionado con las capacitaciones que impartiré respecto de los delitos funcionales.
En razón de lo expuesto le solicito se me autorice para participar en dicho curso y al efecto se solicite la autorización al Consejo superior, de ser necesario, en virtud de encontrarme con un permiso con goce de salario, en caso de que una vez que cuente con su autorización,  yo deba gestionarlo directamente ante el Consejo Superior, me lo haga saber.
Muchas gracias por la buena y oportuna diligencia.
Lic. Mauricio Paniagua Alpízar.
Defensor Público.
15 de mayo del 2019.” (Adjunto a este correo)

[bookmark: _Toc6847600]De la solicitud expuesta, resulta preciso señalar que esta Jefatura considera que la capacitación a la que alude el Licenciado es de gran relevancia para la Defensa Pública. Sin embargo, en virtud de que el funcionario Paniagua Alpízar se encuentra sujeto a un permiso otorgado por este Consejo mediante sesión N° 36-19 celebrada el 26 de abril de 2019, artículo LVI, con el fin de elaborar el Manual para tramitación de Procesos de Probidad, esta Jefatura considera que corresponde a este órgano otorgar la correspondiente autorización. 
En razón de lo expuesto, respetuosamente se traslada la solicitud a fin de que sea valorada por su Autoridad.”

- 0 -

[bookmark: x__Toc1661857]En sesión N° 17-19, celebrada el 26 de febrero del 2019, artículo XX, en lo que interesa, de conformidad con el artículo 44 párrafo cuarto de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en concordancia con las políticas aprobadas por la Corte Plena, y por ser un asunto de interés institucional, se concedió permiso con goce de salario y sustitución al licenciado Mauricio Paniagua Alpízar, Defensor Público, del 01 de marzo al 01 de junio de 2019, para que elaborara el proyecto denominado “Descentralización de los delitos de Hacienda y Función Pública del Segundo Circuito Judicial de San José” en el período 2019-2024.
[bookmark: _Toc2867436]Posteriormente, en sesión N° 22-19 celebrada el 12 de marzo del 2019, artículo XLII, se acogió la solicitud presentada por el doctor Juan Carlos Morales Jiménez, de la Unidad de Capacitación de la Defensa Pública, en oficio N° 242-DPUC-2019, del 28 de febrero de 2019, por lo que se modificó el acuerdo tomado por este Consejo Superior, en sesión N° 17-19, celebrada el 26 de febrero del 2019, artículo XX, en el sentido que el permiso aprobado en esa sesión para el licenciado Mauricio Paniagua Alpízar, Defensor Público, lo sería del 01 de marzo al 31 de julio de 2019 y no como se indicó. En lo demás se mantuvo incólume el citado acuerdo.
Finalmente, en la sesión N° 36-19 celebrada el 26 de abril de 2019, artículo LVI, en lo que interesa, se acogió el acuerdo adoptado por la Comisión Institucional de Teletrabajo, en sesión Nº 03-19, celebrada el lunes 25 de marzo de 2019, artículo XII y se aprobó la modalidad de teletrabajo al licenciado Mauricio Paniagua Alpízar, Defensor Público de la Defensa Publica del Primer Circuito Judicial, para que laborara en la modalidad de teletrabajo durante 4 días a la semana, a partir del 1 de marzo y hasta el 31 julio de 2019.
	Se acordó: Acoger la solicitud presentada por el licenciado Mauricio Paniagua Alpízar, Defensor Público del Segundo Circuito Judicial de San José y remitida por la máster Diana Montero Montero, Jefa interina de la Defensa Pública, en oficio N° JEFDP-475-2019 de 16 de mayo de 2019, en consecuencia: 1.) Autorizar la participación del licenciado Paniagua Alpízar, para que asista a un curso “Formación Pedagógica para facilitadores de la Defensa Pública”, a realizarse los días 12, 19 y 26 de junio, y 3 de julio del 2019. 2.) En virtud de la importancia del contenido de la capacitación a recibir, deberá don Mauricio coordinar lo necesario, a fin de transmitir los conocimientos adquiridos al equipo de trabajo del cual forma parte, en lo que les pueda ser de beneficio en el cumplimiento de sus labores, según los requerimientos institucionales. 3.) Comunicar al licenciado Paniagua Alpízar que en caso de inasistencia a la actividad de referencia, deberá justificarse directamente ante los organizadores y no ante este Consejo.
La Defensa Pública y la Dirección de Gestión Humana, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc9866798]	Sale de la sesión la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva.
ARTÍCULO LXIV

Documento N° 15067-18 / 6211-19
En oficio N° PJ-DGH-CP-053-2019, del 24 de mayo de 2019, el magistrado Luis Porfirio Sánchez Rodríguez, Presidente interino del Consejo de Personal, informó:
“Para su conocimiento y fines consiguientes, me permito transcribirle el artículo I de la sesión extraordinaria del Consejo de Personal N° 07-2019 celebrada el 24 de mayo de 2019, el cual literalmente dice:

“La Sección de Análisis de Puestos procede a exponer los requisitos para el puesto N° 43587 clasificado como “Director (a) General 1” de la Dirección de Gestión Humana, el cual indica:

[bookmark: _Toc9866800]“Para que sea conocido y aprobado por los honorables miembros del Consejo de Personal, nos permitimos informar que según lo indicado de forma verbal por el Director del Despacho de la Presidencia de la Corte, se requiere sacar a concurso la plaza vacante N° 43587 “Director (a) General 1”, de la Dirección de Gestión Humana.

[bookmark: _Toc9866801]En virtud de lo anterior, se procedió a revisar el “Manual Descriptivo de Clases de Puestos de la Institución”, determinando que no existe una clase angosta que identifique claramente las tareas, requisitos y competencias que configuran ese tipo de cargo; razón  por la cual se hace necesario crear dentro de la clase ancha de “Director General 1”, la descripción de clase angosta de “Director (a) de Gestión Humana”, cuyo instrumento técnico se anexa al presente oficio para conocimiento de los honorables miembros del Consejo.




Lo anterior, una vez que se tome el acuerdo recomendativo sobre el instrumento técnico; los alcances del acuerdo deberán ser trasladados para conocimiento y aprobación de los integrantes del Consejo Superior.”

Sobre el particular, Doña Gabriela inicia la exposición del informe 268-19 mencionando que “aquí lo importante es, ver los requisitos, recordemos que hay un Estatuto de Servicio Judicial, que en el Estatuto de Servicio Judicial, se establece claramente, porque hasta el día de hoy están vigentes esos requisitos que no podemos modificar, entonces en el Estatuto indica, título en Derecho, pero es licenciatura en Derecho o experiencia en Administración de Personal en el Poder Judicial por más de 10 años, se trae prácticamente textualmente la consideración de los requisitos, en aquel momento no se indicaba el tema de la incorporación, pero evidentemente es un requisito legal y como dos requisitos que se establecen a nivel del Estatuto, es ser costarricense y mayor de 28 años que eso necesariamente tenemos que traerlo”.

Es así, que después de una amplia discusión sobre el tema anterior, se acordó: que los requisitos para el puesto de Director General 1 para la Dirección de Gestión Humana, sean los siguientes:

REQUISITOS ACADÉMICOS

Licenciatura en Derecho o experiencia en administración de personal en el Poder Judicial por más de diez años.  (*)

(*) De conformidad con el artículo N° 7 del Estatuto de Servicio Judicial, Ley N° 5155.

REQUISITOS LEGALES 

Incorporado al Colegio de Abogados de Costa Rica
Ser costarricense 
Mayor de 28 años

REQUISITO DESEABLE:

Licenciatura en una disciplina académica de la Administración, relacionada con las competencias técnicas y legales que se desarrollan en la Dirección de Gestión Humana.

CLASE ANCHA: DIRECTOR GENERAL 1	     
CLASE ANGOSTA: DIRECTOR DE GESTIÓN HUMANA	     

Grupo Ocupacional:   Estrato Gerencial

SE DECLARA EN FIRME.”

(…).”
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Asimismo, en oficio número PJ-DGH-SAP-268-2019, del 22 de mayo de 2019, la licenciada María Gabriela Mora Zamora, Jefa de la Sección de Análisis de Puestos, remitió la siguiente gestión:
[bookmark: _Toc9866803]“Para que sea conocido y aprobado por los honorables miembros del Consejo de Personal, nos permitimos informar que según lo indicado de forma verbal por el Director del Despacho de la Presidencia de la Corte, se requiere sacar a concurso la plaza vacante N° 43587 “Director (a) General 1”, de la Dirección de Gestión Humana.

[bookmark: _Toc9866804]En virtud de lo anterior, se procedió a revisar el “Manual Descriptivo de Clases de Puestos de la Institución”, determinando que no existe una clase angosta que identifique claramente las tareas, requisitos y competencias que configuran ese tipo de cargo; razón  por la cual se hace necesario crear dentro de la clase ancha de “Director General 1”, la descripción de clase angosta de “Director (a) de Gestión Humana”, cuyo instrumento técnico se anexa al presente oficio para conocimiento de los honorables miembros del Consejo.

[bookmark: _Toc9866805](…).

Lo anterior, una vez que se tome el acuerdo recomendativo sobre el instrumento técnico; los alcances del acuerdo deberán ser trasladados para conocimiento y aprobación de los integrantes del Consejo Superior.

(…).”

- 0 -

[bookmark: _Toc4671897]En sesión N° 30-19 celebrada el 2 de abril de 2019, artículo LXVI, se tomó nota de lo comunicado por el máster Roger Mata Brenes, Director del Despacho de la Presidencia, en oficio N° DP-179-2019 de 22 de marzo de 2019, en el que informó que los miembros de Corte Plena se avocaron del conocimiento de las plazas de jefaturas de la Dirección de Gestión Humana.
[bookmark: _Toc7447709]Posteriormente, en sesión Nº 39-19 celebrada el 03 de mayo de 2019, artículo LII, se tomó nota del acuerdo tomado por la Corte Plena en sesión N° 9-19 celebrada el 4 de marzo del año 2019, artículo XXIII, en que por unanimidad, se acordó, en lo que interesa, comunicar a este Consejo Superior que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 6° del Estatuto de Servicio Judicial, es competencia de la Corte hacer el nombramiento del Director o Directora de Gestión Humana, el cual sería canalizado por medio de la Comisión de Nombramientos, la cual brindará a la Corte el criterio respectivo a efecto de realizar ese nombramiento. Lo anterior, en el entendido que el Despacho de la Presidencia continuaría con el proceso de contratación de una empresa externa para la confección de los perfiles respectivos, conforme lo dispuso por este Consejo en sesión Nº 106-18 celebrada el 6 de diciembre de 2018, artículo V, inciso1).
Se acordó: 1.) Tomar nota de lo dispuesto por el Consejo de Personal en la sesión extraordinaria del N° 07-2019 celebrada el 24 de mayo de 2019, artículo I y comunicado mediante oficio N° PJ-DGH-CP-053-2019 del 24 de mayo de 2019, suscrito por el magistrado Luis Porfirio Sánchez Rodríguez, Presidente interino del Consejo de Personal, relacionado con los requisitos para el puesto N° 43587 clasificado como “Director (a) General 1” de la Dirección de Gestión Humana. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento del Despacho de la Presidencia para los fines consiguientes.
La Dirección de Gestión Humana tomará nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
	Entra a la sesión la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva.
[bookmark: _Toc9866806]ARTÍCULO LXV
[bookmark: _Toc9866809]Documento N° 511-10 / 5413-19 / 6060-19.
[bookmark: _Toc9866810]	Antecedentes de la gestión:
1.) En sesión N° 108-18 celebrada el 13 de diciembre de 2018, artículo XLIII, se acogió parcialmente el informe N° SAP-373-18 denominado “Investigación y análisis de los parámetros de clasificación y valoración de puestos para los cargos de la Secretaría General de la Corte”, a esos efectos, se aprobaron las reasignaciones, de las puestos N° s 44134, 350006, 377346, 42913, 109763, 111236, 44241, 377347, 377348, 103601, 16019, 43698, 350007, 377344, 42917, 42920, 103602, 377345 y 77739, de “Técnico Judicial 3” a “Asistente de prosecretario” para las plazas N° 95343, 109762, 377342, 42910, 350005 y 15665 de “Técnico Administrativo 4” a “Prosecretario” asimismo, para el puesto N° 38454 de “Profesional 2” a “Administrador de la Secretaría General de la Corte”, a partir del 13 de diciembre de 2018, no obstante, debido a que algunos puestos que se están reasignando iniciaron con sus nuevas funciones a partir del lunes 9 de enero de 2017, con base en las recomendaciones indicadas en el informe de la Dirección de Planificación N° 2267-PLA-2016 del 01 de diciembre de 2016, debía la Dirección de Gestión Humana coordinar con la Administración de la Secretaría General de la Corte lo necesario a fin de determinar cuáles fueron dichas plazas, quienes las ocuparon y proceder con el pago retroactivo desde esa fecha conforme corresponda.
2.) Posteriormente, en sesión N° 36-19 celebrada el 26 de abril de 2019, artículo LXXIX, se conoció el oficio N° PJ-DGH-UPEE-0102-2019 del 04 de abril de 2019, remitido por la Dirección de Gestión Humana, en lo conducente, manifestaron que, para hacerle frente a las reasignaciones de los puestos, se estimó que se requiere de un total de ¢75,653,247.37 (Setenta y cinco millones seiscientos cincuenta y tres mil doscientos cuarenta y siete colones con 37/100).
En ese momento, este Consejo Superior indicó lo siguiente:
“(…)
Se acordó: 1.) Tomar nota del oficio Nº PJ-DGH-UPEE-0102-2019 del 04 de abril de 2019 de la Dirección de Gestión Humana, en el que informan que en el presupuesto 2019 no se cuenta con los recursos requeridos para cancelar el pago retroactivo a los servidores y servidoras de la Secretaría General de la Corte a quienes se les reasignaron los puestos conforme lo acordó este Consejo en sesión Nº 108-18 celebrada el 13 de diciembre de 2018, artículos XLIII. 2.) Deberá la Dirección de Gestión Humana a la brevedad coordinar lo necesario con la Dirección Ejecutiva para dar una solución a la obligación adquirida en vista del cambio de estructura de la Secretaría General de la Corte, aprobada en sesión N°114-16  celebrada el 22 de diciembre de 2016, artículo CIV, y cancelar las diferencias retroactivas a las personas servidoras judiciales de la Secretaría General de la Corte, producto de la reasignación de los puestos de esa oficina aprobada por este Consejo en sesión N° 108-18 celebrada el 13 de diciembre de 2018, artículo XLIII.
[bookmark: _Toc9866811]	La Dirección de Gestión Humana y la Dirección Ejecutiva, tomarán nota para lo que a cada uno corresponda. Se declara este acuerdo firme.”
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Con base en el acuerdo supracitado, la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, mediante oficio N° 1995-DE-2019 del 7 de mayo de 2019, le informó a la máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora interina de Gestión Humana, la siguiente información:
“En atención al contenido del acuerdo del Consejo Superior tomado en sesión N° 36-19 celebrada el 26 de abril último, artículo LXXIX, en el que se dispuso: “2.) Deberá la Dirección de Gestión Humana a la brevedad coordinar lo necesario con la Dirección Ejecutiva para dar una solución a la obligación adquirida en vista del cambio de estructura de la Secretaría General de la Corte, aprobada en sesión N°114-16  celebrada el 22 de diciembre de 2016, artículo CIV, y cancelar las diferencias retroactivas a las personas servidoras judiciales de la Secretaría General de la Corte, producto de la reasignación de los puestos de esa oficina aprobada por este Consejo en sesión N° 108-18 celebrada el 13 de diciembre de 2018, artículo XLIII”, le informo que ya fue publicada la Modificación Externa N° 03-2019 en la que se incorporaron los recursos en la subpartida 00101 (coletilla 180), por la suma de ¢25.000.000,00, en el Programa 926, los cuales podrían disponer para el pago de la obligación señalada.
Con copia de este oficio, informo lo correspondiente al Consejo Superior.
(…)”  

- 0 -

Posteriormente, mediante oficio N° PJ-DGH-0234-2019 del 17 de mayo de 2019, la máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora interina de Gestión Humana, remitió a este órgano lo siguiente:
“El acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión 36-19 celebrada el pasado 26 de abril de 2019, en su artículo LXXIX, indica:

1.) Tomar nota del oficio Nº PJ-DGH-UPEE-0102-2019 del 04 de abril de 2019 de la Dirección de Gestión Humana, en el que informan que en el presupuesto 2019 no se cuenta con los recursos requeridos para cancelar el pago retroactivo a los servidores y servidoras de la Secretaría General de la Corte a quienes se les reasignaron los puestos conforme lo acordó este Consejo en sesión Nº 108-18 celebrada el 13 de diciembre de 2018, artículos XLIII. 2.) Deberá la Dirección de Gestión Humana a la brevedad coordinar lo necesario con la Dirección Ejecutiva para dar una solución a la obligación adquirida en vista del cambio de estructura de la Secretaría General de la Corte, aprobada en sesión N°114-16  celebrada el 22 de diciembre de 2016, artículo CIV, y cancelar las diferencias retroactivas a las personas servidoras judiciales de la Secretaría General de la Corte, producto de la reasignación de los puestos de esa oficina aprobada por este Consejo en sesión N° 108-18 celebrada el 13 de diciembre de 2018, artículo XLIII.

[bookmark: _Toc9866812]La Dirección de Gestión Humana y la Dirección Ejecutiva, tomarán nota para lo que a cada uno corresponda. Se declara este acuerdo firme.” 

Luego de conciliar con el Departamento de Financiero Contable, la proyección del gasto a la segunda quincena de abril y en atención a lo acordado por el Consejo Superior, se procedió a realizar un nuevo análisis de la proyección del gasto del programa 926, con el fin de determinar la viabilidad de realizar el pago retroactivo durante el presente periodo presupuestario, a las personas servidoras de la Secretaría General de la Corte, el cual, tal y como se indicó en el oficio PJ-DGH-UPEE-0102-2014, asciende a ¢75.653.247.37.

De dicho análisis se obtiene, que el programa 926, además de atender la planilla ordinaria y extraordinaria, tiene obligaciones pendientes de cubrir, como lo son los permisos aprobados por medio del artículo 44 de la LOPJ, el ajuste por costo de vida para el I semestre 2019 y el pago al “Juicio de los profesionales”, mismo que tiene prioridad al responder a una sentencia judicial.
 
Así las cosas, esta Dirección considera prudente, prorrogar al mes de julio para tomar una decisión definitiva, ya que se espera que la proyección real del gasto al I semestre 2019, contemple como cancelado el ajuste por costo de vida, así como lo correspondiente al juicio de los profesionales.

Una vez analizadas las proyecciones del comportamiento del gasto y las estimaciones reflejen datos positivos, se podría indicar con mayor certeza si es viable cancelar el pago retroactivo, a los servidores y servidoras de la Secretaría General de la Corte, durante el segundo semestre 2019.

(…)”

- 0 -   
Se acordó: 1.) Tomar nota del oficio N° PJ-DGH-0234-2019 del 17 de mayo de 2019, suscrito por la máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora interina de Gestión Humana. 2.) En vista de que existen recursos presupuestarios para hacerle frente al pago de las obligaciones adquiridas, este Consejo Superior considera que es primordial cancelar los compromisos que se encuentran pendientes, esto de forma prioritaria sobre los permisos con goce de salario de conformidad con el artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, que se podrán valorar y analizar en el momento oportuno. 3.) Deberá la Dirección de Gestión Humana, en el plazo de 5 días a partir de comunicado el presente acuerdo, remitir a este Consejo Superior una propuesta financiera indicando los movimientos que realizaran para cancelar a la mayor brevedad posible las obligaciones indicadas. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc9866814]ARTÍCULO LXVI
Documento N° 4505-19/ 5050-19 / 6035-19

	El licenciado Mario Alberto Mena Ayales, Representante de la Asociación Nacional de Empleados Judiciales, en oficio N° ANEJUD-0098-2019 de 12 de abril de 2019, remitió lo siguiente:
“A solicitud de nuestro afiliado, el Servidor Judicial Francisco Zapata Espinoza, portador de la cédula de identidad N°5-0396 0778, actualmente fungiendo como meritorio en la Oficina de Comunicaciones Judiciales del Circuito Judicial de Liberia, nos presentamos solicitando con el mayor respeto, atención a su situación laboral presente, pasada y futura.
Manifiesta nuestro representado, que desde el 1 de marzo del 2018, comenzó a laborar para este Poder de la República, que durante ese año recibió nombramientos interinos en distintos despachos, tales como, la Oficina de Trabajo Social y Psicología, Oficina de Comunicaciones Judiciales, Juzgado de Familia y Violencia Doméstica, todos en el Primer Circuito Judicial de Liberia, posteriormente fue contratado para trabajar en la Unidad de la Sección Cárceles de Santa Cruz.
Que en ese lapso realizó exitosamente, las pruebas Psico-laboral y de Conocimientos Básicos del Poder Judicial, además la de Antecedentes Personales, con lo cual se encuentra en condición de elegible.
Que no obstante su condición de elegible y solicitar a la autoridad competente del Primer Circuito Judicial de Liberia, se le nombre interinamente, para cubrir incapacidades, vacaciones, permisos u otros menesteres que se suscitan en la plaza N° 371340 de Auxiliar de Servicios Generales 3, no se le nombra y en su defecto se nombra de manera exclusiva a una persona que no reúne los requisitos.
Por lo expuesto nos solicita el señor Zapata Espinoza, interceder ante sus estimables Autoridades, para que se investigue el caso y de ser posible se resuelva como a derecho corresponde, o en su defecto; se haga de su conocimiento el porqué de la negativa a nombrarle, y así enmendar los yerros si es que los hubiere de su parte.
Como ANEJUD, instamos al Honorable Consejo Superior, ordenar a quien corresponda, indagar sobre el particular y tomar en cuenta el curriculum de nuestro representado, quién ostenta un expediente limpio y demostrado idoneidad en los puestos que atiende, interés por superarse, sirviendo a la Institución cuantas veces lo ha requerido sin escatimar esfuerzos incluyendo la condición de Meritorio aun cuando ha logrado el grado de elegible. 
Sobre el mismo caso y extensivo a otros similares que atiende nuestro Sindicato con mucha frecuencia; como sindicato responsable, comprometido con el bienestar del personal judicial y en defensa del modelo institucional eficaz y eficiente, instamos al Honorable Consejo Superior, a establecer espacios de análisis, discusión y mejoramiento del sistema de selección y nombramiento de personal, esto por cuanto son muchas las quejas del personal, sobre ese particular, que pocas veces se resuelven.
Rogamos se proceda de conformidad.”
- 0 -

	Asimismo, el licenciado Mena Ayales, de calidades antes citadas, en oficio N° ANEJUD-0108-2019 de 2 de mayo de 2019, indicó:
“Nos referimos al oficio N°3879 -19, del 25 de abril de 2019, dirigido al Dr. César Ramírez Jiménez de la Unidad Médica Legal de Liberia, solicitando al Honorable Consejo Superior, tomar en cuenta que en nuestro oficio ANEJUD-0098-2019, del 12 de abril de 2019, por un error se consignó que el señor Francisco Zapata Espinoza, a quién representamos en el oficio señalado arriba, solicitaba a la Autoridad del Circuito Judicial de Liberia el nombramiento en la plaza N° 371340 de Auxiliar de Servicios Generales 3, cuando en realidad dichas gestiones las canalizaba ante el superior Jefe de Medicina Legal, Dr. Franz Vega Zúñiga.

Así las cosas, solicitamos con el mayor respeto al Honorable Consejo, tomar en cuenta dicho error y solicitar al Dr. Franz Vega Zúñiga el informe que se solicitó al Dr. César Mario Ramírez Jiménez, quién; tal como lo manifiesta en el oficio OF UML LIB-072, desconoce del tema.

Adjuntamos nuestro oficio ANEJUD- 0098-2019, para que se tome en cuenta su contenido con la excepción del párrafo cuarto, donde se consigna el error y se sustituya por esta enmienda.”

- 0 -

A esos efectos, la Secretaría General de la Corte previo a someter a conocimiento de este Consejo mediante oficio N° 4427-19 de 10 de mayo de 2019, solicitó informe al Departamento de Medicina Legal sobre los oficios Nos. ANEJUD-0098-2019 y ANEJUD-0108-2019, en que el licenciado Mario Alberto Mena Ayales, Presidente de la Asociación Nacional de Empleados Judiciales (ANEJUD), se refiere a la situación laboral del servidor Francisco Zapata Espinoza en la plaza N° 371340 de Auxiliar de Servicios Generales 3.
	Con el visto bueno del máster Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial, el doctor Franz Vega Zúñiga, Jefe del Departamento de Medicina Legal, remitió el oficio N° JDML 2019-0498 de 20 de mayo de 2019; a saber:
“En relación a oficio n° 4427-19 de fecha 10 de mayo de 2019 y en respuesta a los oficios n° ANEJUD-0098-2019 y ANEJUD-0108-2019, referente a la situación laboral del señor Francisco Zapata Espinoza, me permito informar:

Según circular n° 40-DG-2014/id 4643 de fecha 29 de setiembre de 2014, remitida por la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial y dirigida a todas las dependencias de este Organismo, referente a la obligación de realizar investigación de antecedentes a todas las personas que realicen nombramientos interinos, independientemente del motivo o plazo que rija dicho nombramiento, la misma es clara en indicar que “en el caso de las Unidades Médico Legales del Departamento de Medicina Legal la Jefatura de dicho Departamento deberá solicitar la colaboración de la dependencia policial regional del Organismo a la cual pertenece dicha Unidad”, a fin de asegurarse que el ingreso de personas al OIJ se ajuste a los parámetros de probidad que se persigue para el personal de esta entidad, cualquiera que sea el puesto por el que se opte.

Dicha circular menciona también que se deberá realizar además la investigación no solo para la persona que manifiesta su interés de ingreso sino también se deberá ampliar el rango de interés “a los familiares hasta un segundo grado de consanguineidad y afinidad”, e incluso hasta el tercer grado si se descubre en la investigación la ejecución de delitos graves en los familiares (ver circular adjunta).

(…)”

- 0 -  

[bookmark: _Hlk10813578]Se acordó: Tener por rendido el informe del doctor Franz Vega Zúñiga, jefe del Departamento de Medicina Legal, en oficio N° JDML 2019-0498 de 20 de mayo de 2019. 1) Denegar la gestión presentada mediante oficios ANEJUD-0098-2019 y ANEJUD-0108-2019, por el licenciado Mario Alberto Mena Ayales, Presidente de la Asociación Nacional de Empleados Judiciales (ANEJUD), respecto a la situación laboral del servidor Francisco Zapata Espinoza en la plaza N° 371340 de Auxiliar de Servicios Generales 3, con base en el criterio técnico vertido, en razón de no contar con un estudio de antecedentes favorable, el cual es requisito indispensable a fin de asegurarse que el ingreso de personas al Organismo de Investigación Judicial se ajuste a los parámetros de probidad que se persigue para el personal de esta entidad, cualquiera que sea el puesto por el que se opte.
ARTÍCULO LXVII

Documento N° 5609-19 / 6053-19 / 6199-19 

En sesión 45-19 celebrada el 17 de mayo de 2019, artículo III, se acogió la medida cautelar dictada por el Tribunal de la Inspección Judicial, por lo que se dispuso a trasladar de manera temporal al licenciado A.P.M., Defensor Público de Osa a otro circuito judicial distinto de este, a partir del 21 de mayo y hasta el 20 de agosto de 2019. Asimismo; se solicitó a la Jefatura de la Defensa Pública que informara a este Consejo la oficina en la que se ubicaría el citado servidor.
La máster Diana Montero Montero, Jefa interina de la Defensa Pública, mediante oficio N° JEFDP- 477-2019 del 21 de mayo de 2019, manifestó:
“En atención a lo dispuesto por este Honorable Consejo en sesión 45-19 celebrada el 17 de mayo de 2019, artículo III, donde acordó:
“(…) 2.) De conformidad con lo dispuesto en el artículo 81, inciso 6° y 202 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, acoger la medida cautelar y trasladar de manera temporal al licenciado A.P.M., Defensor Público de Osa a otro circuito judicial distinto de este, a partir del 21 de mayo y hasta el 20 de agosto de 2019. 3.) La Jefatura de la Defensa Pública informará a este Consejo la oficina donde será ubicado el citado servidor, lo anterior como parte de las atribuciones que le confiere Ley Orgánica del Poder Judicial.” 
Se les informa para los efectos correspondientes, que el Lic. A.P.M. se encuentra disfrutando actualmente de vacaciones desde el 16 de mayo y hasta el 7 de junio de 2019, en virtud de ello y a fin de gestionar lo relativo a su traslado de acuerdo con lo ordenado, muy respetuosamente se solicita aclarar si cuando se indica que se debe “trasladar de manera temporal al licenciado A.P.M., Defensor Público de Osa a otro circuito judicial distinto de este”, su traslado podrá realizarse a cualquiera de los circuitos que conforman la Zona Sur del país, o si bien al referirse a otro circuito debe esto interpretarse en el sentido de que su traslado deberá ejecutarse fuera de la Zona Sur. 
Así mismo, se les informa que el Lic. A.P.M. cuenta con propiedad como Defensor Público en la plaza 54029, cuya categoría a nivel de estructura de puestos obedece al cargo de Defensor Público Coordinador 1, pues se trata de aquellos puestos cuyos titulares no aceptaron trasladarse a la modalidad de coordinaciones temporales mediante la asignación de un plus, de acuerdo con lo dispuesto por el Consejo Superior en sesión 65-2011.
Lo anterior implica, que de trasladarse el Lic. A.P.M. en su puesto en propiedad a otra oficina, implicará necesariamente que la oficina pierda la plaza de Defensor Público que realiza las labores de coordinación, aunado al hecho de que dicha plaza posee un circulante asignado, lo que provocaría una afectación al servicio público que brinda dicha oficina,  pues de trasladarse el Licenciado Porras en su puesto en propiedad únicamente quedaría la Defensa Pública de Osa con 2 plazas penales, en virtud de ello,  se solicita con el mayor de los respetos valorar que se autorice dicho traslado temporal con sustitución en la Defensa Pública de Osa, a fin de que la oficina continúe laborando de la manera en que lo ha realizado hasta la fecha.”   
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El licenciado A.P.M., Defensor Público Coordinador de Osa, mediante correo electrónico de 24 de mayo de 2019, remitió la siguiente reconsideración: 
“El suscrito, A.P.M., cédula 6-250-773, Defensor Público Coordinador de Osa, me permito presentar recurso de Reconsideración en contra del acuerdo Artículo III de la sesión 45-19 del 17 de mayo del 2019 en que se ordena una medida cautelar en mi contra y se ordena mi traslado a otro circuito judicial diferente a Osa.
Este recurso encuentra su fundamento legal en el artículo 344 de la Ley General de Administración Pública.
Yo solicito la reconsideración de dicha decisión en lo concerniente a la medida de mi traslado a otro circuito judicial en virtud de lo siguiente:
El acuerdo del Consejo simplemente se limita a repetir la gestión planteada por la Inspección Judicial la cual con todo respeto es infundada y además desproporcional.
La gestión de la Inspección judicial hace referencia a las características necesarias en las medidas cautelares entre las que está la sumaria cognitio que se refiere a la existencia o no de pruebas que sustentan el traslado de cargos y que este conocimiento puede ser superficial pero lo cierto es que no basta simplemente con decir que a una persona alguien decidió denunciarlo para imponerle una medida tan gravosa, lo correcto y que estaba en perfecta capacidad de hacerlo es que la Inspección Judicial realizara un investigación preliminar y luego poder decir que tiene elementos de prueba.
Y es que hay que recordar que en este proceso inclusive lo que denuncia inicialmente la quejosa es un evento aislado y no es sino hasta que le indican que prácticamente tiene que referir varios hechos (indicación que me parece ilegítima) que hace una ampliación de denuncia con lo que parece ser acoso y entonces la Inspectora Judicial realiza un testimonio de piezas mediante la resolución de las trece horas y diecisiete minutos del nueve de mayo del año dos mil diecinueve y expone: “Dejando en claro que esta inspectora tramitará tentativamente los hechos denunciados en la ampliación de denuncia, a fin de realizar una valoración más profunda a fin de determinar si son merecedores de ser competencia de este Tribunal Disciplinario.”
Evidentemente no hay un íter lógico entre esta resolución que indica que deberá realizar una valoración más profunda y la actuación siguiente que es pedirme medidas cautelares tan gravosas.
Otra de las características de las medidas es la urgencia de lo cual lo único que hacen referencia es a aspectos vagos de la necesidad de tutelar una investigación que se está llevando a cabo o la afectación al servicio público, lo cual no es cierto y no está sufriendo ninguna afectación. Evidentemente yo no voy a realizar ninguna obstrucción a la investigación, ya que toda la prueba testimonial aceptada en este proceso es la ofrecida por el suscrito, incluso me declararon superabundante otros de los testigos ofrecidos y prueba documental así que jamás voy a entorpecer la investigación sino que yo mismo soy el principal interesado en que sea pronta. Pero muy por el contrario esos testigos podrían ser vulnerables de ser afectadas por la quejosa, ya que ella si tiene contacto con todas en estos tres meses.
 Y por supuesto que no se afecta el servicio público de ninguna manera, menos como lo quieren hacer ver respecto a los usuarios externos, muy por el contrario trasladar a un Defensor Público con 20 años de estar en la misma plaza sí que afecta a todos los usuarios externos, ya que se vulnera la continuidad de la Defensa en todos mis procesos.
En cuanto a la provisionalidad evidentemente no hay comentario que hacer, más allá que adoptan el plazo máximo que establece el  “Reglamento Autónomo para Prevenir, Investigar y Sancionar el Acoso Laboral en el Poder Judicial” sin ningún fundamento del porqué.
Sobre la instrumentalidad sólo hacen un juego de palabras de que debe ser instrumental con el objeto del proceso, lo cual no es fundamento, en realidad hay otra serie de medidas totalmente instrumentales, incluso una de ellas que ya prácticamente tomó el Departamento al designar como Coordinador a otro compañero totalmente ajeno al conflicto y que sería suficiente, ya que entonces si se me quita temporalmente por esos tres meses o por el plazo que sea necesario para la investigación el rango de Coordinador y se mantiene la otra medida de no tener ningún contacto, ni perturbar de cualquier forma a la quejosa no habría ningún gravamen para nadie.
Y aquí es donde quiero evidentemente desarrollar la idea de que la instrumentalidad debe conllevar proporcionalidad, porque en Circuitos tan distantes entre sí una orden de traslado significa un grave perjuicio económico para el suscrito y además emocional y familiar.
Yo soy un funcionario con casi 23 años de trabajar en la institución, sin una sola sanción en mi carrera, tengo 20 años de trabajar en mi pueblo, tengo una familia, mi esposa y mis dos niños de 12 y 10 años de edad, nunca me he tenido que desplazar desde que formé mi núcleo familiar, mis hijos me ven todos los días, yo los llevo a la Escuela y al Colegio, les ayudo en las tardes en sus tareas, etc.  Y esto si se vería totalmente truncado por una medida que en realidad es excesiva, ya que casi a cualquier circuito que me trasladen debería viajar cerca de cien kilómetros para poder ir a trabajar. Mi propia honra profesional está en entredicho, porque yo soy habitante de este pueblo y la gente comienza a realizar comentarios. Por supuesto que mi intención no es provocar lástima pero son aspectos importantes para mí.
Incluso es importante hacer ver que en el proceso, una vez que el suscrito presentó su contestación la misma Inspectora Judicial de oficio realizó dos testimonios de piezas en contra de la quejosa, lo que evidentemente modifica en gran forma la situación, considerando en uno de ellos al suscrito como ofendido, siendo que mi traslado más bien me afecta a mí, pues en mi computadora de la oficina tengo elementos de prueba importantes de diarios que llevaba en mi trabajo y que más bien me sirven de sustento, pero si me mantienen alejado de mi oficina se me va a imposibilitar acceder a esos elementos de prueba.
PRUEBA:
-Aunque evidentemente yo no pretendo una valoración anticipada del proceso como tal si ofrezco como prueba el mismo expediente 19-000057-1820-DI, donde al día de hoy consta claramente que toda la prueba testimonial es la ofrecida por el suscrito, asimismo que la Inspectora Judicial realiza de oficio dos testimonios de piezas en contra de la quejosa y otros aspectos de relevancia. Solicito respetuosamente que se le pida a la Inspección Judicial dicho expediente.
-Si bien constan en el expediente señalado, ofrezco y aporto archivos digitales de Primer Testimonio, Segundo Testimonio y Admisibilidad de Prueba donde consta lo referido por el suscrito.
	AGRAVIO:
El agravio es el que ya he expuesto de que la resolución no tiene la debida fundamentación y es desproporcional y eso me genera graves perjuicios y trastornos en el ámbito familiar, económico y social.
PETITORIA:
Por todo lo expuesto solicito respetuosamente se reconsidere la medida de mi traslado a otro Circuito Judicial y que se deje sin efecto sustituyéndola con la de cambio en las labores de Coordinador de la Defensa Pública de Osa, y que por ese plazo o cualquier otro sea alguna persona ajena al conflicto la Coordinadora de la Defensa Pública de Osa.
NOTIFICACIONES:
(…)”

- 0 -

Se acordó: 1.) Acoger la solicitud presentada por la máster Diana Montero Montero, Jefa interina de la Defensa Pública, mediante oficio N° JEFDP- 477-2019 del 21 de mayo de 2019, en consecuencia, trasladar con sustitución al licenciado A.P.M., Defensor Público de Osa, en el entendido que su traslado podrá realizarse a cualquier circuito de la Zona Sur, distinto a Osa. 2.) Estar a la espera de la comunicación por parte de la Defensa Pública, acerca de la oficina en la que se ubicará el citado servidor. 3.) Deberá la Defensa Pública poner en conocimiento de este órgano superior, el código de plaza que asumirá la coordinación de la Defensa Pública de Osa, con el fin de que le sea reconocido el pago de coordinación. 4.) Denegar la reconsideración planteada por el licenciado A.P.M., siendo que se ha realizado una valoración objetiva de las faltas atribuidas al encausado, por lo que deberá estarse a lo dispuesto mediante sesión 45-19 celebrada el 17 de mayo de 2019, artículo III.
La Dirección de Gestión Humana y el Tribunal de la Inspección Judicial, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc9866821]ARTÍCULO LXVIII

Documento N° 6113-19

El licenciado Luis Adolfo Mora Benavides, juez de juicio del Tribunal Penal del Tercer Circuito Judicial de San José, sede suroeste, mediante correo electrónico de 23 mayo de 2019, solicitó:
 “Por este medio me permito saludarlos y la vez solicitar respetuosamente se autorice a este Tribunal realizar una audiencia de apelación dentro del expediente 09-000384-1093-PE por el delito de HOMICIDIO CULPOSO Y OTROS contra VÍCTOR SALAS VEGA Y OTROS que pertenece a la zona y jurisdicción de Puriscal, en la sede de este despacho ubicada en Pavas o bien en las salas de juicio del Edificio de Tribunales de San José. 
Esta audiencia debe señalarse para resolver dos recursos de apelación planteados contra una resolución dictada por el Juez Penal de Puriscal en dicha causa penal; y se solicita dicha autorización por los siguientes motivos: 
	a) En el presente asunto figuran entre imputados y querellados siete personas acusadas, quienes cuentan cada uno con un abogado que los represente.
 	b) El Ministerio Público figura como parte.
	c) El Procurador Penal figura como parte.
	d) El Director del CONAVI figura como parte.
	f) La Oficina de la Defensa Civil de la Victima figura como parte.
	g) Hay varios querellantes y actores civiles particulares, los cuales cuentan con patrocinio legal que los represente y al menos diez ofendidos han manifestado su interés de estar presentes durante dicha audiencia. 
Por lo anterior se deduce que, sumando las personas acusadas, más las víctimas y todos los representantes legales convocados para dicha audiencia, al menos podrían presentarse treinta personas.      
Es decir, la cantidad de partes que tienen la facultad de estar presentes en la sala requieren un espacio superior al que ofrece la Sala de Juicio de Puriscal, en la que las partes (Defensa y Ministerio Público) tienen asignado el espacio necesario y limitado para sentarse y no existe posibilidad material alguna de acondicionarla para incluir más mesas y sillas en las que las partes podrían sentarse y colocar sus instrumentos de trabajo. 
Esa imposibilidad material de acondicionamiento se da precisamente porque los escritorios de las partes están colocados aproximadamente a dos metros del estrado y las dos bancas (con capacidad de cuatro personas cada una) destinadas normalmente al público están colocadas inmediatamente después, contiguo a la silla donde declara el testigo y a los escritorios de las partes. 		Interesa destacar también que la audiencia que se tiene que señalar para tal efecto necesitará de al menos cuatro audiencias para su realización.
Así las cosas, ante la imposibilidad de garantizar a todas las partes interesadas que puedan presenciar la audiencia en el que figuran como acusados, demandados y ofendidos; y mantener a su vez una comunicación continua con su representante legal; y que claramente no pueden observarse los principios rectores de nuestro proceso penal, donde además resultaría insalubre e inseguro concentrar tantas personas en una sala tan pequeña; se solicita autorización para realizar la audiencia de apelación en la sede de este Tribunal ubicada en Pavas o bien en los Tribunales de San José.”
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Precedente administrativo:
En sesión N° 40-19 celebrada el 7 de mayo de 2019, artículo XLVI, este Consejo Superior acordó lo siguiente:

“(…)

…Acoger parcialmente la gestión anterior, en consecuencia: 1.) Autorizar al Tribunal del Tercer Circuito de San José, sede Pavas, realizar el juicio de la causa N° 16-000528-0074-PE por el delito de Venta de Drogas, en la sala 4 de ese Tribunal, por los motivos indicados. Lo anterior, en el entendido de que los testigos deben ser citados con una programación debida, para que no se les obligue a asistir al debate innecesariamente, por cuanto la regla es la realización de los juicios en Puriscal para facilitar el acceso de las personas que deban asistir en cualquier calidad, y que no incurran en gastos excesivos para acudir al tribunal. 2.) Comunicar a los petentes que no es posible conceder una autorización general por las razones dadas en el punto anterior por lo que en cada caso concreto deberán solicitar a este Consejo la autorización correspondiente para celebrar los juicios de Puriscal en Pavas cuando la cantidad de partes, abogados, la seguridad requerida y otras condiciones similares a la expuesta estén presentes.

(…)”
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Se acordó: 1.) Acoger la gestión presentada por el licenciado Luis Adolfo Mora Benavides, juez de juicio del Tribunal Penal del Tercer Circuito Judicial de San José, sede suroeste, en consecuencia, autorizar la realización de la audiencia de apelación dentro del expediente 09-000384-1093-PE, en las salas de ese Tribunal, lo anterior, en el entendido de que los testigos deben ser citados con una programación debida, para que no se les obligue a asistir al debate innecesariamente, por cuanto la regla es la realización de los juicios en Puriscal para facilitar el acceso de las personas que deban asistir en cualquier calidad, y que no incurran en gastos excesivos para acudir al tribunal. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Administración Regional del Tercer Circuito Judicial de San José.
[bookmark: _Toc9866823]ARTÍCULO LXIX

Documento N° 15444-18 / 6030-19

En sesión N° 43-19 celebrada el 14 de mayo del 2019, artículo XXIX, se concedió a la servidora Francia León González, Gestora de Capacitación de la Escuela Judicial, permiso con goce de salario y sustitución por el plazo de 5 días hábiles a partir del 15 de mayo de 2019, para el cuido de su señor padre. Asimismo, se le instó a tramitar ante la Caja Costarricense de Seguro Social una licencia de cuido, de conformidad con lo establecido en la Ley N° 7756 denominada “Beneficios para los Responsables de Pacientes en Fase Terminal y Personas Menores de Edad Gravemente Enfermas, en sus artículos 3 y 4.
En atención a lo anterior, la licenciada Francia León González, Gestora de Capacitación de la Escuela Judicial, mediante correo electrónico del 21 de mayo de 2019, informó:
“Esperando que se encuentren muy bien, me permito indicarles que el día de hoy me fue comunicada la concesión de la Licencia de cuido para paciente en fase terminal por parte de la Caja Costarricense del Seguro Social.  La presente es para indicarles y pedirles que tomen nota de que, a pesar de que la comunicación fue hecha el día de hoy, una vez que se aprobara por parte de la Comisión de Incapacidades, lo cierto es que la otorgan de manera retroactiva a la fecha en que se emitió el dictamen de la fase terminal de mi padre, sea el 14 de mayo del presente año.
Esta aclaración es pertinente por cuanto ustedes me otorgan permiso con goce de salario por 5 días hábiles a partir del 15 de mayo, por lo que existiría una superposición de la licencia con el permiso, e incluso un día laborado que sería el 14 de mayo, pero dicha superposición se debe a motivos ajenos a mi control, ya que desconocía que el otorgamiento se daría en esos términos.
Aprovecho para agradecerles la disposición y ayuda otorgada en diversos momentos durante el presente año, para lograr superar una situación como la que en estos momentos vivimos mi familia y yo.
Cualquier consulta o aclaración que consideren procedente, con gusto la atenderé.
Adjunto copia del documento que me fue otorgado…
(…)”
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Se acordó: 1.) Debido a lo comunicado por la licenciada Francia León González, Gestora de Capacitación de la Escuela Judicial, en donde informó que la Caja Costarricense de Seguro Social le otorgó la licencia de cuido para paciente en fase terminal, a partir del 14 de mayo del 2019, se deja sin efecto el acuerdo tomado por este Consejo Superior en sesión N° 43-19 celebrada el 14 de mayo del 2019, artículo XXIX. 2.) La Dirección de Gestión Humana tomará nota para los fines correspondientes. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc9866825]ARTÍCULO LXX

Documento N° 14571-18 / 5977-19

La licenciada Ana Natalia Meza Angulo, Jueza Laboral interina, mediante correo electrónico 21 de mayo de 2019, expuso lo siguiente: 
“(…)
I. Según consta debidamente en los registros del Departamento de Gestión Humana del Poder Judicial, laboro interinamente para esta institución, desde el año 2008, en diversos puestos y despachos, sin que me haya vinculado nunca a otra institución o patrono, por lo que se me reconocen vacaciones y tiempo servido desde ese año.- 
II. Como lo han hecho cientos de servidores judiciales, por deseos de superación personal y profesional me incorporé al Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica desde el 20 de abril de 2016, procediendo de inmediato a someterme al proceso de elección interna de la judicatura, logrando con muy buen suceso adquirir la condición de ELEGIBLE para el cargo de JUEZA LABORAL CATEGORÍA 3. 
III. Desde el 21 de julio de 2017 he sido nombrada en varios despachos judiciales en materia laboral como Profesional, en el cargo de Jueza Laboral categoría 3 elegible, por lo que desde ese momento tengo contrato de dedicación exclusiva, derecho a prohibición y demás pluses salariales que se pagan para ese puesto, en la forma dispuesta con anterioridad a la reforma fiscal Ley 9635. Inclusive, a la fecha soy JUEZA LABORAL SUPLENTE categoría III en la Lista Principal de los Juzgados de Trabajo del Segundo Circuito Judicial de San José Goicoechea, Cartago, Alajuela y Heredia.-
IV. En congruencia con los más elementales principios del Derecho Laboral (indubio pro operario, entre otros), en sesión de Corte Plena número 11-19 del 18 de marzo del año en curso, se adoptó el acuerdo ARTÍCULO XIV que fuera comunicado mediante oficio número 3280-19 de fecha 01 de abril de 2019 de la Secretaria General de la Corte Suprema de Justicia a la Máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora Interina de Gestión Humana, se determina con absoluta claridad que servidores judiciales -sin importar que sean propietarios o como en mi caso internos- que ANTES de la promulgación de la Ley 9635 (Reforma Fiscal)  estén laborando para el Poder Judicial, mantendrán sus derechos salariales intactos, lo que comprende todo lo relacionado a dedicación exclusiva o prohibición, carrera profesional, anualidades y demás pluses o incentivos. 
V. A contrapelo de lo dispuesto por el máximo órgano del Poder Judicial (Corte Plena), la Dirección de Gestión Humana me sorprende con un criterio diverso y que afecta gravemente mi salario, ya que al revisar el pago de la primera quincena del mes de abril, en la cual se me debían varios nombramientos profesionales como Jueza ya cumplidos, observo en el acápite de Prohibición que se indica un 30% por Ley 9635, que corresponde a la llamada Ley de Reforma Fiscal o correctamente denominada Ley para el Fortalecimiento de las Finanzas Públicas y no el 65% que se me venía cancelando desde mis primeros nombramientos como Jueza en el año 2017. 
Lamentablemente, por la mala práctica que tiene el Departamento de Gestión Humana cuando paga nombramientos anteriores a la quincena actual junto con esta, no se puede visualizar directamente en la página de consulta personal GH en Línea si en esos anteriores nombramientos también me han rebajado indebidamente ese rubro salarial, lo que me mantiene en absoluta indefensión e incertidumbre, ya que NUNCA fui notificada de que se me harían tales rebajos.
VI. Al consultar telefónicamente el motivo de esa ilegal reducción salarial, se me informó en el Departamento de Gestión Humana que se debe a un criterio que maneja dicha entidad, evidentemente contrario al adoptado por Corte Plena, sin darme mayores detalles, dejándome en absoluta indefensión. 
VII. Ante la escasa información que me suministraron, acto seguido hago la misma consulta telefónica a la Dirección Jurídica del Poder Judicial, siendo atendida por el Licenciado Manuel Araya Zúñiga, Asesor Legal, quien me indicó que no conoce de ningún criterio en contra de lo resuelto por Corte Plena y me remite vía correo electrónico fechado 10 de abril del año en curso, copia del oficio al que he hecho referencia en el punto III de esta nota.-
VIII. Existiendo un criterio previo y uniforme, adoptado por el máximo órgano del Poder Judicial, que garantiza los derechos adquiridos de los servidores judiciales que hemos firmado contrato con este Poder con anterioridad a la Ley de Reforma Fiscal 9635, estimo ilegal e indebido reducir los rubros que debo percibir dentro de los componentes salariales para el cargo de Jueza Laboral categoría 3, cuando es absolutamente claro que conforme al Código de Trabajo mi relación laboral con el Poder Judicial data del año 2008 a la fecha, nunca he sido liquidada y todos mis derechos se computan y me han sido reconocidos año a año desde esa fecha (anualidades, vacaciones, etc.) como corresponde y ordena el principio de estabilidad laboral, que aún en caso de interinos resulta aplicable. 
VIII. Ante el atropello que considero estoy sufriendo en mis derechos laborales, vía correo electrónico en fecha 23 y 27 de abril de los corrientes, solicité al Departamento de Gestión Humana y a su Directora que me reintegrara las diferencias salariales dejadas de percibir producto del ilegal rebajo y que se dejara sin efecto la aplicación de la reforma fiscal, al no encontrarme en ninguno de los supuestos en que es posible aplicarla, según lo resuelto por la honorable Corte Plena. En esos correos expresamente solicité al Departamento de Gestión Humana y en concreto a su Directora doña Roxana Arrieta Meléndez "...1) El detalle o desglose de cada uno de los montos percibidos en mi salario en todos los pagos que se me han realizado con posterioridad a la vigencia de la Ley 9635 (reforma fiscal).-
2) Si los montos que he recibido dentro de los salarios percibidos con posterioridad a la vigencia de la Ley 9635, se me han pagado conforme a la normativa anterior o con arreglo a la reforma legal. 
3) En caso de que se me haya aplicado la Ley 9635 para el pago de mi salario, se me indique cuál es el fundamento legal para variar indebidamente y desconocer el acuerdo de Corte Plena que protege los derechos laborales de todos aquellos servidores judiciales que con anterioridad a esa reforma legal ya contábamos con un contrato de dedicación exclusiva y prohibición con el Poder Judicial y que en mi caso, pretende desconocer mi antigüedad laboral desde el año 2008 (en puestos no profesionales) y desde el 2017 (en puestos profesionales de la judicatura). No es legalmente posible, que sea considerada un nuevo ingreso o un reingreso, cuando mi relación laboral ha sido interina pero continua o permanente. 
4) En caso de haberse incurrido en errónea aplicación de la Ley 9635 en mi perjuicio, al aplicárseme rebajos salariales en los componentes mencionados, se me giren de inmediato las diferencias salariales no pagadas, con los respectivos intereses de ley...".  
IX. En correo electrónico del 06 de mayo del año en curso, la funcionaria Maureen Siles Mata, de la Unidad de Pagos del Departamento de Gestión Humana pretendiendo dar respuesta a mi gestión, me indicó que: 
"...En relación a su reclamo sobre la aplicación de un 30% por concepto del Componente Salarial de Prohibición para su nombramiento interino  en el Poder Judicial, me permito informarle que la Administración Pública se encuentra sujeta al principio de legalidad, particularmente al de legalidad presupuestaria, en el entendido que sólo realiza aquellos actos que le están previamente autorizados por el ordenamiento jurídico y que todo pago o reconocimiento salarial  compromete las finanzas públicas y consigo la responsabilidad de sus funcionarios aplicadores.
En su caso particular cuenta con un corte de nombramiento interino durante el período del 08 de febrero al 06 de marzo de 2019 posterior a la entrada en vigencia de la  Ley 9635 Fortalecimiento de las Finanzas Públicas, así como lo dispuesto por la Corte Plena en la sesión N° 11-19 del 18 de marzo de 2019, artículo XIV.  En razón de lo cual, le corresponde un 30 % de Prohibición ya que registra una interrupción de la relación laboral mayor a los 15 días naturales desde su última designación y la más reciente, posterior a la publicación de la Ley 9635  así como lo indicado en dictamen 19511-2018 de 21:45 de 23 de noviembre de 2018 de la Sala Constitucional, en el caso del Poder Judicial...". 
Como los honorables integrantes del Consejo Superior lo podrán notar, merced a que son profesionales en Derecho de amplia trayectoria e inclusive algunos han sido juzgadores, la respuesta del Departamento de Gestión Humana carece de fundamento, limitándose a hacer una referencia genérica al mismo acuerdo de Corte Plena en que yo fundamento mi reclamo y al dictamen de la Sala Constitucional que avaló el conocido "Plan Fiscal" en noviembre pasado. Se trata de frases vacías, sin razonamiento relacionado al caso concreto, dejando todas mis solicitudes sin resolver.
X. Lo más gravoso es que el Departamento de Gestión Humana, sin indicar el fundamento legal o reglamentario respectivo, me hace ver que por haber tenido un corte de nombramiento interino como Jueza del 08 de febrero al 06 de marzo del año en curso, se generó una interrupción en la relación laboral y esto les posibilita tratarme como un nuevo ingreso o un reingreso al Poder Judicial, lo que a todas luces riñe con los más elementales derechos laborales y desde luego, con lo resuelto por Corte Plena sobre los efectos de la reforma fiscal a lo interno del Poder Judicial. 
Si quiero aclarar que NUNCA hubo "corte de nombramiento" sino que simplemente se venció el nombramiento que tenía y no fui llamada a cubrir ninguna otra plaza por parte de la Presidencia del Poder Judicial, porque presuntamente no había nombramiento. 
Desde ese mismo 08 de febrero vía correo electrónico y posteriormente en varias llamadas telefónicas, notifiqué a Presidencia del vencimiento de mi nombramiento y mi disponibilidad inmediata para aceptar otros, a lo que como de costumbre me respondieron que se me llamaría, conforme a los cánones de la Ley de Carrera Judicial. 
Tengo la firme creencia en el profesionalismo y rectitud de los funcionarios de Presidencia encargados de los nombramientos de Jueces, por lo que si no fui llamada a cubrir algún nombramiento en ese período fue porque no lo hubo. Si bien tengo claro que no existe un derecho a ser nombrada obligatoriamente, en caso de determinarse que en el lapso que estuve sin nombramiento -que es ahora la "justificación" que les permite rebajarme el salario en los rubros señalados- se nombró a alguna persona en el cargo de Jueza 3 Laboral, sin contar con los requisitos de la carrera judicial (juez genérico, inopia, etc.), estando yo disponible, siendo elegible para ese cargo y categoría y careciendo de nombramiento, podríamos estar en un supuesto de responsabilidad de la administración a todas luces reclamable.  
En síntesis, si se avalara por parte de este Consejo el criterio de Gestión Humana que estimo ilegal y que han aplicado a la suscrita, se perpetuaría un grave perjuicio económico en mi desempeño como Jueza Laboral, pues no soy ni puedo ser considerada nueva o un reingreso, dándose pie a que el propio patrono, en una posible práctica laboral desleal y discriminatoria, con la finalidad de rebajar indebida e ilegalmente los costos salariales de la institución, deje sin nombramiento a los profesionales interinos y a cualquier otro empleado judicial por ese plazo antojadizo (más de 15 días naturales sin nombramiento) y al reintegrarlos a laborar, se aprovechen de la experiencia, capacitación y atestados que si les han venido reconociendo laboralmente, pero pagando ahora rubros y pluses salariales sensiblemente reducidos, aplicando una reforma fiscal sin existir al menos en mi caso, ninguno de los supuestos legales para ello, según lo resuelto con claridad por Corte Plena. 
Por ende, solicito: 
a) Dejar sin efecto el criterio de Gestión Humana, según el cual me han rebajado los pluses salariales en mi cargo como Jueza Laboral aplicando la reforma fiscal y se respete mi antigüedad laboral (desde el año 2008), mi condición de Jueza Laboral elegible y suplente de lista principal con contrato de dedicación exclusiva y demás rubros firmado ANTES de la aprobación legislativa de la Ley 9635 (reforma fiscal). 
b) De inmediato, se me reintegren las sumas dejadas de percibir, por los ilegales rebajos prácticos (SIC) a mi salario.”
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De conformidad con el criterio jurídico N° DJ-1458-19 remitido por la Dirección de Gestión Humana mediante oficio N° PJ-DGH-SAS-2463-2019 del 13 de mayo de 2019 y conocido por este Consejo en la sesión N° 48-19 celebrada el 24 de mayo de 2019, artículo XVI, acerca de la implementación de la Ley 9635 en aquellos escenarios de índole laboral, específicamente en la aplicación del pago o no de los diversos componentes salariales de los empleados y empleadas judiciales y vista la interrupción de nombramiento presentada por la licenciada Ana Natalia Meza Angulo, Jueza Laboral interina, que supera los quince días naturales, se acordó: Comunicar a la licenciada Meza Angulo, que en razón de la estabilidad impropia que tiene su condición de interinazgo de tiempo determinado, su salario deberá ajustarse a lo regulado en la Ley 9635 denominada “Fortalecimiento de las Finanzas Públicas”, en razón que existió una ruptura laboral posterior a la entrada en vigencia de la Reforma, a esos efectos, el contrato originado con su reingreso es nuevo, por lo que no es posible acceder a lo peticionado.
Para su conocimiento, se adjunta el criterio jurídico expuesto.


La Dirección de Gestión Humana tomará nota para lo que corresponda.
[bookmark: _Toc9866827]ARTÍCULO LXXI

Documento N° 6011-19.

Mediante correo electrónico de 21 de mayo de 2019, el licenciado Juan Antonio Mainieri, Abogado, solicitó lo siguiente:
“Me acabo de comunicar con ustedes vía telefonía y me dicen que ustedes no tienen facultades para realizar la liberación de una hipoteca. 
Sin embargo, el juzgado no puede liberar la hipoteca porque quien figura como acreedor es la Secretaria de la Corte. Ver resolución adjunta. 
Agradezco su asistencia. 
Dicha resolución indica literalmente:
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Se acordó: Indicarle al licenciado Juan Antonio Mainieri, Abogado, que debe efectuar con el profesional de su confianza, es decir, un Notario Público, el acto notarial requerido para efectos de la cancelación de hipoteca y correspondiente inscripción, tal y como lo indica la resolución emitida por el Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de San José.
[bookmark: _Toc9866829]ARTÍCULO LXXII
Documento N° 8233-12 / 6004-19

[bookmark: _Toc6847665]En sesión N° 36-19 celebrada el 26 de abril del 2019, artículo LXXXVIII, se tuvo por rendido el informe de la licenciada Wanda Kester Campbell, Trabajadora Social de la Oficinal de Trabajo Social y Psicología de Cartago. De conformidad con lo establecido en el artículo 233 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, suspender el beneficio de la jubilación al doctor Rodolfo Mora Corrales, a partir del 26 de abril de 2019, por haberse aprobado dicho beneficio en razón del padecimiento y habérsele advertido que la misma podría suspenderse si se tenía noticia de que se encontraba desempeñando otro empleo mientras se mantuviera la situación por la que fue jubilado, razón de lo anterior, debería el doctor Mora Corrales solicitar a la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez de la Caja Costarricense del Seguro Social, el permiso para trabajar respectivo. 
	El señor Rodolfo Mora Corrales, Jubilado Judicial, en correo electrónico de 21 de mayo de 2019, indicó lo siguiente:
“El pasado 16 de mayo del año en curso, fui notificado de la resolución Nº 489-2019, de las 16:06 horas del 14 de mayo de 2019, en la que se dispuso entre otras cosas lo siguiente: “… deberá el doctor Mora Corrales solicitar a la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social, el permiso para trabajar respectivo …”.

En apego estricto a lo resuelto, por ese el Honorable Consejo Superior, al día siguiente (17 de mayo), me di a la tarea de contactar vía telefónica con personal del Departamento de Gestión Humana del Poder Judicial con el fin de que me indicaran el procedimiento a seguir. Ellos me indicaron que me pusiera en contacto con la C.C.S.S. en Cartago, lo cual hice inmediatamente después de finalizada la llamada. Allí, me indicaron, debía comunicarme con la Dirección Calificadora de la Invalidez de dicha institución, sita en San Pedro de Montes de Oca. Inmediatamente después procedí a llamar a la citada Dirección Calificadora y una funcionaria de nombre Zeidy Delgado, me manifestó que ella no tenía claro cuál era el procedimiento a seguir para la valoración del permiso de trabajo y que mejor lo consultara nuevamente con Gestión Humana del Poder Judicial. En efecto, posteriormente llamé por teléfono a dicha oficina y una servidora me manifestó que ella desconocía el procedimiento a seguir y que me iba a referir a la Coordinadora de la Unidad de Pensiones y Jubilaciones para que me orientara e informara de ello. 

En virtud de que ni en Gestión Humana ni en la Dirección de la Calificación de la Invalidez de la C.C.S.S. ignoraban el procedimiento a seguir, el día 20 de mayo del año en curso, decidí enviarle un correo electrónico a la Licenciada Leda Córdoba Montero, Coordinadora de la Unidad de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, solicitándole me indicara el procedimiento a seguir, sin embargo; al finalizar el día laboral no obtuve ninguna respuesta. No omito manifestar que, doña Leda muy gentilmente, respondió mi correo diciéndome que en el transcurso del día me iba a informar. 

Concluido el día de ayer 20 de mayo, doña Leda,  no me informó nada, y aun hoy 21 de mayo de 2019 a las 11:54 no he obtenido respuesta, en razón de lo anterior, y siendo que el término para contestar se vence el día de hoy, es que pongo en conocimiento de este Honorable Consejo, lo relatado en apartados anteriores, solicitándole de la manera más respetuosa se me indique si existe o no normativa a seguir en este caso en particular ya que mi interés es el ser valorado por la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez de la Caja Costarricense del Seguro Social,  quienes podrán dictaminar mi capacidad o no, para ejecutar mis labores propias como médico, y así obtener del Honorable Consejo, el permiso para trabajar respectivo,  

Aporto como prueba de lo anteriormente narrado, el correo a doña Leda y su correspondiente respuesta

Ruego resolver de conformidad.”
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Tomando en consideración la competencia que aún conserva temporalmente este Consejo Superior para conocer de los asuntos relacionados con la Administración del Fondo de Pensiones y Jubilaciones, según lo establecido en el Transitorio I de la Ley N° 9544, el artículo 81 inciso 12) de la Ley Orgánica del Poder Judicial (Ley N° 7333) y lo dispuesto por la Corte Plena en sesión N° 53-18 celebrada el 19 de noviembre de 2018, artículo XXI; asimismo, analizada la gestión anterior y en razón que el gestionante es un jubilado judicial, se acordó: 1.) Remitir a la Dirección de Gestión Humana la gestión presentada por el señor Rodolfo Mora Corrales, para que, de conformidad con el artículo 227 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, proceda con el trámite que corresponda ante la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social y de esta forma analice la petición presentada. 2.) Debido a que actualmente la Institución no tiene un procedimiento establecido de cómo atender una solicitud de revaloración por parte de un jubilado judicial por incapacidad absoluta y permanente, deberá la Dirección de Gestión Humana elaborar una propuesta de cómo abordar estos casos, con el fin de brindar un trámite eficaz a los gestionantes, tomando en consideración el estado de salud que presentan. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento del señor Rodolfo Mora Corrales.
[bookmark: _Toc9866831]El integrante Carlos Montero Zúñiga vota por que el Consejo no conozca los asuntos referentes a la Administración del Fondo, debido a que considera que el Consejo Superior perdió la competencia para administrar el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Ya que las atribuciones que otorgó el transitorio 1 de la ley N° 9544 del 24 de abril de 2018, era mientras se cumplía el plazo máximo de seis meses a partir de su publicación, el cual venció el pasado 21 de noviembre de 2018. Y que la norma no previó una extensión del plazo. Asimismo, que el acuerdo de Corte Plena es una decisión de tipo administrativo y que ese Órgano no tiene competencia para darle una interpretación auténtica a la ley.
ARTÍCULO LXXIII
Documento N° 7655-15/ 6012-19.
En correo electrónico del 16 de mayo de 2019, la Secretaría de la Corte comunicó la resolución N° 495-19, mediante la cual se hizo de conocimiento del Consorcio Secure Costa Rica, el acuerdo tomado por este Consejo en sesión Nº 36-19 celebrada el 26 de abril de 2019, artículo XXIII, que literalmente dice:
“En sesión N° 62-15 celebrada el 7 de julio de 2015, artículo IV, se adjudicó la Licitación Pública Nº 2014LN-000030-PROV denominada “Contratación de servicio de vigilancia, protección y seguridad para los diversos circuitos judiciales del país, bajo la modalidad según demanda”, al Consorcio Secure Costa Rica: Servicio de Cuido Responsable Secure S.A.
 
La máster Argili Gómez Siu y la licenciada Patricia Álvarez Mondragón, en su respectivo orden, Subdirectora Jurídica y Coordinadora del Área de Contratación Administrativa de la Dirección Jurídica, en oficio N° 110-DJ/CAD-19 del 28 de marzo de 2019, comunicaron:
 
“Nos referimos al contenido del oficio de la Dirección Ejecutiva No. 6156-DE-2018 de 21 de diciembre de 2018, en el cual solicita criterio legal en relación con el reclamo económico contra el Poder Judicial (se adjunta copia), interpuesto por Consorcio Secure Costa Rica, por supuestos desequilibrios financieros dentro de la Licitación Pública Nº 2014LN-000030-PROV, denominada “Contratación de servicio de vigilancia, protección y seguridad para los diversos circuitos judiciales del país bajo la modalidad según demanda”:
 
ANTECEDENTES:

1.- El Poder Judicial promovió la Licitación Pública Nº 2014LN-000030-PROV, denominada “Contratación de servicio de vigilancia, protección y seguridad para los diversos circuitos judiciales del país bajo la modalidad según demanda”.
 
2.- El Consejo Superior en sesión No. 62-15 celebrada el 7 de julio del 2015, artículo IV, con vista en la recomendación del Departamento de Proveeduría realizada mediante oficio No. 4151-DP/02-2015 del 24 de junio de 2015, dispuso: 
 
“(…) Adjudicar la Licitación Pública Nº 2014LN-000030-PROV denominada “Contratación de servicio de vigilancia, protección y seguridad para los diversos circuitos judiciales del país, bajo la modalidad según demanda”, al Consorcio Secure Costa Rica: Servicio de Cuido Responsable Secure S.A., cédula jurídica 3-101-077363 y Servicios de Protección Americanos A P S S.A., cédula jurídica 3-101-185597 (…)”
 
3.- El cartel de la Licitación Pública Nº 2014LN-000030-PROV, en su cláusula 2.22 reguló la posibilidad del pago de horas extra dentro de los diferentes puestos contratados, indicando: 
 
"(…) 2.22 El contratista, para cubrir los puestos indicados; salvo situaciones ocasionales motivadas en fuerza mayor o caso fortuito, deberá sujetarse al ordenamiento jurídico costarricense, y muy especialmente a la normativa del Código de Trabajo.  En las jornadas que defina el contratista para sus empleados, el pago de horas extras no debe ser permanente, sino temporal, motivado en circunstancias especiales o excepcionales, tales como la atención de eventos especiales, por ejemplo para cubrir ocasionalmente despachos que atienden juicios y se extienden más allá de la hora de cierre o cualquier otro que el Administrador del Contrato considere pertinente, esto previa autorización del Administrador del Contrato, debido a que conlleva un pago extraordinario, y deberá ejecutarse en factura por aparte o desglosarlo dentro de misma factura indicando con claridad qué montos pertenecen al pago mensual ordinario y qué monto refiere al pago de horas extra, con el detalle la fecha, cantidad de horas y cantidad de oficiales que prestaron el servicio." (énfasis añadidos).
 
[bookmark: _Hlk4071061]4.- El “Contrato de Servicios de Vigilancia, Protección y Seguridad para los diversos Circuitos Judiciales del país, bajo la modalidad Según Demanda, No. 046115”, fue suscrito entre el Poder Judicial y el gestionante Geofrey Lincoln Davis Kelly, en representación del CONSORCIO SECURE COSTA RICA, y aprobado por la Unidad Interna de Aprobación de Contratos de la Dirección Jurídica, el 9 de noviembre de 2015. En el contrato suscrito, siguiendo lo estipulado por el cartel de la licitación, en la cláusula DECIMASEGUNDA, se dispuso:
 
“DECIMASEGUNDA: El contratista, para cubrir los puestos indicados; salvo situaciones ocasionales motivadas en fuerza mayor o caso fortuito, deberá sujetarse al ordenamiento jurídico costarricense, y muy especialmente a la normativa del Código de Trabajo. En las jornadas que defina el contratista para sus empleados, el pago de horas extras no debe ser permanente, sino temporal, motivado en circunstancias especiales o excepcionales, tales como la atención de eventos especiales, por ejemplo para cubrir ocasionalmente despachos que atienden juicios y se extienden más allá de la hora de cierre o cualquier otro que el Administrador del Contrato considere pertinente, esto previa autorización del Administrador del Contrato debido a que conlleva un pago extraordinario, y deberá ejecutarse en factura por aparte o desglosarlo dentro de misma factura indicando con claridad qué montos pertenecen al pago mensual ordinario y qué monto refiere al pago de horas extra, con el detalle la fecha, cantidad de horas y cantidad de oficiales que prestaron el servicio. Los agentes del servicio privado de seguridad deberán contar con el carné de identificación vigente que los acredita como funcionarios” (negrita no corresponde al original).
 
5.- Por escrito de 5 de diciembre de 2018, el señor Davis Kelly, en representación del Consorcio adjudicatario, expuso en lo que interesa:

“Procurando que se nos dispense un Trato Justo, muy respetuosamente nos dirigimos a ustedes para hacer de su estimable conocimiento la situación que nos ha venido afectando en la ejecución del contrato derivado del concurso 2014LN-000039-PROV, donde fungimos como colaboradores de esa Administración en la prestación de servicios de vigilancia, protección y seguridad para diversos Circuitos Judiciales del país. 
 
Esta situación, que procederemos a exponer, ha venido trastocando el equilibrio de la ecuación económico-financiera de dicho contrato, menoscabando los principios de equidad e intangibilidad patrimonial que conforman nuestra esfera de derechos constitucionales.
 
Tal y como ustedes lo podrán corroborar, el cartel de la Licitación de marras solicitó que la cotización fuese por jornadas; y desde luego, bajo ese esquema es que en su momento realizamos nuestros cálculos para elaborar la oferta que nos fue aceptada; sin embargo, en la práctica, los pedidos específicos de servicio u órdenes de inicio girados por esa Administración, han sido realizados en términos de horarios, dándose situaciones donde los trabajadores, para el cumplimiento de lo ordenado por la Administración y prestación de los servicios requeridos, han tenido que ejecutar sus labores excediendo el límite de las jornadas normativamente reguladas, tal y como lo detallamos para cada puesto, en el cuadro adjunto como Anexo, que forma parte integral de este respetuoso reclamo.
 
Si bien, en la prestación de estos servicios, la relación obrero patronal propiamente dicha es ajena al Poder Judicial, esa Administración contratante no ha de desconocer que las jornadas diurnas, nocturnas y mixtas, están reguladas por la normativa laboral en cuanto al espacio temporal en que se brindan; y congruentes con ese esquema normativo de jornadas, es que se les cotizaron los servicios aceptados por esa Entidad; de manera que, si para prestar los servicios requeridos es necesario que los trabajadores excedan los límites de cada jornada, el contratista ha de cancelarles el pago correspondiente a la jornada extraordinaria, pues además de la Ley, el contrato lo obliga a cumplir con la legislación laboral; no siendo entonces justo ni razonable que si el contratista incurre en esos mayores costos para prestar los servicios de los se beneficia la Administración, ésta deje de reconocérselos.
 
Estimamos, con todo respeto, que esos mayores costos en que se nos ha hecho incurrir, al no estar contemplados dentro del precio por hora cotizado para cada jornada, necesariamente han de sernos resarcidos por esa Administración, con criterio de razonabilidad y justicia (…) de ahí que muy respetuosamente, instamos a esa Administración, para que actúe en concordancia con las normas y principios constitucionales aplicables a este caso y que tutelan la esfera de derechos de mi representada.
 
Por lo que, respetuosamente solicitamos un estudio de los puestos que brindamos actualmente y se gire la instrucción para que se nos remuneren las horas extras, sin necesidad de reclamo adicional; considerando además, que el cálculo de las horas extras ha de realizarse en forma diaria y no semanal.
 
Por otra parte, para la justa y objetiva resolución de este reclamo, respetuosamente solicitamos que en su trámite y resolución, no intervengan funcionarios que hayan externado criterio previo al respecto.
 
En el Anexo adjunto, cuantificamos todos los extremos de nuestro reclamo, mismo que adicionalmente fundamentamos en los artículos 15 y 16 de la Ley de Contratación Administrativa, 34 de su Reglamento y 27 de la Constitución Política, con la consecuente solicitud de reconocimiento de intereses (…)

Anexo

Cálculo de puestos por horario
 
Relación de cálculo Poder Judicial /GRUPO SECURE
 
2014LN-000030-PROV
Contratación de Servicios de Vigilancia, Protección y Seguridad para los Diversos Circuitos Judiciales del País, bajo la Modalidad Según Demanda”

El presente documento expone cuadros comparativos que demuestran un DESEQUILIBRIO ECONÓMICO en el contrato 046115 con fecha de firma 30 de octubre de 2015 y su respectiva adenda de fecha 25 de noviembre de 2015, que deviene de la licitación 2014LN-000030-PROV promovido y administrado por el Poder Judicial.
 
Se analizarán diversos casos, en los cuales el cálculo hecho por el Poder Judicial es evidentemente contrario a la legislación laboral y al cartel de la licitación mencionada, y afecta la utilidad de mi representada en el presente contrato, volviéndose un negocio ruinoso para nosotros (…)
 
Horarios críticos para revisión de modalidad de pago
 
Existen 4 horarios que predominan en el contrato y que corresponden a horarios diurnos de lunes a viernes, es decir, cinco días a la semana. Estos puestos son críticos ya que representan una gran demanda del Poder Judicial, y debemos cubrir con el faltante a nivel económico, por la mala práctica en el cálculo del valor del puesto.
 
Al ser puestos de lunes a viernes, el Poder Judicial no considera el cuadro de cotización establecido en el cartel; sino que se basó en la estructura de precio para el puesto 24/7 (…) y lo adaptó a las jornadas que requerían, desnaturalizando el mismo e incurriendo en error a la hora de calcular el valor de los puestos con horarios distintos.
 
En el caso concreto de los puestos meramente diurnos que sobrepasan las 8 horas diurnas, al tomar el cálculo del puesto 24/7, el error estaría en no considerar horas extras que deben contemplarse, ya que el mismo no los incluye 

I. Puesto de 10 horas diurnas de lunes a viernes:

(…)
 
De lo anterior se desprende que el Poder Judicial incurre en error al calcular el valor del puesto mediante la fórmula costo hora de jornada diurna x cantidad de horas laboradas, ya que no incluye el valor de dos horas diurna extraordinaria.
 
Tomando en cuenta que actualmente hay 30 puestos en esta modalidad, mi representada debe pagar ₡1.694.701,50 mensual y los respectivos reajustes de precio que con el tiempo correspondan, por concepto de horas extra no incorporadas en el monto del Poder Judicial, so pena de caer en incumplimiento de la legislación laboral, lo cual iría en contra de los principios de SECURE y del compromiso que tenemos con nuestros colaboradores.
 
II. Puesto de 9 horas diurnas de lunes a viernes: 

(…)
 
Este caso es similar al anterior de 10 horas diurnas de lunes a viernes, únicamente que en vez de ser dos horas en jornada diurna extraordinaria se debe tomar únicamente el valor de una. Bajo este escenario y tomando en cuenta que tenemos un total de 40 puestos, mi representada debe cubrir un total ₡1.129.800,80 por mes y los respectivos reajustes de precio que con el tiempo correspondan, por concepto de horas extra no incorporadas al valor del Poder Judicial.
 
III. Puesto de 9.5 horas diurnas de lunes a viernes:
 
(…)
 
Al igual que en los dos casos anteriores, el faltante mensual por concepto de horas extra no valoradas en el precio, asciende a ₡635.512,95 mensuales y los respectivos reajustes de precio que con el tiempo correspondan, dado que son únicamente 15 puestos.
 
IV. Puesto de 8 horas diurnas de lunes a viernes:
 
El análisis de este puesto es distinto a los demás. En este caso, el error en el cálculo del Poder Judicial no se basa en las horas extra no incorporadas, sino en tomar el valor de la jornada como un absoluto y no tomar en cuenta modificaciones en salarios y mano de obra de los puestos de manera individual.
 
La naturaleza del puesto 24/7 es única y como tal se cotiza, se toman en cuenta la cantidad de oficiales necesarios y particularidades propias. Por esta razón al intentar hacer la mutación del puesto para satisfacer las necesidades de la Administración, caemos en un vicio grave ya que es imposible reconocer el salario base y cargas sociales requeridas por el puesto.
 
Horarios requeridos por la Administración:
 
·Un puesto de las 07:30 horas a las 12:00 horas y de las 13:00 horas a las 16:30 horas, sean 8 horas diarias, de lunes a viernes. 8 puestos actualmente.
 
·Un puesto de las 07:00 horas a las 11:30 horas y de las 13:00 horas a las 16:30 horas, sean 8 horas diarias, de lunes a viernes. 12 puestos actualmente.
 
         
La estructura del precio, basados en el cálculo del Poder Judicial, el desglose sería el siguiente:

 
Sin embargo, tomando en cuenta que, según el Decreto 38728-MTSS Salario Mínimo a partir del 1 de enero del 2015, vigente en el momento de la apertura de las ofertas, el salario mínimo para la categoría de trabajadores semicalificados es de ¢305.323,98, es claro y evidente que el cálculo del poder Judicial refleja insuficiencia en la cobertura de salario y cargas sociales mínimas para este horario, resaltado en el rubro de “MO+CS” (mano de obra y cargas sociales) a marzo del 2015.
 
Utilizando el monto correcto del Salario mínimo, el detalle completo de Salario y Cargas Sociales es el siguiente:
 
             
              
 
Lo anterior demuestra que el análisis numérico de la Administración contraría la legislación laboral y mi representada debe asumir lo faltante ya que únicamente el monto total mensual de Salario y Cargas Sociales supera por ₡2.164,54 lo computado como total, incluyendo insumos, gastos Administrativos, y utilidad para el puesto.
 
Aunado a lo anterior, mi representada reconoce jornada mínima de 48 horas semanales, aspecto que ignora por completa la Administración en su desarrollo matemático para cada puesto (…)
 
Por estos aspectos faltantes, mi representada está obligada a cubrir un total de ₡1.807.681,40 mensual y los respectivos reajustes de precio que con el tiempo correspondan, para asegurar el cumplimento como patrono y con el compromiso hacia sus trabajadores.
 
Estos son los casos más críticos dada la demanda de puestos en estas jornadas que el Poder Judicial requiere, sin embargo, han convertido en gran parte, el presente contrato en ruinoso ya que poco a poco la utilidad expuesta en un principio se ha visto seriamente agraviada.
 
Presentamos cuadro comparativo que refleja de manera más clara la situación.
 
Cuadro consolidado de diferencias
 
Casos Críticos I, II, III y IV
      
(todos los énfasis añadidos).
 
6.- En oficio No. Oficio N° 323-DJ/CAD-19 de 7 de febrero de 2019, esta Dirección Jurídica solicitó a la Dirección Ejecutiva brindar información actualizada, mediante la oficina a su cargo que corresponda, respecto a cada uno de los cálculos presentados en el reclamo de SECURE S.A. 
 
7.- La Dirección Ejecutiva, en oficio No. 674-DE-2019 de 14 de febrero del año en curso, solicitó al Departamento de Seguridad del Poder Judicial, atender lo consultado por esta Dirección, razón por la cual, el Departamento, en oficio No. 67-DS-2019 de 5 de marzo del 2019, informó:
 
“En atención a su oficio 674-DE-2019, referente al contrato 046115 “Servicios de vigilancia, protección y seguridad para los diversos circuitos judicial del país, bajo la modalidad según demanda”.
 
Oficio de referencia: 
9285-DP/01-2015, del Departamento de Proveeduría
6674-DP/-01-2018, del Departamento de Proveeduría.
323-DJ-CAD-19, de la Dirección Jurídica.
 
Oficio de la empresa SECURE S.A., donde expone un desequilibrio económico, de fecha 05-12-2018, me permito referirme a los puntos que se exponen en dicho oficio:
 
ANTECEDENTES:
 
Este contrato inició con la empresa SECURE en diciembre del 2015, y finaliza en noviembre del 2019.
 
Mediante la licitación Pública 2014LN-000030-PROV, se estableció que el precio que cotizarán los participantes debía ser por hora y por tipo de jornada.
La empresa SECURE fue la adjudicada y la cotización fue: 
 
Hora diurna, ¢2.609.24
Hora mixta, ¢3.168.37
Hora nocturna, ¢3.913.87   
 
PUESTOS DE 24 HORAS
 
De acuerdo con la cotización por hora y por jornada, se determinó que por un puesto de 24 horas se pagaría la suma de ¢2.349.990.07 mensual.

La empresa manifiesta que con los puestos de 24 horas, que son 51 no tienen inconveniente en la modalidad de cálculo para su facturación.
 
OTROS HORARIOS 
 
Que la empresa indica que son críticos y que solicitan una revisión de la modalidad de pago.
Efectivamente existen otros horarios mismos que se detallan a continuación, en jornada diurnas de lunes a viernes. (No incluye sábados, domingos, feriados de ley y los que el Poder Judicial disponga)
 
Jornadas diurnas
 
07:30 a las 16:30 horas (no incluye hora de almuerzo) jornada de ocho horas.
07:30 a las 16:30 horas (horario continuo) jornada de nueve horas.
07:00 a las 16:30 horas (horario continuo) jornada de nueve horas y media.
07:00 a las 17:00 horas (horario continuo), jornada de diez horas
 
07:30 a las 18:00 horas (horario continuo), jornada de diez horas y media.
07:00 a las 17:30 horas (horario continuo), jornada de diez horas y media.
07:00 a las 18:00 horas (horario continuo), jornada de once horas 
 
06:00 a las 18:00 horas (horario continuo), jornada de doce horas.
 
07:00 a las 19:00 horas (horario continuo) jornadas de doce horas, en dos turnos (de las 07:00 a las 13:00 y de las 13:00 a las 19:00 horas)
 
Jornadas diurnas y mixtas
 
07:00 a las 22:00 horas (horario continuo) jornada de quince horas.
Jornadas mixtas y nocturnas 
 
16:00 a las 08:00 horas (dividido en dos turnos de ocho horas), jornada de dieciséis horas.
 
Jornadas nocturnas
 
17:00 a las 24:00 horas, jornada de siete horas. 
 
17:00 a las 05:00 horas, jornada de doce horas.
 
TABLA PRECIOS INICIALES
	JORNADA DIURNA
	VALOR HORA
	VALOR AL MES

	Ocho horas
	¢2.609.24
	¢451.920.37

	Nueve horas
	¢2.609.24
	¢508.410.41

	Nueve horas y media
	¢2.609.24
	¢536.655.44

	Diez horas
	¢2.609.24
	¢564.900.46

	Diez horas y media
	¢2.609.24
	¢593.145.48

	Once horas
	¢2.609.24
	¢621.390.51

	Doce horas 
	¢2.609.24
	¢677.880.55

	 
	 
	 

	JORNADA DIURNAS Y MIXTAS
	 
	 

	Quince horas 
(07:00 a las 22:00 horas)
	12 horas diurnas (07-19)
03 horas mixtas (19-22)
	¢883.666.13

	 
	 
	 

	JORNADAS MIXTAS Y NOCTURNAS
	 
	 

	Dieciséis horas
(16:00 a las 08:00 horas) 
	6 horas mixtas (16-22)
8 horas nocturnas (22-06)
2 horas diurnas (06-08)
	¢1.174.148.40

	JORNADAS NOCTURNAS 
	 
	 

	Seis horas
	¢3.913.87
	¢508.411.71

	Siete horas
	¢3.913.87
	¢593.147.00

	Doce horas 
	¢3.913.87
	¢1.016.823.43


 
TOTAL DE PUESTOS
 
	CANTIDAD PUESTOS
	HORAS
	JORNADA

	51
	24 horas
	tres jornadas (06-14/14-22/22-06), se requieren de tres oficiales 

	1
	7 horas
	Nocturna

	20
	8 horas
	Diurna

	40
	9 horas
	Diurna

	15
	9.5 horas
	Diurna

	30
	10 horas
	Diurna

	2
	10.5 horas  
	Diurna

	1
	11 horas
	Diurna

	3
	12 horas 
	dos diurnas y uno nocturno

	1
	15 horas
	Diurnas y mixtas

	1
	16 horas
	Mixtas y Nocturnas 

	TOTAL 165 puestos 
	 
	 


 
De acuerdo con lo antes expuesto los precios son calculados en base en la oferta económica que la empresa SECURE aportó cuando realizó su oferta al concurso, y en el mismo se estipuló que debía ser por el precio de hora (diurna, mixta y nocturna).
 
Es importante indicar que en el pliego de condiciones se estableció que el servicio era bajo la modalidad según demanda, sin condicionar de un mínimo o un máximo de horas, lo cual la empresa SECURE aceptó las condiciones establecidas sin mediar ninguna petición y condicionamiento alguno.
 
La cláusula 2.22 del pliego de condiciones estableció: “El contratista, para cubrir los puestos indicados, salvo situaciones ocasionales motivadas por fuerza mayor o caso fortuito, deberá sujetarse al ordenamiento jurídico costarricense, y muy especialmente a la normativa del Código de Trabajo…”
 
La institución realiza los cálculos de acuerdo con los precios establecidos en el contrato 046115 y realiza los reajustes solicitados por la empresa SECURE, aprobados por el Departamento de Proveeduría. La empresa SECURE reclama que el Poder Judicial realiza una mala práctica en el cálculo del valor de los puestos de 8 ,9, 10, 11, 12 ,15 ,16 horas, entre otros, ya que todas las horas se calculan con el valor de la hora según corresponda sin tomar en cuenta las horas extraordinarias que tiene cada jornada laboral.
 
Se adjunta dos cuadros:
 
El primero con los precios iniciales y reajustes de precios en horas diurnas, mixtas y nocturnas tal y como se solicitó en el cartel.

 
El segundo una comparación de los precios iniciales con los precios finales, el mismo se realiza de acuerdo con las jornadas de trabajo establecidas a nivel nacional, en este último cuadro de tomó de parámetro los ajustes realizados al Primer Circuito Judicial, ya que los ajustes son muy similares para todos los despachos.” (Negrita nuestra. SE ADJUNTA SEGUNDA TABLA) .
 
2-            SOBRE EL EQUILIBRIO FINANCIERO Y EL REAJUSTE DE PRECIOS:
 
El reajuste de precios como mecanismo de actualización del precio de frente a las oscilaciones del mercado económico, como parte del equilibrio financiero de las contrataciones administrativas, deriva del principio constitucional de intangibilidad patrimonial, por lo que todo contrato administrativo está sujeto al deber de la Administración de mantener la ecuación financiera, de manera que ninguna de las partes -contratante y contratista- se vea perjudicada en el cumplimiento del contrato. 
 
Es decir, en cada contrato suscrito por la Administración subyace el derecho de la persona contratista al mantenimiento del equilibrio económico financiero y tal reconocimiento no es una potestad del Estado, sino más bien, una obligación, cuyo objetivo es alcanzar el pago integral del precio pactado, mediante el reconocimiento de las variaciones ocurridas en el costo de cada uno de los elementos que lo integran.
 
Sobre el particular, la Ley de Contratación Administrativa, en lo que interesa, dispone: 
 
“Articulo 18.- Mantenimiento del equilibrio económico del contrato.- Salvo cuando se estipulen, expresamente, parámetros distintos en los términos del cartel respectivo, en los contratos de obra, servicios y suministros, con personas o empresas de la industria de la construcción, la Administración reajustará los precios, aumentándolos o disminuyéndolos, cuando varíen los costos, directos o indirectos, estrictamente relacionados con la obra, el servicio o el suministro, mediante la aplicación de ecuaciones matemáticas basadas en los índices oficiales de precios y costos, elaborados por el Ministerio de Economía, Industria y Comercio. 
 
Los reajustes se calcularán sobre estimaciones mensuales, con base en los precios de la oferta y los índices correspondientes al mes de la apertura de las ofertas. Para aplicar el reajuste, el contratista deberá presentar, en su oferta, un presupuesto detallado y completo con todos los elementos que componen su precio, incluyendo un desglose de los precios unitarios. La presentación de facturas, por avance de obra cada mes, será obligatoria. (Así reformado el párrafo anterior de acuerdo con la anulación parcial ordenada por resolución de la Sala Constitucional N° 6432-98 del 04 de setiembre de 1998.) 
 
En las restantes contrataciones, cuando se produzcan variaciones en los costos estrictamente relacionados con el objeto del contrato, podrán establecerse los mecanismos necesarios de revisión de precios, para mantener el equilibrio económico del contrato. 
 
Para cumplir con lo estipulado en los párrafos anteriores, en el Reglamento de la presente Ley se establecerán los criterios técnicos por seguir para garantizar la determinación objetiva del reajuste o la revisión de los precios. 
 
Asimismo, en el cartel de licitación debe establecerse la forma de revisar precios y determinar reajustes, así como la referencia al reglamento, en cuanto al mecanismo de aplicación. (Así reformado este último párrafo por el artículo 1º, inciso d), de la ley Nº 7612 de 22 de julio de 1996)” (negrita no corresponde al original). 
 
 
Del mismo modo, el artículo 31 del Reglamento a la Ley citada, regula: 

“Artículo 31.—Reajustes o revisiones del precio.- Las partes tendrán derecho al reajuste o revisión del precio siempre que se acredite la variación de los respectivos costos, conforme las reglas existentes. El derecho a reajuste o revisión de los precios rige desde la presentación de la oferta y podrá ser solicitado una vez que dé inicio la ejecución contractual.
 
Las partes estarán obligadas a fundamentar su gestión y a aportar las pruebas en que sustenten su dicho, tomando en cuenta las regulaciones específicas de la materia.
 
Las gestiones por este concepto prescriben en cinco años, a partir de que existe la posibilidad de interponer acciones cobratorias en relación con la variación de costos que se demande. Dicha prescripción se interrumpe con la presentación de la gestión.” (negrita nuestra).
 
De las normas transcritas, se desprende el régimen que aplica en aquellos casos donde se considera roto el equilibrio financiero del contrato, estableciéndose el fundamento del reajuste en los precios; en donde podemos distinguir los principios básicos que surgen del examen de los artículos citados:
 
a) La finalidad del reajuste es el mantenimiento del equilibrio económico del contrato,      b) El reajuste constituye un derecho del contratista, 
c) Mantener el equilibrio económico del contrato es una obligación del Estado,
 
e) Quien solicite el reajuste tiene la obligación de fundamentar debidamente su petitoria, y, 
 
d) El plazo de prescripción para solicitar el reajuste es de cinco años.
En ese orden de ideas, debemos recordar que la Sala Constitucional, en sentencia No. 6432-1998 de las diez horas treinta minutos del cuatro de setiembre de mil novecientos noventa y ocho, sobre el derecho del contratista al reajuste del precio, definió que: 
 
“(...) los reajustes de precios no constituyen una indemnización que reconoce el Estado voluntariamente y paga al contratista, sino, más bien, un mecanismo jurídico de restitución del valor real de la obligación, de la restitución del equilibrio financiero del contrato, de manera que se pague lo que previamente se convino, es decir, es el pago integral del precio, para que no exista, ni perjuicio para el contratista, ni un enriquecimiento indebido de parte del Estado (...) los reajustes son parte integral del precio e irrenunciables por anticipado (…) reconocer los reajustes de precios no es potestativo del Estado, sino su obligación (...)” 
 
También, sobre este Derecho, señaló la Sala Constitucional, que pese a que se encuentra implícito en todo contrato administrativo, se debe repartir el riesgo contractual, exponiendo que:
 
"…al decir de la doctrina del Derecho Público que el contrato administrativo participa de la inmutabilidad que domina su ejecución y por ello es informado por el principio de riesgo y ventura, en virtud del cual, el contratista no podrá reclamar aumentos en los precios, por variaciones previsibles al momento de formular su propuesta, debiendo asumir la responsabilidad objetiva por la ejecución del contrato. En otras palabras, que al celebrarse el contrato por llegarse a un acuerdo recíproco de voluntades, se le debe garantizar al contratista la obtención del beneficio proyectado en su propuesta; cuando este beneficio se altera por causas que son imputables a la Administración, o por causas no imputables a ella, pero sobrevinientes e imprevisibles, el cocontratante tendrá el derecho y la Administración el deber de restablecer el beneficio (utilidad) o en último caso, de atenuar los efectos perjudiciales para el vínculo y esto es lo que se conoce como el derecho al mantenimiento del equilibrio financiero del contrato. La propuesta que el contratista dirige a la Administración en un proceso licitatorio, como cualquier otra que se hace en materia contractual, lleva implícita el "álea normal", lo que significa que si el interesado se equivoca en su propia proyección y concepción del negocio, y dentro de las condiciones normales de ejecución, sufre pérdidas, la Administración no está obligada a resarcir suma alguna; entonces hablamos de mala administración del contratista o de causas imputables solo a él. (…)” (Resolución No. 2001-04644 de las quince horas con cincuenta y nueve minutos del treinta de mayo del dos mil uno. Énfasis añadidos.)
 
Sobre este tema, el Órgano Contralor, en resolución No. R-DCA-0529-2017 de las catorce horas siete minutos del trece de julio de dos mil diecisiete, señaló: 
 
“(…) queda claro que el derecho de revisión o reajuste surge desde la presentación de la plica misma pero será defendible para quien resulte adjudicatario del proceso contractual. Así las cosas, teniendo claro el derecho que acompaña al contratista ganador de un proceso contractual de pedir el mantenimiento del equilibrio económico del contrato -principio que por demás es de origen Constitucional- no encuentra este Despacho de qué forma su no incorporación en el pliego cartelario genere por sí mismo, una imposibilidad para su reconocimiento, y menos aún una limitante a la participación, pues el mantenimiento del equilibrio económico del contrato trasciende el propio cartel para convertirse en un derecho de los contratistas que la Administración cuando proceda, no puede desconocer. De suerte tal, que la omisión de una cláusula sobre dicho aspecto no puede leerse bajo una condición de hacer nugatorio el derecho, pues como se dijo este proviene de un rango mayor al mero pliego de condiciones, de forma tal que siempre que se genere el derecho a ese reconocimiento, la Administración está en la obligación de restituir el equilibrio del contrato a través de los diferentes mecanismos sea el reajuste de precios o el reclamo administrativo (…)” (negrita añadida).
 
Queda claro entonces que el derecho al mantenimiento del equilibrio económico (sea mediante reajuste o revisión de precios), procede aun cuando la Administración no lo haya reconocido en el cartel o las partes no lo hayan pactado en el contrato; lo cual desde luego, procede reconocer siempre y cuando se plantee en forma fundamentada y con todos los documentos que resulten de relevancia para acreditar las circunstancias que se pretende sean valoradas por la Administración.
 
De ese modo, según la jurisprudencia constitucional citada supra, resulta posible distinguir tres causales de la alteración de las condiciones del contrato: a) cuando las modificaciones corresponden a la acción unilateral de la Administración (hecho del príncipe), es la Administración la que debe asumir, integral y plenamente, los efectos de sus propias decisiones, b) cuando las modificaciones en la ejecución contractual surgen de los llamados riesgos comerciales, principalmente por los errores cometidos por el contratista, esa conducta no da origen a ninguna indemnización (salvo que haya sido inducido al error por la contraparte); y c) cuando las modificaciones son externas a la voluntad de las partes, como por ejemplo por alteraciones de las condiciones económicas.
 
Ahora bien, el derecho de reajuste no es irrestricto, por lo que en doctrina se afirma que además de la prescripción, se debe analizar el comportamiento de las partes, a efecto de determinar si la alteración que provocó el desequilibrio financiero debe ser asumida por la Administración, o bien, si es responsabilidad de la contratista. En otros términos, el presupuesto para un reajuste o revisión de precio es la variación en los costos, lo cual, tiene como premisa, igualmente, que la persona interesada, en este caso el o la contratista, demuestre esa afectación.
 
Así las cosas, siguiendo al Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, Sección Segunda, podemos concluir que de conformidad con lo dispuesto en la Ley y Reglamento de Contratación Administrativa:
 
“(…) se determinan algunos parámetros importantes, partimos de que se trata de una obligación para la administración de reconocer el equilibrio (puede darse un aumento, o una disminución) eso sí, condicionado a varios aspectos: 
 
- Se debe plantear un reclamo ante la administración (punto de partida para fijar su reconocimiento), 
-deberá ser por la variación de los costos, - siempre que se prueben, - pudiendo ser éstos directos e indirectos, 
- que estén estrictamente vinculados con lo contratado, - que produzcan un desequilibrio financiero, y, 
 
– determinado lo anterior, para su estimación se aplicarán operaciones matemáticas (…)” (Resolución No. No. 39 - 2015 -II, de las ocho horas del treinta de abril del dos mil quince. Énfasis nuestro).
 
De ese modo, los mencionados aspectos serían aquellos mínimos que deben analizarse previo al reconocimiento de un reajuste de precios, ello, más la determinación de si en el caso existió o no responsabilidad de la parte gestionante.
 
3-            SOBRE LA GESTIÓN DE SECURE COSTA RICA
Según se indicó líneas atrás, para la procedencia del reajuste de precios, la parte gestionante debe demostrar que existió una variación en los costos, lo cual, corresponde demostrar a la parte interesada. 
 
En ese sentido, el consorcio adjudicatario, señala que, por erróneos cálculos efectuados por el Poder Judicial, se está produciendo un desequilibrio, ya que, efectúa un cálculo basado en el costo por hora del servicio, por la cantidad de horas laboradas, lo cual, en los casos de los puestos de 10, 9. y 9.5 horas diarias, invisibiliza el que la jornada ordinaria se extienda por 2, 1 y 1.5 horas extra, respectivamente. Además, reclama que en el caso de puestos con 8 horas diarias, no se incluyen en su pago lo referente a las cargas sociales.
 
Sobre este particular, debemos recordar, que la Administración es quien mejor conoce las necesidades y cómo estas deben ser satisfechas, por lo que cuenta con la discrecionalidad para establecer los requerimientos cartelarios con las condiciones técnicas, económicas, jurídicas y financieras, que mejor satisfagan sus necesidades, en atención al interés público. 
 
Entonces, es claro que la Administración es la llamada a definir el objeto contractual, el cual queda delimitado una vez superada la etapa de objeciones que pretendan modificar del cartel, momento a partir del cual, el pliego de condiciones se constituye en el reglamento específico de la contratación que se promueve y como tal contiene todas las especificaciones técnicas concretas que deberá cumplir la persona adjudicataria.
 
En el caso concreto, una vez consolidado el cartel de la Licitación Pública No. 2014LN-000030-PROV, dispuso en su cláusula 1.1 que su objeto contractual es el cuido y protección eficiente de las instalaciones físicas, los equipos, público y personal que labora o asiste a los edificios y despachos judiciales en todo el país, utilizando medios físicos y humanos idóneos, agregando en la cláusula 1.4 que a efecto de desarrollar el objeto contractual se debía cotizar un único precio por hora por cada tipo de jornada, aclarando, inclusive, en la cláusula 2.17 cartelaria que el Poder Judicial puede definir el esquema de prestación del servicio que más resulte conveniente, dependiendo de las condiciones de tamaño y horarios de las oficinas de interés y sus necesidades.
 
A partir de lo anterior, y conforme lo ofertado por el consorcio SECURE COSTA RICA, el Consejo Superior del Poder Judicial en sesión N° 62-15, celebrada el 7 de julio de 2005, artículo IV, adjudicó la Licitación Pública Nº 2014LN-000030-PROV denominada “Contratación de servicio de vigilancia, protección y seguridad para los diversos circuitos judiciales del país, bajo la modalidad según demanda”, con base en horas laboradas, sea, en jornada diurna, nocturna o mixta.
 
A mayor abundamiento, para la ejecución del objeto contractual, la cláusula 2.2 del cartel de la licitación, de forma expresa, dispuso que el pago de horas extras NO DEBE SER PERMANENTE, salvo en casos motivados en circunstancias excepcionales, y previa autorización de la Administración. En otros términos, la licitación bajo estudio admite el pago de horas extra, pero únicamente en aquellos casos en que aconteció una situación particular que admite que la jornada se extienda.
 
Es por esto que extraña en demasía a esta Dirección Jurídica el reclamo del consorcio adjudicatario, solicitando un “trato justo”, a efecto de que se equilibre el contrato y se cancelen horas extra de ciertos puestos. Lo anterior, ya que, la pretensión del consorcio contratista no es que en algunos casos justificados se cancelen horas extraordinarias en los términos cartelarios, sino que, por el contrario, gestiona que se regularice el pago de jornada extraordinaria, al menos, en los puestos de 10, 9 y 9.5 horas diarias, al solicitar que “se gire la instrucción para que se nos remuneren las horas extras”; esto, pese a que desde el momento de presentar su plica conoce que para la Licitación Pública No. 2014LN-000030-PROV, no se admite el pago de horas extra de forma permanente, que ofertó en este sentido, y que le fue adjudicado en dichos términos.
 
Inclusive, ya previamente la Administración, ante una consulta de ese consorcio, desde el año 2015, por oficio No. 9285-DP/01-2015 de 14 de diciembre de ese año (el cual se adjunta), le indicó a SECURE COSTA RICA que el pago de horas extra le corresponde a la empresa por cuanto conforme al cartel de la licitación el pago de horas extra no debe ser permanente, agregando que los cálculos de los puestos requeridos por la Institución, se realizan en base a la oferta económica presentada al concurso por su empresa.
 
Ahora bien, aun conociendo las normas en las que fue adjudicado el negocio, para justificar su reclamo, indica el consorcio gestionante que las órdenes de inicio y pedidos efectuados por la Administración se hacen en “términos de horarios dándose situaciones donde los trabajadores, para el cumplimiento de lo ordenado por la Administración y prestación de los servicios requeridos, han tenido que ejecutar sus labores excediendo el límite de las jornadas normativamente reguladas”.
 
Además, para el caso de los puestos de 8 horas, expone que el error de cálculo del Poder Judicial radica en que “toma el valor de la jornada como un absoluto”, sin tomar en cuenta “modificaciones en salarios y mano de obra en puestos de manera individual”, agregando que al intentar “mutar” la Administración del puesto 24/7 se cae en un “vicio grave ya que es imposible reconocer el salario base y cargas sociales requeridas por el puesto”.
 
Sin embargo, para sustentar sus pretensiones, el consorcio gestionante efectúa cálculos matemáticos, en los que, incluye diferencias en los precios pagados por las horas adjudicadas, indicando que se trata de horas extra, obviando por completo en su análisis, de forma sesgada y conveniente, el que, en la presente contratación no se admite el pago de dicho rubro, a no ser que se trate de situaciones extraordinarias. 
 
Llama igualmente mucho la atención que, para el caso del puesto de 8 horas diurnas, el gestionante señale que el pago no cubre el salario mínimo ni las cargas sociales mínimas, esto, por cuanto el Poder Judicial cancela al consorcio gestionante conforme al precio cotizado por ella misma, es decir, que si éstos rubros fuesen insuficientes, se debe a que la empresa no los incluyó o lo hizo de forma incorrecta en su oferta. 
 
Esto, por cuanto, el cartel de la licitación en estudio, al solicitar la presentación del detalle de la estructura del precio reguló que la empresa debía cotizar respetando el salario mínimo, y además que, debía contemplar las respectivas cargas sociales sobre el costo de la mano de obra directa (sea, la Caja Costarricense de Seguro Social SEM 9,25, Caja Costarricense de Seguro Social IVM 5,08%, Asignaciones Familiares 5,00%, Cuota patronal Banco Popular y de Desarrollo Comunal 0,25%, Instituto Mixto de Ayuda Social 0,5%, Instituto Nacional de Aprendizaje 1,50%, Aporte Patronal Banco Popular y de Desarrollo Comunal 0,25%, Fondo de Capitalización Laboral FCL 3,00%, Pensión Complementaria Obligatoria FPC 1,50%, como también los derechos laborales de auxilio de cesantía (5,33%), aguinaldo (8,33%) y póliza de riesgos del Instituto Nacional de Seguros (3,22%) , extremos que en su conjunto suman un 43,21%); por lo que, no resulta sustentable argüir que lo pagado por el Poder Judicial vulnera estos extremos, pues, se supone que los mismos ya están incluidos en el precio que el consorcio ofertó. 
 
De los cálculos remitidos por el Departamento de Seguridad se desprende que, para todos los casos, el Poder Judicial paga las horas laboradas en cada puesto, conforme a los precios cotizados por SECURE COSTA RICA para cada tipo de jornada (diurna, nocturna, mixta), por lo que, de existir un error en la aplicación de éstos, es obligación de la empresa comprobar que efectivamente la operación aritmética efectuada presenta un error en el cálculo. 
 
No obstante lo anterior, el reclamo que nos ocupa, no llega a evidenciar lo indicado, por el contrario, se basa en pretensiones extra cartelarias (pago de horas extra), y, en cálculos que ya debieron ser incluidos en el precio cotizado (salario mínimo y cargas sociales), sin que a criterio de esta Dirección se visualice ningún tipo de variación en los costos que obliguen a la Administración a reconocer un reajuste de precios al consorcio petente.
 
A mayor abundamiento, debe quedar claro a SECURE COSTA RICA que, en cada puesto adjudicado, si un trabajador labora sin una justificación acreditada cualquier tiempo fuera de la jornada ordinaria, es por una decisión propia del funcionamiento de esa empresa, lo cual, lógicamente, no puede achacársele al Poder Judicial, ya que lo adjudicado al consorcio fueron horas de servicio, no jornadas laborales. De ahí que no se puede hacer la diferenciación entre jornada ordinaria y extraordinaria, ya que el Poder Judicial cancelará solamente el precio por horas de la jornada ordinaria conforme al horario en que se labore (sea jornada diurna, mixta o nocturna), y no por como parece entender el gestionante, que se cancele jornada extraordinaria una vez superado el máximo permitido de horas laboradas por día, lo cual, no es de aplicación al caso concreto, a no ser que se trate de situaciones excepcionales previamente autorizadas.
 
Así, por ejemplo, en un puesto como el que se reclama, que debe cubrirse por 10 horas, el Poder Judicial cancelará el precio de esas horas con los precios de la jornada ordinaria, sin importar de que forma la empresa suministre este servicio, sea con dos o más oficiales, lo que en definitiva, no es correcto, es cubrirlo con un solo oficial, ya que no está permitido el pago de horas extra. Lo mismo aplica para los otros dos puestos reclamados de 9 horas y 9.5 horas. De qué forma organice el consorcio gestionante a sus colaboradores para cumplir con el objeto contractual, no es un asunto que ataña a la Administración. 
 
Mucho menos se puede pretender que a estas alturas de la contratación se varíe la estructura del precio, por cuanto, los montos adjudicados deben incluir los rubros que la empresa alega omitidos; de no ser así, se trata de una omisión antijurídica cubierta por el principio de riesgo y ventura desarrollado por la Sala Constitucional citado supra, según el cual, si la persona contratista se equivoca en su propia proyección y concepción del negocio y sufre pérdidas, la Administración no está obligada a resarcir suma alguna
 
Así las cosas, jurídicamente, la solicitud de reajuste presentada carece por completo de fundamento, ya que, el presente contrato no admite el pago de horas extraordinarias de forma permanente, y, del escrito presentado por SECURE COSTA RICA, no se desprende que hayan existido condiciones especiales (enfermedades, juicios, etc) en casos particulares que admitan el pago de ese extremo, además, el monto que fue cotizado por la contratista debe ser con base en el salario mínimo e incluir las cargas sociales; todo lo cual implica que la gestión no se base en una variación en los costos, y como tal, resulta inadmisible.
 
No obstante lo anterior, también se hace ver que, siendo que el reajuste de precios comporta un derecho de las personas contratistas, en caso de poder demostrar la empresa que en algunos de los casos (presentes o futuros) se configuraron los presupuestos cartelarios para el pago de horas extra, corresponde realizar el estudio correspondiente, o que, si efectivamente existe una variación en los costos, SECURE COSTA RICA ejerza su derecho al equilibrio financiero del contrato.
 
4-            CONCLUSIONES
 
De lo anteriormente expuesto, siguiendo lo dispuesto por la Ley y Reglamento de Contratación Administrativa, la jurisprudencia de la Sala Constitucional y los lineamientos de la Contraloría General de la Republica, esta Dirección Jurídica concluye que:
 
a) El reajuste de precios es un Derecho que cobija a las partes de la relación dentro de un contrato administrativo, derivado de la propia Constitución Política, por lo que, existe la obligación de su reconocimiento.
 
b) Este derecho al equilibrio financiero no es irrestricto, por lo que, para que la solicitud de reajuste de precios sea procedente, la persona contratista debe comprobar la existencia de una variación en los costos del contrato.
c) El cartel de la Licitación Pública No. 2014LN-000030-PROV dispone que el pago de horas extra no debe ser permanente, por lo que, los cálculos que efectúa la contratista incluyendo este rubro para demostrar un desequilibrio económico, son improcedentes.
 
d) Del mismo modo, el precio cotizado por SECURE COSTA RICA debía ser con base en el salario mínimo e incluir todas las cargas sociales, razón por la cual, no es sustentable argumentar que el precio pagado por el Poder Judicial no alcanza para cubrir dichos rubros
 
e) Una vez consolidado el cartel de la contratación y adjudicado su objeto no es posible pretender la variación en la estructura del precio, por lo que, jurídicamente, no es de recibo lo pretendido por SECURE COSTA RICA.
 
 
f)  Lo adjudicado a la empresa petente fueron horas laboradas, y no jornadas laborales, razón por la cual, el Poder Judicial cancelará en todos los casos el precio por hora correspondiente a la jornada ordinaria, sea esta diurna, nocturna o mixta.
g) Si un oficial de seguridad colaborador del consorcio gestionante labora un número de horas que superen la jornada ordinaria, sin que exista una justificante para ello previamente aprobada por la Administración, es responsabilidad de la empresa el pago de esa jornada extraordinario.
 
h) La forma en que SECURE COSTA RICA organice a sus colaboradores a efecto de cumplir con el objeto contractual, no atañe, ni jurídica ni administrativamente al Poder Judicial.
 
 
i)  Cuando en sus proyecciones una empresa comete errores en sus cálculos o estimaciones, esto queda cubierto por el principio de riesgo y ventura, por lo que, las pérdidas no pueden trasladarse a la Administración, dado que se trata de causas imputables solo a la persona contratista.
 
j)  Si se configuran las condiciones cartelarias para el pago de horas extra, el consorcio gestionante mantiene su derecho a reclamar a la Administración su pago, debiendo demostrar su procedencia.
  
k)  Igualmente, en caso de que exista una variación en los costos, SECURE COSTA RICA posee el derecho de reclamar a la Administración el restablecimiento de la ecuación económica, para ello, debe sustentar su reclamo conforme a Derecho.”
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[bookmark: _Hlk8824985]De conformidad con los hechos y consideraciones expuestas por la Dirección Jurídica, se acordó: Rechazar el reclamo económico contra el Poder Judicial, interpuesto por el Consorcio Secure Costa Rica, por supuestos desequilibrios financieros dentro de la Licitación Pública Nº 2014LN-000030-PROV.
 
La Dirección Ejecutiva y el Departamento de Proveeduría, tomarán nota para lo que a cada uno corresponda.”
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	El señor Geoffrey Davis Kelly, Representante y Apoderado Generalísimo sin límite de suma del Consorcio Secure Costa Rica, en nota de 21 de mayo de 2019, indicó:
“Acuso recibo de la notificación de su resolución no. 495-2019 del 15 de mayo del año en curso sobre la cual respetuosamente solicito que se aclare y adicione la misma, interponiendo al efecto, las diligencias que solicito tramitar, ya que no se aclaran los recursos que procederían contra la resolución a nuestro reclamo ni el órgano que lo resolverá, ni el plazo para interponerlos; petición esta que además fundamento en el principio del debido proceso derecho de defensa y seguridad jurídica, quedando a la espera de la resolución complementaria correspondiente, manteniendo para ello el señalamiento que ya consta para atender notificaciones.”
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Se acordó: En respuesta a la solicitud planteada por el señor Geoffrey Davis Kelly, Representante y Apoderado Generalísimo sin límite de suma del Consorcio Secure Costa Rica, en nota de 21 de mayo de 2019, se aclarara que  la Ley Orgánica del Poder Judicial en su artículo 83, indica literalmente lo siguiente: “Sin perjuicio del derecho de avocamiento de la Corte Suprema de Justicia, cuando el Consejo resuelva aspectos de carácter administrativo, su pronunciamiento agota la vía administrativa y solo tendrá recurso de reconsideración, que deberá ser interpuesto por el interesado dentro del plazo de tres días, a partir del día siguiente al de su notificación. En este último caso, el Consejo podrá disponer la suspensión del acto que pueda causar daño o perjuicio de imposible o difícil reparación.”. 
El Departamento de Proveeduría tomará nota para los fines correspondientes. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc9866833]ARTÍCULO LXXIV
Documento N° 11611-11/ 5970-19.
En sesión Nº 108-14 celebrada el 16 de diciembre de 2014, artículo XXV, se tuvo por rendido el informe Nº 1553-PLA-2014 de la Dirección de Planificación, relacionado con la propuesta para la conformación de los roles de atención para el Centro Judicial de Intervención de las Comunicaciones, por lo que se acogieron las recomendaciones emitidas por esa Dirección en el citado informe, por consiguiente, entre otros, se estableció una jornada laboral cumplida en la modalidad de turno 2 x 2, a saber, grupos de cuatro jueces y juezas en horario de 24 horas, los 7 días de la semana y los 365 días del año, en tres turnos, laborando dos días en el primer turno de las 06:00 horas a las 14:00 horas, dos días en el turno de las 14:00 horas a las 22:00 horas, dos días en el turno de las 22:00 horas a las 06:00 y dos días libres, para un total de 48 horas de trabajo por semana.
Asimismo, en sesión número 72-16 celebrada el 28 de julio de 2016, artículo LXII, en lo que interesa, se acogió la gestión presentada en ese momento por las Juezas, Jueces y Analistas del Centro Judicial de Intervención de las Comunicaciones y con base en el criterio técnico emitido en esa oportunidad por la Dirección de Gestión Humana, se dispuso a cancelar el día de descanso semanal, luego de 8 semanas laboradas, mediante el pago de horas extra. En el entendido, que si la persona servidora, en esa semana disfrutaba vacaciones o permiso con o sin goce de salario, no podría hacer efectivo este beneficio. 
Seguidamente, en la sesión Nº 83-16 celebrada el 6 de setiembre de 2016, artículo V, previamente a resolver sobre la reconsideración presentada por jueces, juezas y analistas del Centro Judicial de Intervención de las Comunicaciones, mediante correo electrónico del 25 de agosto de 2016, se trasladó la gestión presentada en esa oportunidad a la Dirección de Gestión Humana para estudio e informe a este Consejo.
Luego en oficio número 1307-18 del 5 de febrero de 2018, la Secretaría General de la Corte solicitó a la Dirección de Gestión Humana que en un plazo de 10 días contados a partir del recibo de esa comunicación, remitiera el informe solicitado en oficio número 11279-17, del 10 de octubre de 2017, de esa Secretaría o indicaran los motivos por los que no se había contestado oportunamente y se definiera un plazo prudencial para su remisión.
La Corte Plena, en la sesión N° 25-18 celebrada el 4 de junio de 2018, artículo XIV, aprobó la propuesta de la Dirección de Planificación, en consecuencia, incluyó 16 plazas extraordinarias de personal de escucha, equiparadas salarialmente al puesto de investigador 1, para el Centro Judicial de Intervención de las Comunicaciones Judiciales, en el presupuesto del año 2019.
Posteriormente, en la sesión N° 33-19 del 10 de abril de 2019, artículo LV, se solicitó a la Dirección de Gestión Humana que en el plazo de 5 días hábiles a partir de comunicado ese acuerdo, remitiera el informe solicitado en oficio número 11279-17, del 10 de octubre de 2017, de la Secretaría General de la Corte o indicaran los motivos por los que no se había contestado oportunamente y se definiera un plazo prudencial para su remisión. Lo anterior, con la prevención que, de no remitir respuesta, se trasladaría al Tribunal de la Inspección Judicial para lo de su cargo.
	Finalmente, en la sesión N° 46-19 celebrada el 21 de mayo de 2019, artículo XLVIII, se tomó nota del oficio número PJ-DGH-SAS-UPS-2376-2019, del 13 de mayo de 2019, suscrito por la máster Roxana Arrieta Meléndez, directora interina de Gestión Humana, la licenciada Olga Guerrero Córdoba, Sub Directora interina de Gestión Humana, la licenciada Maureen Siles Mata, Jefa de Subproceso de Administración Salarial y la licenciada Rosibel Brenes Alvarado, Coordinadora Unidad de Pagos, acerca del pago “octava semana” de los jueces y juezas del Centro Judicial de Intervención de las Comunicaciones, que en lo conducente indicaba:
“(…).
“La llamada octava semana se cancela porque el funcionario está trabajando 48 horas a la semana; esta condición se presenta cuando el funcionario entra lunes a las 06:00 a.m. y termina domingo a las 06:00 am., lo que quiere decir que, si el funcionario disfruta vacaciones, permiso con o sin goce de salario o es ascendido interinamente, no estaría laborando las 48 horas semanales, por lo que no le asiste el derecho del cobro adicional.

Se deben cumplir las mismas condiciones laborales que el resto de los funcionarios judiciales que son acreedores al derecho, de acuerdo con lo que indica la Constitución Política en el artículo 68:

“No podrá hacerse discriminación respecto al salario, ventajas o condiciones de trabajo entre costarricenses y extranjeros, o respecto de algún grupo de trabajadores.”

Para tener derecho a este beneficio, se debe trabajar de manera continua durante el rol, es decir, si el servidor en esa semana saca vacaciones o permiso con o sin goce de salario, no podrá hacer efectivo este beneficio”
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	En oficio N° 12-CJIC-2019 de 21 de mayo de 2019, Técnicas y Técnicos de Escucha del Centro Judicial de Intervención de las Comunicaciones, cuyos nombres se encuentran implícitos en la gestión, solicitaron lo siguiente:
“Reciban un cordial saludo. Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, los suscritos y abajo firmantes, en calidad de Técnicas y Técnicos de Escucha del Centro Judicial de Intervención de las Comunicaciones, de la manera más respetuosa sometemos a conocimiento del honorable Consejo Superior, la petición que seguidamente se describirá y sobre la base de los fundamentos igualmente esbozados:

PRIMERO. El Centro Judicial de Intervención de las Comunicaciones fue creado por ley, de acuerdo al numeral 14 de la Ley Contra La Delincuencia Organizada.

SEGUNDO. A fin de establecer los horarios del Centro Judicial de Intervención de las Comunicaciones, para dar contenido a la ley (atención 24 horas los 365 días del año), el Honorable Consejo Superior aprobó las recomendaciones de la Dirección de Planificación del Poder Judicial número 1553-PLA-2014, lo anterior mediante la sesión N.º 108-14 celebrada el 16 de Diciembre de 2014.

TERCERO. Así las cosas y de acuerdo al punto anterior, el Consejo Superior aprobó la conformación de los roles de atención para el Centro Judicial de Intervención de las Comunicaciones y estableció una jornada laboral cumplida en la modalidad de turno 2 x 2, a saber, grupos de cuatro jueces y juezas en horario de 24 horas, los 7 días de la semana y los 365 días del año, en tres turnos, laborando dos días en el primer turno de las 06:00 horas a las 14:00 horas, dos días en el turno de las 14:00 horas a las 22:00 horas, dos días en el turno de las 22:00 horas a las 06:00 y dos días libres, para un total de 48 horas de trabajo por semana.

CUARTO. Una vez establecido el horario de funcionamiento del Centro Judicial de Intervención de las Comunicaciones y nombrado el personal respectivo, analistas, jueces y juezas, por acuerdo del Consejo Superior en sesión del 7 de Abril de 2014, artículo LXII, el Centro Judicial de Intervención de las Comunicaciones inició sus funciones formalmente, a partir del 10 de abril de ese año.

QUINTO. En Noviembre del 2015 el personal del Centro Judicial de Intervención de las Comunicaciones, tanto Jueces y Juezas como Analistas Criminales, a quienes les correspondió atender la jornada de 24 horas al día los 365 días del año en la modalidad de 2 x 2, sometieron a consideración del Consejo Superior el pago de un día adicional (en la octava semana luego de 7 semanas laboradas) dado que, por el rol de cita, se trabaja 48 horas semanales, en contraste con las 40 horas semanales que trabajan la mayor parte de funcionarios de esta Institución. Esta solicitud la fundamentaron sobre la base del acuerdo del honorable Consejo Superior, en Sesión 59-07 del 14 de agosto de 2007, artículo LXXVI, en el que como precedente se adjudicó el derecho y el reconocimiento de un día de descanso adicional después de cada ocho semanas laboradas, a los servidores que trabajan las 24 horas, en el turno 2 x 2, jornada que como ya se explicó líneas atrás es la que cumplen los Jueces, Juezas y Analistas del Centro Judicial de Intervención de las Comunicaciones.

SEXTO. Conforme a la petición descrita en el acápite anterior, el honorable Consejo ordenó al Departamento de Gestión Humana un informe en el que se detallara el estudio de las horas laboradas de más por el personal del Centro Judicial de Intervención de las Comunicaciones, siendo que mediante el oficio No. 473-UPS-AS-2015 del 17 de Julio de 2016 informaron que:

Tomando en cuenta lo expuesto en el texto anterior, esto no se debe tomar como un día libre; en razón de ello, se les cancela lo que se llama la “Octava Semana”, que fue aprobado por el Consejo Superior en la sesión N.º 84-08, siendo que lo que representa en realidad, es el día libre que no gozó en los seis días de trabajo continuo, lo que legalmente viene a subsanar lo correspondiente al día completo de descanso. 

Este pago se realiza cuando el trabajador inicia con el rol de las 6 a las 14 un lunes, tal y como se muestra en el siguiente cuadro:

	SEMANAS
	LUNES
	MARTES
	MIERCOLES
	JUEVES
	VIERNES
	SABADO
	DOMINGO
	TOTAL HORAS ORDINARIAS
	TOTAL HORAS EXTRAS
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	1
	06-14
	06-14
	14-22
	14-22
	22-24
	00-06         22-24
	00-06
	42
	6
	

	2
	Libre
	06-14
	06-14
	14-22
	14-22
	22-24
	00-06         22-24
	38
	4
	

	3
	00-06
	Libre
	06-14
	06-14
	14-22
	14-22
	22-24
	36
	4
	

	4
	00-06         22-24
	00-06
	Libre
	06-14
	06-14
	14-22
	14-22
	40
	6
	

	5
	22-24
	00-06         22-24
	00-06
	Libre
	06-14
	06-14
	14-22
	35
	5
	

	6
	14-22
	22-24
	00-06         22-24
	00-06
	Libre
	06-14
	06-14
	35
	5
	

	7
	14-22
	14-22
	22-24
	00-06         22-24
	00-06
	Libre 
	06-14
	34
	6
	

	8
	06-14
	14-22
	14-22
	22-24
	00-06         22-24
	00-06
	Libre
	34
	6
	

	9
	06-14
	06-14
	14-22
	14-22
	22-24
	00-06         22-24
	00-06
	42
	6
	



Para tener derecho a este beneficio, se debe trabajar de manera continua durante el rol, es decir, si el servidor en esa semana saca vacaciones o permiso con o sin goce de salario, no podrá hacer efectivo este beneficio.

Sin embargo, si se considera que es necesario realizar cambios en cuanto a la forma de pago, corresponde directamente a la Dirección de Planificación de conformidad con el marco de sus competencias el realizar un estudio para establecer los roles y horarios de trabajo, sin dejar de lado los derechos de los trabajadores. 

Esta Dirección considera que la solicitud realizada por las Juezas, los Jueces y Analistas del Centro Judicial de Intervención de las Comunicaciones se encuentra dentro del marco legal, según lo establecido en el Código de Trabajo; sin embargo, se queda a la espera de lo que ha bien estime el superior jerárquico.”

SÉPTIMO. Dado lo descrito en el párrafo anterior, el honorable Consejo Superior aprobó el pago del día de descanso laborado en la denominada OCTAVA SEMANA, (según acuerdo N. 72 del 28-07-2016 Artículo LXII) a los Jueces, Juezas y Analistas Sometidos al rol de 2 x 2, para brindar la atención los 365 días del año las 24 horas al día, en el entendido de que en dicha semana se labora 7 días continuos, iniciando jornada el Lunes de las 06:00 a las 14:00 horas y se finaliza el día Domingo a las 06:00 horas y no se disfruta durante esa semana en específico de ni un solo día completo de descanso tal como lo estipula normativa laboral.

OCTAVO. Mediante sesión de Corte Plena número 25-18 celebrada el 4 de Junio de 2018, se aprobó la propuesta de la Dirección de Planificación y en consecuencia se crearon 16 plazas extraordinarias de personal de escucha, equiparadas salarialmente al puesto de Investigador 1, para el Centro Judicial de Intervención de las Comunicaciones Judiciales, en el presupuesto del año 2019. 

NOVENO. Mediante acuerdo del Colegio de Jueces y Juezas del Centro Judicial de Intervención de las Comunicaciones, según acta número veintiséis de las trece horas diez minutos del quince de enero de dos mil diecinueve, artículo I (página 77 del libro de actas N.1) se acordó establecer como horario para los suscritos Técnicos y Técnicas de escucha la propuesta consistente en tres grupos de Técnicos y Técnicas, cada grupo conformado por cuatro personas en un rol de 6 x 2 (rol conocido como 2x2), trabajando dos días de 06:00 a 14:00, dos días de 14:00 a 22:00, dos días de 22:00 a 06:00 horas y dos días libres, quedando asignados con los grupos de Jueces y Juezas en el mismo horario que dio origen al reconocimiento de la “octava semana”.

DÉCIMO. Que los aquí firmantes ocupamos las plazas de Técnicos y Técnicas de escucha del Centro Judicial de Intervención de las Comunicaciones (según punto octavo, desde el día 18 de Marzo del año 2019 en los términos descritos en el punto anterior en cuanto al horario de trabajo).

PETITORIA:

Por lo anterior solicitamos respetuosamente al honorable Consejo Superior del Poder Judicial se autorice a los suscritos el pago del día laborado de más, en la denominada OCTAVA SEMANA, la cual tiene lugar en el rol de 2 x 2 y que se cumple en la semana laboral que inicia el rol los Lunes de 06:00 a las 14:00 y finaliza Domingo a las 06:00.

Firmantes:
Julio César Sancho Rojas 
Marvin Antonio Vargas Romero
Karen Daniela Gómez Moreno
Mario Alberto González Pérez
Erlan Eliecer Chaves Esquivel
Luis Antonio Rojas Moreno
Fabián Arturo Segura Quesada
María Fernanda Jiménez Álvarez
Didier Gerardo Elizondo Ramírez
Aaron Fernando Rosales Rodríguez
Verónica Picado Araya
Mauricio Agüero Duarte

NOTA:
Las Técnicas y Técnico abajo firmantes, ocupan horario administrativo de las 10:00 a las 18:00 horas, no obstante, realizan sustituciones a los técnicos y técnicas que laboran normalmente en el horario alterno motivo de la presente petitoria por lo que solicitamos para ellos el reconocimiento del pago de la Octava Semana cuando corresponda.

Firmantes:
Maria de los Ángeles Sequeira Solís
Emily de los Ángeles Monge Garro
Gerardo Eduardo Rivera Solano”
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Previamente a resolver lo que corresponda, se acordó: Remitir a la Dirección de Gestión Humana el oficio número 12-CJIC-2019 de 21 de mayo de 2019, con la finalidad que rinda un informe a este Consejo Superior, sobre la solicitud del pago de la denominada octava semana, a las Técnicas y los Técnicos de Escucha del Centro Judicial de Intervención de las Comunicaciones.
La Dirección de Gestión Humana tomará nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc9866839]ARTÍCULO LXXV
Documento N° 6063-19.
	La máster Nuria Villalobos Solano, Jueza Coordinadora del Tribunal Penal y Flagrancia del Primer Circuito Judicial de San José, en correo electrónico de 22 de mayo de 2019, remitió lo siguiente:
“(…). 

En razón del ejercicio de la coordinación del Tribunal Penal de San José, ha surgido la duda por parte de una persona juzgadora que integra el despacho que ahora represento, sobre la vigencia y necesaria puesta en práctica de las circulares 173-2014 y 231-2015 del Consejo Superior, en las cuales se indica que los procesos donde se cuenta con personas privadas de libertad, los debates deben de programarse a partir de las 10:00 horas o bien, en la audiencia de la tarde, en razón de los atrasos que comúnmente ocurren con el traslado de personas detenidas en los diversos centros penales del país. 

La duda surge debido a que la circular 46-2018 que reitera la 134-2017 sobre Directrices para la “Estandarización de señalamientos de agendas en materia penal y diagnóstico de efectividad”,  en la cual se recalca que es de acatamiento obligatorio, pero sin hacer referencia directo a que se deja sin efecto las recién mencionadas circulares 173-2014 y 231-2015; por el contrario la 46-2018 indica como estándar obligatorio que todos los debates, sin excepción, sean señalados a partir de las 8:00 horas, no haciéndose mención alguna o diferencia con los juicios donde existan personas que deban ser trasladadas desde un centro de detención.

Por lo dicho, solicito al Honorable Consejo Superior si la directriz respecto al inicio de juicios durante la audiencia de la mañana a partir de las 10:00 horas cuando exista una persona privada de libertad se mantiene vigente, o bien, debemos seguir acatando únicamente lo dispuesto de forma general en la circular 48-2018 y señalar sin excepción a partir de las 8:00 horas. 

(…).

Agradeciendo su pronta gestión al tratarse de un tema del diario quehacer del tribunal y que afecta la dinámica normal del despacho,

(…).”
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Mediante circular N° 173-14 publicada en el boletín Judicial el 19 de febrero de 2015, la Secretaría General de la Corte comunicó a las autoridades judiciales del país que conocen materia penal y a las secciones especializadas en flagrancias, lo dispuesto este Consejo Superior en sesión No. 68-14, celebrada el 29 de julio de 2014, artículo XXII, sobre la reiteración de la circular No. 31-2011, sobre “Reglas para efectuar el señalamiento y agendamiento de los debates orales.
Asimismo, en circular N° 231-15 publicada el 21 de enero de 2016, la Secretaría General de la Corte comunicó a los despachos judiciales del país, el acuerdo tomado por este Consejo en sesión No. 100-15, celebrada el 12 de noviembre del 2015, artículo XXIII, sobre la Modificación de la Circular No. 184-2013 “Actualización de la circular No. 30-2008 sobre las Buenas Prácticas, para notificar, citar, localizar y presentar personas. Además sobre señalamientos y realización efectiva de debates, y aprovechamiento de las herramientas tecnológicas de la Institución y la desaplicación de la Circular No. 1-2007, así como sus reiteraciones mediante Circular No. 30-2008 y No. 20-2010.
En circular N° 134-17 publicada en el Boletín Judicial de 12 de octubre de 2017, la Secretaría General de la Corte comunicó a los juzgados y tribunales penales del país, el acuerdo de este Consejo en sesión N° 80-17 celebrada el 30 de agosto de 2017, artículo LXXVI, acerca de las Directrices para la “Estandarización de señalamientos de agendas en materia penal y diagnóstico de efectividad” de acatamiento obligatorio.
Finalmente, en circular N° 46-18 publicada en el Boletín Judicial de 22 de agosto de 2018, la Secretaría General de la Corte comunicó a los juzgados y tribunales penales del país, lo dispuesto por este Consejo en sesión N° 80-17 celebrada el 30 de agosto de 2017, artículo LXXVI, “Reiteración de la circular N° 134-2017 sobre Directrices para la “Estandarización de señalamientos de agendas en materia penal y diagnóstico de efectividad” de acatamiento obligatorio”.
Previamente a resolver lo que corresponda, se acordó: Hacer este acuerdo de conocimiento de la Comisión de la Jurisdicción Penal con la finalidad que se refiera a lo solicitado por la máster Nuria Villalobos Solano, Jueza Coordinadora del Tribunal Penal y Flagrancia del Primer Circuito Judicial de San José, en correo electrónico de 22 de mayo de 2019.
La Comisión de la Jurisdicción Penal tomará nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc9866841]ARTÍCULO LXXVI
Documento N° 8457-10 / 4811-19 / 6031-19.
En oficio número CO-UDO-CS-CSJ-161-2019, del 25 de abril de 2019, el señor Minor Anchía Angulo, Directivo Nacional de la Asociación Nacional de Empleados Públicos y Privados (ANEP), remitió la siguiente solicitud:
“(…), me apersono ante sus distinguidas personas, de conformidad con los artículos 27 y 30 de la Constitución Política, así como el canon Nº 32 de la Ley de Jurisdicción Constitucional, para lo siguiente:

Mediante Oficio CO-UDO-108-2019-WE-OIJ, del 18 de marzo del año 2019 se solicitó al señor Director del Organismo de Investigación Judicial lo siguiente:

“Copia de los estudios que sustentaron la aplicación del rol (4x2 o 2x2x2) en las dependencias bajo su digno cargo, Sub Delegaciones Regionales de Puntarenas, San Ramón y Cartago, entre otras que hemos logrado identificar con dicho rol. Así mismo, se reitera la solicitud de que se retrotraigan los mismos y se adecuen a lo establecido por el Consejo Superior de la Corte Suprema de Justicia, cuerpo colegiado que ha ordenado dejar sin efecto la aplicación del rol 2x2x2, hasta tanto se tengan estudios técnicos basados en la Salud Ocupacional”.

Luego de nuestra gestión, los roles de trabajo de 2x2x2 se mantuvieron en las subdelegaciones citadas, por lo cual, fue necesario solicitar audiencia conciliatoria ante el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, misma que resultó infructuosa. Sin embargo, se desprende del ACTA DE COMPARECENCIA, que se viene dando un trato preferencial al sindicato de la Asociación Nacional de Investigadores Criminales (ANIC), omitiéndose que en ANEP, también tenemos representación sindical en los cuerpos policiales del Poder Judicial, situación que resulta contraria de lo establecido en nuestra legislación laboral, así como en los enunciados de la Organización Internacional del Trabajo (OIT). En tal sentido, es menester manifestar que, somos absolutamente respetuosos de las acciones que emprenda el sindicado ANIC, organización por la cual tenemos también respeto, no obstante, en relación con lo que se viene discutiendo, nosotros contamos con experiencia, así como con los insumos que reiteradamente hemos compartido con ustedes, emanados de la Secretaria Técnica del Consejo de Salud Ocupacional del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Se adjunta copia del Acta.

Por lo tanto, con el respeto que merecen sus dignas autoridades, siendo que el Derecho a la Salud es un Derecho Humano Fundamental, solicitamos ante su órgano colegiado, se giren instrucciones en torno con dejar sin efecto el rol de servicio 2x2x2, en cualquier subdelegación regional del Organismo de Investigación Judicial, en donde se mantenga su aplicación. Lo anterior, en aplicación de los artículos 273, 274 y 282 del Código de Trabajo, así como la Convención Americana de Derechos Humanos y el Artículo 66 de la Constitución Política. Además, obsérvese la jurisprudencia emanada de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, en relación con el Derecho a la Salud.”
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A esos efectos adjunta el acta de conciliación dictada por el Departamento de Relaciones de Trabajo del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, a las once horas del dos de abril de dos mil dieciocho, que literalmente dice:

“ACTA DE COMPARECENCIA.

En reunión convocada mediante oficio DRT URAC-OF 794-2019 de fecha 18 de marzo del 2019, realizado en el Ministerio de Trabajo Social, Departamento de relaciones de Trabajo, Unidad de Resolución Alterna de Conflictos de San José, al ser la hora y fecha señaladas, se encuentran presentes, la señora Máster Argili Gómez Siu cédula 7-0092-0752 Sub Directora Jurídica a.i. acreditada como representante de la Corte Suprema de Justicia, el señor Walter Espinoza cédula 4-146-271 Director del Organismo de Investigación Judicial OIJ, el Lic. Edgar David Zeledón González, cédula 2-523-457 y la Licda. Rebeca Ferreto Villa cédula 1-894-057 como asesores legales. Por parte del Sindicato ANEP, el señor Mainor Anchía Angulo cédula 6-236-798 Directivo Nacional de ANEP.

Una vez dialogado y dado que las partes no llegan a acuerdo, se toma la manifestación de cada una de ellas.

Manifestación de la parte patronal.

Con relación a los puntos agendados, el Consejo Superior en sesión 24-29 del 15 de marzo del 2019 ARTÍCULO LXXI dispuso lo siguiente:

Que previo a resolver se convoca este 26 de abril de 2019, a reunión con la Dirección de Planificación (Órgano técnico) Dirección Jurídica, OIJ además del representante del sindicato de la Asociación Nacional de Investigadores Criminales donde se van a exponer las opciones y escenario de la planteado por la ANEP (roles de trabajo, carencia de estudios técnicos en materia de salud ocupacional y otros).

Queremos indicar que el tema que trae el día de hoy la representación sindical con relación a los trabajadores de las Delegaciones de San Ramón y Puntarenas no se encontraba dentro de la agenda para el día de hoy, no obstante éste es un tema que se va a valorar en el estudio General que se va a realizar.

En representante del organismo de Investigación judicial indica no desea realizar manifestación alguna del tema en razón de que el mismo va a ser expuesto en la reunión próxima de fecha 26 de abril del 2019.

Manifestación Sindicato ANEP.

Esta representación considera que se mantiene en una condición perjudicial para la salud a las personas que laboran en las oficinas regionales del OIJ en Puntarenas y San Ramón al mantenérseles un ron de trabajo que ya se ha acreditado por la secretaría técnica del Consejo de Salud Ocupacional del Ministerio de trabajo y Seguridad Social como perjudicial para la salud, entre técnico que además en lo que concierne al rol indicado (2x2x2), ha recomendado la no aplicación del mismo. En tal sentido, la convocatoria a esta audiencia se involucra a estas oficinas regionales por cuanto lo que se ha establecido es una infracción a los artículos 273,274 y 282 del Código de Trabajo toda vez que la parte patronal tiene pleno conocimiento del criterio técnico mencionado sobre el rol de trabajo de 2x2x2 y finalmente es importante también mencionar que a esta representación sindical no se le ha extendido invitación al proceso de estudio señalado por la representación patronal en esta audiencia.

ANEP no descarta la posibilidad de acudir a la instancia judicial que corresponda al darse por agotada la vía administrativa de conciliación.”
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En respuesta a lo anterior, en oficio número 4396-19, del 10 de mayo de 2019, la Secretaría General de la Corte, remitió al señor Minor Anchía Angulo, en su citada condición, el acuerdo tomado por este Consejo Superior en sesión N° 24-19 celebrada el 15 de marzo de 2019, artículo LXXI, en que se dispuso, de previo a resolver el tema, convocar a una reunión en hora y fecha que oportunamente se les comunicaría a los Directores de Planificación, Jurídica y del Organismo de Investigación Judicial, así como al Sindicato Asociación Nacional de Investigadores en Criminalística, para que expongan las opciones y escenarios posibles por cada una de las Direcciones.
[bookmark: _MON_1620452948]A esos efectos, en oficio número CO-UDO-CS-CSJ-203-2019, del 21 de mayo de 2019, el señor Anchía Angulo, remitió la solicitud que en lo que interesa dice:
“(…), me apersono ante sus distinguidas personas, de conformidad con los artículos 27 y 30 de la Constitución Política, así como el canon Nº 32 de la Ley de Jurisdicción Constitucional, para lo siguiente:

Hemos recibido el Oficio Nº 4396-19 del 10 de mayo de 2019, el cual indica lo siguiente:

(…).

En tal sentido, rogando las disculpas por la reiteración, es menester indicar que en la Sub Delegación Regional de Puntarenas se mantiene el rol de servicio 2x2x2, sin que existan criterios o estudios técnicos por parte del Departamento de Salud Ocupacional del Poder Judicial. Al efecto, debería en tesis de principio, en observancia de los artículos Nº 273, 274 y 282 del Código de Trabajo, así como de lo estipulado en la Convención Americana de Derechos Humanos y en el Artículo Nº 66 de la Constitución Política, haberse dejado sin efecto dicho rol. Ahora bien, en ANEP seguimos en espera de la audiencia solicitada ante ustedes, con la finalidad de exponer con propiedad sobre los motivos que nos llevan a solicitar la eliminación de dicho rol, el cual, como se ha mostrado mediante los estudios técnicos del Consejo de Salud Ocupacional del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, resulta perjudicial para la Salud de las personas trabajadoras.

Por tanto, es menester reiterar, con el respeto que merecen sus dignas autoridades, siendo que el Derecho a la Salud es un Derecho Humano Fundamental, solicitar se giren instrucciones en torno con dejar sin efecto el rol de servicio 2x2x2, en cualquier subdelegación regional del Organismo de Investigación Judicial, en donde se mantenga su aplicación. Lo anterior, en aplicación de los artículos Nº 273, 274 y 282 del Código de Trabajo, el Artículo 66 de la Constitución Política. Además, obsérvese la jurisprudencia emanada de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, en relación con el Derecho a la Salud. En caso contrario, no nos dejan sus honorables personas otra alternativa que la de acudir a lo establecido en los Artículos Nº 396, 397, 398, 399 y 400 del Código de Trabajo.

(…).”
-0-
Se acordó: 1.) Tomar nota de lo manifestado por el señor Minor Anchía Angulo, Directivo Nacional de la Asociación Nacional de Empleados Públicos y Privados (ANEP) en oficios CO-UDO-CS-CSJ-161-2019, del 25 de abril de 2019 y CO-UDO-CS-CSJ-203-2019, del 21 de mayo de 2019, y previamente a resolver lo que corresponda, estar a la espera del informe finar que deberá presentar la Dirección de Planificación referente a este tema. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de Planificación.
La Asociación Nacional de Empleados Públicos y Privados, tomará nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc9866844]ARTÍCULO LXXVII
Documento N° 2976-12 / 6120-19.
En sesión Nº 81-14 celebrada el 11 de setiembre de 2014, artículo LIII, en lo conducente, se solicitó a la Comisión de la Jurisdicción de Familia y Adolescencia que con el recurso asignado al Proyecto Oral Electrónico efectuara un plan de implementación nacional que garantizara la entrega de los apremios corporales de manera inmediata, conforme a la buena práctica aprobada por este Consejo y que se aplicaba en varios juzgados del país.
[bookmark: _Toc519784477]Después, en sesión número 66-18 del 24 de julio de 2018, artículo XIX, se tomó nota del informe N° 037-JVA-2018 presentado por la Magistrada Julia Varela Araya, en calidad del Coordinadora de la Comisión de la Jurisdicción de Familia, Niñez y Adolescencia y con base en él se acogieron las recomendaciones indicadas en esa oportunidad.
Luego, en sesión N° 32-19 del 09 de abril del 2019, artículo XC, se otorgó el plazo de 15 días contados a partir de esa comunicación, al licenciado Cristian Martínez Hernández, Juez Gestor de los Despachos Electrónicos de Pensiones Alimentarias, para rendir el informe solicitado por este Órgano en sesión N° 88-17 celebrada el 28 de setiembre del 2017, artículo LXXXV.
En correo electrónico del 23 de mayo de 2019, el licenciado Cristian Martínez Hernández, Juez Gestor de los Despachos Electrónicos de Pensiones Alimentarias, informó lo siguiente:
“En atención al oficio 4420-19 del 9 de mayo del año 2019, donde se me confiere 15 días para rendir el informe solicitado por este Órgano en sesión N° 88-17 celebrada el 28 de setiembre del 2017, artículo LXXXV, les informo que en sesión 66-18 celebrada el 24 de julio del año 2018, se conoció el informe que yo había remitido a la Comisión de Familia, inicialmente el 23 de octubre del año 2017, y que ante reiteración de dicho órgano mediante oficio Nº 2930-18 del 15 de marzo de 2018, mi persona remitió de nuevo el informe con fecha 12 de abril del 2018 a la secretaria de la magistrada Varela Araya, quien a su vez mediante oficio 037-JVA-2018 remite el informe solicitado, que como indiqué se conoció en la sesión 66-18 del 24 de julio del año anterior y donde dicho Consejo acordó: “1.) Tomar nota del informe N° 037-JVA-2018 presentado por la Magistrada Julia Varela Araya, en calidad del Coordinadora de la Comisión de la Jurisdicción de Familia, Niñez y Adolescencia y con base en el acoger las recomendaciones indicadas. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Defensoría de los Habitantes de la República.” (La cursiva no corresponde al original). Por lo que el informe solicitado, ya fue conocido y aprobado por dicho órgano en las fecha indicada.”
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Se acordó: Tomar nota de la comunicación realizada en correo electrónico del 23 de mayo de 2019, por el licenciado Cristian Martínez Hernández, Juez Gestor de los Despachos Electrónicos de Pensiones Alimentarias. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc9866846]ARTÍCULO LXXVIII
Documento N° 4361-19 / 6098-19.
Mediante circular número 80-2019 de fecha 16 de mayo de 2019, la Secretaría General de la Corte, hizo de conocimiento de todos los despachos judiciales del país que atienden materia de violencia doméstica, que este Consejo Superior en sesión No. 36-19, celebrada el 26 de abril de 2019, artículo LXV, acordó reiterarles la circular No. 76-2003, sobre “Deber de informar al Patronato Nacional de la Infancia, previamente la orden de salida de un menor de su casa de habitación”, publicada en el Boletín Judicial No. 173 del 29 setiembre de 2003, que literalmente indica:  
“El Consejo Superior, en sesión N° 51-03, celebrada el 15 de julio de 2003, artículo XCIII, dispuso comunicarles que en adelante cuando se aplique a un menor la medida cautelar de salida de su hogar, solicitada por sus padres, y en razón de Violencia Intrafamiliar, previamente a la ejecución de la medida, se haga la comunicación que corresponda al Patronato Nacional de la Infancia para que en coordinación con éste, se determine el lugar en que se ubicará al menor.-
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En oficio número 038-2019, del 22 de mayo de 2019, el licenciado Benito Martín Jiménez Carranza, Juez del Juzgado Contravencional de San Mateo, solicitó:
“(…).

En relación a la circular N°.80-2019, reiteración de la circular N°. 76-2003 sobre "Deber de informar al Patronato Nacional de la Infancia, previamente la orden de salida de un menor de su casa de habitación" ello con el propósito de que en forma conjunta se determine el lugar en que se ubicará a la persona menor, considera el suscrito, que es oportuno hacer algunas acotaciones en relación a esta disposición.  Los casos que atiende la jurisdicción en relación a menores donde se les remueve temporalmente del seno familiar, son los que señala el numeral 34 del Código de la Niñez y la Adolescencia, el cual establece lo siguiente:

 "Artículo 34. Separación del menor. La medida de protección tendiente a remover temporalmente del seno familiar a la persona menor de edad sólo se aplicará, cuando la conducta que la originó sea atribuible a alguien que conviva con ella y no exista otra alternativa.

Cuando la conducta motivadora de la medida se origine en un delito de lesiones o uno contra la libertad sexual atribuible a alguien que conviva con la persona menor de edad perjudicada, la oficina local del Patronato Nacional de la Infancia u otra institución o persona pública o privada que conozca de estos hechos, deberá solicitar a la autoridad judicial la orden para que el imputado abandone el domicilio, según el Código de Procedimientos Penales y las medidas de protección contempladas en el artículo 3 de la Ley contra la violencia doméstica, No. 7586, de 10 de abril de 1996.

Si no existiere otra alternativa que remover de la casa al niño para su ubicación temporal, deberá tenerse en cuenta, en primer término, a la familia extensa o las personas con quienes mantenga lazos afectivos.

Agotados estos recursos, se procederá a ubicarlo en programas que para este efecto debe promover el Patronato Nacional de la Infancia."

De la citada norma se coligen dos causales graves como lo son lesiones o delito sexual. Algunos hechos que se denuncian revisten carácter de urgencia y no siempre el tiempo se presta para los actos de coordinación con el PANI, por ejemplo los casos atendido en fines de semana en disponibilidad laboral, de ahí que hay casos excepcionales donde considera el suscrito la norma transcrita es clara en facultar a la jurisdicción a ubicar al menor de conformidad con el párrafo penúltimo en primer término en la familia extensa o las personas con quienes mantenga lazos afectivos, y claro está, conforme al párrafo final, agotado ese recurso, la reubicación se ha de realizar en alguno de los programas que para ese efecto tiene el PANI, pero, lo cierto es que hay casos de urgencia en que el acto previo de coordinación y determinación conjunta con el Pani implicaría esperar días para poderse definir, máxime si se trata de una situación acaecida en fin de semana y como se ha indicado no toda exposición de la persona menor a los actos denunciados puede esperar.  Considero que la circular base es de vieja data -más de quince años-, y debe ser revisada y reconsiderada ante las citadas excepciones.  Me parece que ante estos hechos gravosos que señala el artículo 34 citado, tratándose de atención de personas menores cuya atención debe ser inmediata, lo procedente es verificarse el soporte familiar oportuno para salvaguardar la integridad de la persona menor de edad y posteriormente realizarse la coordinación respectiva con el PANI para determinarse el lugar más propicio para la persona menor. Incluso hay casos donde la guarda, crianza y educación está definida, no ha mediado demanda para su variación y la persona a quien se le entrega al menor es a quien posee la misma; situación donde no parece requerirse la mediación del PANI, me refiero a casos como el siguiente ejemplo:  La madre posee la guarda, crianza y educación, el padre se lleva al menor un fin de semana para compartir con él y no lo devuelve, acto seguido la madre pide medidas para devolución del menor por haber agresión o delito sexual.  Ante este hipotético caso, si no hay demanda o acto administrativo alguno del cual se tenga conocimiento contra la madre, ¿qué impide la entrega del menor a su madre sin intervención del PANI?  Digo esto por cuanto la circular del 2003 pareciera reñir con el principio de independencia funcional al establecer según aquel criterio la necesidad de definirse un domicilio al menor en forma conjunta con dicho Ente administrativo.  En la práctica se ha visto reiteradamente que mientras uno de los padres recurre al PANI a denunciar administrativamente actos de agresión, el otro recurre a la jurisdicción a denunciar lo mismo y pedir medidas, ahora hay dos actos que contrastan entre sí, con afirmaciones opuestas donde el padre asegura que la madre es agresora y la madre asegura que es el padre el agresor, y ante este cuadro historial fáctico nace la interrogante al momento de definirse conjuntamente con el PANI el domicilio del menor ¿bajo qué parámetro establecerse el domicilio? ¿si por interpretación y consideración propia del Ente administrativo, o por consideración de la persona juzgadora? ¿qué pasa si no hay acuerdo al analizarse y valorarse cada denuncia planteada ante cada instancia por separado? Ahí es donde considero que riñe aquella disposición del 2003 con el principio de independencia, y debe resolverse en pro de la persona menor, pero lo cierto es que no deja de ser una disposición poco diáfana y por ende necesaria de esclarecer para su aplicabilidad.

En conclusión, me parece prudente en relación a las circulares 76-2003 y 80-2019 establecer en la práctica que hay excepciones que conforme a los alcances del artículo 5 del Código de la Niñez y la Adolescencia, requieren de atención urgente e inmediata para lo cual la persona juzgadora proceda conforme al artículo 34 de dicha norma y posteriormente a la brevedad coordine con el PANI según corresponda.  De otro modo, ante casos urgentes la línea de criterio que data del 2003 puede impedir la tutela efectiva en tiempo en favor de una persona menor.”

-0-  

Una vez analizada la gestión anterior, se acordó: 1.) Aclararle al licenciado Benito Martín Jiménez Carranza, Juez del Juzgado Contravencional de San Mateo, que el sentido de la circular número 80-2019 de fecha 16 de mayo de 2019, es que, cuando se aplique a un menor de edad la medida cautelar de la salida de su hogar solicitada por sus padres y en razón de violencia intrafamiliar, significa que es una persona menor de edad en conflicto con la justicia y no en una situación de riesgo, es decir, situaciones de adolescentes en conflicto con la justicia. Es por este motivo, que se debe informar al Patronato Nacional de la infancia, por si es necesario gestionar la ayuda de esa institución en cualquier punto que sea necesario. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento del gestionante.
[bookmark: _Toc9866848]ARTÍCULO LXXIX
Documento N° 5771-19 / 6045-19.
Mediante circular número 104-2013, del 30 de mayo de 2013, la Secretaría de la Corte, hizo de conocimiento de todos los despachos judiciales del país, que la Corte Plena en sesión 22-13, celebrada el 20 de mayo de 2013, artículo XXXI, aprobó el “Reglamento sobre Expediente Judicial Electrónico ante el Poder Judicial”, el cual dispone en su numeral noveno, que en razón de 
las limitaciones tecnológicas (brecha digital), la información entre despachos se deberá remitir por los medios que garanticen su acceso, por ello cuando el despacho destinatario tenga una gestión judicial con soporte de papel y se encuentre en condiciones de desventaja o rezago tecnológico, la oficina remitente le enviará la información en papel. 
En oficio número 024-JPJSRG-2019, del 16 de mayo de 2019, la licenciada Rebeca Carvajal Quirós, Jueza Penal del Juzgado Penal Juvenil del Tercer Circuito Judicial de Alajuela, Sede San Ramón y Grecia, remitió el siguiente informe:
“(…).

Este despacho es electrónico a partir del 07 de febrero de 2018, actualmente se nos presenta una situación con el Juzgado de Ejecución de Sanciones Penales Juveniles, con la causa número 18-000467-0068-PE, la cual tiene sentencia condenatoria, en virtud de que se itineró para que se procediera con la ejecución de la sentencia, igualmente se le remitió la totalidad del expediente electrónico indicado en un CD. Lo anterior de conformidad con lo indicado en el artículo 9 del Reglamento sobre Expedientes Judiciales Electrónicos (Circular 104-2013). Y tomando en consideración que el Juzgado citado no se encuentra en condiciones de desventaja o rezago tecnológico, la información se envía en formato digital.

Sin embargo en el Juzgado de Ejecución de Sanciones Penales Juveniles, contrariando las políticas institucionales de cero papel; nos solicita, mediante correo electrónico que se adjunta, que se remita el expediente físico del joven a efecto de que empiece el cumplimiento de la sanción impuesta, aun cuando ese despacho tiene el expediente en el CD, alegando que es despacho no es electrónico por lo cual solicita se remita el expediente físico del joven a efecto de que empiece el cumplimiento de la sanción impuesta, pero si tienen medios tecnológicos para visualizar el expediente en el equipo de cómputo que utiliza.”


-0-
La Secretaría General de la Corte, mediante oficio número 4862-19, del 20 de mayo de 2019, remitió la gestión anteriormente transcrita a la licenciada Priscilla Madrigal González, Jueza Coordinadora del Juzgado de Ejecución de Sanciones Penales Juveniles, con la finalidad que se rindiera el informe correspondiente, en el término de 3 días contados a partir de recibida esa comunicación.
En respuesta a lo anterior, mediante oficio número 19-JESPJ-2019, recibido el 22 de mayo de 2019, la licenciada Priscilla Madrigal González, en su citada condición, informó:
“(…).

El Juzgado de Ejecución de las Sanciones Penales Juveniles tiene competencia a nivel nacional, siendo el único Juzgado que conoce de esta materia en el país.  Nuestro Juzgado se encuentra ubicado en San José, y recibimos los expedientes que nos remiten todos los Juzgados Penales Juveniles del país cuando un joven es condenado y la sentencia adquirió firmeza, siendo que con el traslado del expediente se hace traslado de la competencia para el conocimiento del asunto.

Nuestro Juzgado sigue siendo físico, en razón de ello, la tramitación que se realiza de los expedientes sigue siendo física. Cuando se empezó en los diferentes circuitos judiciales del país a realizar la conversión de los Juzgados para la utilización del expediente electrónico, de parte de Planificación se nos consultó que era lo que nosotros requeríamos para poder continuar realizando nuestra labor y que no se viera interferida por esa migración que estaban realizando los otros juzgados al expediente electrónico, y reducir al máximo la utilización de papel, es así como se coordinó para que los Juzgados Penales Juveniles electrónicos nos remitieran copias del expediente a partir de la sentencia con sus respectivas comunicaciones, el auto de liquidación y el legajo de medidas cautelares.  A partir de la circular 154-2015 del Consejo Superior, también remitir las copias de las comunicaciones realizadas al Programa de Sanciones Alternativas, Fiscalía de Ejecución, Defensa de Ejecución, Cómputo de Penas, Centro Penal donde se encuentre el sentenciado.

Los Juzgados Penales Juveniles que siguen siendo físicos nos remiten el expediente completo, y los Juzgados Penales Juveniles electrónicos nos remiten copias físicas del expediente electrónico a partir de la sentencia en adelante y copias físicas del legajo de medidas cautelares, así como una copia en CD de todo el expediente electrónico, por si en algún momento se requiriera consultar algo.

Hemos venido trabajando sin ningún tipo de problema con los diferentes Juzgados electrónicos, incluso con el mismo Juzgado que ahora presenta la consulta, ya que es electrónico desde febrero del 2018, siendo que hasta ahora el Juzgado Penal Juvenil de San Ramón se niega a remitirnos la copia física de los documentos que requerimos del expediente electrónico.

La circular 104-2013, que hace referencia al Reglamento sobre expedientes judiciales electrónicos en su artículo 9 indica:

Artículo 9 Comunicación entre despachos. Para el trámite de los procesos judiciales electrónicos, se deberá considerar en cada caso, las limitaciones tecnológicas (brecha digital) de aquellos despachos y oficinas judiciales involucradas, que se encuentran en condición de desventaja en cuanto al uso de medios electrónicos. En estos casos, la información se deberá remitir por los medios que garanticen su acceso, identidad, preservación e integridad de los datos. Cuando el despacho destinatario tenga una gestión judicial con soporte de papel y se encuentre en condiciones de desventaja o rezago tecnológico, la oficina remitente le enviará la información en papel. Esta misma regla se observará en el trasiego de información entre el Organismo de Investigación Judicial, la Defensa Pública y el Ministerio Público. (el subrayado no es del original)

Conforme a esta circular es claro que nuestro Juzgado se encuentra en una situación de desventaja con respecto al Juzgado Penal Juvenil de San Ramón, puesto que no somos electrónicos, tenemos rezago tecnológico puesto que seguimos siendo físicos, y si bien es cierto, en el CD se podría ver la información, lo cierto es que la tramitación de este Juzgado se sigue haciendo en papel, y por ello es que requerimos que el Juzgado que dicta la sentencia nos remitan como mínimo los documentos físicos mencionados anteriormente.
Se adjunta copias de  una seguidilla de correos con funcionarios de Planificación cuando se inició con la implementación del Juzgado Penal Juvenil Electrónico de Cartago, que fue el primero o uno de los primeros en convertirse en electrónico, y con base en esas coordinaciones supongo que la información fue remitida a los diferentes Juzgados Penales Juveniles que se fueron convirtiendo en electrónicos puesto que no hemos tenido problemas con ninguno para que nos remita la información hasta este momento, siendo que las condiciones de nuestro juzgado no han variado desde entonces.

(…).”
-0-
Se acordó: 1) Tener por recibido el oficio número 19-JESPJ-2019, suscrito por la licenciada Priscilla Madrigal González, Jueza Coordinadora del Juzgado de Ejecución de Sanciones Penales Juveniles. 2) Aclarar a la licenciada Rebeca Carvajal Quirós, Jueza Penal del Juzgado Penal Juvenil del Tercer Circuito Judicial de Alajuela, Sede San Ramón y Grecia, que, entre tanto se libera la brecha tecnológica entre ambos despachos, debe estarse a lo dispuesto en el Reglamento sobre Expediente Judicial Electrónico ante el Poder Judicial, comunicado en circular N°104-2013 del 30 de mayo de 2013, el cual dispone en su numeral noveno, que cuando el despacho destinatario tenga una gestión judicial con soporte de papel y se encuentre en condiciones de desventaja o rezago tecnológico, la oficina remitente le enviará la información en papel. Lo anterior como caso de excepción a la política institucional de cero papel.
[bookmark: _Toc9866851]ARTÍCULO LXXX

Documento N° 5965-19 / 6196-19 / 6424-19

El Magistrado Orlando Aguirre Gómez, la máster Roxana Arrieta Meléndez y la máster Lucrecia Chaves Torres, por su orden, Presidente del Consejo de la Judicatura, Directora interina de Gestión Humana y Jefa de la Sección Administrativa de la Carrera Judicial, mediante oficio N° PJ-DGH-SACJ-0820-19 del 15 de mayo de 2019, remitieron lo siguiente:
“En atención a los oficios Nos. 2543-19, 3226-19 y 3296-19 de fechas 11 y 28 de marzo, 02 de abril de 2019, se remite la terna para el cargo de Juez (a) 3 Laboral, para nombrar en los despachos que a continuación se detallan:
La consulta para la conformación de la presente terna dio inicio el 25/04/2019 y finalizó el 30/04/2019. Se incluyen los datos de la Inspección Judicial del Sistema de Gestión de cada uno de los aspirantes al 08/05/2019.
Se consultó el Sistema de Imputados Área Penal y Gestión en Línea de cada uno de los aspirantes al 15/05/2019.
Según correo electrónico del 14/05/2019 de la Unidad de Inspección Fiscal - Ministerio Público, se incluyen los datos de cada uno de los aspirantes.
	
	
	

	Despacho (s)
	Códigos de Puesto
	Observaciones

	1. Juzgado de Seguridad Social.
	47446
	Plaza interina hasta el 10/08/2019, en sustitución de la señora María Gabriela Bustamante Segura, quien se le concedió permiso con goce de salario.

	2. Juzgado de Trabajo del Primer Circuito Judicial de Alajuela.
	352634
	Plaza interina hasta el 10/08/2019, en sustitución del señor José Antonio Madrigal Soto, quien se le concedió permiso con goce de salario.

	3. Juzgado de Trabajo del Primer Circuito Judicial de San José.
	100971
	Plaza interina hasta el 30/06/2019, en sustitución del señor José Francisco López Chaverri, quien pasó a otro cargo.

	4. Juzgado de Trabajo del Segundo Circuito Judicial de San José.
	113574
	Plaza interina hasta el 30/06/2019, en sustitución de la señora Marta Eugenia Esquivel Rodríguez, quien pasó a otro cargo.


[bookmark: _Hlk7677803]
PRIMERA TERNA
Despacho: Juzgado de Seguridad Social.
Plaza interina hasta el 10-08-2019, número de puesto 47446. 

ASPIRANTES:

	
	Causas


	[bookmark: _Toc9866854]Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones
	Motivo y Estado

	1. Solís Vega 
Gustavo Enrique 0108920531
	89.5699
	86
	
	

	2. Briceño Solano Randall Jesus 0109190677 
	81.6018
	168
	
	

	3. Porras Mejías 
Rolando Jesus 0502330383
	81.5066
	171
	
	



SUPLENTES:

	
	Causas 


	[bookmark: _Toc9866855]Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones
	Motivo y Estado

	4. Peraza Retana 
Diana Jeannette 0112370475
	80.4909
	183  
	
	

	5. Villegas Mendez Norma Sedyer 0108420908
	79.7585
	187
	
	

	6. Alvarado Valverde Luis Carlos 
0603170476
	79.5957
	189
	
	



Interina en el puesto: Sra. Andrea Isabel Cubillo Monge
Cédula: 0111910321
Condición Laboral: Propietaria como Técnica Judicial 2, Juzgado de Trabajo del Segundo Circuito Judicial de San José
Vigencia del nombramiento: 02/06/2019

SEGUNDA TERNA

Despacho: Juzgado de Trabajo del Primer Circuito Judicial de Alajuela.
Plaza interina hasta el 10-08-2019, número de puesto 352634. 

ASPIRANTES:

	
	Causas


	[bookmark: _Toc9866856]Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones
	Motivo y Estado

	1. Martínez Garbanzo Wendy 
0111640833
	87.6646
	116
	
	

	2. Jiménez Vega Andres Alberto 0111090557 
	84.7204
	142
	
	

	3. Porras Mejías Rolando Jesus 0502330383
	81.5066
	171
	
	



SUPLENTES:

	
	Causas 


	[bookmark: _Toc9866857]Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones
	Motivo y Estado

	4. Peraza Retana 
Diana Jeannette 0112370475
	80.4909
	183
	
	

	5. Villegas Méndez Norma Sedyer 0108420908
	79.7585
	187
	
	

	6. Mora Vílchez 
Mónica Marcela 0109510484
	79.5618
	191
	
	



Interina en el puesto: Sra. Maureen Maria Robinson Rosales
Cédula: 0304050047
Condición Laboral: Propietaria como Técnica Judicial 1, Juzgado Especializado de Cobro del Segundo Circuito Judicial de San José
Vigencia del nombramiento: 02/06/2019

TERCERA TERNA
Despacho: Juzgado de Trabajo del Primer Circuito Judicial de San José.
Plaza interina hasta el 30-06-2019, número de puesto 100971. 

ASPIRANTES:

	
	Causas


	[bookmark: _Toc9866858]Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones
	Motivo y Estado

	1. Solís Vega 
Gustavo Enrique 0108920531
	89.5699
	86
	
	

	2. Corrales Chaves Peggy María 0109180714
	83.9250
	149
	
	

	3. Briceño Solano Randall Jesus 0109190677 
	81.6018
	168
	
	



SUPLENTES:

	
	Causas 


	[bookmark: _Toc9866859]Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones
	Motivo y Estado

	4. Porras Mejías Rolando Jesus 0502330383
	81.5066
	171
	
	

	5. Villegas Méndez Norma Sedyer 0108420908
	79.7585
	187
	
	

	6. Robinson Rosales Maureen Maria 0304050047 
	79.5162
	193
	
	

	7. Charpantier Vargas Luis Diego 0113460581
	78.8403
	198
	
	



Interina en el puesto: Sra. Peggy Maria Corrales Chaves
Cédula: 0109180714
Condición Laboral: Propietaria como Jueza 2, Juzgado Segundo Especializado de Cobro del Primer Circuito Judicial de San Jose
Vigencia del nombramiento: 30/06/2019

CUARTA TERNA
Despacho: Juzgado de Trabajo del Segundo Circuito Judicial de San José.
Plaza interina hasta el 30-06-2019, número de puesto 113574. 

ASPIRANTES:
	
	Causas


	[bookmark: _Toc9866860]Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones
	Motivo y Estado

	1. Pérez Pereira Cinthia María 0109480159
	90.1975
	77
	
	

	2. Solís Vega 
Gustavo Enrique 0108920531
	89.5699
	86
	
	

	3. Briceño Solano Randall Jesus 0109190677 
	81.6018
	168
	
	



SUPLENTES:

	
	Causas 


	[bookmark: _Toc9866861]Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones
	Motivo y Estado

	4. Porras Mejías Rolando Jesus 0502330383
	81.5066
	171
	
	

	5. Peraza Retana 
Diana Jeannette 0112370475
	80.4909
	183
	
	

	6. Villegas Méndez Norma Sedyer 0108420908
	79.7585
	187
	
	

	7. Robinson Rosales Maureen Maria 0304050047 
	79.5162
	193
	
	

	8. Charpantier Vargas Luis Diego 0113460581
	78.8403
	198
	
	



Interina en el puesto: Sra. Ana Natalia Meza Angulo
Cédula: 0113960660
Condición Laboral: Interina
Vigencia del nombramiento: 02/06/2019

Observaciones Generales:
1. Las ternas se integran con tres aspirantes conforme la Ley de Carrera Judicial y de acuerdo con lo establecido por el Consejo de la Judicatura en sesión No CJ-23-01, Artículo VI, celebrada el 10 de julio de 2001 y el Consejo Superior en sesión No.63-01, Artículo XXX, celebrada el 09 de agosto de 2001.
2. Esta terna se conforma con la lista de elegibles de Juez (a) 3 Laboral. 
3. Los nombramientos interinos están sujetos a que finalicen, si regresa el titular del puesto o bien si la plaza queda vacante, por lo tanto, al cambiar la condición se deberá de realizarse un nuevo concurso.
4. De conformidad con lo establecido en el artículo 34 del Estatuto de Servicio Judicial, incisos a) y c) los nombramientos que se realicen en plazas vacantes quedarán sujetos a que tanto la persona nombrada como la persona que se sustituye, cumpla con el período de prueba establecido.
5. De acuerdo con el artículo 34 del Reglamento de Carrera Judicial, las personas que resulten     nombradas en propiedad por primera vez en la Judicatura deberán aprobar el Subprograma de Nivelación General Básica impartido por la Escuela Judicial como parte de la valoración del período de prueba.
Se adjunta detalle conteniendo la experiencia y estudios de los interesados (as).”

- 0 -

[bookmark: _Toc8051378]La licenciada Diana Peraza Retana, Técnica Especializada 6 de la Sección de Toxicología, en correo electrónico de 26 de abril de 2019 expresó lo siguiente: 
“En relación con el oficio PJ-DGH-SACJ-082019 TJ-0032-2019 del 15 de mayo del año 2019, dentro del cual me encuentro integrando tres ternas, quiero realizar la renuncia formal de una de ellas, específicamente de la plaza del Juzgado de Seguridad Social, plaza interina número 47446 en sustitución de la señora María Gabriela Bustamante Segura, en las demás si continúo participando.

- 0 -

En correo electrónico del 29 de mayo de 2019, el licenciado Randall Briceño Solano, Juez del Juzgado de Trabajo de Cartago, remitió la siguiente gestión:
“(…), con respecto a las ternas conformadas para el cargo de Juez 3 Laboral mediante oficio PJ-DGH-SACJ-0820-19 TJ-0032-2019 del 15 mayo de 2019, las cuales se conocerán en la sesión del treinta de mayo de los corrientes , por motivos personales deseo que se me excluya de dicho concurso, no sin antes ofrecer las disculpas del caso.”

- 0 -

	Se acordó: 1.) Tomar nota de las renuncias presentadas por la licenciada Diana Peraza Retana, Técnica Especializada 6 de la Sección de Toxicología y el licenciado Randall Briceño Solano, Juez del Juzgado de Trabajo de Cartago, a los respectivos puestos. 2.) Se procede a realizar el nombramiento de la primera terna, plaza interina N° 47446 de Juez (a) 3 Laboral del Juzgado de Seguridad Social, a partir del 17 de junio de 2019 y hasta el 10 de agosto de 2019, con los siguientes profesionales:
	Gustavo Enrique Solís Vega 
	Rolando Jesús Porras Mejías 
	Norma Sedyer Villegas Méndez
En la primera, segunda y tercera votación, se recibieron cinco votos para ampliar terna. 
De conformidad con lo establecido en el artículo 77 de la Ley de Carrera Judicial, se amplía la terna de la siguiente forma: 
	Gustavo Enrique Solís Vega 
	Rolando Jesús Porras Mejías 
	Norma Sedyer Villegas Méndez
	Luis Carlos Alvarado Valverde
Por unanimidad, en la cuarta votación se designó: Al licenciado Luis Carlos Alvarado Valverde, cédula 0603170476.
	3.) Seguidamente, se entra a conocer el nombramiento de la segunda terna, plaza interina N° 352634 de Juez (a) 3 Laboral del Juzgado de Trabajo del Primer Circuito Judicial de Alajuela, a partir del 17 de junio de 2019 y hasta el 10 de agosto de 2019, con los siguientes profesionales:
Wendy Martínez Garbanzo
Andres Alberto Jiménez Vega
	Rolando Jesús Porras Mejías
	Por mayoría, se designó: A la licenciada Wendy Martínez Garbanzo, cédula 0111640833, quién obtuvo tres votos.
	El licenciado Jiménez Vega, obtuvo dos votos.
	4.) Referente a la tercera terna, se realiza el nombramiento para el cargo de Juez (a) 3 Laboral del Juzgado de Trabajo del Primer Circuito Judicial de San José, plaza interina N° 100971 a partir del 10 de junio de 2019 y hasta el 30 de junio de 2019.
	Quienes conforman la terna son:
	Gustavo Enrique Solís Vega 
	Peggy María Corrales Chaves
	Rolando Jesús Porras Mejías
Por unanimidad, se designó: A la licenciada Peggy María Corrales Chaves, cédula 0109180714.
	5.) Finalmente, se conoce el nombramiento de la cuarta terna, para el cargo de Juez (a) 3 Laboral del Juzgado de Trabajo del Segundo Circuito Judicial de San José., plaza interina N° 113574 a partir del 10 de junio de 2019 y hasta el 30 de junio de 2019.
	Las personas que conforman la terna son las siguientes:
	Cinthia María Pérez Pereira
	Gustavo Enrique Solís Vega 
	Rolando Jesús Porras Mejías
Por unanimidad, se designó: A la licenciada Cinthia María Pérez Pereira, cédula 0109480159.
Es entendido que de conformidad con lo que establece el artículo 19 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, el servidor nombrado, para poder ejercer válidamente el cargo en el que fue designado deberá suscribir la póliza de fidelidad respectiva y debidamente actualizada.
Asimismo, el funcionario nombrado asumirá su cargo en la fecha indicada y procederá a su juramentación. Además se le recuerda que lo nombramientos interinos están sujetos a que regrese su titular o que la plaza quede vacante y se nombre en propiedad a otro funcionario o funcionaria.
Al mismo tiempo, se hace del conocimiento del servidor nombrado, que de conformidad con el artículo 141, párrafo segundo, deberá de apersonarse a la Secretaría General de la Corte a registrar su firma para los fines que dicha norma establece.
El Consejo de la Judicatura, el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, la Dirección de Gestión Humana, la Sección Administrativa de la Carrera Judicial y los despachos interesados, tomarán nota para lo que a cada uno corresponda. Se declara este acuerdo firme.
ARTÍCULO LXXXI

Documento N° 5964-19 / 6000-19/ 6018-19/ 6061-19/ 6166-19/ 6260-19/ 6270-19 / 6510-19

En oficio número PJ-DGH-SACJ-0807-19, del 15 de mayo de 2019, el magistrado Orlando Aguirre Gómez, Presidente del Consejo de la Judicatura, la máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora interina de Gestión Humana y la máster Lucrecia Chaves Torres, Jefa de la Sección Administrativa de la Carrera Judicial, informaron lo siguiente:
“En atención a los oficios Nos. 13376-18, 1309-19, 1952-19, 2377-19 y 2622-19 de fechas 21 de diciembre de 2018, 05, 25 de febrero, 07 y 13 de marzo de 2019, se remite la terna para el cargo de Juez (a) 3 Penal, para nombrar en los despachos que a continuación se detallan:

La consulta para la conformación de la presente terna dio inicio el 04/04/2019 y finalizó el 09/04/2019. Se incluyen los datos de la Inspección Judicial del Sistema de Gestión de cada uno de los aspirantes al 25/04/2019.

Se consultó el Sistema de Imputados Área Penal y Gestión en Línea de cada uno de los aspirantes al 30/04/2019.

Según correo electrónico del 14/05/2019 de la Unidad de Inspección Fiscal - Ministerio Público, se incluyen los datos de cada uno de los aspirantes.

	
	
	

	Despacho (s)
	Códigos de Puesto
	Observaciones

	[bookmark: _Hlk515975628][bookmark: _Hlk6921725]1. Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de San José.
	[bookmark: _Hlk6921740]43959
	Plaza vacante, en sustitución de la señora Mariela Virginia Villalobos Soto, quien pasó a otro cargo.

	[bookmark: _Hlk6924490]2. Juzgado Penal de Hatillo.
	[bookmark: _Hlk6924510]92759
	Plaza vacante, en sustitución del señor Rodrigo Alberto Chavarría Mora, quien se acogió a su jubilación.

	[bookmark: _Hlk7010481]3. Centro de Intervención de las Comunicaciones. 

Se ubica en la Ciudad Judicial en San Joaquín de Flores y operará las 24/7, sea las 24 horas del día, los 7 días de la semana, para lo cual se hace necesario que su personal trabaje por roles.
	[bookmark: _Hlk7010857]359236
	Plaza vacante, en sustitución del señor Mario Oconitrillo Gamboa, quien se acogió a su jubilación.

	4. Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica.
	45131
	Plaza vacante, en sustitución del señor Freddy Martin Quesada Román, quien se acogió a su jubilación.

	5. Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur.
	[bookmark: _Hlk7079619]57010
	Plaza interina hasta el 06/07/2020, en sustitución de la señora Marjorie Navarro Castro, quien pasó a otro cargo. Se encontraba el señor Ricardo Urias Espinoza Campos, quien pasó a otro cargo.



PRIMERA TERNA

Despacho: Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de San José.
Plaza vacante, número de puesto 43959. 

ASPIRANTES:

	
	Causas


	[bookmark: _Toc9866870]Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones
	Motivo y Estado

	1. Fonseca Ramos 
Jose Francisco 0107860935
	93.5117
	40
	
	

	2. Porras González Alberto 
0106670466
	92.8750
	44
	
	

	3. Jiménez Mata 
Roy Andres 
0109340589
	92.8424
	45
	
	



SUPLENTES:

	
	Causas 


	[bookmark: _Toc9866871]Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones
	Motivo y Estado

	4. Rivas Quesada Ana Lucrecia
0109910054
	92.7833
	47
	
	

	5. Sáenz Jiménez Iván Alexander
0108490053
	91.8613
	64
	
	

	6. Molina Murillo Zhuyem
0108870812
	91.4241
	75
	
	



Interina en el puesto: Sra. Adriana Zúñiga Cruz
Cédula: 0113370816
Condición Laboral: Propietaria como Técnica Judicial 2, Juzgado Penal II Circuito Judicial San José.
Vigencia del nombramiento: 02/06/2019

SEGUNDA TERNA

Despacho: Juzgado Penal de Hatillo.
Plaza vacante, número de puesto 92759. 

ASPIRANTES:

	
	Causas


	[bookmark: _Toc9866872]Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones
	Motivo y Estado

	1. Serrano Soto Fabián Andrés
0109440650
	94.0000
	36
	
	

	2. Fonseca Ramos 
Jose Francisco 0107860935
	93.5117
	40
	
	

	3. Porras González Alberto 
0106670466
	92.8750
	44
	
	



SUPLENTES:

	
	Causas 


	[bookmark: _Toc9866873]Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones
	Motivo y Estado

	4. Jiménez Mata 
Roy Andres 
0109340589
	92.8424
	45
	
	

	5. Alvarado Alfaro Mariana
0113100803
	89.8966
	97
	
	

	6. Solano Acuña Maria José	
0112640361
	89.6767
	102
	
	



Interino en el puesto: Sr. Andres Arturo Chaves Mora
Cédula: 0112210852
Condición Laboral: Propietario como Investigador 1, Dirección General
Vigencia del nombramiento: 02/06/2019

TERCERA TERNA

Despacho: Centro de Intervención de las Comunicaciones.
Plaza vacante, número de puesto 359236. 

ASPIRANTES:

	
	Causas


	[bookmark: _Toc9866874]Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones
	Motivo y Estado

	1. Brenes Rodríguez Tatiana
0109200386
	96.1712
	1
	
	

	2. Vargas Duarte José Alberto
0109800253
	95.8950
	7
	
	

	3. Fonseca Ramos 
Jose Francisco 0107860935
	93.5117
	40
	
	



SUPLENTES:

	
	Causas 


	[bookmark: _Toc9866875]Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones
	Motivo y Estado

	4. Porras González Alberto 
0106670466
	92.8750
	44
	
	

	5. Arce Hidalgo Ana Laura
0206220953
	91.3172
	79
	
	

	6. Monge Madrigal Jean Carlo
0304130108
	90.2075
	94
	
	



Interino en el puesto: Sr. Gabriel Ortega Monge
Cédula: 0304090778
Condición Laboral: Propietario como Técnico Judicial 2, Juzgado Penal de Cartago
Vigencia del nombramiento: 23/06/2019

CUARTA TERNA

Despacho: Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica.
Plaza vacante, número de puesto 45131. 

ASPIRANTES:

	
	Causas


	[bookmark: _Toc9866876]Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones
	Motivo y Estado

	1. Fonseca Ramos 
Jose Francisco 0107860935
	93.5117
	40
	
	

	2. Porras González Alberto 
0106670466
	92.8750
	44
	
	

	3. Mejía Romero Pedro Gerardo 0206290209
	89.1483
	118
	
	



SUPLENTES:

	
	Causas 


	[bookmark: _Toc9866877]Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones
	Motivo y Estado

	4. Hidalgo Somarribas Patricia Lorena
0105310189
	88.3714
	137
	
	

	5. Monge Umaña Rodrigo
0108590523
	87.7518
	169
	
	

	6. López Chacón Jacqueline Lizeth
0603540377
	86.9856
	184
	
	

	7. Campos Vargas Jose Antonio
0111540442
	86.6119
	194
	
	

	8. Espinoza Campos Ricardo Urias
0603680331
	86.3408
	197
	
	



Interino en el puesto: Sr. Luis Daniel Montero Rojas
Cédula: 0402020980
Condición Laboral: Interino
Vigencia del nombramiento: 30/06/2019

QUINTA TERNA

Despacho: Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur.

Plaza interina hasta el 06-07-2020, número de puesto 57010.

ASPIRANTES:

	
	Causas


	[bookmark: _Toc9866878]Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones
	Motivo y Estado

	1. Fonseca Ramos 
Jose Francisco 0107860935
	93.5117
	40
	
	

	2. Porras González Alberto 
0106670466
	92.8750
	44
	
	

	3. Monge Madrigal Jean Carlo
0304130108
	90.2075
	94
	
	



SUPLENTES:

	
	Causas 


	[bookmark: _Toc9866879]Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones
	Motivo y Estado

	4. Fernández Hernández Andrés
0113710805
	89.4143
	111
	
	

	4. Hidalgo Somarribas Patricia Lorena
0105310189
	88.3714
	137
	
	

	6. Retana Quirós Omar Fernando
0602860923
	87.7810
	167
	
	

	7. Monge Umaña Rodrigo
0108590523
	87.7518
	169
	
	

	8. López Chacón Jacqueline Lizeth
0603540377
	86.9856
	184
	
	

	9. Campos Vargas Jose Antonio
0111540442
	86.6119
	194
	
	

	10. Espinoza Jiménez Diego Jose
0112640803
	85.8580
	206
	
	



Interina en el puesto: Sra. Raquel Gutiérrez Alfaro
Cédula: 0113630271
Condición Laboral: Interina 
Vigencia del nombramiento: 31/05/2019

Observaciones Generales:

1. Las ternas se integran con tres aspirantes conforme la Ley de Carrera Judicial y de acuerdo con lo establecido por el Consejo de la Judicatura en sesión No CJ-23-01, Artículo VI, celebrada el 10 de julio de 2001 y el Consejo Superior en sesión No.63-01, Artículo XXX, celebrada el 09 de agosto de 2001.

2. Esta terna se conforma con la lista de elegibles de Juez (a) 3 Penal.

3. Los nombramientos interinos están sujetos a que finalicen, si regresa el titular del puesto o bien si la plaza queda vacante, por lo tanto, al cambiar la condición se deberá de realizarse un nuevo concurso.

4. De conformidad con lo establecido en el artículo 34 del Estatuto de Servicio Judicial, incisos a) y c) los nombramientos que se realicen en plazas vacantes quedarán sujetos a que tanto la persona nombrada como la persona que se sustituye, cumpla con el período de prueba establecido.

5. De acuerdo con el artículo 34 del Reglamento de Carrera Judicial, las personas que resulten     nombradas en propiedad por primera vez en la Judicatura deberán aprobar el Subprograma de Nivelación General Básica impartido por la Escuela Judicial como parte de la valoración del período de prueba. 

Se adjunta detalle conteniendo la experiencia y estudios de los interesados (as).

(…).”

- 0 -

En relación con lo anterior, en correo electrónico de fecha 21 de mayo de 2019, la máster Zhuyen Molina Murillo, Jueza Tramitadora del Tribunal Penal del Primer Circuido Judicial de San José, remitió la siguiente gestión:
“(…) En virtud de venir en la lista de suplentes del Puesto Código 43959 del Juzgado Penal del I Circuito Judicial de San José, por motivos personales declino mi participación de suplente en la terna, a fin de evitar inconvenientes.”

- 0 -

Así mismo, en correo electrónico del 21 de mayo de 2019, el máster Andrés Fernández Hernández, Juez Penal del Segundo Circuito Judicial de San José, informó lo siguiente:
“(…). La presente es para poner en conocimiento de la manera más atenta, mi solicitud para declinar la participación en el concurso de Juez 3 Penal, del Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, número de puesto 57010. De antemano agradezco por la colaboración brindada.”

- 0 -

En correo electrónico del 22 de mayo de 2019, el máster Pedro Gerardo Mejía Romero, Juez del Juzgado Penal de Upala, informó:
“(…). El presente correo es para informarle que por error se me incluyó en la Terna de la plaza en propiedad del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, misma que se remitió para ser conocido mediante oficio PJ-DGH-SACJ-0807-19, en dicha terna voy de tercero, solicito NO ser tomado en cuenta por cuanto no tengo interés en dicha Terna y CREO que el sistema me incluyó de oficio, porque yo había anotado que NO tenía interés al momento que salieron las ternas. (…).”

- 0 -

En correo electrónico del 23 de mayo de 2019, la licenciada Lucrecia Rivas Quesada, Jueza del Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de San José,  informó lo siguiente:
“Con muchísimo pesar, solicito por este medio la exclusión de mi nombre en la terna Plaza vacante, número de puesto 43959, del Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de San José, en la que aparezco en el puesto número 4. La decisión ha sido tomada, luego de un análisis concienzudo de mi situación personal, en concreto, el hecho que hace varios meses atrás fui diagnosticada con una enfermedad de índole cardiaca, que ha venido desmejorando rápidamente mi calidad de vida y  por ende mi salud, siendo que el solo traslado a San José, desde mi lugar de residencia en San Joaquín de Flores,  me resulta difícil, considerando que dicha dolencia así como los múltiples efectos secundarios que los medicamentos me provocan,  en muchas ocasiones me impiden manejar vehículos  y la eventual movilización en bus, conlleva viajes de hasta una 0 dos horas de ida y una o dos horas de vuelta, que ponen en riesgo mi estado de salud. 

Por último, debo indicar que el panorama anteriormente descrito era desconocido por mi persona al momento de participar en esta terna, por lo que esta gestión no conlleva una decisión antojadiza o deliberada de mi parte sino  por el contrario una circunstancia sobreviniente, que lamentablemente ha venido a cambiar incluso por recomendación médica, de manera drástica mis actuales interés y prioridades, debiendo posponer por ahora mis aspiraciones de concursar un puesto en propiedad en San José o sus alrededores.

(…).”

- 0 -

En correo electrónico del 27 de mayo de 2019, el licenciado José Campos Vargas, Juez Penal de Osa, informó lo siguiente:
“Estimados señores: Sirvan la presente para saludarle muy cordialmente y a su vez, por este medio, les solicito el que no se me tome en consideración a efectos de la selección en Terna TJ-30-2019 que corresponde únicamente al Juzgado Penal de Pérez Zeledón en la plaza vacante, número de puesto 57010. Lo anterior, por motivos personales y en razón de la misma es interina amén de que, en la actualidad me encuentro nombrado en Osa.

Finalmente, respecto al dicho concurso en propiedad en el Juzgado de Pococí Guápiles, en el mismo sí tengo interés en el mismo.

(…).”

- 0 -

En correo electrónico del 27 de mayo de 2019, la licenciada Ana Laura Arce Hidalgo, Jueza Penal de de Hatillo, remitió la siguiente gestión:
“(…), la presente es para renunciar a la terna de juez 3 penal TJ-0030-2019, en el puesto 359236 del Centro de Intervenciones, dado que recientemente fui nombrada en el Juzgado Penal de Hatillo y me encuentro conforme. (…).”

- 0 -

En correo electrónico del 30 de mayo de 2019, el licenciado Jean Carlo Monge Madrigal, Juez Penal del Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur, comunicó:
“De la forma más atenta, en relación con la terna 3 y la terna 5 que aparecen en el oficio TJ-0030-2019, debo indicar que no estoy interesado en ninguna de las dos plazas.

(…).”
-0-
	Se acordó: 1.) Tomar nota de las renuncias presentadas por la máster Zhuyen Molina Murillo, Jueza Tramitadora del Tribunal Penal del Primer Circuido Judicial de San José, de las licenciadas Lucrecia Rivas Quesada, Jueza del Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de San José y Ana Laura Arce Hidalgo, Jueza Penal de de Hatillo, de los másteres Andrés Fernández Hernández, Juez Penal del Segundo Circuito Judicial de San José y Pedro Gerardo Mejía Romero, Juez Penal de Upala y de los licenciados José Campos Vargas, Juez Penal de Osa y Jean Carlo Monge Madrigal, Juez Penal del Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur. 2.) Se procede a realizar el nombramiento de la primera terna, plaza vacante N° 43959 de Juez (a) 3 Penal del Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de San José, a partir del 17  de junio de 2019, con los siguientes profesionales:
	Jose Francisco Fonseca Ramos 
	Alberto Porras González
	Roy Andrés Jiménez Mata 
	Por unanimidad, se designó: Al licenciado Roy Andrés Jiménez Mata, cédula 0109340589.
	3.) Seguidamente, se entra a conocer el nombramiento de la segunda terna, plaza vacante N° 92759 de Juez (a) 3 Penal del Juzgado Penal de Hatillo, a partir del 17  de junio de 2019.
	Quienes conforman la terna son:
	Fabián Andrés Serrano Soto
	Jose Francisco Fonseca Ramos
	Alberto Porras González
	En la primera, segunda y tercera votación, se recibieron cinco votos para ampliar terna. 
De conformidad con lo establecido en el artículo 77 de la Ley de Carrera Judicial, se amplía la terna de la siguiente forma: 
	Fabián Andrés Serrano Soto
	Jose Francisco Fonseca Ramos
	Alberto Porras González
	Mariana Alvarado Alfaro
	María José Solano Acuña
	Por unanimidad, se designó: A la licenciada Mariana Alvarado Alfaro, cédula 0113100803.
	4.) Referente a la tercera terna, se realiza el nombramiento para el cargo de Juez (a) 3 Penal del Centro de Intervención de las Comunicaciones, plaza vacante N° 359236 a partir del 17 de junio de 2019:
	Quienes conforman la terna son:
	Tatiana Brenes Rodríguez
	José Alberto Vargas Duarte
	Jose Francisco Fonseca Ramos 
Por mayoría, se designó: A la licenciada Tatiana Brenes Rodríguez, cédula 0109200386, quien obtuvo cuatro votos. El licenciado Vargas Duarte, recibió un voto.
	5.) Se conoce el nombramiento de la cuarta terna, para el cargo de Juez (a) 3 Penal del Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, plaza vacante N° 45131 a partir del 17 de junio de 2019.
	Las personas que conforman la terna son las siguientes:
	José Francisco Fonseca Ramos 
	Alberto Porras González
	Patricia Lorena Hidalgo Somarribas
En la primera, segunda y tercera votación, se recibieron cinco votos para ampliar terna. 
De conformidad con lo establecido en el artículo 77 de la Ley de Carrera Judicial, se amplía la terna de la siguiente forma: 
	José Francisco Fonseca Ramos 
	Alberto Porras González
	Patricia Lorena Hidalgo Somarribas
	Rodrigo Monge Umaña
	Jacqueline Lizeth López Chacón
	José Antonio Campos Vargas
	Ricardo Urías Espinoza Campos
	Por unanimidad, en la cuarta votación, se designó: A la licenciada Jacqueline Lizeth López Chacón, cédula 0603540377.
	6.) Finalmente, se procede a realizar el nombramiento de la quinta terna, para el cargo de Juez (a) 3 Penal del Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, plaza interina N° 57010 a partir del 17 de junio de 2019 y hasta el 6 de julio de 2020.
	Las personas que conforman la terna son las siguientes:
	Jose Francisco Fonseca Ramos 
	Alberto Porras González
	Patricia Lorena Hidalgo Somarribas
En la primera, segunda y tercera votación, se recibieron cinco votos para ampliar terna. 
De conformidad con lo establecido en el artículo 77 de la Ley de Carrera Judicial, se amplía la terna de la siguiente forma: 
	José Francisco Fonseca Ramos 
	Alberto Porras González
	Patricia Lorena Hidalgo Somarribas
	Omar Fernando Retana Quirós
	Rodrigo Monge Umaña
Diego José Espinoza Jiménez
Por unanimidad, en la cuarta votación, se designó: Al licenciado Diego José Espinoza Jiménez, cédula 0112640803.
El Consejo de la Judicatura remitirá la terna correspondiente para llenar la siguiente plaza: 
	a.) Para nombrar en propiedad en la plaza vacante N° 44981 de Juez (a) 3 del Juzgado Penal de Puntarenas, con ocasión del nombramiento del licenciado Jiménez Mata.
	b.) Para nombrar en propiedad en la plaza vacante N° 42990 de Juez (a)1 del Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de San José, en ocasión del nombramiento de la licenciada Alvarado Alfaro.
	c.)  Para nombrar en la plaza interina N° 103165 de Juez (a) 1 en el Juzgado Penal de Siquirres, con ocasión del nombramiento del licenciado Espinoza Jiménez.
Es entendido que de conformidad con lo que establece el artículo 19 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, el servidor nombrado, para poder ejercer válidamente el cargo en el que fue designado deberá suscribir la póliza de fidelidad respectiva y debidamente actualizada.
Asimismo, el funcionario nombrado asumirá su cargo en la fecha indicada y procederá a su juramentación. Además se le recuerda que lo nombramientos interinos están sujetos a que regrese su titular o que la plaza quede vacante y se nombre en propiedad a otro funcionario o funcionaria.
Al mismo tiempo, se hace del conocimiento del servidor nombrado, que de conformidad con el artículo 141, párrafo segundo, deberá de apersonarse a la Secretaría General de la Corte a registrar su firma para los fines que dicha norma establece.
El Consejo de la Judicatura, el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, la Dirección de Gestión Humana, la Sección Administrativa de la Carrera Judicial y los despachos interesados, tomarán nota para lo que a cada uno corresponda. Se declara este acuerdo firme.
ARTÍCULO LXXXII

Documento N° 6183-19
[bookmark: _Hlk10189999]En sesión Nº 43-19 celebrada el  14 de mayo de 2019, artículo XCIII, se conoció la gestión  presentada por la máster Melissa Benavides Víquez, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia, mediante oficio N° CACC-083-2019 del 6 de mayo de 2019, en la 8que hizo de conocimiento la solicitud enviada por la funcionaria Katherine Salazar Duarte quien labora en ese despacho, donde requirió la participación de los y las funcionarias del Poder Judicial en la Marcha de la Diversidad 2019, a esos efectos se autorizó a la Comisión de Acceso a la Justicia y Subcomisión en Contra de la Discriminación por Orientación Sexual e Identidad de Género, a promover la participación de las servidoras y servidores judiciales en la citada Marcha, a realizarse el próximo 23 de junio de 2019, por medio del Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional.
Mediante correo electrónico de 24 de mayo de 2019, la servidora Melissa Benavides Víquez, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia, aclaró lo siguiente:
“Reciban un cordial saludo. Por medio del presente correo procedo a hacer una aclaración de lo solicitado mediante oficio CACC-83-2019 del 6 de mayo de 2019 y con referencia 5194-19:
La solicitud realizada se fundamenta en la invitación del Comisionado LGTBI de Casa Presidencial, Seis organizaciones de la Sociedad Civil y una petición de la funcionaria Katherine Salazar Duarte para que, el Poder Judicial como institución, participe oficialmente en la marcha, con la posibilidad de usar los distintivos oficiales, así como cualquier otro de las instancias que deseen sumarse (por ejemplo Comisión de Acceso a la Justicia, Secretaría de Género, etc). 
Considero importante hacer esta aclaración toda vez que las solicitudes se extendieron en el ámbito institucional, para que se diera el permiso respectivo a las personas funcionarias que deseen sumarse, representen al Poder Judicial, y que la comitiva que ese día asista pueda llevar los distintivos oficiales, así como los de sus oficinas, despachos, etc.
Agradezco adjuntar este correo a la referencia 5194-19 para que sea conocida con la solicitud original.”  

- 0 -   

Se acordó: 1.) Comunicar a la máster Melissa Benavides Víquez, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia, que este Consejo no tiene inconveniente para que las y los servidores judiciales participen en la Marcha de la Diversidad Sexual, conforme lo dispuesto en sesión Nº 43-19 celebrada el  14 de mayo de 2019, artículo XCIII; no obstante, el uso de logos del Poder Judicial y de sus órganos auxiliares, únicamente se autoriza para actividades oficiales, de ahí que en este caso no es posible conceder el permiso solicitado. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la servidora Katherine Salazar Duarte, Auxiliar Administrativa de la Secretaría Técnica de Género y Acceso a la Justicia. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO LXXXIII
Documento N° 6475-19.
Mediante oficio N° 03-CT-2019, del 30 de mayo de 2019, la Magistrada Patricia Solano Castro, en calidad de Coordinadora de la Comisión de Transparencia y Anticorrupción, remitió lo siguiente:
(…)”

“En seguimiento a los acuerdos de ese honorable Consejo, tomados en las sesiones 42-19 y 47-19 del 9 y 23 de mayo del 2019, respectivamente, relacionados con la creación de la Oficina de Cumplimiento, que señala:

“Formalizar el apoyo de una Oficina Técnica para la Comisión de Transparencia del Poder Judicial que permita la coordinación y articulación a nivel institucional en el diseño, implementación, control y supervisión de las líneas de acción para mitigar las amenazas y riesgos derivados de fraudes internos, corrupción y faltas a la ética y probidad, como parte de los compromisos institucionales y de la Comisión en la ejecución de los proyectos de cooperación internacional que actualmente desarrolla”

Con base en lo anterior, se solicita aprobar el apoyo del trabajo administrativo y optimización del desempeño de los profesionales de la Oficina de Cumpliendo, con la incorporación de una plaza de Asistente Administrativo 3, que de acuerdo con el perfil competencial de este puesto es el idóneo para la asistencia de las labores que se ejecutarán en esta Oficina. Entre las labores que se requieren que este apoyo realice se enumeran las siguientes:

-Confeccionar oficios variados, notas, movimientos de personal, circulares, proyecciones, reportes, convocatorias, invitaciones, listados de participantes, formularios, entre otros y darles el trámite que corresponda.

-Elaborar expedientes físicos o digitales de cada actividad académica que se realice.

-Recibir, recopilar, analizar y clasificar documentos diversos para el trámite de pago o su registro contable.

-Revisar los requisitos de los solicitantes para participar de actividades de capacitación, de acuerdo a los consignados en la convocatoria de participación.

-Colaborar en la coordinación de diversos aspectos administrativos requeridos para las actividades de capacitación programadas, por ejemplo, refrigerio, transporte, solicitud del lugar, entregar materiales a los participantes, entre otros.

- Recibir y custodiar valores para el trámite correspondiente.

- Recibir, analizar y aprobar órdenes para la confección de cheques.

- Asistir al personal técnico y profesional en investigaciones de alguna variedad y dificultad.

- Mantener actualizados controles diversos.

-Elaborar certificados de participación y aprobación de actividades académicas.

- Atender y evacuar consultas diversas en relación con los asuntos a su cargo.

- Coordinar labores con funcionarios internos y externos de la institución, que intervienen en los trámites que realiza.

- Participar en el diseño y ejecución de manuales de normas y procedimientos del área de actividad.

-Determinar las necesidades de materiales, formularios, equipo de trabajo y velar por su buen uso y mantenimiento.

- Colaborar en la capacitación de empleados de igual o menor nivel.

- Rendir informes diversos.

- Mantener actualizada la pizarra informativa.

- Realizar otras labores propias del cargo.

No se omite indicar que este requerimiento fue parte la necesidad propuesta por la Magistrada Solano Castro a la Dirección de Planificación, por lo que se eleva esta solicitud a ese cuerpo colegiado para valoración.”


- 0 -
En virtud que ya este Consejo Superior, concluyó la etapa correspondiente al estudio del presupuesto, se acordó: Trasladar el oficio N° 03-CT-2019 del 30 de mayo de 2019, suscrito por la Magistrada Patricia Solano Castro, en condición de Coordinadora de la Comisión de Transparencia y Anticorrupción, a conocimiento de Corte Plena para lo que corresponda.
La Dirección de Planificación tomará nota para los fines correspondientes. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO LXXXIV
Documento N° 1648-18 / 6465-19.
En oficio número 1498-OAPVD-2019, del 28 de mayo de 2019, el licenciado Rodney Georjanny Earl Brown, Abogado de la Oficina de Atención y Protección a la Víctima, remitió la siguiente solicitud:
“Por este medio les informo que con respecto al caso del Lic. H.S.H, destacado como Juez al día de hoy en el Tribunal de (…), quien es persona protegida en el programa de Protección de la Oficina de Atención y Protección a la Víctima del Delito, del Ministerio Público desde el 13 de diciembre de 2017 bajo el expediente interno (…)

El pasado 27 de mayo de 2019, se realizó la entrevista de revaloración de riesgo por parte de esta oficina, sede Limón, en la cual se continúan detectando factores que podrían comprometer la integridad física y seguridad del señor S. H. así como su vida, en vista de lo anterior se dictaron medidas de protección extraprocesal, siendo una de las recomendaciones mantener la reubicación laboral y domiciliar fuera de la zona de riesgo, misma que se delimitó como Provincia de Limón, Provincia de Cartago, I y II Circuito Judicial de San José.

Actualmente el protegido se encuentra laborando en los Tribunales de (…), por cuanto se ordenó su reubicación en la sesión N°24-19 celebrada el 15 de marzo de 2019 por parte de este honorable Consejo. 

Tomando en consideración lo supra citado, solicito muy respetuosamente, valorar la posibilidad de mantener la reubicación laboral por tres meses más, en un Tribunal que se ubique fuera de la zona de riesgo delimitada como Provincia de Limón, Provincia de Cartago, I y II Circuito Judicial de San José, con vencimiento al día 31 de agosto 2019, momento en el cual se realizará nueva valoración de riesgo y se les estará comunicando.”
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En sesión N° 12-18 celebrada el 13 de febrero de 2018, artículo LVII, se rechazó la gestión presentada por el licenciado H.S.H, Juez Penal de la Zona Atlántica, para que se le mantuviera en la localidad en otra localidad, por una situación que se estaba presentando en Limón. Lo anterior, por no contarse con un criterio técnico objetivo para acoger la medida de traslado.
Luego, en sesión N° 24-18 del 03 de abril del 2018, artículo I, se mantuvo como medida de protección extraprocesal a los integrantes del Tribunal de Juicio del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, que conocieron de los procesos (…) destacados en los Tribunales de Justicia del Segundo Circuito Judicial de San José, hasta que se finalizaran los citados procesos.
Posteriormente, en sesión N° 24-19 del 15 de marzo de 2019, artículo III, se trasladó la gestión del licenciado Roney Earl Brown, Abogado de la Oficina de Atención y Protección a la Víctima del Ministerio Público, al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, para que valoraran la posibilidad de una reubicación laboral en un Tribunal que se ubicara fuera de la zona de riesgo delimitada como provincia de Limón, provincia de Cartago, I y II Circuito Judicial de San José, al licenciado H. S. H
[bookmark: _Toc4437169]En sesión número 28-19 celebrada el 28 de marzo del 2019, artículo XXXVIII, se tomó nota del oficio N° 297-CACMFJ-AGA-2019, del 18 de marzo de 2019, suscrito por el licenciado Cristian Alberto Martínez Hernández, Director interino del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, mediante el cual informó que ese Centro coordinó la reubicación en uno de los proyectos remediales del modelo Penal, hasta el 6 de junio de 2019.
Se acordó: 1.) Acoger la solicitud del licenciado Rodney Earl Brown, Abogado de la Oficina de Atención y Protección a la Víctima del Ministerio Público, presentada mediante oficio N°1498-OAPVD-2019 del 28 de mayo de 2019, en consecuencia: prorrogar el traslado del licenciado H G. S. H., por el plazo de tres meses a partir del 7 de junio de 2019. 2.) Delegar al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, la coordinación de la reubicación del licenciado S H., bajo las limitantes ya conocidas. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO LXXXV 
Documento N° 14718-17/ 6472-19

Mediante circular N° 122-16 de 8 de agosto de 2016 la Secretaría General de la Corte comunicó a todas las oficinas administrativas del Poder Judicial, el acuerdo tomado por la Corte Plena en sesión N°. 21-16 celebrada el 20 de junio de 2016, artículo V, en el que dispuso aprobar el siguiente “Protocolo de despersonalización de datos para las oficinas administrativas del Poder Judicial”.
La Secretaría General de la Corte, solicita autorización para corregir el artículo XCV de la sesión N° 37-19 de 30 de abril de 2019, en razón que dicha acta ya se encuentra en los sistemas informáticos correspondientes. Lo anterior, de conformidad con la circular N° 122-16, sobre “Protocolo de despersonalización de datos para las oficinas administrativas del Poder Judicial”.
Se acordó: 1.) Acoger la solicitud presentada por la Secretaría General de la Corte, por lo que se autoriza realizar la corrección indicada. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Administración de ese despacho para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme. 
ARTÍCULO LXXXVI
Documento N° 6439-19. 6513-19
En correo electrónico del 29 de mayo de 2019, la licenciada Zeidy Jacobo Morán, Jueza Coordinadora del Juzgado de Familia de Desamparados, solicitó:
“Conforme al artículo 13 del Reglamento para prevenir, sancionar y erradicar el Hostigamiento Sexual en el Poder Judicial, el día 28 de mayo del 2019 la suscrita en su condición de Jueza Coordinadora del Juzgado de Familia de Desamparados, puso en conocimiento de la Inspección Judicial una posible situación de acoso sexual surgida entre personal técnico judicial del Juzgado, misma en la que se denuncian presuntos actos de acoso sexual por parte del técnico judicial 2 Luis Alberto Benavides Prado hacia una compañera técnica.

Por tal motivo, y sin que se prejuzgue la situación denunciada, les solicitó de la forma más atenta se valore con carácter de urgencia el traslado a otro Juzgado del técnico judicial 2, Luis Alberto Benavides Prado, cédula de identidad número 1-1331-157 y con plaza número 103104. No omito mencionar que conocedor de la situación, se dialogó con el señor Benavides Prado quien, pese a que rechaza los hechos de forma categórica, el mismo indicó encontrarse conforme en su traslado de forma temporal o permanente. Su conformidad implica estar en disposición de trasladarse con el mismo salario en jornada diurna para ser técnico en materia de Familia e incluso, está en posibilidad de trabajar en otras materias, así como, laborar fuera del área metropolitana. Considero que el traslado del compañero es la mejor opción para disminuir la conflictiva planteada.

Ahora bien, el Juzgado no puede prescindir de la plaza que ocupa el señor Benavides Prado en propiedad por lo que solicito el traslado del compañero y no de su plaza salvo que el Consejo determine la posibilidad de concretar un intercambio con otra plaza aunque sea de forma temporal. Por razones evidentes, no solicito el traslado de la denunciante máxime que ella reside en Desamparados, estudia y es madre de un niño de corta edad. De igual forma, por razones evidentes, me reservo el nombre de la misma.

Por último, hago saber que esta solicitud la formulo contando además, con el apoyo unánime del Consejo de Jueces de este Despacho.”
-0-
En correo electrónico del 30 de mayo de 2019, el servidor Luis Alberto Benavides Prado, Técnico Judicial 2 del Juzgado de Familia de Desamparados, informó:
“Luego de rendir un respetuoso saludo, procedo por este medio a apersonarme a la gestión promovida por la Licda. Zeidy Jacobo Moran en consenso con los demás jueces miembros de la jefatura del Despacho, misma que se conoce ante su autoridad bajo el número 6439-19, ante lo anterior procedo a aclarar:
1.- Mi persona no ha rechazado de ninguna manera los hechos que se han puesto en conocimiento en reuniones privadas y bajo los términos que solo la persona que acusa y la jefatura han celebrado, ni tampoco he admitido los mismos, pues a este momento desconozco por completo que es lo que se me ha achacado o que se me ha imputado y las conductas que han generado acosos sexual para la quejosa, únicamente dos jueces de la oficina se reunieron conmigo para informarme que han iniciado la activación del protocolo para prevenir el acoso sexual en la oficina, mismo que lleva implícita la presente solicitud que se ha realizado a su autoridad.
2.- Si es cierto que en conversación con los únicos jueces que se reunieron conmigo he admitido mi traslado, pero eso no implica que estoy admitiendo haber cometido falta alguna, estoy conforme con irme de la oficina pues el ambiente laboral para el suscrito es evidente que no se convertirá en algo sano y esteré eventualmente sumido en una presión agotadora, debido a la gravedad de lo que por título únicamente se me ha dicho que se me ha acusado de acoso sexual, pues no se si ya se han emitido juicios ante la situación.
3.- Rogando de por favor, casi suplicando, al Consejo Superior acojan la solicitud formulada y se disponga mis labores para ser realizadas en otra oficina del Poder Judicial, tengo muy buenas cualidades para aprender, trabajar en equipo y organización laboral, he tenido mi desempeño judicial únicamente en la materia de familia por casi una década, pero puedo aprender a realizar las diferentes labores que se me asignen, sin embargo ruego al Consejo que mi plaza sea trasladada junto con mi persona, pues yo no he renunciado ni tengo pretendido hacerlo a mi nombramiento en propiedad, tampoco he expresado en ningún momento a los únicos jueces que se reunieron conmigo intención de retirarme del Despacho sin la plaza en propiedad asignada a mi persona que ocupa el número 103104.
No sin antes agradecer su ayuda y colaboración para que mi persona sea movilizada de este lugar, tal como me fue informado por la jefatura.
(…).”
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Se acordó: 1.) Remitir las gestiones presentadas por la licenciada Zeidy Jacobo Morán, Jueza Coordinadora del Juzgado de Familia de Desamparados, y el servidor Luis Alberto Benavides Prado, Técnico Judicial 2 de ese mismo despacho, al Tribunal de la Inspección Judicial a fin de que valore la viabilidad de lo que ostentan. 2.)  Hacer este acuerdo de conocimiento de los gestionantes. Se declara acuerdo firme. 
ARTÍCULO LXXXVII 
Documento N° 6106-19 / 6267-19.
Mediante correo electrónico de 23 mayo de 2019 la licenciada Carolina Amador Garita, Defensora Pública de Turrialba, solicita lo siguiente:
“Recurro ante ustedes, de forma muy respetuosa, para poner en conocimiento el rechazo de vacaciones que gestioné desde fecha 29 de abril de los corrientes ante la Unidad de Nombramientos de la Defensa Pública, indicándose que por cuestiones presupuestarias no era posible acoger mi solicitud. 
La solicitud de vacaciones se gestionó siguiendo los lineamientos que se han establecido por parte de la Defensa Pública, se realizó la comunicación respectiva a los usuarios con diligencias señaladas para el periodo peticionado, cuento con los días de vacaciones solicitados según las boletas remitidas y se contó a su vez con el visto bueno del coordinador de la Defensa Pública para la cual me encuentro laborando actualmente. 
Cabe indicar que actualmente ostento la condición de interina como Defensora Pública, sin embargo me encuentro recibiendo nombramientos de forma continua, para dicho puesto, desde el mes de junio del año 2017. Actualmente me encuentro nombrada en la Defensa Pública de Turrialba en un periodo que va desde el 22 de abril del 2019 al 30 de junio del mismo año, con posibilidades de prórroga, según se me indicó vía telefónica al ofrecerme el nombramiento.
El periodo de vacaciones peticionado comprende desde el día 27 de mayo al 14 de junio de los corrientes, aunado a un permiso sin goce de salario que va del día 17 de junio al 20 de junio del 2019. La solicitud obedece a una situación extraordinaria, pues se trata de un viaje a Europa que se encuentra planificado y pago desde el año pasado; no obstante, el rechazo de las mismas se justifica en un tema de erogaciones presupuestarias del Poder Judicial. Ante esta situación, se me indicó que, la vía para poder gozar de los días solicitados era tramitando un permiso sin goce de salario. Siendo esta la única opción que se me ofreció en su momento por parte de la jefatura de la Defensa Pública y ante los pocos días con que contaba para resolver lo acontecido, accedí a gestionar el permiso sin goce. Sin embargo, considero que esta situación, además de violentar mi derecho constitucional a gozar de mis vacaciones, me genera un gravamen irreparable, pues 1) pese a contar con los días de vacaciones, me vi obligada a gestionar un permiso sin goce de salario por una cantidad considerable de días, aproximadamente 22 días naturales, lo cual implica una pérdida millonaria en cuanto a mi único ingreso económico y medio de subsistencia y 2) dadas las nuevas disposiciones del Departamento de Personal, donde se ha establecido que la continuidad laboral se pierde después de 15 días naturales, el gestionar un permiso sin goce de salario por tantos días (el cual obedeció al rechazo injustificado de mis vacaciones), conllevaría a la terminación de mi relación laboral con el Poder Judicial, por pérdida de continuidad. Consecuentemente, estaría iniciando una nueva relación laboral con la institución en la cual se me aplicarán nuevas condiciones salariales con ocasión a la entrada en vigencia de la Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas, entre ellas el pago de nuevo un rubro de prohibición (que pasaría de un 65% a un 30%) y nuevas disposiciones en cuanto al pago de pluses salariales (ya no porcentuales sino nominales), lo cual implica condiciones laborales desfavorables en contraposición a las que ostento actualmente.
Aunado a lo anteriormente expuesto, cabe agregar que, no existe una afectación al servicio público brindado, toda vez que se nombrará a un sustituto por el periodo supra indicado. Y la gestión se remitió con el suficiente tiempo. Llama mucho la atención a mi persona que, en ocasiones anteriores se me han aprobado el goce y disfrute de vacaciones pese a mi situación de interinato y en periodos de nombramiento inferiores al que ostento actualmente, de manera que no existe ningún elemento o argumento apegado a Derecho que justifique el rechazo de las mismas, sino que pareciera ser un criterio arbitrario y sin la motivación que se exige para los actos administrativos, la que funda el rechazo de mi gestión original.
Solicito de manera muy vehemente, a los honorables miembros del Consejo Superior, se analice mi situación en concreto, se autorice el disfrute de mi derecho constitucional y supraconstitucional al goce de mis vacaciones para el periodo del  27 de mayo al 14 de junio del 2019 y una vez se haya autorizado el mismo, se deje sin efecto el permiso sin goce de salario tramitado en fecha 13 de mayo del 2019 y únicamente subsista el peticionado del 17 al 21 de junio del año en marras, de manera que no se violenten mis garantías constitucionales básicas que me asisten como trabajadora y que no se me cause un gravamen irreparable en los términos anteriormente expuestos. 
Al respecto, en un similar sentido, resolvió este órgano mediante acuerdo nº 1257-19, del 04 de febrero del 2019, ante el rechazo de vacaciones a otra funcionaria judicial por un tema temporal en cuanto a la cantidad de días solicitados de vacaciones, de manera que es indiferente si el periodo peticionado es de 01 días, 03 días, 07 días o más. 
Adjunto los correos donde consta la solicitud de vacaciones y el visto bueno del coordinador, así como los correos donde consta la respuesta de la Unidad de Nombramientos de la Defensa Pública ante la consulta del trámite de vacaciones. 
(…).” 
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Previamente a someter esta gestión a conocimiento del Consejo, la Secretaría General de la Corte, por medio de oficio N° 5106-19 del 24 de mayo del 2019, remitió la gestión de la señora Amador Garita para el informe respectivo. 
En atención a lo anterior, mediante oficio JEFDP -581- 2019, de 27 de mayo de 2019, el doctor Erick Núñez Rodríguez, jefe interino Defensa Pública, indicó lo siguiente:
“Reciba un cordial saludo.  En atención al oficio 5106-19, suscrito por el Subsecretario Lic. Carlos Mora Rodríguez, en tiempo y forma se rinde informe solicitado en los siguientes términos:
Primero: La Licenciada Carolina Amador Garita, cédula de identidad 01-1503-0611, forma parte del grupo de oferentes que realizan sustituciones temporales para el puesto de Defensor o Defensora Pública, y culminó su proceso de reclutamiento iniciado en el año 2017. Desde esa fecha no ha contado con nombramientos interinos estables, sino que ha cubierto sustituciones por ascenso, vacaciones, permisos, licencias o incapacidades, por lo que no es cierto que haya mantenido continuidad desde el año 2017 en el puesto que actualmente ocupa.  
Segundo: A la Licenciada Amador Garita, se le ofreció un nombramiento por motivo de ascenso de la titular, Licda. Nazira Merayo,  del 22 de abril al 30 de junio de 2019, en la Defensa Pública de Turrialba. Este nombramiento fue aprobado en el corte del día 6 de mayo de 2019, de acuerdo con las fechas señaladas por la Dirección de Gestión Humana.
Es necesario indicar, que este nombramiento le fue ofrecido por parte de encargada de la Unidad de Nombramientos, Licda. Ana Karen Arias Matarrita, durante el cierre colectivo de semana santa y nunca se le indicó por parte de la Licenciada Amador Garita que tuviera algún proyecto de viaje para el periodo ofrecido de nombramiento. 
Tercero: No fue sino hasta el día 29 de abril de 2019 que la Licenciada Carolina Amador remitió a la Unidad de Nombramiento de la Defensa Pública la solicitud de vacaciones  que menciona del 27 de mayo  al  14 de junio del 2019 y un permiso sin goce de salario del 17 al 20 de junio de 2019. En ese momento se valoraron los siguientes criterios, más nunca se le rechazó de manera injustificada su solicitud, como lo quiere hacer ver la gestionante: 
En primera instancia que se tiene conocimiento por parte del Departamento de Gestión Humana (pues de esto ya se ha consultado anteriormente en otros casos),  que existe una imposibilidad para brindar nombramientos en ascenso y autorizar vacaciones durante el periodo de ese ascenso. (Se adjunta respuesta brindada en caso consulto al Departamento de Gestión Humana)
Que de poco más de dos meses que dura el ascenso de la Licda. Amador, disfrutaría de prácticamente un mes de vacaciones, con lo que ello implicaba a nivel de sustitución del puesto, pues los y las usuarias de la plaza acababan de ser informados por parte de la titular de la misma sobre el ascenso que realizaría y sobre el hecho de que otro defensor los representaría y en menos de un mes estaban siendo informados por parte de la nueva profesional que estaría siendo representados nuevamente por otro defensor público, lo que evidentemente está en detrimento del principio de continuidad de la Defensa sobre el cual ha resuelto la Sala Constitucional en reiteradas oportunidades.  
El impacto presupuestario que tal sustitución podía acarrear, tomando en consideración que ya existe un criterio de Gestión Humana en este sentido y que de no acogerse por parte de la Jefatura de la Defensa Pública, implicaría que constantemente se ofrezcan nombramientos en ascenso a los oferentes que realizan sustituciones temporales y además deba nombrarse un nuevo sustituto porque el interino nombrado para realizar determinada sustitución  por vacaciones, incapacidad, permisos, licencias, u otros, gestiona vacaciones durante el periodo del nombramiento ofrecido. 
Cuarto: Debe aclararse que en ningún momento se le indicó a la Licenciada Amador Garita que la única solución a su situación fuera un permiso sin goce de salario, fue la Licenciada quien posteriormente cambió el motivo de la solicitud una vez que se le explicó la existencia de un criterio en este sentido por parte del Departamento de Gestión Humana. En todo caso la Licenciada Amador nunca realizó gestión formal ante la Jefatura de la Defensa Pública solicitando se valorara esta situación y mucho menos refirió alguna molestia con lo que se le estaba indicando por parte de la Unidad de Nombramientos de la Defensa Pública, sino que directamente formuló la gestión ante este Honorable Consejo Superior. 
Quinto: En lo que concierne a la manifestación que realiza la Licenciada Amador Garita, en cuanto al trámite de permisos sin goce de salario y la pérdida de la continuidad laboral, cuando indica:
“(…)dadas las nuevas disposiciones del Departamento de Personal, donde se ha establecido que la continuidad laboral se pierde después de 15 días naturales, el gestionar un permiso sin goce de salario por tantos días (el cual obedeció al rechazo injustificado de mis vacaciones), conllevaría a la terminación de mi relación laboral con el Poder Judicial, por pérdida de continuidad. Consecuentemente, estaría iniciando una nueva relación laboral con la institución en la cual se me aplicarán nuevas condiciones salariales con ocasión a la entrada en vigencia de la Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas, entre ellas el pago de nuevo un rubro de prohibición (que pasaría de un 65% a un 30%) y nuevas disposiciones en cuanto al pago de pluses salariales (ya no porcentuales sino nominales), lo cual implica condiciones laborales desfavorables en contraposición a las que ostento actualmente.”
Es necesario aclarar, que ya ha referido la Dirección de Gestión Humana que el permiso sin goce de salario no interrumpe la relación laboral, de manera que las manifestaciones que realiza la Licenciada Amador Garita no son ciertas y tampoco fueron consultadas por parte de la Licenciada a la Jefatura de la Defensa Pública, sino que se basan en supuestos creados por la Licenciada Amador. 
Sexto: Efectivamente a la Licenciada Amador Garita se le ha autorizado el disfrute de vacaciones en el puesto de Defensor Público, no obstante, las condiciones de ese disfrute fueron muy distintas, pues se trató de una sustitución que inició la Licenciada Carolina Amador en lugar de la Licda. Carolina Rojas Berrocal  desde el 02 de febrero de 2018 y que por combinación de diversos factores (incapacidad de la titular, licencia por maternidad, permiso sin goce y vacaciones en virtud del nacimiento del hijo de la Licda. Rojas Berrocal) se prorrogó hasta el 13 de enero de 2019, por lo que se trató de una sustitución  extensa – casi once meses-  cuyas condiciones evidentemente fueron muy distintas a  la de la situación que ahora expone. 
Es necesario indicar, que la Jefatura de la Defensa Pública, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 155 del Código de Trabajo  y en atención a las regulaciones contempladas en el Plan Anual de Vacaciones, da trámite a la gestión de vacaciones formuladas por las personas funcionarias de la Institución, siempre valorando en primera instancia la continuidad del servicio y la no afectación a las personas usuarias y el principio de continuidad de la defensa, así mismo, como parte de su responsabilidad en la administración de los recursos institucionales, en atención también a las políticas y directrices del Departamento de Gestión Humana, valora el impacto de las gestiones presentadas en el presupuesto de la Institución, siempre garantizando los derechos laborales de las y los funcionarios de la Defensa Pública.
Resulta menester aclarar, que en lo que concierne a la gestión formulada por la Licenciada Amador Garita, se procuró dar cumplimiento en atención a las políticas institucionales y de conformidad con los lineamiento brindados, no obstante, como se indicó en el punto cuarto de este informe la Licenciada nunca manifestó ninguna discrepancia con la respuesta brindada por la Unidad de Nombramientos de la Defensa Pública y tampoco acudió por las vías oficiales a realizar una gestión formal ante la Jefatura de la Institución. 
Finalmente, la situación que describe la Licenciada Amador Garita, es la que viven muchos de los y las oferentes que realizan sustituciones cortas en el puesto de Defensor Público y que siempre informan de previo a aceptar un nombramiento si existe alguna situación extraordinaria durante el periodo de sustitución ofrecido, siempre para no afectar y confundir a la persona usuaria de la Defensa Pública en cuanto al profesional que le acompañará a lo largo del proceso, aunado al hecho de que generar sustituciones sobre las sustituciones afecta el presupuesto destinado para tales efectos. 
(…)” 
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Se acordó: 1.) Tener por rendido el informe número JEFDP-581-2019, de 27 de mayo de 2019, suscrito por el doctor Erick Núñez Rodríguez, jefe interino de la Defensa Pública. 2.) Autorizar el disfrute de vacaciones a la licenciada Carolina Amador Garita, Defensora Pública de Turrialba, por el periodo del 27 de mayo al 14 de junio del 2019 por lo que se deberá dejar sin efecto el permiso sin goce que tramitó en fecha 13 de mayo del 2019 y únicamente se debe contar el peticionado del 17 al 21 de junio del presente año. Lo anterior, en el entendido que cuenta con la cantidad de días disponibles para el disfrute de vacaciones, suficientes para cubrir el tiempo indicado en la gestión presentada. 3.) La Defensa Pública tomará nota de este acuerdo con la finalidad de atender la solicitud para dejar sin efecto el permiso sin goce de salario otorgado por la licenciada Amador Garita. 
La Dirección de Gestión Humana tomará nota para los fines correspondientes. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO LXXXVIII

Documento N° 4826-18 / 6445-19.

La máster Roxana Arrieta Meléndez y las licenciadas Waiman Hin Herrera y Cheryl Bolaños Madrigal, por su orden, Directora interina, Subdirectora interina y Jefa interina de Gestión de la Capacitación, todas de la Dirección de Gestión Humana, mediante oficio N° PJ-DGH-CAP-164-2019, remitido el 30 de mayo de 2019, solicitaron:
“A partir de lo acordado por este estimable Consejo en los oficios N°1903-19 del 22 de febrero del 2019 y el N°2860- 19 del 20 de marzo del 2019 en referencia a la concesión de los  permisos con goce de salario y sustitución del 1 de marzo y hasta el 1 de junio del presente año, a las plazas N° 359183 de Gestor de Capacitación 2 y N° 103609 de Asistente Administrativo 2 de la Dirección de Gestión Humana, para que se dediquen a la conformación del Programa Calidad de Vida por ser un asunto de interés institucional, se remite informe de labores  de las tareas realizadas hasta la fecha:
En atención al objetivo estratégico “mejorar la idoneidad competencial, el compromiso y el bienestar del personal judicial, con el fin de alcanzar la excelencia en la Administración de Justicia”, contemplado en el PEI 2019-2026, la Dirección de Gestión Humana a través del Subproceso Gestión de la Capacitación se ha propuesto como meta “Implementar estrategias de capacitación y formación para mejorar las habilidades y conocimientos del personal en el desempeño de sus funciones, acorde a las necesidades, valores y ejes institucionales.” 
En este marco de referencia, mediante el apoyo de “Especialistas en contenidos” en el año 2019 se ha iniciado un proceso de fortalecimiento del área curricular “Calidad de vida”, componente potenciador del bienestar y el desarrollo de las personas trabajadoras. 
Esta área curricular integra una serie de competencias determinadas como prioridad en el análisis de los resultados de los instrumentos técnicos aplicados por los diferentes procesos y subprocesos que comprende la Dirección de Gestión Humana en la población judicial. 
Estas competencias se agrupan en cuatro grandes ejes: 
Salud Financiera
Educación emocional
Proyecto de vida (absorbe dentro de su estructura temática, lo referente al proceso de preparación para la jubilación) 
Estilos de vida saludables
Con base en el interés institucional de revisar, ajustar y adoptar medidas efectivas para promover un manejo saludable de las finanzas personales, así como desde el enfoque de la prevención y manejo del riesgo – en sus distintos niveles y desde el primer ingreso a la institución y a lo largo de la carrera judicial o laboral –, se han realizado esfuerzos, que a la fecha, han sido orientados con prioridad al desarrollo del Programa Salud Financiera como factor de protección y herramienta esencial para el bienestar personal, laboral y social de las personas trabajadoras judiciales. 
Lo anterior, contemplando que el eje Salud Financiera es el primero del área curricular Calidad de vida y además un eje potenciador del balance integral y la calidad de vida de las personas que trabajan en el Poder Judicial. 
En línea con lo anterior, en el periodo comprendido entre el 01 de marzo de 2019 y el 01 de mayo de 2019, se han realizado las siguientes actividades: 

	Actividad
	Estado
	Observaciones

	Actualización de proyecto: se revisa y actualiza alcance del proyecto inicial, conforme los recursos disponibles.
	Presentado ante el Consejo de Personal en fecha 23 de abril de 2019. 
	





	Desarrollo de línea gráfica del Programa. 
	Línea diseñada e implementada en materiales del programa 
	


	Diseño y divulgación de instrumento de exploración de hábitos financieros de la población judicial.  Encuesta en línea. 
	Diseñada, aprobada y ejecutada. En proceso de aplicación con la población judicial hasta el 17 de mayo.
	


	Revisión de cursos virtuales. Actualización de contenidos complementarios a manera de infografías. 
	Cursos revisados. Infografías complementarias diseñadas.  
	

	Diseño de taller: 

Establecimiento de objetivos 
Recopilación de contenidos
Diseño de estrategias didácticas 
Elaboración de materiales 
	En proceso. 



	La recopilación de contenidos ha implicado la investigación del tema a través de las siguientes actividades: 

Participación en curso Psicología de la economía, impartido por el Colegio Profesional de Profesionales en Psicología de Costa Rica, abril 2019. 
Revisión de antecedentes institucionales. 
Revisión de material bibliográfico actualizado. 
Acercamiento a las actividades de capacitación desarrolladas por el Organismo de Investigación Judicial y la Unidad de Atención Psicosocial. 



A manera de proyección, al finalizar el mes de mayo se estima el desarrollo de las siguientes actividades: 
-Presentación de la iniciativa ante instancias superiores (Comisión de Ética y Valores y otros actores interesados).  
-Presentación y discusión con instancias financieras cercanas al Poder Judicial, para la obtención de apoyo en relación con el desarrollo de las diferentes necesidades del proyecto. 
-Inicio del planeamiento del proceso de conformación de la red interna de facilitadores. Lo que implica un acercamiento – ya iniciado – con la Escuela Judicial para conocer su experiencia en este proceso. 
En adición al tema de salud financiera, en el plazo señalado al inicio de este documento se han realizado las siguientes acciones afines al eje curricular Calidad de Vida: 
-Agenda y facilitación del taller “Autocuidado” con la colaboración del Servicio de Salud para empleados del Poder Judicial, dirigido a toda la población judicial según solicitud. 
-Definición y acompañamiento en charlas para el fortalecimiento de Herramientas para el bienestar en el Circuito Judicial de Guápiles como apoyo al estudio sociolaboral realizado por el Subproceso de Ambiente Laboral y la Universidad de Costa Rica.  Se contó con la participación de más de 200 personas el 22 de abril de 2019. Además, estas charlas se replicarán en los circuitos judiciales de Puntarenas y Limón. 
De igual forma en el tema de Proyecto de vida y como apoyo a la preparación para la Jubilación, con el fin de fortalecer las herramientas brindadas en el taller, se han realizado las siguientes actividades con colaboración de la Caja Costarricense de Seguro Social:
Paradigmas de la Jubilación. (21 de enero, duración de 3 horas para 25 personas)
Vida y familia (11 de marzo, duración de 3 horas para 25 personas).
Además, cuatro personas del Subproceso Gestión de la Capacitación se están certificando en el Programa Vive Bien de la CCSS.
Se ha dirigido y apoyado la elaboración de los Diagnósticos de Necesidades de Capacitación de la Dirección de la Auditoría Judicial y el Departamento de Servicios Generales (específicamente obreros especializados). De igual forma, se trabajó en el Diagnóstico de consulta de LESCO a nivel nacional.  
Es importante recalcar que para cumplir con este enfoque de promoción de la salud y de calidad de vida en el trabajo, el cual, está dirigido al bienestar de las personas trabajadoras y a favorecer el cumplimiento de objetivos; es requerimiento de esta Dirección seguir dotando al Subproceso de Gestión de la Capacitación de las personas especialistas en el desarrollo de las tareas y actividades pendientes para responder a la orientación del desarrollo de competencias clave en la población judicial  fortaleciendo su bienestar y calidad de vida laboral, en línea con el logro de los objetivos institucionales.
Según se ha expuesto ante el estimable Consejo Superior, el Consejo de Personal y ante la Dirección de Gestión Humana y otras instancias, el eje de trabajo sobre Finanzas Saludables se trabajaría con base en lo acordado y aprobado para este año 2019, con el fin de iniciar su implementación en 2020.

	Programa
	Actividades
	Resultados
	Plazo de ejecución

	Calidad de Vida 

Este programa comprende el desarrollo de competencias clave en la población judicial para fortalecer su bienestar y calidad de vida laboral.
	Diagnóstico de los temas críticos que impactan la calidad de vida de la población judicial  
Diseño de la currícula que contemple recursos de aprendizaje presencial y virtual
Generar los contenidos temáticos de los temas principales del programa 
Dotar el programa de los recursos y herramientas físicas y digitales, necesarias para su implementación
Instalar capacidad para la implementación de las estrategias de capacitación diseñadas, mediante la creación, formación y orientación de una red de personas facilitadoras tanto internas al Subproceso de Gestión de la Capacitación como externas a este siempre que laboren en el Poder Judicial.
	Informe del diagnóstico
Diseño curricular
Planeamiento didáctico 
Oferta de cursos
Diseño curricular de cada curso
Mapeo de las necesidades de recursos por curso a nivel presencial y virtual.
Documento de contenido de cada curso.
Diseño didáctico de cada curso aprobado.
Creación de la Red de personas facilitadoras internas
Documento de procedimientos de aplicación en el caso de facilitadores externos al Subproceso.
Convocatoria.
Diseño y creación materiales curso "Formación de formadores".
Plan de logística para la facilitación del curso.
Cronograma de trabajo de las personas facilitadoras que conforman la red.
	I Semestre 2019






I y II Semestre 2019

II Semestre 2019








Funciones de la persona especialista en contenido y de la persona asistente:
	Puesto
	Funciones

	Gestor de capacitación 2
	Construcción de herramientas diagnósticas 
Entrevistas y recopilación de información
Elaboración del informe diagnóstico
Construcción del diseño curricular y el planeamiento didáctico de cada curso
Investigación de contenidos en web, bibliografía y organismos nacionales e internacionales
Elaboración de los contenidos temáticos identificados en el diagnóstico
Diseño y elaboración de los recursos educativos digitales y físicos del programa
Política de reclutamiento de personal docente de apoyo externo al Subproceso
Convocatoria
Preparación e inducción a la facilitación (Formación de formadores)
Preparación de cursos para implementar en 2020
Coordinar el plan de trabajo 2020 con el personal docente externo al Subproceso con el fin de elaborar el cronograma del año

	Asistente Administrativo 2
	Aplicación de las herramientas diagnósticas
Compilación de la información del diagnóstico
Construcción de gráficos, cuadros de apoyo y comparativos para el informe diagnóstico
Apoyo a la elaboración del informe diagnóstico
Elaboración de las fichas técnicas de cada curso
Apoyo a la investigación de contenidos en Internet, bibliografía y organismos nacionales e internacionales
Identificación y proceso de ideas para la elaboración de los contenidos temáticos
Apoyo en la elaboración de los documentos y recursos educativos físicos y digitales
Convocatoria de personal docente externo al Subproceso
Valoración de los documentos y certificaciones del personal docente externo
Apoyo en la formación de formadores y nuevos formadores.
Elaboración del cronograma de cursos 2020



Con base en lo anterior, se requiere que se prorroguen los siguientes permisos, para que las personas asignadas en los mismos continúen con las actividades pendientes. Estos permisos son:

	Nombre
	Número de cédula
	Puesto
	Oficina
	Número de Puesto
	Periodo

	Jeannette Rebeca Durán Alemán
	0111560291
	Profesional 2
	Sección de Ambiente Laboral
	359183
	02 de junio al 31 de diciembre de 2019

	María del Rocío Monge Rojas 
	0112080264
	Asistente Administrativo 2
	Subproceso Gestión de la Capacitación
	103609
	02 de junio al 31 de agosto de 2019


Está demás indicar que el presupuesto para estas personas especialistas en contenido fue formulados y aprobados por el Consejo Superior en sesión N° 34-18 del 05 de abril del 2018, Subpartida 00105 (Permisos con goce de salario) del programa 926 (Dirección y Administración); para todo el año 2019.”

- 0 -

En la sesión extraordinaria 34-18 (Presupuesto 2019), celebrada el 25 de abril del 2018, artículo XIV, en lo conducente, fueron aprobados los recursos para todo el año 2019, para personas especialistas en contenido, del Subproceso Gestión de la capacitación -programa 926- (Dirección y Administración); a fin de lograr el cumplimiento de lo propuesto en el plan de capacitación, entre ellos “Conformación del Programa Calidad de Vida”.
Posteriormente, en sesión N° 9-19 celebrada el 5 de febrero de 2019, artículo LII, de conformidad con lo que establece el artículo 44, párrafo cuarto de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en concordancia con las políticas aprobadas por la Corte Plena, y por ser un asunto de interés institucional; se concedió permiso con goce de salario y sustitución del 5 de febrero al 5 de mayo de 2019, a las plazas N 359183 de Gestor de Capacitación 2 y N° 103609 de Asistente Administrativo 2 de la Dirección de Gestión Humana, para que se dedicaran a la Conformación del Programa Calidad de Vida. 
Luego, en sesión N°24-19 celebrada el 15 de marzo de 2019, articulo XXXII, se tuvo por modificado el acuerdo tomado en sesión N°9-19 celebrada el 5 de febrero de 2019, artículo LII, en el sentido que los nombramientos, serian a partir del 1 de marzo y hasta el 1 de junio de 2019. 
[bookmark: _Hlk10462166]Se acordó: Acoger la gestión presentada por la Dirección de Gestión Humana, en oficio N° PJ-DGH-CAP-164-2019, remitido el 30 de mayo de 2019; en consecuencia, de conformidad con el artículo 44 párrafo cuarto de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en concordancia con las políticas aprobadas por la Corte Plena y por ser un asunto de interés institucional, prorrogar los permisos con goce de salario y sustitución, conforme el siguiente detalle: a.) A la plaza N° 359183 de Profesional 2 ubicada en la Sección de Ambiente Laboral, ocupada por la licenciada Jeannette Rebeca Durán Alemán, se concede prórroga del 2 de junio al 31 de agosto de 2019. b.) A la plaza N° 103609, ocupada por la servidora María del Rocío Monge Rojas, de Asistente Administrativo 2, perteneciente al Subproceso Gestión de la Capacitación, se prorroga del 02 de junio al 31 de agosto de 2019. Lo anterior, con el fin de que continúen dedicándose a la conformación del Programa Calidad de Vida. Lo anterior en el entendido que cuente con el contenido presupuestario para este permiso. 
La Dirección de Gestión Humana y la Dirección de Planificación, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO LXXXIX

Documento N° 6428-19
[bookmark: _Hlk10125003][bookmark: _Hlk8033340]En oficio N° EJ-DIR-0108-2019 del 29 de mayo de 2019, el máster Mateo Ivankovich Fonseca, director interino de la Escuela Judicial, comunicó lo siguiente:
“Con el fin de dar atención a la necesidad institucional de brindar capacitación a su personal en el tema de Crimen Organizado con vista en la entrada en vigencia de la ley de Creación de la Jurisdicción Especializada en Costa Rica, número 9481 y sus reformas, bajo la coordinación de doña Sandra Zúñiga Morales, magistrada de la Sala Tercera, se elaboró una solicitud de colaboración técnica al Programa PACTO con el apoyo de la OCRI.  Esta iniciativa identificó y conjuntó una propuesta que pretende brindar capacitación a personas investigadoras, fiscales y juzgadoras.
Dicha solicitud fue avalada por las autoridades del Programa PACTO, brindando contacto durante este mes de mayo con los especialistas internacionales designados por dicho organismo para el desarrollo del proyecto de capacitación y fijando como fechas de ejecución los días 3, 4 y 5 de junio.  Esta actividad ha contado con el apoyo metodológico de nuestra Escuela y contará con el apoyo en la facilitación de expertos nacionales designados por cada sector.  La actividad a desarrollar se denomina “Jornada de Asesoría para Especialización en Delincuencia Organizada”, misma que tendrá lugar en el Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica de 8:00 a.m. a 4:30 a.m.
En virtud de lo anterior solicitamos se conceda permiso con goce de salario y sustitución, en los casos estrictamente necesarios a los funcionarios que se citarán de la judicatura, del Organismo de Investigación Judicial y del Ministerio Público, no omito manifestar que las listas de estos dos últimos sectores fueron proporcionadas con aval de sus respectivos jerarcas.

Lista de participantes de la Judicatura

	
	Nombre
	Cédula
	Despacho 
	Puesto

	
	Jiménez González Carlos
	401280790
	Sala Tercera
	Letrado

	
	Gonzaga Flory Jeffrey 
	503490886
	Sala Tercera
	Letrado

	
	Hernández Leiva Mónica 
	1011300628
	Sala Tercera
	Letrada

	
	Alvarado Miranda Juan Carlos
	401300930
	Juzgado Ejecución De La Pena Alajuela
	Juez 2

	
	Araya Rodríguez Julith Mayela
	206440231
	Juzgado Penal de Heredia
	Jueza 3

	
	Arenas Bejarano Cindy
	109740040
	Juzgado Penal Puntarenas
	Juez 3


	
	Burgos Mata Álvaro Antonio
	
105630163
	Tribunal Penal Ii Circ. Jud. San José
	
Juez 4

	
	
Calvo Rojas Erick Alonso
	
204330701
	Tribunal Apelación De Sentencia Penal Juvenil
	
Juez 5

	
	Camacho Morales Jorge Arturo
	105480849
	Tribunal Apelación De Sentencia Penal Juvenil
	Juez 5 

	
	Cisneros Mojica José Manuel

	110730255

	Tribunal De Apelación De Sentencia Penal Ii Circ. Jud. San José
	Juez 5   


	
	Escalante Quirós Max Antonio
	101120162
	Tribunal Penal del I Circuito Judicial de San José
	Juez 4

	
	Jiménez Chaves Juan Luis
	204860526
	Centro de Intervenciones
	Juez 3

	
	Jiménez Rojas María Mercedes
	111420896
	Tribunal Penal I Circ. Jud. San José
	Juez 4

	
	Hernández Martínez Giovanni Ricardo
	110350410
	Tribunal I Circuito Judicial de Alajuela
	Juez 4

	
	Hidalgo Arias Andrés Gonzalo
	112730176
	Juzgado Penal de Puriscal
	Juez 3

	
	Le Roy Muñoz Tatiana
	110600299
	Juzgado Penal Ii Circ. Jud. San José
	Juez 3

	
	Mena Ayales Francisco
	109160651
	Juzgado Penal III Circuito Judicial de San José
	Juez 3

	
	Lizano Salazar Ana Carolina
	113520863
	Juzgado Penal del II Circuito Judicial de San José
	Jueza 3

	
	Molina Elizondo Adrián
	108490386
	Juzgado Penal Heredia
	Juez 3

	
	Mora Arias Ana Patricia
	107230592
	Tribunal Penal Iii Circ. Jud. San José
	Juez 4

	
	Muñoz Campos Mercedes De Los Ángeles
	110090474
	Tribunal Penal Ii Circ. Jud. San José
	Juez 4

	
	Padilla Quesada Angie Alejandra
	110950695
	Área de Gestión y Apoyo
	Jueza 4

	
	Porter Aguilar Hugo Alonso
	107310052
	Tribunal Penal Ii Circ. Jud. San José
	Juez 4

	
	Quesada Salas María Francini
	107690495

	Tribunal De Apelación De Sentencia Penal Ii Circuito Judicial San Jose
	Jueza 5

	
	Rodríguez Anchía María Aurelia
	112960167
	Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de San José
	Jueza 3

	
	Rodríguez Solís Carlos Roberto
	205840211
	Juzgado Penal de Turno Extraordinario
	Juez 3

	
	Rodríguez Villegas Mario Alberto
	109920392
	Tribunal I Circ. Jud. Alajuela
	Juez 4

	
	Sandí Chaverri Jean Carlo
	304190292
	Juzgado Penal I Circuito Judicial de la Zona Atlántica
	Juez 3

	
	Solís Zamora Ana Isabel
	108460851
	Tribunal De Apelación De Sentencia Penal Ii Circuito Judicial San Jose
	Juez 5   

	
	Ulloa Ramírez Helena
	107110370

	Tribunal Apelación De Sentencia Penal Juvenil
	Juez 5

	
	Venegas Marín Luis Alberto
	110210468
	Tribunal Penal Iii Circ. Jud. San José
	Juez 4

	
	Villalobos Solano Nuria María
	109210715
	Tribunal Penal I Circ. Jud. San José
	Juez 4


	
	Villalobos Soto Mariela Virginia
	108470667
	Tribunal Penal Iii Circ. Jud. San Jose, Sede Sur oeste
	Juez 4




Lista de participantes del Ministerio Público

	Nombre
	Cédula
	Despacho 
	Puesto

	 Maricrís Soto Herrera 
	
206460985 
	Fiscalía de Puntarenas 
	Fiscal

	Ana María Franceschi Segura 
	112900609
	Unidad de Capacitación 
	Fiscal

	Abraham Salgado Zeledón
	111750363
	Fiscalía contra el Narcotráfico y Delitos Conexos 
	Fiscal

	Alejandra Sánchez Bolaños 
	111720168
	Fiscalía contra el Narcotráfico y Delitos Conexos 
	Fiscal

	
Allan Ramírez Villalobos 
	
107020492 
	Fiscalía de Puriscal 
	Fiscal

	Ana Carolina Campos Camacho 
	401580425
	Fiscalía de Impugnaciones 
	Fiscal

	
Carlos Eduarte Hernández
	206120665
	Fiscalía de Alajuela 
	Fiscal

	Carlos Sandoval Durán 
	303370501
	Oficina de Atención y Protección a Víctimas 
	Fiscal

	Carmen Zúñiga Castro 
	109300618
	Fiscalía de Limón 
	Fiscal

	
Carolina Junez Vado 
	503620297
	Fiscalía de Liberia 
	Fiscal

	
Roberto Moya Rucavado
	0108930374 
	
Fiscalía General
	Fiscal

	Esteban Chavarría Araya 
	
205950944 
	Fiscalía contra el Narcotráfico y Delitos Conexos 
	Fiscal

	Fernando Oviedo Rodríguez 
	
109920563 
	Fiscalía de San José 
	Fiscal

	
Grettel Rosales Hidalgo 
	111560277
	Fiscalía de Quepos 
	Fiscal

	
Guiselle Cruz Martínez 
	503740631
	Fiscalía de Corredores 
	Fiscal

	
Jorge Porras Leiva 
	503150766
	Fiscalía de Nicoya 
	Fiscal

	José Alexander Ramírez Madrigal 
	107150185
	Fiscalía Aguirre Parrita 
	Fiscal

	Josué Hidalgo Brenes 
	113400039
	Fiscalía de Delitos Económicos 
	Fiscal

	
Justin Sterling Bogantes 
	401850211
	Fiscalía de Heredia 
	Fiscal

	Laura Hernández González 
	110730337
	Unidad de Capacitación 
	Fiscal

	Laura Méndez Porras 
	206710725
	Fiscalía contra el Narcotráfico y Delitos Conexos 
	Fiscal

	Leonardo Brenes Gómez
	111750363
	Fiscalía contra el Narcotráfico y Delitos Conexos 
	Fiscal

	
Leyla Flores Badilla 
	
114340025 
	Fiscalía de Pavas 
	Fiscal

	María Alejandra Rojas Vega
	206040777
	Fiscalía de San Joaquín de Flores: 
	Fiscal

	María Cecilia Salazar Picado 
	206030690
	Fiscalía de San Ramón 
	Fiscal

	
Mariela Calderón Ramírez 
	111670746
	Fiscalía de Pococí 
	Fiscal

	Marilyn Vargas Moya 
	701550366
	De la Oficina de Defensa Civil de la Víctima 
	Fiscal

	
Paula Aragón Gómez 
	
108870150 
	Fiscalía de Cartago 
	Fiscal

	Scarleth Izquierdo Thames 
	114320905
	Fiscalía Agrario Ambiental 
	Fiscal

	Silvia Castro Hernández 
	112690365
	Oficina de Atención y Protección a Víctimas 
	Fiscal

	
Silvia Matamoros Jiménez 
	
111740329 
	Fiscalía contra el Narcotráfico y Delitos Conexos 
	Fiscal



Lista de participantes del OIJ

	Nombre
	Cédula
	Despacho 
	Puesto

	
Víctor Solís Ulate 
	113270664 
	Investigador 1, Sección de Homicidios
	Investigador 1 

	
Eduardo Villalobos Soto 
	0110570111 
	Oficial De Investigación, Sección De Estupefacientes 
	Oficial de Investigación 

	
Johnny Chacón Arce 
	0112320090 
	Oficial De Investigación, Sección De Estupefacientes 
	Oficial de Investigación 

	Gerardo Alonso Cascante Pineda 
	503310991 
	Delegación Regional OIJ Puntarenas 
	Investigador 2 

	
Johanes Santamaría Umaña 
	0205930781 
	Delegación Regional De San Ramón 
	Investigador Judicial 

	
Valeria Ávila Araya 
	011371459 
	Sección De Delitos Varios 
	Investigadora 1 

	José Roberto Acuña Alvarado 
	206600206 
	Oficial De Investigación, Sub-Delegación Regional De La Unión 
	Investigador 1 

	
Eddie Ulate Naranjo 
	113270179 
	Sección Especializada Contra El Crimen Organizado 
	Oficial De Investigación 

	
Geiner Mena Umaña 
	303780976 
	Sección Especializada Contra El Crimen Organizado
	Oficial De Investigación 

	
Luis Alonso Calderon Padilla 
	110290192 
	Sección Especializada Contra El Crimen Organizado
	Investigador 2 

	
Luis Manuel Pereira Meza 
	108860270 
	Sección Especializada Contra El Crimen Organizado 
	Oficial de Investigación 

	
Milena Gonzalez Guerrero 
	113400148 
	Sección Especializada Contra El Crimen Organizado 
	Oficial de Investigación 

	
Jessica Venegas Vega 
	111070219 
	Unidad de Análisis Criminal (Oficina De Planes Y Operaciones) 
	Analista en Criminología 

	
Gerardo Gutiérrez Granados 
	3-0443-0092 
	Sección de Fraudes 
	Oficial de Investigación 

	
Freddy Chacón Morales 
	110840981 
	Sección De Delitos Contra La Integridad Física, Trata Y Tráfico 
	Jefe 1 de Investigación 

	
José Pablo Rojas Arguedas
	205340286 
	Delegación Regional OIJ Alajuela 
	Analista Criminal 

	
Jorge Castro Jiménez 
	112950641 
	OCN Interpol 
	Investigador 2 

	
Warner Chinchilla Molina 
	111630914 
	OCN Interpol 
	Investigador 2 

	Christian Manuel Alvarado Moya 
	110750697 
	Sección Robos Y Hurtos 
	Investigador 1 

	Luis Carlos Herrera Cambronero 
	401990464 
	Unidad de Recolección de Información Policial 
	Investigador de Vigilancia Y Seguimiento 

	
Geovanny Cordero Fernández 
	401910588 
	Unidad de Recolección de Información Policial 
	Investigador De Vigilancia Y Seguimiento 

	
Stephanie Bonilla Solís 
	112570255 
	Sección de Asaltos 
	Investigadora 

	Jose Anthony Villalobos Chacón 
	113490702 
	Delegación Regional Pococí Y Guácimo 
	Oficial De Investigación 

	
Marco Tulio Granados Ortega 
	33680477 
	Delegación Regional De Cartago 
	Investigador 1

	
Juan Gabriel Jiménez Torres 
	112440795 
	Delegación Regional De Pérez Zeledón 
	Investigador 1

	Marcos Aurelio Badilla Bermúdez 
	109360198 
	Delegación Regional De Liberia, Guanacaste 
	Coordinador OIJ Liberia 

	
Roiner Monge Montes 
	113600661 
	Sección De Legitimación De Capitales 
	Investigador 1 

	
Luis Ureña Durán 
	111290994 
	oficina Regional OIJ En Puriscal 
	Investigador 1

	
Manfred Quesada Sánchez 
	602680546 
	Delegación Regional OIJ Heredia
	Jefe de investigación 3

	
Walter Peña Gutiérrez
	113320677
	Dirección General
	Investigador 2

	
Danny Murillo Benavides 
	
205940209 
	Delegación Regional San Carlos
	Investigador 2

	
Luiyi Campos Porras 
	503860901 
	Delegación Regional Del O.I.J. De Limón 
	Investigador I 

	
Farit Palacios Obando 
	603260416 
	Delegación Regional OIJ Corredores 
	Oficial de Investigación 



Asimismo, solicitamos permiso para que se sumen como facilitadores nacionales doña Ana Isabel Solís Zamora, jueza del Tribunal de Apelación de Sentencia; el licenciado Cristian Montenegro Guevara, jefe de la Sección de Delincuencia Organizada del O.I.J.; los licenciados Elvis López Matarrita, José Francisco Mena Castro, Ana Janice León Umaña, fiscales del Ministerio Público y Priscilla Elizondo Hernández, psicóloga Unidad de Capacitación del Ministerio Público.
De acogerse la solicitud planteada, respetuosamente solicito se declare acuerdo firme.
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Se acordó: Acoger parcialmente la solicitud presentada por el licenciado Mateo Ivankovich Fonseca, Director interino de la Escuela Judicial, en su oficio N° EJ-DIR-108-2019 de 29 de mayo de 2019, en consecuencia: 1.) Autorizar la participación de los servidores y las servidoras de las listas transcritas, en el curso “Jornada de Asesoría para Especialización en Delincuencia Organizada”, que se impartirá en el Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica, durante los días viernes 03, 04 y 05 de junio de 2019; en un horario comprendido de 8:00 a.m. a 4:00 p.m. Asimismo, en el entendido que no se afectará el servicio al público a cargo de las personas a las que se les autoriza la participación en la citada capacitación. 2.) Conceder permiso para que se sumen como facilitadores nacionales a la licenciada Ana Isabel Solís Zamora, jueza del Tribunal de Apelación de Sentencia; el licenciado Cristian Montenegro Guevara, jefe de la Sección de Delincuencia Organizada del Organismo de Investigación Judicial; los licenciados Elvis López Matarrita, José Francisco Mena Castro, Ana Janice León Umaña, fiscales del Ministerio Público y Priscilla Elizondo Hernández, psicóloga Unidad de Capacitación del Ministerio Público. 3.) En los casos rigurosamente excepcionales se permitirá la sustitución, pero únicamente con recurso supernumerario, por lo anterior, la Escuela Judicial velará por que se cumpla a cabalidad la directriz anterior. 4.) Indicar a las personas participantes, que la inasistencia a la actividad de referencia deberá justificarse directamente ante los organizadores y no ante este Consejo.
Las Direcciones de Gestión Humana, General del Organismo de Investigación Judicial, el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional y el Ministerio Público, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XC
Documento N° 6461-19.
Mediante circular Nº 216-2014 del 8 de octubre de 2014, la Secretaría General de la Corte, publicada en el Boletín Judicial Nº 213 del 5 de noviembre de 2014, hizo de conocimiento de las servidoras y servidores judiciales, el acuerdo tomado por este Consejo en sesión Nº 83-14, celebrada el 18 de setiembre de 2014, artículo XLIX, en que adicionó la circular Nº 176-2013 denominada "Protocolo sobre el procedimiento para la solicitud y otorgamiento de permisos para cuidar a un familiar enfermo, o que se encuentre recibiendo algún tratamiento médico especial", publicada en el Boletín Judicial Nº 233 del 3 de diciembre de 2013.
[bookmark: _Hlk10455639]La servidora Marcela Abarca Vargas, Técnico Judicial 1 del Juzgado Especializado de Cobro, Sección Primera, del Segundo Circuito Judicial de San José, en nota del 30 de junio de 2019, por las razones expuestas gestionó permiso con goce de salario por el término de un mes, para dedicarse al cuido de su madre, según el protocolo sobre el procedimiento para la solicitud de permiso para cuidar a familiar enfermo.
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De conformidad con la resolución de la Sala Constitucional Nº 2005-11262 de las 15:00 horas del 24 de agosto del 2005 y el Protocolo sobre el procedimiento para la solicitud y otorgamiento de permisos para cuidar a un familiar enfermo, o que se encuentre recibiendo algún tratamiento médico especial, publicado en el Boletín Judicial Nº 233 del 3 de diciembre de 2013, se acordó: Acoger parcialmente la gestión anterior, en consecuencia: Conceder permiso con goce de salario y sustitución a la servidora Marcela Abarca Vargas, por el plazo de 10 días hábiles a partir del lunes 3 de junio del 2019, tiempo en el que deberá organizarse con el cuido de su madre.
La Dirección de Gestión Humana, tomará nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XCI 

Documento N° 6301-19
Mediante circular Nº 216-2014 del 8 de octubre de 2014, la Secretaría General de la Corte, publicada en el Boletín Judicial Nº 213 del 5 de noviembre de 2014, hizo de conocimiento de las servidoras y servidores judiciales, el acuerdo tomado por este Consejo en sesión Nº 83-14, celebrada el 18 de setiembre de 2014, artículo XLIX, en que adicionó la circular Nº 176-2013 denominada "Protocolo sobre el procedimiento para la solicitud y otorgamiento de permisos para cuidar a un familiar enfermo, o que se encuentre recibiendo algún tratamiento médico especial", publicada en el Boletín Judicial Nº 233 del 3 de diciembre de 2013.
[bookmark: _Hlk8026272][bookmark: _Hlk8026396]Con el visto bueno del máster Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial, el Doctor Franz Vega Zúñiga, Jefe del Departamento de Medicina Legal remitió mediante oficio N° JDML-2019-0548 del 24 de mayo de 2019, la petición que hiciera llegar la señora Irais Barquero Segura, profesional en enfermería de la Unidad Médico Legal de Cartago, en la cual por las razones expuestas, solicita se le conceda permiso con goce de salario para el cuido de su padre señor Víctor Barquero Ramírez. 
De conformidad con la resolución de la Sala Constitucional Nº 2005-11262 de las 15:00 horas del 24 de agosto del 2005 y el Protocolo sobre el procedimiento para la solicitud y otorgamiento de permisos para cuidar a un familiar enfermo, o que se encuentre recibiendo algún tratamiento médico especial, publicado en el Boletín Judicial Nº 233 del 3 de diciembre de 2013, se acordó: Acoger la gestión anterior, en consecuencia: Conceder permiso con goce de salario y sustitución a la servidora Irais Barquero Segura, por el plazo de 10 días hábiles a partir del lunes 3 de junio del 2019, tiempo en el que deberá organizarse con el cuido de su padre.
La Dirección de Gestión Humana, el Departamento de Medicina Legal y la Unidad Médico Legal de Cartago, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XCII
Documento N° 6247-19 / 6473-19
En sesión N° 49-19 celebrada el 28 de mayo del 2019, artículo XII, en lo que interesa, de conformidad con lo que establece el artículo 81, inciso 6° de la Ley Orgánica del Poder Judicial y con las disposiciones del numeral 17 del Reglamento para prevenir, investigar y sancionar el hostigamiento sexual en el Poder Judicial, se trasladó con goce de salario y sustitución al servidor D.R.C, Técnico Judicial del Juzgado de Trabajo del Primer Circuito Judicial de San José- sede Catedral al Centro de Apoyo, Coordinación para el Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, a partir del 31 de mayo y hasta el 30 de agosto de 2019.
En correo electrónico del 30 de mayo de 2019, la servidora Marianela Barquero Umaña, Jueza Coordinadora del Juzgado de Trabajo del Primer Circuito Judicial de San José, remitió la siguiente consulta:
“(…), con el respeto de siempre, me dirijo ante ustedes con en mi condición de Jueza Coordinadora del Primer Circuito Judicial de San José, con el fin de que se sirvan aclararme la Resolución del Consejo Superior N°580-2019 de las 16:24 horas del 29 de mayo de 2019, referencia 6247-2019, y comunicada a mi persona mediante Oficio 5283-2019 del 29 de mayo de 2019. Lo anterior, por cuanto en el acuerdo del Consejo Superior se ordena el traslado del funcionario D.R.C de este Circuito Judicial al Centro de Apoyo, Coordinación para el Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, a partir del 31 de mayo y hasta el 30 de agosto de 2019 con goce de salario y sustitución del mismo. Sin embargo, he de aclarar que dicho funcionario es meritorio en el Juzgado así que no entiendo por qué el traslado con goce de salario y de ahí que sea con sustitución. (…)”
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En oficio número PJ-DGH-SAS-UPS-3086-2019 del 30 de mayo de 2019, la máster Roxana Arrieta Meléndez, la licenciada Olga Guerrero Córdoba, por su orden, Directora y Sub Directora interina, la licenciada Maureen Siles Mata, Jefa de Subproceso de Administración Salarial y la licenciada Rosibel Brenes Alvarado, Coordinadora de la Unidad de Pagos, todas de la Dirección de Gestión Humana, remitieron el siguiente informe:
“En atención al correo electrónico remitido a esta Dirección en fecha 30 de mayo de 2019, en el que solicita:

“Buenas tardes, con instrucciones del licenciado Carlos T. Mora Rodríguez, Subsecretario General interino de la Corte Suprema de Justicia, y por ser un tema confidencial, le solicito remitir el detalle de la condición del señor D.R.C a saber:

 Sí es o no empleado judicial
 En qué periodos ha estado nombrado y en qué oficinas, así mismo indicar si actualmente cuenta con algún nombramiento (interino o meritorio) 
La información solicitada se debe enviar a este correo el día de hoy o a más tardar mañana a las 9:00 a.m., ya que el tema debe ser conocido de manera urgente en la sesión de Consejo Superior programada para mañana, quedo a la espera, gracias 

Al respecto nos permitimos informar que el señor D.R.C se ha desempeñado de forma interina como servidor judicial durante los períodos y en las oficinas que se detallan en el archivo adjunto. 

Asimismo, se aclara que al día de hoy no cuenta con ningún nombramiento vigente.

(…).
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Nombre D.R.C              
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	 Clase Puesto
	Puesto
	Rige
	Vence 
	Tipo Nombramiento 
	Est Laboral
	Oficina Judicial

	ASISTENTE ADMINISTRATIVO 3
	33340
	02/05/2017
	02/05/2017
	 Interino 
	Activo
	OFICINA ADMINISTRACIÓN II CIRCUITO JUDICIAL SAN JOSÉ

	AUXILIAR ADMINISTRATIVO
	44415
	09/05/2017
	10/05/2017
	 Interino 
	Activo
	OFICINA ADMINISTRACIÓN II CIRCUITO JUDICIAL SAN JOSÉ

	ASISTENTE ADMINISTRATIVO 1
	44333
	22/05/2017
	22/05/2017
	Interino
	Activo
	OFICINA COMUNICACIONES JUDICIALES II CIRC. JUD. SA

	AUXILIAR ADMINISTRATIVO
	24375
	23/05/2017
	23/05/2017
	Interino
	Activo
	OFICINA ADMINISTRACIÓN II CIRCUITO JUDICIAL SAN JOSÉ

	AUXILIAR ADMINISTRATIVO
	24375
	25/05/2017
	26/05/2017
	 Interino 
	Activo
	OFICINA ADMINISTRACIÓN II CIRCUITO JUDICIAL SAN JOSÉ

	AUXILIAR ADMINISTRATIVO
	24375
	29/05/2017
	31/05/2017
	 Interino 
	Activo
	OFICINA ADMINISTRACIÓN II CIRCUITO JUDICIAL SAN JOSÉ

	AUXILIAR ADMINISTRATIVO
	44041
	01/06/2017
	02/06/2017
	Interino
	Activo
	OFICINA ADMINISTRACIÓN II CIRCUITO JUDICIAL SAN JOSÉ

	AUXILIAR ADMINISTRATIVO
	44041
	03/06/2017
	04/06/2017
	 Interino 
	Activo
	OFICINA ADMINISTRACIÓN II CIRCUITO JUDICIAL SAN JOSÉ

	AUXILIAR ADMINISTRATIVO
	44041
	05/06/2017
	15/06/2017
	Interino
	Activo
	OFICINA ADMINISTRACIÓN II CIRCUITO JUDICIAL SAN JOSÉ

	AUXILIAR ADMINISTRATIVO
	44041
	22/06/2017
	23/06/2017
	Interino
	Activo
	OFICINA ADMINISTRACIÓN II CIRCUITO JUDICIAL SAN JOSÉ

	AUXILIAR ADMINISTRATIVO
	44041
	26/06/2017
	26/06/2017
	Interino
	Activo
	OFICINA ADMINISTRACIÓN II CIRCUITO JUDICIAL SAN JOSÉ

	AUXILIAR ADMINISTRATIVO
	34961
	29/06/2017
	30/06/2017
	Interino
	Activo
	OFICINA ADMINISTRACIÓN II CIRCUITO JUDICIAL SAN JOSÉ

	AUXILIAR ADMINISTRATIVO
	34961
	03/07/2017
	09/07/2017
	Interino
	Activo
	OFICINA ADMINISTRACIÓN II CIRCUITO JUDICIAL SAN JOSÉ

	AUXILIAR ADMINISTRATIVO
	44041
	10/07/2017
	11/07/2017
	Interino
	Activo
	OFICINA ADMINISTRACIÓN II CIRCUITO JUDICIAL SAN JOSÉ

	AUXILIAR ADMINISTRATIVO
	44041
	13/07/2017
	13/07/2017
	Interino
	Activo
	OFICINA ADMINISTRACIÓN II CIRCUITO JUDICIAL SAN JOSÉ

	TÉCNICO JUDICIAL 2
	44217
	18/09/2017
	27/09/2017
	Interino
	Activo
	JUZGADO DE TRABAJO I CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE

	TÉCNICO JUDICIAL 2
	44218
	23/10/2017
	01/11/2017
	 Interino 
	Activo
	JUZGADO DE TRABAJO I CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE

	TÉCNICO JUDICIAL 2
	44217
	07/11/2017
	10/11/2017
	Interino
	Activo
	JUZGADO DE TRABAJO I CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE

	TÉCNICO JUDICIAL 2
	44217
	13/11/2017
	15/11/2017
	Interino
	Activo
	JUZGADO DE TRABAJO I CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE

	TÉCNICO JUDICIAL 2
	44217
	16/11/2017
	26/11/2017
	Interino
	Activo
	JUZGADO DE TRABAJO I CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE

	TÉCNICO JUDICIAL 2
	44360
	05/03/2018
	11/03/2018
	 Interino 
	Activo
	JUZGADO DE TRABAJO I CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE

	TÉCNICO JUDICIAL 2
	44212
	19/03/2018
	25/03/2018
	Interino
	Activo
	JUZGADO DE TRABAJO I CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE

	TÉCNICO JUDICIAL 2
	44217
	01/06/2018
	08/06/2018
	 Interino 
	Activo
	JUZGADO DE TRABAJO I CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE

	TÉCNICO JUDICIAL 2
	44217
	11/06/2018
	17/06/2018
	Interino
	Activo
	JUZGADO DE TRABAJO I CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE

	TÉCNICO JUDICIAL 2
	44205
	18/06/2018
	28/06/2018
	 Interino 
	Activo
	JUZGADO DE TRABAJO I CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE

	TÉCNICO JUDICIAL 2
	44207
	09/07/2018
	19/07/2018
	 Interino 
	Activo
	JUZGADO DE TRABAJO I CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE

	TÉCNICO JUDICIAL 2
	44212
	01/08/2018
	15/08/2018
	Interino
	Activo
	JUZGADO DE TRABAJO I CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE

	TÉCNICO JUDICIAL 2
	44212
	16/08/2018
	17/08/2018
	Interino
	Activo
	JUZGADO DE TRABAJO I CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE

	TÉCNICO JUDICIAL 2
	44217
	17/09/2018
	19/09/2018
	Interino
	Activo
	JUZGADO DE TRABAJO I CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE

	TÉCNICO JUDICIAL 2
	44054
	20/09/2018
	21/09/2018
	Interino
	Activo
	JUZGADO DE TRABAJO I CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE

	TÉCNICO JUDICIAL 2
	44054
	22/09/2018
	23/09/2018
	Interino
	Activo
	JUZGADO DE TRABAJO I CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE

	TÉCNICO JUDICIAL 2
	44054
	24/09/2018
	25/09/2018
	Interino
	Activo
	JUZGADO DE TRABAJO I CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE

	TÉCNICO JUDICIAL 2
	44054
	26/09/2018
	07/10/2018
	Interino
	Activo
	JUZGADO DE TRABAJO I CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE

	TÉCNICO JUDICIAL 2
	372099
	08/10/2018
	17/10/2018
	Interino
	Activo
	JUZGADO DE TRABAJO I CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE

	TÉCNICO JUDICIAL 2
	44208
	27/11/2018
	30/11/2018
	 Interino 
	Activo
	JUZGADO DE TRABAJO I CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE

	TÉCNICO JUDICIAL 2
	44208
	03/12/2018
	09/12/2018
	 Interino 
	Activo
	JUZGADO DE TRABAJO I CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE

	TÉCNICO JUDICIAL 2
	102198
	17/12/2018
	23/12/2018
	 Interino 
	Activo
	JUZGADO DE TRABAJO I CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE

	TÉCNICO JUDICIAL 2
	102198
	07/01/2019
	14/01/2019
	 Interino 
	Activo
	JUZGADO DE TRABAJO I CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE

	TÉCNICO JUDICIAL 2
	44204
	28/01/2019
	10/02/2019
	 Interino 
	Activo
	JUZGADO DE TRABAJO I CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE

	TÉCNICO JUDICIAL 2
	44207
	11/02/2019
	12/03/2019
	 Interino 
	Activo
	JUZGADO DE TRABAJO I CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE

	TÉCNICO JUDICIAL 2
	44207
	13/03/2019
	10/04/2019
	 Interino 
	Activo
	JUZGADO DE TRABAJO I CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE

	TÉCNICO JUDICIAL 2
	44207
	11/04/2019
	12/05/2019
	 Interino 
	Activo
	JUZGADO DE TRABAJO I CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE

	TÉCNICO JUDICIAL 2
	44207
	16/05/2019
	17/05/2019
	 Interino 
	Activo
	JUZGADO DE TRABAJO I CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE



(…).”
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	Una vez conocido por este Consejo el correo electrónico del 30 de mayo de 2019, suscrito por la servidora Marianela Barquero Umaña, Jueza Coordinadora del Juzgado de Trabajo del Primer Circuito Judicial de San José, en el que informa que la situación laboral del servidor D.R.C es de meritorio del citado despacho, se dispone: 1.) Tomar nota de la comunicación anterior. 2.) Tomar nota del registro de nombramientos del servidor D.R.C, remitido mediante oficio N° PJ-DGH-SAS-UPS-3086-2019 del 30 de mayo de 2019, por la máster Roxana Arrieta Meléndez, la licenciada Olga Guerrero Córdoba, por su orden, Directora y Sub Directora interina, la licenciada Maureen Siles Mata, Jefa de Subproceso de Administración Salarial y la licenciada Rosibel Brenes Alvarado, Coordinadora de la Unidad de Pagos, todas de la Dirección de Gestión Humana. 3.) Dejar sin efecto la medida cautelar de traslado con sustitución otorgada en acuerdo de este Consejo Superior en sesión N° 49-19 celebrada el 28 de mayo del 2019, artículo XII. 4.) Limitar de forma inmediata los nombramientos del señor D. R. C. en el Juzgado de Trabajo del Primer Circuito Judicial de San José, con motivo de la medida cautelar impuesta por el Tribunal de la Inspección Judicial.
El Juzgado de Trabajo del Primer Circuito Judicial de San José, el Tribunal de la Inspección Judicial y la Dirección de Gestión Humana, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme. 
-o0o-
A las 13:40 horas terminó la sesión. 
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